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Editorial Note 
Beginning with this issue, the Review will be published in a trilingual edition: English, French and Spanish. 
Articles will appear in one of these languages, followed by summaries in the other two languages. 


The other parts of the Review will be published in the languages in which information, whether from the United 
Nations or other sources, is not easily available. 


A bibliographical section similar to that which appeared in numbers 1, 2 and 4 will be included in number 6. 


Note de la rédaction 
A partir du présent numéro, la Revue paraitra en édition trilingue: anglais, francais et espagnol. 
Les articles publiés dans une de ces langues seront suivis de résumés dans les deux autres. 


Les autres parties de la Revue seront données dans les iangues dans lesquelles la documentation, qu’elle provienne 
des Nations Unies ou d’autres sources, n’est pas facilement accessible. 


Une section bibliographique analogue a celles qui ont paru dans les numéros 1, 2et4sera publiée dans le numéro 6. 


Nota editorial 


A partir del presente numero la Revista sera editada en inglés, francés y espajiol. Los articulos publicados en uno 
de dichos idiomas lo seran seguidos por resimenes en los otros dos. 


El resto del material se publicara en los idiomas en los cuales no es facil hallar informacién bien en las Naciones 
Unidas o en otras fuentes. 


Una seccion bibliografica, andloga a las publicadas en los numeros 1, 2 y 4, sera publicada en el numero 6. 
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ARTICLES — ARTICULOS 


Cooperacion internacional de las Naciones Unidas en la prevencion 
del delito y tratamiento del delincuente' 


por Manuel Lépez-Rey 


I. INDICACION PREVIA 


Habiendo sido invitada la Organizacién de las Naciones 
Unidas a participar en el presente congreso y a exponer la 
cooperacion internacional llevada a cabo por dicha organi- 
zacion en la prevencidn del delito y tratamiento del delin- 
cuente, el presente trabajo debe estimarse como una sintesis 
de la labor realizada hasta el presente en dichos dos campos 
de actividad. Dado que no es la primera vez que una tal 
exposicién se hace, forzosamente han de hallarse en la 
presente referencias a algo ya dicho con anterioridad *. Sin 
embargo, la presente exposicién difiere de lo dicho ante- 
tiormente en tres aspectos: a) en que intenta una exposicién 
de las caracterfsticas esenciales de la cooperacién inter- 
nacional que nos ocupa; 5) en que incluye informacién 
sobre la labor realizada desde finales de 1951 hasta octubre 
de 1953, y c) en que después de varios afios de actividad 
internacional se intenta con cardcter provisional una valo- 
racion de la labor realizada. 


Una exposicién de la cooperacién internacional de las 
Naciones Unidas en la materia que nos ocupa, es tanto 
mas conveniente si se tiene en cuenta: a) que el programa 
de defensa social * de las Naciones Unidas ha sido modifi- 
cado como consecuencia de la reciente aprobacién del 
«Programa de accién practica concertada en materia social, 
desarrollado por las Naciones Unidas y los organismos 
especializados» 4; b) que todavia existe desconocimiento o 
confusién sobre la labor realizada por las mismas en el 
campo de la prevencién del delito y tratamiento del delin- 
cuente. 


II. CARACTERISTICAS DE LA COOPERACION INTERNACIONAL 
ORGANIZADA POR LAS NACIONES UNIDAS 


Histéricamente, la cooperacién internacional en el area 
de la defensa social, al igual que en otros campos de activi- 
dad internacional, ha ofrecido y ofrece diversas modali- 
dades. En términos generales esa diversidad se debe: a) al 


Trabajo gosndinde por Manuel Lépez-Rey, Jefe de la Seccién 
de Defensa Social, Divisién del Bienestar Social, de la Secretaria de 
las Naciones Unidas al «83.° Congreso anual sobre Correccién» 
loctubre, 1953, Toronto] organizado por la Asociacién Americana 
de Prisiones. Como consecuencia de la invitacién hecha por la 
mencionada asociacién, el Secretario General designé al Sr. Lépez- 
Rey para representar a las Naciones Unidas en el referido congreso. 

2 V. International Review of Criminal Policy, United Nations, No. 1, 
January 1952, pp. 3-27, en donde se describen las actividades hasta 
casi finales de 1951, 





mayor o menor campo de actividad penal, criminoldégica o 
penitenciaria asignado a la organizacién de que se trate; 
b) a la mayor o menor extensién geogrdafica cubierta por 
dicha organizacidén, y c) al caracter gubernamental o no de 
la misma. Cada una de dichas caracteristicas admite, a su 
vez, diversas modalidades, lo que explica la variedad de las 
formas de cooperacién internacional en la materia que nos 
ocupa. Como ejemplos histéricos cabe citar: la Union 
internationale de droit pénal y la Commission internationale 
pénale et penitenciaire’. 


En nuestros dias cabe citar, entre otras, la Howard League 
for Penal Reform; \a Association internationale de droit 
pénal; la Societé internationale de criminologie; las Nordic 
Associations of Criminologists, etc. En todos estos casos 
y otros que pudieran citarse, el cardcter, actividades y 
extensién geografica de dichas asociaciones, aunque 
ofreciendo ciertas semejanzas entre si, ofrecen igualmente 
marcadas diferencias. 


Aunque la forma de cooperacién internacional organi- 
zada por las Naciones Unidas ofrece ciertas caracteristicas 
similares a las de pasadas y presentes organizaciones, 
difiere esencialmente de todas ellas. Brevemente expuestas, 
dichas caracteristicas son las siguientes: 


a) Establecimiento de una politica criminal internacio- 
nal de finalidad social, y de un programa de trabajo; 


b) Direccién y coordinacién de las actividades necesarias 
para dicha politica; 

c) Prestacién de asistencia técnica para una mejor efecti- 
vidad de la mencionada politica criminal; 


d) Diseminacién de informacién sobre cuestiones de 
defensa social; 


e) Creacién y mantenimiento de una organizacién téc- 
nicoadministrativa. 


bs El sheen «defensa social» es puramente convencional y no 
debe ser identificado con ninguna escuela penal o criminoldgica. 
Administrativamente cubre las actividades siguientes: a) prevencién 
del delito y tratamiento del delincuente; 5) prostitucién y materias 
conexas, y c) funciones administrativas permanentes en las tres 
precedentes actividades. 

*V. doc. E/CN.5/291 y Anexos, Naciones Unidas. El Consejo 
Econémico y Social aprobé dicho programa por resolucién 496 
[XVI], de 31 julio de 1953. 

5 Las funciones de la C.I.P.P. fueron transferidas a las Naciones 
Unidas en 1951, conforme a la resolucién 415 [V] de la Asamblea 
General. 





Establecimiento de una politica criminal internacional 
de finalidad social y de un programa de trabajo 


Respecto a esta caracteristica cabe decir que, desde el 
primer momento, las Naciones Unidas consideraron la 
prevencion del delito y tratamiento del delincuente como 
un problema social. Tal consideracién no fué siempre 
seguida por las diversas organizaciones que, en mayor o 
menor medida, se ocuparon con anterioridad en el area 
internacional de estas cuestiones que, con frecuencia, fueron 
consideradas como problemas juridicos o legales*, Esta con- 
cepcidn que fué la prevaleciente durante un cierto periodo, 
permite explicar en parte el porqué en la Sociedad de las 
Naciones no existid nunca un organismo especialmente 
dedicado a los problemas que en las Naciones Unidas se 
agrupan bajo el término defensa social. Conforme a una 
tesis juridica o legal de tales problemas, los mismos son de 
la competencia exclusiva de los estados. Esta opinién ya 
expuesta en el tiempo de la Sociedad de Naciones parece 
basarse, si tenemos en cuenta las referencias hechas, en el 
concepto de soberania nacional. Seria, pues, esta soberania 
la que impidiera o impide el que la prevencidon del delito y 
el tratamiento del delincuente sean objeto de cooperacién 
internacional por parte de un organismo internacional. 


Pese a tal objecion, la opinién opuesta, salvo aisladas 
excepciones, es la que ha prevalecido en el area internacional 
y es la que puede estimarse hoy dia como generalmente 
aceptada. Dicha evolucién y prevalencia pueden explicarse 
en gran medida por la creciente funci6n social asignada a 
la pena como consecuencia de la progresiva evolucién de 
las disciplinas penales y criminolégicas. Conforme a éstas, 
lo que interesa es la readaptacion social del delincuente y la 
prevencion del delito. Una tal concepcion significa necesa- 
riamente el encuadrar dichos problemas en la politica social. 
Ahora bien, dado que ésta es objeto de cooperaci6n inter- 
nacional, el resultado ha sido que los problemas que nos 
ocupan forman parte del vasto programa de bienestar social 
de las Naciones Unidas y se hallan dentro de la competencia 
de la Comisién Social’. 


En consecuencia, la cooperacién organizada por las 
Naciones Unidas tiende, por razones sociales, a un mejora- 
miento de las politicas y practicas nacionales de prevencién 
del delito y tratamiento del delincuente. Al proceder asi 
tiene en cuenta los progresos de la ciencia y de la técnica, 
pero unos y otros deben estimarse subordinados a la 
finalidad social de recuperacién en la mayor medida posible, 
de un capital humano y de prevenir que dicho capital pueda 
perderse. En este respecto, la opinién bastante generalizada 
de que la politica de defensa social se dirige sdlo a deter- 
minados grupos sociales: delincuentes y prostitutas, debe 
estimarse s6lo como parcialmente correcta. En realidad, 
una adecuada politica de defensa social debe tener en cuenta 
la prevencion del delito y en tal sentido se dirige a todos los 
grupos sociales sin distincién, ya que toda persona, por no 
existir inmunidad contra el delito, puede devenir delincuente 
en un momento dado. A esta distincién entre prevenir y 
recuperar, corresponde la divisién del programa de trabajo 


* Ciertos antecedentes de una consideracion social se hallan en la 
Sociedad de las Naciones. Entre otras, las actividades para la represién 
del trafico de mujeres y menores. 


7 Conforme a la organizacién de la Secretaria, dicho bienestar 
social cubre los siguientes aspectos: politica social; servicios sociales; 
vivienda y defensa social. Otros aspectos del bienestar social, salud, 


de las Naciones Unidas en dos grandes secciones estrecha- 
mente relacionadas: prevencidn del delito y tratamiento 
del delincuente. Por otra parte, la experiencia ensefia que 
prevenir un mal es siempre mas hacedero y menos costoso 
que suprimir ese mal. Esto justifica el lugar prominente 
dado por las Naciones Unidas al estudio y proyectos sobre 
prevencion del delito. En esta prevencion se halla incluido 
por razones obvias la pre-delincuencia y delincuencia 
juveniles. 


Este caracter eminentemente social de la actividad de las 
Naciones Unidas en el drea de la defensa social, lleva a 
mantener una estrecha conexion entre el programa de tra- 
bajo sobre dicha actividad y los programas de trabajo sobre 
otros aspectos sociales. El mantenimiento de dicha conexién 
es llevado a cabo por la Comisién Social y la Division de 
Bienestar Social, cuya organizacion interna ® muestra la 
interdependencia de todos los problemas sociales. Ahora 
bien y a fin de evitar erréneas conclusiones, la interdepen- 
dencia de los problemas sociales no significa el que la 
solucion de un problema social supone necesariamente la 
solucion de otro relacionado con ély si sdlo el que la solucién 
de este segundo problema puede ser facilitada. Esta obser- 
vaciOn es importante si se tiene en cuenta que en ocasiones 
se afirma que el mejoramiento general de las condiciones de 
vida supone mas 0 menos automaticamente la desaparicién 
del delito. Sin negar que un tal mejoramiento puede hacer 
disminuir e incluso suprimir ciertas formas de delitos, 
generalmente delitos menores de orden econdmico, el mejo- 
ramiento de las condiciones de vida, aunque ejerciendo 
una benéfica influencia, no suprime el delito ni puede 
reemplazar a una politica de defensa social. Dada la 
carencia de tiempo no es posible examinar aqui con detalle 
esta cuestion. Baste decir, sin embargo: a) que el delito es 
debido a una diversidad de factores de muy diversa indole, 
los cuales no son todos de indole social; b) que el delito, 
aunque en diversa medida, aparece en todos los sectores 
sociales cualesquiera sean los niveles de vida de dichos 
sectores, y c) que el mejoramiento del nivel general de vida 
da lugar a su vez a nuevas formas de desadaptacion social. 


La indole social de la actividad de las Naciones Unidas en 
el campo de la defensa social es visible en el esquema de 
proyectos que figuran en el presente trabajo. Mencidn 
especial merecen: a) la formulacién de los principios 
esenciales para un enfoque social de la prevencidn del delito, 
y b) la prevencidén de tipos de delitos resultantes de trans- 
formaciones sociales y que acompafian al desarrollo eco- 
ndmico en los paises insuficientemente desarrollados®. 


Direccion y coordinacion de las actividades necesarias para 
una politica criminal internacional 


En ocasiones, se ha preguntado si la politica de las 
Naciones Unidas en el campo de la defensa social persigue 
o no una finalidad unificadora. A ello cabe responder que, 
aunque internacional, la politica indicada no pretende la 
unificacién juridico-legal de aquellas partes de las legisla- 
ciones nacionales que se ocupan de la prevencidn del delito 


educacién, etc., son realizados por la Organizacién Mundial de la 
Salud, UNESCO, OIT, etc. 

® V. nota No. 7. 

® Para mas detalles, véase «Programa de trabajos y prioridades», 
doc. E/CN.5/292, Naciones Unidas, 12 de marzo de 1953, y también 
el doc. citado en la nota No. 4. 
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y del tratamiento del delincuente. Por su propia naturaleza, 
la prevencion del delito y el tratamiento del delincuente se 
hallan intimamente enraizadas con los factores culturales, 
sociales y econdmicos de un pais, y por tanto una tal 
unificacién no es posible. Es por esto que desde un princi- 
pio, la politica criminal de las Naciones Unidas, aunque de 
caracter universal, reconocié la necesidad de tener en 
cuenta las caracteristicas nacionales y regionales en el 
campo de la defensa social. En suma, universalidad y 
cooperacién internacional no significan uniformidad de 
sistemas juridicos y si coordinacién de esfuerzos y mejo- 
ramiento de las condiciones existentes. Como expresamente 
lo indica la resolucién 155 C (VII) de 1948 del Consejo 
Econdémico y Social, la funcién de las Naciones Unidas en 
el campo de la defensa social es de direccién coordinadora, 
o sea, de direccién teniendo en cuenta la actividad de otras 
organizaciones internacionales y nacionales que se ocupan 
de los mismos problemas. 


Esa funcién de direccién y coordinaciénseejerceteniendo 
presente las diversas caracteristicas nacionales y regionales. 
Asi la resolucién 415 (V) ya mencionada, establece que los 
grupos regionales encargados de estudiar periddicamente 
cuestiones de defensa social, deben ser organizados teniendo 
encuenta afinidades étnicas, legislativas y consuetudinarias, 
a fin de examinar cuestiones de particular interés para 
dichos grupos. Con este flexible criterio han sido ya organi- 
zados los grupos regionales siguientes: europeo (1952); 
latinoamericano (1953); del Cercano Oriente (1953) y en 
1954 se reunira el grupo regional del Lejano Oriente. 
Aunque en tales grupos los temas discutidos han sido con 
ciertas salvedades los mismos, la finalidad de tales discusio- 
nes no es la de lograr un criterio uniforme de aplicacion en 
todos los pafses, sino la de ver hasta qué punto y con- 
forme a qué exigencias nacionales y regionales es necesario 
adoptar soluciones distintas respecto a un mismo problema. 
Asi, la cuestién de “‘Reglas minimas generales para el 
tratamiento de los reclusos” ha sido examinada en cada 
grupo regional conforme a criterios regionales y no con la 
finalidad de aprobar con cardcter tedrico reglas generales 
de aplicacién universal. Es probable que cuando el tema 
sea discutido en el préximo Congreso de las Naciones 
Unidas sobre prevencién del delito y tratamiento del delin- 
cuente 1° se llegue a la conclusién de que una parte de dichas 
reglas por su indole general son susceptibles de aplicacién 
universal y ello siempre conforme a las modalidades 
nacionales, mientras la parte restante sera adaptada a las 
exigencias de la regidn en que pueden ser aplicadas. 


Cualquiera que fuere la solucién que se tome, el congreso 
se halla facultado para aprobar resoluciones sobre los 
medios que permitan asegurar una aplicacién efectiva de 
las reglas. Tales resoluciones, conforme a la resolucién 415 
(V) seran comunicadas al Secretario General de las Nacio- 
nes Unidas y en caso necesario a los organismos encargados 
de establecer la politica de la Organizacién. Es aqui, en la 
posibilidad de establecer una politica internacional con 
repercusiones nacionales y dentro de los limites estableci- 
dos por las disposiciones de la Carta, donde existe una 
marcada diferencia entre las funciones de la Sociedad de 
Naciones en materia de defensa social y las ejercidas por 

10 Las reuniones de los grupos regionales son etapas previas de 
dicho congreso. V. resolucién 415 [V] ya mencionada. 


las Naciones Unidas. Mientras la primera ejercia una fun- 
cién que se ha calificado de pasiva"’, la segunda, y siempre 
conforme a las disposiciones de la Carta, puede adoptar 
una politica internacional en materia de defensa social. 


La aplicacién efectiva de las reglas minimas supondria 
un progreso evidente ya que, salvo excepciones, las reglas 
minimas no tienen ain aplicacién nacional integra incluso 
en paises que son estimados como progresivos en materia 
penoldgica. Es cierto que la aceptacién por los gobiernos 
de dichas reglas minimas y sobre todo su aplicacién efectiva, 
presenta ciertas dificultades, pero es de esperar que se halle 
algin medio que permita asegurar sin menoscabo para las 
autoridades nacionales la aplicacién efectiva, aunque fuere 
gradual, de las reglas minimas para el tratamiento de los 
reclusos. 


La funcién directo-coordinadora se realiza a través de la 
Comisién Social y, en su caso, del Consejo Econémico y 
Social y de la Asamblea General. El organismo técnico- 
administrativo lo constituye la Divisién de Bienestar Social 
y dentro de ésta la Seccién de Defensa Social, de la Secre- 
taria. Un Comité de Expertos en prevencién del delito y 
tratamiento del delincuente aconseja periddicamente al 
Secretario General y a la Comisién Social. La cooperacién 
y coordinacién de esfuerzos y actividades se realiza respecto 
a los gobiernos y las asociaciones internacionales y nacio- 
nales que se ocupan de dicha prevencion y tratamiento. 


Prestacién de ayuda técnica para una mejor efectividad de la 
cooperacion internacional en defensa social 


La prestacién de ayuda técnica por parte de las Naciones 
Unidas a los gobiernos en materia de defensa social cons- 
tituye una de las caracteristicas mas salientes de la coopera- 
cién internacional que nos ocupa. Dicha ayuda constituye 
una notable diferencia respecto a la actividad de la Sociedad 
de Naciones. La ayuda es posible mediante la combinacién 
de los programas establecidos por la Administracién de 
Ayuda Técnica y el Departamento de Asuntos Sociales de 
las Naciones Unidas. La finalidad de esta forma de co- 
operacién internacional es la de ayudar a los gobiernos en 
el mejoramiento de la situacién existente en materias de 
defensa social y cooperar con ellos en el establecimiento 
y efectividad de programas nacionales destinados a la 
prevencidn del delito y tratamiento del delincuente. Las tres 
formas principales de ayuda son: a) organizacién de 
seminarios; 5) envio de expertos; c) concesién de becas. 


Los seminarios es el nombre dado a las conferencias 
regionales sobre la prevencién del delito y tratamiento del 
delincuente cuando las mismas son organizadas con una 
cierta ayuda financiera por parte de las Naciones Unidas. 
En tales casos, el método de trabajo es el propio de los 
seminarios, que constituyen una forma de entrenamiento 
para el estudio de los problemas que se examinan. Hasta el 
presente los siguientes seminarios han sido organizados: 
el latinoamericano y el del Cercano Oriente, en 1954 tendra 
lugar el del Lejano Oriente. La reunién del grupo europeo 
tuvo lugar en Ginebra en 1952. El problema de la delin- 
cuencia juvenil fué examinado en el Seminario de Bienestar 
Social, Paris, 1949, de las Naciones Unidas. Igualmente han 

11 VY. «International Collaboration in Criminal Science » porL. Ra- 
——— en The Modern Approach to Criminal Law, Londres, 1945, 
p. 493. 





tenido ya lugar el Seminario para el examen médico- 
psicoldgico-social de los delincuentes, Bruselas, 1951, y el 
seminario sobre probacién, Londres, 1952. 


A peticién de los gobiernos las Naciones Unidas han 
enviado expertos a los paises siguientes: Bélgica, Bolivia, 
Birmania, Filipinas, India, Israel, Pakistan y Turquia a fin 
de estudiar diversos aspectos del tratamiento de los delin- 
cuentes y aconsejar a los gobiernos respectivos. 


Las becas pueden ser de dos clases: de estudio y para 
ampliacion de estudios. La presentacién de candidatos se 
hace por los gobiernos y la seleccién por las Naciones 
Unidas, quienes conceden un subsidio mensual y sufragan 
ciertos gastos!*, Durante el periodo 1947-1952 fueron con- 
cedidas 107 becas para ampliacién de estudios y 10 de 
estudio a candidatos de 32 diferentes paises. Las materias 
estudiadas fueron: prevencién y tratamiento de la delin- 
cuencia juvenil, organizacién de los tribunales para me- 
nores, legislacion sobre menores, instituciones para jovenes 
delincuentes, probacion, correccién de delincuentes adultos 
etcetera. Los becados fueron distribuidos entre dieciocho 
paises, ocupando los primeros lugares como paises de 
estudio Estados Unidos de América, Reino Unido y Fran- 
cia. En la mayoria de los casos el becado ha realizado sus 
estudios en dos paises diferentes, lo que le permite, entre 
otras cosas, comparar diversos sistemas. La seleccién de 
los paises de estudio se hace teniendo en cuenta diversos 
factores regionales y el que el gobierno del becado pueda 
utilizar los servicios de éste a su regreso al pais. En este 
respecto se han observado ya resultados satisfactorios que 
muestran la utilidad del sistema de becas establecido por 
las Naciones Unidas. 


Informaci6n sobre cuestiones de defensa social 


Una caracteristica importante de la funcién directo- 
coordinadora de las Naciones Unidas en materia de defensa 
social, la constituye la diseminacién de informacién de 
estudios, trabajos y documentos sobre prevencion del delito 
y tratamiento del delincuente. Dicha informacién debe 
considerarse como parte del programa de trabajo. La 
funcién informativa se realiza mediante: a) la publicacién 
de la Revista internacional de Politica Criminal; b) la pu- 
blicacién deestudios sobre determinadas materiasconforme 
al programa de trabajo"*; c) la publicacién de los informes 
y documentos de las conferencias regionales; d) la publica- 
cidn de los informes de los expertos, y ¢) la distribucién de 
los documentos de las Naciones Unidas que se ocupan de 
la defensa social. 


Creacién y mantenimiento de una organizacion 
técnico-administrativa 


A fin de realizar la funcién directo-coordinadora, las 
Naciones Unidas crearon dentro de la Divisién de Bienestar 
Social, la Secci6n de Defensa Social, que constituyeel 6rgano 
técnico-administrativo encargado de llevar a cabo la 
politica criminal establecida por la Comisién Social y el 
Consejo Econémico y Social y en ciertos casos por la propia 
Asamblea General. Por su cardcter técnico merece especial 
mencidn el comité de expertos ya citado sobre prevencién 


12 V, «Programa General de Becas para 1954», Administracién de 
Asistencia Técnica, Naciones Unidas, enero, 1953. 


18 La lista de publicaciones puede verse en el presente nimero de 
la Revista, 


del delito y tratamiento del delincuente que conforme a la 
resolucién 415 (V) se retine periddicamente. La funcién de 
dicho comité es la de aconsejar al Secretario General de las 
Naciones Unidas y a la Comisién Social en la formulacién 
de los programas de defensa social asi como sobre co- 
ordinacién entre las diversas conferencias regionales, 
Asimismo realizan una funcién técnico-informativa los 
corresponsales individuales en materia de defensa social, 
creados conforme a la resolucién antes mencionada. Al 
presente existen sesenta y siete corresponsales que repre- 
sentan cuarenta paises!4. Dichos corresponsales son 
especialistas en la materia, nombrados por los gobiernos 
a fin de informar periddicamente a la Secretaria sobre las 
nuevas disposiciones o medidas tomadas en sus respectivos 
paises sobre cuestiones de defensa social. La informacién 
asi recibida es utilizada por la Seccién de Defensa Social 
y por los expertos encargados de trabajos o misiones sobre 
prevencién del delito y tratamiento del delincuente. El 
sistema de corresponsales ha dado satisfactorios resultados 
y la funcién técnica que aquéllos ejercen es todavia mas 
evidente si se tiene en cuenta que, conforme a la resolucién 
indicada, los corresponsales deben participar en las con- 
ferencias regionales ya mencionadas y a mas fuerte razon 
en el congreso quinquenal que debe seguir a las mismas, 
Las conferencias regionales pueden considerarse asimismo 
parte de la organizacién técnica de las Naciones Unidas en 
materia de defensa. Igualmente lo son por su cardacter 
consultivo las organizaciones no gubernamentales que se 
ocupan de dicha materia y que conforme a las disposiciones 
existentes cooperan directamente con la Secretaria y parti- 
cipan, segun el estatuto que les concede el Consejo Econé- 
mico y Social, en las conferencias regionales y en las 
reuniones de la Comisién Social y en el propio Consejo. 


IV. PROGRAMA DE TRABAJO 

No es posible dada la limitacién de este articulo exponer 
con el debido detalle el programa de las Naciones Unidas 
en materia de defensa social. Por ello, nos limitaremos a una 
exposicién esquematica del mismo y a recordar que dicho 
programa es parte del mds amplio que sobre Bienestar 
Social llevan a cabo las Naciones Unidas. 

Programa de trabajo en materia de defensa social 

A. Prevencion del delito: 
1) Delincuencia de menores; 
2) Estadisticas penales; 


3) Formulacién de los principios esenciales para un enfo- 
que social de la prevencién del delito; 


4) Prevencién de los delitos resultantes de transformaciones 
sociales y que acompaifian al desarrollo econdémico en 
los paises insuficientemente desarrollados; 


5) Trata de personas y prostitucién. 


B. Tratamiento del delincuente: 

1) Régimen de prueba (probacién) y ayuda post-carcelaria; 
2) Reglas minimas para el tratamiento de los reclusos; 

3) Seleccién y formacién del personal; 

4) Instituciones correccionales abiertas; 

5) Trabajo penitenciario; 


14 La distribucién de los corresponsales y paises puede hallarse en 
este numero de la Revista. 
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6) Prevencidn de la criminalidad de los reincidentes y otras 
clases de delincuentes y su tratamiento; 


7) Penas cortas de privacién de libertad. 


Con la excepcién de los proyectos A 3) y 4) y B 6) y 7) 
todos los demas se hallan en estado avanzado de realizacién. 
En este sentido, es preciso tener en cuenta que la vastedad 
y complejidad de ciertos proyectos, asi como limitaciones 
presupuestarias, hacen que su estudio se haga paulatina- 
mente. 


Dada la imposibilidad de explicar en detalle cada uno de 
los proyectos indicados, nos limitaremos a examinar 
algunos de ellos. El problema de la delincuencia de menores 
ha sido y es motivo de preocupacién desde hace afios en 
un gran numero de paises. Debido a una serie de causas que 
noes posible examinar aqui, esa delincuencia ha aumentado 
en ciertos paises, pese a los esfuerzos que en los mismos se 
ha hecho para reducirla. Por ello, las Naciones Unidas 
consideraron desde ei primer momento que la delincuencia 
juvenil constituye uno de los principales aspectos de la 
prevencion del delito en general y en tal sentido han em- 
prendido estudios e investigaciones sobre el mismo. Mere- 
cen mencionarse los cinco estudios dedicados a examinar el 
concepto de delincuencia juvenil, la organizacién de la 
jurisdiccién de menores y otros aspectos de la prevencién 
y tratamiento de dichos menores en las regiones siguientes: 
Estados Unidos de Norteamérica, Europa, América Latina, 
Cercano Oriente y Lejano Oriente!®. Dichos estudios 
permiten un examen comparativo de los diversos sistemas 
existentes para combatir la delincuencia juvenil. En tal 
sentido y a fin de lograr soluciones practicas adecuadas, 
los indicados estudios han sido sometidos a las conferencias 
tegionales, que han considerado extremadamente util dicha 
documentacién. Dada la complejidad y vastedad del pro- 
blema de la delincuencia juvenil, al presente se lleva a cabo 
un estudio sobre la efectividad de las medidas tomadas por 
los gobiernos en la prevencién de dicha delincuencia. Dicho 
estudio permitira evaluar hasta qué punto dichas medidas 
son eficaces. En septiembre de 1954 y organizado por la 
Administracién de Asistencia Técnica de las Naciones 
Unidas tendra lugar en Viena un seminario dedicado al 
estudio de los diversos aspectos del tratamiento de menores 
en instituciones. Por otra parte, las Naciones Unidas tienen 
en cuenta los trabajos y discusiones sobre la delincuencia de 
menores llevados a cabo por las organizaciones no guber- 
namentales. El material asi reunido sera sometido al Con- 
greso de las Naciones Unidas sobre prevencién del delito 
y tratamiento del delincuente, que es de esperar pueda 
tealizarse en 1955. Es de esperar que dicho congreso pueda 
someter a las Naciones Unidas recomendaciones cuya 
tealizacién por los gobiernos permita comenzar a resolver 
uno de los problemas mds graves de nuestro tiempo en 
materia de defensa social. 


La cooperacién internacional en este problema es tanto 
mds necesaria si se tiene en cuenta: a) que, en general, la 
delincuencia de menores tiende a aumentar en un gran 
numero de paises, y 5) la discrepancia de métodos y polfticas 
en la prevencién de dicha delincuencia. Aunque una cierta 


1% Dichas monografias tienen respectivamente los simbolos si- 
guientes: ST/SOA/SD/1, y Addenda 1, 2, 3 y 4. Todas ellas pueden 
adquirirse en las Naciones Unidas o en cualquiera de sus agentes de 
venta en los diversos paises. 


discrepancia de concepciones y métodos es siempre de 
esperar cuando se trata de solucionar un problema social, 
la divergencia existente respecto a los métodos de preven- 
cién de la delincuencia juvenil ha creado en no pocos paises 
una cierta desorientaciOn respecto a como dicha prevencién 
puede ser mas eficazmente obtenida. Notemos de pasada 
que la desorientacién se da mas respecto a los métodos 
preventivos que respecto a los de tratamiento del menor 
delincuente. Respecto a la prevencion, un sector de opinién 
considera que la delincuencia juvenil puede ser evitada con 
los métodos usados por una politica general de bienestar 
de la infancia y de la juventud. Sin intentar analizar tal 
escuela, cabe, sin embargo, decir que los resultados ob- 
tenidos con su aplicacién no son lo satisfactorios que sus 
partidarios pretenden. Al presente una revision de tal punto 
de vista parece haberse iniciado y la misma parece aconse- 
jable al menos en ciertos paises. Por otra parte, otra escuela 
mantiene que la prevencidén de la delincuencia de menores 
es parte de la prevencién del delito en general. La coordina- 
cién de la actividad internacional de las Naciones Unidas 
en este complejo problema tiende a esclarecerle y trata de 
buscar soluciones al mismo conforme a exigencias regio- 
nales. 


Otro estudio de gran importancia practica que se lleva 
a cabo por las Naciones Unidas es el del régimen de prueba 
o probacién. Dicho régimen se halla instaurado en diversa 
forma en diversos paises y ha dado resultados diversos. La 
moderna penologia estima que dicho régimen debidamente 
organizado puede obrar favorablemente tanto respecto al 
tratamiento individual del delincuente como ala prevencién 
del delito en general. A fin de facilitar esa adecuada organi- 
zacion, las Naciones Unidas han publicado un documen- 
tado estudio que ha recibido una acogida por demas 
favorable®. Dicho estudio sera pronto seguido por la 
publicacién de otro sobre los resultados practicos e impli- 
caciones financieras de la probacién en un grupo de paises. 


Otro de los estudios emprendidos por las Naciones 
Unidas con la colaboracién de la Oficina Internacional del 
Trabajo, es el trabajo penitenciario. El estudio de este 
importante problema fué recomendado por el comité 
especial de expertos ya mencionado. La necesidad del traba- 
jo en los establecimientos penales ha sido reconocida por 
todos, pero son pocos los paises en los cuales el trabajo 
penitenciario o correccional se halla debidamente organi- 
zado. Tal desorganizacién—que se debe a muy diversas 
causas—dificulta en gran medida los programas de readap- 
tacién del recluso y ademas origina serios disturbios en 
aquellos establecimientos penales en los que no existe 
trabajo para los reclusos o existe en limitada medida. Desde 
un punto de vista terapéutico y correccional, el valor del 
trabajo es tan importante como el asignado a los programas 
de tratamiento individual de los reclusos. Hoy dia se asiste 
al curioso fenédmeno de que en no pocos establecimientos 
penitenciarios se mantiene un personal de psicdlogos, psi- 
quiatras y educadores para rehabilitar a los reclusos 
mientras por otra parte se mantiene practicamente a esos 
mismos reclusos en ocio. Hasta qué punto una tal dispari- 
dad de métodos contrarresta la respectiva accién de los 
mismos es dificil de determinar, pero parece razonable 
deducir que dicha disparidad debe desaparecer. 


16 V. Probation and related matters, United Nations, 1951, E/CN. 
5/230. 








Cuales son las causas que impiden dar trabajo a los re- 
clusos; qué clase de trabajo debe darseles y en qué condi- 
ciones; remuneracién del mismo; su competencia con el 
trabajo libre, etc., son cuestiones que hasta ahora, aunque 
tedricamente resueltas en mayor o menor medida, no han 
tenidoadecuada solucién mas que en un numero limitadode 
establecimientos penales. Otros aspectos, como la relacién 
entre trabajo correccional y tratamiento individual del 
recluso ; entre dicho trabajo y la indole del establecimiento: 
cerrado, semi-abierto y abierto; entre trabajo correccional 
y las exigencias sociales y econdmicas de la region y del 
individuo, etc., necesitan mayor estudio e investigacion a 
fin de obtener en lo posible la deseada readaptacidn del 
recluso. 


V. CONSIDERACIONES FINALES 


Provisionalmente dichas consideraciones pueden ser de 
dos ordenes, unas de cardcter general y otras respecto a los 
resultados obtenidos. 


Respecto a las primeras cabe decir que la cooperacion 
internacional de las Naciones Unidas en materia de defensa 
social, ha dado lugar a una actividad internacional cuya 
ejecucion presenta dos fases diferentes: una de cooperacién 
internacional y otra, la ejecucién por los gobiernos de dicha 
cooperacién. La primera, que supone coordinacién de 
conocimientos, experiencia y esfuerzos, es llevada a cabo 
por las Naciones Unidas con la cooperacion de los organis- 
mos especializados y de las organizaciones no guber- 
namentales interesadas en el problema. Una tal actividad 
directo-coordinadora es nueva en el campo internacional. 
Como ya se ha dicho, la finalidad de dicha cooperacién es 
eminentemente social y como tal, la prevencidén del delito 
y tratamiento del delincuente repercute en las otras acti- 
vidades sociales. La razon es que, salvo excepciones, todo 
delito por su propia naturaleza supone una disrupcién no 
solo de la vida social, sino también de la vida familiar e 
individual, especialmente cuando el delito es seguido de una 
condena. Frecuentemente, la desintegracién familiar da 
lugar a serias dificultades sociales y econdmicas que suelen 
conducir a estados predelincuenciales o a la delincuencia 
misma. En todo caso, los servicios de asistencia social, alli 
donde existen, tienen que ocuparse no solo del delincuente, 
sino ademas de la familia dependiente del mismo. En suma, 
la prevencién del delito significa algo mas que prevenir el 
delito mismo, ya que previene a su vez otras formas de 
desintegracién social y reduce asimismo la prestacién de los 
servicios sociales, lo cual, desde un punto de vistaecondémico 
y social, es importante. Se evidencia asi la existencia de una 
mutua influencia entre la politica social y la politica de 
defensa social. La primera, mediante el mejoramiento de 
las condiciones de vida influye indirectamente en la pre- 
vencion del delito, la segunda influye a su vez indirecta- 
mente en la prevencién de casos necesitados de asistencia 
social. A dichos aspectos sociales cabe afiadir los econdmi- 
cos derivados de una reduccién del costo del delito (servi- 
cios policiales, judiciales, penitenciarios y post-peniten- 
ciarios). Por tanto, la cooperacién internacional en defensa 
social, tal como ha sido emprendida por las Naciones 
Unidas, no es una cuestién juridica, sino una con un con- 
tenido social evidente. 


Esa naturaleza social hace a su vez necesaria la participa- 
cién activa de la comunidad en general y mas especialmente 


de la pequefia comunidad en la tarea preventiva del delito, 
Todo desenvolvimiento de la comunidad, sea ésta grande 
© pequeiia, urbana o rural, debe tener en cuenta la indicada 
tarea. En este sentido la prevencién del delito exige entre 
otras actividades la cooperacion no sdlo de los organismos 
internacionales ya mencionados, sino también la de co. 
munidad como tal y la de los individuos que la constituyen, 
Esto es especialmente importante ya que la actitud de la 
comunidad hace, con frecuencia, fracasar los mejores 
programas de readaptacion del delincuente. Nos referimos 
aqui a la actitud negativa e incluso hostil, que la comunidad 
adopta no solo frente al delincuente en general, sino mas 
concretamente frente al que se halla sujeto al periodo de 
prueba (probacidn) o del liberado. 


Aunque dentro de la cooperacién internacional en 
materia de defensa social cabe hacer la usual distincién 
entre paises desarrollados y otros menos desarrollados, 
seria err6neo asumir que los primeros no necesitan de dicha 
cooperacion internacional. Las razones, brevemente ex- 
puestas, son las siguientes: 


a) La prevencidn del delito y tratamiento del delincuente 
no se suele realizar por igual y con los mismos satisfactorios 
resultados en un mismo pais. Esto es particularmente exacto 
en los paises de organizacion federal, en los que general. 
mente existen importantes diferencias entre el progreso 
alcanzado en el area federal y el logrado en los respectivos 
estados; 


b) Aunque en términos generales existe un grupo de 
paises mds avanzados que otros, es interesante hacer notar 
que en ciertos paises considerados como menos desarrolla- 
dos, ciertas cuestiones que no han hallado solucidén en los 
primeros la han hallado en gran medida en los segundos. 
Asi, la solucién del problema sexual de las prisiones ha sido 
intentada con éxito en ciertos paises latinoamericanos. En 
paises asiaticos se ha logrado con éxito el establecimiento 
de sistemas de permisos a toda clase de reclusos. Uno puede 
imaginarse hasta qué punto este sistema ayuda a mantener 
los lazos familiares y la propia moral del recluso. En otros, 
y como consecuencia de sistemas y practicas adecuadas, se 
ha suprimido o reducido al minimo la atmésfera de anta- 
gonismo y conflicto entre reclusos y personal que, con 
demasiada frecuencia, se encuentra alin en los grandes 
establecimientos penitenciarios de paises mas desarrollados. 
Igualmente cabe sefialar el hecho de que en algunos de 
dichos paises es posible encontrar, incluso en las pequefias 
comunidades hostales, que atienden tanto a los que s 
hallan en régimen de prueba como a liberados. 


Respecto a los resultados obtenidos mediante la actividad 
coordinadora de las Naciones Unidas, cabe decir que los 
mismos son mas que satisfactorios. Esto es tanto més 
importante si se tiene en cuenta las crecientes limitaciones 
del presupuesto de las Naciones Unidas.Tanto los gobiernos 
como los organismos especializados y las organizaciones 
no gubernamentales facilitan sin embargo con su colabora- 
ciédn la funcién de direccién y coordinacién indicada, 
Mencion especial merece la labor realizada por los corres 
ponsales nacionales. 


En cuanto a la segunda fase ejecutiva o sea, la ejecucién 
en la medida posible de la politica internacional de defensa 
social en el area nacional, la misma corresponde exclusi- 
vamente a los gobiernos. Las Naciones Unidas no pueden 
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jmponer en ningun caso una politica nacional de defensa 
social. Aunque es dificil valorar los resultados logrados, 
existe suficiente informacién para poder decir que, como 
consecuencia de la actividad de las Naciones Unidas, los 
gobiernos se interesan mas y mds en el mejoramiento de las 
condiciones existentes. Ese interés creciente se evidencia: 
a) por la activa participacién de los gobiernos en las con- 
ferencias y seminarios; b) por el sistema de becas utilizado 
por los gobiernos como medio de mejorar la preparacién 
del personal que se ocupa de la prevencion del delito y 
tratamiento del delincuente; c) por el apoyo dado por los 
gobiernos al sistema de corresponsales nacionales que 
trabajan directamente con la Secretaria de las Naciones 
Unidas; d) por las peticiones de expertos en materia de 
defensa social. 


En resumen, cabe decir que el programa de defensa social 
de las Naciones Unidas ha dado y da mas que satisfactorios 
resultados. Dichos resultados seran mas visibles a medida 
que los gobiernos lIleven a cabo las reformas necesarias. 
Estas requieren tiempo y medios. Por ello, la impaciencia 
de los que reclaman resultados inmediatos no parece ha- 
llarse justificada si se tiene en cuenta la naturaleza de la 
cooperaciOn internacional y la de los problemas sociales 


y mas especialmente la de los problemas de defensa social. 
Toda solucidén social es de indole evolutiva. En tal sentido, 
la prevencién del delito y el tratamiento del delincuente sdlo 
producirdn resultados tangibles cuando se {leven a cabo 
con perseverancia aquellos métodos que se estimen mas 
adecuados. A la determinacién o mejoramiento de dichos 
métodos va dirigida la cooperacién organizada por las 
Naciones Unidas. 


Finalmente cabe decir que esa cooperacién internacional 
en el campo de la prevencién del delito y tratamiento del 
delincuente ha llenado un vacio en el drea de la actividad 
internacional en general. Aunque pueden encontrarse cier- 
tos precedentes a dicha cooperacién, la organizada por las 
Naciones Unidas tiene caracteristicas propias y tiende, 
como ya se ha dicho, a cumplir un fin social dentro de la 
estructura general de la Carta. La coordinacién existente 
presenta por tanto un triple aspecto: a) coordinacién dentro 
de las funciones generales atribuidas a las Naciones Unidas; 
b) coordinacién dentro de las funciones sociales atribuidas 
a ciertos organismos: Consejo Econémico y Social, Co- 
misi6n Social y Divisién de Bienestar Social, y c) coordina- 
cién de actividades en materia de prevencién del delito y 
tratamiento del delincuente: Seccién de Defensa Social. 


SUMMARY 


After outlining the various types of international co- 
operation in the prevention of crime and the treatment of 
offenders, the writer describes in detail the features of inter- 
national co-operation in this sphere organized by the United 
Nations. He points out that from the outset the United 
Nations regarded the prevention of crime and the treatment 
of offenders as an essentially social problem, and notes that 
this international activity cannot be regarded as being con- 
cerned with juridical or legal problems falling within the 
exclusive jurisdiction of States. 


United Nations social defence policy, a conventional 
term embracing both the problems mentioned above, is 
aimed not at standardization but merely at an improvement 
inexisting conditions allowing for the national and regional 
characteristics of the different countries. Thus the function 
of the United Nations is leadership in co-ordination, having 
regard to the activities of other international and national 
organizations concerned with the same problems. 


The distinctive features of this international co-operation 
are: the establishment of an international criminal policy 
with a social purpose and a work programme; leadership 
in co-ordination of the activities called for by that policy; 
the provision of technical assistance in order to make the 
criminal policy more effective; the dissemination of in- 
formation on social defence and the establishment and 
operation of a technical administrative organization. The 
writer describes these features and points out the differences 
between the international co-ordination organized by the 
United Nations and similar activity in the past, with special 
teference to that organized by the League of Nations. 


He also discusses the practical results obtained in the two 
principal stages of international co-operation in the field 


of social defence: the first stage relates to the results of the 
co-ordinated activities of the United Nations and the sec- 
ond to the results obtained by the governments in the 
implementation of that international co-operation. The 
writer points out that the second stage is within the exclusive 
jurisdiction of the States, and notes that the co-operation 
benefits not only countries regarded as less developed but 
also those that may be considered to be advanced in the 
field of penology. In this connexion he mentions several 
instances in which greater progress has been made in under- 
developed countries than in the more advanced countries. 


The writer considers that the United Nations social 
defence programme is giving satisfactory results which will 
become more evident as the Governments carry out the 
necessary reforms. Such reforms require time and funds; 
and therefore the impatience of those who clamour for 
immediate results will be regarded as unjustified by any 
person who realizes that the prevention of crime and the 
treatment of the offender require perseverance in the ap- 
plication of methods and procedures. The object of the 
co-operation organized by the United Nations is to define 
such methods and procedures. The co-ordination of this 
co-operation takes three forms: 


(a) Co-ordination as between the general functions of 
the United Nations; 


(b) Co-ordination as between the social functions of the 
Economic and Social Council, the Social Commission and 
the Division of Social Welfare; and 


(c) Co-ordination of activities in the field of the preven- 
tion of crime and the treatment of offenders : Social Defence 
Section. 





RESUME 


Aprés avoir passé en revue les différentes formes de co- 
opération internationale pour la prévention du crime et le 
traitement des délinquants, l’auteur procéde a un examen 
détaillé des caractéres de la coopération internationale 
dans le cadre del’ Organisation des Nations Unies. Il montre 
que l’Organisation des Nations Unies a estimé dés le début 
que la prévention du crime et le traitement des délinquants 
sont des problémes d’ordre éminemment social et que, dans 
ce domaine, l’activité internationale ne peut étre considérée 
comme une question juridique ou légale relevant de la 
compétence nationale des Etats. 


En matiére de défense sociale —la défense sociale étant 
un terme conventionnel qui s’applique 4 un groupe de 
questions ov figurent les deux problémes susmentionnés — 
l’Organisation des Nations Unies ne vise pas a l’adoption 
de mesures propres 4 uniformiser les conditions existant 
dans les divers pays, mais plutét 4 améliorer ces conditions 
compte tenu des caractéristiques nationales et régionales 
de ces pays. Son réle est donc de coordonner en prenant 
en considération l’activité des autres organisations inter- 
nationales et nationales qui s’intéressent aux mémes 
problémes. 


Les caractéres de la coopération internationale sont les 
suivants: élaboration d’une politique criminelle internatio- 
nale concue a des fins sociales, ainsi que d’un programme 
de travail; direction et coordination des activités néces- 
saires 4 la réalisation de cette politique; octroi d’une 
assistance technique propre a accroitre l’efficacité de cette 
politique criminelle; diffusion de renseignements sur des 
questions de défense sociale; création et maintien d’une 
organisation a la fois technique et administrative. L’auteur 
étudie ces caractéres et met en lumieére les différences qui 
existent entre la coopération internationale telle qu’elle se 
pratique au sein de l’Organisation des Nations Unies et 
celle qui se pratiquait auparavant, notamment dans le cadre 
de la Société des Nations. 


L’auteur examine également les résultats pratique 
obtenus au cours des deux étapes principales de la coopéra. 
tion internationale en matiére de défense sociale : en premier 
lieu, ceux qui découlent de l’action coordonnatrice d& 
l’Organisation des Nations Unies; en second lieu ceux que 
procure aux gouvernements la mise en ceuvre de pro. 
grammes de coopération internationale. L’auteur indique 
que la seconde étape reléve de la compétence exclusive des 
gouvernements. I] montre également que cette coopération 
profite non seulement aux pays que l’on considére comme 
insuffisamment développés, mais aussi 4 ceux que l’on peut 
considérer comme avancés en matiére d’institutions péni- 
tentiaires. A cet effet, il cite plusieurs cas de pays insuf- 
fisamment développés qui ont fait des progrés jamais encore 
réalisés dans des pays avancés. 


L’auteur estime que le programme de défense sociale de 
lOrganisation des Nations Unies donne a présent des 
résultats satisfaisants et que ces résultats seront de plus en 
plus tangibles au fur et 4 mesure que les gouvernements 
réaliseront les réformes nécessaires. Ces réformes deman- 
dent du temps et des ressources. Aussi bien, l’impatience 
de ceux qui réclament des résultats immédiats n’est-elle pas 
justifiée car il ne faut pas oublier que la prévention du crime 
et le traitement des délinquants exigent beaucoup de per- 
sévérance dans l’application des méthodes et des systémes, 
La coopération que recherche l’Organisation des Nations 
Unies a pour objet de définir ces méthodes et ces systémes, 
La coordination des activités qu’elle comporte présente 
un triple aspect: 


a) coordination des fonctions générales des Nations 
Unies; 

b) coordination des taches dévolues, en matiére sociale, 
au Conseil économique et social, 4 la Commission des 
questions sociales et a la Division des activités sociales; 

c) coordination des activités qui s’exercent dans k 
domaine de la prévention du crime et du traitement des 
délinquants: section de la défense sociale. 
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By Julio Altmann Smythe * 


I. EXISTING SYSTEMS AND DEFINITIONS 


The legislations of the Latin-American countries vary 
iT iesiderably in their treatment of juvenile delinquency and, 
within the limits of these variations, may be arranged 
according to: 


Form 


As yet only five Latin-American countries have minors’ 
codes : Brazil, Colombia, Ecuador, Uruguay and Venezuela. 


Six countries have special legislative provisions which 
entirely or partly modify their respective penal codes: Ar- 
gentina, Chile, Guatemala, Mexico, Dominican Republic 
and Panama. 


In the remaining countries juvenile delinquency is dealt 
with solely by the penal code: Bolivia, Costa Rica, Cuba, 
El Salvador, Haiti, Honduras, Nicaragua, Paraguay and 
Peru. 


Theory 


Under this heading these legislations can be classified 
into three groups: (a) classic; (b) modern; (c) eclectic. 

The legislations of Bolivia, El Salvador, Haiti, Honduras, 
Nicaragua and Paraguay belong to the first group, the 
degree of responsibility of minors varying uniformly ac- 
cording to age and each group being treated differently. In 
these countries the life of a juvenile delinquent is divided 
into three periods: infancy, characterized by absolute ex- 
emption from liability; adolescence, during which liability 
is open to doubt, depending in general on the power to 
discriminate between right and wrong (discernment); and 
youth, characterized by mitigated liability. 


Subject to natural differences the second group comprises 
the legislations of Brazil, Colombia, Costa Rica, Ecuador, 
Guatemala, Mexico, Panama, Peru, Uruguay and Vene- 
ela. According to the law in these countries, an age limit, 
usually eighteen years, is fixed below which the minors are 
deemed to be wholly exempt from liability. Between that 
age and the age of twenty-one years, offenders are liable to 
punishment, though in a mitigated form, their youth being 
regarded as a factor reducing dangerousness. 


The legislations of Argentina, Cuba, Chile and the Do- 
ninican Republic can best be described as being within the 
third category. Broadly they classify delinquent minors into 


1 In order to disseminate information about the problem of juvenile 
delinquency in Latin-American countries, a subject which was dis- 
cussed at the United Nations Latin-American Seminar on the Preven- 
tion of Crime and the Treatment of Offenders in Rio de Janeiro, 6-19 
April 1953, the Secretariat, taking into account the importance of 
this problem and the several requests made for the publication of this 
paper, decided to translate it into English and publish it in the present 
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three groups : those exempt from criminal liability, forwhom 
protective measures are always provided ; those of minimal 
liability, who receive special treatment which is, however, 
free of any punitive element; and those of mitigated liabi- 
lity, who are liable to the same penalties as adults though in 
a less severe form. 


Even under the above classification, however, differences 
are observable between the legal systems in any one cate- 
gory. 


The problem of discernment 


In most of the countries, the law makes no provision 
whatever for the investigation of the power of discernment. 
This is true of Argentina, Brazil, Colombia, Costa Rica, 
Cuba, Ecuador, Guatemala, Mexico, Panama, Paraguay, 
Peru, the Dominican Republic, Uruguay and Venezuela. 


In Bolivia, Chile, El Salvador, Haiti, Honduras and 
Nicaragua the law still regards the question of examining 
the power of discernment as important. 


Young adults 


In some Latin-American countries (e.g., Peru) the term 
“‘minors”’ includes young adults. This, however, is simply 
a matter of terminology, for “young adult” offenders are 
regarded as adults for the purposes of punishment though 
their youth is considered a factor reducing their dangerous- 
ness. 


Indeed, all Latin-American legislations regard young 
adults as forming an intermediate category between minors 
proper and adults, and treat them, though to a less severe 
degree, in the same manner as older offenders. 


Hence young adults are not discussed in this paper, in 
which the expression “‘juvenile delinquency” refers only to 
the result of acts committed by children and adolescents 
which the ordinary rules of criminal law define as offences. 


Definition of the term “juvenile delinquent” 

While in all Latin-American countries the law makes 
provision for special and more lenient treatment for minors 
who commit acts defined as offences by the ordinary crimi- 
nal law, the legislative provisions differ concerning the 
age up to which a person is deemed to be a minor for the 
purposes of the criminal law, and in so far as the question 


issue of the Review. See United Nations document ST/SOA/SD/LA/1 
for original Spanish text. See also the International Review of Criminal 
Policy, No. 4, July 1953, p. 68, for general information on s Latin- 

* Former Director-General of Penal Establishments, Peru; United 
Nations expert to the Latin-American Seminar on the Prevention of 
Crime and the Treatment of Offenders. 











of discernment is involved they differ even more markedly. 


In most of the countries there is discernible a tendency 
towards a uniform definition of the term “‘juvenile delin- 
quent” or “delinquent minor” ; but as there are substantial 
differences between the other countries in this respect it is 
difficult to compare the various definitions. 


For the purposes of the law, the term “minor” means: 
in Chile, a person under the age of twenty years, though a 
test for discernment is applicable as from the age of sixteen ; 
in Argentina, Brazil, Colombia, Cuba, Ecuador, Mexico, 
Panama, Peru, Dominican Republic, Uruguay and Venezuela, 
a person under the age of eighteen years; in Costa Rica, a 
person under the age of seventeen years ; in Bolivia, a person 
under the age of seventeen years, though a test for discern- 
ment is applicable as from the age of ten; in Nicaragua, a 
person under the age of sixteen years, though a test for 
discernment is applicable as from the age of ten; in Gua- 
temala, a person under the age of fifteen years; in Paraguay, 
a person under the age of fifteen years, though if the serious- 
ness of the offence warrants, a mitigated penalty may be 
applied as from the age of ten; in E/ Salvador and Honduras, 
a person under the age of fifteen years, though a test for 
discernment is applicable as from the age of ten; in Haiti, 
a person under the age of fourteen years, a test for discern- 
ment being applicable at any age. 


The above facts do not advance the quest for a definition 
of the term “minor” for the purposes of the criminal law, 
so that we have to conclude that in Latin America a more 
or less uniform definition of the term “‘juvenile delinquent” 
cannot be worked out. : 


II. History 
Special legislation 

The first Minors’ Code to be applied in Latin America 
was that of Brazil, which was enacted on 12 October 1927. 
It applies in the Federal District and Territories. Only its 
General Part is in force in the various States of the Federa- 
tion. 

Certain legislative provisions of other countries are 
worthy of mention as precursors of this Minors’ Code: 

(a) The Argentine Act concerning the Minors’ Protec- 
tion Agency (Patronato de Menores) 1919; 

(b) The Colombian Act which established the Juvenile 
Courts and Homes, 1920; and 

(c) The Peruvian Penal Code, 1924, which contains spe- 
cial rules concerning the jurisdiction over, and treatment 
of, minors. 

Since the enactment of the Brazilian Code several Latin- 
American countries have passed special legislation for 
minors containing a diversity of provisions: 

1. Federal District of Mexico: Act for the Prevention of 
Juvenile Delinquency, in force since 1928. 

2. Chile: Act No. 4447 concerning the Protection of 
Minors, enacted in 1928 and amended in 1949. 


3. Uruguay: Children’s Code, promulgated in 1934. 
4. Guatemala: Act concerning Minors’ Courts of 1937. 


5. Ecuador: Minors’ Code of 1938, repealed and super- 
seded by the Code of 1944. 
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6. Venezuela: Minors’ Code of 1939, replaced by the 
Children’s Statute of 1949.8 


7. Dominican Republic: Act No. 603 of 1941, which 
instituted the Juvenile Courts and governs the treatment of 
juvenile delinquents. 


8. Colombia: “Organic Law concerning Child Welfare”, 
promulgated in 1946, which repealed Act No. 98 of 1920; 
and 


9. Panama: Act concerning jurisdiction over, and treat. 
ment of, minors, 1931. 


III. ORGANIZATION 


In every Latin-American country in which a minors’ code 
is in force (Brazil, Colombia, Ecuador, Uruguay and Vene. 
zuela) a single central body is specifically responsible for 
establishing policy, co-ordinating and supervising all ser. 
vices concerned with the protection of minors from the 
biological and social aspects. This body is accordingly also 
responsible for organizing, providing and administering 
services for the welfare and treatment of juvenile delin- 
quents. 


In these countries, where the care of children is central. 
ized, the State services for the protection of minors are 
integrated. Every institution of whatever nature, concerned 
with the care of minors, is under the control of a single 
directing authority. 
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In Brazil this central body is known as the “Minors 
Welfare Service”’ ; in Colombia, the National Child Welfare 
Council; in Ecuador, the National Minors’ Council; in 
Uruguay, the Children’s Council; and in Venezuela, the 
Venezuelan Child Welfare Council. 


In other Latin-American countries, the machinery for} 
the protection of minors is less thoroughly integrated. 
Under Chilean law, for instance, a central body knownas | 
the Directorate-General for the Protection of Childhood 
and Adolescence is responsible for the policy and adminis 
tration of all services relating to the life and protection of 
minors; but the Ministry of Education is still responsible 
for education. 


In Argentina federal legislation established a national 
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agency responsible for laying down the main lines of 
welfare and supervisory action relating to minors which 
also deals with all matters relating to the protection and 
treatment of juvenile delinquents. This is the Child Welfare’ 
Board, a subsidiary organ of the National Directorate of 
Social Welfare, which in turn is an agency of the Ministry 
of Labour and Welfare. 


In Bolivia, Costa Rica, Mexico and Panama there are 
central bodies whose functions are considerably more 
limited. 

In Cuba and the Dominican Republic there are bodies 
responsible only for the administration and supervision of 
services for the care of abandoned and delinquent minors. 


In El Salvador, Guatemala, Haiti, Honduras, Nicaragua, 
Paraguay and Peru the protection and treatment of delin- 
quent minors, and more particularly the conduct and con 


8 English translation published in United Nations Legislative 
Series—Child Welfare—1949, Ven. 2. 
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trol of reception centres for such minors are, with small 
variations, the responsibility of the agencies which supervise 
the penal institutions. 


IV. PROTECTION AGENCIES AND SOCIAL SERVICE 


Protection agencies are more and more being replaced 
by the technical social service in most Latin-American 
countries, although they still exist in Argentina, Colombia, 
Costa Rica, Mexico and Peru. Technical social welfare 


. | ervices of varying scope are now operating in Argentina, 


Bolivia, Brazil, Colombia, Costa Rica, Cuba, Chile, Ecua- 
dor, Guatemala, Mexico, Panama, Paraguay, Peru, the 
Dominican Republic, Uruguay and Venezuela. In El Sal- 
vador, Haiti, Honduras and Nicaragua only a few private 
scieties formed ad hoc by charitable individuals are in 
operation. 


In almost all Latin-American countries, however, private 
wencies, variously named, are making their contribution. 
§ome legislations even recommend their establishment and 
mcourage private aid. This is true of the Uruguayan 
Children’s Code, which calls them “Co-operation Com- 


iil | missions”. In this way, in the Latin-American countries, 


State operations for the protection and treatment of juvenile 
delinquents always receive the co-operation—not always 
dfective, and not well co-ordinated—of private societies. 


V. JUDICIAL MACHINERY 


Bolivia, Costa Rica, Cuba, El Salvador, Haiti, Honduras, 
Nicaragua and Paraguay still have no special courts for 
ninors. In these countries, therefore, delinquent minors are 
tied by the ordinary criminal courts. 


Argentina likewise has no special nation-wide judicial 
nachinery for dealing with young persons. The criminal 
ind correctional courts have statutory powers to try juvenile 
delinquents. Nevertheless, Act No. 10,903 of 1919 concern- 
ing the protection of minors authorizes the appointment of 
jidges to deal exclusively with prosecutions involving 
xrsons under the age of eighteen years. 


Brazil, Colombia, Chile, Ecuador, Guatemala, Mexico, 
lanama, Peru, Dominican Republic, Uruguay and Vene- 
uela have juvenile courts, though these vary in character. 


The Juvenile Courts Service in Ecuador is an adminis- 
{tative organization completely independent of and 
eparate from the ordinary judicial system. The corre- 
ponding services in Mexico and Panama have similar 
tharacteristics. 


| The juvenile courts are competent to investigate and 

ettle various matters, which differ from country to country. 
} ome (Guatemala) are concerned only with cases of juvenile 
klinquency; others (Mexico and Peru) are concerned not 
inly with delinquents but also with the protection of 
iandoned minors. In the other countries the juvenile 
wurts are empowered to deal with a number of additional 
tatters which vary according to the law of the country 
wncerned: payment of maintenance, desertion of the 
amily, deprivation of parental authority, affiliation pro- 
tedings and the like, or to deal with all matters relating to 
te health and property of minors. 


Juvenile courts rarely operate in every place where they 
ite needed, and in such places other courts are responsible 
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for dealing with such matters as would otherwise fall within 
the competence of the juvenile courts, subject always to the 
rules governing the trial of minors. 


The juvenile courts in Brazil, Colombia, Chile, Panama, 
the Dominican Republic, Uruguay and Venezuela consist 
of one judge each, though other officers may always be 
applied to for technical assistance. 


Juvenile courts have more than one member in Ecuador 
(three members), Guatemala (five members) and Mexico 
(three members). 


In Peru one-member courts deal with delinquents under 
the age of thirteen. Offenders between thirteen and eighteen 
years of age appear before courts of more than one member, 
the court in question being either: 

(a) In provinces where there is a resident Higher Court, 
the Civil Chamber of that court; or 


(b) In provinces where there is no Higher Court, a special 
court of three members. 


Juvenile court proceedings are invariably simple, oral 
and summary, and not in the form of a trial. The court 
conscientiously weighs the evidence, and the investigations 
and decisions are confidential and reserved. 


The decisions of such courts in Colombia, Mexico and 
the Dominican Republicare not subject toappeal orrevision 
bya higher court, but the court itself may amend its decision, 
or make a fresh order in lieu of an earlier one or suspend a 
measure imposed on a minor. 


In Ecuador (Juvenile Court) and Venezuela (Juvenile 
Court of Appeal) there is provision for appeal to a higher 
court likewise possessing special jurisdiction. 

In Brazil, Chile, Guatemala, Panama, Peru and Uruguay 
decisions can be appealed before an ordinary higher court. 


VI. DETENTION 


In all Latin-American countries the ordinary police are 
still responsible for the arrest of minors, especially when 
taken in flagrante delicto, though it is frequently provided 
by statute that the arrest and escort of minors should always 
be carried out in a considerate and humane manner, free 
of any suggestion of police action. This is the case in Ar- 
gentina, Brazil, Colombia, Chile, Ecuador, Mexico, Uru- 
guay and Venezuela. 


There is a tendency in Latin America towards the estab- 
lishment of a special police force or analogous body. 
A special police force for minors is already operating, with 
varying characteristics, in Argentina (Special Corps of the 
Federal Police), Brazil (Minors’ Office) and Mexico (De- 
partment for the Prevention of Delinquency). References 
to such a police body exist in Peru and Venezuela but it has 
not yet been established. In Peru mention is made of a 
school police in the “‘ Regulations for Welfare Boards and 
Societies” of 1925, and in Venezuela the “Children’s 
Statute” of 1949 provides that the Juvenile Court of Appeal 
is to lay down the regulations applicable to children’s law 
enforcement officers. 


In the case of minor or petty offences it is the almost 
universal practice in Latin America for young persons to be 
entrusted to the care and vigilance of their parents, a near 
relative or other suitable person. 








In the case of more serious offences, or if minors show 
dangerous proclivities, they are detained in certain institu- 
tions which vary greatly even within a single country. 


The following countries maintain special institutions for 
the detention of minors, or similar establishments, though 
almost invariably their number falls short of the need: 
Argentina, Bolivia, Brazil, Chile, Mexico, the Dominican 
Republic, Uruguay and Venezuela. These institutions vary 
in manner of operation and in other respects. 


Incertain countries minors are detained in special sections 
of the treatment institutions; this occurs in Argentina, 
Bolivia, Brazil, Colombia, Costa Rica, Cuba, Chile, Ecua- 
dor, Guatemala, Haiti, Honduras, Mexico, Nicaragua, 
Panama, Peru, the Dominican Republic and Venezuela. 


Detention in educational or welfare establishments is 
also not unusual, and occurs in Brazil, Costa Rica, Ecuador, 
El Salvador, Haiti, Honduras, Guatemala and Nicaragua. 


Though the practice is expressly prohibited by statute in 
some countries, it frequently happens that minors are 
detained at police stations or incommon prisons. With the 
exception of Uruguay, this undesirable practice is followed, 
at least in certain regions, in all Latin-American countries. 


VII. OBSERVATIONS 


In Latin America the view is gaining ground that judges 
should settle juvenile delinquency cases by giving only 
minimum weight to an objective appraisal of the case 
against a minor and attaching the main importance to. his 
social, educational, medical and psychological history; 
hence the increasing tendency to study the delinquent 
minor’s personality as a whole before the court decides upon 
the measure to be applied to him. 


In several countries the legislation in force establishes that 
in any case involving anti-social conduct on the part of a 
child or adolescent, the court, in making an order, should 
have regard to the minor’s danger, psychological deficien- 
cies and aberrations, manner of life, school background 
and the other characteristics discovered through the in- 
vestigations and conclusions of the technical services. This 
is broadly the idea underlying the legislation of Argentina, 
Brazil, Colombia, Chile, Ecuador, Guatemala, Mexico, 
Panama, Peru, the Dominican Republic, Uruguay and 
Venezuela. 


Although in some of the countries mentioned not all 
these examinations are mandatory by statute, medical, psy- 
chological, pedagogical and social examinations are usually 
carried out in Argentina, Brazil, Colombia, Chile, Ecuador, 
Mexico, Uruguay and Venezuela. 


In the Dominican Republic medical, social and pedago- 
gical examinations are usual, but psychological examina- 
tions are less frequent. 


In Peru the court usually receives particulars concerning 
the minor’s social background, which may be supplemented 
by medical information. 


In Guatemala only the medical examination is carried 
out, and that sporadically. In Guatemala City, however, 
social and psychological data are studied by specialists 
of the Guatemalan Institute of Social Security and the 
Psychiatric Department of the University. 
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In Cuba these investigations, for which the Technical 
Department of Diagnosis and Classification of the institu. 
tion concerned is responsible, are only held after the minor 
has been placed in a treatment institution, which means 
that they do not take place until after the court has made 
an order. 
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In Bolivia, Costa Rica, El Salvador, Haiti, Honduras, 
Paraguay and Nicaragua the personality of the minor is not 
studied at any stage. 


Observation centres for the purpose of carrying out a 
comprehensive examination of the minor, and deciding the 
line of treatment to be followed, are in operation in various 
Latin-American countries. Some are separate establish- 
ments, others operate as annexes to a special detention 
home; lastly, in many cases these centres merely form a sec- 
tion of a treatment institution. They are very varied in type, 
and no particulars of the number or duties of their staff can 
be given. 


Observation centres set up as independent units or an- 
nexed to a detention home exist in Argentina, Brazil, 
Colombia, Chile, Ecuador, Mexico, the Dominican Re- 
public, Uruguay and Venezuela. 


Some treatment institutions in Argentina, Brazil, Co- 
lombia, Cuba, Chile, Ecuador, Mexico, Peru, Dominican 
Republic, Uruguay and Venezuela have departments for 
the study and observation of inmates, the object being to 
apply the most suitable therapeutic and educational 
measures to these. 
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VIII. TREATMENT 


If we take a panoramic view of the situation in Latin 


America we shall find the prevailing opinion to be that the Ate 





















tional or correctional measures as the case requires. 


On closer inspection, however, it must be admitted tha iIchools, r 
this conclusion, while correct in general, is not always fair, Costa | 
for it shows partiality towards certain countries. 


The very marked differences between the various defini- 
tions of the term “minor” for the purposes of criminal law jasti 
affect the treatment of children and adolescents. For, 
example, under some legislations an adolescent is a minof) 


who has reached the age of ten years and acts with discern 
ment is no longer a minor. While in the first case the minor 
receives special treatment, in the latter he may suffer 
same type of penalty which would be imposed on an ad 
though in a less severe form. But an enumeration of thé}, 
various types of treatment applied to juvenile delinquents 
in Latin America will not, for instance, make any mentiom) 
of the prison sentences usually imposed on a certain category), 
of children because, according to the legislative provisiong, 
of all Latin-American countries, with their diverse definid, 
tions of “‘minor” for the purposes of criminal law, they 
not applicable to minors. 


In these countries, the treatment of delinquent mino 
may be administered: (a) in freedom; (5) in an institution, 
(c) as a continuation of institutional treatment. 











Treatment in freedom 
This varies from country to country. 


The courts may order the following measures to be ap- 
plied in freedom: 


Special medical treatment: in virtually all Latin-American 
countries minors suffering from serious physical and psy- 
chological defects receive special medical treatment. 


ans 


Placement of the minor in his parents’ or guardian’s home, 
yithout special supervision: this is applied in all countries. 


Adoption by a suitable person: Dominican Republic. 
Placement of the minor in a respectable foster-home: all 
untries. 

Domestic correction: Paraguay. 


Freedom under supervision: this measure is applied, al- 
hough generally incorrectly, in Argentina, Brazil, Colom- 
hia, Costa Rica, Chile, Ecuador, Guatemala, Mexico, 
* Panama, Peru, Uruguay and Venezuela. 


’| Admonition: Brazil, Colombia, Chile, Guatemala, Mexi- 
0, Peru and Uruguay. 

School detention: Brazil, Guatemala, Mexico, Peru and 

Uruguay. 

Drafting into the army or navy: Uruguay. 

Unlike certain countries where the treatment of minor 

delinquents is considered more advanced, no Latin-Ameri- 


an legislation prescribes flogging or other corporal punish- 
nent, nor are fines applicable to minors. 


3 for 
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Institutional treatment 


Juvenile delinquents who present problems of personality 
jund conduct are in special need of continuous and intensive 
jratment for the purpose of re-education and social 
jradaptation. Such treatment is usually given in special 
stablishments operating in Latin America under dif- 
jerent names: reformatories, correctional schools, labour 
at ichools, re-education institutions, minors’ homes, etc. 


fait, Costa Rica, El Salvador, Haiti, Honduras, Nicaragua 


ind Paraguay still have no special establishments. In these 
wuntries juvenile delinquents are — in private or public 




















| Although there are special establishments for the treat- 
jent of juvenile delinquents, the practice described above 
Hialso followed to a varying extent in almost all Latin- 
}merican countries, even in cases where it violates express 
ifovisions of the law. Although the legislation of Brazil is 
only one which specifies that certain categories of 
nile delinquents must be detained in a special section of 
common prison, there are very few countries which do 
tt detain juvenile delinquents in penal establishments, 
n in the case of children who are not criminally liable. 


This state of affairs is due to a variety of causes, chief 
mong which is certainly the fact that there are not yet 
ficient institutions for the treatment of these minors. 





13 


Another significant point should be noted in connexion 
with this problem: many countries have as yet established 
only a few of the special institutions for which provision is 
made in their legislation. 


Those which do exist are very heterogeneous in type and 
characteristics. Some have only the name of special in- 
stitutions; others, in contrast, are commonly referred to as 
models of their kind. 


In all countries the supervision of these institutions is 
never a judicial but always an administrative matter, though 
the juvenile court judges perform certain supervisory func- 
tions. 


Only in Colombia are the services for the treatment of 
delinquent minors completely separated from those of 
ordinary relief and welfare. In Argentina, Bolivia, Brazil, 
Chile, Ecuador, Guatemala, Mexico, Panama, Peru, Uru- 
guay and Venezuela many establishments for the treatment 
of juvenile delinquents also admit minors in moral or physi- 
cal danger, victims of offences, abandoned minors and in 
general all those requiring State protection. In all countries 
children and adolescents are usually detained in these in- 
stitutions even if they are regarded as responsible for their 
actions. The principal institutions of Cuba and the Domini- 
can Republic admit delinquent minors only, but the remain- 
ing institutions also admit other categories of minors. 


In Colombia, Ecuador, Guatemala and the Dominican 
Republic juvenile delinquents are always placed in public 
institutions. In Argentina, Bolivia, Brazil, Cuba, Chile, 
Mexico, Panama, Peru, Uruguay and Venezuela they may 
be detained in either public or private institutions. Usually 
the latter receive a government grant and are adminis- 
tered by religious orders. 


Delinquent minors are committed to these institutions by 
an order of the court. In almost all countries the order is 
made for an indeterminate period, remaining in effect either 
until the minor reaches the age of seventeen, eighteen or 
twenty-one years as variously prescribed by legislation, 
after which, if he is manifestly dangerous, he is transferred 
to a common prison, or else—the most usual practice— 
until his social readaptation is complete. While in an institu- 
tion minors receive ordinary school and vocational instruc- 
tion and physical and moral training. 

In some institutions a quasi-military or very strict dis- 
cipline prevails. Asa general rule, however, the discipline 
tends to follow the modern principles of teaching. 


In Argentina, Brazil, Cuba, Panama and Uruguay the 
institutions are almost always situated in the country. The 
two in operation in Guatemala are urban in character. 
Bolivia, Colombia, Chile, Ecuador, Mexico, Peru, the 
Dominican Republic and Venezuela have both urban and 
rural institutions. 


The institutions of Argentina, Cuba and Uruguay are 
generally of the “cottage” or “home” type, while those of 
Bolivia, Brazil, Colombia, Chile, Ecuador, Guatemala, 
Mexico, Panama, Peru, the Dominican Republic and 
Venezuela are almost all of the communal or collective type. 
In the plans for new institutions, however, preference is 
being given in almost all countries to an arrangement of 
scattered housing units each accommodating a small group 
of youngsters. 








Almost throughout, the staff of these institutions is of 
mediocre quality owing to defective methods of recruitment 
and training. In Argentina and Uruguay efforts are being 
made to recruit selected candidates for the staff, but owing 
to the low rates of pay for such officials these efforts do not 
always succeed. 


Post-institutional treatment 


In Latin America, State welfare for minors after release 
is not systematically organized and suffers from a general 
lack of proper policy. In some countries welfare societies 
do not even exist. In most, such welfare is the responsibility 
of religious or semi-religious societies which lack not only 
trained staff but, in many cases, even a fraction of the 
financial resources required. For that reason the care they 
can provide for minors is always faulty and is governed by 
the principles of charity rather than of welfare. 


In some countries, e.g., Argentina, Brazil, Chile, Mexico 
and Uruguay, these welfare services, or some of them, are 
provided by social workers. In these cases an effort is made 
to render effective and constructive assistance to minors 
who, while no longer requiring institutional treatment, still 
need social co-operation if they are to fit into normal life. 
Generally the material and moral conditions of the home 
to which they will return are investigated, a place is found 
for them in the activities of the community, and they are 
helped to overcome the economic obstacles which they 
encounter in their quest for a livelihood. In addition, during 
the critical readjustment stage, board, lodging and advice 
are provided for them in special establishments in certain 
countries. 


IX. STATISTICS 


In Latin America, there are few statistics concerning the 
problem of juvenile delinquency. 


A number of countries did not supply any data because 
these are either nonexistent or incomplete. Moreover, many 
of them are unreliable. Only very few countries produce 
ample statistics. 


In the absence of the necessary statistical data, it is 
practically impossible to know, and even harder to deter- 
mine, which of the varied circumstances of a child’s exis- 
tence account most for his irregular behaviour. Besides, 
conditions vary from country to country. Accordingly, 
while it is never easy to correlate cause and effect, the task 
is even more difficult in the present case. Nevertheless, an 
attempt to filla few gaps is made in the following paragraphs 
for which the material was taken from authoritative 
opinions. 

Since delinquency is due to a multitude of causes, we shall 
only be able to describe in general terms the main factors 
which contribute towards the development of anti-social 
conduct of minors in Latin America. In any case, it would 
be rash to make statements without being sure of the facts, 
for which very carefully compiled statistics, at least on a 
yearly basis, would have to be available. Moreover, the 
reasons for year-to-year variations in the data would have 
to be analysed, or, at least, the situation after the adoption 
of certain important social, economic, legal or educational 
measures would have to be compared with the situation as 
it was before their adoption. Lastly, an accurate interpreta- 
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tion of the figures must allow for the steady population 
growth of the countries in question. 


Subject to these qualifications we shall attempt below to 
put down a few general conclusions: 


1. Juvenile delinquency is becoming more pronounced 
as a social phenomenon in Latin America, though it is not 
so serious a problem as in other regions; 


2. Juvenile delinquency is always greater among male 
than among females; 


3. The incidence of adult delinquency is much greater 
than that of juvenile delinquency ; 


4. The incidence of juvenile delinquency is high in the 
larger cities and low in rural areas; 


5. Ethnical differences between inhabitants influence the 
development of irregular conduct on the part of minor 
only in exceptional cases; 


6. Delinquency on the part of indigenous minors is less 
frequent that that of other ethnic groups, presumably 
because the former nearly always live in rural surroundings; 


7. The majority of juvenile delinquents lack education; 


8. The mental backwardness characterizing the majority 
of juvenile delinquents is not always due to biological 
causes, but rather to a variety of other factors, principally 
related to education, e.g., irregular attendance at or late 
admission to school, and inadequate teaching methods; 


9. Endogenous factors have only a slight influence on the 
irregular conduct of minors; 


10. The most important causes are those connected with 
environment; 


11. Population growth and industrial development have 
not always had a beneficial effect on the normal lives of 
Latin-American children; 


12. The general improvement in the standard of living 
of some classes of society has brought certain materia 
advantages to children; but at the same time, by stepping 
up the demands of the individual and of the family and, 
consequently, increasing expenditure, it has adversely af- 
fected the lives of many children and young persons; 


13. The complexity and temptations of modern life have 
contributed towards the increase of juvenile delinquency; 


14. Animportant cause of this delinquency is the present 
economic and social maladjustment, which is largely du 
to the two world wars; 


15. Children are suffering from the consequences of the 
disorganization of family life, which is spreading to every 
class of society, although family stability is always more 
precarious in the lower classes ; 


16. Although illegitimate birth is not a decisive factor of 
juvenile delinquency, the other phenomena which accom- 
pany it, such as bad examples, neglect and poverty, must 
be included among those factors; 


17. One of the most decisive factors in early delinquency| 
is the economic distress of the lower classes ; 

18. Juvenile delinquency is essentially one of necessity. 
Offences against property always predominate; 

19. The unpleasant and unhygienic living quarters i 
urban centres repel youngsters who then resort to the street 
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or other dangerous places, where they begin their anti- 
social activities ; 

20. The children of the lower classes start work too 
young, and usually in unsuitable occupations; 


21. Recidivism is comparatively frequent among juvenile 
delinquents, as long as the causes of their anti-social beha- 
viour have not been removed. 


X. PREVENTIVE POLICY 


During the last few decades, the governments of the 
Latin-American countries have put into effect a number 
of economic, employment, educational, sanitary and other 
measures of benefit to the lower classes. Through such 
provisions it has been possible, although to a limited extent, 
for the family lives of these social groups to be materially 
and morally improved. In this way, indirectly, more con- 
structive foundations have been laid for the upbringing of 
minors, for the new home atmosphere is bound to have 
influenced the conduct of the children of the poorest classes 
of society. 


But, while it is certain that the steps taken have influenced 
the conduct of minors, the fact is that the Latin-American 
nations are still without a policy for the direct prevention of 
juvenile delinquency. At best, it has taken the form of 
small-scale, partial and unrelated attempts. The following 
are the most noteworthy measures: 


Laws for the general protection of minors. In nearly all the 
Latin-American countries, laws have been enacted for 
the purpose of protecting minors ina general way. Their 
content varies, but is always limited. Some exclude minors 
from unsuitable places or entertainments or from certain 
activities which might adversely affect their physical or 
mental health; under others, parents are required to fulfil 
their natural and legal obligations towards their children. 
In the countries where such laws have been sensibly en- 
forced, results have been satisfactory. 


After-care societies. Official after-care societies exist in 
Argentina, Colombia, Costa Rica, Mexico and Peru. 
Similar private societies are to be found in practically all 
the other Latin-American countries. The preventive work 
they aim to accomplish has nearly always shown very 
mediocre results. Hence, in Argentina, Bolivia, Brazil, 
Colombia, Costa Rica, Cuba, Chile, the Dominican Repub- 
lic, Ecuador, Guatemala, Mexico, Panama, Paraguay, 
Peru, Uruguay and Venezuela, their work is performed, to 
agreater or lesser extent, by social workers. 


Parents’ and teachers’ associations. For the purpose of 
establishing liaison between the family and the school and, 
as far as possible, arousing in parents a new awareness of 
the true interests of the school children, these associations 
have been formed in nearly all the Latin-American coun- 
tties. The results have varied considerably from place to 
place. 

Holiday camps. These also exist in nearly all countries. 
They operate during the school holidays, when children are 
not engaged in supervised activities and are, therefore, 
particularly exposed to the temptations of the environment. 


‘Panama, Act No. 24 of 19 February 1951 to establish the Juvenile 
Guardianship Court (Tribunal Tutelarde Menores). An English trans- 
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Children’s clubs. In spite of the splendid results achieved 
by the preventive work of these institutions, they are few 
and far between in Latin America. With fairly similar 
characteristics, they only operate in Argentina, Brazil, 
Chile, Ecuador and Uruguay. The clubs are open outside 
school hours and their object is to keep children away from 
bad company and dangerous places by providing them with 
entertaining and useful occupations under the guidance of 
teachers or specialized social workers. 


Children’s parks. These are found in nearly allthe popula- 
tion centres of Latin America. They have produced very 
satisfactory results, because they attract all kinds of chil- 
dren, many of whom would spend their leisure hours in 
undesirable places were it not for these recreation grounds. 


Homes or dormitories. Many destitute minors find what 
they need most in these establishments: board and lodging, 
good company and advice. Under different names (e.g., 
hostels, children’s dormitories and young women’s homes) 
such institutions exist in Argentina, Colombia, Chile, 
Mexico and Uruguay. 


XI. CONCLUSIONS 
1 


Although only five of the countries of Latin America 
have minors’ codes and even though nine still approach the 
problem of juvenile delinquency exclusively through their 
penal codes, it may be stated that, in Latin America, the 
prevailing tendency is to place minors outside the penal law. 
Evidence of this trend is furnished by the increasing amount 
of protective legislation applied in those countries. It may 
be concluded that, in Latin-American legislations, a pro- 
gressive note prevails, with attempts to evolve preventive 
measures, though the pace of the evolution varies according 
to the peculiar circumstances in each country. 


2 


The intensity of this trend varies from country to country. 
In some, it is reflected in special legislation which deals with 
part of the problem, for example, by the organization of 
technical services, the establishment of juvenile courts, or 
compulsory examinations of the personality of juvenile 
delinquents. In others, the object is full protection for 
juveniles through the enactment of up-to-date minors’ 
codes, as in Bolivia, Cuba, Guatemala, Mexico and Peru, 
where draft legislation is now awaiting the approval of the 
respective legislative bodies. 


3 


As a consequence of this approach, the age-limit of 
minority for the purposes of the criminal law has been 
gradually rising in the Latin-American countries. In most, 
the definition of the term “minor” for the purposes of the 
criminal law is being liberalized, the tendency being to raise 
the age-limit to eighteen. This has already been done in the 
following legislations: Argentina (1919), Colombia (1920), 
Peru (1924), Brazil (1927), Mexico (1928), Uruguay (1934), 
Ecuador (1938), Venezuela (1939), Dominican Republic 
(1941), Panama (1951).* 


lation of this Act has been prepared for inclusion in the United 
Nations Legislative Series—Social Defence, 1951—Pan. 1. 








4 


The discernment test has become so discredited that most 
Latin-American legislations are eliminating it entirely. 
Even where it is still compulsory, the most competent 
magistrates place little reliance in it and instead attach 
greater importance to the notion of dangerousness on the 
part of the juvenile. 


5 


The same progressive outlook is reflected in the increase 
in the number of courts with protective jurisdiction. 


Eleven Latin-American countries now have juvenile 
courts, which were established in the following chronologi- 
cal order: Colombia (1920), Peru (1924), Brazil (1927), 
Mexico (1928), Chile (1928), Uruguay (1934), Guatemala 
(1937), Ecuador (1938), Venezuela (1939), Dominican Re- 
public (1941), Panama (1951). In addition, in some provin- 
ces of the Argentine Republic, juvenile courts have been in 
operation for many years, and although it is a fact that the 
country has no special judicial machinery at the national 
level, since 1919 some magistrates in Buenos Aires have 
dealt exclusively with cases in which the accused were under 
eighteen. 


At present, it is proposed to improve the existing juvenile 
courts in Ecuador and Guatemala, and to establish such 
courts in Bolivia and Cuba. 


6 


In most Latin-American countries the legislation contains 
evidence of a desire to replace punishment by correctjve 
education. Despite this growing tendency, however, some 
systems unfortunately survive which are inconsistent with 
this more liberal approach. 


Whenever possible, efforts are usually made to enable 
the minor to remain at home while receiving the prescribed 
treatment. In those cases, the influence of welfare workers 
can be considerable. In many countries a thorough exam- 
ination of the personality of minors is mandatory by 
statute, so that they may receive whatever treatment their 
particular physical and mental conditions call for. On the 
other hand, it is stipulated that in plans for new institutions 
for treatment, preference should be given to the “home” 
type of institution so that the minors may lead a life similar 
to family life. These and other provisions warrant the 
statement that Latin-American legislation is showing a 
progressive attitude towards the treatment of juvenile 
delinquents. 


Yet, even in the countries where the new ideas have 
gained most ground, many measures are being ill applied. 
For instance: the placing of the minor in a respectable home 
nearly always takes the form of mere servitude; freedom 
under supervision exists in name only because the child is 
either not supervised at all or, even worse, is supervised by 
the police authorities ; there is too much institutional treat- 
ment; most of the institutions are mere places of detention, 
undoubtedly because many outmoded ideas have survived 
there in spite of legislation; rule-of-thumb management 
prevails in most institutions; released minors receive very 
scanty assistance, or none at all. This state of affairs is due 
especially to the fact that the material and technical means 
for a thorough study of the personality of minors and their 
scientific treatment are still lacking. 
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7 


Although increasing interest is being shown in the com. 
pilation of reliable and complete statistics relating to 
juvenile delinquency, such statistics are defective in Latin 
America. Even in countries where their compilation is 
expressly ordered by legislation, the statistics are incomplete 
or entirely non-existent; only in few cases can they be said 
to be detailed and properly checked. 


8 


In Latin-American countries, itis not unusual for particu. 
lar laws to correspond only to the intellectual interests of 
a small group of persons. In such cases, their sponsors will 
often draft provisions in complete oblivion of the means 
and circumstances of the country, and allow themselves 
to be misled by fine theories or the latest innovations. In 
some cases the legislation of some other country is copied 
almost textually. As might be expected, such laws are not 
adapted to educational, political, social and economic 
conditions in these countries and, as a result, they are not 
successful in practice. From the outset they are greeted with 
suspicion and objections by many sections of the commu- 
nity. But what is worse, they may not be fully implemented 
when they come into force, particularly because the neces- 
sary technical and economical means are lacking. This is 
true of much legislation concerning the problem of juvenile 
delinquency, with the natural consequence that there is no 
correlation between legislation and practice. 


This fact is particularly evident in the services intended 
for the treatment of juvenile delinquents. Sometimes many 
of the services are not set up. Others, if they exist at all, are 
concentrated in capital cities where their operations are by 
no means perfect or efficient. In spite of legislation provid- 
ing for their establishment throughout the national ter- 
ritory, the remainder of the country is frequently left 
unprovided for. Asa consequence, in the provinces juvenile 
delinquents are tried by non-specialized magistrates and 
detained in police stations or common jails, their persona- 
lity is not studied, and, owing to the lack of special institu- 
tions for treatment, they are detained in penal institutions; 
their welfare is completely forgotten and, generally speak- 
ing, the law remains inoperative because, through disregard 
of the country’s position and possibilities, the legislation 
was enacted on paper only. It is with precisely these hard 
facts—which cannot easily be made to fit in with human 
aspirations—that the legislators’ optimism and desires for 
improvement have to contend. 


9 


This hiatus between legislation and practice is a matter 
of concern to the authorities responsible for tackling the 
problem of juvenile delinquency; they realize what dangers 
this wide gap involves and are endeavouring to close it, but 
they are helpless and the situation remains unchanged owing 
to the lack of necessary means. 


Economic conditions are largely responsible for this sad 
state of affairs: most Latin-American countries, although 
potentially rich, are still without the necessary resources 
and have to use what little they possess for more imperative 
and urgent tasks. 
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Nevertheless, the enactment of these progressive laws is 
desirable, even in cases where they are not in keeping with 
the countries’ immediate cultural and economic possibi- 
lities. 

As is the common experience in Latin America in other 
respects, the problem of juvenile delinquency generally 
interests only experts and intellectual circles and remains 
teyond the understanding of the masses. The latter are not 
very receptive to new ideas and hence cling to their anti- 
quated notions. At times, the masses reject innovations 
outright, because their capacity for assimilating novelties is 
very low. Occasionally, innovations gain their sentimental 
support, but rarely meet with their understanding and, even 
ss often, their active co-operation. Even somesocialcircles 
which normally tend to co-operate with the State are apt 
to be conservative in such help as they give, being in- 
fuenced more by the antiquated notion of charity than by 
the modern conception of social welfare. 


Nevertheless, the mass of the people show greater in- 
terest in the problem of juvenile delinquency in countries 
with progressive legislation, for such legislation always acts 
asa useful means of educating public opinion. 


11 


It may also be said that in actual fact there is always a 
relationship between legislation and practice in the Latin- 
American countries, even though the former may be 
greatly in advance of the latter. The reason is that, asarule, 
laws are in the nature of measures planned for gradually 
yielding practical results in the future. 


XII. SUGGESTIONS 
A 


In the field of juvenile delinquency, there are great dif- 
ferences in the legislative and practical achievements of the 
Latin-American countries. The standardization of their 
various legislative provisions is therefore not to be recom- 
mended at this stage. 


It would, however, be advisable to lay down certain 
ninimum rules for the prevention and treatment of juvenile 
delinquency, although many of the countries concerned 
may have advanced beyond them. 


B 


The countries which have not already done so should, by 
statute, place minors once and for all completely outside 
the scope of penal law, and all references to minors in the 
penal codes should be deleted. 


Cc 


The promulgation of a minors’ code, for the full protec- 
tion of minors ought to be the culmination ofa long process, 
the stages of which will, of course, have to be marked by a 
ries of laws providing for the piecemeal solution of the 
many and intricate problems involved in the welfare of 
minors. 

D 


As ambitiously drafted laws lose their force if their 
provisions are largely inapplicable in practice, countries 
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where the protection of minors is not yet fully developed 
should be advised to be realistic in planning any special 
legislation, so that it can actually be applied, though, of 
course, to make some allowance for the possibilities of the 
future; in other words the legislation should be dynamic 
and take the natural evolution of the community’s outlook 
into account. 


E 


These countries should not attempt to deal in one single 
body of law with all the social and biological (legal, social, 
economic, educational, therapeutic and prophylactic) 
questions concerning minors; instead the special legislation 
should deal exclusively with all matters connected with the 
minor’s welfare, the welfare of his home and family, and 
the institutions giving care and assistance to abandoned 
minors, to children in material or moral danger, and to 
delinquents, whether the problems are of a civil, penal, legal, 
jurisdictional or social nature. 


F 


This special legislation should approach the problems of 
juvenile delinquency along modern lines and with a pro- 
gressive policy; it should form a plan for the work to be 
effected in this field. 


G 


The legislation of all Latin-American countries should 
set itself, as a minimum, the following practicable aims: 

1, Raising of the age-limit of criminal liability to eighteen 
and complete abolition of the discernment test; 

2. Establishment of a central body to guide and co- 
ordinate public and private activities on behalf of children 
and adolescents, and to strengthen these protective activi- 
ties; 

3. Organization and planning of all services concerned 
with the prevention and treatment of juvenile delinquency, 
in accordance with the country’s technical and economic 
resources ; 


4. Establishment and operation of juvenile courts, 
preferably with a single judge, who should be specialized 
and should always be assisted in his duties by technical 
staff, such as medical officers, psychologists, teachers and 
social workers ; 


5. Formation of a police force specially assigned to look 
after juveniles or, should its formation prove difficult, 
careful selection and training of ordinary policemen to 
carry out these duties; 


6. Establishment of sufficient remand homes for juvenile 
delinquents, which should, if possible, be attached to the 
competent juvenile courts. These remand homes should 
have separate quarters set aside as observation centres ; 


7. Compulsory thorough examination of the minor’s 
personality before the court makes an order concerning 
his treatment; 


8. Thorough modernization of existing services, so that 
their operation may conform with the spirit of the new 
legislation ; 

9. Establishment of new institutions for treatment, ex- 
clusively intended for accommodating juvenile delinquents, 








which should be of the “home” type and be managed by 
married couples who should be capable of producing a 


home-like atmosphere. Quality should be preferred to 
quantity, and efforts should be made to build model 
institutions to serve as patterns for future institutions. 
Moreover, since all Latin-American countries are predomi- 
nantly agricultural, priority should be given to institutions 
situated in rural areas; 


10. Proper recruitment and training of the staff of 
institutions, for which purpose some thought must be given 


to the administrative career and financial circumstances of 
such staff; 


11. Intensification of preventive activities ; 
12. Active co-operation of social workers; 


13. After-care and establishment of after-care hostels; 
and 


14. Compilation of complete, detailed and country-wide 
statistics relating to all forms of juvenile delinquency s9 
that its extent can be accurately estimated. 


RESUME 


Bien que cing seulement des pays del’ Amérique latine — 
Brésil, Colombie, Equateur, Uruguay et Venezuela —aient 
un code des mineurs, la tendance générale dans cette région 
est de ne pas appliquer la législation pénale a l’égard des 
mineurs. Des mesures législatives en nombre croissant 
sont prises pour protéger l’enfance, et l’on s’efforce mainte- 
nant d’élaborer des mesures préventives. Le rythme de 
l’évolution varie naturellement selon la situation des divers 
pays, et la tendance indiquée est plus ou moins marquée de 
l'un a l’autre. Dans certains, les lois promulguées traitent 
d’une partie du probléme (par exemple l’organisation de 
services techniques, la création de tribunaux pour enfants 
et l'étude obligatoire de la personnalité des délinquants 
juvéniles) ; dans d’autres, l’adoption de codes spéciaux pour 
les mineurs, d’inspiration trés moderne, assure aux adoles- 
cents une entiére protection. Cette nouvelle maniére de 
voir a amené dans les pays d’ Amérique latine un relévement 
progressif de l’4ge limite de la minorité pénale. La plupart 
des lois témoignent du souci de remplacer I’action punitive 
par l’éducation correctrice; toutefois, si la tendance est 1a, 
certains régimes pénitenciaires ne la reflétent pas encore. 
Chaque fois que cela est possible, on s’efforce de laisser le 
mineur au sein de sa famille pour l’application du traite- 
ment; dans ce cas, le réle des travailleurs sociaux peut 
assumer une grande importance. Méme dans les pays ot 
les nouvelles conceptions sont acceptées, la mise en pratique 
des mesures adoptées n’est pas toujours bonne, notamment 
en ce qui concerne le placement du mineur dans un foyer 
respectable, la liberté surveillée, le régime des établissements 
— qui dans bien des cas ne sont guére plus que des lieux de 
détention, sans doute parce qu’en dépit de la législation 
beaucoup de vieilles idées n’ont pas disparu —et l’assistance 
aux mineurs aprés leur libération. 


Bien que les pays d’ Amérique latine attachent de plus en 
plus d’importance a l’élaboration de statistiques complétes 
et sires, celles qui concernent la délinquance juvénile sont 
encore insuffisantes. 


Voici quelques conclusions relatives au probléme de la 
délinquance juvénile: sans constituer un probléme aussi 
grave que dans d’autres régions, la délinquance juvénile en 
Amérique latine compte parmi les phénoménes sociaux 
qui s’imposent a l’attention; elle est toujours plus fréquente 
chez les garcons que chez les filles. La fréquence de la 
délinquance est plus grande chez les adultes que chez les 
adolescents; elle est élevée dans les grandes villes et faible 
dans les régions rurales. La complexité de la vie moderne 
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et les tentations qu’elle comporte ont contribué au dévelop- 
pement de la délinquance juvénile. La pénible situation 
économique des classes laborieuses compte parmi les 
facteurs décisifs de la délinquance chez les jeunes; les 
délits contre la propriété ont toujours la prédominance 
parmiles infractions. 


Au cours des quelques derniéres décades, les gouverne- 
ments des pays d’Amérique latine ont mis en ceuvre, en 
faveur des classes inférieures, des mesures touchant les 
domaines économique, de l’emploi, de l'éducation et de 
Phygiéne publique; ces mesures ont permis d’apporter, 
d’améliorer matériellement et moralement les conditions 
d’existence des familles appartenant a ces groupes sociaux. 
S’il est incontestable que ces dispositions ont eu une in- 
fluence sur la conduite des mineurs, il n’en reste pas moins 
que les pays d’Amérique latine manquent encore d’une 
politique de prévention directe de la délinquance juvénile, 
Les lois visent 4 assurer la protection générale des mineurs, 
Les organisations qui s’intéressent a l’assistance aux mi- 
neurs aprés leur libération, les associations de parents 
et d’instituteurs, les colonies de vacances, les clubs, les 
parcs, les foyers et les dortoirs pour enfants, sont parmi les 
réalisations les plus intéressantes. 


Les autorités chargées de la lutte contre la délinquance 
juvénile s’inquiétent surtout de I’écart qui sépare la législa- 
tion de la pratique, car elles sont conscientes des dangers 
qu’il comporte. L’auteur de l’article attribue cet état de 
choses a la situation économique de la plupart des pays 
d’Amérique latine qui, tout en possédant un potentiel 
considérable, manquent encore de ressources essentielles 
et doivent utiliser celles dont ils disposent pour des taches 
plus impératives et plus urgentes. On estime toutefois qu'il 
est bon d’élaborer des lois progressistes, méme si elles 
dépassent les possibilités économiques et culturelles immé- 
diates du pays qui les promulgue. Le probléme de la délin- 
quance juvénile n’intéresse généralement que des experts 
et des personnes qui appartiennent aux milieux intel- 
lectuels et non pas la majorité de la population; toutefois, 
les pays ou les masses s’en préoccupent le plus sont ceux qui 
ont une législation progressiste, les lois constituant toujours 
des moyens efficaces de former l’opinion. Il convient 
d’ajouter également que, dans les pays d’ Amérique latine, 
il y a toujours un lien trés réel entre la législation et la 
pratique, méme si la premiére est trés en avance sur la 
seconde. En effet, en régle générale, les lois sont congues en 
vue d’aboutir progressivement a des résultats pratiques. 
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Summary of comparative survey of the 
treatment of juvenile delinquents in Europe’ 


I. Scope 


A. MEANING OF JUVENILE DELINQUENCY 


The present survey of juvenile delinquency in Europe and 
Israel covers the following countries: Austria, Belgium, 
Denmark, Finland, France, Greece, Israel, Italy, Luxem- 
bourg, the Netherlands, Norway, Poland, Sweden, Swit- 
erland, the United Kingdom and Yugoslavia. In all these 
countries, it is generally possible to distinguish an historical 
process by which the meaning of the concept of juvenile de- 
linquency has evolved. Originally, the delinquent, regard- 
less of his age, was most commonly defined according to the 
offence, and a person who had committed what the law of 
his country specified as an criminal offence was regarded as 
a delinquent. The subgroup “juvenile delinquents” was 
only gradually identified. The juvenile offender was treated 
as an adult in miniature, and the only distinction made in his 
case was that the penalty to which he had become liable 
for his offence was reduced and was applied with less 
severity. 


Then followed the stage when the lawmakers realized 
that the offender’s youth needed to be taken into account, 
not only in the application of the penalty, but also in the 
trial. Anticipating the modern presumption against crimi- 
nal responsibility, many legislators gave prominence to the 
notion of discernment. The weakness of this notion was the 
fact that the adjudicating court could not determine with 
certainty whether a juvenile offender had or had not acted 
with discernment. What actually happened in most cases 
was that the court held a juvenile as having acted with 
discernment, if it appeared to the court that the person 
concerned was “‘depraved” and incapable of reformation. 
Accordingly, he would be sentenced to a penalty prescribed 
bylaw. If, however, the juvenile appeared to be capable of 
teformation, the court would hold that he had acted 
without discernment so as to exercise its power of either 
returning him to his family or of placing him in a special 
institution for juvenile training and correction. The idea of 
teformation thus assumed a greater prominence in the 
minds of the lawmakers and it became increasingly common 
to provide measures directed towards the reformation of the 
juvenile concerned, instead of punishment per se. 


A consequence of this development was that the very 
meaning of the term “delinquent” became more vague. 


1 The summary is based on the Etude comparée sur la délinquance 
juvénile, deuxiéme partie: Europe [ST/SOA/SD/1/Add.I] which has 
been published by the United Nations and was prepared by Mr. Jean- 
Louis Costa, formerly the Director of Education surveillée in the 
Ministry of Justice of France. The original French survey is one of a 
series of comparative surveys on juvenile delinquency covering five 
regions of the world, viz., North America (ST/SOA/SD/1), Europe, 
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Whereas originally a person who committed a criminal act 
was held, by reason of that fact alone, to be a delinquent, 
modern thinking probes deeper into the less obvious. The 
act itself being now regarded only as a symptom, the need 
for flexibility in legislation which offers protective rather 
than punitive dispositions became more and more obvious. 


Furthermore, once it is admitted that an offence com- 
mitted by a juvenile is only a symptom of a condition of 
which society disapproves, it is not difficult to realize the 
possibility, even the necessity, of extending court jurisdic- 
tion to persons whose symptoms may not have resulted in 
delinquent actions, but whose behaviour problems call for 
protective treatment. With this realization, the non-criminal 
element entered into the legislative provisions dealing with 
juvenile delinquents, and at the present time some laws pay 
greater attention to this than to the criminal element. 


Age Limits 

Lower age limits 

In nearly every country surveyed, the law fixes an age 
limit below which a juvenile is regarded as not responsible 
criminally for his acts. There is considerable variation with 
regard to the lower age limits in European countries. Under 
English law this limit is fixed at eight years. In Israel it is 
nine and in Greece it is twelve years. The laws in France and 
Poland fix this age limit at thirteen years, while it is fourteen 
in Austria, Belgium, Czechoslovakia, Italy, Norway, 
Switzerland and Yugoslavia. Danish and Swedish law 
places it at fifteen, and Finnish law at the age of sixteen. In 
the Netherlands, no lower age limit is laid down by the law, 
but it is provided that in the case of an offender under 
sixteen years of age, only reduced penalties may be imposed. 
It also appears that there is no lower age limit in Luxem- 
bourg. 


The concept of discernment 

In stipulating a minimum age for criminal responsibility, 
it has been a common practice, at least in the past, to 
employ the concept of discernment, or the juvenile’s 
capacity to distinguish between right and wrong. Asalready 
mentioned, this concept is now less important than in 
former times by reason of the fact that greater prominence 
is given to the necessity to give rehabilitative treatment to 
an individual offender, and the fact of criminal responsibi- 
Latin America [ST/SOA/SD/1/Add.2}, Asi Asia and the Far East [ST/ 
SOA/SD/1/Add.3] and the Middle East [ST/SOA/SD/1/Add.4], 
undertaken by the Department of Social Affairs of the United Nations 
Secretariat at the request of the Social Commission and the Economic 


and Social Council. The present English summary was prepared by 
the Secretariat of the United Nations. 














lity is de-emphasized. The present tendency is to presume 
that juvenile delinquents are, in most cases, not liable under 
criminal law. Occasional survivals of the idea of discern- 
ment occur, however, in spite of the general acceptance of 
the modern educational aims of treating juvenile delin- 
quents. 


In Austria, for example, juveniles between the ages of 
fourteen and eighteen years are in principle punishable, 
unless, for special reasons, they are not mature enough to 
be able to appreciate the wrongful nature of their acts. 
Similarly, article 7 of the Yugoslav Penal Code raises the 
presumption that all persons over the age of fourteen are 
sufficiently mature mentally to understand the meaning of 
their actions. 


Apart, however, from these two positive examples, where 
the onus is on the defence to prove inability to discern, the 
European survivals of the idea of discernment are less 
categorical. Under Italian law the notion of discernment is 
now applicable in cases where an offender between the ages 
of fourteen and eighteen years is proved to have understood 
and intended his action. The law in Israel provides that a 
child is presumed to act without discernment, though this 
presumption is rebuttable in the case of children between 
nine and twelve years of age. These two examples show a 
reversal of the old principle by which a juvenile is regarded 
as having acted with discernment unless proved otherwise. 


In all other legislations studied, the idea of discernment 
has been dropped. While it is possible to argue that with 
or without the employment of the concept of discernment, 
the net result from the viewpoint of the juvenile is often the 
same, that is, he receives rehabilitative treatment, it is, 
nevertheless, generally admitted that the discontinuance of 
the use of the word “discernment” constitutes an advance. 


Subdivisions within upper and lower age limits 


In some countries, within the upper and lower age limits 
governing the criminal responsibility of juvenile delinquents 
the law subdivides juveniles into different categories ac- 
cording to age, usually for the purpose of providing some 
special consideration for juveniles in the lower age groups. 
In France, for example, juveniles between the ages of 
thirteen and sixteen years receive less severe forms of 
treatment than juveniles between sixteen and eighteen for 
the same kind of offence. In Sweden, juveniles are sub- 
divided into two groups: from fifteen to eighteen and from 
eighteen to twenty-one years of age, each group being 
governed by somewhat different provisions in the matter 
of treatment. For a similar purpose, the English Children 
and Young Persons Act, 1933, subdivides juveniles into 
“children”, who are persons below the age of fourteen 
years, and “‘ young persons”’ who are between fourteen and 
seventeen years of age. 


Upper age limits 

While the countries surveyed show a great variety in the 
matter of a lower age limit, i.e., the age below which a person 
cannot be held criminally responsible, they are less at 
variance in the matter of the upper age limit, i.e., the age at 
which a person ceases to be treated as a juvenile for the 
purposes of the criminallaw. No less than ten of the sixteen 
countries covered in this survey have fixed the upper age 


limit at eighteen years, viz., Austria, Denmark, Finland 
France, Italy, Luxembourg, the Netherlands, Norway, 
Switzerland and Yugoslavia. 


In Greece, Poland and the United Kingdom, this ap 
limit is fixed at seventeen years, and in Belgium and Israel 
at sixteen. The highest upper age limit is found in Sweden 
where persons under the age of twenty-one years are deemed 
to be juveniles for the purposes of the criminal law. 


The following table shows the lower and upper age limits 
of juvenile delinquents in the countries covered in this 
survey. 

Table I 
LOWER AND UPPER AGE LIMITS FIXED FOR JUVENILE DELINQUENTS 
IN SELECTED COUNTRIES OF EUROPE 








Lower age limit Upper age limit 
Name of country pitereat tinea 
Reet se” 14 18 
ME on ss te nn eos, oh a 14 16 
ee Br se ae ee 8 15 18 
Pee se ic Oe GL 16 18 
Pes sauteed Siti. zilons 13 18 
I S10 cas ig ohare hel, 8 Tosviancs 12 17 
MEDS ees css essa rhate te cane ab te 9 16 
MT ee She te ee ee 14 18 
LMMOMOOWTE: --- 18 
po een aa ee ee a 18 
ES re pe ee 14 18 
SN aha Sarl Aayikoy ba gag SR Kp 13 17 
SR ees ee ores see Pee 15 21 
i es ell Se % 14 18 
UnitedKingdom ........ 8 17 
WUE Se oe ee Pk eK 14 18 





B. SOME CHARACTERISTICS OF THE EVOLUTION OF LEGIS- 
LATIVE PROVISIONS RELATING TO JUVENILE DELINQUENTS 


The legislative provisions applicable to juvenile delin- 
quency in each of the countries studied are extremely varied 
and often scattered. They were enacted at different times, 
and what one country enacted some fifty years ago may 
have been incorporated in the legislation of another country 
only recently. 


In spite of this, however, it is possible to distinguish a 
general tendency in the evolution of legislative provisions 
which follows closely the historical evolution of the defini- 
tion of the term “juvenile delinquency” and its recognition 
as a social phenomenon requiring special attention as 
something distinct from adult criminality. There are, as 
already indicated, two dominant characteristics of this 
tendency, viz., (a) the separation of juvenile from adult 
offenders by the provision of institutions specially meant 
for juvenile rehabilitation; and (b) separate treatment of 
juveniles (differing from the treatment of adults) during the 
adjudication of cases, which means either that special 
juvenile courts or comparable administrative bodies are 
provided, or, if not provided, that juvenile cases are dealt 
with by adult courts by means of a special procedure. 


The growth of these two characteristics has involved a 
parallel process by which the fact of segregation of juveniles 
from adults per se has been subordinated to an emphasis 
on individual attention for juvenile delinquents. Thus, 
there is at present a tendency to diversify institutions, and 
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juveniles are sent to different types of institutions according 
to their personal needs. In fact, in the United Kingdom, for 
example, there are classifying centres where juveniles are 
sent for observation before they are placed in different 
institutions. Similarly, the courts not only employ a special 
procedure in juvenile cases which is different from that 
applied to adults, but they are also paying increasing atten- 
tion to the study of the offender’s character and social en- 
vironment so that a suitable mode of treatment can be 
devised. 


II. Services for the detection, arrest, detention and 
observation of juvenile delinquents 


A. DETECTION AND ARREST 


In most of the European countries covered by the survey 
the ordinary police are responsible for the detection and 
arrest of juvenile offenders. There are, however, a few 
countries where special police units deal with juvenile cases 
but the practice is not widespread. In addition, social wel- 
fare agencies also playa part in the detection processthrough 
their case work, for it is now generally recognized that the 
overt act of delinquency may be only a symptom of some 
deep-seated behaviour problems. 


Ordinary police 


It is generally true that in the European countries legisla- 
tion dealing with juvenile delinquency does not contain 
special provisions concerning the detection and arrest of 
juvenile offenders, these being matters for which the ordi- 
nary police is usually competent. The absence of special 
provisions, however, does not mean that precautions are 
not taken in respect of the arrest of a juvenile offender or 
of the police inquiry after his arrest. In general, the matter 
is regulated, with considerable flexibility, by ministerial or 
police instructions. 


Thus, in Israel, the police are directed in no case to hand- 
cuff a juvenile under sixteen years of age. Itisalsoforbidden 
to take photographs or fingerprints of juveniles, the latter 
being permitted only in cases where it is essential for the 
purpose of police investigation. In any case, the investiga- 
tion should, whenever possible, be carried out in the pre- 
sence of a parent or guardian and by a police officer 
qualified to deal with such cases. 


A ministerial order in Luxembourg provides that police- 
men should not wear uniforms when arresting and escorting 
juveniles. In England, the arrest of delinquent girlsiscarried 
out, as far as possible, by women police officers. The police 
instructions in France provide that juvenile offenders 
should be handcuffed only in cases of absolute necessity. 
The police are also advised to proceed with the utmost 
discretion whenever a juvenile is to be arrested. In the 
Scandinavian countries the police are required to inform 
the local welfare committee of the arrest of a juvenile, and 
sometimes, as in Sweden, the committee may be represented 
during the police investigation. 


Special police 

Only very rarely have special police units been formed 
for the exclusive purpose of dealing with juveniles. Since 
1918 a special body known as the Children’s Police has been 
operating in the Netherlands. In 1951 there were 228 offi- 
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cers, excluding clerical staff, in the Children’s Police, 
which generally operates in the urban areas. The functions 
of the Children’s Police are, inter alia, to record crimes 
committed by juveniles, to issue warrants, to escort young 
offenders to the public prosecutor, to check truancy, to 
deal with parents who are regarded as unfit to look after 
their children, and so on. 


In Paris, a squad of thirty policewomen, attached to the 
child and maternity welfare service (which is a branch of the 
Department of Judicial Police), was formed by a decree of 
the Prefect of Police in 1942. The functions of this squad 
cover not only the protection of juveniles, including juvenile 
delinquency, but also maternity and family welfare ques- 
tions. It is reported that other French towns are following 
the example of Paris in this respect. 


In Vienna, a youth section was formed in the police 
department after the Second World War. Women assistants 
in this section deal with all cases of boys and girls under 
fourteen years of age and with adults who have committed 
offences with respect to children. 


Where special police are employed in European countries, 
they usually work in close association with policewomen 
who deal chiefly with offences against public decency, in- 
cluding prostitution. In practice, however, policewomen 
are invariably called in when cases involve juveniles, espe- 
cially girls (e.g., the special women’s police organized in 
Belgium under the Act of 21 August 1948, and the female 
police of the United Kingdom and the Scandinavian 
countries). 


In Italy the Minister of Interior ordered, in August 1949, 
that separate units should be established in each police 
force to deal with juveniles through casework and with 
vagrant and homeless children, to make investigations in 
cases affecting juvenile delinquents and to escort them to 
institutions and homes. 


Social welfare agencies 


Social welfare agencies, under various names, are found 
in almost every country in Europe. These agencies, many 
of them organized under non-governmental auspices, play 
their most useful part in the detection of behaviour prob- 
lems of juveniles who have not become overtly delinquent ; 
they donot arrest juveniles. They are also used by the courts 
for the social investigation of juveniles, and some of them 
may also be responsible for applying the system of “super- 
vised freedom”, a treatment measure analogous to the 
probation system applied in England, the British Common- 
wealth and the United States of America. 


B. DETENTION 


In most European countries, special rules govern the 
pre-trial detention of juveniles. The first precaution gener- 
ally taken is that, while held at the police station, juveniles 
are required to be segregated from adults. Itshould be noted 
that this separation is usually not required by statute law, 
but is more often the consequence of police regulations or 
administrative instructions. It is not common to find a 
provision such as that contained in section 31 of the English 
Children and Young Persons Act, 1933, which makes it 
mandatory to segregate juvenile offenders at the police 
station and for girls who are provisionally detained to be 








supervised by women. In most other European countries 
the segregation of juveniles and adults is carried out pur- 
suant to regulations; for example, in France, the establish- 
ment of a special central station for juveniles arrested by 
the Paris police for the pre-trial detention was due to an 
administrative decision and not to statutory provisions. 


Another precaution usually observed in the detention of 
juveniles is to make the period of detention as short as 
possible. While it is very rare to find legislative provisions 
on this point, in practice every effort is made to keep the 
period of detention short. Only in Belgium, the Act of 1912 
expressly stipulates that the detention of juveniles in special 
quarters must not exceed two months. 


The premises in which juveniles are detained vary con- 
siderably. In some countries, notably the United Kingdom, 
there are special detention homes known as remand homes 
and remand centres. In France and Belgium, such special 
homes are known as observation centres. Inthe Scandina- 
vian countries, the question of detention is less important 
inasmuch as juveniles are dealt with by local child welfare 
committees, but if the crime committed by a juvenile is of a 
serious nature, he is usually sent to an adult prison where 
the special treatment he receives is not as elaborate as in a 
special detention home. In some countries, e.g., Luxem- 
bourg, there are no special detention homes and adult 
institutions are used. 


Most countries, even those which have special detention 
homes, use adult institutions according to the individual 
case. It is virtually a general practice to send the more 
unruly and depraved juveniles who have committed serious 
offences, such as murder, to be detained in police station 
lock-ups and remand sections of adult prisons. But the 
tendency is to send juveniles to special homes: in the United 
Kingdom the remand centres admit unruly or depraved 
juveniles between the ages of fourteen and seventeen years, 
and the remand homes admit juveniles who are under 
seventeen years of age if they are regarded as not serious 
cases. Not infrequently, juveniles are released to their own 
homes on the guarantee that they will appear in court when 
the trial is held. 


The detention period—that is, the period when a juvenile 
after his arrest is detained before final disposition of his 
case by a competent authority—is devoted to the observa- 
tion of the juvenile’s character and the study of his social 
environment. Even where there are no special detention 
homes, as in Luxembourg, it is quite usual for a juvenile 
to be subjected to observation by special clinical services 
which can draw on the services of psychologists and psy- 
chiatrists. In some countries, teaching staff or social workers 
are allowed to pay regular visits to juveniles housed in adult 
institutions. In Belgiumand France, the observation centres 
are used not only for detention purposes but also for ob- 
servation. There are some government-operated observa- 
tion centres, such as those at Moll in Belgium or at Savigny- 
sur-Orge, Lyons and Marseilles in France. In both these 
countries, however, the less difficult juveniles are often sent 
to observation or reception centres, which are admini§- 
tered by private welfare agencies but usually financed and 
supervised by the State. These institutions admit court- 
committed offenders as well as privately admitted non- 
delinquent juveniles. 
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C. OBSERVATION 


It is possible to distinguish two types of observatio, 
applied to juveniles, viz., observation during the reman( 
period before the final disposition of a case by the competen, 
authority, and observation after an order has been made by 
that authority. The first type is general throughout Europe 
but the latter type is found only in the United Kingdom an4 
Sweden. 


In most of the countries studied the law provides for th 
establishment of observationcentres. In Belgium, the Royal 
Order of 30 December 1913 established the central observa. 
tion institution at Moll, and a similar Order of 30 Augus 
1922 established the observation centre for girls at Namur, 
In France, regulations for observation centres organized 
under the Ministry of Justice are contained in the Ordinance 
of 2 February 1945 (articles 8 and 10) and the Order of 25 
October 1945 superseded by the Order of 20 July 1950. In 
Greece, although Act No. 2724 of 1940 provides for the 
organization of observation centres, this law is apparently 
not yet being applied. The Netherlands Penal Code em. 
powers courts to commit a delinquent juvenile to an ob 
servation centre for six weeks. In Italy, Act No. 835 of 27 
May 1935 also makes provision for observation centres, 
Although there are no observation homes in Luxembourg 
at this time the administrative regulations drafted under 
the Act of 2 August 1939 contain provisions for the estab- 
lishment of observation centres. Itisunderstood that certain 
institutions in Poland conduct observations of juveniles, 
and in Switzerland, under cantonal statutes, the courts are 
empowered to commit juvenile delinquents to institutions 
or special sections of institutions for observation. 


The type of observation practised—in so far as it is 
practised at all—in the above countries is of the first variety, 
in other words the juvenile is studied before the final disposi- 
tion of his case by a court. 


In the United Kingdom and Sweden, there are facilities 
for the observation of juvenile delinquents after a court 
order has been made. In England, a juvenile may be sent 
to an approved school of the classifying type before his 
final placement, a procedure which leaves it to the admin- 
istrative authorities to decide in the last resort what is the 
most appropriate institution for him. It should be noted, 
in the case of the United Kingdom, that while the juvenile 
is under detention in a remand home, probation officers 
usually carry out the social investigation the results of which 
are used by the courts in arriving at a decision. In addition, 
in some cases, a juvenile will be sent to the classifying centre 
after the court has determined that institutional treatment 
is to be applied. 


In the Scandinavian countries, the fact that the criminal 
law is, by statute, not applicable to the majority of juvenile 
delinquents has the further consequence that the few to 
whom it does apply (i.e., serious offenders) are not entitled 
to the benefit of any special rules. In these countries, there 
are no observation institutions reserved for juvenile delin- 
quents. This does not, however, mean that there is no 
organized observation. Either the juvenile delinquent is 
treated in the same way as a child in moral danger and sent 
to a multi-purpose observation centre, or else he is regarded 
as a prisoner and placed under observation in a penitentiary 
institution which may have its own technical organization. 
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This is the case in Denmark with the Nyborg prison for 
oung persons. In Sweden, the Execution of Sentences Act, 
1945, refers to a special centre for the observation of young 
convicted persons. 


There are apparently no observation centres in Israel, 
Austria or Yugoslavia (nor in Greece and Luxembourg, as 
already mentioned) but apparently facilities for observation 
are used in Israel and Austria where there are private clinical 
grvices and/or probation services with trained social 
workers. 


The authority which decides whether a juvenile is to be 
placed under observation varies from country to country. 
In Belgium, France, the Netherlands, Poland and in most 
of the Swiss cantons, this is primarily a question for the 
court. In Italy, it is a matter to be settled by the public 
prosecutor (procuratore), whereas in Norway it is decided 
by the Child Welfare Office and in England by the Home 
Office. In Sweden, all young persons who are convicted are 
automatically placed under observation, and children in 
moral danger are sent for observation by decision of the 
Child Welfare Office. 


Generally, there are separate observation centres for boys 
and girls. There is usually a “screening” of the juveniles 
admitted to a centre before a thorough observation is made 
of the physical, mental, psychiatric and personality charac- 
teristics. It has been realized that the most effective type 
of observation requires teamwork among the specialists 
who observe a juvenile delinquent. Furthermore, if they are 
to produce a sound diagnosis, the professional personnel 
must not be overburdened with too many cases for observa- 
tion, and therefore it is necessary to select the appropriate 
cases for observation with some care. In all the countries 
discussed, theco-operation of general medical practitioners, 
psychiatrists, psychologists, vocational guidance experts 
and social workers is enlisted. Efforts are also made to send 


only selected cases for observation instead of committing 


all juvenile delinquents who appear before a competent 
body. 

The above relates to observation while a juvenile is 
detained in an institution. The technique of non-insti- 
tutional observation is as yet at a less advanced stage, 
although it is realized in some quarters that it is desirable. 


III. Courts of administrative bodies with jurisdiction 
over juveniles 


A. 


In the European countries covered by this survey the 
most common type of court having jurisdiction over juve- 
nile delinquents is the specialized or juvenile court. In the 
Scandinavian countries, however, special administrative 
bodies deal with juvenile cases. Ordinary criminal courts 
also adjudicate certain kinds of juvenile cases in some of 
the countries, but they are least commonly employed and 
only as accessory to the specialized courts and administra- 
tive bodies. 


INTRODUCTION 


B. SPECIAL JUVENILE COURTS 


Special juvenile courts exist in Austria, Belgium, France, 
Greece, Israel, Italy, Luxembourg, Netherlands, Poland, 
several Swiss cantons and the United Kingdom. 
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Organization 


In varying degrees the special courts are independent of 
the ordinary criminal courts. The organization of the juve- 
nile courts is not uniform in all countries. It appears that in 
Israel the ordinary court sits as a juvenile court when dealing 
with juveniles, usually in chambers, that is, in closed session 
to which the general public is not admitted. This type of 
organization also existed in France before the Act of 1945 
came into force. The most common European type is the 
juvenile court organized as a distinct subdivision of the 
ordinary court, and specially empowered to try juvenile 
cases. In England, juvenile courts are separate from, not 
subdivisions of, adult courts. The courtrooms are usually 
separate from adult courtrooms, or if no separate rooms 
are available, the juvenile court sits on days on which the 
adult court does not sit. The English system, however, 
employs clerks and probation officers who are commonly 
used for juvenile as well as adult courts. 

In Belgium, juvenile courts form a part of the courts of 
first instance. In courts of first degree, the children’s judge 
and the public law officer responsible for questions affect- 
ing juveniles work full time in the juvenile court. In the 
courts of second and third degree, however, they also sit 
in other sections dealing with adults as well. 

In France, since the entry into force of the Act of 24 May 
1951 (which superseded the Act of 1945), the territorial 
jurisdiction of the children’s judge and of the juvenile 
court has expanded. Formerly, the juvenile court had a 
geographical jurisdiction comparable to that of an adult 
court, and was, in effect, an offshoot of the adult court. 
It now extends with very few exceptions to the entire 
department (département) whereas that of the ordinary 
court continues to be limited to the smaller district (arron- 
dissement). In addition, assistants of the juvenile courts 
(délégués a la liberté surveillée, i.e., officers in charge of 
“supervised freedom’’, and social workers) work only for 
them. Thecivilcourt may, however, direct a social worker 
to carry out an investigation relating to the custody of 
children in divorce proceedings. The children’s judge usu- 
ally performs only his special duties although in depart- 

ments with little juvenile delinquency he may have added 
duties as a judge of the ordinary court. 

In addition, in France juvenile assize courts deal with 
persons between sixteen and eighteen years of age who are 
charged with criminal offences (crimes as distinct from 
délits or less serious offences). A juvenile assize court is 
presided over by a judge of the court of appeals with the 
assistance of two of the panel of children’s judges attached 
to the court of appeal. It sits with a jury and its jurisdiction 
covers the department, in the same way as an assize court. 
The juvenile assize court is more or less a separate court, but 
it is organized in such a way that while offering technical 

facilities for trying juvenile offenders, it can, at the same 
time try adult accessories or accomplices. 

An important feature in the organization of the special- 
ized courts which deal with juvenile delinquents is the fact 
that, unlike the adult courts, they make use of technical 
personnel who help the court to understand juveniles as 
individuals, and not simply as delinquents. 


Jurisdiction 
All special juvenile courts, needless to say, have — 
tion over juveniles who have committed offences. There 








are, however, certainvariations. Whilethe majority of juve- 
nile offenders are tried in special juvenile courts, certain 
categories may not fall within the jurisdiction of these 
courts. For example, in Italy and France certain very minor 
or petty offences are tried by the ordinary courts (pretore in 
Italy and the police court in France) instead of juvenile 
courts. On the other hand, in some countries, juveniles 
are sent for trial by ordinary criminal courts if the offence 
is of a serious nature. In Italy, a juvenile who commits a 
serious crime is tried by the ordinary assize court. A third 
variation occurs where serious crimes committed by juve- 
niles in association with adults are excluded from the 
jurisdiction of juvenile courts. In the United Kingdom, 
for example, if one of the accomplices in such a serious 
crime is above the age of seventeen years, the trial is con- 
ducted by an ordinary court. A similar practice prevails in 
Israel and Italy, although in the latter country a separate 
trial for the juvenile concerned may be ordered. 


A more remarkable feature of the jurisdiction of special 
juvenile courts is the fact that these courts have jurisdiction 
not only over delinquent juveniles, but also over juveniles 
who have not committed offences. Except for Greece, where 
the juvenile court has jurisdiction over delinquents and 
vagrants only, all the other countries included in this survey 
have special courts with jurisdiction over children of all 
types who are in need of care and protection. A few coun- 
tries have juvenile courts with even wider powers. In Austria 
a juvenile court may also try adults who commit certain 
offences against juveniles. While there are no statutory 
provisions, the fifteenth Chambre du tribunal de la Seine in 
Paris, composed of children’s judges, also tries, in practice, 
adults who maltreat children or cases of sexual offences 
involving both adults and juveniles. 


Personnel 


Judges and magistrates: Some juvenile courts in the coun- 
tries surveyed consist of single judges, others of more than 
one judge. In Belgium, Luxembourg and Israel, for example, 
the former type of court is the rule, while in most of the 
other countries a number of judges constitute the juvenile 
courts. 


In Belgium, the children’s judge is selected from among 
the professional judges of the court of first instance to which 
he is appointed. He must possess the degree of Doctor of 
Laws to qualify for the appointment, which is made by the 
Crown. In addition to his salary, he receives a special 
allowance asa children’scourt judge. In Luxembourg, juve- 
nile court judges are concurrently judges of adult courts and 
are attached to the court of first instance. They are required 
to have the Doctor of Laws degree for their appointment. 
Similarly, legal training is required of juvenile court judges 
in Israel, who are salaried and appointed by the Minister of 
Justice. 


In the French juvenile courts, both professional and lay 
magistrates sit on the Bench, more than one judge being 
necessary to constitute a court. Asa general practice the 
children’s court judge, who presides over the special court, 
is assisted by two advisers. The judge is appointed by the 
President of the Republic, upon the nomination of the 
Conseil supérieur de la magistrature from among the judges, 
of either sex, attached to the court where he exercises his 
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judicial functions. In principle, the term of office of chi 
dren’s judges is three years, but it can be renewed indefinit, 


ly, and an effort is now being made to enable these judges} perf 


make their career in this specialized field. Thesalary of they 
judges is slightly higher than that received by other judgy 
of the same rank, the children’s judge having the same ran} 
as a judge of the court of first instance. 


The advisers are private men and women who must 
French nationals, over thirty years of age, and have take, 
an interest in child welfare. They are often school teachey 
and doctors but many other professionsare also represented, 
They are selected by the Minister of Justice and for each 
day they attend the court they receive a remuneration 
equivalent to one-thirtieth of the average monthly sala 
of the professional judges of the same court. 


The English practice is not uniform in all localities, Ih 
London and certain other areas there are stipendiary magis. 
trates; elsewhere, non-salaried justices of the peace tr 
juvenile cases. In London, the stipendiary magistrates ar 
appointed by the Crown on the recommendation of the 
Home Secretary; elsewhere, magistrates and non-salaried 
justices of the peace are appointed by the Crown on the 
recommendation of the Lord Chancellor. 


In the areas where there are non-salaried justices of the 
peace, a juvenile court panel is formed every three years 
when specially qualified justices for dealing with juveniles 
are elected to it, and the panel then determines how its 
members should be selected to adjudicate at each sitting 
of the juvenilecourt or courts in the area concerned. If there 
is a stipendiary magistrate among the justices of the area, 
he is ex officio a member of the panel. In London, the pane 
is nominated every three years by the Home Secretary from 
among suitable justices of the peace in the County of 
London. 


The juvenile courts in England consist of not more than 
three and not fewer than two magistrates, one of whom 
must be a man, and as far as practicable, one should bea 
woman. When a stipendiary magistrate sits in a juvenile 
court, he is the chairman of the court. 


To give another illustration, in Italy, the juvenile court 
consists of a presiding magistrate having the rank of mem- 
ber of the court of appeal, a magistrate having the rank of 
a judge, and an expert. The president of the court and the 
assisting judge are salaried magistrates. The expert does 
not receive a salary, but a daily allowance of 1,000 lire while 
serving on a case, this allowance being halved in the case of 
employees of the State or local governments. The salaried 
magistrates and the expert are appointed by the decree of 
the President of the Republic on the proposal of the Minis 
ter of Justice. Experts are appointed for three years, and 
may bereappointed. Care is taken to select magistrates who 
have special qualifications for dealing with juveniles. Under 
current regulations women may not be appointed either as 
juvenile court magistrates or as experts. 


Prosecuting authority: In Belgium and Luxembourg, the 
prosecuting authority is theparquet. In Belgium, the Crown 
Attorney or his deputy represents the parquet in juvenile 
cases, the Crown Attorney being responsible for selecting 
the most suitable deputies for juvenile court work. Ap 
pointments to the parquet are made by the Crown and are 
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subject to the same qualifications as those to judicial office. 
In the French juvenile courts the prosecuting duties are 
rformed by deputies and general legal practitioners spe- 
cially concerned with matters affecting juveniles, under the 
authority of the procureur général attached to the court 
of appeals and of the procureur de la République attached 
to the court of original jurisdiction. In Italy, the Public 
Legal Department has an independent office attached to the 
juvenile court which is responsible for initiating and present- 
ing cases against juveniles. The officer in charge of the 
special office is appointed by decree of the President of the 
Republic on the recommendation of the Minister of Justice ; 
he is chosen from among officers with special experience in 
juvenile problems. 


On the other hand, in the United Kingdom, there are no 
yecial officers appointed for the prosecution of juvenile 
offenders. Usually, the police officer concerned with the 
investigation of the particular offence presents the case for 
the prosecution, but in some instances a private person may 
also bring in a complaint regarding a juvenile to the juvenile 
court. The system in Israel is similar to that employed in the 
United Kingdom. 


Other personnel: A jury is very seldom used in the Euro- 
pean countries for the adjudication of juvenile cases. Only 
in France is the jury system employed, and this only when 
juveniles between the ages of sixteen and eighteen are tried 
for crimes (i.e., serious offences). 


While most of the juvenile courts employ probation 
officers or persons having analogous functions, their role 
in the court proceedings is limited to that of furnishing 
social investigation reports. Most of the juvenile courts, 
however, use the services of clerks of court whose primary 
duty is to keep the court records. In the United Kingdom, 
the clerks also give advice to lay magistrates on points of 
law when required. Clerks of court are employed concur- 
rently for adult and juvenile courts, except for France, where 
itis reported that 30 per cent of the juvenile courts employ 
clerks specially attached to juvenile courts only. 


Procedure in juvenile courts 


General trends: There are two major features of the pro- 
cedure employed by special juvenile courts in Europe. 
Firstly, the juvenile court procedure is more flexible than 
that employed in an adult court. The formalism of the 
ordinary criminal court is kept to a minimum, a minimum 
which is consonant with the protection of society in general 
and the protection of the juvenile in particular. The flexi- 
bility is generally achieved through conducting the hearing 
of juvenile cases in the judges’ chambers, the exclusion of 
the public from the proceedings and the imposition of 
certain rules concerning the publicity given to juvenile cases. 
The second feature, which is also apparent in all the coun- 
ties of Europe, is the requirement of a social investigation 
in addition to the purely police investigation of juvenile 
tases. The personalcharacteristics of the juveniles are there- 
by brought to the notice of the juvenile courts apart from 
the nature and circumstances of the offences involved. 


Initiation of proceedings: The authority which initiates 
proceedings is not the same in all countries. For example, 
in England, the police or a private citizen may bring a juve- 
hile case directly to the court. In Belgium, the victim may 
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initiate proceedings on his own account, but in such a case, 
the juvenile will not appear before the court until after a 
preliminary investigation. On the other hand, if the police 
made the original complaint, the proceedings must be 
initiated bythe parquet. In the Netherlands, the prosecuting 
authority cannot initiate proceedings without first consult- 
ing the children’s judge concerning the advisability of such 
proceedings. In short, the general trend is that cases need 
not necessarily pass through the police to come before the 
juvenile court. 


Preliminary examination: The general trend in the Euro- 
pean countries under study is for the juvenile court which 
adjudicates the children’s cases to conduct the preliminary 
examination. This is so in Greece, the Netherlands, Poland, 
Israel, Italy and most other countries. In England thecourt 
first decides whether an offence has been committed and 
if that is proved, it orders suitable measures for the purpose 
of obtaining information concerning the juvenile concerned. 
The one exception in this respect seems to be in France, 
where an examining magistrate may carry out a preliminary 
inquiry and prepare the case before it goes to the trial court. 
Such a system also is found in Belgium, but is less widely 
used than in France. 


Social investigations: The social investigation of juvenile 
offenders has come to stay as an important element in the 
procedure of juvenile courts. Two questions arise: ““ What 
should be the content of the investigation?” and: “Who 
should conduct the investigation?” With regard to the first 
point, there is considerable variation in practice. In some 
countries (e.g., England) the social investigation not only 
covers the family and environment of the juvenile concerned 
but also includes information on the child’s health and 
character and other personality traits. In England the 
statutory basis for this is the Criminal Justice Act, 1948, 
which requires that a report on the physical and mental 
condition of every person detained must be provided for 
trial. On the other hand, the French practice is to limit the 
social investigation to the purely social aspects of the case, 
as a separate provision relates to the medico-psychological 
examination of the juveniles. In most of the countries the 
tendency now is to include all types of information relating 
to the juvenile concerned, the scope depending on the 
services available for the conduct of the investigation. In 
all countries, however, there is common agreement that the 
investigation should not deal with the guilt or innocence of 
the juvenile, but only with factors which would help the 
court to understand his behaviour. 


Different kinds of personnel are employed for conducting 
social investigations. In the United Kingdon, it is usually 
the probation officers who undertake this task. In France, 
a distinction is made between the functions of the super- 
vised freedom officers and the social services attached to 
the court. The supervised freedom officers are responsible 
only for the supervision of juveniles under a court order, 
and the social investigation reports which are used before 
a court order is made are prepared by the social services. 
Sometimes, a qualified social worker may be authorized by 
the juvenile court to carry out social investigations. This is 
dissimilar to the practice in the United Kingdom, where 
probation officers have the dual responsibility of conduct- 
ing social investigations and supervising probationers. The 
practice in Belgium is similar to that found in the United 
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Kingdom inasmuch as child welfare officers are responsible 
both for social investigations and for the supervision of 
juveniles on probation. In Italy and Luxembourg, the 
practice resembles the French system, whereas in Poland 
it is nearer to the Belgian system. In the Netherlands, the 
social investigation is sometimes conducted by the Pro 
Juventute service, sometimes by an officer of the social re- 
habilitation service, and sometimes by private volunteers. 
In Greece, the child welfare and protection societies employ 
social workers who assist the juvenile court in conducting 
social investigations. In Israel, the probation service is 
usually responsible for this task. 


Trial proceedings: As already noted, proceedings in juve- 
nile courts are supposed to be informal; hence the setting 
is important. In France and Poland hearings take place in 
one of the courtrooms, the legislation of both countries 
stipulating expressly that the children’s judge should only 
deal with the less serious cases in his chambers. In large 
courts, a special room is often reserved for the juvenile 
court. In Poland, the courtroom may not be used by any 
other court on the day on which the juvenile court is sitting. 
In Belgium, the Minister of Justice as long ago as 1912 issued 
directives governing the hearing of juvenile cases, recom- 
mending that, as far as practicable, the juvenile court should 
not sit in the customary courtroom, and stating that the 
judge is in no way bound to hold his hearings invariably 
on the same days and at the same time. Ordinary court- 
rooms are used, however, when it is not possible to get 
other accommodation for the juvenile court. 


In Luxembourg, the hearing is held in a room which 
does not resemble a courtroom but merely an office. The 
judges do not wear robes and there are no ushers, guards 
or police in attendance. In the United Kingdom juvenile 
courts are held, wherever possible, in different rooms from 
other courts, or at least on different days. The room used is, 
in practice, arranged very simply, the judges sitting at an 
ordinary table or on a low dais from where they can speak 
to the juvenile without difficulty. In Israel the judge hears 
juvenile cases in chambers, and there is no dock or witness 
box. 


Secondly, the juvenile courts do not usually hold open 
hearings. Only selected persons, usually those directly con- 
cerned, are allowed to attend. Even where not prescribed 
by statute, this has become normal practice in Austria, 
Belgium, Greece and Luxembourg. In these countries, the 
judges may also at any time order any particular case to be 
heard in a closed court. 


In other countries, statute law requires hearings to be 
closed. Thisis the casein France, Israel, Italy, Poland and 
the United Kingdom. In Poland, for instance, the court 
itself has a statutory discretion to decide whether to admit 
certain persons to the courtroom. More frequently, the 
legislative provisions specify exhaustively the persons who 
are allowed to be present at a juvenile hearing. Generally, 
the only persons who are admitted to attend the trial 
proceedings of juvenile cases are the witnesses, close relatives 
of the juveniles concerned, court officers and representatives 
of the probation service or child welfare agencies responsible 
for the social investigation. In many instances, the presence 
of the juvenile offenders may not be required during the 
hearing, and the presiding magistrate may, if he considers 
















such action necessary, order the juvenile to be removag 
from the courtroom. Ina few countries, such as the Unita 
Kingdom and Israel, accredited Press reporters may 
admitted. 


In the third place, it is a common practice in the special 
courts to impose restrictions on publicity in order to proteg 
the identity of the juvenile concerned. There are, however, 
no provisions governing publicity in Greece and Italy. hh 
Luxembourg, by contrast, under article 51 of the Act of 
2 August 1939, reports of juvenile court hearings may not scomplic 
be published, this rule applying both to the actual hearing sile—that 
and to the decision of the court. It is similarly unlawful in}. 
that country to publish pictures of juveniles prosecuted], 
or illustrations relating to the case, or to convey any sugges 
tion with regard to name or identity. Violations of thes 
rules are punishable by fines. 
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In Austria, if the interest of the juvenile so requires—in} Jy Fray 
most cases it is held to do so—publicity may be forbidden, | nder sur 
and a contravention of the order banning publicity isa ents, rela 
punishable offence. In the United Kingdom and Israel, the} je grout 
name and address of the juvenile may not be revealed, nor} jpetructic 
may pictures or other means be used which might furnish };i, duties 
a clue to his identity, unless the court, in the interests of rents a 
justice, specially authorizes a publication of this nature. In}ogts of su 
Belgium there is an absolute ban on publicity which cannot iory insti 
be removed by the court. 
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The French Act of 24 May 1951 not only forbids any} jcularly | 


publication likely to identify the juvenile, who may not be }oncernes 
referred to even by initials, but also makes it unlawful to quently 
publish any account of the hearings, in whatever form, in| Greece, | 
the Press, in books, over the radio or in the cinema. Only | votland. 
the decision may be reported on condition that such repott | cisions 
contains no clue to the juvenile’s identity. Violations of |harge. 
these rules are punishable by fines and, if the offence is | :hildren’: 
repeated, by imprisonment. sron the 
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Juvenile courts also follow certain procedural rules w 
differ from those applied in the adult courts. For example, 
in Belgium, Greece, Israel, Luxembourg and the United 
Kingdom counsel for the defence may, but does not have 
to, attend juvenile court proceedings, whereas in France, 
the Netherlands and Italy his presence is mandatory. 


In countries where the attendance of counsel is not 
mandatory, the juvenile, if he or his family lacks means, 
usually qualifies for free legal aid. 
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In France it is necessary to have counsel and the cout] J, Fra 
will provide counsel or request the President of the Bar very nex 
Association to provide one if the juvenile or his family cat |). appli 
not afford his services. In the Netherlands, counsel for the juvenile | 
defence is designated by the judge himself in all cases. ID}iy 3 9, 
Italy, the arrangements are similar to those in France, but dapsed s 
it is furthermore provided that counsel must be chost}, furthers 
from a panel which is reconstituted every three years by} yf the ay 
the presidents of the courts of appeal. The panel consistsof the Fren 
lawyers who have special knowledge of juvenile court work. sions of 


The juvenile courts generally do not make special rules} court, ar 
concerning the examination of witnesses. The latter take} may 
the oath as in any ordinary court and are examined in the mals to 
usual way through the court although in the United King they are 
dom questions may be put to them directly by the juvenile} iourts ig 
or his counsel. The juvenile and his parents are generally | eicion 




















Vey ot com pelled to testify under oath, though in Israel a juve- 
nutei] vile may take the oath if he has sufficient understanding of 
Y bel he meaning of an oath. 


_| Special powers of juvenile courts: Parents or guardians 
ofjuvenile offenders are rarely held responsible for the acts 
sommitted by their children or wards and a criminal charge 

Cver,} annot usually be extended to them. While they may be 
/. Ih jable under civil law, it is only in very rare cases—for 
ct of aample, if it is proved that they acted as accessories or 
Y NOt} complices, or have committed an offence against a juve- 
Tings} sile—that they are liable under the criminal law. Anexcep- 
‘ulin ion to the above general rule seems to be the provision made 
uted, inarticle 111 of the Italian Penal Code under which criminal 
Sets oceedings may be instituted against an adult, whether a 
these arent or not, if he is found to have encouraged a juvenile 
commit an offence. 


S—in} In France, if a juvenile commits a fresh offence while 
{den, under supervised freedom, the court can sentence the pa- 
/ 8 a} ents, relatives or guardians to a fine under the civil law on 
I, the | he grounds of gross lack of supervision or of deliberate 
, NOt | (struction to the supervisory officer in the performance of 
nish },js duties. Furthermore, the court may direct that the 
ts of parents are answerable, according to their means, for the 
€. It} sts of supportinga juvenile whois committed toareforma- 
INNO! | ory institution. 


In some countries, subject to certain conditions, par- 
$ any |icularly if the circumstances or interests of the juvenile 
Ot be jconcerned warrant, the rulings of juvenile courts may sub- 
ful to | equently be varied. This is the position in Belgium, France, 
Mm, iN }Greece, Israel, Italy, Luxembourg, Northern Ireland and 
Only }Scotland. In England, the court cannot review its own 
Cport i decisions, except in cases of probation or conditional dis- 
ns of charge. For example, in Belgium and Luxembourg, the 
1C€ i children’s judge may at any time, either on his own initiative 
won the application of the public legal authorities, the juve- 

vhich }ille himself or his parents, guardians or persons having 

mple, wstody of the juvenile, or on the report of child welfare 

nited {cers or institutional authorities, rescind or vary an 
urlier order and, subject to the statutory provisions, act in 
the best interests of the juvenile concerned. In any case, the 
decision of the children’s judge is subject to review after 
three years unless it ceases to be operative before then. In 
practice, this triennial review has been replaced in Belgium 
by an annual inspection by the children’s judge of all juve- 
tiles he has dealt with. 


In France, while the juvenile court can vary its order the 
very next day after making it, either on its initiative or on 
the application of the public legal authorities, neither the 
jwenile himself, nor his parents arid guardians, can apply 
for a reconsideration of the decision until one year has 
dapsed since the order; if the first application is dismissed, 
afurther time limit of one year is imposed for the renewal 

8 bj] the application. Finally, it should be pointed out that 
ists Of tte French juvenile courts are empowered to review deci- 
work, sions of the juvenile assize court, which is not a standing 


rules} ourt, and therefore applications cannot be made to it. 


dy It may be also noted that though in most countries ap- 


.- |feals to higher courts from juvenile courts are possible, 
King they are rare inasmuch as the procedure in the juvenile 
venile courts is generally so flexible that they can give satisfactory 
erally | decisions in the cases coming within their competence. 


C. SPECIAL ADMINISTRATIVE BODIES WITH JURISDICTION 
OVER JUVENILES 


The countries where administrative bodies take the place 
of the usual type of juvenile court are Denmark, Finland, 
Norway and Sweden. In the other European countries, 
administrative authorities play a relatively minor role— 
being concerned, for example, with release on probation 
under the authority of the Minister of Justice in France, 
or with committal to a specific institution decided upon by 
the Home Office in England—and in no way do they take 
the place of the juvenile court. By contrast, in the Scan- 
dinavian countries, a large measure of the powers which in 
other countries are exercised by juvenile courts is vested in 
administrative bodies. 


Organization 


In Denmark, Act No. 181 of 20 May 1933 established 
child welfare committees which consist of members of the 
municipal councils. In addition, there are county authori- 
ties, a National Board of Child Welfare Administration 
and a Chief Inspector of Child Welfare Administration 
who is an official of the Ministry of Social Affairs. In Fin- 
land, child welfare boards operate on a similar basis under 
the rules laid down by the Ministry of Social Affairs. The 
Norwegian child welfare boards are organized under the 
Act of 6 June 1896, which has been amended several times. 
In Sweden communal boards of child care were organized 
under the Act of 1924. Sweden also has youth welfare 
boards which have jurisdiction over juveniles between the 
ages of eighteen and twenty-one years. It should be noted 
that with regard to juvenile delinquents, the child welfare 
boards and committees usually have overlapping jurisdic- 
tion with ordinary criminal courts. An account of the man- 
ner in which the special administrative bodies operate 
should perhaps be preceded by a brief discussion of the 
relationship of administrative bodies to judicial authori- 
ties. 

The administrative bodies are, in principle, independent 
of the general judicial structure. Organically, they do not 
form part of it, and functionally they are autonomous 
except in cases involving juvenile delinquents. When a juve- 
nile has committed an offence, the prosecuting authority 
has the choice between the administrative or the judicial 
channels. Even after the choice has been made, the rela- 
tionship between the two organs does not necessarily cease 
for frequently a criminal court makes the child welfare 
authority responsible for the supervision of a juvenile who 
has been given a conditional sentence. 

It is clear that decentralization of authority is the salient 
feature of this type of child welfare body. Thisis the major 
difference between the organization of juvenile courts, 
which are centralized, and the administrative bodies. 


Composition of administrative bodies 

The composition of the child welfare committees or 
bodies is not uniform in the different Scandinavian coun- 
tries. 

The Danish child welfare committees consist of non- 
salaried members of the municipal council, the number of 
members varying from one municipality to another. The 
voters residing in each municipality elect the members of 
each committee. The decisions of the committees are 





required to be made when not less than half the members are 
present. If the decision involves the removal of a child from 
his home, two-thirds of the members must be present and 
vote in favour of the decision. The local judge, who has 
legal training, must also attend and participate in the 
deliberations, but he has no vote. 


In Finland, the members of the board are elected by the 
municipal council from among the inhabitants for a term 
of three years. There must be at least six members on each 
board, and the members must include at least one woman, 
one teacher and one social worker. In some cases, the 
Minister of Social Affairs may give rulings on appeals from 
the boards’ decisions. The Minister’s decisions in turn are, 
in some instances, subject to review by the Supreme Ad- 
ministrative Court. 


In Norway, the members of the child welfare boards are 
in principle unpaid, except for the chairman, who may be 
salaried. A board may, in addition, have a permanent 
salaried staff, though this staff will not be entitled to vote. 
The local judge (lower court judge) is an ex officio member 
when there is no permanent salaried chairman. The local 
clergyman is also an ex officio member. Except for the ex 
officio members, the members of the board are chosen by 
the communal authority on the recommendation of its 
executive committee. The permanent salaried chairman is 
appointed by the Crown. A board’s permanent staff is 
appointed by the communal authority on the recommenda- 
tion of the board itself. In addition, one of the members 
of the board must be a medical practitioner. A board has 
seven members, and they are appointed for two years. 
The permanent staff includes a secretary and a chief clerk 
who are normally selected by reason of their social welfare 
training or legal qualifications. 


In Sweden, a board consists of one member of the com- 
munal board of public assistance, a clergyman who is 
engaged in the full-time service of the church situated within 
the commune, one primary school teacher and at least two 
other persons known for their interest in and devotion to the 
care of children and youth. In the urban communes, a 
doctor must also be amember. He is the only member not 
directly or indirectly elected from among the inhabitants of 
the commune. It is generally preferred that one of the mem- 
bers should have some legal training and that one of them 
should bea woman. All the members of the board must be 
of voting age (twenty-three years old or over), residents of 
the commune and of Swedish nationality. Whenever pos- 
sible, alternate members are also elected so that the work 
of the board can be carried out without interruption. The 
term of office is four years, and the work is, in principle, 
unpaid. The members of the board may, however, receive 
a modest per diem allowance and travelling expenses. If 
members absent themselves from meetings without good 
reason, they must pay a small fine to the communal treasury. 
In small communes, the functions of the board may be 
exercised by the board of public assistance, in which case 
a primary school teacher and a clergyman will be co-opted 
to the latter. In large communes there may be several sub- 
divisions, each in charge of an agent who need not be a 
member of the board. Other assistants may also beengaged. 
With the permission of the communal authorities, various 
functions of the board may also be delegated to special 
administrative agencies or to private agencies. 
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Jurisdiction if it is pre 
The essential feature of the Scandinavian administratiy] Sweden, 
bodies and their jurisdiction is that while they deal wig authority 
every conceivable category of juveniles, their jurisdictig through ‘ 
over juvenile delinquents is concurrent with that of th juvenile d 
ordinary criminal courts. The choice between the crimingf teen brot 
courts and the administrative bodies does not depend on the authority 
decision made by administrative authorities but on that qf Generall 
either the police or the prosecuting authority. investigat 


The jurisdiction of the administrative bodies covers chi cor 
dren of all categories—children who are neglected 9 Ame ‘a ; 
maltreated, orphans, mentally deficient children, and chil. Sedius 
dren whose family environment is not conducive to normal ; ‘ 
home life. With regard to juvenile delinquents, practice ry 
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varies. In Denmark, the administrative bodies have juris ngs 
diction over juvenile delinquents under eighteen years ¢ Coen a 
age, but if a juvenile delinquent is over fifteen years old he mu 
is brought before the child welfare committee only by ar} Condu 
rangement withthe police. In Norway, if a juvenile between} equire t 
the ages of fourteen and eighteen years commits an offence} having C¢ 
the police will decide whether to refer the case to a child Similarly 
welfare board, or whether to deal with the case itself in one} since the 
of the following ways: by arranging suitable punishment board 1S] 
at home or at school; by admonishing the juvenile; by} provides 
withdrawing the charges, under specified conditions; of} board fo: 
by instituting judicial proceedings. The police base their} son to de 
decision on such considerations as age, the seriousness of requir 
the offence, or the previous record of the juvenile concerned, | special ci 
In Sweden, as in Norway and Denmark, the prosecuting} that the j 
authority may bring a juvenile who has committed an} same rig 
offence to an ordinary criminal court. In addition, as} counsel i 
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Procedure of administrative bodies 


Preliminary enquiry and social investigation: In Denmark, 
before a delinquent juvenile under fifteen years of age is 
brought before a child welfare committee, a preliminary 
inquiry is conducted into his case in the presence ofa 
representative of the committee. If the delinquent juvenile 
is between the ages of fifteen and eighteen years, however, 
the preliminary inquiry is undertaken by the police. The 
child welfare committee may also conduct any investigation 
which it thinks fit, and request the help of the police for 
that purpose. These investigationsareessentially concerned 
with the child’s family, social environment and antecedents. 
Although a social investigation is not required by law, such 
investigations do, in fact, take place in all cases. They are 
supplemented by a medical examination and, if necessary, 
by a psychiatric examination if it is proposed to remove the 
child from his home. 


In Norway, a delinquent juvenile is brought before a 
child welfare board by the police. If non-delinquents are 
brought to the board’s attention by other persons, the police} 
need not participate in the proceedings. The Act of 6 June 
1896 requires the board to make a careful examination of 
the juvenile and his environment. For this purpose, 4 
preliminary investigation is usually conducted under the 
board’s direct responsibility by one of its members or by an 
official, possibly with the assistance of the local psychologist 
or psychiatrist. A psychiatric examination is compulsoty 











if it is proposed to remove the juvenile from his home. In 
tratipg sweden, according to the Act of 1939, the prosecuting 
1 with guthority may conduct a preliminary investigation, usually 
Lictioy through an official of the criminal court, before bringing a 
of th} juvenile delinquent to the child care board. Once a case has 
iminglf been brought before it, it is the duty of the board, under the 
on th authority ofits chairman, to conduct all necessary inquiries. 
‘hat gf Generally, an official attached to the board undertakes this 
investigation, but there are also district inspectors who may 
conduct it on behalf of the boards in very smallcommunities. 
Amedical report is prescribed by the Act of 1939 whenever 
there is reason to believe that the minor’s corruption or 
maladjustment is related to his physical or mental condition. 
Insuch cases, the services of a child guidance clinic may be 
enlisted. During the social investigation, the district in- 
gector works in close liaison with the local vocational 
midance service. 
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Old he 
by ar} Conduct of proceedings: In Denmark, the law does not 
tween} quire the appointment of counsel unless the juvenile, 
fence, having committed an offence, is tried by an ordinary court. 
. child} Similarly in Norway, the presence of counsel is not required 
in one since the appearance of the juvenile before a child welfare 
hment| board is not atrial. Article 14 of the Act of 1896, however, 
le; by| provides that the parents or guardians may apply to the 
\s; or, | board for permission to have the assistance of another per- 
> their] son to defend the child’s interests if special circumstances 
ess off sorequire. This person may be a lawyer, and among the 
srned, | special circumstances warranting such procedure is the fact 
cutting | that the juvenile has committed an offence. Counsel has the 
ed anjsame rights and duties as the parents. The presence of 
yn, as} counsel is neither necessary nor usualin Sweden. Inall the 
. it a| three countries, there is no provision for legal aid. 


café} In Denmark, the procedure followed during the consi- 
deration of a case is not formally prescribed. The oath is 
not administered, nor is cross-examination allowed in com- 
mittee hearings. The presence of parents or guardians dur- 
ing the hearing is not compulsory, and the only persons 
admitted are those directly concerned with the case. All 
proceedings take place in camera, and the members of the 
committee are bound to secrecy. The proceedings in the 
Norwegian boards appear to be more formal than in Den- 
mark. The board may hear witnesses under oath (if they 
we over fifteen years of age), but neither the juvenile delin- 
quent nor his parents are required to testify under oath. 
There are no statutory provisions governing the questions 
which may be put to the witnesses by the juvenile, his parents 
wcounsel. It is permissible for the juvenile to be absent 
during the hearing, and the parents and guardians are not 
dbliged to be present, and may even be excluded. The 
proceedings are conducted in private and the Press is not 
present. By special permission, however, a case may be 
ported in the Press. In Sweden, the proceedings of the 
thild care boards are not public and only authorized 
persons may attend the hearings. No account of board 
tearings may be published. 


Decisions of administrative bodies: In Denmark, the 
tecisions of the child welfare committee can always be 
reversed. An appeal against such decisions lies to the Na- 
tional Board, and in some cases to the county authorities 
ind the Minister of Social Affairs. In Norway a child welfare 
board’s decisions are always accompanied by statements 
of reasons, and minutes of the hearings must be kept in 
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accordance with the same rules as those applying to pro- 
ceedings in criminal courts. The parents, or persons acting 
on their behalf, must be informed immediately of any 
decision, particularly if a juvenile is to be removed from the 
parents. The board may, at any time, modify its original 
decision without being bound to observe any rules other 
than those which are ordinarily applicable when a case is 
first brought before it. 


In Sweden, certain rules of procedure have been issued 
for the protection of the juvenile. In particular, before 
deciding to place a juvenile in the care of the protective 
education services, the board must give the parents (if they 
are domiciled in Sweden) and the juvenile himself, if he is 
over fifteen years of age, the opportunity to state their views 
on the question of placement, either orally or in writing. 
If it thinks necessary, the board may require the juvenile 
or the parents to appear before it or before a duly autho- 
rized representative. Once it has been decided to place a 
juvenile in the charge of protective education services, the 
parents and the juvenile himself, if over eighteen years of 
age, must be notified of the decision in writing. If a juvenile 
is under eighteen years old, the parents must state in writing 
whether they accept or contest the decision. If the parents 
do not reply, the decision is submitted for approval to the 
county authority. If the juvenile is over eighteen years old, 
the county authority’s approval is necessary in all cases. 
Where prompt action is required, however, the board may 
order that its decision be given effect provisionally. The 
county authority hears cases submitted to it by the board 
in the same way as the board itself, which is represented at 
the hearings. Appeals against the decisions of the county 
authority may be lodged with the Supreme Administrative 
Court. The procedure is more formal at the county autho- 
rity level than at the board level, and at the Supreme Court 
level it is even more so. A decision ordering measures of 
protective education may at any time be varied and con- 
verted into a decision to place a juvenile in an institution. 
A decision to place a juvenile in an institution may be varied 
by the board only if the juvenile has been committed to a 
private or public institution other than the juvenile welfare 
schools. The board cannot change its order for placement 
in welfare schools. 


D. ORDINARY CRIMINAL COURTS WITH JURISDICTION 
OVER JUVENILES 


As already indicated, the role played by ordinary criminal 
courts in the adjudication of juvenile cases is, for the most 
part, less important than the role assumed by special juve- 
nile courts and administrative bodies in Europe. None- 
theless, it is true that ordinary criminal courts still deal 
with juvenile cases. There are two noteworthy points: (i) in 
most of the countries with special juvenile courts, the juris- 
diction of the ordinary courts is not parallel to that of juve- 
nile courts, except in the Scandinavian countries where ad- 
ministrative bodies have concurrent jurisdiction with crimi- 
nal courts over certain juvenile cases ; and (ii) the machinery 
of the ordinary courts operates only in clearly specified 
cases, either to supplement the action of the special juvenile 
courts, or where the law expressly declares that the special 
juvenile courts lack competence by reason of the legal 
nature of the charge or on account of some peculiarity in 
the juvenile’s status. 








Only Yugoslavia, among the countries included in this 
survey, does not have special juvenile courts or adminis- 
trative bodies with jurisdiction over juveniles. Though in 
that country juveniles between the ages of fourteen and 
eighteen who have committed offences are tried by ordi- 
nary criminal courts, it should be noted that under the 
provisions of the Code of Criminal Procedure the criminal 
courts are careful to conduct juvenile hearings with a certain 
amount of informality; for example, only persons directly 
concerned with a case are admitted during the trial, for the 
court can order private hearings if it considers that publicity 
would be detrimental to the juvenile concerned. In fact, 
this type of procedure is very close to that followed in Israel 
where the ordinary court becomes a juvenile court when 
hearing a juvenile case, but of course, in terms of both the 
procedure and the auxiliary services available to the courts, 
the Israel system provides the same facilities as special juve- 
nile courts, whereas in Yugoslavia the courts cannot be 
identified at this time with the special juvenile courts. 


The functions of the ordinary criminal courts may be 
considered separately in relation to those countries having 
special juvenile courts and in relation to the Scandinavian 
countries where there are administrative bodies. 


Ordinary criminal courts in countries with juvenile courts 


In most European countries the jurisdiction of the ordi- 
nary criminal courts is supplementary to, or sometimes ex- 
clusive of, but never parallel to that of juvenile courts. The 
one exception seems to be the United Kingdom, where the 
Children and Young Persons Act, 1933, provides in section 
46 (1) that “where in the course of any proceedings before 
any court of summary jurisdiction, it appears that the person 
to whom the proceedings relate is a child or young person, 
the court may proceed with the hearing and the determina- 
tion of the proceedings”. In actual fact, however, this con- 
tingency arises very rarely, and in any case the court may 
decide not to proceed with the hearing but to refer the case 
to a juvenile court. 


An illustration may be given of an ordinary court having 
supplementary jurisdiction to that of a juvenile court. This 
occurs in France where an ordinary examining magistrate, 
instead of the children’s judge, may be required to conduct 
the preliminary investigation of a juvenile case, and this 
procedure is mandatory if a serious crime has been com- 
mitted. In order to safeguard the interests of the juvenile 
concerned, however, the law also provides that in any court 
with more than one examining magistrate, one of them 
should specialize in juvenile cases. In Paris, for example, 
several magistrates’ offices are exclusively responsible for 
preparing criminal cases involving juveniles. In addition, 
the Act of 24 May 1951 gives the children’s judge the powers 
of an examining magistrate. 


Furthermore, often the ordinary appellate courts have 
competence to deal with appeals from juvenile courts, e.g., 
in Belgium, France, Italy, Luxembourg and the Nether- 
lands. In these countries juvenile courts are considered as 
subdivisions of the ordinary courts of first instance and 
hence a decision by a juvenile court is subject to the same 
appeal procedure as that of an ordinary court. In some 
countries, appeals against decisions by juvenile courts are 
not entertained by higher courts except on points of law. 
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In addition to having jurisdiction supplementary to thy 
of juvenile courts, some adult courts have exclusive juri 
diction over certain types of juvenile cases. There are thre 
kinds of exclusive jurisdiction which ordinary adult cour, 
may have which is not possessed by special juvenile court 
In the first place, ordinary courts may try juvenile casesj 
the offence is minor or petty. As indicated already, in Ita} t. It 
the pretore, and in France the police court, have jurisdictigy involves 1 
oversuchcases. Secondly, the adult courts have jurisdictig thas be 
to try juvenile cases where the offence is of a serious natur, spplicatic 
such as murder. In Italy, for example, if a juvenile commig tunities W 
a serious crime he is tried by the ordinary assize court jormal s¢ 
Finally, the ordinary adult courts may have jurisdictioy geater a 
over juveniles if they have committed offences in complicity rs ¥ 
with adults. This is the case in Israel and Italy, thoughiy onal 

the latter country a separate trial for the juvenile may ber] eater a 
dered. Also, in the United Kingdom, a case in which one iastitutio 
the accessories is over the age of seventeen years must bk the Unite 
tried by an ordinary court. ind Belg 


perhaps 1 
ispaid to 
sive indi 

In Norway a juvenile over the age of fourteen years, and| uteur ot 
in Denmark and Sweden a juvenile over fifteen, who com-|the juve! 
mits an offence may be brought either before an adminis} eneral s 
trative body or before a criminal court, at the discretion off their mot 
the prosecuting authority. It is the normal practice of the Thetre 
prosecuting authority in these three countries to send a juve inthe E 
nile case to a criminal court if the offence is of a seriow two bros 
nature. It should be noted, however, that although criminal dent inj 
courts conduct their hearings with more formality than th feedom 
administrative bodies, there are certain provisions which tant : 
help the criminal courts to decide on proper treatment for her p 
juvenile delinquents brought before them. In Denmark, if specially 
a suspended sentence is contemplated for a juvenile case, 
the criminal court calls for a social investigation whichis 
conducted by the Danish Welfare Association. A juvenile 
may also be placed in an observation centre administered 
by the child welfare authorities or the Danish Welfar 
Association. A similar situation prevails in Norway, where The U 
the prisoners’ aid societies undertake social investigations, te trea 
These societies can recommend one of the following mea Other c 
sures for the treatment of a juvenile offender: warning and which is 
admonition; treatment by the child welfare office; con ie om 
ditional acquittal ; conditional sentence; or committal toa | 
work school. On the other hand, the prosecution may ask on 
either for a conditional sentence, or for committal to a work Switzer! 
school or imprisonment. In Sweden, the criminal courts rervised 
conduct social investigations through probation officers. ];, pract 


In these three countries the criminal courts may als} of an o 
declare that a juvenile hearing is not public and exclude} stting. 
persons not directly connected with the case. Publicity may Ba wie 
also be forbidden and the Press may be ordered not to 
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Ordinary criminal courts in countries 
with administrative bodies 


adult pri 
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disclose particulars of a case. pe 
In spite of these provisions, however, the procedure in the} practise 


criminal courts does not compare favourably with that off enth « 
the administrative bodies because certain legal formalities} it at the 
are preserved. Usually, there is a counsel for the defence} the offe 
who is either appointed by the parents or guardians, or els¢,} gal ba 
if not appointed by them, designated by the court. The] when t 
decisions of the criminal court cannot be changed except} (925, s 
through the formal procedure of appeals to higher courts.} syperv; 
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IV. Treatment of juvenile delinquents 


A. GENERAL CHARACTERISTICS 


So far as treatment measures applied to juvenile delin- 
i} quents are concerned the responsible authorities are tending 
to stress the rehabilitative in preference to the punitive 
ict aspect. It is generally recognized that effectiverehabilitation 
ICtoul volves the individualization of treatment. Accordingly, 
iction it has been realized that the services responsible for the 
‘aturel pplication of treatment measures should provide oppor- 
MMi} nities which will facilitate the readaptation of offenders to 
COU, iormal social life. In the case of probation, for example, 
ition greater attention is now paid to the need for probation 
PHCiy} ficers who can help and assist offenders in solving their 
ughia yrsonal problems. Similarly, in institutional treatment, 

} seater attention is now given to the diversification of 
Onedi} stitutions offering a variety of treatment methods, as in 
the United Kingdom. In other countries, such as France 
ind Belgium where the diversification of institutions is 
perhaps not as great as in the United Kingdom, attention 
ispaid to the employment of specialized personnel who can 
ive individual attention to delinquent juveniles. The édu- 
cateur or all-purpose training officer who is employed in 
the juvenile institutions is not only responsible for the 
gneral supervision of offenders but also for guidance in 
their moral and social education. 
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The treatment measures applicable to juvenile delinquents 
in the European countries covered in this survey fall into 
two broad categories, viz., treatment in freedom and treat- 
ment in institutions. Among the measures of treatment in 
freedom, probation and related measures are the most im- 
portant. Institutional treatment consists of placement in 


oo tither private or governmental institutions established 
” specially for juveniles. Throughout the region the use of 
cht adult prisons for juvenile delinquents is extremely rare. 

venil 

stered B. TREATMENT IN FREEDOM 

br Probation and related measures 

ia The United Kingdom has a long experience in the use of 


the treatment measure commonly known as probation. 
Other countries having the same type of measure or one 
which is very close to it are Israel, the Scandinavian coun- 
ties and the Netherlands. In some countries of Europe, 
however, a treatment measure known as “supervised free- 
dom” prevails. This is the case in Belgium, France and 
Switzerland. While there are some differences between “su- 
vrvised freedom” and probation, the two measures are, 
in practice, analogous, because both involve the oversight 
ofan offender by a special officer in a non-institutional 
wetting. 

In view of the United Kingdom’s pioneer work in proba- 
tion, it may be useful to study briefly how probation is 
organized and applied in thiscountry. Probation had been 
practised by the British courts since the middle of the nine- 
tenth century although there was no legislative basis for 
itat that time. In the early days of probation, oversight of 
the offender was undertaken by voluntary supervisers. The 
kgal basis for the application of this measure came in 1907, 
when the Probation of Offenders Act was passed. Since 
1925, salaried probation officers have been appointed to 
supervise offenders placed on probation. Probationary 
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treatment, as developed in the United Kingdom, emphasizes 
that the work of the probation officer is “‘to advise, assist 
and befriend” the offender. In order to achieve this aim, 
probation officers in the United Kingdom are selected with 
great care. 


The British Home Office has a special department dealing 
with probation. In London, the probation officers are 
appointed by the Home Office, and elsewhere the Home 
Office inspectors supervise the probation services, appoint- 
ment to which is made by the local probation committees. 
In every so-called “probation area”, there is a probation 
committee consisting of lay justices selected from among 
all the justices of the area. The principal probation officer 
acts as the expert to this Committee and advises on technical 
questions relating to the service. In each area, the probation 
Committee appoints an adequate number of male and 
female probation officers. Probation officers must possess 
suitable qualifications; they must possess a certificate of 
social service granted by a university or some other recog- 
nized institution and must have had some experience in 
social work. In the first instance, appointment to the proba- 
tion service is for one year. The local committee recommends 
the confirmation of an appointment to the Home Secretary, 
who decides in the light of the recommendation as well as of 
the reports of the Home Office inspectors. 


The minimum salary of a probation officer starting at the 
age of twenty-three years is £305 per annum. The salary 
rises to £570, but in the case of principal probation officers 
the salary range is from £800 to £1,000. 


There are over one thousand probation officers in Eng- 
land and Wales with an average annual case-load of ap- 
proximately fifty probationers. Probation officers under- 
take the supervision of juvenile as well as adult offenders. 


Approximately 50 per cent of the juvenile delinquents 
who appear before the courts in England are placed on 
probation. When probation is thought to bethe best method 
of treatment for an offender, the court has to obtain the 
offender’s consent to this form of treatment. When order- 
ing probation the court may also prescribe other conditions 
(e.g., residence in an approved locality, abstinence from 
alcohol). In addition, persons placed on probation may be 
required to stay in so-called “probation hostels” during 
their period of probationary supervision. 


The Scandinavian countries apply a form of supervision 
which closely resembles the English probation system. A 
juvenile may be placed under supervision after the suspen- 
sion of sentence or after his case has been referred to a child 
welfare body by a criminal court. During the period of 
supervision, a juvenile may be required to comply with 
certain conditions asin England. Similarly, in the Nether- 
lands officers of the Pro Juventute, a nation-wide child 
welfare organization, undertake the responsibility of super- 
vising juveniles placed on probation. In Israel, the proba- 
tion service is organized by the Ministry of Social Welfare. 


Supervised freedom was instituted in Belgium and France 
in 1912, and in Switzerland in 1913. In Belgium, supervised 
freedom is governed by articles 25 and 26 of the Act of 15 
May 1912. Under these provisions, the supervision person- 
nel may be either salaried or voluntary. The children’s 
judge is responsible for appointing supervision officers who 
are known as délégués a la protection de l’enfance, or child 





welfare officers. The judge chooses child welfare officers 
from the staff of child welfare societies or government or 
private charitable and educational institutions. In contrast 
to the British system, there is no provision for making the 
supervision organization a career service. Until recent 
years, there were only thirty-six paid child welfare officers 
in Belgium appointed by the children’s judges who could 
dismiss them at any time. Substantial reliance is, therefore, 
placed on the work done by voluntary workers. Plans are 
afoot, however, to increase the number of paid supervision 
officers and to provide greater security of tenure than in the 
past. While a juvenile is placed under supervised freedom, 
he may be required to adhere to certain conditions laid 
down by the juvenile court. 


In some respects, the system of supervised freedom used 
in Switzerland is similar to that employed in Belgium for 
both rely on voluntary supervising officers. In Geneva, the 
Act of 1913 provided that the supervision should be carried 
out by the curators, but due to difficulties in recruiting them, 
a supplementary Act in 1935 made the president of the 
court responsible for the supervision. The president of the 
court may select persons from various walks of life, such 
as magistrates, civil servants, religious ministers, doctors, 
etc., to undertake supervision, although the general respon- 
sibility for supervised freedom remains with the presiding 
judge. In view of this responsibility, itappears that juveniles 
placed under supervised freedom are small in number 
compared to the total volume of cases dealt with by the 
courts. 


In France, supervised freedom involves the employment 
of both permanent (civil service) and voluntary supervision 
officers. The Act of 1912 had only contemplated the use of 
voluntary officers, but under the Ordinance of 2 February 
1945 some of the voluntary workers could be appointed on 
a permanent basis, entitling them to an allowance but not 
to civil service status. Acircular of 1 June 1949, however, 
improved their position by placing their employment on a 
contractual basis. The position was further improved by 
the 1951 legislation which provides that permanent super- 
vision officers may be appointed provided that they satisfy 
certain conditions of the general civil service regulations 
and are qualified by their training and experience for the 
type of work involved. 


There is provision at the present time for 145 permanent 
supervision officers, equivalent to at least one officer per 
court in each department. The permanent supervision offi- 
cer acts as the head of the service for each locality and is 
the principal assistant of the judge of the juvenilecourt. It 
is the responsibility of the permanent officer to recruit 
voluntary supervision personnel. 


It is reported that in 1950, the number of minors placed 
under supervised freedom was 4,884, or 27 per cent of the 
juveniles tried during the year. In Paris, however,more than 
half of the juveniles tried by the courts were placed under 
supervised freedom. 


Other measures of treatment in freedom 
In many of the countries covered by this survey the court 
is empowered, if it sees fit, to place juvenile delinquents 
with approved families. It has been realized, however, that 
to be really effective this measure, known commonly as 
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foster-home placement, needs, in addition to family care, 
supervision by persons who can assist the juvenile to achieve 
the aims of rehabilitation. Usually, placement is arranged 
in these cases through charitable agencies which are not 
under guidance and supervision, either with respect to the 
choice of the foster homes or to the oversight necessary for 
the rehabilitation of the offenders concerned. Furthermore, 
in rural areas, the agencies may cover so wide an area that 
supervision and protection of the juvenile delinquents be. 
come a difficult task. Therefore, while this measure of 
treatment is not uncommon throughout the regions, indica- 
tions are that the facilities for carrying it out need improve. 
ment. 


In all the countries surveyed the courts also have power 
to release juvenile delinquents after due admonition. Oc. 
casionally (e.g., in Belgium), it is provided that parents 
or guardians should supervise the juvenile upon his release 
after admonition. 


As a general rule, juveniles may be fined in the same way 
as adult offenders. Under English law the parents may be 
ordered to pay a fine imposed on a juvenile if he is belowa 
certain age, unless they can prove that they did not conduce 
to the offence. In France the local magistrate may, when 
sentencing a juvenile to a fine, bring the matter to the atten- 
tion of the children’s judge, who may place the juvenile 
under supervised freedom. In the Netherlands a juvenile 
who fails to pay a fine may be sent, not to prison, but toa 
reformatory institution for a term varying from one week 
to one month. Corporal punishment of juvenile offenders 
is very seldom employed throughout the region. Although 
in recent years there has been some support for the restora- 
tion of corporal punishment in the United Kingdom, this 
measureis generally no longer regarded as having a rehabili- 
tative value. 


C. TREATMENT IN INSTITUTIONS 


Treatment in institutions is one of the oldest forms of 
measures applied to juvenile delinquents. All the countries 
under survey employ institutional treatment for juvenile 
offenders. Where measures of treatment in freedom have 
been adequately developed, less use is made of the institu. 
tions than in the past. Regardless of this, however, institu. 
tional treatment plays an important role in the efforts made 
towards the rehabilitation of juvenile offenders. While, in 
the past, institutions had served to protect society by the 
simple fact of the incarceration of offenders, the modem 
trend is towards institutions which serve to rehabilitate 
delinquents. The character of institutional treatment has, 
therefore, changed considerably. Unavoidably, however, 
the past has left a heritage. For example, many institutions 
still use buildings which were built at a time when the idea 
of rehabilitation had not yet evolved. As institutional train- 
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ing programmes develop, private institutions are used side 
by side with government institutions, the general practice 
being to send the more serious offenders to the latter. 
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Except for a few countries, such as Greece, Israel, Sweden} 57 francs 
and Yugoslavia which have only government institutions] the mone 


the rest of the European countries under survey use both 
private and government establishments. In some countries, 
private institutions may be more numerous than gov 

ment institutions, but the governments nevertheless usually 
supervise and subsidize private establishments. 
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Another question concerned with the institutional treat- 
ment of juvenile delinquents arises from the fact that the 
idea of rehabilitation has taken the place of punishment. 
It has become more and more apparent to the authorities 
that the personnel employed in institutions should possess 
qualities which will be useful for achieving the aim of 
rehabilitation. In this respect, almost everywhere, the pres- 
ent stage is one of extensive reform, and efforts are being 
made to train the institutional personnel and to make the 
conditions of their employment more favourable than in 
the past in order to attract the right type of person. The 
general tendency is to use specialized personnel for the 
different forms of institutional treatment. 


Private institutions 


Among the European countries where private institutions 
play a considerable role in the institutional treatment of 
juvenile delinquents are Austria, Belgium, Denmark, Fin- 
land, France, the Netherlands and Switzerland. A number 
of the twenty-four institutions for difficult juveniles in 
Austria are private institutions. In Belgium, there are over 
200 private institutions which may be used for the long- 
term care and treatment of juvenile delinquents. There are 
more privatethan government institutions forjuveniledelin- 
quents in Denmark. Of the twenty institutions in Finland, 
five are privately operated. France has approximately 150 
private institutions where juvenile delinquents may be sent 
for treatment. There are over 100 such institutions in the 
Netherlands. In the whole of Switzerland, there are over 
150 institutions dealing with juvenile delinquents of whicha 
considerable number are privately administered. Considera- 
tion is not given to the treatment given in private institu- 
tions in the following discussion because it is similar to that 
given in government institutions which will be dealt with 
later. The administration of private institutions and the 
personnel employed in them are, however, discussed here 
because they offer some significant differences from the 
practices followed in government establishments. 

Administration of private institutions: In the above coun- 
tries private institutions are either administered by religious 
bodies or by secular social welfare organizations or by in- 
dividuals, Usually, the government approves and subsidizes 
private institutions which are used for the treatment of 
juvenile delinquents. Most of the private institutions accept 
other types of juveniles in addition to delinquents. 

In Belgium, orders for committal to private institutions 
are subject to the scrutiny of the Department of Justice 
(Child Welfare Office). Inspectors from this office are 
entitled to visit any part of the institutions, examine the 
work of a particular juvenile, question a juvenile in privacy, 
ttc., and the inspectors may not be obstructed in any way 
inthe performance of their duties. When placing a juvenile 
in a private institution, the children’s judge specifies the 
daily maintenance payable by the State. The cost is re- 
coverable from the juvenile or his parents if they are in a 
position to pay. The daily maintenance cost is estimated at 
57 francs for boys and 58 francs for girls. TheStateadvances 
the money but recovers part of it out of the earnings of the 
juveniles while in the institutions, the earnings being ap- 
portioned as follows: (i) amount recovered by the State— 
50 per cent; (ii) savings account—15 per cent; (iii) travel 


" and pocket money—20 per cent; and (iv) clothing—15 


per cent. 
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In Denmark, private institutions have to be approved by 
the Minister of Social Affairs on the recommendation of 
the Chief Inspector of the Child Welfare Administration. 
This approval will not be granted unless certain general 
conditions concerning installations, treatment methods and 
operational expenses are fulfilled. Approval may be with- 
drawn at any time. The notice of approval specifies the type 
of activity in which an institution may engage, viz., school 
home, vocational training home, children’s home, adoles- 
cents’ home, institution for backward children, etc. All 
private institutions are regularly inspected at least twice a 
year by inspectors of the Child Welfare Administration. 
Local supervision is exercised by the area child welfare 
committee concerned. The municipal authorities defray the 
cost of maintenance of the children according to the scales 
of daily payments fixed annually by the Ministry of Social 
Affairs. Thecost of social insurance, medical care and any 
clothing supplied to a juvenile when committed to an in- 
stitution is also borne by the municipal authorities. 


In France, under the Decree of 16 April 1946, a private 
person may not open a reformatory or custodial institution 
for juvenile offenders without authorization. Unless certain 
conditions are satisfied, the authorities will not approve 
placement of juvenile delinquents in a new establishment. 
In addition, the Decree made it possible to work out a system 
of financial and technical supervision which is carried out 
by the inspectors of the Education surveillée or Protective 
Education Service. The Ministry of Justice makes regular 
payments by way of reimbursement of daily maintenance 
costs. Apart from these costs, the government may also 
make additional grants. For example, in 1949 more than 
200 million francs in equipment subsidies were applied 
from the social insurance fund to private institutions autho- 
rized to receive juvenile offenders. 


In the Netherlands, private institutions must be officially 
approved by the Minister of Justice. The Ministry of Justice 
undertakes the supervision of the material conditions and 
the educational standards of the institutions. Inspections 
take place at least once a year, or whenever necessary. The 
government makes substantial grants to private establish- 
ments. 


The above illustrations show the general nature of the 
administrative organization of private institutions in the 
European countries. 

Personnel of private institutions: While the government 
authorities may play an important role with respect to 
official approval and financing of private institutions, they 
do not control the selection and appointment of personnel 
in these institutions. As a consequence, there is bound to be 
a greater variety in the policies governing the appointment 
of personnel in private than in government institutions. A 
few illustrations of the personnel employed in private 
institutions may be given. In Belgium, many of the private 
institutions are staffed by members of religious orders, some 
of whom are qualified teachers. But as no prior State train- 
ing is required, the public authorities cannot stipulate what 
occupational or academic qualifications the staff should 
possess. Frequently, the religious institutions employ quali- 
fied lay teachers. Most of the personnel of private institu- 
tions in Denmark have psycho-pedagogic training. In 
France the private agencies, following the example of 
government institutions, are tightening up their rules con- 





cerning the technical and other qualifications of candidates. 
Some private institutions, mostly operating under the 
authority of the regional child welfare associations, are 
making an effort to give educational courses for prospective 
officers who will train the juvenile delinquents. Courses are 
also organized for the staff belonging to the religious orders. 
In the Netherlands, the heads of the private institutions have 
qualifications comparable to those heading the government 
institutions. The staff of the private institutions may include 
teachers, social workers, psychiatrists and psychologists. 


Government institutions 


Government institutions for the long-term care and treat- 
ment of juvenile delinquents in the countries surveyed may 
be studied from the following viewpoints, viz., adminis- 
trative organization, including policies governing admission 
to government institutions; the varieties of government in- 
stitutions and their physical setting; the treatment offered 
by the institutions; and the personnel employed in such 
institutions. 


Administrative organization: In many of the countries 
included in this survey, government institutions for juvenile 
delinquents are administered by the Ministry of Justice. In 
a few, direct administrative responsibility may be vested in 
the department or directorate which deals with penal and 
correctional matters in general. This is the case in Italy, 
where governmental juvenile institutions are administered 
by the directorate-general of preventive and penal institu- 
tions operating underthe Ministry of Justice. In most of the 
countries, however, special departments or offices of the 
Ministry of Justice assume direct administrative respon- 
sibility for juvenile institutions. This is the case in Belgium, 
where the State institutions for juvenile delinquents are 
administered by the Child Welfare Office (Office de protec- 
tion de l’enfance) of the Ministry of Justice. Similarly, in 
France the Protective Education Service (Education surveil- 
lée), which administers the State institutions for juveniles, 
operates under the Ministry of Justice. In Poland the De- 
partment of Juvenile Delinquency of the Ministry of Justice 
supervises the operation of juvenile courts, auxiliary ser- 
vices and Correction Houses(juvenile institutions where the 
more serious offenders are sent). In Luxembourg and the 
Netherlands, government institutions for juveniles are 
administered by the Ministry of Justice, but it is not known 
whether there are special departments dealing specifically 
with juveniles. 


In a number of countries, the administration of juvenile 
institutions is the responsibility of ministries or departments 
which do not deal with judicial affairs. In Israel, for example, 
the Ministry of Social Welfare is responsible for the admin- 
istration of juvenile institutions. In Yugoslavia, government 
institutions known as Correction Homes for Convicted 
Juveniles are administered by the Ministry of the Interior. 
Available information also indicates that two of the coun- 
tries in Europe use juvenile institutions administered by a 
different Ministry in addition to those coming under the 
Ministry of Justice. In the Netherlands, juvenile delinquents 
may be sent to short-term re-education camps which are 
administered by the Ministry of Education, Arts and 
Sciences. In Poland, in addition to Correction Houses, 
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there are educational institutions for very young juvenile 
offenders which are administered by the Ministry of Public 
Education. 


In the Scandinavian countries and the United Kingdom 
the administration of government institutions is based on 
the principle of duality of responsibilities. The central 
authority usually lays down general policy but local bodies 
are encouraged to manage the institutions on their own in 
conformity with this policy. In the United Kingdom, the 
following departments control the general policy applicable 
to the administration of the juvenile institutions known as 
Approved Schools: the Home Office in England and Wales; 
the Home Department in Scotland; and the Ministry of 
Home Affairs in Northern Ireland. The government defrays 
virtually the entire cost of the Approved Schools and the 
Home Secretary has wide powers to supervise, inspect and 
classify schools and to control their finances. On the other 
hand, the actual administration of an Approved School is 
conducted by a board of managers, the requirements for 
whose appointment are specified in statutory Approved 
School Rules. The Home Secretary issues a certificate of 
approval on the application of the board of managers when 
a new school is established. It has been stated that “ one of 
the tasks of the Home Office has been to hold the balance 
between the fostering of that independent life without which 
no school can work successfully, and the control necessary 
to secure that proper standards of accommodation, educa- 
tion and training are maintained, that accommodation is 
related to current needs, and that expenditure on the service 
is kept within proper limits’’.? 


Since July 1950, Swedish private institutions have been 
taken over by the State and amalgamated with other 
government institutions. The title ““reformatory schools” 
was dropped in 1946 and the government institutions for 
juvenile delinquents are now known as “juvenile welfare 
schools”. Every juvenile welfare school is administered by 
a local committee of five members which meets at least 
once a quarter. The school director may take part in its 
deliberations but not in its decisions. The Education Office 
of the Royal Social Service is responsible for the inspection 
of juvenile welfare schools. If there is disagreement between 
a local committee and the head of the Education Office, the 
difference is settled by the Royal Social Service. Inspections 
are also carried out by the Education Service, the Technical 
Instruction Service, the Agricultural Service and theMedical 
Service. 


In Norway, government institutions known as school 
homes are administered by the Directorate of School Homes 
of the Ministry of Church Affairs and Education. There are 
also reformatory schools operated by the communes which 
are under the jurisdiction of the local education authority, 
and hence, indirectly, under the Ministry of Church Affairs 
and Education, but they do not come directly under the 
Directorate of School Homes. In Denmark, the Office of 
the Chief Inspector of Child Welfare Administration 
operates five government institutions ; in addition, there are 
some institutionsadministered by local government authori- 
ties. Similarly, in Finland, of the twenty institutions operat- 
ing under government auspices, twelve are administered by 


2 Home Office: Sixth Report on the Work of the Children’s Depart- 
ment, May 1951, London, Her Majesty’s Stationery Office, 1951, p. 62. 
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the central government and eight by the local child welfare 
boards. 


There are certain differences in the policies governing the 
admission of juvenile delinquents to government institu- 
tions. In some countries the juvenile courts or adminis- 
trative bodies commit a juvenile to a specific institution. 
In others the procedure is different. In Belgium, if a court 
orders a juvenile delinquent to be placed in a government 
institution, the Child Welfare Office is responsible for select- 
ing the most suitable institution for the individual in the 
light of the observation report prepared by the observation 
centres. In Greece the decision to commit a juvenile to one 
of the government institutions is taken by the competent 
service of the Ministry of Justice in the light of the report 
of the children’s judge. In Sweden the authority to commit 
a juvenile to a welfare school is vested in the Education 
Office of the Royal Social Service. A psychiatrist collabo- 
rates with that Office in the study of the case and helps it 
to choose an appropriate institution. In England and Wales 
the court most often commits a juvenile to an Approved 
School of the classifying type, from which, after a short 
period of observation, the juvenile is transferred to another 
Approved School which offers the most suitable treatment 
programme for him. Sometimes, however, the court com- 
mits a juvenile directly to a particular training school. 


Varieties of institutions and their physical setting: All the 
European countries included in this survey have separate 
institutions for boys and for girls. In addition to this dif- 
ferentiation, many of the countries have different types of 
institutions, such as closed or open establishments, cottage 
institutions or congregate ones, institutions accepting only 
certain age groups, andsoon. Accordingly, in these coun- 
tries a juvenile may be placed, according to his personal 
characteristics, in the institution, which the authorities feel 
is the most suitable for his rehabilitation. Furthermore, in 
many countries, including those which do not possess a 
great variety of institutions, government institutions are 
usually equipped to subdivide juveniles into groups. 

The number of government institutions for the long-term 
care and treatment of juvenile delinquents differs from one 
country to another. The range is quite impressive: Austria, 
for example, has only one important government institution 
(Kaiser-Ebersdorf) meant specifically for delinquent boys, 
whereas in England and Wales there are as many as 136 
Approved Schools, ninety-three for boys and forty-three 
for girls. Belgium has seven government institutions (two 
for girls and five for boys); Denmark, five administered 
by the Child Welfare Administration; Finland, twenty; 
France, ten (two for girls and eight for boys); Luxembourg, 
two (one for girls and one for boys); Poland, twenty-five 
(ight Correction Houses and seventeen educational in- 
stitutions); and Sweden, twenty-eight (twelve for girls and 
sixteen for boys). 

It appears that the more government institutions there 
are in a country, the greater the variety of gradations. The 
converse is also true. For example, the Austrian institution 
at Kaiser-Ebersdorf is a closed one, where necessarily juve- 
nile delinquents committed to an institution will be sent 
because there are no other comparable institutions. On the 
other hand, in England and Wales the Approved Schools 
are Classified according to the age of the juveniles accepted, 
their religious persuasion, and other characteristics. Some 





35 


Approved Schools are of the classifying type, others of the 
cottage type, while some have special hostels where juve- 
niles about to be discharged will spend the last part of their 
stay as a preparation for their return to normal community 
life. In France, of the eight government institutions for 
boys, one accepts only juveniles below the age of fourteen, 
two admit boys who are relatively young and regarded as 
not hardened offenders, while three are meant for older 
juveniles regarded as more hardened offenders. These are 
known as regular institutions. In addition, there is what is 
known as a corrective institution—a closed institution 
where second offenders in the higher age groups are sent. 
Male juvenile offenders sentenced to imprisonment are sent 
to a special establishment at Marseilles, which also admits 
juveniles whose conduct in other institutions has been 
persistently unsatisfactory. One of the two girls’ institutions 
is of the “‘open” type and admits the less serious offenders. 
To take an example from one of the Scandinavian countries 
where the cottage system is more prevalent than elsewhere, 
the juvenile welfare schools of Sweden are classified into 
schools for children of school age, vocational schools for 
older juveniles, and educational homes for girls who are 
pregnant or who are already mothers. 


A similar diversity is also observable in the matter of the 
accommodation and physical arrangements provided in 
government institutions. The Scandinavian countries have 
small institutions where efforts are made to provide rooms 
accommodating very few persons. In Denmark, the average 
capacity of government institutions is about thirty to forty 
juveniles. The institutions use small dormitories accom- 
modating six to eight persons in some cases, but the general 
trend is to provide separate rooms for not more than four 
juveniles per room. In the Finnish institutions, two to six 
persons share a room, except in the older establishments 
where large dormitories are used. In Norway most of the 
institutions do not accommodate more than twenty-five 
juveniles, although a few have larger populations. There 
are five institutions for girls, in three of which each girl has 
her own bedroom, while the other two have both bedrooms 
and dormitories. In the boys’ institutions the juveniles 
usually sleep in dormitories. In Sweden the situation is 
similar, each of the boys’ vocational schools admitting 
fifty to sixty juveniles. 


In England and Wales most of the Approved Schools 
accommodate less than 100 juveniles although a few of 
them accept over 150 persons. The girls’ schools, which are 
usually smaller than the boys’ institutions, have the follow- 
ing accommodation: out of the forty-three, no fewer than 
thirty-three have accommodation for less than fifty, nine 
for fifty to 100, and only one for 100 to 150 girls. Many 
Approved Schools have communal dormitories, but the 
policy is to reduce the size of the group unit by partitioning 
existing rooms or by other means. In some girls’ schools, 
the head girl has a separate bedroom. 

In most of the other countries, the capacity of govern- 
ment institutions is larger than in the countries mentioned 
above. Congregate structures with dormitory accommoda- 
tion are also common, although there are a few of the 
cottage type. 

Treatment programmes: While the treatment programmes 
within each country may vary, one institution specializing 
in one type of programme such as agriculture, while another 





puts its emphasis elsewhere, the treatment programmes 
when viewed in toto show very little difference from one 
institution to another. In an effort to rehabilitate a juvenile 
delinquent, institutions usually provide schooling, voca- 
tional training, sports and recreational activities, training 
in social responsibility, and so forth, and in addition, apply 
disciplinary measures if institutional rules are broken. 
Usually, juveniles in an institution are subdivided into 
groups based either on the “homogeneous” system where 
the classification is made according to age groups, or on the 
“* progressive” system, where juveniles are classified accord- 
ing to the progress made in theinstitution. Mostcommonly, 
juveniles are graded according to their behaviour in the 
institution and given privileges and responsibilities com- 
mensurate with their good behaviour. In this summary only 
afew features of the institutional treatment can be described. 


Medical care: In most institutions a medical examination 
is given on admission. Medical examinations are also 
usually carried out at regular intervals, sometimes every 
quarter, as in England and Austria (Kaiser-Ebersdorf), or 
at least annually, as in Israel. Most institutions have sick- 
rooms or dispensaries with nurses, but full-time doctors are 
seldom employed. Incase of serious disease, juveniles are 
usually taken to regular hospitals. 


Scholastic education: As most of the countries surveyed 
have compulsory education, their institutions generally 
provide facilities for school education. Qualified teachers 
are usually employed to instruct the juveniles. For backward 
children, some institutions may provide special classes as 
in the Danish establishments or the Approved Schools*in 
England, to give only two illustrations. In some countries, 
for example, France, Greece, Israel and Italy, juveniles may 
be allowed to attend outside schools. Most of the institu- 
tions give school education comparable to that given in 
ordinary schools. In fact, in England, instruction in the 
Approved Schools has to satisfy the requirements of the 
Education Act. One of the Approved Schools is meant for 
talented boys. Girls usually get their schooling in the com- 
munity schools in the English Approved Schools. 


Vocational training: One of the most important elements 
of institutional treatment is vocational training. In the 
main, the boys learn agricultural or industrial trades, while 
the girls are trained in domestic science and crafts. Some 
institutions mayconcentrate on aspecial type of occupation, 
which may be agricultural or industrial, but a considerable 
number offer a whole variety of trades. The range of trades 
which a juvenile delinquent may learn in institutions is 
usually quite large in any one country; for example, voca- 
tional training in the English Approved Schools for boys 
comprises woodwork, metalwork, building, farming, gar- 
dening and seamanship, and for girls, domestic work, 
cooking, needle-work, laundry and gardening. It isa signifi- 
cant feature of this vocational training in institutions that 
the training is regarded as a period of apprenticeship 
necessary for obtaining regular work in the outside com- 
munity. The system of apprenticeship plays an important 
role in France, Italyand Yugoslavia. In France, forexample, 
the juveniles in institutions prepare themselves for regular 
trade examinations organized by the vocational trade 
authorities. In Yugoslavia most of the correctional homes 
for convicted juveniles are technical and prepare juveniles 
for the usual technical examinations; on the strength of the 
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diplomas which they obtain in this way the juveniles cap 
find employment on release. 


In some instances, vocational training is given on the 
basis of vocational guidance. In Belgium and France, for 
example, the observation reports supplied by the observa. 
tion centres are used in vocational guidance. In England, 
a classifying school sends a juvenile to an Approved School 
specializing in a certain vocation according to his aptitude 
and need. Incertain countries, the situation is similar to 
that found in the Netherlands, where juveniles are first 
placed in a general workshop within an institution. After 
some time in the general workshop a selection is made as to 
which trade is best suited for an individual juvenile. 


Closely connected with vocational training is the main- 
tenance work which juveniles are required to do in institu. 
tions. Some of the articles produced by vocational training 
classes may be used in the institutions or sold outside. A 
general feature of maintenance work seems to be that juve- 
niles below a certain age are not required to do heavy work, 


Not all institutions pay juveniles for their work. Some 
may prefer to give pocket money which is not related to the 
work done by juveniles in the institutions. In Belgium, if 
juveniles do work outside of the institutions they receive 
normal wages. In Italy, on the other hand, juveniles are 
paid for work done inside the institutions when they have 
completed their apprenticeship and have obtained their 
trade certificates. Payment is also made for work in the 
Yugoslav and the Greek institutions. In Norway, however, 
juveniles may receive payment when work is well done or 
for showing goodwill. Similarly, in England, additional 
pocket money may be given in some Approved Schools 
where juveniles participate in a production programme by 
which things produced are either consumed in the institu- 
tion concerned or sold to other Approved Schools. 


Recreation and sports: Without exception, government 
institutions in the countries under survey provide facilities 
for sports and recreation. In some instances, juveniles are 
allowed to participate in neighbouring community sports. 
Recreation may take the form of outings, camping, and 
permission to see movies in neighbouring theatres, and 
similar activities. 


Training in social responsibility, etc.: In most of the in- 
stitutions efforts are made to teach the juveniles a sense of 
social responsibility; good behaviour is rewarded by privi- 
leges, by the grant of leave of absence in order that a juvenile 
may not lose touch with the outside community (such leave 
is often associated with good behaviour privileges) and in 
other ways. In Belgium, for example, the institutions are 
divided into sections where a juvenile is given tasks related 
to his section’s activities. Similarly, in Italy, juveniles are 
divided into groups and good behaviour is rewarded by 
appointment to a position of trust or responsibility in the 
group. The general trend is to give greater responsibilities 
to a juvenile as he progresses. In some institutions pocket 
money is given to all juveniles but the spending of money 
is controlled by the authorities in order to teach them the 
use of money. A number of institutions operate commis 
saries and some institutions allow juveniles to go out to 
shop in the neighbourhood. Furthermore, in order to 
develop a sense of civic responsibility some institutions have 
committees, to which juveniles are elected, to plan part of 
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the institutional programme such as recreation (for exam- 
ple, Israel and Norway) ; some encourage juveniles to make 
suggestions to the authorities for improvements in institu- 
tional living (some Approved Schools in England). Ina 
number of countries, the institutions may give special atten- 
tion to religious training. 

Not only are responsibilities increased when a juvenile 
makes progress, but he also receives greater privileges. One 
important privilege is the granting of leave of absence. 
In Denmark, Finland, Israel, Norway, Sweden and the 
United Kingdom, leave of absence is granted to juveniles. 
Such leave is given for public holidays like Christmas or 
Easter. In Norway, at the discretion of the director of an 
institution, a juvenile may obtain leave of absence for as 
long as two weeks. In the United Kingdom juveniles may 
be given home leave at least once a year, though they may 
not take more than sixteen days at a time nor more than 
twenty-four days in a year. 


Institutional discipline: While good behaviour is generally 
rewarded by privileges, breaches of institutional rules lead 
to disciplinary action, usually in the form of withdrawal of 
privileges (e.g., shorter time for sports and recreation, or 
refusal of leave of absence). Usually disciplinary measures 
are graded according to the offence, and in a few countries, 
avery recalcitrant juvenile may be isolated and given special 
diet. Such measures, however, are the exceptions. Corporal 
punishment is not uncommon, but is less often used than 
the withdrawal of privileges. 


Personnel of government institutions: Government insti- 
tutions in the countries surveyed generally employ trained 
officers to look after the juveniles committed to institutions. 
The institutions are usually managed by an administrative 
head or director who has charge of a complement of officers 
with various functions, such as house parents in cottage- 
type institutions, éducateurs or training officers, vocational 
instructors, and other supervisory and maintenance per- 
sonnel. At times psychiatrists, psychologists and social 
workers are also employed but less commonly than the 
other personnel, and in most cases only part-time. They 
do, however, constitute an important element of specialized 
government institutions. For example, institutions for the 
mentally defective delinquents in Sweden and Denmark 
employ full-time psychiatrists or psychologists. Similarly, 
the classifying schools of England and Wales have full-time 
psychologists with adequate clinical experience and train- 
ing. 

In most of the countries the directors of the government 
institutions are required to have adequate training and 
experience. Vocational instructors are usually qualified in 
the trade which they teach. The usual qualifications required 
of teachers and training officers are sufficient training and 
a sound personality. France and Belgium tend more and 
more to employ only fully qualified éducateurs. In Belgium, 
even where the government entrusts the administration of 
a juvenile institution to a religious order, the Minister of 
Justice has to be consulted in the appointment of teachers 
and éducateurs. In France, under the 1951 legislation, strict 
conditions have to be fulfilled by candidates for employ- 
ment as éducateurs. To qualify, a candidate must take a 
competitive examination, and even after passing it and 
having been selected for the job, the appointment is not 
confirmed until he has completed a year of satisfactory 
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service. The French Ministry of Justice opened a training 
centre for such officers late in 1952 at Vaucresson, not far 
from Paris, where candidates who pass the competitive 
examination are given methodical training. 


Stringent conditions govern the selection and training 
of personnel for juvenile institutions in England and Wales 
where every appointment to an Approved School is subject 
to the Home Secretary’s concurrence. The Home Office 
also organizes special training courses for personnel in 
such institutions. 


D. ADULT PENAL AND CORRECTIONAL INSTITUTIONS 


As already indicated, adult penal and correctional insti- 
tutions are very seldom used for the long-term care and 
treatment of juvenile delinquents. Juveniles sentenced to 
imprisonment are usually segregated from adults in the 
ordinary correctional institution. In some instances, juve- 
niles may be sent to special prisons for juveniles or young 
adults. In the Scandinavian countries efforts are being made 
to organize such special prisons where the training pro- 
gramme is analogous to that of juvenile institutions. 


For the purposes of the treatment of juveniles, adult 
institutions accordingly play a minor role, although a few 
of the countries under survey may not have made a clean 
break with the past as yet. 


E. AFTER-CARE 


After-care has come to be recognized as an integral part 
of the total process of rehabilitation. In keeping with the 
basic principle of the progressive nature of treatment, after- 
care is the last stage of treatment and includes the transi- 
tional measures between the necessarily authoritarian set- 
ting of institutional treatment and full release. 


In most of the countries studied, the duration of treat- 
ment in institutions is not usually fixed and each proposal 
for release can be dealt with on its own merits. The authority 
ordering the release normally tends to take the advice of 
training officers or the institutional head under whose 
charge a juvenile has been placed. The latter usually pre- 
pares a juvenile for release by granting limited freedom on 
appropriate occasions (leave of absence, placement in semi- 
open buildings attached to the institution, employment in 
semi-liberty near the institution, and the like). Under this 
process, when the director of an institution, or a juvenile 
court, or a child welfare board, as the case may be, orders 
the release, the juvenile will have had some experience of 
life outside an institution. 


After-care, in practice, mostly means the supervision of 
a juvenile after his release from an institution. This super- 
vision is often carried out by probation officers or similar 
persons. Such supervision may last until the juvenile con- 
cerned attains his majority or, where the release is granted 
before the expiration of the term of institutional committal, 
when this term comes to an end. In somecases, boards and 
committees organized for after-care work are attached to 
private or government institutions, and personnel from 
these organizations undertake the supervision of released 
juveniles. For example, in Norway there are sixty local 
welfare unions (Vernelag) affiliated to a central union 
(Vernesambandet) which undertake such tasks. In Sweden 





the regional social welfare associations perform similar 
functions. 


During the post-institutional period, the supervision of- 
ficer generally assists the juvenile in getting employment or 
in adjusting to family and social conditions. In some cases, 
in France, for example, the institutions provide a follow-up 
system by which released juveniles maintain contact by 
letter or visits with the institutional authorities. 


V. The prevention of juvenile delinquency 


Most European countries are organizing programmes for 
the prevention of juvenile delinquency in keeping with the 
principles described above in connexion with the detection, 
trial and treatment of juvenile delinquents. In fact, juvenile 
delinquents are more and more regarded as only one 
category of the larger group comprising all types of juve- 
niles needing care and protection. For example, in the 
Scandinavian countries juvenile delinquents are set apart 
from the broader category of children in need of care and 
protection only if the judicial machinery is involved; in all 
other cases, the fact that a juvenile has committed an offence 
does not in practice differentiate him from other children 
dealt with by the administrative organs. In the majority 
of cases, the child welfare boards and similar organs are 
preferred to the judicial bodies for dealing with juvenile 
delinquents, a trend which emphasizes the idea of pre- 
vention. 


In the countries where judicial organs have functions 
similar to those of the administrative bodies in Scandinavia, 
two distinct tendencies are observable in measures for the 
prevention of juvenile delinquency. The jurisdiction of the 
specialized courts covers non-delinquent juveniles who are 
in need of care and protection. This civil jurisdiction of 
juvenile courts makes it possible for them to make suitable 
arrangements for non-delinquent juveniles whose circum- 
stances, social or otherwise, are unfavourable and, without 
the court’s protective action, may reasonably be expected 
to lead to delinquent behaviour. Secondly, the jurisdiction 
of the special courts sometimes covers adults who maltreat 
juveniles or bring up children badly. Even where the juve- 
nile courts do not have this authority, adult courts, by 
virtue of special legislation, may be empowered to deal 
with such cases. For example, in France the ordinary courts 
have such powers under the Deprivation of Paternal Autho- 
rity Act(1889)and the Maltreatment of Children Act (1898), 
whereas the Legislative Decree of 30 October 1935 em- 
powers juvenile courts to deal with vagrant children. 


Apart from the courts, the detection services play an 
important role in the prevention of juvenile delinquency. 
The police services necessarily play a part in detection for 
the purpose of preventing crime, but their role is often 
limited inasmuch as they are more concerned with juveniles 
who have overtly expressed delinquent behaviour than 
with those whose behaviour problems have not led to 
manifest delinquency. But the tendency to organize special 
police units may change this picture in the future. On the 
other hand, social agencies dealing with family and child 
welfare are increasingly helping to prevent delinquency 
through early diagnosis and the treatment of difficult (but 
not yet delinquent) children. In addition, the educational 
authorities are also playing an increasingly important part 
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in the prevention of juvenile delinquency by providing 
diagnostic as well as treatment services. 


Almost everywhere, the most difficult predelinquent juve. 
niles may be placed in observation and treatment institu. 
tions in the same way as juveniles who have committed 
offences. In many instances, private institutions accept both 
categories of juveniles, while government institutions for 
juvenile delinquents very rarely do. There are, in addition, 
special institutions which admit only non-delinquent juve. 
niles needing care and protection. Although the authorities 
are making efforts to co-ordinate the work of the institutions 
which admit non-delinquent juveniles in need of care and 
protection and to make them conform to certain minimum 
requirements, a great deal still remains to be done in this 
direction. 


VI. General trends observable in the prevention and 
treatment of juvenile delinquency in Europe 


During the first half of this century more progress was 
made in Europe in the methods of treatment than in the 
methods of prevention. It is broadly true to say that all 
countries have enacted the necessary legislation and regula- 
tions for the treatment of juvenile offenders. Based on these, 
the court structure, the institutions and other treatment 
services are being developed steadily. Prevention, on the 
other hand, has not reached this stage. While the need for 
acomprehensive policy of prevention similar to that applied 
to the treatment of delinquency is recognized, preventive 
measures are lagging behind treatment measures. A policy 
for dealing with juvenile delinquency cannot be worked out 
unless the government plays its full part in the codrdination 
and organization of treatment services; in the same way, 
governments must sponsor preventive programmes. The 
era in which private charity, in a rather unco-ordinated 
fashion, endeavoured to palliate hardship by piecemeal 
action is being succeeded by an era of social justice in which 
the State endeavours, by all governmental and private 
means directly or indirectly at its disposal, to provide co- 
ordinated services for dealing with juvenile delinquency. 


So far as methods are concerned, one of the most im- 
portant factors is the prominence given to observation 
before and during treatment of a juvenile delinquent. Sig- 
nificantly, too, it is now widely realized that the persons 
who help the juveniles to be rehabilitated should be properly 
trained. A juvenile delinquent cannot be expected to make 
lasting progress in the rehabilitative process without the 
guidance of qualified officers. Observation and guidance 
require research—the type of research which will contribute 
towards the improvement in observation techniques and 
a clarification of the methods which a training officer can 
most fruitfully employ in assisting a juvenile in his rehabili- 
tation. 


The authorities concerned with the rehabilitation of juve 
nile delinquents have realized that a juvenile’s re-education 
process is an indivisible whole which requires the fullest 
co-operation of a number of specialists. It is the object of 
the treatment methods employed in all the European coun- 
tries covered by the survey to synthesize the work of the 
specialists, and the nascent prevention policies will have 
the same object. 
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En el estudio se hace un breve examen comparativo de 
las siguientes materias: i) definicidn de la delincuencia 
juvenil ; ii) medios de identificacién, arresto, detencién y 
observaciOn de los menores delincuentes; iii) tribunales y 
organismos administrativos con jurisdiccién sobre meno- 
es; iv) tratamiento de los menores delincuentes ; v) preven- 
cin de la delincuencia de menores; y vi) tendencias genera- 
es que se observan en materia de prevencidn y tratamiento 
delos menores delincuentes en los diez y seis paises europeos 
siguientes: Austria, Bélgica, Dinamarca, Finlandia, Fran- 
cia, Grecia, Israel *, Italia, Luxemburgo, Noruega, Paises 
Bajos, Polonia, Suecia, Suiza, Reino Unido y Yugoeslavia. 
En todos estos paises el concepto de la delincuencia juvenil 
ha evolucionado desde la época en que se consideraba al 
menor delincuente como un criminal adulto en miniatura 
hasta la tendencia moderna que reconoce que la delincuen- 
cia juvenil constituye una categoria especial que hay que 
tatar especialmente, mediante tribunales de menores u 
organismos administrativos para enjuiciarlos einstituciones 
wspeciales para su detencidén, tratamiento y observacién. 
Antiguamente predominaba la idea del castigo, pero hoy 
ye atribuye mayor importancia a la readaptacion social del 
menor delincuente. 


La definicién de la delincuencia juvenil (o de los términos 
equivalentes) varia segtin los paises. En algunos se aplica el 
trato dado a la delincuencia juvenil a los delincuentes com- 
prendidos entre los 14 y los 18 afios. En otros, como ocurre 
enel Reino Unido, el limite minimo de edad son los 8 afios. 
En Suecia, el limite maximo son los 21. La tendencia es 
considerar que las mds de las veces los menores delincuentes 
no son responsables criminalmente y por este motivo se 
concede menor importancia a la nocién del discernimiento. 


De las conclusiones del informe se desprende también que 
la mayoria de los paises estudiados utilizan a la policia 
ordinaria en los casos de delincuencia juvenil. No obstante, 
algunos, como los Paises Bajos, Austria, Bélgica, Italia, el 
Reino Unido y los paises escandinavos, cuentan con una 
plicia especial. La mayoria de los paises disponen de 
stablecimientos especiales de detencidn, y es practica co- 
nin investigar durante su permanencia en ellos los ante- 
wdentes sociales del menor. Es menos frecuente someter 
ilmenor a minuciosa observacidén psiquiatrica, psicolégica 
y social, como se hace en Bélgica, Francia, los paises 
wcandinavos y el Reino Unido, donde, a diferencia de los 
paises citados anteriormente, dicha observacién se verifica 
wando el tribunal ya ha ordenado el tratamiento del menor 
delincuente en un establecimiento. 


El organismo que en los paises a que se refiere el estudio 
® ocupa de los menores se denomina tribunal de menores. 
No obstante, en los paises escandinavos se ocupan de los 
sos de delincuencia juvenil organismos administrativos 
‘nocidos con el nombre de comisiones de proteccién a la 
nfancia, juntas de proteccién a la infancia, etc. Los jueces 


‘ Esta sintesis ha sido preparada por la Secretaria de las Naciones 
Unidas, basdndose en el Etude comparée sur la délinquance juvénile, 
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euxiéme partie: Europe (ST/SOA/SD/1/Add.1) publicado por la 
wopia Organizacién. El estudio original francés estuvo a cargo del 
ir. Jean-Louis Costa, ex director de la Education surveillée del Mi- 
tisterio de Justicia, Francia, y forma parte de la serie de estudios 
tomparativos sobre delincuencia juvenil en cinco regiones (véase la 
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RESUMEN! 


de los tribunales especiales de menores suelen ser jueces 
con preparacién andloga a los de los tribunales ordinarios. 
Rara vez se encuentran jueces especiales de menores. El 
procedimiento de los tribunales de menores es menos formal 
que el de los tribunales ordinarios, y se caracteriza por las 
investigaciones sociales confiadas a los funcionarios en- 
cargados de la vigilancia en el régimen de prueba, las 
audiencias a puerta cerrada, a las cuales sdlo pueden asistir 
las personas directamente interesadas en el asunto, y las 
restricciones en cuanto a la publicacién de informaciones 
que identifiquen al menor. En algunos paises, los tribunales 
de menores pueden modificar posteriormente sus decisiones. 

En cambio, los organismos administrativos especiales 
que existen en los paises escandinavos se componen de 
miembros calificados de la localidad, tales como el sacerdo- 
te, el médico, el maestro, el juez, etc. Respecto a los menores 
delincuentes, la competencia de los érganos administrativos 
se ejerce en concurrencia con la de los tribunales ordinarios 
de lo criminal. La decisién de someter el asunto a una u 
otra jurisdiccién corresponde a la policia o al ministerio 
publico y no a dichos érganos. Puede ocurrir, en cambio, 
que el tribunal de lo criminal confie el menor delincuente 
a un organo administrativo para que aplique las medidas 
de tratamiento. En otros aspectos, el procedimiento apli- 
cado por los organismos administrativos es sustancialmente 
el mismo que el que se sigue en los tribunales de menores. 
Los tribunales ordinarios de lo criminal rara vez conocen 
asuntos de delincuencia juvenil, salvo en Yugoeslavia, 
donde no existen tribunales de menores. 


Por lo que se refiere al tratamiento de los menores delin- 
cuentes, las autoridades competentes tienden a dar mayor 
importancia a la readaptacién social que al castigo. Se 
atribuye gran importancia a la individualizacién del trata- 
miento, cuya medida mas importante es la libertad con- 
dicional con régimen de prueba (probation), tal como se 
practica en el Reino Unido y en los paises escandinavos. 
Con arreglo al régimen de prueba que se aplica en el Reino 
Unido, el funcionario encargado de dicho régimen (proba- 
tion officer) tiene la misién de «aconsejar y ayudar» al 
delincuente y de « ser amigo » de él. Para ello, estos funcio- 
narios son seleccionados con el mayor cuidado por las 
comisiones locales del régimen de prueba, asesoradas por 
el Home Office, el cual cuenta con un departamento especial 
encargado del régimen de libertad a prueba. El 50 por ciento 
aproximadamente de los menores delincuentes que com- 
parecen ante los tribunales ingleses seencuentran en libertad 
condicional con régimen de prueba, régimen que puede ir 
acompajfiado, aparte de la asistencia al delincuente por el 
funcionario encargado del régimen, de ciertas condiciones, 
como la obligacién de residir en una localidad fijada o en 
un establecimiento para el régimen de prueba, de abstenerse 
de bebidas alcohdlicas, etc. En Bélgica y en Francia la 
libertad vigilada (liberté surveillée), andloga a la libertad 
condicional con régimen de prueba (probation), esta a cargo 


pagina 105), que ha emprendido el Departamento de Asuntos Sociales 
de la Secretaria a peticién de la Comisién de Asuntos Sociales y del 
Consejo Econémico y Social. 


2 Aunque geograficamente se encuentra en el Cercano Oriente, se 
ha incluido a Israel en este estudio porque sus instituciones son mas 
afines a las de Europa que a las de sus vecinos. 





de funcionarios del Estado y cuenta con una importante 
cooperacion de inspectores voluntarios. 


Fuera de unos cuantos paises, tales como Grecia, Israel, 
Suecia y Yugoeslavia, que sdlo disponen de instituciones 
oficiales cuando se trata de la atencién y el tratamiento a 
largo plazo de los menores delincuentes, el resto de los 
paises europeos que han sido objeto del estudio utilizan 
tanto las instituciones privadas como las oficiales. Lo mas 
general es que los autores de delitos mas graves sean reclui- 
dos en las instituciones oficiales. Las medidas de tratamien- 
to que aplican unas y otras son parecidas, si bien la ad- 
ministracioén de las privadas suele estar en manos de or- 
ganizaciones religiosas o de bienestar social. Es corriente, 
sin embargo, que los gobiernos interesados subvencionen a 
dichas instituciones privadas y que se reserven la facultad de 
inspeccionar periddicamente sus establecimientos. 


En algunos paises, particularmente en los escandinavos 
y en el Reino Unido, los establecimientos para los menores 
delincuentes son pequeiios y tienen cabida para un numero 
no mayor de cincuenta jévenes. Los hay para varones y para 
mujeres. Fuera de esta primera distinciOn, puede clasifi- 
carseles en establecimientos abiertos o cerrados, estable- 
cimientos pata un numero reducido o establecimientos 
comunales, etc. Ademas, en muchos paises, entre ellos los 
que no tienen gran variedad de instituciones, los estable- 
cimientos privados y publicos suelen estar dispuestos de 
manera que les sea posible subdividir a los menores en 







gtupos, para lo cual se siguen distintos criterios. Pay 
facilitar la readaptacion de los menores delincuentes, se |x 
suele dar atencién médica, ensefianza y preparacién pro 
fesional. En los programas de los establecimientos suele) 
figurar también las actividades deportivas y recreativas, ay 
como el adiestramiento en la responsabilidad social, et. 
La infraccién de las reglas de la institucién da lugar, 
medidas disciplinarias. Lo general es ir aumentando ly 
privilegios y las responsabilidades conforme va mejorandy 
la conducta del menor, privandole de unos y otras si nm 
responde a las medidas del tratamiento. El personal & 
estas instituciones es cada vez mas especializado. En alguno, 
paises, como Francia y Bélgica, los éducateurs o funciona. 
rios encargados de la reeducacién de los menores delip. 
cuentes son objeto de una cuidadosa seleccién. En mucha 
instituciones se utiliza también a los psicdélogos y psiquia. 
tras. 


La asistencia postinstitucional ha venido a ser conside. 
rada como parte integrante del total proceso de la readapta. 
cidn y en la practica supone colocar al menor delincuente 
salido de una institucién bajo la vigilancia del funcionario 
encargado del régimen de prueba o de personas que ejercen 
funciones andlogas. 


Aunque se reconoce la necesidad de una politica general 
de prevencion, similar a la que se aplica al tratamiento dela 
delincuencia, las medidas preventivas distan mucho & 
estar a la altura de las medidas de tratamiento. 
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La spécialisation des établissements pénitentiaires 


par Jean Dupréel? 


I. ORIGINES ET DEVELOPPEMENT DE LA SPECIALISATION 


1. Le XVIII siécle et le droit pénal classique 


La faveur dont jouit, dés la fin du XVIII¢ siécle, le 
yystéme des peines dites correctionnelles, fondées sur la 
privation de liberté et destinées 4 remplacer le cruel appareil 
épressif de l’ Ancien Régime, contraignit les gouvernements 
des nations de civilisation européenne a construire des 
prisons et a mettre sur pied une organisation pénitentiaire. 


Les gedles du passé, simples lieux de détention préventive 
et antichambres du supplice, ne pouvaient en effet pas as- 
surer dans des conditions acceptables par I’ opinion publique 
lhébergement des personnes que les tribunaux allaient 
dorénavant condamner a des peines privatives de liberté, 
souvent de longue durée. 


Par la force des choses, les administrateurs chargés de 
concevoir, d’ériger et de gérer les prisons furent conduits a 
spécialiser certains établissements ou tout au moins certai- 
nes sections. En effet, des considérations d’ordre moral, le 
souci d’éviter les évasions et celui d’alléger le budget des 
institutions par un travail rentable ont amené progressive- 
ment, dans les divers pays, d’abord la séparation des hom- 
mes et des femmes, puis celle des enfants et des adultes, et 
aussi le groupement dans certains établissements soit des 
détenus capables de se livrer a telle ou telle industrie 
tmunératrice, soit au contraire de ceux considérés comme 
trop dangereux pour étre laissés dans les maisons ordinaires. 


Cette premiére forme de spécialisation, toute rudimen- 
aire, s’inspirait ainsi de motifs fort étrangers a ce que nous 
appelons aujourd'hui la personnalité des détenus. Les con- 
ceptions du début du XIX¢® siécle étaient différentes: on 
dorifiait l’>homme, on proclamait les droits imprescriptibles 
ducitoyen, mais on le faisait d’une maniére essentiellement 
théorique. 


Par réaction contre les inégalités, les injustices et l’insé- 
curité des siécles précédents, les législateurs croyaient avoir 
tout redressé en proclamant quelques grands principes, 
tels que l’égalité des citoyens devant la loi ou la définition 
kgale des infractions et des peines: nullum crimen, nulla 
poena sine lege. 


Le dogme de l’égalité et le souci de tout subordonner 
wx impératifs de la raison eurent pour effet, durant les 
premiéres décades du XIX¢® siécle, de dépersonnaliser les 
délinquants. On ne vit plus que les infractions et on oublia 
ks hommes qui existaient derriére les étiquettes légales de 
voleur, d’assassin ou d’incendiaire. 


1 Directeur général de l’Administration des établissements péni- 
tentiaires de Belgique; professeur a l'Université de Bruxelles ; corres- 
pondant individuel pour la Belgique du Département des questions 
sociales du Secrétariat de l’Organisation des Nations Unies dans le 
domaine de la prévention du crime et du traitement des délinquants ; 
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Le droit pénal dit classique, qui inspira le vaste mouve- 
ment codificateur d’aprés la révolution frangaise, enseigne 
que les citoyens, étres doués de raison, ont a choisir entre 
le bien et le mal, définis par la loi. S’ils choisissent le mal, 
ils s’*exposent aux peines prévues par le code, lesquelles sont 
d’une gravité exactement proportionnelle 4 l’importance de 
infraction commise. 


2. Conception juridique de I’ organisation pénitentiaire 


Ces conceptions eurent naturellement de profondes ré- 
percussions sur les méthodes pénitentiaires et l’organisation 
générale des prisons. 


Elles expliquent la faveur que connut, en théorie encore 
plus qu’en pratique, le systéme de l’emprisonnement cel- 
lulaire. L’>homme, bon par nature, était, disait-on, cor- 
rompu par la société, et l’on espérait que lisolement des 
condamnés favoriserait d’heureux retours sur eux-mémes, 
facilités par l’audition de bonnes paroles et de judicieux 
conseils distribués par de vertueux visiteurs de prisons ?. 


La classification des condamnés était dés lors tout 
indiquée: la nature de la peine permettait de répartir les 
condamnés en grandes catégories : les courtes peines (exécu- 
tées dans les prisons locales), les peines moyennes et les 
longues peines, 4 subir dans des maisons centrales, sous 
l’empire de réglements dont la sévérité allait croissant avec 
la gravité de la condamnation. 

On réalisait ainsi un systéme pénitentiaire, opérant une 
classification des condamnés d’aprés des motifs de tech- 
nique pénitentiaire (hommes et femmes, enfants et adultes) 
combinés avec des considérations d’ordre juridique: pré- 
venus dans les maisons d’arrét, condamnés correctionnels 
dans des établissements 4 sécurité moyenne, et condamnés 
criminels dans des prisons centrales, considérées comme 
particuliérement sires. 


Ce systéme était logique et théoriquement satisfaisant: 
il soumettait a des régimes identiques, et de sévérité crois- 
sante, les individus ayant commis les mémes infractions. 
La dose de chatiment était ainsi proportionnée a l’impor- 
tance du délit, et le danger présenté par les détenus était 
estimé en fonction de la longueur de la peine prononcée 
contre eux. 


3. Orientation actuelle 


Du point de vue humain, cet excés de théorie était 
déplorable et les faits, c’est-d-dire les résultats du systéme, 


Auteur de Aspects de |’action pénitentiaire en Belgique, 1952. 

* Cf. J. Dupréel, « Le régime des prisons et l’esprit sociologique», 
Revue de I’ Institut de Sociologie, Bruxelles, 1949, ne 3, pp. 407-418, et 
Bulletin de |’ administration des prisons, Bruxelles, mars 1950, pp. 85-95. 





se chargérent de le démontrer: jamais la récidive ne fut 
aussi élevée qu’a l’apogée du régne du droit pénal classique 
et de son corrollaire pénitentiaire, l’emprisonnement de 
durée calculée d’aprés la gravité juridique de l’infraction 
commise. 


Les succés de l’anthropologie pénitentiaire et de la so- 
ciologie criminelle, en attirant l’attention sur les caracté- 
ristiques physiques et psychiques des sujets de droit, auteurs 
des infractions, ont bouleversé le régime des prisons en 
faisant apparaitre la possibilité et, par conséquent, la né- 
cessité de mettre sur pied un traitement pénitentiaire congu 
d’aprés les traits individuels des condamnés et destiné a 
promouvoir leur futur reclassement dans la société. 


Ainsi, dés la seconde moitié du siécle dernier, la source 
d’inspiration des novateurs en matiére pénitentiaire se 
déplace: de logique et juridique, elle devient médicale et 
sociale. Imitant en cela l’évolution de la médecine, les pé- 
nalistes d’avant-garde renoncérent a étudier des catégories 
pour se pencher sur des individus. Dés lors, la nature de la 
peine prononcée cessa d’apparaitre comme un critére de 
classification s’imposant de lui-méme, et l’on s’orienta vers 
une nouvelle spécialisation des établissements pénitentiai- 
res, congue cette fois en fonction des caractéristiques indi- 
viduelles des condamnés. 


Nous voyons ainsi apparaitre et se dégager peu a peu, 
pour s’affirmer définitivement a notre époque, trois grandes 
notions intimement liées l'une a l’autre: le traitement pé- 
nitentiaire, par l’application d’un régime individualisé ren- 
du possible par la création d’établissements spécialisés °. 


II. CRITERES ET METHODES DE SPECIALISATION 
1. Classification des détenus, en général 


Ainsi que nous venons de I’exposer, la spécialisation des 
établissements pénitentiaires est la conséquence normale 
de la classification des détenus. Cette classification peut 
étre réalisée de diverses maniéres. Nous les avons exposées 
dans un rapport présenté en aofit 1950 au XII¢ Congrés 
pénal et pénitentiaire international: les critéres de classifica- 
tion peuvent étre répartis en deux groupes principaux, a 
savoir ceux qui s’inspirent de raisons extérieures au sujet 
et ceux fondés sur des raisons personnelles au sujet 4. 


Les motifs extérieurs sont d’ordre physique et moral 
(sexe, Age, santé) ou encore sont imposés par la technique 
judiciaire et administrative: mise 4 part des prévenus (a la 
disposition des autorités judiciaires), des condamnés po- 
litiques (régime spécial), des détenus trés dangereux (indi- 
vidus violents, évadeurs), des condamnés aptes 4 certains 
travaux (ouvriers agricoles, techniciens). 


Les motifs personnels sont ceux qui sont pris en con- 
sidération pour constituer des groupes d’individus qui, 
ayant des caractéristiques communes, sont susceptibles 
d’étre soumis avec des chances de succés a un traitement 
spécialement congu pour eux. Cette sériation doit étre 
opérée en fonction des renseignements fournis par une 


3 Cf. les régles nos 69 et 70 de I’Ensemble des régles minima pour le 
traitement des détenus proposées par le Groupe régional consultatif 
européen dans le domaine de la prévention du crime et du traite- 
ment des délinquants, Nations Unies, Genéve, 1952; Bulletin de 
l’administration des prisons, Bruxelles, avril 1953, pp. 451-473. 

* Consulter Actes du Douziéme Congrés pénal et pénitentiaire inter- 
national, La Haye, 1950, volume III, pp. 367-373. 
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observation scientifique et systématique de tous |g Le pre 
condamnés, réalisée dés leur entrée en prison et pour.jcommis u 
suivie durant toute la détention. Elle suppose, pour étrefialoi ou 1 
parfaite, le concours d’équipes d’observation comportantjiaspiré er 
notamment un psychiatre, un psychologue, un médecin, ions étra 
un auxiliaire social et un technicien du traitement péni.|iaire. 

tentiaire °. Ce sont 


Il est évident que la classification des condamnés et lafijles de cc 
spécialisation des établissements qui en est la suite doivent, fest-A-dit 
en pratique, s’inspirer des deux ordres de critéres énoncés4 st tel qu 
ci-dessus, en réalisant une combinaison aussi pratique et ui doit | 
aussi efficace que possible. pux, les ¢ 

Cette combinaison — nous sommes tentés de dire: ce} Ce son 
compromis entre les deux types de critéres — résulte deladnémoire, 
nécessité de défendre l’ordre social. En effet, s’il s’agissaitfiude, lim 
de malades, seules les données d’ordre individuel seraient! 


a prendre en considération pour décider l’envoi vers tel oy Les bs 
tel établissement, considéré comme le mieux approprié 4) a : 
la mise en ceuvre de la thérapeutique envisagée. it: 

Mais les délinquants, lorsqu’ils ne sont pas atteints d'un) a) Les 
mal physique et qu’ils sont sains d’esprit, ne peuvent étref whe 
assimilés 4 des malades. IIs ont violé l’une ou I’autre régieg 5) Les 
de la vie en société, et la sauvegarde de cette régle exige ungp*eSsitar 
sanction, c’est-a-dire une mesure qui, pour la masse de ; 
citoyens, membres du groupe social, constitue l’affirmationy ¢) Les: 
de l’existence de la régle et de sa valeur °. ks chanc 


Par conséquent, méme si les caractéristiques personnelle iibles ; 
de deux délinquants sont identiques, laissant prévoir d) Les 
comportement futur semblable, et favorable, il n’est pas} Le cor 
toujours pratiquement possible ni socialement recomman- |(es conch 
dable de les placer dans un méme établissement, si l’una dablissen 
commis un vol simple et l’autre un assassinat ayant boule “respective 
versé l’opinion publique de son pays! La défense sociale, 


dans le sens le plus large du terme, a des exigences qui im . 
posent de concilier toutes les considérations en présence i benins 
qu’elles soient d’ordre juridique, social, familial, culture wt peu pr 
sentimental ou physique. sble dan 
Nous poserons comme un principe que la classificatioffontre ha 
des condamnés demeure toujours une affaire de cas indiflies autres 
viduels et qu’elle n’est jamais définitive, puisqu’elle s’applitiiinquar 
que a des étres humains, dont la personnalité est en perm) q’autres 
pétuelle évolution. jongeons 
2. Classification en vue du traitement — 

La classification des condamnés devant étre réalisée =jempriso: 

si pas exclusivement, du moins essentiellement — en vue déjxemple e 
leur traitement pénitentiaire, demandons-nous quelles somfénitentia 
les principales catégories d’individus qui présenteront deffous réset 
traits communs les rendant comparables et compatibles @lus souv: 
par conséquent aptes a subir ensemble un régime approprifgype ouve 
a leur cas. Sont é 
Prenant comme point de départ la nature du traitemetiiondamn: 

a mettre en ceuvre et les chances d’amendement et de reclafeens de 15 


sement, nous distinguerons cing groupes principaux @bis, lorsc 


condamnés (ou de personnes assimilées). hés et le 
Taree © ee b ! 

5 Cf. Travaux de la 6¢ session de la Commission pénitentia a 
Benelux (Luxembourg, aoat 1952), Bulletin de l’administration dé Le grou 
prisons, Bruxelles, juillet— octobre 1952. irimaires 

* Cf. notre étude déja citée sous la note | et aussi H. Lévy-Brulfiye de ley 
Introduction sociologique, Premier Cours international de criminolog s. Nou 
Paris, 1953, pp. 91-103. 3 we tee 











Le premier groupe comprend tous les individus ayant 


les 
ur-jcommis un fait constituant une infraction et pour lesquels 
Strela loi ou les réglements d’exécution prévoient un traitement 
antjinspiré enti¢rement ou principalement par des considéra- 
cin, Jions étrangéres au droit pénal et a la technique péniten- 
ni. | iaire. 


Ce sont les anormaux mentaux, inconscients ou incapa- 

t lailes de contréler leurs actions, et les anormaux physiques, 

ent, §est-a-dire les malades, les condamnés dont I’état de santé 

icés fst tel qu’il détermine le choix et la nature de l’institution 

€ et ui doit les recevoir: les malades contagieux, les tubercu- 
eux, les débiles, infirmes et estropiés. 


: ced Ce sont aussi les enfants et adolescents, cités ici pour 
le ajnémoire, puisque leur traitement sort du cadre de notre 
saittude, limitée aux établissements pénitentiaires. 

lent! Les quatre groupes suivants constituent une répartition 


ou ies condamnés soumis au régime pénitentiaire proprement 
iit: 

,.| @) Les cas favorables, dans lesquels l’amendement est 

Pun wequis ou se trouve en excellente voie; 


21 5) Les cas moyens, autorisant un pronostic positif, mais 
unefitcessitant application d’un traitement d’une certaine 
durée ; 

c) Les cas défavorables, criminels invétérés pour lesquels 
ks chances de réadaptation sociale sont nulles ou trés 
elleg| idles ; 

d) Lescas spéciaux. 


> Ges 


ition 


r ul 
| pas} Le commentaire de cette classification nous conduira 4 
man~ des conclusions concrétes au sujet de la spécialisation des 
‘una tablissements pénitentiaires et de leurs caractéristiques 
oule _rspectives. 

“4 Nous rangeons parmi les cas favorables d’abord les dé- 
inquants occasionnels. Leur criminalité est la conséquence 
fe circonstances particuliéres, dont le renouvellement 
st peu probable. Ces individus ne constituent pas un véri- 
lable danger pour la société, et leur reclassement ne ren- 


li ims 
enc 
ture 


allofontre habituellement pas les mémes difficultés que celui 
hdrdies autres condamnés. En principe l’envoi en prison de tels 
apple iélinquants devrait étre évité: c’est pour eux que le recours 
1 perdi d’autres mesures pénales est spécialement indiqué. Nous 
ongeons ici au sursis pur et simple, au systéme de la pro- 
Pation, a l’'amende, au blame judiciaire, aux interdictions 
Wiexercer une profession ou une activité, etc. Lorsque 
sée Jlemprisonnement doit néanmoins étre prononcé, par 
jue déjxemple en raison de la gravité des faits commis, un régime 
Ss sompenitentiaire 4 base de confiance est tout indiqué, ce qui, 
nt deffous réserve des résultats de l’observation, impliquera le 
ples @plus souvent l’envoi du condamneé vers un établissement du 
ropri@gype ouvert. 

Sont également a placer dans ce groupe les jeunes 
emeicondamnés primaires, c’est-a-dire ¢n principe les jeunes 
reclasdtens de 18 4 25 ans qui arrivent en prison pour la premiére 
UX Gis, lorsque leur comportement antérieur aux faits repro- 

hés et la nature de leur personnalité permet d’espérer 
bons résultats d’un régime plus éducatif que coercitif. 

‘ion da Le groupe des cas moyens comprend tous les condamnés 
ptimaires pour lesquels un traitement parait s’imposer en 

de: vue de leur réadaptation, ce qui les distingue des occasion- 


nels. Nous visons ici les condamnés qui ont commis une 
infraction par manque de caractére, par légéreté, par ina- 
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daptation due a des insuffisances d’ordres divers. Les 
détenus de cette catégorie seront traités en fonction des 
nécessités particuliéres de leur reclassement. Des examens 
d’orientation professionnelle les dirigeront normalement 
vers des établissements semi-ouverts permettant la pour- 
suite d’activités soit agricoles, soit industrielles, soit in- 
tellectuelles. Leur envoi ultérieur vers des sections ouvertes 
est possible, si l’observation reléve une amélioration per- 
mettant de les ranger parmi les cas favorables. 


Enfin nous assimilons aux ptimaires, au point de vue du 
traitement, les récidivistes légers, c’est-a-dire les condamnés 
pour lesquels les chances d’amendement demeurent sérieu- 
ses. Ils seront dirigés soit vers les établissements semi-ou- 
verts, soit méme, dans les conditions prévues pour les 
primaires, vers des établissements ouverts. 


Le groupe des cas défavorables est celui des récidivistes 
graves ou criminels invétérés pour lesquels la privation de 
liberté prend véritablement le caractére d’une mesure de 
défense sociale. Leur envoi dans une institution du type 
sir s’imposera généralement, le régime applicable pouvant 
d’ailleurs varier suivant la personnalité des individus, 
comme nous serons amenés 4 l’exposer en examinant les 
caractéristiques des établissements spécialisés. 


Le dernier groupe est constitué par les cas spéciaux. Nous 
entendons par la les détenus qui peuvent difficilement faire 
l'objet d’une classification congue a priori et pour lesquels 
l’envoi vers tel ou tel établissement dépendra avant tout des 
résultats de l’examen individuel. 


La plus importante subdivision de cette catégorie est 
constituée par les jeunes adultes lorsqu’ils ne peuvent pas, 
d’emblée, étre placés dans le groupe des cas favorables. Il 
ne suffit pas en effet d’étre encore jeune pour pouvoir 
automatiquement étre envoyé vers une prison-école (ou 
vers un établissement similaire), qui devrait alors recevoir 
tous les condamnés de moins de 21, 25 ou 30 ans selon les 
systémes. Une telle solution serait dangereuse car l’expé- 
rience nous apprend que I’on trouve souvent, parmi les 
jeunes, des criminels dangereux et pervertis. Certains, 4 19 
ou 20 ans, ont déja beaucoup «vécu», dans des milieux 
extrémement criminogénes, et il ne peut étre question de les 
mettre, sans traitement préalable, au contact de codétenus 
de leur Age dont la personnalité et le comportement sont 
plus normaux. Une classification des jeunes doit donc étre 
opérée, par I’étude des cas individuels, en fonction des 
autres critéres fournis par l’examen scientifique des inté- 
ressés. 

D’autres subdivisions des cas spéciaux sont fournies 
par les condamnés primaires tardifs (50 ans et au-dela), qui 
présentent d’habitude des troubles d’ordre physique ou 
psychique, par les détenus difficiles ou psychopathes, qui 
ne parviennent pas a s’adapter dans les établissements vers 
lesquels ils devraient normalement étre dirigés, et enfin par 
les condamnés politiques pour lesquels un régime spécial 
est souvent organisé par des textes légaux ou des instruc- 
tions particuliéres. 


3. Spécialisation des établissements pénitentiaires 


Le schéma de classification que nous venons d’exposer 
peut servir de base, et de justification, 4 une spécialisation 
des établissements pénitentiaires qui se présentera ainsi: 

a) Les hépitaux pénitentiaires sont destinés aux malades 





physiques et les établissements de défense sociale aux anor- 
maux mentaux. 


Le régime applicable dans ces maisons s’inspire, comme 
nous l’avons dit, des nécessités du traitement médical, qui 
doivent cependant se combiner avec les exigences de la 
sécurité, 4 savoir l’élimination des possibilités d’évasion. 


b) Les centres appelés a recevoir les cas favorables seront 
des établissements du type ouvert qui accueilleront les con- 
damnés aptes aux activités et travaux en commun, capables 
de comprendre la portée morale d’un régime de confiance 
et de se soumettre a une discipline acceptée ’. 


De nombreux individus remplissant ces conditions seront 
trouvés parmi les condamnés primaires et spécialement 
chez les jeunes. 


Il nous parait donc souhaitable de pouvoir disposer, dans 
un systéme pénitentiaire complet, de plusieurs établisse- 
ments ouverts, dont certains sont destinés aux jeunes gens 
et les autres aux adultes. 


Les centres pour jeunes sont du type prison-école, plus 
école que prison, et doivent poursuivre avant tout des 
objectifs d’éducation et de rééducation: formation du 
caractére et du sens social par des activités communes, par 
les sports, par le scoutisme des routiers; formation cultu- 
relle et professionnelle par un enseignement général et 
technique aussi complet que possible. 


Ces objectifs ne peuvent étre atteints que dans des 
centres assez petits (150 4 200 sujets), bien outillés et situés 
hors des villes, bénéficiant des services d’un personnel suf- 
fisamment nombreux et qualifié, ayant le goft de son 
métier et le dynamisme susceptible de maintenir le climat 
requis. C’est dire que vers ces établissements se porteront 
naturellement toute l’attention et les efforts des services 
pénitentiaires. 

Les prisons-écoles, destinées en principe aux jeunes con- 
damnés primaires, peuvent également accueillir un nombre 
restreint d’individus plus 4gés (jusque 40 ans) choisis parmi 
les cas exceptionnellement favorables: des occasionnels 
«purs», des primaires pour lesquels les pronostics d’obser- 
vation sont excellents. Ce mélange, a la condition que les 
jeunes demeurent franchement majoritaires et que les 
adultes choisis soient aptes a s’adapter a la mentalité comme 
aux conditions de vie des jeunes, donne d’excellents résul- 
tats. A cet égard, l’expérience poursuivie en Belgique, 
depuis plusieurs années, au centre pénitentiaire de Marneffe, 
a été des plus concluantes. On constate que les «vieux» 
contribuent 4 normaliser la vie sociale au sein de I’éta- 
blissement; ils en diminuent le caractére artificiel en 
créant une ambiance, des modes de penser et d’agir plus 
conformes a ceux de la vie libre. Cet élément modérateur 
est précieux pour le bon fonctionnement du systéme 
«self-government» qu’impose naturellement le régime de 
confiance propre aux établissements ouverts. 


Le groupe des établissements ouverts doit aussi com- 
porter un ou plusieurs centres de travail destinés 4 recevoir 
des adultes, condamnés primaires ou méme des récidivistes 


? Pour la définition de |’établissement ouvert, voir résolution du 
Douziéme Congrés pénal et pénitentiaire international, La Haye, 1950, 
Actes, volume I, pp. 450-452, et Revue international de politique 
criminelle, no 2, juillet 1952, pp. 9-10; consulter également: résolution 
du 13 déc. 1952 du Groupe régional consultatif européen dans le do- 


légers qui n’ont pas déja bénéficié d’un traitement de ce 
genre. 

Une formule particuliérement intéressante est celle deg 
centres agricoles, capables d’utiliser, de former et de ré. 
adapter dans les meilleures conditions la main-d’ceuvre 
fournie par les délinquants d’origine rurale ou souhaitant 
se reclasser par le retour 4 la terre. 


Le centre agricole idéal est constitué, selon nous, par un 
établissement 4 population faible (cinquante détenus au 
maximum) dont|’organisation se rapproche le plus possible 
de celle d’une grande ferme ordinaire. Le personnel doit 
comporter avant tout des techniciens, qui travailleront avec 
les condamnés, les guideront et les instruiront tout en les 
observant. La direction aura soin d’intéresser tout son 
monde a la bonne marche des services, au rendement, au 
plan de cultures. En participant, par exemple, a des con- 
cours agricoles, on arrive 4 provoquer une saine émulation, 
a éveiller un désir de bien faire qui est en tous points compa- 
rable a celui qui anime les meilleures entreprises familiales, 
Des postes de confiance peuvent étre attribués a des sujets 
méritants quis’habituent ainsi 4 assumer des responsabilités 
et a gagner l’estime de leur entourage par la qualité des 
services qu’ils rendent. 


c) Les «cas moyens» seront dirigés vers des établisse- 
ments dont le régime et les dispositions intérieures permet- 
tront la mise en ceuvre d’un traitement souple, c’est-d-dire 
adaptable aux caractéristiques variées de cet important 
groupe de la classification. 


Le type d’établissement convenant le mieux a cet égard 
est l’institution semi-ouverte, 4 pavillons séparés, permet- 
tant un hébergement de sécurité pendant la nuit et l’appli- 
cation de régimes différenciés pour le travail et les diverses 
activités diurnes °, 


Contrairement 4 ce que nous avons recommandé pour 
les centres ouverts, l’établissement semi-ouvert nous parait 
devoir étre congu pour recevoir une population importante, 
de l’ordre de 1.000 détenus. 


En effet le systéme a pavillons multiples, souhaitable 
pour les établissements semi-ouverts, réalise un certain 
fédéralisme (par opposition a la centralisation des établis- 
sements ordinaires), ce qui permet d’accroitre la capacité 
totale de linstitution sans présenter au méme degré les 
inconvénients des grandes prisons. 


Les chefs de pavillon, jouissant d’une certaine autonomie 
par rapport a la direction centrale de I’établissement, pour- 
ront créer dans leurs pavillons respectifs un esprit d’équipe, 
une atmosphere et un rythme de vie bien adaptés aux carac- 
téristiques des occupants, ce qui est souvent irréalisable 
dans les sections d’un méme batiment. 


Du point de vue de l’administration générale, un vaste 
établissement semi-ouvert, spécialisé dans le traitement de 
la masse des cas moyens, présente des facilités considé- 
rables. On peut y envoyer tous les individus dont I’ observa- 
tion n’a pas donné de résultats formels et pour lesquels 
une mise a l’épreuve d’une certaine durée s’impose. 





maine de la prévention du crime et du traitement des délinquants, Ge 
néve (document des Nations Unies ST/SOA/SD/GEN/1, annexe V). 

8 L’important centre pénitentiaire de Merksplas, en Belgique, en 
constitue un exemple caractéristique (voir Bulletin de l’administration 
des prisons, mai 1948, pp. 158-168). 
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La variété des régimes offerte par les divers pavillons 
d'un établissement semi-ouvert permet, 4 l’échelon local, 
de choisir le milieu le plus favorable au traitement. 


Un établissement de ce genre comprendra, pour étre 
complet, des pavillons de plusieurs types. Les uns, dits de 
sécurité, conviendront pour I’hébergement des détenus dont 
on craint l’évasion. D’autres, 4 des degrés divers, se rap- 
procheront du type des sections ouvertes. Des ateliers in- 
dustriels, des chantiers 4 l’air libre, des exploitations agri- 
coles, des terrains de sports, des locaux pour l’instruction 
et le délassement intellectuel seront 4 la disposition com- 
mune de tous les pavillons. 


L’utilisation de ces diverses possibilités, la maniére de se 
rendre d’un lieu a un autre, l’intensité de la garde et de la 
surveillance varieront de pavillon a pavillon, selon le degré 
de confiance accordé a leur population. 


Au sein de l’établissement semi-ouvert, chaque détenu 
aura donc, selon son comportement et ses mérites, des pers- 
pectives de montée vers le régime ouvert ou de retour vers 
les sections de sécurité. 


Il faut éviter cependant que l’affectation des condamnés 
dtel ou tel pavillon ne soit directement liée 4 un systéme de 
marques ou de bons points: ce serait retomber dans les 
inconvénients et l’automatisme du régime dit «progressif». 
Cest observation scientifique des cas qui doit déterminer 
le placement de chaque sujet dans le milieu le plus apte a 
le recevoir, sans qu’il s’y attache une idée préconcue de 
valeur ou de récompense. 

Ainsi, il y a des condamnés qui n’arrivent pas a s’adapter 
dans une communauté ov est institué un systéme de «self- 
government»: ils sollicitent leur retour dans une section 
4régime directement ordonné par le personnel. Cela n’im- 
plique pas nécessairement de mauvaises dispositions: un 
tel sujet pourra se reclasser, lors de sa libération, dans un 
emploi comportant une forte et constante subordination. 


De méme, des détenus placés en régime ouvert ou mis au 
travail a l’extérieur s’adressent parfois a leur directeur pour 
le prier de les garder a l’intérieur de l’établissement, parce 
qu’ils craignent de ne pas pouvoir résister a la tentation de 
sévader. Une telle démarche, si elle suppose une certaine 
faiblesse de la volonté, implique cependant une confiance 
dans le personnel, un désir de ne pas démériter qui a sa 
valeur, et qui enléve alors au retour en régime fermé tout 
caractére de punition ou de rétrogradation. 


d) Des établissements du type sir seront prévus pour 
tecevoir les diverses catégories de condamnés constituant 
le groupe des cas défavorables. 


Insistons immédiatement sur la diversité des types cri- 
minels de ce groupe et sur la nécessité de prévoir plusieurs 
institutions ou sections spécialisées. 

Un établissement du type cellulaire accueillera les indi- 
vidus dangereux pour le personnel, les évadeurs obstinés, 
ks détenus inaptes a la vie en communauté (par exemple les 
homosexuels), les grands criminels appelés 4 subir de lon- 
gues peines, au début de leur incarcération. Le régime y sera 
strict, ne comportant qu’un nombre limité d’activités en 
commun, sous surveillance continue. 


Le méme établissement sera tout désigné pour recevoir 
ks récidivistes graves du type antisocial, c’est-a-dire les 
individus 4 tendances criminelles caractérisées, physique- 
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ment et intellectuellement bien doués, mais utilisant leurs 
dons contre la société. 


Par contre, l’effectif numériquement plus important des 
récidivistes asociaux, de ceux qui commettent une in- 
fraction par veulerie et manque de volonté, pourra étre 
rassemblé dans un autre établissement sir, du type cellu- 
laire ou camp permanent avec enceinte extérieure. Soumis 
4 une bonne discipline, isolés les uns des autres dans des 
cellules ou dans des chambrettes individuelles durant la 
nuit, ces récidivistes asociaux peuvent étre admis a parti- 
ciper 4 des activités communes plus nombreuses et moins 
étroitement contrélées que celles organisées pour leurs 
congénéres antisociaux. 


Une expérience actuellement poursuivie en Belgique, a 
la prison pour récidivistes de Tournai, a montré que méme 
avec cette catégorie de condamnés il était possible d’ obtenir 
d’excellents résultats par les méthodes actives, le travail et 
les sports en commun, 4 la condition cependant qu’une 
sériation attentive ait préalablement écarté les éléments 
antisociaux. 

e) Le groupe des «cas spéciaux» pose une série de pro- 
blémes pour la spécialisation des établissements et sections. 

Ainsi que nous l’avons dit, il y a d’abord la question des 
jeunes adultes dont le passé et la personnalité interdisent 
le placement dans les prisons-écoles, normalement destinées 
aux condamnés de cet Age. 


L’étude des cas individuels fera diriger les jeunes récidi- 
vistes, les sujets dangereux, les homosexuels, etc., vers les 
institutions destinées a recevoir les adultes de ces catégories. 
Mais si, comme ce sera généralement le cas, le nombre de 
ces jeunes condamnés est assez élevé, il deviendra néces- 
saire de prévoir dans ces établissements des sections dis- 
tinctes pour les détenus de moins de 25 ou 30 ans. 

L’adjonction de ces sections de jeunes se justifie par le 
fait que, quel que soit leur degré de déchéance ou de per- 
versité, des sujets peu Agés exigent une attention particu- 
liére et autorisent tout de méme des espoirs plus grands. Ils 
demeurent plus accessibles aux influences extérieures que 
les adultes, et l’action rééducatrice trouve en eux une 
matiére a la fois plus malléable et plus intéressante quant 
aux résultats 4 obtenir. 


Un deuxiéme type de condamné relevant des cas spéciaux 
est le détenu difficile, légeérement maniaque ou psychopathe, 
qui ne s’adapte pas dans les établissements vers lesquels il 
est normalement dirigé par la classification. Ces individus 
deviennent récriminateurs, se mettent en rébellion, font la 
gréve de la faim, écrivent aux autorités et, si l’on n’inter- 
vient pas rapidement, sont constamment I’objet de puni- 
tions et de mesures de rigueur pour inconduite ou violation 
des réglements. 


Pour ces condamneés il est utile de prévoir un établisse- 
ment distinct, muni d’un personnel médico-psychiatrique 
préparé a cette tache et offrant des possibilités variées de 
travail en cellule et en ateliers. Chose intéressante a noter, 
le rassemblement de tous les cas difficiles dans une méme 
institution ne transforme pas celle-ci en un enfer. Bien au 
contraire, a la condition d’y instaurer un régime combinant 
la souplesse pour les petites choses et la fermeté sur les 
principes, des résultats remarquables peuvent étre obtenus’. 


® Ce systéme a été réalisé et donne entiére satisfaction a la prison 
d’Audenarde (Belgique) depuis plusieurs années. 





Cela s’explique aisément: le personnel de cet établisse- 
ment s’attend a devoir traiter des cas difficiles; il est choisi 
en fonction de cette tache et l’exécute sans colére ni énerve- 
ment. Par ailleurs les condamnés dirigés vers une telle mai- 
son sont satisfaits d’avoir pu quitter un milieu ot ils ne 
s’adaptaient pas et d’en trouver un autre ou leurs manies 
et leurs excentricités ne les exposent pas immédiatement 
aux sanctions du personnel ou aux moqueries de leurs co- 
détenus. Un autre avantage, indirect mais non négligeable, 
de ce systéme est de débarasser les autres établissements 
d’individus dont la présence entrave le fonctionnement du 
régime et géne l’épanouissement d’un bon état d’esprit. 


La frontiére est parfois délicate 4 établir entre les cas 
simplement difficiles, que nous visons ici, et les cas nette- 
ment pathologiques, entrainant une anormalité mentale 
suffisante pour justifier l’envoi du sujet vers une institution 
psychiatrique. 

Parmi les cas spéciaux, nous dévons également mention- 
ner les condamnés que I’on souhaite faire bénéficier d’un 
régime de semi-liberté. Ce systéme, qui permet aux détenus 
d’aller travailler 4 l’extérieur, dans des entreprises privées, 
et de passer la nuit a l’établissement, a été expérimenté un 
peu partout, avec des fortunes diverses 1°. Il n’exige pas la 
création d’établissements ou de sections autonomes, puis- 
qu’il peut fonctionner au départ de n’importe quel type 
d’institution. Mais, en pratique, il sera préférable de prévoir 
des sections ou pavillons de semi-liberté dans le cadre des 
établissements ouverts ou semi-ouverts. 


Enfin nous ne signalerons ici que pour mémoire les éta- 
blissements ou sections pour condamnés politiques. Leur 
importance, leur organisation et le régime que l’on y ap- 
plique dépendent de circonstances particuliéres et locales, 
ce qui entraine de grandes différences d’un pays a l’autre. 


4. Le traitement des femmes condamnées 


Il y a, dans tous les pays, beaucoup moins de femmes que 
d’hommes dans les prisons. La proportion est fréquemment 
de l’ordre de une femme pour dix hommes. Les crimino- 
logues expliquent que cet état de choses provient non d’une 
moralité plus grande des femmes mais bien d’une plus 
faible participation de celles-ci aux diverses formes de 
l’activité sociale. Elles ont moins d’occasions de commettre 
une infraction et par ailleurs, lorsqu’elles sont associées 4 
des infractions, leur réle les expose moins a étre décou- 
vertes par la police, d’autant plus qu’elles sont rarement 
dénoncées par leurs complices masculins. Enfin la prosti- 
tution constitue un vaste domaine d’activités irréguliéres 
qui cependant n’influence que faiblement les statistiques 
judiciaires et pénitentiaires. 

Dans les grands pays, l’effectif total des détenus est tel 
que le nombre des femmes condamnées permet de réaliser 
pour elles une classification et une spécialisation analogues 
a celles utilisées pour les hommes. 


Au contraire, dans les pays moyens et petits, il faut se 


contenter de réaliser une spécialisation moins poussée. Les 
condamneées a de petites peines les subiront généralement 





10 Le régime de semi-liberté a été adopté, puis abandonné, pour la 
section supérieure de la prison-école belge de Hoogstraten. II est 
actuellement utilisé, en France, pour certaines catégories de relégués; 
consulter les rapports de l’Administration pénitentiaire francaise, 
notamment exercice 1952, p. 145. 


dans les sections pour femmes des prisons locales, tandy 
qu’un établissement central pour femmes, comprenant um 
section fermée et des sections semi-ouvertes, accueillera lg 
divers types de condamnées ayant a subir des peines lop. 
gues ou moyennes. Une section spécialement disposée devia 
toujours étre prévue pour héberger les femmes enceintes 
et celles accompagnées d’un nourrisson. 


Si le personnel de surveillance des établissements et seo. 
tions pour femmes doit évidemment étre composé d’agenty 
féminins, la question a été posée de savoir si la direction 
de telles institutions doit appartenir 4 des fonctionnaire 
du méme sexe. 


Une réponse catégorique est difficile, surtout quand 
nombre des détenues est faible et que la possibilité d’assurer 
une carriére intéressante a des agents féminins de valeur ne 
peut étre envisagée. 


Nous inspirant des conclusions formulées récemment, 
sur ce point, par la Commission pénitentiaire des pays de 
Benelux, nous dirons qu’a égalité de compétence la préfé. 
rence nous parait devoir étre donnée 4 une femme pour diri- 
ger un établissement ou une section destinée a des femmes, 


5. Détermination de l’organisme compétent pour réaliser la 
sériation des détenus 


Le schéma de spécialisation des établissements au sein 
d’un systéme pénitentiaire, tel qu’il vient d’étre esquissé, 
serait incomplet si nous n’envisagions pas maintenant un 
important probléme général: celui de l’organisme chargé 
de l’observation et de la classification, donc de la répartition 
des condamnés dans les divers établissements spécialisés. 


Plusieurs méthodes peuvent étre envisagées et sont 
effectivement utilisées dans le monde pour procéder 4 la 
classification des prisonniers. Nous n’avons pas ici a Ie 
analyser en détail: rappelons que les principaux systémes 
consistent 4 confier ce pouvoir soit 4 l’administration péni- 
tentiaire elle-méme, soit 4 un organisme distinct, tantéta 
caractére judiciaire (le juge de l’exécution des peines), 
tant6t 4 caractére mixte (commission composée de spécia 
listes des questions pénales, sociales et médico-psycholo 
giques). 

Quel que soit le systéme adopté, il intéresse notre étude 
dans la mesure ov il suppose l’existence d’un ou de plusieurs 
établissements utilisés comme centres d’observation et de 
sélection. 


Les enseignements de la psychiatrie, de la psychologie, 
les applications pratiques de la sociologie ainsi que le 
progrés des méthodes psychotechniques et d’orientation 
professionnelle, rendent de plus en plus difficile la ré 
lisation d’une observation compléte et scientifique dans les 
prisons locales, dans lesquelles se trouvent les détenus au 
moment ot leur condamnation devient définitive. 


Nous pensons donc qu’une bonne organisation péniten- 
tiaire doit, de nos jours, pouvoir disposer d’un ou de plu 
sieurs centres d’ observation (selon l’importance et l’étendue 
du pays) #4. 


11 Cf, leCentre national d’orientation des prisons de Fresnes (France) 
créé en aot 1950; consulter I’article y relatif de A. Bodevin dans le 
Bulletin de l’administration des prisons, Bruxelles, novembre 1952, 
pp. 285-295, et l’étude de Ch. Germain, « La classification des délin- 
quants en France » (Rapport 1952 de l’Administration pénitentiaire). 
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Dans ces établissements spécialisés seront réunis tous 
les moyens de documentation, d’enquéte sociale et d’obser- 
yation susceptibles de conduire en un minimum de temps 
4 une conclusion pratique quant a la destination 4 donner a 
chaque détenu. Il est essentiel que les moyens mis en ceuvre 
permettent une observation rapide, car il faut éviter que 
sous prétexte d’examen scientifique les détenus ne soient 
pendant des mois soumis a un régime d’attente, dont les 
effets démoralisants ne seraient ensuite que difficilement 
surmontés. 


III. CONCLUSIONS 


Ayant analysé les moyens de spécialiser les établissements 
pénitentiaires pour réaliser ce traitement des condamnés 
que souhaitent tous les pénalistes modernes, nous devons 
maintenant insister sur l’esprit qui doit animer l’action 
pénitentiaire, particuliérement lorsqu’il s’agit de classifi- 
cation et de spécialisation. 


La qualité dominante du systéme que I’on adoptera doit 
étre la souplesse, la capacité de faire face rapidement a des 
changements dus a l’évolution des facteurs économiques 
et sociaux. Si, en des temps normaux, le nombre total des 
détenus ne se modifie qu’avec lenteur, par contre la menta- 
lité, les caractéristiques personnelles des individus évoluent 
d’année en année, et il faut en tenir compte dans la classi- 
fication et dans l’organisation interne des établissements 
spécialisés. 


Par ailleurs les données scientifiques (résultats des 
examens biologiques, psychiatriques, psychotechniques) 
doivent étre confrontées, complétées et amendées par les 
enseignements de la pratique pénitentiaire. 


Ainsi, celle-ci enseigne qu’il serait dangereux de ne pré- 
voir qu’une seule section pour chaque catégorie de condam- 
nés. Il est précieux de disposer de deux ou méme de plusieurs 
établissements pour le traitement d’un méme type de déte- 
nus. Cela permet au facteur humain de jouer: tel condamné 
primaire qui ne s’adapte pas dans le centre de X.. donnera 
pleine satisfaction dans la maison de Z.., alors que les deux 
éablissements fonctionnent selon les mémes principes. 
Mais le seul fait du changement de milieu, de la présence 
d'un autre personnel peut constituer une transformation 
complete, et heureuse, du point de vue individuel. 


De méme l’affectation d’un établissement 4 telle ou telle 
catégorie de détenus ne doit pas étre définitive et immuable. 
Les institutions vieillissent, et le régime qui y est appliqué 
saltére bien plus vite que les murs qui l’abritent! Par con- 
séquent, 4 moins de contre-indications évidentes, il y a 
intérét 4 modifier de temps en temps la destination des 
établissements. Ce procédé empirique permet de recréer 
artificiellement les conditions favorables qui presque tou- 
jours existent lorsque l’on ouvre un nouveau centre. On 
brise les routines, on suscite l’intérét du personnel et des 
détenus en les attachant a des objectifs nouveaux et con- 
crets: transformation de locaux, activités nouvelles, re- 
cherche de concours extérieurs, etc. 


Plus que toute autre, l’action pénitentiaire réclame |’en- 
thousiasme, et I’enthousiasme est une qualité de jeunesse. 


2 Voir J. Dupréel, « Vers une nouvelle architecture pénitentiaire », 
Revue de droit pénal et de criminologie, Bruxelles, mars 1951, pp. 661- 
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L’art consiste donc 4 animer les régimes des établisse- 
ments spécialisés par l’utilisation de méthodes dynamiques, 
constamment revues et modifiées, pour demeurer au rythme 
accéléré de la vie du monde libre contemporain. 


Beaucoup a déja été fait dans cet ordre d’idées mais la 
tache a réaliser demeure considérable. Dans la plupart des 
pays, elle est malheureusement freinée par des considéra- 
tions budgétaires: une spécialisation poussée suppose un 
nombre élevé d’établissements trés différenciés, dotés d’un 
outillage complet et d’un personnel qualifié ne s’occupant 
que de petits groupes de détenus. Cela cofite cher et le ten- 
dement, qui est réel sur le plan d’une bonne défense sociale, 
n’apparait pas directement en chiffres! 


Une action devrait donc étre entreprise pour enseigner 
a opinion publique que l’action pénitentiaire est mainte- 
nant scientifique, qu’elle doit étre assimilée a la lutte contre 
les autres maux sociaux et que les crédits nécessaires doivent 
lui étre consentis comme ils le sont déja pour assurer la 
sécurité sociale, la lutte contre les taudis, le chGmage ou les 
épidémies. 

Parallélement, les moyens mis en ceuvre par les services 
pénitentiaires doivent étre modernisés non seulement en ce 
qui concerne les méthodes utilisées mais encore quant aux 
outils employés. 


Le personnel des prisons doit étre mieux préparé a ses 
taches nouvelles, et le reclassement de ses fonctions doit lui 
assurer un niveau lui permettant de remplir une mission 
dont la surveillance n’est plus le principal aspect. 


De méme il est souhaitable que l’installation matérielle 
des diverses institutions pénitentiaires soit congue en fonc- 
tion du régime que l’on souhaite y mettre en cuvre, ce 
qui est rarement le cas a l’heure actuelle. Ainsi que je l’ai 
exposé ailleurs, la maison pour peines de l’avenir devra le 
plus souvent prendre l’aspect général d’uncamp permanent, 
avec pavillons de logement et batiments de service harmo- 
nieusement répartis sur un vaste espace, choisi en dehors 
des agglomérations urbaines }*, Cette formule présente 
entre autres avantages celui d’autoriser des constructions 
d’un type léger, peu cofiteux et que l’on peut modifier, 
transformer, agrandir, avec la main-d’ceuvre fournie par 
les détenus, selon les besoins du moment, en fonction des 
changements de destination comme aussi des modifications 
aujourd’hui si rapides de la technique et des idées. Ces 
possibilités de transformation, difficiles dans les vieux et 
solides batiments classiques, sont cependant une des con- 
ditions de la vie qui, nous venons de le voir, doit animer 
tout régime pénitentiaire vraiment satisfaisant. 


* 
* * 


Par cette étude centrée sur le probléme de la spécialisation 
des établissements pénitentiaires, nous espérons avoir con- 
tribué a définir un systeéme moderne d’exécution des peines 
dont la caractéristique maitresse est le souci de soumettre 
les délinquants 4 un traitement individualisé susceptible de 
favoriser leur reclassement et d’assurer ainsi une meilleure 
défense de la société contre le crime. 


Le tableau annexé a cet article donne le schéma de l’orga- 
nisation que nous avons proposée. 





680, et Bulletin de l’administration des prisons, mai 1951, pp. 223-241 
et spécialement pp. 234-236. 





ANNEXE 


SCHEMA DE LA SPECIALISATION DES ETABLISSEMENTS 
PENITENTIAIRES 


Maisons d’arrét: Prisons locales, du type cellulaire, 
hébergeant les prévenus et accusés. 

Centres d’ observation: Sections cellulaires, avec annexes, 
permettant l’isolement des sujets observés ou leur place- 
ment en communauté. 

HO6pitaux pénitentiaires, établissements de défense 
sociale: Traitement des détenus malades et des anormaux 
mentaux. 


SUMMARY 


The writer traces the history of specialization and shows 
how the principles governing the organization and grading 
of penal institutions have developed since the end of the 
eighteenth century. 


In the classic days of penal law, prisoners were allocated 
to institutions or sections on the basis of criteria unrelated 
to their personality. Men were segregated from women, 
prisoners awaiting trial from those convicted and prisoners 
convicted of less serious offences from those convicted of 
criminal offences. 


But the successes of criminal anthropology and sociology 
gave birth to theidea of penal treatment on an individualized 
basis through the establishment of specialized institutions. 


The system of specialized institutions usually derives 
from methods used for the classification of prisoners. While 
the diseased can be classified solely by reference to their 
individual characteristics other considerations have to be 
equally taken into account in the case of offenders, and a 
grouping based on scientific observation should aim at a 
compromise between those two kinds of data. 


The writer proposes a classification under which pris- 
oners, except the sick and mentally abnormal, would be 
divided into four main categories based on the prospects of 
their rehabilitation and reintegration into society—promis- 
ing, average, unpromising and special cases. 


RESUMEN 


El autor investiga los origenes histéricos de la especiali- 
zacion de los establecimientos penales y sefiala la evolucién 
considerable de los conceptos en que, desde fines del 
siglo XVIII, se ha inspirado a la organizacién y clasifica- 
cién de los establecimientos penales. 


En los dias en que imperaban los principios de derecho 
penal clasico, la distribucién de los condenados, en los 
diversos establecimientos y en sus distintas secciones, 
fundabase en motivos ajenos a su personalidad. Se separaba 
alos hombres de las mujeres, a los procesados de los senten- 
ciados y a los condenados por infracciones menores de los 
culpables de delitos graves. 


Pero los progresos logrados en el campo de la antropolo- 
gia penal y de la sociologia criminal han dado origen a la 
nocién del tratamiento penal de los reclusos, fundado en un 
régimen individualizado que la creacién de establecimientos 
especializados ha hecho posible. 
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Etablissements pénitentiaires: 


1. Ouverts: Prisons-écoles: cas favorables — jeunes. Cen. 
tres de travail: cas favorables — adultes. 


2. Semi-ouverts: Centres industriels et agricoles: ca 
moyens. Sections de jeunes. 


3. Fermés: a) Régime d’isolement mitigé (antisociaux); 
b) Régime d’activités communes (asociaux); c) Sections 
de jeunes. 


Etablissements spéciaux: Détenus difficiles et psycho. 
pathes légers. Sections de semi-liberté. Sections pou 
condamnés politiques. 


After outlining the personal characteristics of the indivi. 
duals to be assigned to each category, the writer goes on to 
describe the types of specialized institutions in which the 
prisoners would be placed. He distinguishes between open, 
semi-open and closed institutions, describes their organiza. 
tion and the regime to be applied therein and concludes 
the chapter with a discussion of two important problems 
—the treatment of women prisoners and the determination 
of the competent body to undertake the classification of 
prisoners. 


The main quality of good specialization should be flexi- 
bility, the capacity for adaptation to changing conditions 
by blending scientific data with the lessons of practical 
experience. 


In order to keep pace with modern trends, prison work 
calls for enthusiasm and the use of dynamic methods, which 
should be continuously revised and modified. Much has 
already been done along those lines, but efforts to secure the 
scientific treatment of offenders need more effective support 
from a better informed public opinion. 


Too often the lack of funds is still impeding the modern 
ization of methods and equipment. But this scientific 
campaign against crime and delinquency can and should 
enjoy the same support as campaigns against other social 
evils. 


La especializacién de los establecimientos se deriva 
generalmente de la clasificacién que se adopte para los 
detenidos. Cuando se trata de enfermos, se puede efectuar 
su clasificacién teniendo sdlo en cuenta las caracteristicas 
individuales. Si se trata de delincuentes intervienen también 
otras consideraciones y, en su clasificacién por categorias, 
basada en la observacién cientifica, debe tenderse a con- 
certar los dos érdenes de factores que se deben tomar en 
cuenta. 


El autor propone una clasificacién que, excepcién hecha 
de los enfermos y los mentalmente anormales, se fundaria 
en las posibilidades de reforma y de reintegracién a la 
sociedad de los condenados, y en virtud de la cual se di 
vidirfan éstos en cuatro grupos principales: casos favora- 
bles, intermedios, desfavorables y especiales. 


Después de exponer las caracteristicas personales de los 
individuos que procede clasificar en esos diferentes grupos, 
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el autor describe los diversos tipos de establecimientos 
especializados destinados a recibir a esos penados. Hace 
la distincién entre establecimientos abiertos, semiabiertos 
ycertados, describe su organizacién y el régimen que debe 
instaurarse en ellos, y termina el capitulo exponiendo con- 
sderaciones sobre dos importantes problemas: el trata- 
miento de las mujeres condenadas y la determinacién del 
organismo competente para efectuar la clasificacién de los 


presos. 

La caracteristica principal de una buena especializacién 
delos establecimientos debe set la flexibilidad y lacapacidad 
de adaptarse a la realidad cambiante, armonizando la in- 
formacion cientifica con las ensefianzas de la practica. 
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La accion en los establecimientos penales requiere entu- 
siasmo, asi como el empleo de métodos dinamicos, sujetos 
a constante revisién y modificacion para que se ajusten 
al ritmo de la vida moderna. Mucho se ha hecho ya en este 
orden de ideas, pero es necesario que la opinién publica, 
mejor informada, apoye con mas eficacia cuanto se hace 
respecto al tratamiento cientifico de los delincuentes. 


La falta decréditos suficientes pone, con harta frecuencia, 
obstaculos a la modernizacién de los métodos y del 
instrumental, a pesar de que se trata de una lucha cien- 
tifica contra el delito y la reincidencia que puede y debe 
recibir el mismo apoyo que la lucha contra otros males 
sociales. 





Prostitution in Japan’ 
By M. Takeyasu? 


I. PREFACE 


In this article an outline survey has been made of prostitu- 
tion in Japan with special reference to the traffic in women, 
exploitation of prostitution and the various counter- 
measures which have been and are being used in relation to 
this problem. According to Japanese law and ordinance 
the word “prostitution” is usually interpreted to mean 
sexual relation with an unspecified party for compensation 
or for promise of compensation.’ 


Material for this study has been obtained from the fol- 
lowing sources: (a) statistics relating to prostitution and 
the traffic in persons from reports of various localities in 
this country prepared by the General Secretariat of the 
Supreme Court, Ministry of Justice, Headquarters of the 
National Police, Public Health Bureau of the Ministry of 
Welfare and the Women’s and Minors’ Bureau of the 
Ministry of Labour; (5) reports on major cases regarding 
prostitution and the traffic in persons in various localities 
in Japan prepared by the Criminal Affairs Bureau of the 
Ministry of Justice; (c) reports on the status of enforcement 
of laws and regulations concerning half of the prefectures ; 
(d) results of the author’s investigation of trials of cases 
relating to prostitution and the traffic in women; (e) pub- 
lications issued in this country on prostitution and the 
traffic in persons; (f) several American and German books 
on criminology. 


II. THE HISTORY OF PROSTITUTION AND THE OUTLINE 
OF LAWS AND REGULATIONS FOR CONTROL 


A. 


The history of prostitution in Japan is old. In the 17th 
century, according to legal historians,‘ licensed quarters 
sprang up here and there when the capital was established 
by the Tokugawa Government in the locality where Tokyo 
now stands. It was during that time that the Yoshiwara 
Quarter was established. In the era of Meiji, when the sys- 
tem of government was modernized, opinion was strongly 
in favour of liberating prostitutes from their slavish con- 
ditions. Asa result, the position of prostitutes has somewhat 


1 The views expressed in this article are the author’s and not those 
of the Ministry of Justice, of which he is a member. 


? Public Procurator, Research Section, Ministry of Justice, Tokyo, 
Japan. Author of Economic Control Laws and Ordinances and Outline 
of Court Precedents in Criminal Cases Relating to Sub-Laws of 
Ordinances, 1949. 


® Article 1 of the Tokyo Metropolitan Government Ordinance for 
Control of Prostitution, etc. (Tokyo Metropolitan Government 
Ordinance No. 58 of 31 May 1949) defines prostitution to the same 
effect as already mentioned, and article 2 of a draft law for punish- 
ment of prostitution, etc. presented to the 15th Diet in March 1953 
has the same definition. Under the definition of prostitution, the 
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improved since that time. At the beginning of the 20) 
century people argued against the system of licensed 
prostitution, but it was never abolished. It continued jp 
exist until the end of the Second World War and according 
to the Regulations for control of prostitutes (Home Minis. 
try Ordinance No. 44 of 2 October 1900) the prostitution 
of women over 18 years of age, registered in the licensed 
prostitutes’ list which was kept in police stations, has been 
recognized officially. The Ordinance for punishment of 
offences against police regulations (Home Ministry Ord. 
nance No. 16 of 1908) stipulated detention for less than 
thirty days or a minor fine not exceeding 20 yen for prostity. 
tion without a license, its mediation, solicitation or its aid 
by furnishing the place. This provision was applied to some 
degree.! But even when the system of licensed prostitution 
prevailed, many non-licensed prostitutes went about with 
impunity and were not necessarily arrested. 


Provisions relating to prostitution and the traffic in 
persons are found in the existing Penal Code (Law No. 450 
1907),° which provides that every person who, for th 
purpose of obtaining profit, has induced a woman not 
habitually licentious to commit fornication (in almost al 
cases it is prostitution) shall be punished with penal ser- 
vitude for a term not exceeding three years or fined not 
more than 500 yen (article 182). Penal provisions are also 
made relating to the traffic in persons, including those for 
other intentions: 


“(1) Every person who has kidnapped or abducted: 
minor (under 20 years) shall be punished with penal ser- 
vitude for not less than three months nor more than five 
years” (article 224). 


“(2) Every person who has kidnapped or abducted 
another person for the purpose of obtaining profit, ob 
scenity or marriage, shall be punished with penal ser- 
vitude for not less than one year nor more than ten years” 
(article 225). 


(3) Every person who has kidnapped or abducted 
another person for the purpose of transporting such 
person out of the State of Japan shall be punished with 


other party must always be unspecified, while the sexual relation 
of the mistress with her specified other party is outside the scope of 
the definition. 

4 Masajiro Takigawa, LL. D.: The Study of the System of Prost 
tution, 1948, p. 13; Seiichiro Doke, Professor of the Senshu Uni 
versity: The Study of Prostitutes, 1928, p. 48. 

5 The average of those sentenced to detention summarily by th 
police for prostitution without licence for the five years from 1932- 
1936 (before the outbreak of the Sino-Japanese conflict) was 5.3@ 
and those sentenced for mediation, solicitation, etc., was 2,490. 


* The Constitution of Japan and Criminal Laws, Attorney-General’ 
Office, Tokyo, Japan, 1951, pp. 13 ff. 
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limited penal servitude for not less than two years. The 
same shall apply to every person who has bought or sold 
another person for the purpose of transporting such 
person out of the State of Japan, and to every person who 
has transported out of the State of Japan a person so 
kidnapped, abducted or sold” (article 226). 


Cases falling under (1) and (3) above had been compara- 
tively few, so it was natural that few persons were arrested 
and punished. Although it may be taken for granted, on the 
other hand, that cases provided for in article 182 must have 
been numerous, extremely few persons were arrested and 
punished. In relation to the crime defined in article 225, 
(2), above, the intent in most cases was to cause a woman to 
commit prostitution. Heavy punishment was meted out to 
those who were convicted but it is to be presumed that 
there were many who were not indicted. 


B. 


After the end of the Second World War it was clear that 

Japan’s system of licensed prostitution ran counter to the 
ideals of democracy and it was thought that some step 
should be taken in this connexion. At that time the govern- 
ment was studying ways by which brothel keepers could be 
persuaded voluntarily either to go out of business or to 
change to another line of business. On 21 January 1946, 
the Supreme Commander for the Allied Powers issued a 
memorandum to the Japanese Government directing it to 
abrogate and annul all laws, ordinances and other enact- 
ments which directly or indirectly authorized or permitted 
the existence of licensed prostitution in Japan. This mem- 
orandum also directed the Japanese Government to nullify 
all contracts and agreements which had for their object the 
binding or committing, directly or indirectly, of any woman 
to the practice of prostitution. 
Brothel keepers, while nominally liquidating their busi- 
nesses, were watching to see how strictly the control would 
be enforced. Seeing that controls were not strict, they 
schemed to evade the law and to profit from the exploitation 
of prostitutes as they had done before. 


With the abolition of controls for licensed prostitution 
there still remained the provision relating to “solicitation 
for obscenity” and that concerning the prohibition of non- 
licensed prostitution.’ These controls were abolished on 
2 May 1948 with the supplementary provision of the Minor 
Offence Law (Law No. 39 of 1948). 

In order to give effect to the spirit of the memorandum 
for abolishing the system of licensed prostitution, Imperial 
Ordinance No. 9 of 1947 was promulgated in January 1947.8 
The Imperial Ordinance contains the following points: 


“Article 1. Any person who induces a woman to com- 
mit prostitution in an embarrassing way against her will, 
even if not by using violence or by intimidation, shall be 
sentenced to imprisonment with labour for not exceeding 
three years, or to a fine not exceeding 10,000 yen. 

“ Article 2, Any person who makes a contract and 
agreement of letting a woman commit prostitution shall 
be sentenced to imprisonment with labour for not ex- 
ceeding one year, or to a fine not exceeding 5,000 yen. 





. Ordinance for punishing offences against police regulations. 
® Official Gazette, English edition, 15 January 1947, No. 236. 
*See Collection of Laws under the Jurisdiction of the Ministry of 
Welfare, Japanese Government, 1 December 1951, Ministry of 





“ Article 3. Any person who attempts to commit crimes 
of the preceding two articles shall be punished.” ” 


This Imperial Ordinance is simple, and licensed prostitu- 
tion and brothels could be eliminated, ideally, ifall offenders 
could be arrested and punished. 


In order to carry out the policy to abolish licensed 
prostitution, a bill for the punishment of prostitution, etc. 
was presented to the Second Diet in 1948. The bill contained 
the following: 


“(1) Any person who commits an act of prostitution 
and the other party involved shall each be punished with 
penal servitude of not more than six months or a fine 
of not more than 5,000 yen, or detention or a minor 
fine. 


“(2) Any person who furnishes the place for prostitu- 
tion or acts as mediator for prostitution by solicitation 
and other methods shall be punished in the above 
manner. 


(3) Any person who runs or administers a brothel 
shall be punished with penal servitude of not more than 
five years or a fine of not more than 50,000 yen.” 


There is also a similar provision in the Imperial Ordinance 
No. 9 which provides for heavier pene in cases of 
habitual prostitution, etc. 


This bill, as can be clearly seen from the contents, was an 
idealistic one and, while it was supported by many, it met 
with strong opposition. It was deliberated upon by the 
Judicial Committee of the House of Councillors and in- 
vestigations into the actual state of things were carried out 
in Nagoya, Kyoto, Osaka, etc., with police officials, brothel 
keepers and prostitutes. The main reasons against the bill, 
as had been made clear from the investigations, were: 


(1) That if such a law were promulgated and enforced it 
would be difficult to apply it, and the dignity of the law 
would be impaired ; and 


(2) That if positive steps could be taken for the rehabili- 
tation of prostitutes control might be practicable, but 
under the prevailing circumstances there was no hope of 
getting prostitutes to change to other work, and eventually 
they would be driven to illegal practice. 


As the government had no material plans to solve those 
difficulties, the bill did not pass the Houses. 

A law closely related to prostitution is the Venereal 
Disease Prevention Law (Law No. 167 of 1948).° Some of 
the provisions of this law are as follows: 


“1. The prefectural governor may order the health 
examination by a physician of those who by reasonable 
evidence are suspected to be habitual prostitutes, or 
order the health officials concerned to examine whether 
they are infected with venereal disease or not” (article 
11). 
2. Any sufferer from venereal disease liable to infect 
others, who has engaged in prostitution, shall be punished 
with penal servitude not exceeding two years or a fine 
not exceeding 10,000 yen (article 26). 
Welfare, Tokyo, Japan, pp. 57-60. 

10 Article 32 provides for the punishment of any person who 
disobeys such order or refuses to take such examination with a fine 
not exceeding 3,000 yen. 





Another law that should be mentioned is the Child 
Welfare Law (Law No. 164 of 1947), which provides that 
a person who has made children (under 18 years of age) 
practise obscene acts (in most cases these are acts of 
prostitution) is liable to be imprisoned for a period not 
exceeding ten years or fined over 2,000 yen and not in excess 
of 30,000 yen, and any person who employs a child shall 
not escape punishment for the reason that he is unaware of 
the child’s age. This law shall “not be applied when no error 
is involved on the part of such person in ascertaining the 
age”’ (article 34 (6) and article 60). Under this law provision 
is also made for any person who knowingly transfers the 
custody of a child to any person who is in danger of making 
achild practise obscene acts or acts in violation of the penal 
laws and regulations concerning the child to be punished 
with imprisonment not exceeding one year or a fine not in 
excess of 10,000 yen (articles 34 and 60). 


In addition to the provisions found in the Penal Code for 
prohibiting traffic in persons (and which have been in force 
since pre-war days) are those of the Labour Standard Law 
(Law No. 49 of 1947). This law stipulates that, unless per- 
mitted by law, no person shall obtain profit, as a vocation, 
by intervening in the employment of others. Any person 
who thus obtains profit shall be punished with penal ser- 
vitude not exceeding one year or a fine not exceeding 10,000 
yen (articles 6 and 119). 


The Employment Security Law (Law No. 141 of 1947) % 
provides punishment by penal servitude of not more than 
ten years and not less than one year, or a fine of not more 
than 30,000 yen and not less than 2,000 yen, for: 


“(1) One who conducts or engages in a labour ex- 
change project, labour recruitment or labour supply 
project, in such a way as to cause a worker to be employed 
by means of violence, intimidation, imprisonment or any 
other restraint on his mental or physical freedom ; 


“(2) One who conducts or engages in a labour ex- 
change project, labour recruitment or labour supply 
project for the purpose of soliciting jobs with an intention 
of inducing workers to do work injurious to the public 
health or morals” (article 63). 


Provisions for the punishment of prostitution, as has 
already been stated, failed to be set forth in a law, but some 
local autonomous entities have enacted ordinances for the 
purpose. Typical of such ordinances is that of the Tokyo 
metropolitan government (Ordinance No. 58 of 31 May 
1949). It reads: 


“1. Provisions on prostitution: 


“(1) Any person who practices prostitution or the 
other party of such person shall be punished with a fine 
not exceeding 5,000 yen or detention; any person who 


4 Ibid., pp. 260-273. 


12 See Japan Labour Code, 1952, Ministry of Labour, Tokyo, 1953, 
p. 127 ff. 

8 Ibid., pp. 345 ff. 

44 Of the forty-four autonomous entities having ordinances for the 
control of prostitution as of December 1952, twenty cities have 
provisions for punishing prostitution itself (e.g., Tokyo metropolitan 
government, Yokohama City, etc.), Thirty-nine cities have provisions 
for punishing solicitation for prostitution (e.g., Osaka City, Kobe 
City, Tokyo metropolitan government, etc.). 

46 Kiyoshi Kanzaki, who has been conducting a most detailed 
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habitually practices prostitution shall be punished wiifa brothel 
penal servitude not exceeding six months or a fine pgjwithoute 
exceeding 10,000 yen (article 2 (1)). took 75 F 


“(2) Any person who furnishes the place for prostital we 
tion for compensation or for promise of compensation} !®P* 


and any person who puts a girl or a woman under }j _ 
or another person’s control for the purpose of maki live on t 
her practice prostitution, shall be punished with pe; ee 
servitude not exceeding one year or a fine not exceediny , 

20,000 yen (article 3 and the first half of article 4). No os 
“2. Provisions for solicitation for prostitution: ing Ou 


“(1) Any person who, with the object of committing prostitut 
an act of prostitution, stops, loiters or follows abouf to preve 
another person in the street or other public place tf grvatiot 
solicit him, shall be punished with a fine not exceeding districts 
3,000 yen or detention (article 2 (2)). prostitut 


“(2) Any person who, with the object of prostitution, bad as t 
solicits any man for the purpose of having sexual inte. some 
course with a prostitute, shall be punished with penjj Prosti 
servitude not exceeding one year or a fine not exceeding} with the 
20,000 yen (latter part of article 4).” there ha 


Many cities, including Osaka and Kobe, have provision localitie 
for punishing solicitation, but not prostitution itself. Osaka prostitu 
City, for instance, has an ordinance for the control of act all 
of solicitation for prostitution in streets, etc. (Osaka Me object c 
tropolitan Government Ordinance No. 68 of 1 December usually 
1950). Kobe has an ordinance for control of prostitution} Violat 
etc. (Kobe City Ordinance No. 41 of 28 May 1951). — 

able 


the nun 
III. PROSTITUTION IN THE FORMER LICENSED tothe d 


PROSTITUTION AREAS 


Despite the fact that licensed prostitution was abolishei 
in January 1946, brothels have continued their business a} PRosTr 
before. As a result of Imperial Ordinance No. 9 of 194), 
brothel keepers have ostensibly ceased to have their girk 
act as prostitutes as in the days of licensed prostitution] ——— 
Brothel keepers, therefore, resort to the method of renting 
rooms to women who commit acts of prostitution of thei} Year 
own free will. In reality, however, a contract exists by which 
the profit from such prostitution is divided between th} ——— 
keeper and the prostitute, the former usually getting 60 pe one 
cent and the later 40 per cent.45 Substantially, there is littk} 554 off 
difference between employing a woman for prostitution and 
the above-mentioned method. It would bean outright viole} a The 
tion of Imperial Ordinance No. 9 to bind a girl with an} ports 
advance, and therefore they outwardly refrain from doing} Te val 
it. As it is to the advantage of the brothel keeper, however, 
to employ a woman by paying her an advance, he usually 2 
does this under the guise of making this payment nominally 
for dresses, etc. In the days of licensed prostitution, when} ___. 





investigation, and who has written on the actual state of the houses} —— 
of ill-fame in Yoshiwara, Tokyo, Hiroshima, etc., is an authentic June 15 
source in regard to the above-mentioned share of profits. See Kiyoslt } Apri 
Kanzaki, Musume o Uru Machi (Daughter-Selling Town), 1952 
pp. 151, 181, 184. Such distribution of profits in Nagoya, Kyoto, b Th 
Osaka, etc., has been clearly indicated in a sentence of the 40 Minor: 
Criminal Department of the Osaka District Court rendered on if investi 
July 1951, a sentence of the 3rd Criminal Department of Kyo ode. 
District Court on 12 November 1952, etc. It might be added that i oem 
America the profit that brothel keepers get is between 40 and 50 pa Divisic 
cent (Walter C. Reckless, The Crime Problem, 1950, p. 226). 
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iA, brothel keeper employed prostitutes, he paid advances 


without exceptions, and in Yoshiwara and Tokyo the keeper 
took 75 per cent of the prostitutes’ earnings. Out of the 25 
cent left the prostitute had to pay 15 per cent to the 
keeper for the amortization of theadvance.1* Thecondition 
of these exploited prostitutes was miserable, as they had to 
live on the remaining 10 per cent allotted to them. Licensed 
prostitutes in other parts of the country seemed to live in 
smilar or worse conditions. Compared with circumstances 


1 in those days, therefore, the prostitute is better off today. 


No restriction can be made now to prevent a prostitute from 
going out, as was the practice under the system of licensed 


mitting} prostitution, so brothel keepers seek indirectly to take steps 
} aboutf to prevent them from running away. The preceding ob- 
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grvations concern conditions in large cities, but in local 
districts cases still exist wherein restrictions upon the 
prostitute and exploitation of the brothel keepers are as 
bad as they were in the days of licensed prostitution, and, 
in some Cases, worse. 


Prostitution is thus going on in those once-licensed areas, 
with the evils reduced to a certain extent. Furthermore, 
there have remained uncontrolled areas in Tokyo and other 
localities which are haunted by groups of unlicensed 
prostitutes. The two areas which are beyond control are 
called “‘Red Demarcation Areas”.!”? These areas are the 
object of severe censure from women’s organizations and 
usually remain uncontrolled unless the Child Welfare Law 
is violated, in cases of extreme exploitation or deprivation 
of freedom and for other special cases. 

Table I indicates the present number of such areas and 
the number of prostitutes haunting these areas, compared 
to the days before the Second World War. 


Table I 
PROSTITUTION IN LICENSED AND FORMERLY LICENSED AREAS 











1. The condition of licensed prostitution 
between 1932 and 19454 
Licensed prostitution 
Year 
Number of Number of Number o 
licensed areas brothels snmneed prestutes 

ices of 1932-1936 508 9,886 47,896 
Me Se, iyi cg 434 9,012 45,289 
End of December 1945 253 3,155 9,537 





a The statistics up to 1945 have been compiled from the statistical 
reports made by the Police Bureau of the Ministry of Home Affairs. 
The unlicensed prostitutes who used to be licensed are not included 
in the column for 1945. 


2. Red Demarcation Areas and other similar areas 








between 1952 and 1953 ° 
Year Number of Number of Number of 
places brothels prostitutes ssid 
June1952 ..... 603 17,226 58,963 
April1953..... 1,198 16,678 58,188 





b The statistics for 1952 have been compiled by the Women’s and 
Minors’ Bureau of the Ministry of Labour in accordance with the 
investigation of respective Local Women's and Minors’ Chambers 
under its jurisdiction. As the statistics of April 1953 are prepared 
in accordance with the investigation of the Statistics and Research 
Division of the Minister’s Secretariat, Ministry of Welfare, the basis 
of investigation is recognized to be somewhat different. 
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The fact that measures have not been taken to enforce 
fully the abolition of the system of licensed prostitution is 
attributable, to a great degree, to the following: 


(1) Many women whose husbands were lost in the war 
ot whose husbands were detained in foreign countries after 
the end of the war found themselves cut off from ways and 
means of obtaining an income. In addition, many became 
distressed owing to war damage, repatriation from over- 
seas, post-war inflation and shortages of food. Proper 
protection could not be given to all, and some turned to 
prostitution for a livelihood. It is also difficult to persuade 
those who have been prostitutes in the past to change their 
occupation, unless large budgetary appropriations are made 
available by which facilities can be set up to accommodate 
them. 


(2) The abolition of the system of licensed prostitution 
was carried out at the direction of the General Headquarters 
of the Supreme Commander for the Allied Powers during 
the occupation. This was enthusiastically supported by 
religious leaders and others within the nation. But as the 
system of licensed prostitution was one of long standing, 
there were many who were strongly opposed to abolition 
and felt that the system should be maintained. Quite a 
number of police officials, engaging in direct control, seem 
to have little interest in abolition. Attention must also be 
paid to the fact that Japanese girls are generally very correct 
in their behaviour with men. Women in the lowest classes, 
except in rare instances, have no relations with men except 
in marriage. The behaviour of women in the middle and 
upper classes is even more strict. The fact that, in general, 
the sex morality of girls is strict brings about the large 
demand from a part of the male population for prostitution. 
Some people think that facilities for collective prostitution 
are necessary in order to retain the purity of the average 
girl. 

(3) Controlling authorities are concentrating their main 
efforts on street walkers, who rapidly increased in number 
after the war. This situation is specially harmful to the 


186 Doke, op. cit., p. 152. 

17 The Administration Supervising Sub-Committee of the House 
of Representatives carried out an investigation into the cases of 
traffic in women and juveniles for the period from September 1941 
to April 1952. In this investigation nine witnesses were summoned 


and drew the attention of the public to them. At this Committee the 
Chief of the Crime Prevention Department of the Tokyo Metro- 
politan Police Board and the head of the union of brothel keepers in 
the former licensed quarters of Shinjuku, Tokyo, admitted that the 
areas were not controlled in a practical manner. The Permanent 
Under-Secretary of the Ministry of Welfare stated that “Red 
Demarked Areas” should be eliminated, but that nothing could be 
done at present. 

2 en Se 
Opinion Investigation Office conducted an opinion census on the 
problem of prostitution ; 2,300 people having the right to vote in the 
Kanto district were questioned as to the necessity of brothel quarters: 
43.6 per cent said they were necessary and 26 per cent said they were 
necessary to a certain degree. According toani conducted 
in March 1953 by the aforementioned office, of 3,000 males and 
females between the ages of 20 to 59 in forty cities of the country, 


cent thought it better that a system of licensed prostitution should 
not exist, 35 per cent considered it preferable to have such a system. 





morals of the people and constitutes a threat to public 
health because of infectious diseases. 


(4) Quarters which were formerly licensed have a great 
bearing upon the economy and development of the towns 
in which they are located, and at least in the smaller towns 
it is difficult to control them. Proprietors of brothels in 
formerly licensed quarters have been taking advantage of 
their economic status since the days of licensed prostitution, 
and in not a few cases they are members of parliaments of 
local bodies or are the backers of such members, and thus 
have much influence over the administration of these bodies. 
In such cases it is all the more difficult to carry out control, 
as such control will be detrimental to their businesses. The 
tendency is more remarkable where the controlling police 
happens to be that of an autonomous entity. But even where 
it is the national rural police, local police also find it dif- 
ficult to control them. The great influence maintained by 
the former licensed brothel keepers makes it extremely hard 
to legislate and put into force local ordinances for the con- 
trol of prostitution which run counter to the interests of the 
proprietors. It is not infrequent that when such by-laws are 
set up, proprietors are influential enough to prevent them 
from being enforced against their interests. The influence 
which these proprietors have upon local bodies cannot be 
taken lightly. 


(5) The incompleteness of legislation for control is also 
one of the leading factors. The only provision applicable 
throughout the country to the formerly licensed prostitu- 
tion areas is Imperial Ordinance No. 9 of 1947, already 
mentioned. Violation of the ordinance is difficult to prove, 
because nothing but the testimony of a victimized woman 
can be used as evidence, and thus difficulty arises in enforc- 
ing the ordinance. Although it is possible to apply the 
ordinance and carry out control in spite of its difficulty, 
such control over formerly licensed areas is hardly enforced 
anywhere in the country, even where local ordinances have 
been enacted. This is presumably attributable to the above- 
mentioned causes. The fact that many members of local 
parliaments are opposed to, or have no eagerness for, the 
strict control of prostitution is probably one of the leading 
reasons why legislation for control is left as incomplete 
as it is at present. 


The assertion is made by some who connive at former 
licensed prostitution and the activities of proprietors of 
houses of prostitution that, as prostitution cannot be sup- 
pressed, it should be restricted to certain areas and allowed 


19 In some countries, those opposing the abolition of the system of 
licensed prostitution use almost the same basis of argument, e.g., 
Harry Elmer Barnes and Negley K.Teeters, New Horizons in Crimino- 
logy, 1950, p. 884; G. Aschaffenburg, Das Verbrechen und seine 
Bekdmpfung, 1933, p. 107. 


2° According to the statistical results of health examinations car- 
ried out for the year of 1952 by the Ministry of Welfare, of those 
who were suspected of having committed acts of prostitution, the 
percentage of venereal disease is 12.5 per cent for quartered prosti- 
tutes (27 prefectures); 17.8 per cent for scattered prostitutes (20 
prefectures) and 13.5 per cent for geishas. The Chief of the Disease 
Prevention Section of the Ministry of Welfare says that presently 
brothel keepers in formerly licensed quarters are so influential that 
it is difficult to carry out health examinations according to the 
stipulation of the law, merely by sanitation authorities alone, and 
that even though such examinations should be carried out it would 
be difficult to take medical steps such as hospitalization of invalids 
against the will of keepers. (White paper on venereal disease, issued 


54 








to go on under adequate supervision and health examim§ (2) In 
tion; and that strict control should be conducted over thy young p 
prostitution carried on in other areas in order to protegf ynder tl 









the morals and prevent the prevalence of diseases.” [tif oreferre: 
also felt that with the present available police force, adel tendenc' 
quate control would be impossible, so that efforts should contact 
be concentrated upon the control of streetwalkers and o ing the 


prostitutes who are morally and hygienically harmful, 4j prostitu 
present, however, only very incomplete health examinatioy (3) F 
are carried out, even in the formerly licensed prostitutigy fitutes < 
areas, so it is impossible to expect that such examination adefeat 
will bring about the prevention of social diseases.2° On th this is 
contrary, a mistaken feeling of safety is entertained by may prohibit 
from such incomplete examinations. Brothels are m March 

openly, access is easy, andasa result social diseases becom wailabl 
prevalent, public morals are affected and there are sc (4) A 
any means to protect women in general. It is felt that ther of the J: 
is no reason why prostitution in the former licensed arey gends 2 
should be maintained, but as it has already become a vay fers in 
system, the realization of its suppression will be very dif en C0 
ficult, unless thoseconcerned with thecontrol—the member 5) P 
of local parliament, and the general public—show eagernes} (3) bi 
for its suppression.”4 ome 
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IV. STREET PROSTITUTION AND OTHER TYPES OF 
PROSTITUTION 


In addition to quartered prostitutes discussed in th 
preceding pages, there are in Japan many street prostitute 
and others, scattered here and there, who commit prostite 
tion, using bars and small restaurants as their places ¢ 
operation. Street prostitutes are those who move freel 
about over wide areas and invite and tempt their partner 
in the streets, railway stations and in various other publi 
places. They do not belong to any system such as that of th 
formerly licensed quarters and the place of the act itselfi 
not fixed.” This type of prostitution became most notice 
able after the war, when many street prostitutes appearedit 
the main metropolitan areas throughout the country. Eve 
in pre-war days, however, a few of these prostitutes wer 
found in slum areas. 


The following points may be considered as the chit 
causes of so much street prostitution after the war: 


(1) Certain women who become prostitutes because 
the difficulty to live, and prefer to live with their ow 
families rather than be restricted in their freedom or & 
ploited as they would be in the formerly licensed areas. 


























August 1953 by the Ministry of Welfare, p.3.) Needless to sq; 
exploiters of prostitutes have no interest in the prevention of ve! 
disease, and it may be taken for granted that those prostitutes 
their control are given health checks only as excuses to avoid con 

21 The impotency of the autonomous police to control prostituti 
has also been pointed out in the United States of America. 
Edwin H. Sutherland, Principles of Criminology, 1947, p. 237. Iti 
extremely doubtful whether Japan’s autonomous police can 
out a thorough control over prostitutes in the formerly li 
areas, and in this respect it may be necessary that some appr 
steps should be worked out after full study of the matter. 

22 Yoji Watanabe, lecturer at Risho University, in his 
entitled Sociological Study on Street Prostitution, 1950, writes al 
the actual state of street prostitutes in post-war days. Kazue O 
Professor, Tokyo University, in his Analysis of Actual State of 
War Society, compiled in 1950, writes about the state of 
prostitutes in the part of his study entitled “Life and Problems 
Special Females’’, pp. 262 ff. 
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(2) In post-war days there was a strong tendency among 
Ver th} young people to disregard the laws of morality and to live 
Proted! ynder the fair name of liberalism. Many young women 
19 Iti preferred prostitution to a hard life. There was also a 
€, adel tendency for some women to think it honourable to have 
Shoul§ contact with foreign soldiers from the feeling of worship- 
1d othe ping the victors. They did not at first intend to become 
ful. ij prostitutes, but many eventually did. 
nation{ (3) From ancient times it has been reported that pros- 
Uitutiog titutes are inseparable from the armed forces, and when 
nation} 5 defeated country is occupied peacefully by foreign troops 
Nth} this is especially noticeable.2* Soldiers in Japan were 
'y Many prohibited from visiting the formerly licensed areas as of 
Te Tut} March 1946, and only street prostitutes were therefore 
decom available to soldiers. 

(4) Although inflation and food shortages affected many 
of the Japanese people, some were enriched by inflationary 
trends and acquired large incomes as young bachelor bro- 
kers in the black market and secret dealers in rice. These 
men could afford to seek the services of prostitutes. 

(5) Publications which excited carnal passions and the 
demobilization of many bachelors are felt to be additional 
factors in the increased demand for prostitution by the 
Japanese. 

(6) The appearance of street prostitutes who generally 
deal with the Japanese is mainly attributable to the fact that 
most of the formerly licensed quarters in the large and 
middle-sized cities had been destroyed by fire during the 
war, and it is presumed that these have not been restored 
to the same number as before. 


It is difficult to know the exact number of street prostitutes 
throughout the country or their numbers according to 
districts. According to an investigation carried out by the 
+ OLN Ministry of Welfare, the total number on 20 May 1948 was 
itselfif estimated at 38,860. The actual number may, however, 
notice far exceed that figure. 
aredill Street prostitutes of the post-war period are comparative- 
y. Eves ly well educated in contrast to those of the pre-war days: 
"S Wt 9) per cent of the latter had no schooling or had only 
finished the primary course of the elementary school; 33 to 
€ chit 50 per cent of the post-war street prostitutes had completed 
| the elementary school course and 20 to 25 per cent are 
ause of graduates of girls’ high schools or had left high school 
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and school attendance is better as compared with the 
Taisho era, but despite these facts it is clear that more 
to sy Prostitutes are educated. 


Investigations into the reasons why women become 
prostitutes show that at least 20 per cent do so for reasons 
of vanity, curiosity or pleasure rather than because of the 


striking characteristics. Many of the highly educated wo- 
men who have become prostitutes because of vanity, etc., 


* It has been pointed out that in West Germany parents caused 
their daughters to commit acts of obscenity with members of the 
Hf occupation forces for food, etc., and that prostitution has increased 
after the Second World War. Karl S. Bader, Soziologie der deutschen 
of Pot§ Nachkriegskriminalitdt, 1949, pp. 63, 73. Austria experienced similar 
of conditions immediately after the First World War. Franz Exner, 
Krieg und Kriminalitdt in Osterreich, 1927, p. 162. 





are found among the prostitutes whose customers are the 
soldiers of foreign countries.* 


The occupation authorities were greatly concerned with 
street prostitution. In order to prevent venereal diseases 
they carried out health examinations and hospitalized those 
who were afflicted with such diseases. Those prostitutes 
who were found to have infected soldiers were tried in 
court and, if found guilty, were confined to hard labour. 


In 1948 local ordinances for the control of prostitution 
came into existence in two prefectures and in 1949 they 
came into force in Tokyo and in two other autonomous 
localities. From September 1949 arrest by the military 
police of the occupation forces was abolished and control 
was placed under the jurisdiction of the Japanese police. 
Since 1950 local ordinances have been enforced all over 
the country, mainly for the control of street prostitutes and, 
as indicated elsewhere, they provide for the punishment of 
street sollicitation since such cases are more easy to detect 
and arrest, and have thus become the object of control. 
Street prostitutes, in order to evade this control, become 
disinclined to appear on thestreet, preferring to stay indoors 
and wait for their customers to be brought to them. Street 
prostitutes, in the true sense of the term, thus decreased in 
number, but in reality they merely assumed the form of 
common unlicensed prostitutes and the actual number did 
not decrease. Part of such street prostitutes came under 
the control of “bosses’’, each one having a certain number 
of such women to exploit. 


With the improvement of food conditions during and 
after 1949, the demand of Japanese men for prostitutes 
gradually increased. Some proprietors of inns and small 
restaurants or bars attempted to increase their profits by 
keeping prostitutes available. 


While economic conditions in urban areas improved, 
farming districts, which had prospered during black market 
days due to the rise in the prices of farm products, grew 
worse. This situation in the farming districts became a 
factor in relation to the increase of the number of young 
women desiring to go to large cities to earn a better living. 
Such districts became extremely convenient markets for 
those who were trying to obtain prostitutes. 


Prostitutes, who increased in number under such cir- 
cumstances, have, according to outward formality, become 
prostitutes of their own free will, and consequently it is 
extremely difficult under Imperial Ordinance No. 9 to 
punish those who have made such transactions. Even in 
such localities as Tokyo, Yokohama, etc., where local 
ordinances exist for punishing prostitution, arrest is not 
actively carried out because it is often difficult to obtain 
evidence of prostitution. Arrests are even scarcer in cities, 
towns and villages where prostitution itself cannot be 
punished. 


Before the war there were licensed prostitutes and those 
who were allowed to function as such; all other women 


* These two characteristics can be seen in the writings of Doke, 
op. cit., pp. 130, 192, 199; Okochi, op. cit., p. 265. Reference is also 
made to results of the investigation by the Headquarters of the 
National Police into the educational career of the prostitutes arrested 
from 1949 to 1952, and the result of the investigation by the Tokyo 
District Public Procurator’s Office into the educational career of 
the prostitutes transmitted to it in October, November and Decem- 
ber 1951 and 1952. 





engaged in prostitution were subject to comparatively 
strict control as unlicensed prostitutes. In post-war days, 
however, there has been no country-wide control, and even 
in those districts that have local ordinances, control has 
been far more lenient than in pre-war days. 


During the Occupation, prostitution for foreign troops 
appeared and rapidly increased, and even after the end of 
the Occupation there is no tendency towards a decrease. 
It is more difficult to control prostitution with members of 
foreign forces than with the Japanese, for the following 
reasons: 


(1) Tokyo has penal provisions for the partner of the 
prostitute. If the other party is non-Japanese, language 
difficulties arise in the investigation procedures. A Japanese 
national is arrested and detained if necessary, but this is 
difficult in the case of a member of the foreign forces, and 
if the prostitute submits an excuse that she deals with a 
specified person, difficulty arises in proving the offence. 


(2) As hundreds of thousands of prostitutes assemble in 
medium- and small-sized cities, towns and villages near the 
bases of foreign forces, it is practically impossible for a 
small number of policemen to be thorough in carrying out 
their control. Furthermore, people in such localities do not 
like to see the decrease in the large amount of money that 
flows into these areas through prostitution. They also fear 
that women of families in general may become the object 
of foreigners’ acquaintance and that sexual intercourse may 
take place between them. In acity like Tokyo where a large 
police force has jurisdiction, this does not happen, but in 
areas where medium-sized or small police forces operate, 
no interest is displayed in control. It should be added that 
prostitution with foreigners brings more profit than with 
Japanese nationals, and those engaged in prostitution are 
more than interested in such profit. 


In discussing prostitution, geishas should also be men- 
tioned. They are professional entertainers who play on the 
samisen, sing songs, and dance at drinking parties. Com- 
paratively few are artists and some are mistresses of certain 
men. The majority, however, practise prostitution. Many 
call themselves geishas but in reality are similar to prosti- 
tutes of the formerly licensed areas. Geishas, generally 
speaking and in comparison with other prostitutes, are less 
deprived of their freedom. They are the objects of traffic 
in persons and many of them are compelled to practise 
prostitution against their will. As an artist, a geisha is 
worth while, but her existence as a prostitute should be 
controlled.” 


According to the investigation carried out by the Ministry 
of Welfare on 30 April 1953, the total number of prostitutes 
mentioned here, including prostitutes in the former licensed 
areas, amounts to 156,420. Many may have been left un- 
checked, however, and it is to be presumed that the figure 
far exceeds 150,000.76 


*% The number of geishas between 1932 and 1936 was 59,318 per 
year on the average. No accurate statistics have ever been made 
since the war, but according to the statistics as of April 1953, of the 
Statistics Investigation Division of the Secretariat to the Minister 
of Welfare, the total number of geishas was 45,978, of which 11,602 
were professional entertainers (mistresses included), 16,463 were 
geishas who were also prostitutes, and 17,913 were those who called 
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V. TRAFFIC IN WOMEN 


Everywhere in the world, traffic in women has aly 
been related to prostitution. In Japan a broker, in mog 
cases, obtains a woman fraudulently or under compar 
tively light threat, enticement, cajolery, inducement 
temptation, and enters into contract with the keeper 
hand her over to him for money and other articles. In sog 
instances a broker goes between other brokers and broth¢ 
keepers in order that they can enter into such a contrast 
Such acts are interpreted as traffic in women. 


Looking at the total picture of prostitution in Japan today 
it may be said that the greater number of prostitutes in th 
formerly licensed quarters, prostitutes in general and thoy 
under the control of bosses, have achieved their presen 
status through such disguised traffic. Most of these women 
are presumably engaged in prostitution of their own fit 
will, but a considerable number may have become prost. 
tutes through the mediation of other people. 


In the days of licensed prostitution a woman could not 
become a prostitute unless she submitted documents to the 
police containing the consent of her father or other near 
relatives. In post-war days similar control has not been 
carried out. As many prostitutes are not so called, but are 
waitresses in food and drink catering shops or special 
cafés, and look like waitresses in ordinary restaurants 
enticement is easier and the result is a great increase in th 
number of brokers. 


At present the traffic in women is mostly carried out by 
brokers who use the following methods: 


(1) The broker makes direct or indirect contact with: 
girl, or her parents, of a low-class household in a city, town 
or farming village. He will state that he can secure a job for 
her in an ordinary tea shop or restaurant as a waitress o 
maid servant. He will entice the girl by promises of easy 
work or a pretty kimono, and then hand her over to: 
brothel. As a rule such a broker is paid for his services by 
the brothel keeper. This method is used mostly by pedlan 
and others who move from one place to another as required 
by their occupation. 


(2) The broker will entice girls who have left home and 
have come to the city in a vague search for jobs. These girl 
are turned over to brothels, and the broker is compensated 
by the brothels. 


(3) As a third method, the broker sells prostitutes from} jt; 
one brothel to another. Influential brokers who have been 
in business since the days of pre-war licensed prostitution 
often receive large profits from this method of traffic ia 


women. 


Traffic in women is carried on by other means than by} li 
brokers. Brothel keepers themselves go into farming villages 
and towns to obtain women for prostitution, since control 
has recently become more rigid and they often find it 


themselves geishas but who were in reality only prostitutes. Is 


short, three-fourths of the geishas are prostitutes. 


2% Madame Miyagi, member of the House of Councillors, says that 
the number of prostitutes in Japan, who amount to 500,000, # 
increasing day by day. See Bungeishunju, June, 1953, p. 232. Madame 
Miyagi spoke on this subject in a radio debate on prostitution ov 


NHK, 24 May 1953. 
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dificult to obtain enough women by relying solely upon 
brokers. 


Mention is also made of the transactions that occur with 
other parties outside the country. In pre-war days women 
were sometimes sold and taken from Japan to China, but 
with the end of the war this has ceased due to limited com- 
munications abroad, etc. This type of traffic is prohibited 
under international agreement. *” 


Traffic in women, perpetrated by brokers, constitutes 
the crime of kidnapping and abduction for profit under the 
Penal Code. According to the provisions of the Penal Code 
many of the brothel keepers who hire women are also com- 
mitting the crime of inducing women to commit obscene 
ats. Such crimes are difficult to prove, however, and rates 
of arrest and punishment are extremely low. With respect 
to brokers, punishment is possible under the Employment 
Security Law, already mentioned, and arrests under this 
law are actively carried out. The Child Welfare Law and 
the Labour Standard Law are also applicable with respect 
to offences against women under 13 years of age.”* 


Table 2 


NUMBER OF OFFENDERS INDICTED IN RESPECT OF THE TRAFFIC 
IN WOMEN 





Jan.—Dec. 1952 Jan.—June 1953 





Newly received 
by public pro- 
curators’ offices 


Newly received 
Indicted by public pro- Indicted 
curators’ offices 





Profiting, kid- 
napping, etc. 

Inducement to 
fornication 4 

Violation of Child 
Welfare Law 

Violation of 
Employment 
Security Law 

Violation of 
Labour Stan- 
dard Law 


397 
73 
3,348 


107 185 38 


32 7 


1,252 1,289 469 


2,043 626 1,066 392 


310 75 131 124 





« “Profiting, kidnapping, etc.”” includes kidnapping, abetting kid- 
napping, receipt of kidnapped persons. 

+ Nearly all the cases of inducement to fornication have been 
for the purpose of making women commit prostitution. 


The laws and regulations in force are not satisfactory and 
itis difficult to arrest offenders, as proof is not easy to ob- 
tain. Offences are increasing and the control is inadequate. 
Inmost cases brokers may be punished, but brothel keepers 
vho hire women through brokers are not punished, owing 
to imperfect penal provisions. Brothels in the formerly 
licensed quarters are beyond the bounds of control, as has 
ilready been pointed out. Only the keepers are punished 
fom time to time for making women of less than 18 


" Note by United Nations Secretariat: Japan is a party to the 
International Agreement for the Suppression of the White Slave 
Traffic, 18 May 1904; to the International Convention for the 
Suppression of the White Slave Traffic, 4 May 1910; and to the 
International Convention for the Suppression of the Traffic in 
Women and Children,1921. Japan is not party to the 1950 Convention 
approved by resolution 317 (IV) of the General Assembly of the 
United Nations) for the Suppression of the Traffic in Persons and of 
the Exploitation of the Prostitution of Others. 
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years commit acts of obscenity. As long as the woman in 
the transaction is not less than 18 years the brothel keeper 
can use her without control. Traffic in women, therefore, 
does not decrease although a number of such dealers are 
punished. Most of the victimized women lose the desire 
to take up normal work and subject themselves to the 
exploitation of brothel keepers rather than return home. 


VI. STEPS FOR THE REHABILITATION OF PROSTITUTES 


Seventeen women’s homes for street prostitutes were 
built under government subsidy during 1946 and 1947, and 
none have been built since. These homes can accommodate 
only about 1,400 women. Such vocational training as sew- 
ing, knitting, toy making, etc., is provided, which enables 
the women to earn small incomes. Such training does not 
provide skills which would enable them to maintain them- 
selves independently. The role played by these homes in 
helping prostitutes towards another way of life is extremely 
small. The author believes that many more such institutes 
should be established in order to strengthen control over 
prostitution. 


VII. MEASURES AGAINST PROSTITUTION 


A bill for the punishment of prostitution, etc., was pre- 
sented in March 1953 to the Diet by Tamayo Miyagi, 
member of the House of Councillors. This contains ap- 
proximately the same provisions as the previously men- 
tioned bill which was submitted to the Diet in 1948. Some 
of the differences are as follows: 


(1) The penalty for any person committing prostitution 
and the other party shall be a fine or penalty not heavier 
than detention (excluding penal servitude). 


(2) Any person who receives, demands or promises to 
receive the whole or a part of the compensation for pro- 
stitution shall be punished with penal servitude of two years 
or a fine of 50,000 yen or less. 


The bill was presented to the Diet, but shortly after its 
presentation the House of Representatives was dissolved 
and as a result it was never enacted. Argument against this 
bill was strong, as in the case of the former bill, and it is 
doubtful if it will pass the Diet and become law. 


The author is in favour of the bill as a whole, but punish- 
ingall prostitutes and the other parties concerned, under the 
prevailing circumstances in Japan, is not advisable. It 
would be preferable if a law prohibiting prostitution and 
controlling other acts could be passed as a complete mea- 
sure, and control could be conducted in accordance with its 
provisions. It is presumed, however, that even if such a law 
is enacted, satisfactory control cannot be enforced. Control 
should be concentrated on the problem of exploitation that 
accompanies the traffic in women. Prostitution by those 
under twenty-one should be prohibited and light penalties 
should be provided. Punishment should be carried out 
against the other party in the act, those who furnish the 
places for prostitution, those who act as go-betweens and 


* Table 2 indicates the number of offenders indicted in respect 
of the traffic in women. Special laws have been applied rather than 
the Penal Code. Punishment was heavier than that meted out for 
violation of Imperial Ordinance No.9. Punishment, however, was 
comparatively lenient with the exception of profiting and kidnapping 
cases, 





those who solicit for the purpose of prostitution. Punish- 
ment and strict control should also be carried out against 
the other party in the act who pleads ignorance as to the 
age of the prostitute. The age at which prostitution is to be 
prohibited should be raised gradually, when measures of 
control become improved and protective facilities become 
more complete. 


Present legislation is extremely unsatisfactory in relation 
to the control of those who make women commit acts of 
prostitution against their will, and those who profit from 
the exploitation of prostitution. There should be regulations 
such as have been considered in the bill for punishing 
prostitution. Adequate provisions whereby the criminal 
fact may be ascertained should be established in order to 
facilitate proof. In this sense, section 1148 of the Penal Law 
of New York and articles 334 and 335 of the French Penal 
Code are excellent examples of legislation and should be 
adopted in Japan.” If there is no provision for punishing 
prostitution itself, it is improper to punish the act of furnish- 
ing the place. The act of exploiting women for prostitution 
should be punished as under article 180, paragraph 3, of 
the German Penal Code. 


In Japan, strong arguments are advanced for making 
light of the effectiveness of control and punishment of 
prostitution. Prostitution and traffic in women cannot be 
made to decrease merely by these methods. The effect of 
control and punishment, however, cannot be lightly con- 
sidered. Strict control and punishment are most necessary 
in dealing with those who are engaged in the traffic in 
women. The same holds true for those persons who operate 
brothels. These people pretend that they are protecting 
women when in reality they are making profits by exploiting 
them. Itis believed that few women have no other means of 
support for themselves and their families than prostitution. 
With agrarian land reform and the system of assistance to 
the destitute, it may be presumed that cases are compara- 
tively rare in which a minimum standard of living is found 
to be impossible. It might be possible, therefore, to give 
minimum protection to those under a fixed age who find 
it difficult to live on account of the fact that prostitution 
is prohibited. 


Generally speaking, the Japanese people are leading a 
distressed life since the war. The average national income 
per capita in Japan in 1949 was one-fourteenth that of the 
United States of America, one-eighth that of England and 


2° The first part of article 1148 of the Penal Law of New York 
reads, “Every male person who lives wholly or in part on the earnings 
of prostitution is guilty of a misdemeanor’’. The latter part states: 
“A male person who lives with or is habitually in the company 
of a prostitute and has no visible means of support, shall be presumed 
to be living on the earnings of prostitution’’. 

The French Penal Code, revised by the law of 13 April 1946, in 
article 334 enumerates persons who, deemed as procurers of prosti- 
tutes, are liable to imprisonment of six months or more and fines 
from 200,000 to 2,000,000 francs. Paragraph 3 of the same article 
describes as such person one who, living intentionally with a person 
who engages habitually in prostitution, cannot show sufficient 
resources to sustain his own livelihood. Article 335, amended by 
the same law, provides for the punishment of such person who 
habitually tolerates the presence of one or more persons who 
engage in prostitution in the interior of a hotel, furnished house, 
boarding house, bar, club, dancing hall, etc. 
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one-third that of West Germany. The housing area p 
capita in 1950 was only 67.6 square feet.*! The gulf betwe 
the rich and the poor has been very wide and the inter, 
economic situation has not improved much since the 
Looking at only the material side of life, the prostitu, 
exploited as she is, is far better off than a person in th 
lowest classes. There are many young people who desi 
to obtain jobs but cannot find appropriate ones. 


In order to prevent prostitution, firstly, the whole ex 
nomic situation of Japan should be improved and you, 
people should be assisted in obtaining adequate emplo 
ment. Secondly, women who have had no experience jy 
prostitution should be prevented by strict control a 
punishment from entering this life. Once a woman hy 
entered a life of prostitution it is hard for her to be satisfied 
with a minimum standard of living. If prostitution j 
prohibited, it is extremely difficult to make the habityj 
prostitute return to live upon this minimum standard, ani 
therefore it is practically impossible in present-day Japa 
to prohibit prostitution extensively.* 


VIII. CONCLUSION 


In order to suppress prostitution and control the varioy 
harms arising therefrom, it is necessary that the morals ¢ 
the people in general be strengthened, that their ideas ¢ 
health be developed, that various measures for the stabi 
lization of their lives be worked out, and that the efficacy ¢ 
punishment be not overestimated. It is not easy to eliminat 
prostitution in Japan because of such powerful factors 4 
surplus populations, poorlivingconditions, etc. Prostitution 
can be mitigated, however, with the development of socid 
policy and the enforcement of more stringent controk 
About one-half of the members of Japan’s Diet are eithe 
against or have little enthusiasm for passing legislation 
which might arrest prostitution. This tendency is strong: 
with members of the assemblies of the autonomous entities 
Many of the controlling officials lack zeal to enforce th 
strict control which is now possible (especially in regard ti 
prostitution in the formerly licensed quarters). This a 
titude may be said to reflect the lack of objection to th 
suppression of prostitution by about one-half of the populz 
tion. A number of statesmen, controlling officials ani 
members of the leading classes are enthusiastically makin; 
efforts to abolish prostitution and it is believed that Japa 
is slowly accomplishing this objective. 


30 People’s Income Section, Research Division, Economic Couns! 
Board, ‘‘People’s income after the war’’, Jan. 1953, p. 44. (The result 
was the comparison between the data that appeared in Series H, 
No. 2, Statistical Papers issued by the Statistical Bureau of th 
United Nations and the data investigated in Japan by the above: 
mentioned section.) 


31 Japanese Statistical Year Book for 1952, p. 318. Results wer 
from the average of sampling throughout Japan, and the area i 
cluded the total average of the living-room, bedroom, etc., used bj 
the occupants with the exception of the kitchen. 


2 In America and Europe it has been reported that it is difficult 
to make the habitual prostitute shift over to normal occupation, op. 
cit., Barnes and Teeters, p. 887; Aschaffenburg, op. cit., p. 104. I 
Japan it is all the more difficult because the income from normé 
occupations is usually smaller. 
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ANNEXES 


I. STATISTICAL TABLE RELATING TO PROSTITUTES ARRESTED BY POLICE 
(INVESTIGATION BY HEADQUARTERS OF NATIONAL POLICE) 











First offenders Statistics of health examination 
Menibe arreste of arreste. 
aie arrested Percentof | Number . Per cent of 
Number arrested examined Afflicted afflicted 
PE TOT e he ewe 56,680 22,327 39.3 51,757 19,280 37.2 
eee. ss ATR, 52,074 21,307 40.9 43,190 12,053 27.9 
BOE in Sa oo Le ee 41,260 16,436 39.8 37,602 7,794 20.7 
jE gree 29,476 14,146 48.3 26,319 4,501 17.1 





The figures pertaining to the number of persons arrested are cumulative and include 
recidivists and those who were arrested to be given health examinations. The number 
of arrests decreased annually. The decrease is not necessarily due to a decrease in 
cases of prostitution. Some of the reasons for the decrease indicated may be due to 
the fact that arrest has become difficult because many street prostitutes shifted to 
more systematic indoor groups, and the fact that the occupation forces are not push- 
ing as strongly in this respect as they were towards the end of the occupation. The 
decrease in the rate of venereal disease every year may be attributable to control, 
but the factor of new drugs being made available must also be considered. 


II. STATISTICAL TABLE INDICATING NUMBER OF PERSONS AFFLICTED WITH VENEREAL 
DISEASE (INVESTIGATION BY MINISTRY OF WELFARE) 








Year Nation-wide Afflicted 
total afflicted (per population of 100,000) 
0 eee oan ere 239,548 327.4 
WO G6. db nthin' ds. Goa ak. ec 402,734 514.7 
Me Soe 6 oe ee eee 473,822 590.7 
Seis 6 Ae BO SES AS 386,990 470.8 
he eee es 310,571 373.2 
iis sil die sndaniale stare be lt 265,942 314.2 
wn fe a ee ee 223,846 260.3 





It is felt that the source of most contagion stems from prostitution. It might be 
said, therefore, that the harm caused by prostitutes in regard to health has decreased. 


III. CASES OF VIOLATION OF IMPERIAL ORDINANCE NO. 9 OF 1947 














Newly inicied on, rs 
Year iblic proce- Public trial Summary indictment 
rao ‘slices requested Pr c.- d Total total ‘ .....4 Fine 
1947 234 31 49 80 33 17 8 
1948 526 65 168 233 132 47 lll 
1949 1532 240 319 559 323 94 426 
1950 2465 230 563 793 760 88 650 
1951 1913 175 525 700 600 (not revealed) 
1952 1009 83 358 441 355 Cs Se ¥ 
1953 (Jan.- 
June) 605 30 204 234 120 a eine 





Numbers of new cases, indictments, and non-indictments are from the statistics of 
public procurators’ offices and the number of persons found guilty by the court of first 
instance is from the statistics of the court. The number of persons found guilty since 
1951 has not yet been revealed. 

From this table it can be seen that the number of arrests is small. Many cases were 
dropped because of insufficient evidence, slight offence, etc. The majority of those 
prosecuted were punished with fines under requested summary orders, and many were 
punished with fines, although in public trials penal servitude had been ordered. 

It might be added that 90 to 95 per cent of the fines were less than 10,000 yen (or 
approximately $30). Many of those sentenced to penal servitude received suspended 
sentences. 
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RESUME 


Dans cet article, l’auteur donne un bref apergu rétrospec- 
tif de la situation 4 l’époque ou la prostitution était régle- 
mentée (jusqu’a la fin de la deuxiéme guerre mondiale). Il 
menitionne ensuite les mesures légales prises en vue de lutter 
contre la prostitution et indique les problémes d’ordre ad- 
ministratif et social qu’a soulevés l’application des lois et 
réglements. I] aborde également la question de la traite des 
ferames, qui est étroitement liée a la prostitution. 


Aprés la deuxiéme guerre mondiale, on a estimé que le 
systéme de réglementation de la prostitution en vigueur 
au Japon allait 4 l’encontre des idéaux démocratiques. 
Le gouvernement s’est alors appliqué a rechercher les 
moyens d’amener les tenanciers de maisons de prostitution 
a fermer volontairement leurs établissements. Le 21 janvier 
1946, le Commandant supréme pour les Puissances alliées 
a envoyé au Gouvernement japonais une note l’invitant 
a abroger et annuler toutes les lois, ordonnances et décrets 
qui, directement ou indirectement, autorisent ou permet- 
tent l’existence de la prostitution réglementée au Japon. 
Dans cette méme note, il invitait également le Gouverne- 
ment japonais a rendre nuls tous les contrats et accords par 
lesquels une femme s’engage directement ou indirectement 
a se livrer a la prostitution. En vue de la mise en ceuvre des 
principes énoncés dans la note sur l’abolition de la prosti- 
tution réglementée au Japon, l’Ordonnance n° 5 du 
Gouvernement impérial, en date de janvier 1947, a été 
promulguée. Aprés l’abrogation des textes réglementant la 
prostitution, il restait encore un réglement relatif au,raco- 
lage a des fins immorales et 4 l’interdiction de la prosti- 
tution non réglementée. Ce texte a été abrogé le 2 mai 1948. 


En vue d’appliquer la politique visant a abolir la prostitu- 
tion réglementée, on a essayé, en 1948, de promulguer une 
loi frappant la prostitution de certaines sanctions, mais le 
projet a été l’objet d’une violente opposition et a été rejeté. 
Il existe cependant certaines ordonnances d’application 
locale visant a réprimer la prostitution, telles que l’Ordon- 
nance n° 58 du Conseil municipal de Tokyo, en date du 
31 mai 1949. Dans certaines grandes villes, il existe des 
dispositions législatives qui punissent le racolage, mais non 
la prostitution elle-méme. Le Japon a également des lois 
ayant un rapport étroit avec la prostitution, comme la Loi 
sur la prévention des maladies vénériennes (Loi n° 167 de 
1948) et la Loi sur la protection de l’enfance (Loi n° 164 de 
1947). 


L’auteur note que, malgré l’abolition, en 1946, de la 
prostitution réglementée, celle-ci n’a pas pour autant dis- 
paru complétement. Les tenanciers de maisons de prostitu- 
tion, tout en s’étant soumis a la loi, en apparence, ont 
recouru a divers moyens pour la tourner, et, malgré la 
surveillance rigoureuse des ligues féminines dans les quar- 
tiers ot ils exercent leurs activités, les réeglements restent 
la plupart du temps sans effet sur leurs agissements, sauf si 
la Loi sur la protection de l’enfance est violée ou dans 
quelques cas exceptionnels. Les difficultés économiques 
auxquelles les femmes qui ont perdu leur mari a la guerre 
sont en butte, la tradition, la grande influence des tenanciers 
de maisons de prostitution, les lacunes de la législation, etc., 


sont, de l’avis de l’auteur, parmi les facteurs qui ont em} =I art 
péché les autorités de prendre les mesures voulues poy] de!a pr¢ 
assurer l’application intégrale de la législation abolissay| segunda 
la prostitution réglementée. las med. 


Outre le probléme des prostituées pensionnaires da [ge 
maisons de prostitution, le Japon doit aussi résoudre cely ciales q 
des prostituées des rues qui sont devenues particuliéremey, reglame 
nombreuses aprés la guerre dans les principales grandg ae 
agglomérations. L’ampleur prise par cette forme de pros aa 
titution au cours des derniéres années est due a la préseng} Te™ 
de forces d’occupation importantes. Il faut enfin mention.| stem 
ner les geishas, dont la plupart, semble-t-il, pratiquent ) Japon . 
prostitution. L’auteur estime que la législation en viguey consider 
est insuffisante, surtout en ce qui concerne les personne} MOPIet 
qui incitent les femmes a se prostituer ou qui exploitenth activida 
prostitution d’autrui. L’ampleur de la tache et la mulj.| “man 
plicité des milieux qui, pour diverses raisons, sont de congj.| @V!0 ¥ 
vence avec les prostituées rendent difficile l’application & dejara s 
la loi. que aut 


: i rost 

Selon une enquéte entreprise en 1953 par le Ministér _. 

des affaires sociales, le nombre total des prostituées, la anul: 
compris celles qui se trouvent dans les quartiers autrefoi 


. objeto | 
autorisés, s’éléve a 156.420. auna 1 


Au Japon, le trafic des femmes est, dans la plupart de} del mer 
cas, le fait d’entremetteurs qui se procurent des femmes pa} mentad 
la fraude, la menace plus ou moins voilée, la séduction, h} 1947. / 
tromperie, la persuasion, la tentation, et qui s’engagen aun qu 
par contrat a les remettre 4 des patrons de maisons &} comete 
prostitution pour de l’argent ou d’autres articles. Il est pre} no regl 
bable que la plupart de ces femmes se livrent a la prostite] mayo d 
tion de leur propre gré, mais nombre d’entre elles son} para 
peut-étre devenues des prostituées par l’entremise d’autte} jicign ¢ 
personnes. L’auteur de l’article signale que la vente ¢] aproba 
femmes japonaises 4 la Chine, qui existait avant la guemt} proyec 
a cessé en raison des contacts limités que le Japon a, poutk} convert 
moment, avec le monde extérieur. Les accords inter] promu 
tionaux interdisent ce genre de trafic. la orde 


L’auteur déclare que, pour empécher la prostitution, i] de Tok 
faudrait améliorer la situation économique du Japon dan] men el 
son ensemble et aider les jeunes 4 trouver des emplois con} titucié1 
venables. Il faudrait qu’une surveillance rigoureuse s’exere} ¢strech 
pour empécher les femmes qui n’ont aucune expérience dj cidn, c 
la prostitution de s’engager dans cette voie et punir celle} teas (I 
qui le font. Lorsqu’une femme s’est livrée a la prostitution} Infanc’ 
il lui devient trés difficile ensuite de se contenter d’un niveail}. El ay 
de vie minimum. L’interdiction de la prostitution signi} mentac 
fierait pour les prostituées habituelles le retour 4 ce mii aunqui 
mum, ce a quoi il serait difficile de les amener; il serait don titucié 
pratiquement impossible 4 l’heure actuelle d’interdire lf contin 
prostitution au Japon. L’auteur estime que la prostitution} severa: 
pourrait étre réduite par une politique sociale et pah noson 
lapplication de mesures de répression plus strictes. Beat} violaci 
coup de parlementaires, et surtout beaucoup de membre casos 
des assemblées locales, restent encore trés hostiles a l’adop} opinié 
tion de lois visant 4 abolir la prostitution, mais dans cet 
tains milieux dirigeants le souci de mettre fin a ce fléal 
social commence peu a peu 4 se faire jour. 











RESUMEN 


El articulo comienza con una breve resefia del periodo 
dela prostitucién reglamentada que dur6 hasta el fin de la 
segunda guerra mundial. A continuacidn el autor menciona 
las medidas legales que se han adoptado para combatir la 
prostitucion y sefiala los problemas administrativos y so- 
ciales que han surgido en la applicacién de las leyes y 
reglamentos. También expone el problema de la trata de 
mujeres, que se halla estrechamente vinculado al de la 
prostitucion. 

Terminada la segunda guerra mundial, se pensdé que el 
sistema de prostitucién reglamentada que existia en el 
Japon era contrario a los ideales democraticos. El Gobierno 
consideré diversos métodos tendientes a persuadir a los 
propietarios de casas de prostitucién para poner fin a sus 
actividades voluntariamente. El 21 de enero de 1946, el 
Comandante en Jefe de las Fuerzas de las Potencias Aliadas 
envid un memorandum al Gobierno japonés instando se 
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la prostitucién reglamentada en el Japon. En dicho memo- 
rindum se instaba al Gobierno japonés para que decretara 
la anulaci6n de todo contrato o acuerdo que tuviera por 
objeto obligar o comprometer, directa o indirectamente, 
auna mujer a ejercer la prostitucién. Conforme al espiritu 
del memorandum sobre abolicién de la prostitucién regla- 
mentada, se promulgé la Orden Imperial No. 5, de enero de 
1947. Abolido el sistema de prostitucién reglamentada, 
aun quedaba una disposicién relativa a la incitacién a 
cometer actos obscenos y a la prohibicién de la prostitucién 
no reglamentada. Esta disposicién qued6 abolida el 2 de 
mayo de 1948, 


Para poner en practica la politica encaminada a la abo- 
licién de la prostitucién reglamentada, se traté en 1948 de 
aprobar una ley de represién de la prostitucién, pero el 
proyecto tropezé con una fuerte oposicién y no llegé a 
convertirse en ley. Existen, no obstante, ordenanzas locales 
promulgadas con el objeto de reprimir la prostitucién, como 
laordenanza No. 58 del 31 de mayo de 1949 del municipio 
de Tokio. Algunas ciudades tienen ordenanzas que repri- 
men el acto de ofrecerse a la prostitucién, pero no la pros- 
titucién en si. También hay leyes en el Japén que se hallan 
estrechamente relacionadas con el problema de la prostitu- 
cién, como la Ley de Prevencién de Enfermedades Vené- 
teas (Ley No. 167 de 1948) y la Ley de Asistencia a la 
Infancia (Ley 164 de 1947). 


El autor sefiala que, a pesar de que la prostitucién regla- 
mentada fué abolida en 1946, se la practica todavia pues 
aunque aparentemente los propietarios de casas de pros- 
titucion han dejado de actuar, se valen de subterfugios para 
continuar su negocio. Esas actividades, que son objeto de 
severas censuras por parte de organizaciones femeninas, 
no son por lo general reprimidas, salvo que se produzca una 
Violacién de la Ley de Asistencia a la Infancia, o en otros 
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embry casos extremos. EI autor cita diversos factores que, en su 
ladop} opinidn, impiden que se no se haya suprimido enteramente 
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la prostitucién reglamentada, tales como la precaria situa- 
cidn econdémica de las mujeres que han perdido sus maridos 
en la guerra, la tradicién, la gran influencia de los posee- 
dores de lenocinios, las deficiencias de la legislacién, etc. 


Ademas del problema de las casas de prostitucién, el 
Japén tiene el de las prostitutas que se ofrecen en la calle, 
que se ha hecho mas agudo en la postguerra, especialmente 
en las principales ciudades. El aumento considerable de ese 
tipo de prostitucién en afios recientes, se ha atribuido a la 
presencia de gran cantidad de soldados de las fuerzas de 
ocupacién. También deben mencionarse las “geishas” que 
segin el autor practican en su mayoria la prostitucién. 
El autor considera que la legislacién en vigor es insuficiente, 
sobre todo en lo que se refiere a la represién de los individuos 
que incitan a las mujeres a la prostitucién o a los que explo- 
tan la prostitucién ajena. Las leyes no se aplican en forma 
eficaz debido a la magnitud del problema y a los muchos 
intereses que, por distintas razones, estan complicados en 
la explotacién de la prostitucién ajena. 


Una investigacién realizada por el Ministerio de Asisten- 
cia Social en 1953, revelé que el numero total de prostitutas, 
incluso las que residen en las zonas en que se practicaba 
antes la prostitucién reglamentada, era de 156.420. 


La trata de mujeres se realiza en el Japén, en la mayoria 
de los casos, por individuos que atraen a las mujeres por 
medios fraudulentos, con amenazas relativamente leves, 
mediante seduccién o promesas, etc., y contratan a estas 
mujeres en los lenocinios o a un proxeneta por un precio en 
dinero o en especie que dichos individuos perciben. Se cree 
que la mayoria de estas mujeres se dedican a la prostitucién 
por su propia voluntad, pero muchas de ellas se han hecho 
prostitutas por incitacién de terceros. Se sefiala que la venta 
de mujeres del Japén a la China, que se efectuaba antes de 
la guerra, ha cesado debido a la escasez de comunicaciones 
entre ambos paises. Este tipo de trafico esta prohibido por 
acuerdos internacionales. 


El autor sostiene que para impedir la prostitucién es 
preciso mejorar la situacién econdémica del Japén y ayudar 
a las jévenes a obtener empleo. Mediante una vigilancia 
estricta y penas severas, debe impedirse a las mujeres que 
no tienen antecedentes en el ejercicio de la prostitucién que 
ingresen a ella. Una vez que una mujer se lanza a la prostitu- 
cién le es dificil abandonarla y contentarse con un nivel de 
vida modesto. Si se lograra abolir la prostitucién, seria 
sumamente dificil hacer que la prostituta habitual se reinte- 
gre a este nivel humilde de vida, y por ello es hoy practica- 
mente imposible prohibir enteramente la prostitucién en 
el Japén. El autor opina que el problema de la prostitucién 
puede corregirse mediante reformas sociales y disposiciones 
mas rigurosas de represién. En el Parlamento, y sobre todo 
en las legislaturas locales, persiste la oposicién a toda 
legislacién en esta materia, pero en algunos circulos diri- 
gentes comienza a desarrollarse lentamente una tendencia 
favorable a la abolicién de la prostitucién. 





Le traitement des délinquants au Congo belge 


par Charles Moreau de Melen! 
avec la collaboration de Alain Stenmans? 


I. GENERALITES 


Pour la bonne compréhension de cet article, il importe 
que le lecteur soit trés briévement mis au courant de 
quelques éléments de l’organisation administrative et judi- 
ciaire du Congo belge. 


Le Congo belge est régi, quant 4 son gouvernement, par 
la loi du 18 octobre 1908, portée par la Belgique en vertu 
de l’article 1 de sa constitution. 


Le législateur supréme définit notamment I’exercice des 
pouvoirs au Congo belge. C’est ainsi que la loi intervient 
souverainement en toute matiére; cependant, pour tous 
les objets qui ne sont pas réglés par la loi, le Roi exerce 
le pouvoir législatif par voie de décrets. Quant au pouvoir 
exécutif, il appartient au Roi, qui est représenté dans la 
Colonie par un gouverneur général. La justice, enfin, 
est rendue au nom du Roi par les cours et tribunaux; 
leurs décisions sont exécutées au nom du Roi. 


Du point de vue administratif et territorial, le Congo 
belge est actuellement divisé en provinces, les provinces en 
districts, les districts en territoires; de plus, les indigénes 
sont groupés en circonscriptions et centres extra-coutu- 
miers. 


A la téte des provinces se trouvent placés des «gouver- 
neurs»; les districts sont administrés par des «commis- 
saires » et les territoires par des «administrateurs ». Quant 
aux circonscriptions indigénes, elles sont administrées, en 
matiére traditionnelle, par leurs propres autorités, in- 
vesties ou nommées par l’autorité européenne. 


L’organisation de la justice comprend notamment des 
juridictions indigénes (tribunaux de chefferie, de secteur, 
de centre, tribunaux de territoire) et des juridictions 
européennes (tribunaux de police, de district, de parquet, 
de premiére instance; cours d’appel, conseils de guerre et 
conseils de guerre d’appel). En matiére pénale les juridic- 
tions indigénes connaissent, a I’égard des indigénes, des 
faits qui sont réprimés par la coutume ou par une loi 
écrite leur donnant compétence d’une maniére expresse; 
toutefois, les tribunaux européens ont toujours prévention 
a l’égard des tribunaux indigénes; les tribunaux européens 
connaissent des faits réprimés par la loi écrite, tant a 
Végard des indigénes qu’a l’égard des non-indigénes. Cer- 
taines juridictions européennes (tribunaux de police et de 
district) peuvent s’adjoindre des assesseurs indigénes. 


1M. Moreau de Melen, en sa qualité de conseiller juridique au 
Gouvernement général du Congo belge, exerca successivement les 
fonctions de Directeur de la Justice (1947) et de directeur des Services 
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Mandat d’arrét. Lorsque les conditions de la mise @j™ loca’ 
détention préventive sont réunies, l’officier du ministé} Mut 
public devant lequel l’inculpé comparait peut, aprés l’ayo;} Toute 
entendu, le placer sous un mandat d’arrét provisoire, jj temps de 
charge de le faire conduire devant le juge le plus proche ty} ttre isol 
tribunal compétent pour statuer sur sa détention préven| puisse ¢ 
tive. regime. 

Mandat de détention. La détention préventive est autor-{ Noto 
sée par le juge du tribunal de district ou, dans certains cas ou du» 
par le juge du tribunal de police. Le juge fait porte} apporte 
Pordonnance de détention, au plus tét, 4 la connaissane| vétemer 
de Vinculpé, par écrit avec accusé de réception ou paj disciplit 
communication verbale, diment actée par celui qui kj daillew 
fait. les pré 


Durée de la détention. L’ordonnance autorisant la dé 
tention préventive est valable pour quinze jours, y compri 
celui ot l’ordonnance est rendue. 


Cette ordonnance peut toutefois, sauf ce qui sera di 
ci-dessous, étre confirmée, 4 l’expiration du délai de quinz 
jours, pour un mois, et ainsi de suite de mois en mois, s} ‘ils le 
l’intérét public exige le maintien de la détention. 

Dans certains cas (infractions relativement minimes 
l’ordonnance ne peut étre confirmée qu’une seule fois. 

Lorsque le ministére public a terminé son instruction, 
sil juge 4 propos de poursuivre, il communique les pits 
au juge, qui fixe le jour ov l’affaire sera appelée. 


II. LA DETENTION PREVENTIVE 
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Libération sous caution 


Tout en autorisant la mise en détention préventive, o 
en confirmant cette autorisation, le juge peut ordonne 
que V’inculpé, s’il le demande, soit néanmoins mis é 
liberté provisoire, 4 la condition de déposer entre Ie 
mains du greffier une somme d’argent a titre de cautionne 
ment, déterminée par ledit juge. 

Jusqu’au jour ov il saisit la juridiction de jugemenl, 
l’officier du ministére public peut accorder a l’inculpt 
incarcéré sa mise en liberté provisoire, sous les mémés 
conditions que celles auxquelles le juge peut lui-méme k 
subordonner. 


Dans tous les cas ow les nécessités de l’instruction ou & 
la poursuite réclament la présence de l’inculpé en état de 


pénitentiaires (1952). 
2 M. Stenmans est attaché a la direction de la Justice du Gouvernm 
ment général. 
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détention préventive avec liberté provisoire, dans une 
jocalité autre que celle ov il a été autorisé a résider, il peut 
y étre transféré dans les mémes conditions qu’un détenu 
incarcéré, et il y restera en état d’incarcération jusqu’au 
moment ow le juge du lieu ou l’officier du ministére public 
gura adapté aux circonstances locales les charges aux- 
quelles sa mise en liberté provisoire pourra étre soumise. 

Régime de la détention préventive. Ce régime peut étre 
résumé Comme suit: 

1. Les individus incarcérés en vertu d’un mandat d’arrét 
(voir page 62) ou d’une ordonnance de mise en détention 
préventive sont placés dans les établissements péniten- 
tiaires de la Colonie (voir page 64). 


2. Les détenus préventifs indigénes sont enfermés dans 





wn local spécial; en régle générale, ils sont détenus en 


inistin| commun, les femmes étant séparées des hommes. 


savor} Toutefois, sur l’avis du ministére public, et pendant le 
soire, i] emps déterminé par celui-ci, les détenus préventifs peuvent 
oche du ttre isolés les uns des autres, mais sans que cette mesure 
préven-J puisse constituer, en aucune fagon, une aggravation de 


regime. 
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les préventifs, et non pas pour les préventifs seulement). 


3. Les détenus préventifs non indigénes sont séparés 
les uns des autres. 


4. Les détenus préventifs indigénes prennent leurs repas 
en commun, les non-indigénes dans leur cellule. Toute- 
fois, indigenes comme non-indigénes peuvent bénéficier, 
sils le désirent, du régime de la pistole. 


5. Les détenus préventifs sont autorisés 4 porter leurs 
effets personnels. 


6. Les détenus préventifs sont employés 4 des travaux 
légers, autant que possible a l’intérieur de la prison. 


7. Les détenus préventifs peuvent recevoir des visites le 
dimanche, sur avis conforme du parquet et moyennant 
autorisation écrite des autorités territoriales pour les 
détenus non indigénes, du gardien de prison pour les 
détenus indigénes. Le gardien assiste a ces visites. 


8. Aucun écrit ne peut étre regu ou expédié par un 
détenu préventif, sans avoir au préalable été lu par les 
autorités territoriales ou le chef de camp. En outre, les 
kttres et autres écrits recus ou adressés par les détenus 
préventifs doivent étre transmis a l’officier du ministére 
public lorsque celui-ci, par ordonnance, a opéré saisie des 
correspondances déja parvenues ou prescrit au gardien de 
la prison l’arrét ou l’envoi a son parquet de celles qui 
parviendraient ultérieurement. 


Il est fait exception aux régles ci-dessus, pour la corres- 
pondance que les détenus préventifs entretiennent avec 
leurs conseils. 


Déduction de toute peine ultérieurement infligée. Toute 
détention subie avant que la condamnation soit devenue 
itrévocable, par suite de l’infraction qui donne lieu a cette 
condamnation, est imputée, pour la totalité, sur la durée 
de la servitude pénale prononcée. 





63 


Arrestation ou détention injustifiée. La législation ne 
contient aucune disposition a ce sujet. 


Législation et réglementation. Voir sur la détention pré- 
ventive: Code pénal: articles 9 et 67; Code de procédure 
pénale: articles 32 4 39, 59, 83; ordonnance du 15 oc- 
tobre 1931, telle que modifiée 4 ce jour sur le régime 
pénitentiaire: articles 2 c, 11-1., 17, 18, 26, 27, 30, 37, 41, 
42 et 47. 


III. EXAMEN MEDICAL, PSYCHOLOGIQUE ET SOCIAL AVANT 
LE PRONONCE DU JUGEMENT 


Tant au cours de l’instruction préparatoire qu’au cours 
de l’instruction menée par la juridiction de jugement, tout 
prévenu peut faire l’objet d’un examen médical, entendu 
dans son sens le plus large. Le juge décide de l’opportunité 
de cet examen. 


Toute personne, agent de la Colonie ou non, est tenue 
de préter son ministére comme médecin. Elle agit aprés 
avoir prété serment d’accomplir sa mission et de faire son 
rapport en honneur et conscience. 


Législation. Consulter sur ce point les articles 21 et 53, 
54 du Code de procédure pénale. 


IV. PEINES ET MESURES PRIVATIVES DE LIBERTE 


Peines privatives de liberté. La législation répressive 
congolaise ne connait qu’une seule peine privative de 
liberté: la servitude pénale. Elle ne connait donc pas, 
comme d’autres législations, la distinction entre les peines 
d’emprisonnement, de réclusion, de détention, des travaux 
forcés. 


Ceci est 4 mettre en corrélation avec le fait que la légis- 
lation pénale congolaise ne distingue pas les infractions en 
crimes, délits et contraventions. 


Durée de la servitude pénale. La servitude pénale est au 
minimum d’une durée de vingt-quatre heures. Elle peut 
atteindre la perpétuité. 


Champ d’application de la servitude pénale. La servitude 
pénale est dite principale ou subsidiaire: elle est principale 
lorsqu’elle est prononcée, en ordre principal, par le juge 
pour sanctionner une infraction; elle est subsidiaire lors- 
qu’elle est prononcée par le juge, subsidiairement 4 une 
peine d’amende, c’est-d-dire lorsque le juge décide que le 
condamné, a défaut de payer l’'amende qui lui est in- 
fligée, devra purger une peine privative de liberté. 

Sont ou peuvent étre notamment punies de servitude 
pénale: les infractions contre les personnes, a l'exception 
de celles qui sont punies de mort, les infractions contre les 
propriétés, contre la foi publique, contre l’ordre public, 
contre la sécurité publique, contre l’ordre des familles; 
les atteintes aux droits garantis aux particuliers; certaines 
atteintes portées a la siireté de I’Etat; enfin, les infractions 
prévues par les lois dans des matiéres particuliéres, ou par 
les ordonnances d’administration générale et de police. 


Mesures privatives de liberté 


La contrainte par corps. La contrainte par corps peut 
étre décernée dans trois cas: 


a) Comme mode d’exécution des condamnations aux 





restitutions et aux dommages-intéréts, prononcées a charge 
du délinquant et au profit de la partie civile lésée par 
l’infraction; comme mode d’exécution des condamnations 
aux frais. 


La durée de la contrainte par corps est, dans ces 
hypothéses, déterminée par le jugement; elle ne peut 
excéder six mois. Le condamné qui justifie de son insolva- 
bilité est mis en liberté aprés avoir subi sept jours de 
contrainte. 


Ce genre de contrainte est assimilé, pour son exécution, 
a la servitude pénale. 

b) Sans préjudice a l’exécution directe sur l’objet de la 
contestation et a l’exécution forcée sur les biens du con- 
damné, l’indigéne qui refuse d’exécuter sa condamnation 
ou qui n’obtempére pas 4 une injonction ou a une défense 
prononcée par le tribunal indigéne peut, si la coutume ne 
prévoit pas l’application de peines, étre frappé d’une con- 
trainte par corps pour une durée maximum d’un mois. 
Il s’agit donc ici d’un mode spécial d’exécution des dé- 
cisions des tribunaux indigénes. 

c) Le contribuable en défaut d’acquitter le montant de 
l’impot indigéne peut étre directement soumis a la con- 
trainte par corps, sans préjudice de l’exécution forcée sur 
ses biens mobiliers. Le contraint reste sous la garde de 
l’administration et est soumis a certains travaux. La con- 
trainte ne peut jamais dépasser deux mois pour le méme 
exercice; 4 tout moment, le contribuable peut se libérer de 
la contrainte en payant l’impét. 

La contrainte pour non-paiement de l’impét n’implique 
cependant pas nécessairement I’incarcération. Dans les 
régions déterminées par le gouverneur général le contraint 
est simplement astreint a effectuer certains travaux d’uti- 
lité publique et regoit, s’il travaille 4 plus de deux heures 
de sa résidence, logement et nourriture. 

Citons encore, comme mesures privatives de liberté: 
l’internement des vagabonds et mendiants, mis 4 la dis- 
position du gouvernement par les tribunaux; l’incar- 
cération des personnes ne se conformant pas, lors de 
l’arrivée sur le territoire de la Colonie, 4 l’obligation pré- 
vue par la législation sur l’immigration de résider dans 
un lieu déterminé pendant une certaine période; l’incar- 
cération par mesure de police, durant vingt-quatre heures 
au maximum, de ceux qui causent du désordre sur la voie 
publique. 

Législation. Sur ces différentes mesures, consulter : Code 
pénal, articles 16 et 17; arrété royal du 13 mai 1938 
coordonnant les décrets sur les juridictions indigénes, 
article 24; décret du 17 juillet 1914, tel que modifié 4 ce 
jour, sur l’impét indigéne, articles 18 et 22; décret du 
23 mai 1896 sur le vagabondage et la mendicité, articles 3 
et 6; ordonnance d’exécution du 26 mai 1913, article 1; 
ordonnance du 15 octobre 1931 sur le régime péniten- 
tiaire, article 2; arrété du 6 septembre 1898 (désordre sur 
la voie publique); article 13 du décret du 27 décembre 
1948 (immigration). 


V. ADMINISTRATION ET REGIME PENITENTIAIRES 


Etablissements pénitentiaires 
Enumeration. 1. Il est établi dans chaque circonscrip- 
tion indigéne une prison dans laquelle sont purgées les 
peines prononcées par les juridictions indigénes. 





Le régime pénitentiaire dans les circonscriptions ing 
genes sera exposé dans un paragraphe distinct (voir pe 
67). 

2. Il est établi, dans chaque localité ot un tribunj 


répressif non indigéne a son siége, un établissement péni 
tentiaire, soit: 


a) une prison centrale, dans les localités qui sont 
siége habituel d’un tribunal de premiére instance; 


b) une prison de district, dans les chefs-lieux de distrig 
qui ne sont pas le siége d’un tribunal de premiére instance: 


c) une prison de territoire, dans les chefs-lieux de tert}. 
toire qui ne sont pas le siége d’un tribunal de district j 
d’un tribunal de premiére instance. 


Il peut en outre étre créé, par décision du gouverney 
général ou du gouverneur de province, des prisons-ap. 
nexes, des prisons dans les postes permanents détachés dy 
chef-lieu de territoire, ainsi que des camps de détention 
en vue de l’affectation des condamnés a des travaux im 
portants d’utilité publique. 


Destination. Ces établissements sont destinés 4 recevoir: 


a) Les individus condamnés par les tribunaux non i 
digénes ; 

b) Les individus condamnés par les juridictions indi. 
genes, lorsque l’ordre en est donné, par I’un des présidents 
du tribunal de territoire du ressort, au bas d’un extrait dy 
jugement de condamnation; 


c) Les individus incarcérés en vertu d’un mandat d’arrt 
ou d’une ordonnance de mise en détention préventive 
émanant de l’autorité compétente; 


d) Les individus arrétés en vertu des dispositions légales 
relatives aux atteintes 4 la tranquillité et 4 l’ordre public 
ou a la police de l’immigration, ainsi que ceux arrétés par 
mesure de police en application des textes relatifs am 
désordres provoqués sur la voie publique ou dans kes 
agglomérations; 


e) Aux conditions déterminées par des ordonnancs 
spéciales, les indigénes contraints pour non-paiement & 
limpét, ainsi que les vagabonds et mendiants (vor 
pages 63 et 64). 


Régime pénitentiaire 


Logement. 1. Les prisonniers non indigénes sont déte 
nus séparément les uns des autres. 


2. En principe, les prisonniers indigénes sont détenus 
en commun. A ce principe de la détention en commus, 
il y a cependant des exceptions: 


a) Les détenus préventifs et politiques, ainsi que le 
détenus pour vingt-quatre heures au maximum pow 
désordre sur la voie publique ou dans les agglomérations, 
sont enfermés dans un local spécial; 


b) Le commissaire de district peut tenir compte, ainsi 
que nous l’avons déja exposé (voir page 63), de l'état social 
ou du degré de civilisation d’un détenu pour apporter 
sa faveur au point de vue du logement tels changements 
qu'il juge opportuns. 


Classification. 1. Les condamnés, autres que les ind 
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jes non-indigénes condamnés pour infraction peu grave: 
cest pourquoi il n’a pas été jugé nécessaire de classer les 
condamnés non indigénes en diverses catégories. 


2. En revanche, les condamnés indigénes, males et adul- 
tes, sont, dans les prisons centrales et dans les prisons de 
district, répartis en trois catégories: 


]re catégorie: les condamnés a une peine de servitude 
ynale ne dépassant pas deux mois; 


2¢ catégorie: Les condamnés a plus de deux mois de 
grvitude pénale, n’entrant pas dans la troisiéme catégorie; 


3¢ catégorie: Les condamnés a plus de six mois de ser- 
vitude pénale, que le gardien de prison aura déclarés 
dangereux, aprés avoir pris l’avis du magistrat du parquet 
du ressort. Entrent d’office dans cette catégorie les auteurs 
de vols qualifiés et les auteurs de vols simples condamnés 
iplus de deux mois de servitude pénale. 


N.B. Chaque catégorie est séparée des autres et occupe 
des locaux et cours distincts. Le contact entre détenus de 
catégories différentes est évité, tant 4 l’extérieur qu’a 
lintérieur des prisons. 


Individualisation. L’individualisation de la peine n’existe 
que de maniére sommaire: classement par catégoties (voir 
page 64) et adoucissement du régime pénitentiaire (voir 
page 66). 

Cette question fait toutefois l'objet des préoccupations 
de ceux qui poursuivent la réforme du régime. péniten- 
tiaire dont il sera parlé ci-aprés. 


Hygiéne. 1. Quotidiennement le matin, toutes les salles 
de la prison sont nettoyées 4 grandes eaux et ventilées, les 
objets de couchage sont battus et exposés au grand air; 
les cours et les abords de |’établissement sont balayés; 
tous les locaux de l’établissement sont désinfectés au 
moins une fois par mois et aussi souvent que de besoin. 


2. Au moins une fois par semaine, les détenus indigénes 
procédent eux-mémes au lavage de leurs effets d’habille- 
ment: les vétements des prisonniers non indigénes sont 
lavés et repassés par les détenus indigénes désignés a cet 
effet par le gardien. 


3. Les détenus vont au bain aux jours et heures qui sont 
déterminés par le commissaire de district, sur l’avis du 
médecin. 

4. Chaque prison dispose d’ installations hygiéniques et, 
autant que possible, de douches et d’étuves a désinfecter. 
Soins médicaux. 1. La visite médicale des malades a 
lieu journellement a la prison, si les conditions du service 
médical le permettent. 

2. Les détenus malades sont soignés au dispensaire ou 
ilinfirmerie de la prison, sauf dans les cas graves ov le 
transfert a I’hdpital est jugé nécessaire. 

3. Le médecin est tenu de se rendre a la prison chaque 
fois qu’il y est mandé d’urgence. 

Travail, 1. Les prisonniers non indigénes, autres que 
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les préventifs, sont employés a l’intérieur de la prison, ot 
ils sont astreints, dans chaque cas, aux travaux désignés 
par le commissaire de district. 


2. Les condamnés indigénes de la premiére catégorie 
sont affectés aux travaux a effectuer, soit de préférence a 
Pintérieur de la prison, soit dans les stations ou dans les 
environs immédiats: nettoyage de la voirie, débrousaille- 
ments, inhumations, distribution d’eau, vidanges, remblai 
des marais, travaux de cultures, transports de colis, 
déchargement ou chargement de bateaux, etc. 


3. Les condamnés de la deuxiéme catégorie sont de 
préférence concentrés dans des camps pour étre employés 
a de plus importants travaux d’utilité publique, tels que 
les routes et les chemins de fer. 


4, Les condamnés de la troisiéme catégorie sont affectés 
séparément de ceux des autres catégories 4 des travaux 
durs, soit 4 l’intérieur de la prison, soit 4 l’extérieur, mais 
dans des conditions de surveillance particuliérement rigou- 
reuse. 


N.B. Les condamnés détenus dans les prisons de terri- 
toire sont assimilés aux condamnés dela premiére catégorie 
en ce qui concerne les travaux auxquels ils peuvent étre 
affectés. 


5. Sont employés 4 des travaux légers, autant que 
possible 4 l’intérieur de la prison: 


a) Les détenus préventifs et les détenus politiques; 


b) Les condamnés a la contrainte pour non-paiement 
des frais de justice; 


c) Les individus incarcérés pour vingt-quatre heures au 
maximum, par ordre de l’autorité administrative, pour 
désordre sur la voie publique ou dans les agglomérations; 


d) Les femmes, les vieillards, les non-adultes; 


e) Ceux qui, par décision du médecin, seraient déclarés 
inaptes a des travaux durs. 


Formation professionnelle. Dans les prisons de district 
et dans les prisons centrales, il existe des ateliers pour 
l’apprentissage d’un métiet aux détenus condamnés 4 une 
longue peine de servitude pénale. 

Loisirs. 1. Promenades. Les détenus occupés a des tra- 
vaux a l’intérieur de la prison jouissent d’une demi-heure 
de promenade aux abords de la prison, dans les conditions 
a déterminer par le commissaire de district, d’accord avec 
le médecin. 


Pour les détenus de la troisiéme catégorie, la prome- 
nade peut étre remplacée par les exercices physiques a 
effectuer dans I’enceinte de la prison. 


2. Visites. Les détenus peuvent recevoir des visites le 
dimanche, moyennant autorisation écrite dans chaque 
cas. 


3. Correspondances. Les détenus peuvent écrire et rece- 
voir des lettres. Toutefois, ces lettres sont lues au préalable 
par les autorités. Toute lettre écrite ou regue, dont la 
teneur est incompatible avec les régles de la discipline ou 
le respect dQ aux autorités, peut étre interceptée et ren- 
voyée 4 son expéditeur. 


Nous avons exposé ci-dessus les régles spéciales relatives 
4 la correspondance des détenus préventifs (voir page 63). 








Lectures. Par mesure de faveur, les détenus peuvent 
étre autorisés a recevoir des livres en lecture: ils peuvent 
alors faire la lecture en dehors des heures de travail. 


Les livres ne peuvent étre donnés et restitués que par 
lintermédiaire du gardien, qui saisit tout livre 4 caractére 
subversif ou immoral, ainsi que ceux qui contiendraient des 
correspondances ou annotations destinées aux détenus. 


Assistance spirituelle. L’exercice de leur ministére auprés 
des détenus est facilité aux missionnaires. 


Discipline. Les peines disciplinaires sont: 


a) Pour les détenus non indigénes: 1) la privation de 
promenades; 2) la privation de visites; 3) la privation de 
certains aliments ou boissons, 4 déterminer par le commis- 
saire de district, sur avis conforme du médecin; 4) les 
menottes; 5) le cachot obscur, pendant un mois au maxi- 
mum; 6) la privation des correspondances, pendant six 
semaines au maximum; 


b) Pour les détenus indigénes: 1) la privation de pro- 
menades; 2) la privation de visites; 3) les menottes; 4) le 
cachot obscur, pendant un mois au plus; 5) un a quatre 
coups de fouet appliqués au bas des reins; il ne peut étre 
infligé plus de quatre coups pour les fautes d’une méme 
journée ; cescoupssontdonnés d’affilée mais, si une blessure 
ou une syncope se produit, l’application du fouet est im- 
médiatement interrompue (voir aussi page 68). 


Adoucissement. Le gardien de prison a le droit d’atténuer 
les rigueurs du régime pénitentiaire, soit en faveur de pri- 
sonniers de la deuxiéme catégorie qui auraient donné des 
preuves d’amendement, soit, mais sur l’avis du médecin, 
en faveur des prisonniers dont l’état de santé réclamerait 
des soins spéciaux. 


En cas d’amendement d’un détenu de la troisiéme caté- 
gorie, le gardien de la prison place celui-ci dans la deuxiéme 
catégorie, aprés avoir pris l’avis du chef du parquet du lieu. 


Administration et personnel. 1. La garde et l’adminis- 
tration de chaque prison sont confiées 4 un agent de la 
Colonie. 


2. Le gardien est responsable de la stricte observation 
des dispositions et instructions concernant le régime péni- 
tentiaire. Il exerce ses fonctions sous la direction immédiate 
du commissaire de district. Etant un agent de la Colonie, le 
gardien de prison est soumis, pour tout ce qui regarde sa 
carriére (recrutement, promotions, formation, rémuné- 
ration, etc.), aux régles concernant le personnel administra- 
tif de la Colonie. 


3. La surveillance immédiate des détenus est exercée par 
les soldats de la police territoriale, des agents des corps de 
police territoriale ainsi que par des surveillants ; ces derniers 
sont plus spécialement chargés du service intérieur des 
établissements. Tous sont placés, pour l’exécution de ce 
service, sous l’autorité directe du gardien de prison. 


4. La réglementation du régime pénitentiaire prévoit 
tout un systéme d’inspection des prisons. Ces inspections 
sont imposées au commissaire de district, a l’administra- 
teur de territoire, au médecin de district, 4 la commission 
d’hygiéne, al’ officier du ministére public attaché au tribunal 
de district; la périodicité de ces inspections est rigoureuse- 
ment prévue. En outre, certaines autorités (le gouverneur 
général, les gouverneurs de province, les procureurs géné- 








raux, les procureurs du roi, le médecin en chef de la Colonigf avait enc 
les médecins provinciaux, le directeur des services pénite§ ordonnee 


tiaires de la Colonie, les conseillers juridiques des py 
vinces, etc.) ont toujours le droit de visiter les établis 
ments pénitentiaires. 
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Libération conditionnelle. 1. Les condamnés qui ont jf attendan 


subir une ou plusieurs peines comportant privation & 
liberté peuvent étre mis en liberté conditionnelle, lorsquy 
ont accompli le quart de ces peines, pourvu que la durée& 
lincarcération déja subie dépasse trois mois. 


Les condamnés a perpétuité peuvent étre mis en liberi 
conditionnellement lorsque la durée de l’incarcération dé 
subie par eux dépasse cing ans. 


2. La libération conditionnelle est accordée a ceux qii 
ont fait preuve d’amendement. 


L’administration, pour apprécier si un condamné quia 
fait preuve d’amendement peut étre libéré conditionnelk. 
ment, tient compte de ses antécédents, des causes de sa con. 
damnation, de ses dispositions morales et des moyen 
d’existence dont il disposera a sa sortie de prison. 


3. Le gardien de prison fait mensuellement connaitre ay 
chef du service administratif provincial de la justice, par 
l’intermédiaire du commissaire de district, les condamné 
qui ont purgé le quart de leur peine, et dont l’incarcération 
déja subie dépasse trois mois, ainsi que ceux dont la propo 
sition de libération aurait été remise par le gouverneur de 
province a une date du mois en cours. Il donne en méme 
temps, par écrit, ses avis et considérations relativementa 
la conduite, au caractére et aux dispositions morales de ce 
détenus. Le commissaire de district agit de méme et trans- 
met toutes les piéces, ainsi que l’avis du procureur du ro) 
ou du substitut, au chef du service provincial de la justice 
et du contentieux. 


4. La mise en liberté est ordonnée par les gouverneurs & 
province sur proposition du chef du service provincial & 
la justice et du contentieux. 


5. Le permis de libération énonce les conditions impo 
sées au délinquant a sa libération. La nature et l’objet & 
ces conditions spéciales dépendent des circonstances par- 
ticuliéres dans lesquelles le condamné se trouve et des 
causes de sa condamnation. Il peut notamment lui étre 
interdit de paraitre dans telle localité, et une résidence fixe 
peut méme lui étre assignée. 


Le gardien de prison donne connaissance aux intéressés 
de l’ordonnance leur accordant la libération conditionnelle 
ou de l’avis qui lui a été transmis de l’existence de pareille 
ordonnance. I] attire leur attention sur les conditions qu'il 
ont a observer et les invite 4 déclarer qu’ils acceptent toutes 
ces conditions; il les invite aussi 4 faire connaitre la localité 
ol ils vont résider. 


6. La mise en liberté peut toujours étre révoquée par 
l’autorité qui I’a accordée, aprés avis du parquet, pour 
cause d’inconduite ou d’infraction aux conditions énoncées 
dans le permis de libération. La réintégration a lieu, en 
vertu de la décision de révocation, pour l’achévement du 
terme d’incarcération que l’exécution de la peine compor- 
tait encore a la date de la libération. 


7. La libération définitive est acquise au condamné si la 
révocation n’est pas intervenue avant l’expiration d'un 
délai égal au double du terme d’incarcération que celui-ci 
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avait encore a subir a la date a laquelle la mise en liberté fut 
ordonnée en sa faveur. 


Assistance aux détenus libérés. Actuellement, cette as- 
sistance consiste dans la remise aux détenus libérés d’un 
pécule, destiné 4 les aider 4 assurer leur subsistance en 
attendant qu’ils aient pu retrouver du travail. Ce pécule 
gt, en principe, proportionnel au nombre de journées de 
détention subies. 


Appendice — Régime pénitentiaire dans les circonscriptions 
indigenes. Nous avons exposé qu'il existait dans chaque 
circonscription indigéne une prison dans laquelle sont 
urgées les peines prononcées par les juridictions indigénes 
(voir page 64). 

Ces prisons sont gardées et administrées par le chef de la 
circonscription, qui peut cependant, avec l’autorisation de 
ladministrateur de territoire, déléguer ses pouvoirs, en tout 
ouen partie, 4 un indigéne lettré de la circonscription. 


Le gardien exerce ses fonctions sous la surveillance de 
ladministrateur de territoire ou de son délégué et du chef 
dela circonscription, quand celui-ci a délégué ses pouvoirs. 


La surveillance directe des détenus est exercée par les 
policiers de la circonscription placés, pour l’exécution de ce 
service, sous l’autorité directe du gardien de prison. 


Les détenus ne peuvent étre affectés qu’a des travaux 
dintérét général et a l’établissement de cultures destinées 
jassurer leur subsistance. Les femmes, les vieillards, les 
non-adultes, les inaptes 4 des travaux durs sont employés 
4 des travaux légers; les malades sont dispensés de tous 
travaux. 


Le logement des détenus doit étre conforme aux prescrip- 
tions normales de I’hygiéne, les femmes étant séparées des 
hommes. L’alimentation doit étre suffisante et conforme 
aux usages locaux. 


Au cours de leurs déplacements, les autorités territoriales 
et médicales, de méme que les magistrats du parquet, 
inspectent les prisons des circonscriptions indigénes de 
leur ressort. 


Législation et réglementation. Sur le régime et l’adminis- 
tration pénitentiaires, consulter: le Code pénal, articles 
35 4 38; le Code de procédure pénale, article 149; la loi du 
18 octobre 1908 sur le Gouvernement du Congo belge, 
article 30 ter ; ’ordonnance du 15 octobre 1931 sur le régime 
pénitentiaire, telle que modifiée 4 ce jour, et spécialement 
les articles 1, 2, 12, 17, 19, 21 a 24, 31, 32, 41 a 50, 52; 
ordonnance du 20 janvier 1938, modifiée notamment par 
les ordonnances des 12 juillet 1950 et 6 juin 1951, sur le 
tégime pénitentiaire dans les circonscriptions indigénes; 
Parrété du 13 novembre 1897 et l’ordonnance du 11 sep- 
tembre 1916 sur la libération conditionnelle. 


VI. LA CONDAMNATION CONDITIONNELLE 


La condamnation conditionnelle (sursis) est la seule 
forme de suspension conditionnelle de la peine qui soit 
prévue actuellement par la législation répressive congolaise. 


Traits principaux du systéme 


1. Les cours, tribunaux et conseils de guerre, en con- 
damnant un non-indigéne, un indigéne immatriculé ou 
détenteur de la carte du mérite civique 4 une ou plusieurs 
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peines de servitude pénale, principales ou subsidiaires, 
peuvent ordonner par décision motivée qu’il sera sursis a 
lexécution de l’arrét ou du jugement en ce qui concerne 
cette ou ces peines, pendant un délai dont ils fixeront la 
durée, 4 compter de la date du prononcé de l’arrét ou du 
jugement, mais qui ne pourra excéder cing années. 

2. L’octroi du sursis est subordonné aux conditions ci- 
aprés: 

a) qu’il ne soit pas prononcé contre le condamné une 
peine de servitude pénale principale supérieure a trois mois; 

b) quelecondamné n’ait antérieurement encouru aucune 
condamnation a la servitude pénale principale, du chef 
d’une infraction commise dans la Colonie, punissable, 
indépendamment de l’amende, d’une servitude pénale de 
plus de deux mois. 


3. L’arrét ou le jugement portant condamnation ne sera 
pas exécuté, en ce qui regarde la ou les peines de servitude 
pénale, si, pendant le délai fixé, le condamné n’encourt pas 
de condamnation nouvelle du chef d’infractions punis- 
sables, indépendamment de l’amende, d’une servitude de 
plus de deux mois. 


Dans le cas contraire, les peines pour lesquelles le sursis 
aura été accordé et celles qui auront fait objet de la con- 
damnation nouvelle seront cumulées. 


4. En cas de sursis applicable a la servitude pénale sub- 
sidiaire, la suspension de la prescription s’étend a ’amende. 


Législation. Article 42 du Code pénal. 


VII. L’AMENDE 


Principe et champ d application. L’amende peut étre 
prononcée soit a titre de seule peine, soit a titre de peine 
s’ajoutant a la peine de la servitude pénale. 


La grande majorité des infractions sont punissables de 
servitude pénale et d’amende, ou d’une de ces peines seu- 
lement. Seules les infractions de minime gravité sont punis- 
sables exclusivement d’amende. 


L’amende est percgue au profit du Trésor. 


Montant de l’amende. L’amende est d’un franc au moins. 
Le plus souvent, la loi pénale fixe un minimum et un maxi- 
mum, Ou un maximum seulement: le juge fixe le taux, dans 
chaque cas, dans les limites qui sont ainsi déterminées 
par la loi. 


Délai de paiement. L’amende doit étre payée entre les 
mains du greffier, dans la huitaine qui suit la condamnation 
devenue irrévocable et, dans le cas d’un jugement exécutoire 
immédiatement, dans la huitaine qui suit le prononcé du 
jugement. 


L’amende peut étre toutefois exigée dés le prononcé du 
jugement s’il est contradictoire, ou dés sa signification s’il 
est par défaut, lorsqu’il y a lieu de craindre que le condamné 
parvienne a se soustraire par la fuite a l’exécution de 
cette condamnation. 

Sur décision du juge, le délai prévu a l’alinéa premier 
peut étre prolongé, et, dans le cas de l’alinéa 2, les pour- 
suites en recouvrement de l’amende peuvent étre sus- 
pendues. 


Mesures substitutives en cas de défaut de paiement. A 
défaut du paiement de l’amende dans les délais fixés par la 








loi, celle-ci peut étre remplacée par une servitude pénale 
dont la durée est fixée par le jugement de condamnation 
d’aprés les circonstances et le montant de l’amende infligée 
au condamné (voir page 63). 


La durée de la servitude pénale subsidiaire n’excéde ja- 
mais six mois. Dans tous les cas, le condamné peut se 
libérer de cette servitude en payant l’amende. II ne peut se 
soustraire aux poursuites sur ses biens en offrant de subir la 
servitude pénale. 


Législation: Code pénal, articles 10, 12 et 13; Code de 
procédure pénale, article 151. 


VIII. AUTRES PEINES ET MESURES 


Peine de mort 


Champ d’application. Sont ou peuvent notamment étre 
punis de mort: le meurtre, l’empoisonnement, I’épreuve 
superstitieuse ayant causé la mort, l’incendie criminel, le 
viol ou l’attentat 4 la pudeur ayant causé la mort, certaines 
atteintes portées a la sireté de I’Etat ou de ses alliés agissant 
contre l’ennemi commun, la lacheté devant I’ennemi, la 
trahison, la désertion en temps de guerre. 


Exécution. Le condamné a mort est exécuté suivant le 
mode déterminé par le gouverneur général. Ce mode est 


actuellement: la pendaison pour les civils, les armes pour 
les militaires. 


Lorsqu’il est vérifié qu’une femme condamnée a mort est 
enceinte, il n’est procédé a son exécution qu’aprés sa 
délivrance. ‘ 

Le condamné au lieu du supplice est assisté du ministre 
du culte présent dans la localité ou a lieu l’exécution, dont 
il aura réclamé ou admis le ministére. 


Législation. Sur la peine de mort, consulter : le Code pénal, 
articles 5, 6, 45, 49, 57, 67, 85, 108, 171, 181, 182; le Code 
pénal militaire, article 21; l’arrété du 9 avril 1898 sur les 
exécutions capitales, spécialement articles 1, 3 et 4. 


Peines corporelles. Aucune peine corporelle n’est prévue 
par la législation congolaise, a titre de sanction pénale. 


La peine du fouet — et elle seule — subsiste encore, dans 
certains cas, a titre de sanction disciplinaire (nous en avons 
vu un exemple en étudiant le régime pénitentiaire); cette 
sanction tend cependant a étre progressivement éliminée, 
et dés a présent certaines catégories d’individus y échappent 
totalement, les détenus préventifs, les femmes, les enfants 
et les vieillards notamment. 


Travail obligatoire sans détention. Cette peine n’est pas 
prévue par la législation répressive congolaise. 

Mise sous surveillance de la police. Cette peine n’est pas 
prévue par la législation congolaise. 

Mesures accessoires: privation des droits civiques. 

Il n’existe pas de droits politiques au Congo belge. 

Quant aux droits civils des habitants, ceux-ci ne peuvent 
en étre privés totalement: la mort civile est en effet interdite 
par la loi du 18 octobre 1908 sur le gouvernement de la 
Colonie. 


Mesures accessoires: interdiction d’exercer une profession, 
une industrie ou un commerce. La législation répressive 
congolaise ne prévoit pas de peine de ce genre. Mais il n’est 


68 





as exclu qu’une loi spéciale prévoie, pour une infra 
q 


, ~e } ig a car’ 
déterminée, ce genre de sanction. deh 


on | 

Confiscation des biens. La peine de confiscation général ~ som 
des biens ne peut étre établie au Congo: l’article 2 def es condi 
loi du 18 octobre 1908 sur le gouvernement de la Colon a) La 
le défend expressément. aésubie 
En revanche, la confiscation spéciale est organisée parkg yon aver 
législation pénale congolaise. Cette confiscation s’appliq b) Le 


uniquement: dommas 


1. Aux choses formant l’objet de l’infraction et a cells a, s'il es 
qui ont servi ou qui ont été destinées 4 la commettre quan} jy Code 
la propriété en appartient au condamné; principa 


2. Aux choses qui ont été produites par infraction. __ | affranch 


La confiscation spéciale est prononcée pour toute ip api 
fraction dont l’existence est subordonnée a l’intentig a ose 
délictueuse. Elle n’est prononcée, pour les autres infra. a dic 
tions, que dans les cas déterminés par le législateur. preyu 


tion des 
Confiscation des biens: Législation. Loi du 18 octobre} jont le 
1908, article 2; et Code pénal, article 14. 


admis a 

Non-indigénes: expulsion, interdiction de séjour etrésidene} ¢) Ci 

forcée. L’expulsion, l’interdiction de séjour et la résidene} jamnat 

forcée sont prévues par la législation congolaise, non pasif wit, da 

titre de sanction pénale, mais a titre de mesure administre-] formén 
tive de police. 


Pr 
Ces mesures visent les indésirables et ceux qui, par leur ni 
présence ou leur conduite, compromettent ou menacent def conduit 
compromettre la tranquillité ou l’ordre publics. Consulter é) Li 
sur ce point: le décret du 27 décembre 1948, tel que modifié dela ré 
a ce jour, sur la police de l’immigration. oL 
Indigénes: Relégation. La relégation est également um Pappe 
mesure administrative de police. Tout indigéne de hk localite 
Colonie qui, par sa conduite, compromet la tranquillité 
publique, peut étre contraint, par une ordonnance motivé, 3. L 
de s’éloigner d’un certain lieu ou d’habiter dans un lieu} Sonne 
déterminé. Législation: décret du 5 septembre 1910, mo} S425 P! 
difié par ordonnance législative, le 12 juillet 1943, surh] 4. S 
relégation. qu'un 
généra 
tifs pr 
sans f 
Casier judiciaire. La législation congolaise est muette} :éhabi 
quant a l’organisation d’un casier judiciaire. 5. § 
En fait cependant, celui-ci a été organisé, en ce qui con 


cerne les non-indigénes seulement, a la date du 6 juillet 
1934, 


C’est le procureur général prés la cour d’appel de Léo 
poldville qui assume la haute direction du service du casier 
judiciaire, pour toute I’étendue de la Colonie. Lui seul —ou 
son délégué — est compétent pour délivrer les extraits. 


Ce haut magistrat ne délivre ces extraits que: 


IX. CASIER JUDICIAIRE ET REHABILITATION 
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a) Aux particuliers qui en font la demande pour eu 
mémes (et A aucune autre personne, pas méme l’employeur); 


b) Aux autorités. 
Réglementation. Consulter: un avis au public, paru dass 


le Bulletin administratif de la Colonie, année 1934, page 
505; ’ordonnance 44/Cont. du 23 avril 1934, article 1. 


Réhabilitation 


il s’e: 
1. Tout non-indigéne, indigéne immatriculé ou détenteur 
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: de la carte du mérite civique, condamné du chef d’une in- 


fraction commise dans un des territoires africains soumis 


4; autorité de la Belgique, peut étre réhabilité moyennant 


les conditions suivantes: 

a) La peine pécuniaire ou privative de liberté doit avoir 
sésubie ou remise en vertu du droit de grace ou étre comme 
non avenue par suite de condamnation conditionnelle; 


b) Le condamné doit étre libéré des restitutions, des 
dommages-intéréts et des frais auxquels il a été condamné 
at, s'il est banqueroutier, au sens de l’article 23 du livre II 
du Code pénal, doit étre libéré du passif de la faillite, en 
principal, intéréts et frais. La cour d’appel peut, toutefois, 
affranchir de cette condition le condamneé qui justifie s’étre 
trouvé dans l’impossibilité de se libérer, soit en raison de 
son indigence, soit en raison de toute autre cause qui ne 
lui serait pas imputable. Elle peut aussi, dans ce cas et sans 
préjudice aux droits des créanciers, fixer la partie de restitu- 
tion des dommages-intéréts, des frais de justice et du passif 
dont le condamné doit étre libéré avant qu'il puisse étre 
admis a la réhabilitation; 

c) Cing ans doivent s’étre écoulés, soit depuis la con- 
damnation conditionnelle, si celle-ci est comme non avenue, 
sit, dans les autres cas, depuis l’extinction de la peine, con- 
formément au littera a) ci-dessus ; 


d) Pendant ce délai ou durant les cing années qui ont 
précédé la demande, le condamné doit avoir été de bonne 
conduite et avoir eu une résidence certaine; 


e) Le condamné doit n’avoir pas déja joui du bénéfice 
de la réhabilitation. 


2. La réhabilitation est prononcée ou rejetée par la cour 
d’appel qui, a l’époque de la requéte, a dans son ressort la 
localité africaine ot la condamnation a été prononcée. 


3. La réhabilitation fait cesser pour l’avenir, dans la per- 
sonne du condamné, tous les effets de la condamnation, 
sans préjudice des droits acquis aux tiers. 


4. Si la Cour prononce la réhabilitation, elle ordonne 
qu'un extrait de l’arrét soit, 4 la diligence du procureur 
général, transcrit en marge des arréts ou jugements défini- 
tifs prononcés 4 charge du condamné. Le réhabilité peut, 
sans frais, se faire délivrer une expédition de l’arrét de 
rehabilitation. 

5. Si la Cour rejette la demande, celle-ci ne peut étre 
renouvelée avant l’expiration de deux années depuis la date 
de ’arrét. 

Législation. Décret du 21 juin 1937, modifié notamment 
par le décret du 17 mai 1952: spécialement, articles 1, 2, 
Tet 9. 


X. PARDON JUDICIAIRE, GRACE, AMNISTIE 
Pardon judiciaire. Le pardon judiciaire n’est pas prévu 
par la législation congolaise. 


Grace. Le Roi a le droit de remettre, de réduire et de 
commuer les peines. 


Aucune condition spéciale n’est prévue par la législation 
pour qu’un condamné puisse solliciter et obtenir la clémence 
royale. Aucune procédure spéciale n’est dictée a cet égard. 

Le droit de grace est un privilége attaché 4 la Couronne; 
il s’exerce souverainement, mais il est bien évident que le 
Roi se décide, en fait, d’aprés les faits et circonstances de la 
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condamnation, les données propres a la personnalité du 
condamné, son comportement en prison, sa situation 
familiale, ses ressources pécuniaires, etc. 

Rappelons que, comme toute décision royale, celle-ci 
doit étre contresignée par un ministre, qui par cela seul s’en 
rend responsable. 


Législation. Articles 9 et 20 de la loi du 18 octobre 1908 
sur le Gouvernement du Congo belge. 


Amnistie. Pas plus que la Constitution belge, la loi du 
18 octobre 1908 sur le Gouvernement du Congo belge ne 
régle l’exercice du droit d’amnistie. 


La doctrine estime cependant que l’intérét public (supre- 
ma lex) peut autoriser, commander méme, par dérogation 
aux principes, de laisser 4 l’un des pouvoirs de l’Etat le 
droit d’amnistie; elle estime que ce droit doit alors étre 
exercé par le pouvoir législatif. 


Au Congo comme en Belgique, seul le pouvoir législatif 
peut donc prendre une décision d’amnistie: l’amnistie ac- 
cordée sera tanté6t générale, tantét particuliére, tantét ab- 
solue, tantét conditionnelle. 


Amnistie — doctrine. Voir: Pandectes belges, vo Am- 
nistie, n°S 8, 14 4 18. 


XI. DEVELOPPEMENTS RECENTS ET PERSPECTIVES D’AVENIR 


Deux faits nouveaux méritent d’étre signalés: la décision 
prise par le gouvernement de procéder 4 une réforme 
profonde du régime pénitentiaire et la publication d’un 
décret relatif 4 l’enfance délinquante. 

L’un et l’autre démontrent le souci de la Belgique d’aller 
de l’avant en ce domaine comme en d’autres et de ne rien 
négliger qui soit de nature a4 contribuer au progrés social du 
Congo belge. 


La réforme du régime pénitentiaire 


Il est impossible de détailler dans le cadre de cet article 
les projets de réforme du régime pénitentiaire. Notre exposé 
se limitera donc aux principes de cette réforme. 


Le nouveau régime pénitentiaire prévoit une véritable 
ségrégation des condamnés destinée a faciliter l’individua- 
lisation de la peine, a diminuer les dangers de contamination 
des condamnés et enfin a susciter leur amendement en leur 
offrant, de maniére plus concréte, la possibilité d’obtenir 
un adoucissement de régime. 


A ces fins, il sera créé de nouveaux établissements desti- 
nés a recevoir chacun une catégorie déterminée de condam- 
nés, et chaque établissement sera congu de maniére a pou- 
voir y effectuer de nouvelles ségrégations. 

Les détenus ne pourront, en principe, pas sortir des 
établissements et des domaines agricoles qui leur seront 
annexés. 


Indépendammentdes travaux agricoles, les détenus seront 
affectés dans des ateliers, 4 des travaux d’apprentissage ou 
de perfectionnement: menuiserie, forge, couture, reliure, 
imprimerie, etc. 

Enfin, chaque établissement sera doté d'un personnel 
spécialisé: des directeurs et directeurs adjoints seront 
chargés de la direction morale et administrative; des tech- 
niciens seront chargés de la direction des ateliers et des 








cultures; des moniteurs et gardiens indigénes, spécialisés, 
assisteront dans leurs taches les dirigeants. 


Dés a présent la construction de six nouveaux établisse- 
ments est décidée, ce qui témoigne de l’ampleur de l’effort 
que le gouvernement est résolu a faire en ce domaine. Et les 
travaux de construction—pour lesquels unelarge utilisation 
des condamnés est prévue — sont déja commencés ou sur le 
point del’étre. 


Toujours dans le méme ordre d’idées, le gouvernement 
a créé, a la date du 1° janvier 1952, au sein du Gouverne- 
ment général du Congo belge, une direction spécialisée, la 
direction des services pénitentiaires, qui a pour tache prin- 
cipale la poursuite de la réforme entreprise. 


L’enfance délinquante. Le décret sur l’enfance délinquante 
date du 6 décembre 1950, et sa mise en vigueur, retardée par 
la nécessité d’étudier et mettre au point de nombreux 
détails d’exécution — notamment l’organisation d’établis- 
sements ad hoc — est prévue pour 1954. 


Ce décret pose le principe de l’irresponsabilité pénale des 
mineurs de moins de dix-huit ans, crée pour ceux-ci une 
juridiction spéciale, et remplace la sanction pénale «infa- 
mante » par des mesures de garde, d’éducation et de préser- 
vation. Les régles de la procédure sont nettement distinctes 


Summary 


This article gives an outline of the administrative and 
judicial organization of the Belgian Congo concerning the 
treatment of the offender. ‘ 


Under the heading “Detention pending Trial” there are 
descriptions of such procedures as warrants of arrest and 
detention, duration of detention, release on bail, the régime 
of detention, provisions for the deduction of the period 
of detention from the subsequent prison sentence and 
provision for medical examination prior to judicial dis- 
position. 


The legislation of the Belgian Congo provides for one 
form of punishment which deprives a person of liberty— 
penal servitude (servitude pénale); it does not distinguish 
between crimes, offences and infractions (contraventions). 
There are two types of prison in the Belgian Congo: those 
that accommodate offenders convicted by indigenous 
courts and those that accommodate offenders convicted by 
non-indigenous courts. The former prisons are for indi- 
genous prisoners, the latter for both indigenous and non- 
indigenous prisoners. The article describes various aspects 
of the prison régime, e.g., the number of prisons, types of 
prisoners, living quarters, classification, medical care, 


Resumen 


El articulo expone brevemente la organizacién adminis- 
trativa y judicial del Congo Belga concerniente al trata- 
miento del delincuence. 

En el capitulo titulado “‘Detencién preventiva se trata 
de las érdenes de arresto y detencidén, la duracién de la 
detencidn, la libertad bajo fianza, el régimen de detencidn, 
las disposiciones para deducir el periodo de detencidén del 
término de la sentencia a prisién y las disposiciones que 
ordenan un examen médico previo a la decisién judicial. 
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prison labour, training, leisure-time activities, discipline, 
personnel, conditional release. 


The only form of conditional suspension of punishment 
existing in the above-mentioned legislation is the cond: 
tional sentence (suspension of the execution of sentence| 
(condamnation conditionnelle (sursis)). 


The latter part of the article describes such measures 4 
fines, death penalty, corporal punishment, confiscation of 
property, expulsion, penal register, pardon and amnesty. 
The author, discussing current developments and futur 
plans, points to the extensive reform of the prison régim 
which is foreseen by the Belgian Government. New prisom 
will be built which will provide for better classification of 
prisoners. Shops will be established where prisoners can 
serve as apprentices or where they can complete their trait- 
ing in such vocations as carpentry, iron-work, sewing 
bookbinding, printing, etc. Specialized personnel will & 
employed in the prisons. It is reported that six new estab 
lishments are under construction and that a large amount 
of the work is being carried out with the aid of prison labour. 
A directorate of prison services has been set up whose main 
task will be to carry out the above-mentioned reforms. 


La legislacién del Congo Belga establece una sola pen 
privativa de la libertad personal, a la que se da el nombre & 
servitude pénale y que no hace distingos entre crimenés, 
delitos y faltas o contravenciones. En el Congo Belga hay 
dos clases de carceles: las que alojan a los condenados por 
tribunales nativos y las que alojan a los condenados pot 
tribunales no nativos. Las primeras son prisiones pata 
nativos, las segundas son para nativos y no nativos. En ¢ 
articulo se describen varios aspectos del régimen peniter 















ciario, por ejemplo, el numero de prisiones, clases de presos, 
celdas y dependencias, clasificacién de los presos, asistencia 
médica, trabajo penitenciario, aprendizaje de oficios, en- 
tretenimientos, disciplina, personal de los establecimientos 
penales y libertad condicional. 
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La unica forma de suspensién condicional de la pena que 
sg conoce en la legislacién mencionada es la condena con- 
dicional (suspensién de la ejecucién de la sentencia). 


En la ultima parte del articulo se hace una breve expo- 
scion de medidas tales como multas, pena de muerte, 
castigos corporales, confiscacién de bienes, expulsidn, 
registro penal, indulto y amnistia. El autor, al tratar de los 
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referencia a la importante reforma del régimen peniten- 
ciario que el Gobierno belga se propone realizar. Se prevé 
la construccién de nuevas carceles, las cuales permitiran 
separar mejor a los presos segun su clasificacién. Se esta- 
blecerdn talleres donde los presos puedan trabajar como 
aprendices o completar sus conocimientos en oficios tales 
como el de carpinteria, herreria, costura, encuadernacién, 
imprenta, etc. Las prisiones estaran a cargo de un per- 
sonal especializado. Se informa que seis nuevos estable- 
cimientos se hallan en construccién y que una gran parte 
del trabajo se realiza mediante el aprovechamiento de la 
mano de obra de los presos. Se ha creado una direccién de 
prisiones cuya tarea principal sera la de poner en practica 
las reformas mencionadas. 
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UNITED NATIONS ACTIVITIES IN THE FIELD OF THE 
PREVENTION OF CRIME AND THE TREATMENT 
OF OFFENDERS 


I’CEUVRE DES NATIONS UNIES DANS LE DOMAINE DE LA 
PREVENTION DU CRIME ET LE TRAITEMENT 
DES DELINQUANTS 


ACTIVIDADES DE LAS NACIONES UNIDAS EN LA PREVENCION 
DEL DELITO Y TRATAMIENTO DEL DELINCUENTE 
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English section 


Publications in the field of social defence, 1953-1954 


The following projects in the field of social defence have 
been completed: 


1. Probation 


A study entitled Practical Results and Financial Aspects 
of Probation in Selected Countries by Max Griinhut, 
Reader in Criminology, Oxford University, England, will 
be published in English in 1954 for use by the second ses- 
sion, in Geneva (1954), of the European regional consulta- 
tive group on the prevention of crime and the treatment 
of offenders. 


2. Juvenile delinquency} 


Part IV: Asia and the Far East: by Katayun H. Cama, 
formerly Juvenile Court Judge, Bombay, India; English 
[ST/SOA/SD/1/Add.3]. 

Part V: Middle East: by Shakir El-Ani, Attorney- 
General, Ministry of Justice, Baghdad, Iraq (section 1), and 
by Saadi Bississo, Judge of the Supreme Court, Syria (sec- 
tions II-VII and the bibliography); English [ST/SOA/SD/ 
1/Add.4]. 


3. The indeterminate sentence 


A study on this subject has been completed by Marc 
Ancel, Président de Chambre a la Cour d’appel and Secre- 
tary-General of the Jnstitut de droit comparé de I’ Université 
de Paris, and has been published in French and in English 
[ST/SOA/SD/2]. This study was prepared for the purpose 
of providing current information on legislation and practice 
and to estimate the results of the indeterminate sentence 
in various legislative and administrative systems. It will be 
submitted for consideration to the regional conferences on 
the prevention of crime and the treatment of offenders and 
to the Social Commission. 


4. Parole and after-care 


G. Th. Kempe, professor, Criminological Institute of the 
University of Utrecht, the Netherlands, has completed a 
survey of the requirements for conditional release, or release 
on parole, of the services which are provided for adults 
released from correctional institutions in various countries, 


1 Part I, North America [ST/SOA/SD/1] in English, part II, Europe 
[ST/SOA/SD/1/Add.1] in French, and part III, Latin-America 
(ST/SOA/SD/1/Add. 2] in Spanish, were published in 1952. 
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and an analysis of trends in theory and practice in 
field. This study, entitled Parole and After-care, will 
published in 1954 in English for use of the second 

of the European Regional Consultative Group. 


5. Latin-American seminar 


A seminar on the prevention of crime and the treat 
of offenders was held 6-19 April 1953 in Rio de Janeir 
Brazil. Volume I, containing documents and the contri 
tions of experts to the seminar, and volume II, contain 
the contributions of the delegates of the governments, ha 
already been published in Spanish [ST/SOA/SD/LA/1 
ST/SOA/SD/LA/2}. These were printed by the Gov 
ment of Brazil. It is expected that volume III, containi 
the summary of the meetings, the general report and 
recommendations adopted, will be published by the Br, 
zilian Government in Spanish in 1954. 


The general report on the above seminar containing 
summary of the discussions and the recommendations 
proved by the seminar, has been published in English} 
the United Nations Technical Assistance Administrati 
[ST/TAA/Ser.C/13]. 
















6. European regional consultative group 


The general report on the first conference of the Euro 
regional consultative group on the prevention of crime ay! 
the treatment of offenders, which took place in Genevai 
December 1953, has been issued in English and Frene 
[ST/SOA/SD/Gen/1]. This was printed by the Prison Prix 
ing Shops, Melun, France, in 1953. 


7. Legislative and Administrative Series on Social Defeno 


The first volume of the series on social defence, contair 
ing measures adopted during 1950 has been published® 
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English in two separate issues [ST/SOA/SER.E/3 and $1 
SOA/SER.E/3/Add.1]. It contains texts from twenty-thre 
countries and a list of titles of laws and regulations froma 
additional countries. A second volume containing measure 
adopted in 1951 will be published in two issues in the co 
of this year. This volume will include also a list of titles 
source references of measures adopted during 1952 
1953. 
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Organization and meetings 


INDIVIDUAL CORRESPONDENTS OF THE UNITED NATIONS DEPARTMENT 
OF SOCIAL AFFAIRS IN THE FIELD OF THE PREVENTION OF CRIME 
AND THE TREATMENT OF OFFENDERS ON 31 MARCH 1954 


CORRESPONDANTS INDIVIDUELS DU DEPARTEMENT DES QUESTIONS SOCIALES DU 
SECRETARIAT DES NATIONS UNIES DANS LE DOMAINE DE LA PREVENTION DU 
CRIME ET DU TRAITEMENT DES DELINQUANTS AU 31 MARS 1954 


CORRESPONSALES INDIVIDUALES DEL DEPARTAMENTO DE 


ASUNTOS SOCIALES 


DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LA PREVENCION DEL DELITO Y TRATAMIENTO 
DEL DELINCUENTE, 31 DE MARZO DE 1954 


On 31 March 1954, the Department of Social Affairs had 
the co-operation of a network of seventy-eight corres- 
pondents in the field of the prevention of crime and the 
treatment of offenders, representing forty countries, thirty- 
four of which are members of the United Nations. The 
correspondents are appointed by governments in accord- 
ance with General Assembly resolution 415 (V). (See Inter- 
national Review of Criminal Policy, No. 1, p. 9). 


Au 31 mars 1954, le Département des questions sociales 
pouvait compter sur la coopération d’un réseau de soixante- 
dix-huit correspondants dans le domaine de la prévention 
du crime et du traitement des délinquants, répartis dans 
quarante pays dont trente-quatre Etats Membres des 


Nations Unies. Les correspondants individuels sont dési- 
gnés par les gouvernements conformément a la résolution 
415 (V) de l’Assemblée générale. (Voir Revue internationale 
de politique criminelle, n° 1, page 9.) 


En 31 de marzo de 1954 el numero de corresponsales del 
Departamento de Asuntos Sociales en el campo de la pre- 
vencién del delito y tratamiento del delincuente era de 
setenta y ocho, representando cuarenta paises, de ellos 
treinta cuatro miembros de las Naciones Unidas. Dichos 
corresponsales son nombrados par los gobiernos conforme 
a la resolucién de la Asamblea General 415 (V). (Ver In- 
ternational Review of Criminal Policy, No. 1, p. 9). 


Member States — Etats membres — Estados miembros 


Argentina — Argentine 
Sr. Roberto PETTINATO, Director General de Institutos Pe- 
nales de la Nacién, Ministerio de Justicia, Buenos Aires 


Australia — Australie 

New South Wales: Mr. L. C. J. Notr, Comptroller-General 
of Prisons, Sydney 

Queensland: Mr. F. E. BiscHor, Commissioner of Police, 
Queensland Police Department, Brisbane 

South Australia: Mr. J. H. ALLEN, Sheriff and Comptroller 
of Prisons, Adelaide 

Tasmania: Mr. J. J. SCANTON, D.S.O., Comptroller of 
Prisons, Hobart 

Victoria: Mr. A.R. WHATMORE, Inspector-General of Penal 
Institutions, Melbourne 

Western Australia: Mr. A. MACKILLOP, Comptroller-Gene- 
ral of Prisons, Perth 


Belgium - Belgique - Bélgica 
M. Paul CorniL, Secrétaire général du Ministére de la Jus- 
tice, Professeur 4 l’Université, Bruxelles 
M. Jean Dupr£eEL, Directeur général de l’Administration 
pénitentiaire, Professeur a l’Université, Bruxelles 
M. J. M. RupBRECHT, Juge au Tribunal, Professeur a 
l'Université, Louvain 


Brazil - Brésil - Brasil 


Sr. Jose Gabriel pz Lemos Britto, Presidente del Consejo 
Penitenciario del Distrito Federal, Rio de Janeiro 
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Burma - Birmanie — Birmania 

Mr. Ba THEIN, Inspector General of Prisons, Rangoon 

Mr. G. CLIFT, Inspector General of Police, Rangoon 

Mr. Thaung Sein, Judge of the High Court of Burma, 
Rangoon 

Canada 

Mr. R. B. Gipson, Q.C., Commissioner of Penitentiaries, 
Department of Justice of Canada, Ottawa 

Mr. A. J. MACLEop, Acting Director of the Criminal Law 
Section, Department of Justice of Canada, Ottawa 


Chile - Chili 
Sr. Julio OLAVARRIA Avita, Profesor de la Facultad de 
Derecho, Universidad de Chile, Santiago 
Sr. Israel DRAPKIN SENDERY, Médico-Jefe del Instituto de 
Criminologia, Direccién General de Prisiones, Santiago 


Costa-Rica 
Sr. Héctor BEECHE LUJAN, Abogado y Notario, ex Director 
de la Escuela de Servicio Social de Costa Rica, San José 
Sr. Mario Gémez CaLvo, Procurador General Adjunto 
para cuestiones penales, Ministerio de Justicia, San José 
Sr. Victor Manuel OpaNDOo SeGura, Director General de 
Prisiones, Ministerio de Justicia, San José 


Cuba 
Mr. Evelio TABio Y DE CASTRO PALOMINO, Magistrado del 
Tribunal Supremo de la Republica, Vicepresidente del 
Instituto Nacional de Criminologia, La Habana 





Denmark - Danemark - Dinamarca 


Mr. Stephan HurwiItZ, Professor of Criminal Law at the 
University, Copenhagen 


Egypt - Egypte - Egipto 
M. Abdel Monem MoustaFa, Ministre Plénipotentiaire a 
Berne, Suisse 
M. Al Said Moustafa Av Samp, Professeur de droit pénal 
a l'Université Fouad 1¢", Le Caire 


E] Salvador 
Sr. Rail Cornejo, Asesor Juridico, Ministerio de Justicia, 
San Salvador 
Ethiopia - Ethiopie - Etiopia 
Mr. Leykun Mahiteme Work, Ministry of Justice, Addis 
Abeba 
France — Francia 
M. Charles GERMAIN, Directeur de l’Administration péni- 
tentiaire au Ministére de la Justice, Paris 
M. Marc ANCEL, Président de Chambre 4 la Cour d’Appel, 
Secrétaire général de I’Institut de Droit Comparé, Paris 
M. Jacques SIMEON, Directeur de l’Education surveillée au 
Ministére de la Justice, Paris 


Greece - Gréce — Grecia 
M. Constantin GARDIKAS, Professeur de criminologie a 
l’ Université, Athénes 
M. Charalambos D. TRIANTAPHYLLIDIS, Directeur général 
prés la Direction générale de la justice criminelle du 
Ministére de la Justice, Athénes 


Guatemala ’ 

Sr. Eduardo CASTILLO ARRIOLA, Delegado Permanente de 

Guatemala ante las Naciones Unidas, Nueva York 
India — Inde 

Mr. B. N. MULLIK, I.P., Director of the Intelligence Bureau, 
Indian Ministry of Home Affairs, New Delhi 

Mr. J. P. Gupta, Superintendent, Children’s Home, and 
Chief Probation Officer, Delhi State Children Aid So- 
ciety, New Delhi 

Mr. D. V. KULKARNI, Chief Inspector of Certified Schools, 
State of Bombay, Poona 


Iraq - Irak 
Mr. Shakir EL-ANI, Public Prosecutor, Ministry of Justice, 
Baghdad 
Israel — Israél 
Mr. Zvi HERMON, Commissioner of Prisons, Ministry of 
Police, Jerusalem 
Mr. Shimon KELLy, Medical Adviser to the Ministry of 
Justice, Jerusalem 


Lebanon - Liban - Libano 
M. Fernand Arsénios, Procureur général prés la Cour de 
Cassation, Beyrouth 


Luxembourg — Luxemburgo 
M. Ferdinand WeiLer, Conseiller de Gouvernement au 
Ministére de la Justice, Commissaire aux établissements 
de détention, Luxembourg 


Mexico - Mexique 
Sr. Alfonso Quirn6z GuaRON, Abogado, Mexico 
Sr. Roberto Sotis QuiroGa, Director, Servicio de Observa- 
cién de Menores, Mexico 
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Netherlands - Pays-Bas - Paises Bajos 
M. J. P. HooyKaas, Conseiller honoraire au Ministére & 
la Justice, La Haye, Professeur al’ Université d’ Utrecht 
M. Ernest A. M. LAMgRS, Directeur général de Il’ Adminis. 
tration pénitentiaire au Ministére de la Justice, La Haye, 
Juge au Tribunal de district d’ Amsterdam 


New Zealand — Nouvelle-Zélande — Nueva Zelandia 


Mr. Samuel Thompson BARNETT, Secretary for Justice, 
Wellington 


Norway — Norvége — Noruega 
Mr. Andreas AULIE, Attorney-General, Oslo 
Mr. Johannes HALvorseEN, Chief of the Penitentiary Ad. 
ministration, Ministry of Justice, Oslo 


Pakistan 

Mr. M. H. KHAN, PSP, Director of the Intelligence Bureau, 
Government of Pakistan, Karachi 

Mrs. G. K. MINWALA, International Secretary of the All 
Pakistan Women’s Association, Karachi 

Mr. N. U. A. Sippiqui, Faculty of Law, University of 
Dacca 

Sweden — Suéde - Suecia 

Mr. Karl J. O. ScHLyTsER, President of the Penal Code 
Commission, Stockholm 

Mr. Hardy P. Géransson, Director of the Prison Admi- 
nistration, Stockholm 

Mr. Torsten G. Eriksson, Chief of Section, Social Board, 
Stockholm 


Syria - Syrie — Siria 
M. Abdul Wahab Homan, Avocat, Alep 
M. Riad EL-Mipanl, Président de Cour d’Appel, Détaché 
au Bureau technique du Ministére de la Justice, Damas 


Turkey - Turquie - Turquia 
M. Faruk Erem, Professeur de Droit Pénal a |’ Université, 
Ankara 
M. Resat TgsAL, Directeur Général Adjoint principal du 
Département des Affaires correctionnelles au Ministére 
de la Justice, Ankara 


United Kingdom — Royaume-Uni - Reino Unido 
Sir Lionel Fox, C.B., M.C., Chairman of the Prison Com- 
mission for England and Wales, London 
Mr. John Ross, C.B., Assistant Under-Secretary of State 
in the Home Office, London 


United States of America - Etats-Unis d’Amérique - 
Estados Unidos de América 
Mr. James V. BENNETT, Director of the Federal Bureau of 
Prisons, Department of Justice, Washington, D.C. 
Mr. Sanford Bates, Commissioner of the Department of 
Institutions and Agencies of the State of New Jersey, 
Trenton, N.J. 
Mr. Thorsten SELLIN, Professor of Criminology, University 
of Pennsylvania, Philadelphia 


Uruguay 

M. Carlos SALVAGNO CAMPOS, Profesor de Derecho Penal, 
Universidad de la Republica, Montevideo 
M. Juan B. CARBALLA, Profesor de Derecho Penal, Uni- 
versidad de la Republica, Montevideo 
M. José Arias, Director del Instituto de Ensefianza Pro- 
fesional, Montevideo 
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Venezuela Directeur général des établissements de prévention et de 
M. Tulio CHIOSSONE, Ministerio de Justicia, Caracas peine au Ministére de la Justice, Rome 
“ers aaa , M. Carlo Erra, Conseiller 4 la Cour d’appel, Chef du 
Mirk bevel po rei d ; Ad = ecient Secrétariat de la Direction générale des établissements de 
M. Mirko Reman ninee ise yainag a foal tage prévention et de peine au Ministére de la Justice, Rome 


l’exécution pénale au Ministére de l’Intérieur, Belgrade ar : TInij 
i Sane Mi. levee, eokasens-h inc ea ee, pte ig ong co pre veyed wala tees. econ deca 
Belgrade ? 
Japan -— Japon 
Non-member States — Etats non membres - Mr. Bunsaku NAKAO, Chief of the Correction Bureau, 
Estados no miembros Ministry of Justice, Tokyo 
Austria - Autriche Mr. Masakichi YAsuHIRA, Public Procurator of the 
M. Roland GrassBerGER, Directeur de |’Institut de Cri- Supreme Public Procurator’s Office, Tokyo 
minologie de l’Université, Vienne. P 
Finland - Finlande - Finlandia M. Jose BELEZA Dos SANTOS, Professeur de droit pénal a 
Mr. Valentin Sorne, Director General of the Prison Admin- l'Université, Coimbre 


istration, Ministry of Justice, Helsinki Cilienilk ine ‘ail 


Italy — Italie - Italia M. Francois CLERC, Professeur de droit pénal al’ Université, 
M. Luigi FERRARI, Procureur général 4 la Cour d’appel, Neuchitel 


RELATIONSHIP BETWEEN THE UNITED NATIONS AND NON-GOVERNMENTAL 
ORGANIZATIONS CONCERNED WITH THE PREVENTION OF CRIME AND THE 
TREATMENT OF OFFENDERS 


By resolution 480 (XV) adopted on 6 April 1953, the Economic and Social Council granted consultative status in cate- 
gory B of its consultative arrangements with non-governmental organizations! to the International Society of Social 
Defence. Information regarding the Society has been published in the International Review of Criminal Policy, No. 1, 
January 1952, p. 35. 


SEMINAR FOR THE ARAB STATES ON THE PREVENTION OF CRIME AND THE 
TREATMENT OF OFFENDERS 
(Cairo, 5-17 December 1953) 


This seminar, provided for by resolution 415 (V) of the the discussions and to assist in the formulation of the 
General Assembly of the United Nations,? was organized decisions and resolutions. 


by the Department of Social Affairs and the Technical As- The discussions of the Seminar were primarily focused 
sistance Administration of the United Nations with the upon the following three subjects: (1) the prevention of 
collaboration of the Government of Egypt, which acted as juvenile delinquency and the treatment of juvenile delin- 


host. quents; (2) open institutions; and (3) minimum rules for 
Participating in the seminar were the following countries: the treatment of prisoners. 

Egypt, Iraq, Lebanon, Saudi Arabia, Syria, Hashemite In the process of examining these subjects every con- 

Kingdom of Jordan, and Yemen, as well as representatives sideration was given to the important question of person- 

of the Arab League. Turkey, UNESCO, and several na- nel recruitment, status and training. 


tional associations and organizations sent observers. 


Mr. Paul Amor, regional representative of the United 
Nations in the field of social defence, acted as director of 
the seminar. He was assisted by two deputy directors, Mr. JUVENILE DELINQUENCY AND THE TREATINT OF 
El Shawi, Professor of Penal Law, University of Cairo, and FUVIRELE DELINQUENTS 
Mr. Ernest C. Grigg, social welfare adviser of the United (a) The meaning of juvenile delinquency: On this subject, 
Nations in the Middle East. Seven experts were designated the seminar felt that consideration should not be given only 
by the United Nations to prepare working papers, to direct to the crime itself but to the abnormal situation of which the 


RECOMMENDATIONS PERTAINING TO THE PREVENTION OF 


‘For a description of the consultative relationships established January 1952, p. 20. ' 
between the Economic and Social Council and non-governmental 2 The text of this resolution was published in extenso in No. | of 
Organizations, see International Review of Criminal Policy, No. 1, The International Review of Criminal Policy, January 1952, pp. 18-20, 
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crime is a result. It recommends, consequently, that the 
concept of juvenile delinquency be enlarged so as to include 
the less well-defined cases of children in moral danger. The 
seminar decided to fix the age of penal majority at 18 years, 
but at the same time considered it useful to make a provision 
excluding young people between the ages of 18 and 21 from 
capital punishment or forced labour. 


(b) Juvenile courts: The seminar pronounced itself in 
favour of special courts for children, composed of only one 
judge and a representative, preferably a woman, from the 
office of the public prosecutor. These courts should be 
physically separated from other courts and should not ap- 
ply the formal procedures existing in adult courts. Hearings 
should bein private. Only the child concerned, his parents, 
his lawyer and representatives of social agencies dealing 
with matters concerning juveniles should be admitted. 


(c) Social service: The seminar emphasized that provision 
for social services are an absolute necessity for each court. 


(d) Measures for re-adaptation: The seminar felt that 
these measures should be applied under the control of the 
judicial authority, with the assistance of the social services 
and with the reservation that the judge be able to reconsider 
his judgment whenever circumstances may demand. The 
duration of the measure will be indeterminate but within 
the limits provided for by law. These measures may only be 
terminated by the competent judge. He will make his 
decision in the light of a report submitted to him by the 
pertinent agency. 


(e) Institutions for re-adaptation: The seminar believed 
that treatment should be directed toward physical, social 
and psychological development of the child. Certain rules 
should be established within these institutions to determine 
the treatment of the child and to prohibit all violence and 
corporal punishment. 


(f) Probation: The participating countries felt that the 
best place for the child’s social readaptation is his home and 
that in general probation is better than placement in an 
institution. The organization of probation services is there- 
fore recommended. 


(g) Placement in foster homes: The seminar felt that this 
can be a very efficient device and that it should be given 
preference over placement in an institution. The foster 
family should be given aid and guidance in the accom- 
plishment of its task. In the field of the prevention of juve- 
nile delinquency, the seminar has found it worthwhile to 
recommend to the governments of the Arab countries the 
adoption of special legislation aimed at assuring the protec- 
tion of children, at safeguarding their interests and at 
combating the causes of juvenile delinquency. 


RECOMMENDATIONS PERTAINING TO OPEN INSTITUTIONS 


The seminar approved in principle the system of open 
institutions as set forth by the Congress at The Hague 
(1950) and the Conference at Geneva (1952) and, taking 
into consideration the encouraging results in certain coun- 
tries, it recommended the adoption of this system in the 
Arab countries. The seminar believed, nevertheless, that 
countries using this system for the first time should refrain 
from determining beforehand a rigid and detailed set of 
rules for the functioning of such institutions, In countries 
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where prisons are still exclusively of the traditional typ, 
and where local circumstances do not permit the immediag§ si 
establishment of open institutions, care should be taken ty pgp | 
proceed carefully by first organizing medium security ‘Priso 
institutions, namely open-air work colonies, preferably of F408 ' 
an agricultural nature. It would be desirable for thee ad whic 
colonies to be attached to ordinary prisons. The prisonen {| “EXC¢] 
should spend the latter part of their sentence before com, fontact V 
plete or conditional release in these colonies. Thus the} “Inspe 
open institution will be introduced as a necessary stage ofa Begularly 
progressive régime. partic 
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RECOMMENDATIONS PERTAINING TO THE MINIMUM RULES FOR 
THE TREATMENT OF PRISONERS 


The seminar established a new project of minimum rule 
which brought certain detailed modifications to that project 
of the International Penal and Penitentiary Commission 
which was elaborated in 1933 and revised in 1951. In essence 
the modifications are as follows: 








(a) The seminar suppressed from the text of the rules all 
reference to colonial or non-self-governing territories. 


(b) Considering the need for assistance from govern 
mental and private organizations in the readaptation of 
released prisoners, the following rule was introduced: “The 
responsibility of society does not cease with the release of 
a prisoner. Governmental and private organizations should 
be made available to give the prisoner humane and efficient 
assistance upon his release, thus enabling him to re-adapt 
himself to the community.” 





(c) In view of the architecture of certain prisons in the 
Middle East, the seminar has found it worthwhile to add 
to the project elaborated by the International Penal and 
Penitentiary Commission some precise standards relating 
to space and to the cubic content of air necessary for normal 
conditions. 





(d) The participating countries were unanimous in re 
cognizing the dangers of giving the prisoner disciplinary 
power, notably in view of the abuses to which such power 
could lead. The seminar, however, recognized the argument 
in favour of giving those prisoners who are worthy of it, 
certain authority within a system based upon self-govern- 
ment. The following rule was therefore introduced: “No 
prisoner shall be employed within the prison in sucha 
capacity as would give him disciplinary powers. This ruk 
should never be an obstacle to the successful functioning 
of a system based on self-government.” 


(e) On the subject of transporting prisoners, the seminaf 
decided to add to rule 39 of the project elaborated by the 
International Penal and Penitentiary Commission the for 
lowing paragraph: “The transporting of prisoners should 
be at the expense of the administration and on an equa 
basis.” 
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(f) Recognizing the necessity of having recourse to spe . 


cialists, the seminar introduced the following rules: 


“Wherever possible, a sufficient number of special 
ists such as psychiatrists, psychologists, social workers, 
teachers, technical instructors should be annexed to the 
personnel. Social workers, teachers and technical in 
structors must be employed on a permanent basis.” 











al type The seminar also introduced the following rules concern- 
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ng prison personnel : 

“Prison personnel should receive specialized physical 
,ining which will enable them to handle violent prisoners 
nd which will increase their self-confidence. 


“Except in special circumstances, personnel in direct 
ntact with prisoners should not be armed. 


“Inspectors, appointed by a competent authority, should 
egularly inspect prisons and prison services. They should 
~ particularly cognizant that the prisons and services are 
iministered in conformance with established laws and 
gulations.” 

(g) The seminar believed that the prisoner sentenced for 
bt should work during his imprisonment in order to free 
himself, at least in part, from his debt; and consequently 
upplemented rule 78 of the project elaborated by the Inter- 
tional Penal and Penitentiary Commission as follows: 
Prisoners sentenced for debt are obligated to work. Their 
numeration should be used in payment of their debts.” 
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should | The second session of the European regional consultative 
oup on the prevention of crime and the treatment of 
flenders will be held at the Palais des Nations, in Geneva, 
om 23 August to 2 September 1954. This group is com- 
of experts who have been designated by the European 
overnments as individual correspondents of the Depart- 
t of Social Affairs in the field, and it is convened as a 
every two years. The first session of the European 
oup was held in December 1952. 


The agenda of the second session will call first for the 
nsideration of the question of prison labour. A report 
repared by a working group entrusted with a preliminary 
dy of this question will serve as a basis for the discussion 
fthis item. The consultative group will furthermore con- 











(h) Noting finally that the project prepared by the Inter- 
national Penal and Penitentiary Commission does not 
contain special rules pertaining to political prisoners, the 
seminar provided in the new text that persons guilty of 
crimes of opinion should be separated in prison from those 
convicted for reason of ordinary law. 


RECOMMENDATIONS FOR FUTURE ACTION 


The seminar adopted a resolution anticipating the organ- 
ization of a special office at the site of the Arab League. 
The function of this office would be to facilitate the exchange 
of information on the prevention of crime and the treatment 
of offenders in the Arabic-speaking countries and to create 
both a regional centre for the training of personnel and a 
centre for scientific research. On the other hand, theseminar 
expressed a desire that a glossary in Arabic be prepared in 
order to give an exact definition of different terms or 
expressions used in dealing with matters in the field of the 
prevention of crime and the treatment of offenders. 


SECOND SESSION OF THE EUROPEAN REGIONAL CONSULTATIVE GROUP 
ON THE PREVENTION OF CRIME AND THE TREATMENT OF OFFENDERS 


sider certain aspects of the question of probation, as a 
follow-up of the seminar on this subject held in London in 
October 1952. The participants will have at their disposal 
a complementary study on the practical results and the 
financial aspects of probation, prepared for the United 
Nations Secretariat by a consultant. The agenda will be 
completed with an item on parole and after-care. Studies 
prepared by consultants for the Secretariat will be at the 
disposal of the group. 

Specialized agencies and international organizations con- 
cerned with the prevention of crime and the treatment of 
offenders have been invited to be represented by observers 
at the session of the European regional consultative group. 


MEETING OF THE SPECIALIZED AGENCIES AND INTERNATIONAL ORGANIZATIONS 


uis rule KONCERNED WITH THE PREVENTION OF CRIME AND THE TREATMENT OF OFFENDERS 





A meeting of the specialized agencies and international 
eminat jolganizations concerned with the prevention of crime and 
treatment of offenders will be held under the auspices 
he fol jofthe United Nations at the Palais des Nations, in Geneva, 
should 13 September 1954, immediately after the second session 
. equal fof the European regional consultative group in the field. 
uch meetings have already been held in Paris in October 
1948, in Lake Success in March 1949, and in Geneva in May 





1950 and in December 1952. The terms of reference of 
these meetings are to provide for contact and co-operation 
between the participating organizations, as well as between 
these organizations and the United Nations Secretariat, 
and to co-ordinate activities in the field of the prevention 
of crime and the treatment of offenders, as far as concerns 
both studies and gatherings. 





UNITED NATIONS SEMINAR ON THE PREVENTION OF CRIME AND THE TREATME 








OF OFFENDERS IN ASIA AND THE FAR EAST 


In accordance with General Assembly resolutions 415 
(V) and 418 (V) * the United Nations, in co-operation with 
the Government of Burma, will hold a regional seminar on 
the prevention of crime and the treatment of offenders in 
Asia and the Far East in Rangoon during the latter part of 
October 1954. The organization of this seminar will be 
similar to that of the Latin-American seminar held at Rio 
de Janeiro, Brazil, from 6 to 19 April 1953, and to the 
Middle East Seminar held at Cairo, Egypt, from 5 to 17 
December 1953. 


PROGRAMME 


In view of the fact that decisions and recommendations 
reached at regional seminars will be submitted for consid- 
eration by the World Congress on the Prevention of Crime 
and the Treatment of Offenders which the United Nations 
will organize, the programme of work of the regional 
seminars has been kept as uniform as is practicable. The 
following subjects will be considered by the seminar in Asia 
and the Far East. 


1. Minimum rules for the treatment of prisoners. 
2. Open penal and correctional institutions. 


3. The selection, training and recruitment of correctional 
personnel. 


4. The prevention of juvenile delinquency and the treat- 
ment of juvenile delinquents. 


As a general question concerning the preceding items the 
seminar will be informed of the ways and means that the 
Technical Assistance Administration of the United Nations 
can render aid to governments in the matters under con- 
sideration. 


It is believed that the discussion of the above topics will 
provide an impetus to the development of legislation and 
the competent services in the countries of Asia and the Far 
East. The seminar will offer an opportunity to government 
officials and others whose functions are directly related to 
the field, not only to discuss the above problems, but also to 
exchange views and learn appropriate techniques for the 
development of effective programmes. 


ORGANIZATION 


Government host: United Nations seminars on the pre- 
vention of crime and the treatment of offenders are held in 
countries the governments of which have expressed the 
desire to act as the host. With respect to the Asian seminar, 
the Government of Burma has extended an invitation to 
hold it in Rangoon during the latter part of October 1954. 


* The full text of these resolutions has been published in issue 
No. 1, International Review of Criminal Policy, January 1952, pp. 
17-21, Resolution 58 (I) was revised as resolution 418 (V). 
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Ina 
While the United Nations is responsible for the geneg ofthe | 
organizational aspects such as the provision of the direcug treatm 
and experts for the seminar, the host government assumg Techn 
the responsibility of providing facilities for the confereng of the 
such as adequate premises and local personnel required fg spons' 
the proper conduct of the seminar. Justice 

Preparations for and the conduct of the seminar: 7 sched 
Director is in charge of necessary preparations for, y 9 Octe 
conduct of the seminar. For the Asian seminar, the Uni Juv 
Nations has appointed Mr. Manuel Lépez-Rey, Chief Sectio 
Section of Social Defence, Department of Social Affairs The tt 
Director. He will be assisted in his tasks by a Depyg been< 
Director, appointed from the host country. In addition, spec! 
number of experts drawn mostly from the region and tol offenc 
appointed by the United Nations in accordance with thy years, 
programme of work of the seminar, will act as discussiog of Ter 
leaders and assist the Director in the formulation of tig that s 
decisions and recommendations of the conference, Thy stage 
seminar will be divided into sections and it will bet’ Th 
responsibility of the experts to co-ordinate the work of eal js one 
section under the guidance of the Director. The working be ba 
language of the seminar will be English. his de 

Participation in the seminar: The United Nations hq form: 
already sent out invitations to all governments concern herec 
to participate in the seminar, including the governments &s¢D 
non-self-governing territories within the region. Bag in th 
government has been requested to send three representg meet 
tives, but the host government may, ifit so desires, nominay 204 
more than this number. All representatives will be iq meth 
dividuals connected with the services relating to the preve 
tion of crime and the treatment of offenders in their ¢ 
countries. The United Nations has requested participatig TI 
governments to nominate at least one of the individug tions 
correspondents to the United Nations in the field of th 
prevention of crime and the treatment of offenders, whe Th 
they have already been appointed, to be a member of th 
teams of representatives. 

In addition, invitation will be extended to non-goven Fo 
mental and inter-governmental agencies having competent > 
in the field to send observers to participate in the semina 3 
Observers from the Economic Commission for Asia am 
the Far East and other United Nations specialized agence om 
will also take part in the conference. juve 

Observers will participate on an equal basis withtq 4 
representatives of the governments with the exception tha ag p 
they will not have any voting rights particularly in rega 5. 
to the formal resolutions and recommendations which ma} pat) 
come out of the regional seminar. 

Duration: The seminar is scheduled to last for two -" 
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In accordance with the Exchange Plan (European Office 











he genes of the United Nations)*a seminar in the field of institutional 
he dires§ treatment of juvenile offenders is being organized by the 
it assum§ Technical Assistance Administration with the co-operation 
sonfereng of the Social Welfare Division of the United Nations and 
quiredfq sponsored by the Austrian Ministries of Social Affairs and 
Justice and the Municipality of Vienna. The seminar is 
mae scheduled to take place in Vienna from 27 September to 
5 for. in 2 October 1954, 
he Unjaf Juvenile delinquency is one of the main projects of the 
ey, Chief Section of Social Defence of the Social Welfare Division. 


The treatment of juvenile offenders is a problem which has 


Affairs q 
a been cause for increasing concern both to governments and 


a Depy 


dition, specialists in the field. Ideas concerning the treatment of 
and tof offenders have changed extensively during the last few 
> with ty years, with the principles of readaptation replacing those 


discussig§ of repression. In spite of this progress, however, it is clear 
ion of ty that such treatment is still in a tentative and experimental 
ence, Thy stage. 


‘ill be ti The realization is growing that institutional care, which 
tk ofa is one phase in the treatment of juvenile delinquents, should 
> working be based upon the continuous study of the individual and 


his development. It is necessary to take into account in- 


tions ha formation about the offender’s family, social environment, 
soncerney heredity and his behaviour prior to commitment. It seems 
nmentsq essential to give to the various types of specialists interested 
on. Faq inthe treatment of juvenile delinquents the opportunity of 
~presentg meeting in order to exchange their different points of view 











and to discuss both the organization of institutions and 
methods used. 
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PROGRAMME OF WORK 
The seminar will be divided into the following four sec- 


ndividig tions: 

Id of th Section I 

Ts, whe seal i , ; 

si of t The role of institutional treatment in the treatment of juve- 
nile offenders 

n-goven 1.’ Distinction between institutional and other forms of 

mpeten treatment outside of the juvenile’s home. 


2. Criteria for commitment to institutional treatment. 

3. Variation and specialization of institutions: location, 
physical structure, capacity and organization. Types of 
accommodation. Institutionalization of mentally defective 
juvenile offenders. 

4. The use of adult penal and correctional institutions 
as part of institutional treatment in certain cases. 

5. Commitment to institutional treatment: authority, 


seminal 
Asia an 
| ag CIA 
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hich mj nature and duration of commitment. 
0 wee renames 
Treatment 


1. The role of observation and classification as a prelimi- 
nary measure to institutional treatment. Reception and 
classification centres. The question of determining a priori 
the nature and duration of treatment. 


2. Treatment and training of juvenile offenders as the 
‘For details on this plan see “European Social Welfare Pro- 
gramme” prepared by the Social Division, Technical Assistance 





81 


SEMINAR ON THE INSTITUTIONAL TREATMENT OF JUVENILE OFFENDERS 


two essential aims of the institution. Complementary 
nature of these purposes. 


3. Methods of treatment: medical, psychological and 
social methods. Group methods. Patterns of classification 
during treatment. 


4. Methods of training: educational and vocational 
aspects and techniques. Their respective purposes. The role 
of labour and discipline as elements of training. Self- 
government. Recreational activities. 


5. Internal and external relations and activities. The role 
of the family, religion, private individuals, associations and 
the community. Leaves. 


6. Medical and health services. 


Section II 
Release, parole and after-care 


1. Preparation for release. The pre-release period. 


2. Release from the institution, parole and final release: 
authority, criteria and conditions. 


3. The purpose and contents of parole and after-care: 
assistance and guidance. Forms of aid. Role of home, hos- 
tels, private individuals, community. The question of em- 
ployment. The role of the institution inthe parole and after- 
care period. The co-ordination of all activities designated 
to assist the juvenile offenders after release. 


Section IV 
Personnel 


1. Criteria and methods of selection. Training. Func- 
tions: director and high-ranking personnel, general staff. 
In-service training programmes. Career. Lodgings, pen- 
sions, etc. 


2. Special staff: psychologist, psychiatrist, social work- 
ers, teachers, recreational workers, etc. Selection and train- 
ing. Medical personnel. 


3. Organization of personnel. Assignments and re- 
sponsibilities. 


ORGANIZATION OF THE SEMINAR 


Hospitality will be provided by Austria to thirty-five 
participants from foreign countries on an exchange basis. 
In addition, it will be possible to arrange for a few additional 
participants and observers to attend the seminar on a paying 
basis. Each National Exchange Committee is expected to 
contact the competent government department or depart- 
ments in order to obtain from them the nomination of can- 
didates who are likely to derive the utmost benefit from par- 
ticipation in the seminar. It is hoped that each participat- 
ing country will send a team consisting of one person from 
each of the following categories: directors of institutions 
for young offenders, social workers, educators, psychiatrists 
and psychologists. Mr. Manuel Lépez-Rey, Chief of the 
Section of Social Defence, Division of Social Welfare of the 
United Nations, will act as Director of the Seminar. 


Administration of the United Nations, European Office, document 
TAA/SOC/1, 1952. 





The working language of the Seminar will be English. 

Applications should be sent to the Social Division, Euro- 
pean Office of the Technical Assistance Administration, 
United Nations, Geneva, by the Exchange Committee of 





each country after agreement both with the public or private 
agency to which the candidate is attached and with the 
competent national authority. Applications should reach 
Geneva not later than 1 April 1954. 


UNITED NATIONS CONGRESS ON THE PREVENTION OF CRIME AND THE 
TREATMENT OF OFFENDERS 


The General Assembly provided, in resolution 415 (V) 
of 1 December 1950, for the convening by the United Na- 
tions of a world congress on the prevention of crime and 
thetreatmentof offenders. The congress is part of a broader 
structure set up by the plan relating to the transfer to the 
United Nations of the functions of the International Penal 
and Penitentiary Commission, which called in addition 
for the appointment by the governments of individual cor- 
respondents of the United Nations Secretariat in the field 
of the prevention of crime and the treatment of offenders, 
and for the organization of regional conferences grouping 
the individual correspondents or taking the form of tech- 
nical assistance seminars. 


The question of the organization of the Congress has 
been submitted to the Ad hoc Advisory Committee of 
Experts on the prevention of crime and the treatment of 
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offenders which met in New York in June 1953. The com. 
mittee gave careful consideration to all main aspects of the 
organization of the Congress, and particularly to the ques. 
tions of the membership and of the programme of the 
gathering. Its recommendations were embodied in a report 
to the Secretary-General and to the Social Commission 
of the Economic and Social Council. 


The Secretary-General is currently planning the organi- 
zation of the congress along the general lines suggested 
by the Advisory Committee of Experts. Pending the ap- 
proval of budgetary provisions it is scheduled that the 
Congress will be held at the Palais des Nations in Geneva, 
Switzerland, from 22 August to 3 September 1955. Further 
information will be given in the next issue of the Interna. 
tional Review of Criminal Policy. 
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Direct assistance to governments 


UNITED NATIONS FELLOWSHIPS AND SCHOLARSHIPS 
IN THE FIELD OF SOCIAL DEFENCE, 1947-1953 


BOURSES DE PERFECTIONNEMENT ET BOURSES D’ETUDES 
DES NATIONS UNIES DANS LE DOMAINE DE LA 
DEFENSE SOCIALE, 1947-1953 


BECAS DE PERFECCIONAMIENTO Y BECAS DE ESTUDIO 
DE LAS NACIONES UNIDAS EN MATERIA DE 
DEFENSA SOCIAL, 1947-1953 


I. Number of fellowships and scholarships awarded, 1947-53 


Nombre de bourses de perfectionnement et de bourses d’études accordées, 1947-53 
Numero de becas de perfeccionamiento y de becas de estudio concedidas, 1947-53 








Number 
Year Fellowships Scholarships Total 
Nombre 
Année Bourses de Bourses Total 
perfectionnement a’ études 
Numero 
Ajio Becas de Becas de Total 
perfeccionamiento estudio 
| | Sn, Seer eer 1 0 l 
i. a: Soa 10 0 10 
Rs 5 Tr ie ek 21 0 21 
BONE oe ie ee 15 0 15 
po) 24 l 25 
| a ee 36 9 45 
BGSer yt, ey 23 8 31 
TOTAL 130 18 148 
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II. Field of Study - Domaine d’étude - Materia de estudio 


(a) Fellowships — Bourses de perfectionnement — Becas de perfeccionamiento 














Y Field of study Total 
_ Juvenile delinquency2 _—_ Adult correction ® 
Domaine d’étude Total 
med Délinquance juvénilee 11 ieneelee 6 
Materia de estudio , Total 
Ako Delincuencia juvenil 4 Penson 4 b 
.. eee eS ee 1 0 1 
eS eer Re 8 2 10 
a Se os 8 15 6 21 
Es kta ee Ke 8 7 15 
ees ss a ee 15 9 24 
SP a 22 14 36 
mae 2 ee es 12 ll 23 
TOTAL 81 49 130 
(b) Scholarships — Bourses d’ études — Becas de estudio 
Field of study 
Year Juvenile delinquency* Adult correction 6 Total 
Domaine d’ étude 
Année Délinquance juvénile « d F Ssmsccrepe ool b Total 
Materia de estudio ; 
Ao Delincuencia juvenil 4 ae bw b Total 
. 0 l 1 
rs 6 3 9 
1953. . 6 2 8 
TOTAL 12 6 18 





2 Juvenile delinquency includes the study of the general field of the prevention and treatment 
of juvenile delinquency as well as specific studies relating to juvenile courts, legislation, juvenile 
institutions, juvenile probation, etc. 

La délinquance juvénile comprend I’étude du domaine de la prévention et du traitement de la 
délinquance juvénile en général, aussi bien que les études spécialisées sur les tribunaux de mineurs, la 
législation, les établissements pour mineurs, la probation pour mineurs, etc. 

La delincuencia juvenil incluye el estudio de la prevencidn del delito y del tratamiento del menor 
delincuente en general, asi como estudios sobre tribunales de menores, legislacién y establecimentos 
para menores, libertad condicional de menores, etc. 


6 Adult correction includes the study of the general field of social defence, adult correctional 
institutions, adult probation, etc. 

Le traitement des délinquants adultes comprend |’étude du domaine de la défense sociale en 
général, le traitement en établissement, la probation pour adultes, etc. 

El tratamiento de los delincuentes adultos incluye el estudio de la defensa social en general, 
establecimientos correccionales penales, libertad condicional, etc. 
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il. Recipient Countries - Pays bénéficiaires — Paises beneficiarios 


(a) Fellowships — Bourses de perfectionnement - Becas de perfeccionamiento 
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Name of country 
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(b) Scholarships - Bourses d’études — Becas de estudio 





Name of country 
Nom du pays 
Pais 


1951 1952 


Colombia 
French territories 
Dahomey - 1 
French Guinea — 1 

Madagascar - 1 


NO — 


C—O ea eee 

gel SAR FR. a 

United Kingdom territories. . 
British West Indies — 1 
Gold Coast - | 


— — 
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TOTAL 1 


1953 Total 
| | 
3 3 
| 2 
0 2 
0 2 
1 | 
1 2 
0 
0 | 
0 | 
1 2 
8 18 





(c) Rank order of recipient countries — Fellowships 


Classification par nombre de bourses — Bourses de perfectionnement 
Ordenacién por numero de becas — Becas de perfeccionamiento 
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(c) Rank order of recipient countries - Scholarships 
Classification par nombre de bourses — Bourses d’ études 
Ordenacion por numero de becas — Becas de estudio 











Rank Name of country Number Rank Name of country Number 

Rang Nom du pays Nombre Rang Nom du pays Nombre 

Clasificaciin Pais Numero Clasificacién Pais Numero 
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LeheneG-. ee ee 2 Sa a ae ee ae bes et os 1 
United Kingdom territories . . . 2 








[V. Placement countries — Pays de placement — Paises receptores 
(a) Fellowships — Bourses de perfectionnement — Becas de perfeccionamiento 
(i) Single-country placements — Placements dans un seul pays — En un solo pais 





Country 


Pays 1947 1948 1949 1950 1951 1952 1953 Total 
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Nombr 
Niime§ (ii) Multiple-country placements — Placements dans plusieurs pays — En varios paises 





Countries 
Pays 1947 1948 1949 1950 1951 1952 1953 Total 
Paises 


| 
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| 





en so ee we we 


Belgium and Netherlands 
Belgium and Switzerland 
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Benelux (Belgium, Netherlands and Luxembourg) 
Belgium, France and Luxembourg 
Canada and United States 
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Denmark, Sweden and United Kingdom. . . 
France and Switzerland 
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France and Netherlands. ........... 0 
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jl. France, Switzerland and United Kingdom... . 0 
12. Jamaica, Puerto Rico and United States. . . 0 
13. Mexico and Uruguay 0 
\4. Netherlands and United Kingdom ....... 0 
1\5. Netherlands and Sweden 0 
\6. Netherlands, Sweden and United Kingdom 0 
17, Puerto Rico and United States... ...... 0 

[8 Scandinavia (Denmark, Norway and Sweden) 0 
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(b) Scholarships — Bourses d’ études — Becas de estudio 





Country 
Pays 
Pais 


1951 1952 1953 Total 
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(c) Rank order of placement countries - Classification par nombre de bourses - 
Ordenacién por nimero de becas 


(i) Fellowships, single-country placements — Bourses de perfectionnement dans un 
seul pays — Becas de perfeccionamiento en un solo pais 





Rank Name of country Number 
Rang Nom du pays Nombre 
Clasificacién Pais Numero 
1. gol 5 Rk, ip <a! a ae ea ee 31 
a I 3) ao: dl nt: dd. in a ee a 29 
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EE ees) ae ee ee ee ae cose 2 
6. es Giese? dl RR ea See 1 
ES ee er ee ee ee ae ee 1 





(ii) Fellowships, multiple-country placements — Bourses de perfectionnement dans 
plusieurs pays — Becas de perfeccionamiento en varios paises 





Rank Name of country 
Rang Nom des pays 
Clasificacién Nombre de los paises 


Number 
Nombre 
Numero 
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Scandinavia (Denmark, Norway and Sweden) 
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Sweden and United Kingdom 
5. Belgium and Netherlands ....... 
France, Switzerland and United Kingdom 
6. Belgium and Switzerland ....... 
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Canada and United States 
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France and Netherlands ....... 
France and United Kingdom ..... 
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Netherlands and United Kingdom 
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(iii) Scholarships — Bourses d’études — Becas de estudio 








Rank Name of country Number 
Rang Nom du pays Nombre 
Clasificacién Nombre del pais Numero 
1. Be rer 0 + OAS Cee a ee 8 
2. United Misetems: 3: kis shacdAee). aieted Bw 7 
5. Se oR ae eve bd eth wae She 2 
4. CR eS eS i 0 6 ees eee eee l 
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soners 

have be 

prison 

where t 

hospite 

’ The we 

Information received from individual correspondents a 

The we 

provid 

ARGENTINA general and specific factors involved in crime may be de} watch ¢ 

(January-June 1953) termined ; that th 

1. Construction of prisons (decree of 21 January 1953) (f) That an appropriate and integrated system of work es 

For the better solution of the prison problem, in parti- ee — pecs for the pe cally a1 

cular as regards the construction of new buildings, the tl mae The av 

decree stipulates that the National Administration of Penal 5. Co-operation of the chaplain in the readaptation g\month 

Institutions (Direccién de Institutos Penales de la Nacién) prisoners (resolution of 22 April 1953) ings of 

shall be directly responsible for building new penal insti- In order to promote prisoners’ readaptation, this resoly. {rupees 

tutions. tion regulates the manner in which the chaplain shall co} permit 

2. Prisoners’ correspondence (resolution of 3 February 1953) = re we ioe ree so in he coke 

: prisoners’ moral and spiritual problems. nt 

Under the new regulations prisoners must deposit their “som 

correspondence directly and in person in special boxes; INDIA respons 

every prisoner may keep in his possession up to four letters 1, Breed chen cid have b 

received by him; any letters over and above this number , 8 > P . . . 4. faboutr 
must be placed in a sealed envelope and handed by the The whole subject of penal reform in India is bein 

person concerned to the mail office for safe keeping; dis- examined by the state governments at the instance of th - Eigh 


closure or discussion of the contents of the correspondence 
by the officials in charge may be regarded as a violation of 
secrecy, an offence under article 156 of the Penal Code. 


3. Dissemination of information (resolution of 10 February 
1953) 

In order to facilitate readaptation and to ensure contact 
with the outside world, prisoners shall on specified days and 
at specified times be informed of the most important na- 
tional and international events by means of loudspeakers. 
In addition, they shall be provided with news commentaries 
and sports news. 


4. The second Argentine five-year plan as it affects the 
prison system (decree No. 13,878 Boletin oficial of 30 
January 1953). 

Under the second five-year plan (Act No. 14,184 of 21 

December 1952) such reforms shall be instituted during the 

period 1953-1957 as are necessary to ensure: 


(a) That the purpose of the prison system shall be the 
social readaptation of the offender ; 


(b) That penal codes and codes of penal procedure shall 
be replaced by others conforming to the principles of the 
Constitution; 

(c) That the treatment of offenders conforms to a stan- 
dard system applicable throughout the country; 

(d) Thata new system of protection agencies for prisoners 
and ex-prisoners be established with a view to providing 
them and their families with social assistance; 

(e) That the repeated offences register (Registro de Rein- 
cidencia) be reorganized so as to include not only statistical 
data but also criminological information, in order that the 


? This section includes information obtained from reports sent by 
these correspondents. 


National Government. While proposed changes are stil 
under discussion and legislation has not yet been introduced The | 
it is expected that vital changes will be made in the neajGenera 
future which will, inter alia, enable criminal cases to bfbeen pt 
dealt with with greater dispatch. first suc 
by Insp 





2. Development of inmate participation 


In the State of Bombay, forms of inmate participatiof A” § 
through a system of panchayats (committees) have beeptaini 
instituted in the adult correctional institutions. Theggteatme 
elected committees carry out a variety of functions whicf@Scuss 
differ from institution to institution and include susifMé fe 
activities as inspecting and supervising the preparation dj™"* 
food, the organizing and conducting of national and rehgP® I 
gious celebrations and the setting up of canteens. qwide r 
panchayats serve also as a direct means of communicatiog PO8tal 
between staff and prisoners on certain questions of policy —_ 

on 
govern 
nical se 







3. Granting of furloughs 


The system of granting furloughs to prisoners has 
been instituted in Bombay. The Inspector-General ¢ 
Prisons has been given power to permit prisoners who hav’. All-] 
served a specified minimum portion of their sentence t] The 
make visits of several days to their homes, following atlVadras 





enquiry to determine that there would be nothing dett}isleoat 
mental to the family or the community in allowing th4yation, 
prisoner this privilege. Both of these innovations in Bombay nati 
have counterpart developments which have been takitfliad +} 
place in certain other states. ere CC 


4. Experimental Open Honour Camp owing 

In the State of Uttar Pradesh, an experiment in 4 1. Se 
rehabilitation of prisoners outside the jail wall is beings LR 
cessfully carried out by employing them on the constructic . 
of the Chandraprabha dam, one of the government’s peg 3. Ci 
jects to extend irrigation and water power facilities. Povsion a 








soners selected on the basis of a special screening system 
have been brought from all parts of the state to the Banaras 
prison and transported without guard to the prison camp, 
where they are housed in tents and are provided canteen and 
hospital accommodation as well as recreational facilities. 
The workers are permitted to purchase from their earnings, 
up to a certain limit, tea, cigarettes, confections, etc. to 
supplement their meals, from the canteen on the premises. 
The workers and the staff live a corporate life and the camp 
provides complete freedom of movement without guard 
watch either by day or night. The authorities have observed 
that this regimen plus the opportunity to earn wages has 
aroused in the prisoners an inherent desire to work and it 
has been reported that they are working most enthusiasti- 
cally and with greater efficiency than ordinary labourers. 
The average earnings are Rs. 1/8/— per day and during the 
ation of\ month of December 1952 and January 1953, the total earn- 
ings of the jail inmates employed have amounted to over 
rupees one hundred thousand. The prisoners have been 
permitted to send a portion of their earnings to their fami- 
lies. In order to create healthy competition, a pennant is 
presented by the state to the group which earns the highest 
wages each week. As part of the scheme to emphasize 
responsibility and trustworthy behaviour, two prisoners 
have been selected to drive motor vehicles a distance of 
about ninety miles per day without any guard. 


y be de. 


of work 
ners be 


S resolu. 
shall co. 
ution of 





is bein, 
pi. } . Eighth Inspectors-General Conference 

troduced The proceedings of the eighth conference of Inspectors- 
the neajGeneral of Prisons held from 13 to 15 March 1952 have 
es to bbeen published by the Government of India. This was the 
first such conference since Independence and it was attended 
by Inspectors-General from twenty-one states. 











icipatiog AD extensive examination of provisions and policies 
ave beef0dtaining in the field of the prevention of crime and the 
s. Thegtteatment of offenders in the states of India was made and 
ns whidfdiscussed. The conference then prepared a series of twenty- 
ide sudifote recommendations which have subsequently been sub- 
ration dfiitted by the Central Government to individual states for 
and repgpossible implementation. The resolutions dealt with a 
ons. ThWide range of subjects, including salary scales, training 
unicatiog OgTammes, establishment of probation, and special 
of policy) tndling of the young adult offenders. Considerable at- 
tention was given to the possibility of establishing a central 
government bureau which could render to the States tech- 
; has alsnical services of an advisory nature. 

eneral 
who hav’. All-India Probation Conference 


ntence\ The First All-India Probation Conference was held in 
owing #Madras from 13 to 20 December 1952. Among the 242 


ing GciHielegates were representatives from eleven states and the 
wing MANational Government. In addition to addresses delivered 
n Bombéfity national and international specialists in the social defence 
en tak 


tld, the conference consisted of four commissions which 
tre constituted to examine and draft reports on the fol- 
lowing topics: 


nt in i 1. Selection and training of personnel 
being su 
nstructid 
ent’s p 

ities. Pr 


2. Relationship of probation officers to allied agencies 


3 Content and technique of social investigations, super- 
Pravision and treatment 
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4. Expansion and consolidation of probation work in 
India. 


The reports of the commissions were debated in plenary 
sessions and adopted as the report of the conference. The 
conference also established a permanent organization as 
a national medium for the exchange of information and the 
development of probation as a professional public service. 


7. Trends in crime 


The correspondents have also reported that there has 
been a general decline in crime in that country: 

“‘A temporary increase in crime has occurred in some of 
the states due to temporary set-backs in the economic situa- 
tion caused by drought, delayed rains or cyclone havoc. But 
on the whole, the general tendency of crime has been to 
decline. It is true, however, that crime has not gone down 
to the pre-war level. The decline in crime has affected 
practically all types of crimes, particularly in the heinous 
category of murder, dacoity and robbery.” 


UNITED KINGDOM 
Juveniles 
1. Attendance Centres ® 


The development of attendance centres, a new departure 
in dealing with juvenile offenders, was begun in July 1950 
under powers conferred on the Home Secretary by the 
Criminal Justice Act, 1948. The purpose of an attendance 
centre is to provide the courts with an additional method 
of dealing with a young offender, short of sending him to 
an institution, by depriving him of part of his leisure and 
giving him suitable occupation under firm discipline. The 
law provides that persons who have attained the age of 12 
but not the age of 21, and who have been found guilty of 
an offence for which an adult could be sent to prison, may 
be ordered to report to an attendance centre for a total 
period of not more than twelve hours and for not more than 
three hours on any one occasion. By the end of September 
1953, twenty-one centres had been established on an ex- 
perimental basis for boys over the age of 12 and under 17. 

The occupation provided is based on physical training 
and useful disciplinary tasks; boys who respond well are 
given progressively more constructive training such as 
repair work or simple handicrafts. There are also lectures 
and instruction in first aid, accident prevention and similar 
topics. While the boys are under discipline during atten- 
dance, the staff try to educate them in the proper use of 
leisure. If a boy fails to attend as ordered, or seriously mis- 
conducts himself, he may be brought back to the court and 
dealt with for the original offence as if the attendance centre 
order had not been made. It it felt that it is too early to 
assess the degree of success of this new form of treatment, 
but there are indications that it can be of considerable value 
in suitable cases. 


2. Police juvenile liaison officers 

A police juvenile liaison officer scheme was started in 
Liverpool in 1949, based on the police practice of cautioning 
an offender where the circumstances were judged not to 
warrant prosecution. The liaison officers deal mainly with 


* For rules applying to attendance centres see text in the U.N. 
Legislative Series — Social Defence — 1950, U.K. 1, 





cases of younger children whose offences have been reported 
to the police (a) by parents or teachers, (b) by complainants, 
e.g., store managements who are not prepared to prosecute, 
and (c) in the course of ordinary police work, e.g., when a 
child is arrested but dealt with by caution instead of by 
proceedings in the juvenile court. 

The objectives of this scheme are first, to secure the co- 
operation of the family and the school in dealing with the 
child; secondly, to bring to bear the statutory and voluntary 
services which may be concerned with the factors leading to 
delinquency; and, thirdly, as far as is necessary, to follow 
up the initial caution by visits and personal influence over 
a period until the officer is reasonably sure that the child 
is not likely to offend again. 


Personnel engaged in this work comprise an inspector, 
one male officer for each of the seven police divisions of 
Liverpool, and one policewoman who deals with all of the 
girls. The officers wear plain clothes. The maximum 
case load for an officer is put at 150. 


The following incidental advantages are claimed for the 
scheme by the Liverpool police: 


(a) Action is taken immediately, before the occurrence 
has faded from the child’s mind; 


(b) Action is taken to deal with delinquency in its earliest 
stages, in some instances while a child is still too young to 
be brought before the court on a charge; 


(c) Positive steps are taken to secure the co-operation of 
the family and the school, and a high degree of success in 
this respect is achieved; and 


(d) The arrangement has resulted in a much improved 
relationship between police and public, not only as between 
the liaison officer and the families of the children, but as a 
whole. 


The juvenile liaison officers have avoided encroaching 
on the functions of the juvenile court, probation officers 
and school attendance officers. 


From | January to 15 November 1952, the liaison officers 
dealt with 721 children and young persons, nearly 90 per 
cent of them boys. In the year 1952, the officers made 3,767 
visits to homes of offenders, 2,875 visits to schools, 938 
visits to business premises and 855 visits to churches or 
youth clubs. Of some 600 juveniles dealt with in 1951, 58 
were known to have committed further offences within the 
next twelve months. 


Young offenders 


3. Detention centres * 

Section 48 of the Criminal Justice Act empowers the 
Secretary of State to provide detention centres where per- 
sons who have attained the age of fourteen but not the 
age of 21, and who have been found guilty of an offence 
for which an adult could be sent to prison, may be de- 
tained for short periods under discipline suitable to persons 
of their age and description. 

The primary purpose of such a centre is to provide, for 
a young offender who is not yet in need of prolonged resi- 
dential training, a short, sharp punishment to bring home 


* For rules applying to detention centres in England, see The De- 
tention Centres Rules, Statutory Instruments 1952, No. 1432. 
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to him the gravity of his offence and to teach him that 
law cannot be defied with impunity. 


The first detention centre was opened in August 1952, The 
Kidlington, near Oxford. The power to order young of. on 12 


twee 


| perio 
and it 


fenders to be detained in the centre is limited to certay 
courts by notification of the Secretary of State, who i} vite 
thereby enabled to control to some extent the number ¢ 30fch 
young offenders who will be sent to the centre. at the 


The conditions which must be satisfied before a courte}. . « tl 
order a person to be detained in this detention centre are |privile 


(1) He must be between 14 and 17 years of age, since thi a 
is a “junior” centre; 


(2) He must not have been previously sentenced bhad c 
imprisonment or Borstal training; and 


(3) The court must have considered every other metho; ). Aft 











(other than imprisonment) in which the offender might | Dur 
dealt with and must be of the opinion that none of then}of afte 
would be suitable in his case. perv. 
The centre provides simple and secure accommodatio “me 
for some sixty boys. The keynote is brisk activity unde . , 
strict discipline and supervision. The daily routine begin “td , 
with early morning physical training followed by domestid a te 
duties, full-time education for those of compulsory schodf.. P 
age and work for the others. In the evening there f,. a 
classes for those over school age, physical training, gym sally te 
nastics and other activities. Particular attention is give et 
to the inculcation of personal cleanliness, obedience an Tne? 
good manners. Another centre for youths who have aff for 
tained the age of 17 but not of 21 is in preparation. ocality 
Yel ice 
Adults pnce du 
4. Temporary release—England and Wales will vis 
Under the Prison Rules 1951 (Statutory Instrument ™ 
1951, No. 1343) 4 prisoners can be released temporarily ah, i 
parole for a stated period. These rules apply as follows G ier 


(1) A prisoner may now be allowed out on parole to pahelpis g 
a short visit toa dying relative. It has long been the customeport | 
to allow prisoners out under escort to visit dying relative, Wom: 
but the Prison Commissioners now have authority, in a : 
propriate cases, having regard to the prisoner’s age, recoriy” Trait 
conduct and trustworthiness, to allow a prisoner to by Publi 
released on parole. Where release on parole is not authoproblen 
rized, the old procedure of release under escort continues tperious 
operate. kioners: 


(2) A system of home leave for certain classes of pr 
soners, namely, “Star” prisoners (i.e., first offenders 0 
those of a similar type) serving sentences of more that 
three years. The home leave may be taken not earle 
than four months and not later than two months befo 
the prisoner’s earliest date of release. 


The object of the scheme is partly to contribute to ti 
restoration of the prisoner’s self-confidence by placisj 
trust in him under conditions of complete freedom, a 
partly to give the prisoner an opportunity before his fin 
release to make contacts with prospective employers, 
deal with domestic problems, and to renew home ties. 


4 See U.N. Legislative Series - Social Defence - 1951 - U.K. 3. 












| that th riod of leave is such as to allow five clear days at home, 


and it counts as part of the sentence. 


t 19522] The first prisoners to go on home leave left their prisons 
OUNS O19 12 December 1951 and, during the next three months, 
O Cettaittnetween thirty and forty prisoners were granted this 
> Who if privilege. As the Commissioners have reported in paragraph 
umber 13 of chapter IV of their annual report for 1951, “Allreturned 

at the correct time and behaved well while they were away 
Sourtca|... the leave was used to good advantage and . . . the 
ntre are [privilege is much valued and is well serving the purposes 
.____ lfor which it was instituted”. Later reports from governors 
since thi show that the scheme continues to function successfully. 
Scotland. Similar provisions have been instituted in Scot- 
enced ty land (rule 28 of the Prison (Scotland) Rules, 1952). 


t method) After-care for women—England and Wales 


might | During 1951 a fresh approach was made to the problem 
» of then jof after-care for women who are not subject to statutory 
pervision. It was thought that many such women might 

. hecept a form of friendly help and supervision that involved 
nodatio 0 obligation or penalties and was manifestly concerned 
ty unde mply with their welfare in the first difficult period after 
Ne Deg weir discharge. The Commissioners of Prisons therefore 
domes og pted the offer of the Women’s Voluntary Services to 
ry Scho ndertake such a scheme within the framework of the 
there athyischarged Prisoners’ Aid Society, limiting its scope ini- 
Ng, Symi, y to Star prisoners at Holloway prison. The Women’s 
\ 18 GeV oluntary Service is represented on the Discharged Pri- 
CNCE att ners’ Aid Case Committee, and every eligible woman may 
have aif + fora W.V.S. friend, who will be a woman from her own 

* ocality, carefully chosen by the Women’s Voluntary 
Service regional office. The friend usually visits the woman 
once during her sentence and at any time during this period 
ill visit the home at the woman’s request to deal with 

rumesilt" ticular problems and prepare for her reception on re- 
srarily of After the woman’s discharge the friend keeps in close 
, ‘olla ouch with her by home visits for a year, or as much longer 
, ot shorter a period as the woman may wish. No material 
le to pathelp is given, but if it is felt that help is needed the friend may 
e Custoafreport to the Discharged Prisoners’ Aid Society through 
relativeya Woman’s Voluntary Service liaison member at Holloway. 
m4? a i. Training of women sentenced for neglect of their children 
rer to tf Public attention has been increasingly directed to the 
ot authogproblem of women who are sentenced to imprisonment for 
itinuestperious neglect of their children, on which the Commis- 
kioners in their annual report for 1949 published a special 
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U.K. 3. | "See Report of the Commissioners of Prisons for the Year 1949, 
1950, p. 125. 





report by the Governor of Holloway Prison.” Since it ap- 
peared that the conditions which have brought these women 
before the courts were usually due to low intelligence, 
ignorance and social incompetence, the Commissioners 
decided to collect these women in one prison, in a suitable 
environment, and to use their sentence to give them con- 
structive training in mothercraft, housecraft and, as far as 
possible, family responsibility. 

A building within the walls of Birmingham prison has 
been adapted as a hostel in which groups of ten to twelve 
women attend courses for a period of eight to ten weeks in 
home management. The courses have been arranged in con- 
junction with the City Education Authority, who provide 
full-time teachers for the working day in cooking, laundry 
work and housewifery, and lectures and demonstrations 
are given in the evenings by members of the Maternity and 
Child Welfare, Children’s and Gas Departments (cooking 
with gas ovens), with practical work in home nursing, child 
care, needlework and toy making. Care is taken to relate 
the instruction to the conditions in which each woman 
lives, so that no more is taught than can be absorbed and 
applied. 

The scheme of voluntary after-care by the Women’s 
Voluntary Service, described above, has been extended to 
the members of these courses, who almost all ask for a 
Women’s Voluntary Service friend on discharge and are 
thus given help in the difficult period after their return 
home. 


7. National Insurance (Contributions) Amendment (No. 2) 
Regulations. England and Wales 


On 11 December 1950 the above regulations came into 
operation. These regulations prescribe periods within which 
an insured person may pay arrears of contributions which, 
while he is undergoing imprisonment or is detained in legal 
custody, he is entitled, but not liable, to pay. The time limit, 
which is fixed in relation to the end of the contribution 
year in which the imprisonment ends and varies with the 
length of imprisonment, may be anything between one-and- 
a-half and five years from the date of discharge from prison. 
Contributions paid within the appropriate time limit count 
for benefit purposes (including widows’ benefit, retirement 
pension or death grant if paid before the relevant time, i.e., 
date of death or attaining pensionable age, as appropriate) 
under the same conditions as apply to contributions paid 
late which an insured person is liable, and not merely 
entitled to pay. 





Section en frangais 


Publications relatives a la défense sociale parues, 1953-1954 


Les ouvrages suivants relatifs a la défense sociale ont été 
achevés: 
1. Probation 


Une étude intitulée Practical Results and Financial as- 
pects of Probation in Selected Countries de Max Griinhut, 
chargé du cours de criminologie 4 l’Université d Oxford, 
Angleterre, sera publiée en anglais en 1954; elle sera utilisée 
par le groupe régional consultatif européen dans le domaine 
de la prévention du crime et du traitement des délinquants, 
lors de sa deuxiéme session qui aura lieu 4 Genéve en 1954. 


2. Délinquance juvénile + 
Quatriéme partie. - L’Asie et ’Extréme Orient, par 


Katayun H. Cama, ancien juge du tribunal pour enfants, 
Bombay, Inde; en anglais [ST/SOA/SD/1/Add.3]. 


Cinquiéme partie. -Le Moyen-Orient: par Shakir El-Ani, 
Procureur général, Ministére de la Justice, Bagdad, Irak 
(premier chapitre) et par Saadi Bississo, Juge a la Cour 
supréme, Syrie (chapitres II 4 VII et la bibliographie); en 
anglais [ST/SOA/SD/1/Add.4]. 


3. La sentence indéterminée 


Marc Ancel, Président de Chambre a la Cour d’appel et 
Secrétaire général de I’Institut de droit comparé de |’Uni- 
versité de Paris, a préparé sur cette question une étude qui 
a été publiée en francais et en anglais [ST/SOA/SD/2]. 
Cette étude a pour objet de fournir des renseignements sur 
la législation et la pratique actuelle et de présenter une 
évaluation des résultats de la sentence indéterminée dans 
divers systemes législatifs et administratifs. Elle sera sou- 
mise pour examen aux conférences régionales dans le do- 
maine de la prévention du crime et du traitement des délin- 
quants ainsi qu’a la Commission des questions sociales. 


4. Régime de parole et d’assistance postpénitentiaire 


G. Th. Kempe, Professeur a I’Institut de criminologie de 
Université d’Utrecht, Pays-Bas, a achevé une étude sur 
les conditions de la libération conditionnelle et surveillée, 
ou libération sur parole, et sur les services fournis aux 
adultes libérés des établissements correctionnels dans 
divers pays; l’ouvrage contient également une analyse des 
tendances qui se manifestent dans ce domaine sur les plans 
théorique et pratique. Cette étude intitulée Parole and After- 


1 La premiére partie, sur la délinquance juvénile en Amérique du 
Nord [ST/SOA/SD/1] en anglais, la deuxiéme partie, sur la délin- 
quance juvénile en Europe [ST/SOA/SD/1/Add.1] en frangais et la 
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DI 


care sera publiée en 1954 en anglais et sera utilisée par} 
groupe régional consultatif européen asa deuxiéme session} REL / 
f ; INTE 
5. Cycle d’études de ’ Amérique latine 
Un cycle d’études sur la prévention du crime et le traite. 
ment des délinquants a eu lieu du 6 au 19 avril 1953 a Rip 
de Janeiro, Brésil. Le premier volume contenant des docy, 
ments et les exposés que les experts ont présentés au cyck 
d’études ainsi que le deuxiéme volume contenant les com, 
munications présentées par les représentants des gouverne 
ments, ont déja été publiés en espagnol [ST/SOA/SD/LA), 
et ST/SOA/SD/LA/2]. Le Gouvernement du Brésil a fai 
imprimer ces deux volumes. II est prévu que le troisién 
volume, dans lequel figureront le compte rendu des débats 
le rapport général et les recommandations adoptées, ser 
publié par le Gouvernement brésilien, en espagnol en 1954 Cec 


Le rapport général sur le cycle d’études ci-dessus men, 
tionné qui contient le compte rendu des débats et le text 
des recommandations approuvées par le cycle d’étudeg} .. 
a été publié en anglais par I’ Administration de l’assistang 
technique des Nations Unies [ST/TAA/Ser.C/13]. 


Par. 
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de la ¢ 
organi 


cY 















6. Groupe régional consultatif européen 


Le rapport général sur la premiére conférence du gro 
régional consultatif européen dans le domaine de la pr 
tion du crime et du traitement des délinquants qui a eu 
a Genéve en décembre 1953 a été publié en anglais et 





francais [ST/SOA/SD/Gen/1]. Ce document a été im Foo 
en 1953 par I’ Imprimerie administrative de Melun, Fr ‘ear d 
7. Série législative et administrative en matiére de défen) ssjoin 
sociale versité 

Le premier volume de la série législative et administrati tions | 
en matiére de défense sociale, qui comprend des expert 
adoptés en 1950,a paru,en anglais, en deux numéros s - 
[ST/SOA/SER.E/3 et ST/SOA/SER.E/3/Add.1]. On 4°O™ 
trouve des textes de vingt-trois pays, ainsi qu’une list} Les 
additionnelle de lois et de réglements de six autres pays. Us sut le: 


deuxiéme volume, comprenant des textes adoptés en 195} quanc 
sera publié en deux numéros au courant de cette année, ) les 
volume contiendra également une liste de titres, avec ind 
cations de source, de lois et de réglements adoptés en I 
et 1953. 


a) . 
détuc 


As 'Vo 


troisiéme “ate, sur la délinquance juvénile en Amérique latiog * Vo 


[ST/SOA/SD/1/Add.2] en espagnol ont paru en 1952. = ee 














Organisation et réunions 


ée par | 
€ Session, 


le traite. 
53 ARiy| Par résolution 480 (XV) qu’il a adoptée le 6 avril 1953, le 
Jes docy.| Conseil économique et social a accordé le statut consultatif 





; au cyck| de la catégorie B de son systéme de consultation avec les 
les com} organisations non gouvernementales * a la Société inter- 
ouverne 

SD/LA\| 

sil a fait 

troisiéms 

28 débats, 

tees, ser , ‘ ; 
Len 1954] Cecycle d’études a été organisé sur la base dela résolution 
| 415 (V)* de l’Assemblée générale des Nations Unies par le 
mr a Département des questions sociales et l’Administration de 


assistance technique des Nations Unies avec la collabora- 
tion du Gouvernement de l’Egypte, pays héte. Y ont 
participé des représentants del’ Arabie séoudite, del’Egypte, 
del’Irak, du Royaume hachémite de Jordanie, du Liban, de 
la Syrie, et du Yemen, ainsi que du Secrétariat de la Ligue 
arabe. La Turquie, l’Organisation des Nations Unies pour 
léducation, la science et la culture (UNESCO), plusieurs 

associations et organismes nationaux se sont fait représenter 
iell par des observateurs. 


M. Paul Amor, Représentant régional des Nations Unies 
dans le domaine de la défense sociale, a été nommé direc- 
teur du cycle d’études. Il a été assisté par deux directeurs 
adjoints: M. El Shawi, Professeur de droit pénal a l’Uni- 
versité du Caire, et M. Ernest C. Grigg, conseiller des Na- 
I tions Unies en matiére sociale dans le Moyen-Orient. Sept 
experts ont été désignés par les Nations Unies en vue de 
préparer les documents de travail, diriger les débats et aider 

dformuler les décisions et les résolutions. 


Les travaux du cycle d’études ont porté principalement 
sur les trois sujets suivants: 1) la prévention de la délin- 
quance juvénile et le traitement des mineurs délinquants; 
2) les établissements ouverts; 3) l’ensemble de régles mi- 
ij tima pour le traitement des détenus. 


En examinant ces sujets, le cycle d’études a consacré a 
limportante question du recrutement, du statut et de la 
formation du personnel, toute l’attention qu’elle méritait. 


d’ études 
ASSistaney 








RECOMMANDATIONS RELATIVES A LA PREVENTION DE LA 
DELINQUANCE JUVENILE ET AU TRAITEMENT DES JEUNES 
DELINQUANTS 


a) Notion de l’enfance délinquante: A ce sujet, le cycle 
(études a estimé qu’il faut prendre en considération non 





‘Voir la note trilingue 4 la page 75 ci-dessus. 

ique lating * Voir les dispositions relatives au systtme de consultation entre 
k Conseil économique et social et les organisations non gouverne- 
mentales dans Revue internationale de politique criminelle, n°1, 
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CORRESPONDANTS INDIVIDUELS DU DEPARTMENT DES QUESTIONS SOCIALES 
DU SECRETARIAT DES NATIONS UNIES DANS LE DOMAINE DE LA PREVENTION 
DU CRIME ET DU TRAITEMENT DES DELINQUANTS AU 31 MARS 1954? 


RELATIONS ENTRE L’ORGANISATION DES NATIONS UNIES ET LES ORGANISATIONS 
INTERNATIONALES NON GOUVERNEMENTALES INTERESSEES A LA PREVENTION DU 
CRIME ET AU TRAITEMENT DES DELINQUANTS 


nationale de défense sociale. On trouvera une bréve des- 
cription de la structure et des activités de la Société dans 
Revue internationale de politique criminelle, n° 1, janvier 
1952, page 37. 


CYCLE D’ETUDES POUR LES ETATS ARABES SUR LA PREVENTION DU CRIME ET LE 
TRAITEMENT DES DELINQUANTS 
(Le Caire, 5-17 décembre 1953) 


le délit en soi mais la situation anormale dont ce délit est 
révélateur. I] a recommandé en conséquence que la notion 
d’enfance délinquante soit élargie pour s’étendre aux cas 
moins bien déterminés des enfants en danger moral. 


Bien que le cycle d’études ait décidé de fixer l’Age de la 
majorité pénale a 18 ans, il a cependant jugé utile de prévoir 
que les jeunes gens de 18 a 21 ans ne doivent pas étre passi- 
bles de la peine capitale ou des travaux forcés. 


b) Tribunaux pour enfants: Le cycle d’études s’est pro- 
noncé en faveur de tribunaux spéciaux pour enfants, com- 
posés d’un juge unique, avec la présence d’un représentant 
du ministére public de préférence de sexe féminin. Ces tri- 
bunaux doivent siéger dans des locaux indépendants des 
autres tribunaux et doivent se caractériser par l’absence de 
tout apparat. Les audiences doivent étre tenues 4 huis clos. 
Seuls doivent y étre admis l’enfant lui-méme, ses parents, 
son défenseur et les représentants des organismes sociaux 
chargés des questions concernant les mineurs. 


c) Service social: Le cycle d'études a souligné que 
l’existence d’un service social auprés de chaque tribunal 
pour enfant est une nécessité absolue. 


d) Mesures de rééducation: Le cycle d’études a estimé 
que celles-ci doivent étre appliquées sous le contréle de 
l’autorité judiciaire, assistée par les services sociaux, avec 
cette réserve que le juge pourra reviser son jugement chaque 
fois que les circonstances l’exigeront. La durée de la mesure 
sera indéterminée mais comprise dans les limites fixées par 
la loi. Le juge sera seul compétent pour mettre fin a ces 
mesures. II prendra sa décision 4 la lumiére d’un rapport 
qui lui sera soumis par l’organisme chargé de l’exécution. 


e) Etablissements de rééducation: Le cycle d'études a 
estimé qu’il convient d’appliquer a l'enfant un traitement 
qui tende a assurer son amélioration du point de vue phy- 
sique, social et psychologique. A cet effet, il a recommandé 
certaines régles déterminant les conditions de traitement 


janvier 1952, page 31. 

4 Le texte de cette résolution a été publié im extenso dans le n° | 
de la Revue internationale de politique criminelle, janvier 1952, 
pages 18 a 20, 





dans les établissements et excluant toute violence ou 
chatiments corporels. 


f) Probation: Les pays participants ont estimé que le 
milieu le meilleur pour parvenir a la rééducation sociale de 
l’enfant est son foyer et qu’en général la probation est 
préférable au placement dans une institution. En consé- 
quence, l’organisation de services de probation a été 
recommandeée. 


g) Placement au foyer de tierces personnes: Le cycle 
d’études a estimé que cette mesure peut étre trés efficace et 
devrait étre préférée au placement dans une institution. La 
famille étrangére a l’enfant doit étre aidée et guidée dans 
l’accomplissement de ses devoirs. 


En matiére de prévention de la délinquance juvénile, le 
cycle d’études a jugé utile de recommander aux gouverne- 
ments des pays arabes d’adopter une législation spéciale 
visant a assurer la protection des enfants, sauvegarder leurs 
intéréts et combattre les causes de la délinquance. 


RECOMMANDATIONS RELATIVES AUX ETABLISSEMENTS 
OUVERTS 


Le cycle d’études a approuvé en principe le systeme de 
l’établissement ouvert tel qu’il a été défini par le Congrés de 
La Haye (1950) et par la Conférence de Genéve (1952) et, 
prenant en considération les résultats encourageants en- 
registrés dans certains pays, il a recommandé aux pays du 
Moyen-Orient de l’adopter. Le cycle d’études a estimé 
toutefois que les pays qui font l’expérience de ce systéme 
pour la premiére fois devraient s’abstenir de fixer a l’avance 
et en détail dans un réglement rigide le mode de fonction- 
nement de ces établissements. Aussi, dans les pays ow les 
frisons sont encore exclusivement du type traditionnel et 
ou les circonstances locales ne permettent pas de créer im- 
médiatement un établissement ouvert, on devra procéder 
prudemment en organisant tout d’abord des établissements 
a sécurité moyenne, notamment des colonies de travail en 
plein air, autant que possible agricoles. Ces colonies devront 
de préférence étre organisées comme des dépendances des 
prisons ordinaires. Les détenus y subiront la derniére partie 
de leur peine avant la libération définitive ou conditionnelle. 
Ainsi l’établissement ouvert paraitra d’abord comme une 
étape nécessaire du régime progressif. 


RECOMMANDATIONS RELATIVES A L’ENSEMBLE DE REGLES 
MINIMA POUR LE TRAITEMENT DES DETENUS 


Le cycle d’études a établi un nouveau projet d’ensemble 
de régles apportant au projet élaboré en 1933 et revisé en 
1951 par la Commission internationale pénale et péniten- 
tiaire (CIPP) quelques modifications de détails dont voici 
l’essentiel : 


a) Le cycle d’études a supprimé du texte de l’ensemble 
des régles toute référence aux pays coloniaux ou non auto- 
nomes. 


b) Considérant’la nécessité de disposer d’organismes 
gouvernementaux ou privés capables d’apporter une aide 
au détenu libéré, le cycle d’études a introduit la régle sui- 
vante: 


«La responsabilité de la société ne cesse pas ala libération 
d’un détenu. Il faudrait donc disposer d’organismes gou- 
vernementaux ou privés capables d’apporter au détenu 
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libéré une aide post-pénitentiaire, humaine et efficace [yj 
permettant de se reclasser dans la communauté. » 


c) En raison de l’architecture de certains batiments pg. 
nitentiaires au Moyen-Orient, le cycle d’études a jugé util 
d’ajouter au projet élaboré par la CIPP des précisiox 
relatives a la surface et au cubage d’air qui sont nécessairg 
dans des conditions normales. 


d) Les pays participants ont été unanimes a reconnaitre 
les dangers de l’exercice d’un pouvoir disciplinaire par yp 
détenu, notamment en raison des abus auxquels cela peyt 
donner lieu. Le cycle d’études a cependant été sensibk 
a l’argument invoqué en faveur d’une certaine autorité 
accordée aux détenus qui en sont dignes, dans les systéme 
a base d’auto-gouvernement, et a introduit en conséquence 
la régle suivante: «Aucun détenu ne pourra remplir dans 
les services de l’établissement un emploi comportant up 
pouvoir disciplinaire ». 

«Cette régle ne saurait toutefois faire obstacle au bon 
fonctionnement des systémes 4 base d’auto-gouverne. 
ment...» 


e) En ce qui concerne le transport des détenus, le cycle 
d’études a jugé utile d’ajouter a la régle 39 du projet élaboré 
par la CIPP, le paragraphe suivant: «Le transport des 
détenus doit se faire aux frais de l’administration et sur un 
méme pied d’égalité pour tous». 

f) Reconnaissant la nécessité de recourir 4 des spécia- 
listes, le cycle d’études a introduit les régles suivantes: 


«On doit adjoindre au personnel, dans toute la mesure du 
possible, un nombre suffisant de spécialistes tels que psy- 
chiatres, psychologues, travailleurs sociaux, instituteurs, 
instructeurs techniques. Les travailleurs sociaux, les insti- 
tuteurs et les instructeurs doivent étre employés d’une fagon 
permanente.» 


De mémelecycled’ études a trouvé opportund’introduire, 
en ce qui concerne le personnel pénitentiaire, les régles 
suivantes: 


«On doit soumettre les fonctionnaires pénitentiaires’ 
un entrainement physique spécial qui leur permettra de 
maitriser les prisonniers violents, et augmentera lew 
confiance en eux-mémes. 


«Sauf circonstances spéciales, les agents qui assurent 
un service les mettant en contact direct avec les détenu 
ne doivent pas étre armés. 


«Des inspecteurs, nommés par une autorité compéter 
te, devront procéder a l’inspection réguliére des établis 
sements et services pénitentiaires. Ils veilleront en part- 
culier 4 ce que ces établissements et services soient 
administrés conformément aux lois et aux réglements a 
vigueur.» 


g) Le cycle d’études a estimé qu’il serait normal quek 
condamné pour dette travaille pendant son séjour en prison 
afin que le produit de son travail serve a le libérer, du moias 
en partie, de sa dette, et a complété en conséquence la rége 
78 du projet élaboré par la CIPP comme suit: «Les cot 
damnés pour dettes sont obligés au travail. Leur rémuné 
ration doit étre affectée au payement de leur dette ». 


h) Notant enfin que le projet préparé par la CIPP & 
contient pas de régles spéciales au sujet des détenus polit 
ques, le cycle d’études a prévu dans le nouveau texte qu 
les auteurs de délits d’opinion devront étre séparés dé 
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détenus de droit commun dans les établissements péniten- 
tiaires. 
RECOMMANDATIONS EN VUE D’UNE ACTION ULTERIEURE 


Le cycle d’études a adopté une résolution prévoyant 
organisation, au sein de la Ligue arabe, d’un bureau spé- 
cial en vue de faciliter l’échange des informations sur la 
prevention du crime et le traitement des délinquants entre 


La deuxiéme session du groupe régional consultatif 
européen des Nations Unies dans le domaine de la préven- 
tion du crime et du traitement des délinquants aura lieu 
au Palais des Nations, 4 Genéve, du 23 aoat au 2 sep- 
tembre 1954. Ce groupe est composé des experts qui ont 
&é désignés par les gouvernements européens comme 
correspondants individuels du Département des questions 
sociales en cette matiére, et il se réunit en principe tous les 
deux ans. La premiére session du groupe européen a eu 
lieu en décembre 1952. 


L’ordre du jour de la deuxiéme session appellera prin- 
cipalement l’examen de la question du travail péniten- 
tiaire, sur la base d’un rapport préparé par un groupe de 
travail chargé d’une étude préliminaire de ce probléme. 
Le groupe consultatif discutera en outre certains aspects 
de la question de la probation, comme suite au cycle 


Une réunion des institutions spécialisées et des organi- 
sations internationales intéressées 4 la prévention du 
crime et au traitement des délinquants aura lieu sous les 
auspices de l’Organisation des Nations Unies au Palais 
des Nations, 4 Genéve, le 3 septembre 1954, aussitét aprés 
la deuxiéme session du groupe régional consultatif euro- 
péen. De telles réunions ont déja été organisées 4 Paris en 
octobre 1948, 4 Lake-Success en mars 1949 et 4 Genéve 


Conformément aux résolutions 415 (V) et 418 (V)5 de 
lAssemblée générale, les Nations Unies doivent organiser 
tn coopération avec le Gouvernement de la Birmanie un 





* Le texte de ces résolutions a été publié in extenso dans la partie 
n° | de la Revue internationale de politique criminelle, janvier 1952, 
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les pays de langue arabe, ainsi que la création d’un centre 
régional pour la formation du personnel et d’un centre de 
recherches scientifiques. D’autre part, le cycle d’études a 
émis le vceu qu’un glossaire en langue arabe soit préparé 
en vue de donner une définition exacte des différents termes 
ou locutions utilisés pour traiter les matiéres relevant du 
domaine de la prévention du crime et du traitement des 
délinquants. 


DEUXIEME SESSION DU GROUPE REGIONAL CONSULTATIF 
EUROPEEN DANS LE DOMAINE DE LA PREVENTION DU CRIME ET DU 
TRAITEMENT DES DELINQUANTS 


d’études sur ce sujet qui avait eu lieu 4 Londres en octobre 
1952. Une étude complémentaire sur les résultats pratiques 
et les aspects financiers de cette institution, dont la pré- 
paration a été confiée par le Secrétariat des Nations Unies 
a un consultant, sera soumise aux participants avant la 
réunion. II est enfin prévu de porter a l’ordre du jour de la 
session la question de la libération conditionnelle et de la 
réadaptation sociale postpénitentiaire. Les études que les 
consultants ont préparées pour le sécrétariat sur ces sujets 
seront a la disposition du groupe. 

Les institutions spécialisées et les organisations inter- 
nationales intéressées 4 la prévention du crime et au 
traitement des délinquants ont été invitées 4 se faire 
représenter 4 la session du groupe régional consultatif 
européen par des observateurs. 


REUNION DES INSTITUTIONS SPECIALISEES ET DES ORGANISATIONS 
INTERNATIONALES INTERESSEES A LA PREVENTION DU CRIME 
ET AU TRAITEMENT DES DELINQUANTS 


en mai 1950 et en décembre 1952. Ces réunions ont pour 
but d’assurer la liaison et la coopération entre les organi- 
sations participantes, ainsi qu’entre ces organisations et 
le Secrétariat des Nations Unies, et de coordonner les 
activités entreprises dans le domaine de la prévention du 
crime et du traitement des délinquants, en ce qui concerne 
tant les études que les conférences et les congrés. 


CYCLE D’ETUDES DES NATIONS UNIES SUR LA PREVENTION 
DU CRIME ET LE TRAITEMENT DES DELINQUANTS EN ASIE 
ET EN EXTREME-ORIENT 


cycle d’études régional sur la prévention du crime et le 
traitement des délinquants en Asie et en Extréme-Orient, 
qui se tiendra 4 Rangoon pendant la seconde quinzaine 


pages 18. 22. La résolution 58 (1) a été reprise avec des modifications 
dans la résolution 415 (V). 





du mois d’octobre 1954. L’organisation de cecycle d’études 
sera analogue a celle du cycle d’études de l’Amérique 
latine, qui s’est tenu a Rio de Janeiro, Brésil, du 6 au 19 
avril 1953, et a celle du cycle d’études du Moyen-Orient 
qui s’est tenu au Caire, Egypte, du 5 au 17 décembre 1953. 


PROGRAMME 


Les décisions prises et les recommandations faites au 
cours des cycles d’études devant étre soumises pour examen 
au Congrés mondial en matiére de prévention du crime et 
de traitement des délinquants, que l’Organisation des 
Nations Unies doit organiser, le programme des travaux 
des cycles d’études régionaux a été maintenu aussi uni- 
forme que possible. Les questions suivantes seront exami- 
nées au cycle d’études de |’Asie et de l’Extréme-Orient: 


1. Régles générales pour le traitement des détenus. 


2. Etablissements pénitentiaires et correctionnels ou- 
verts. 


3. Choix, formation et recrutement du personnel péni- 
tentiaire. 


4. Prévention de la délinquance juvénile et traitement 
des jeunes délinquants. 


En outre, des renseignements seront donnés au cycle 
d’études en rapport avec ces quatre points de l’ordre du 
jour, sur les moyens dont dispose l’Administration de 
l’assistance technique des Nations Unies pour aider les 
gouvernements en cette matiére. 


On pense que la discussion des sujets ci-dessus dannera 
une impulsion a l’évolution de la législation et des services 
compétents dans les pays de I’ Asie et de l’Extréme-Orient. 
Le cycle d’études donnera aux fonctionnaires gouverne- 
mentaux et aux autres personnes dont les fonctions sont 
directement liées 4 ce domaine l’occasion non seulement 
de discuter les problémes ci-dessus mentionnés, mais aussi 
de procéder 4 des échanges de vues et de s’assimiler 
les techniques qui conviennent a l’application de program- 
mes efficaces. 


ORGANISATION 


Gouvernement héte: Les cycles d’études des Nations 
Unies sur la prévention du crime et le traitement des 
délinquants sont tenus dans les pays dont les gouverne- 
ments ont lancé une invitation en ce sens. C’est le cas, en ce 
qui concerne le cycle d’études de l’Asie, du Gouvernement 
de la Birmanie qui a demandé que ce cycle soit tenu a 
Rangoon au cours de la deuxiéme quinzaine d’octobre 
1954. Alors que les Nations Unies assument les taches 
d’organisation générale en mettant par exemple 4a la 
disposition du cycle d’études le Directeur et les experts, le 
gouvernement héte prend a sa charge l’organisation 
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matérielle de la conférence, qui consiste 4 fournir dy 
locaux convenables ainsi que le personnel local nécessaig, 
au bon fonctionnement du cycle d’études. 


Préparation et fonctionnement du cycle d’études: Le Dj. 
recteur est chargé d’assurer la préparation et le fonctionne. 
ment du cycle d’études. L’Organisation des Nations Unie, 
a nommé directeur du cycle d’études de l’Asie M. Manygl 
Lépez-Rey, Chef de la Section de la défense sociale ay 
Département des questions sociales. Il sera assisté dans y 
tache par un directeur adjoint nommé par le pays hite 
En outre, un certain nombre d’experts choisis pour k 
plupart dans la région considérée seront nommés pa 
l’Organisation des Nations Unies conformément au pro. 
gramme de travail du cycle d’études; ils devront diriger 
les débats et aider le Directeur 4 formuler les décisions ¢ 
les recommandations relatives 4 la conférence. Le cycle 
d’études sera divisé en sections et les experts auront pour 
tache de coordonner les travaux de chaque section sous |g 
conduite du Directeur. La langue de travail du cyck 
d’études sera l’anglais. 


Participation au cycle d’études: Les Nations Unies ont 
déja invité tous les gouvernements de la région, y con- 
pris les gouvernements des territoires non autonomes ¢ 
trouvant dans la région, a participer au cycle d’études, 
Chaque gouvernement a été prié d’envoyer trois représen- 
tants, mais le gouvernement hdéte pourra, s’il le désire, 
nommer des représentants en nombre supérieur. Tous kes 
représentants seront des personnes dont les fonctions sont 
en rapport avec la prévention du crime et le traitement 
des délinquants dans leur propre pays. L’Organisation des 
Nations Unies a demandé aux gouvernements des pays 
participants ot existent déja des correspondants individuels 
des Nations Unies dans le domaine de la prévention du 
crime et du traitement des délinquants, de nommer a 
moins l’un d’eux comme membre du groupe de représen- 
tants. 


En outre les institutions non gouvernementales et inter- 
gouvernementales compétentes en la matiére seront inv- 
tées 4 envoyer des observateurs qui participeront au 
cycle d’études. Des observateurs de la Commission écono- 
mique pour l’Asie et l’Extréme-Orient et d’autres inst- 
tutions spécialisées des Nations Unies prendront égale 
ment part a la conférence. 


Les observateurs participeront aux travaux sur un pied 
d’égalité avec les représentants des gouvernements, mais 
n’auront aucun droit de vote, particuliérement en ce qui 
concerne les résolutions et les recommandations formells 
qui pourraient étre adoptées par le cycle d’études régional 


Durée: La durée du cycle d’études est fixée a dew 
semaines. 
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CYCLE D’ETUDES SUR LE TRAITEMENT EN ETABLISSEMENT 
DES MINEURS DELINQUANTS 


En vertu du Plan d’échanges (Office européen de 
rOrganisation des Nations Unies) ®, Administration de 
fassistance technique organise actuellement, en collabo- 
ration avec Ja Division des activités sociales des Nations 
Unies et sous les auspices des Ministéres del’administration 
sociale et de la justice d’Autriche et avec la municipalité 
de Vienne, un cycle d’études relatif au traitement en 
établissement des mineurs délinquants, qui doit avoir 
lieu 4 Vienne du 27 septembre au 9 octobre 1954. La délin- 
quance juvénile est l'un des projets les plus importants 
de la Section de Défense sociale de la Division des acti- 
vités sociales. Le traitement des mineurs délinquants est 
une question dont les gouvernements et les spécialistes 
se préoccupent de plus en plus. Les conceptions en la 
matiére se sont beaucoup modifiées au cours des derniéres 
années, le principe de la rééducation se substituant a celui 
de la répression; toutefois, malgré ce progrés, il est clair 
que le traitement des jeunes délinquants en est encore au 
stade expérimental. 


On se rend compte d’une maniére croissante que le 
traitement en établissement, qui constitue l’une des mesures 
visant 4 la rééducation du mineur délinquant, devrait étre 
fondé sur une étude constante du sujet et de son évolution; 
il est nécessaire de prendre en considération les données 
concernant sa famille, son milieu social, son hérédité 
et son comportement avant son envoi dans un établisse- 
ment. Il semble essentiel de donner aux divers spécialistes 
s'intéressant au traitement des jeunes délinquants I’occa- 
sion de se réunir pour échanger leurs opinions et discuter 
tant l’organisation des établissements que les méthodes 
utilisées, 


PROGRAMME DE TRAVAIL 


Le cycle d’études se divisera en quatre parties, qui sont 
les suivantes: 


Premiére partie 


Le réle des établissements dans le traitement des délinquants 
mineurs 


1. Distinction entre le traitement en établissement et 
d'autres méthodes de traitement pratiquées hors du foyer 
du jeune délinquant. 


2. Critéres 4 appliquer pour décider de l’envoi d’un 
délinquant mineur dans un établissement. 


3. Diversité et spécialisation des établissements: em- 
placement, construction, capacité d’hébergement et orga- 
nisation. Types de logement. Placement dans des éta- 
blissements des jeunes délinquants atteints de déficience 
mentale 


4. Utilisation, dans certains cas, d’établissements péni- 
tentiaires et correctionnels pour adultes dans le traitement 
en établissement des délinquants mineurs. 


5. Envoi du délinquant dans un établissement: autorité 
compétente; caractére et durée de cette mesure. 


*On trouvera des renseignements détaillés sur ce plan dans le 
document TAA/SOC/1, 1952 intitulé «Programme européen de 
service social» rédigé par la Division sociale, Administration de 


Partie IT 


Traitement 


1. Réle de l’observation et de la classification comme 
mesure préliminaire au traitement en établissement. Cen- 
tres d’accueil et de classification. Détermination a priori 
de la nature et de la durée du traitement. 


2. Les deux buts essentiels du placement dans un éta- 
blissement: traitement et formation professionnelle des 
délinquants mineurs. Caractére complémentaire de ces 
buts. 


3. Méthodes de traitement: médicales, psychologiques 
et sociales. Méthodes de traitement en groupe. Types de 
classification utilisés au cours du traitement. 


4. Méthodes de formation: aspects éducatifs et pro- 
fessionnels. Leurs objets respectifs. Réle du travail et de 
la discipline comme éléments de formation. Auto-gouver- 
nement. Activités récréatives. 

5. Relations et activités 4 l’intérieur et 4 l’extérieur de 
l’établissement. Réle de la famille, de la religion, de parti- 
culiers, d’associations et de la collectivité. Congés. 


6. Services médicaux et sanitaires. 


Partie Il 


Libération, libération conditionnelle et surveillée et assistance 
subséquente 


1. Préparation 4 la libération. La période précédant la 
libération. 


2. Sortie du délinquant de I’établissement. Libération 
conditionnelle et surveillée et libération définitive: autorité 
compétente, critéres et conditions. 


3. Objets et nature de la libération conditionnelle et 
surveillée et de l’assistance subséquente: aide et orienta- 
tion. Formes d’aide. Réle de la famille, des foyers (hostels), 
des particuliers, de la collectivité. La question de lemploi. 
Réle de I’établissement pendant la période de libération 
conditionnelle et surveillée et d’assistance. Coordination 
de toutes les activités visant 4 aider les délinquants mi- 
neurs aprés leur libération. 


Partie [V 
Personnel 


1. Critéres et méthodes de choix. Formation. Fonctions: 
directeur et personnel dirigeant, personnel général. Pro- 
grammes de formation en cours d’emploi. Carriére, loge- 
ment, pensions, etc. 


2. Personnel spécialisé: psychologues, psychiatres, tra- 
vailleurs sociaux, personnel enseignant, travailleurs 
sociaux chargés des activités récréatives, etc. Choix et 
formation. Personnel médical. 


3. Organisation du personnel. Taches et responsabi- 
lités. 


l'assistance technique de l'Organisation des Nations Unies, Office 
européen. 





ORGANISATION DU CYCLE D’ETUDES 


L’Autriche accueillera, en vertu du Plan d’échanges, 
trente-cing participants venus de pays étrangers. En outre, 
des dispositions seront prises pour permettre 4 un petit 
nombre de participants ou d’observateurs d’assister au 
cycle d’études comme invités payants. Chaque comité 
national d’échanges se mettra en contact avec le ou les 
départements ministériels compétents et leur demandera 
de désigner les candidats leur paraissant les mieux 4 méme 
de tirer du cycle d’études le plus de profit. On espére que 
chaque pays participant enverra une équipe comprenant 
un représentant de chacune des catégories suivantes: 
directeurs d’établissements pour mineurs délinquants, tra- 


CONGRES DES NATIONS UNIES EN MATIERE DE PREVENTION DE CRIME 
ET DE TRAITEMENT DES DELINQUANTS 


L’Assemblée générale a prévu, dans sa résolution 415 
(V) du 1¢ décembre 1950, que l’Organisation des Nations 
Unies convoquerait tous les cing ans un congrés inter- 
national en matiére de prévention du crime et de traite- 
ment des délinquants. Le congrés est l'un des éléments 
d’une structure plus vaste prévue par le plan relatif au 
transfert aux Nations Unies des fonctions de la Commis- 
sion internationale pénale et pénitentiaire. Ce plan prévoit 
en outre la désignation par les gouvernements de correspon- 
dants individuels du Secrétariat de l’Organisation en ma- 
ti¢re de prévention du crime et de traitement des délin- 
quants, et la réunion de conférences régionales, qui pour- 
ront soit grouper ces correspondants soit prendre la forme 
de cycles d’études de l’assistance technique. 


La question de l’organisation du congrés a été soumise 
au Comité consultatif spécial d’experts en matiére de 


Assistance directe aux gouvernements 


BOURSES DE PERFECTIONNEMENT ET BOURSES D’ETUDES DES NATIONS UNIES 
DANS LE DOMAINE DE LA DEFENSE SOCIALE, 1947-19537 


Renseignements communiqués par les correspondants individuels’ 


ARGENTINE 
(janvier-juin 1953) 
1. Construction d’ établissements pénitentiaires (Décret du 
21 janvier 1953) 


7 Voir les tableaux trilingues 4 la page 83 ci-dessus. 


vailleurs sociaux, éducateurs, psychiatres et psychologues, 
M. Manuel Lépez-Rey, Chef de la Section de la défeng 
sociale au Département des questions sociales sera 
directeur du cycle d’études. 


La langue de travail du cycle d’études sera l’anglais, 


Les demandes doivent étre adressées par le comité 
d’échanges de chaque pays, d’accord avec I’établissemegt 
public ou privé auquel le candidat appartient et ave 
les autorités nationales compétentes, a la Division sociale, 
Office européen de l’Administration de l’assistance tech. 
nique, Organisation des Nations Unies, Genéve, oi elle 
devront arriver avant le 1¢ avril 1954. 


prévention du crime et de traitement des délinquants qui 
s’est réuni a New-York en juin 1953. Le comité a examin 
attentivement tous les aspects principaux de I’ organisation 
du congrés, et en particulier les questions de la participa. 
tion et du programme. Il a formulé ses recommandations 
dans un rapport adressé au Secrétaire général et a ka 
Commission des questions sociales du Conseil économique 
et social. 

Le Secrétaire général prend actuellement les mesures 
nécessaires a l’organisation du congrés en s’inspirant 
d’une maniére générale des suggestions présentées par ke 
Comité consultatif d’experts. Il est prévu, sous réserve de 
l’approbation des crédits nécessaires, que le congrés aura 
lieu au Palais des Nations, 4 Genéve, Suisse, du 22 aoft 
au 3 septembre 1955. Le prochain numéro de la Revue 
internationale de politique criminelle donnera des renseigne- 
ments plus détaillés au sujet du congrés. 


Pour aider a résoudre la question pénitentiaire au point 
de vue de la construction de batiments neufs, il est décidé 
de placer la construction de nouveaux établissements 
pénitentiaires sous l’autorité immédiate de la Direction 
nationale des prisons. 


* La présente section contiendra les renseignements extraits dé 
rapports adressés par lesdits correspondants. 














logues, 
défeng 
sera kk 


glais, 
comité 

ssement 

et avec 


Ce tech. 
OU elles 


Ants qui 
xaminé 
nisation 
rticipa- 
dations 
et ala 
omique 


mesures 
ispirant 
S par ke 
serve de 
és aura 
22 aott 
1 Revue 


iseigne- 


ES 


als 


LU point 
t décidé 
sements 
irection 


traits des 





2, Correspondance des détenus (Décision du 3 février 
1953) 

Conformément a la nouvelle réglementation, les détenus 
déposeront directement et personnellement leur courrier 
dans des boites postales spéciales; tout détenu sera auto- 
risé & Conserver quatre des lettres qu’il aura recues; il 
remettra le reste de son courrier, sous enveloppe fermée, 
au bureau de la correspondance, qui le gardera en dépét; 
les fonctionnaires du service du courrier ne pourront 
divulguer la teneur de la correspondance, ni se livrer 4 des 
commentaires 4 son sujet, sous peine de commettre le 
délit de violation de secret que visent les dispositions de 
larticle 156 du Code pénal. 


3. Diffusion des informations (Décision du 10 février 1953) 


Afin de faciliter la réadaptation du détenu et de lui per- 
mettre de rester en contact avec le monde extérieur, il 
sera procédé, a des jours et heures déterminés, a la diffusion 
par haut-parleurs des événements nationaux et inter- 
nationaux les plus importants. Ce communiqué com- 
prendra en outre des commentaires sur l’actualité et des 
nouvelles sportives. 


4, Les questions pénitentiaires dans le second plan quin- 
quennal argentin (Décret n° 13.878, Boletin oficial du 30 
janvier 1953) 

Conformément aux dispositions du second plan quin- 
quennal (Loi n° 14.184 du 21 décembre 1952), le décret en 
question prévoit l’adoption, pendant la période 1953-1957, 
des réformes nécessaires pour: 

a) Orienter le régime pénitentiaire vers la réadaptation 
sociale du délinquant; 


b) Remplacer le Code pénal et le Code de procédure 
criminelle par d’autres codes conformes aux principes de 
la Constitution ; 


c) Instaurer dans tout le pays un régime uniforme de 
traitement des délinquants; 


d) Créer un régime nouveau de protection des détenus 
et des condamnés libérés, afin de les faire bénéficier, ainsi 
que leur famille, de l’assistance sociale; 

e) Procéder a la réorganisation du Casier judiciaire, 
qui devra comprendre non seulement des données statisti- 
ques, mais encore des renseignements criminologiques 
qui permettent de déterminer les facteurs généraux et 
individuels du délit; 

f) Etablir dans les établissements pénitentiaires un 
régime de travail approprié, qui s’harmonise avec |’édu- 
cation culturelle et physique des détenus; 


5. Coopération de l’auménier a l’euvre de réadaptation du 
détenu (Décision du 22 avril 1953) 


Afin de faciliter la réadaptation du détenu, cette déci- 
sion réglemente les conditions dans lesquelles l’auménier 
doit coopérer avec l’administration pénitentiaire pour 
résoudre les problémes moraux et spirituels des détenus. 


INDE 


|. Modifications générales envisagées 


A la demande du Gouvernement national, les gouverne- 
ments des Etats examinent actuellement l'ensemble de la 
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question de la réforme pénale dans I’Inde. Les modifica- 
tions proposées sont encore a I’étude et n’ont donné lieu a 
aucune proposition de loi, mais on prévoit l’introduction 
prochaine de modifications fondamentales qui permettront 
notamment d’expédier plus rapidement les affaires pénales. 


2. Participation des détenus aux activités de [ établissement 


Dans l’Etat de Bombay, on a institué dans les établisse- 
ments correctionnels pour adultes un systéme de panchayats 
(comités) qui permet aux détenus de participer aux activi- 
tés de leur établissement. Ces comités élus s’acquittent de 
différentes taches qui varient selon les établissements; ils 
sont notamment chargés d’inspecter et de surveiller la 
préparation des aliments, d’organiser et de célébrer des 
cérémonies nationales et religieuses, et d’établir des can- 
tines. Les panchayats jouent également le réle d’intermé- 
diaires entre le personnel de la prison et les prisonniers 
pour certaines questions d’administration. 


3. Octroi de congés 


On a également institué dans Etat de Bombay un 
systéme de congés pour les prisonniers. L’Inspecteur 
général des prisons a été habilité 4 autoriser les prison- 
niers qui ont purgé un minimum déterminé de leur peine 
a faire des séjours de plusieurs jours dans leurs foyers a la 
suite d’une enquéte destinée a établir qu’il n’existe aucun 
risque de nuire a la famille ou 4 la collectivité en accordant 
ce privilége aux prisonniers. Des mesures analogues a ces 
deux innovations introduites dans Etat de Bombay ont 
été adoptées dans certains autres Etats. 


4. Organisation a titre expérimental de camps non surveillés 
de prisonniers 


Dans |’Etat de Uttar Pradesh, on procéde actuellement 
avec succés a une expérience dont l’objet est d’assurer, 
hors des murs de la prison, la réadaptation des prisonniers; 
elle consiste 4 employer les prisonniers 4 la construction 
du barrage de Chandraprabha, l'un des projets que le 
Gouvernement a entrepris pour étendre lirrigation et 
accroitre les ressources en énergie hydraulique. Des prison- 
niers choisis d’aprés un systéme spécial de triage ont été 
amenés de toutes les régions de I’Etat a la prison de Bana- 
ras; on les a transportés, sans les soumettre 4 aucune 
surveillance, au camp de la prison ov ils sont logés sous 
des tentes et od ils ont a leur disposition une cantine, un 
service hospitalier ainsi que des locaux ov ils peuvent 
passer leurs loisirs. Les travailleurs sont autorisés a utiliser 
une partie de leurs gains pour acheter a la cantine installée 
dans le camp du thé, des cigarettes, de la confiserie, etc., 
afin de compléter leurs repas. Les travailleurs et le person- 
nel du camp vivent en commun et les travailleurs jouissent 
d'une entiére liberté de mouvement, le camp n’étant gardé 
ni le jour ni la nuit. Les autorités ont observé que ce régime 
et la possibilité de gagner un salaire ont éveillé chez les 
prisonniers le désir naturel de travailler et il a été constaté 
qu’ils travaillent avec plus d’enthousiasme et fournissent 
un meilleur rendement que des travailleurs employés dans 
des conditions normales. Ils gagnent en moyenne | roupie 
8 annas par jour; pendant les mois de décembre 1952 et 
janvier 1953, les gains des prisonniers employés dans le 
camp se sont élevés a plus de 100,000 roupies. Les prison- 
niers ont été autorisés & envoyer une partie de leurs gains 





a leur famille. Afin de créer une saine émulation, I’Etat 
remet un fanion au groupe qui recoit le total de salaires le 
plus élevé chaque semaine. Dans le cadre du systéme qui 
vise 4 accroitre chez Jes prisonniers le sens de la responsa- 
bilité et 4 les encourager 4 se conduire d’une maniére qui 
permette de leur faire confiance, on a chargé deux prison- 
niers, sans les soumettre 4 aucune surveillance, de con- 
duire des automobiles 4 une distance d’environ 90 milles 
chaque jour. 


5. Huitiéme Conférence des inspecteurs généraux 


Le Gouvernement de I’Inde a publié les débats de la 
huitiéme Conférence des inspecteurs généraux des prisons 
tenue du 13 au 15 mars 1952. C’est la premiére conférence 
de ce genre qui ait eu lieu depuis l’indépendance de I’Inde 
et des inspecteurs généraux de vingt et un Etats y ont 
assisté. 


La Conférence a examiné et discuté de maniére appro- 
fondie les dispositions appliquées et les directives suivies 
en matiére de prévention du crime et de traitement des 
délinquants dans les Etats de I’Inde. Elle a élaboré une 
série de vingt et une recommandations quele Gouvernement 
central a ultérieurement présentées aux différents Etats en 
vue de leur mise en ceuvre éventuelle. Les résolutions 
portaient sur des questions trés diverses notamment les 
échelles de salaires, les programmes de formation profes- 
sionnelle, |’établissement de la probation et le traitement 
spécial des jeunes délinquants adultes. On a particuliére- 
ment étudié la possibilité de créer un bureau du Gouverne- 
ment central qui fournirait aux Etats des avis sur des 
questions techniques. 


6. Conférence pan-indienne relative a la probation 


La premiére Conférence pan-indienne relative a la pro- 
bation a eu lieu 4 Madras du 13 au 20 décembre 1952. Les 
242 délégués présents comprenaient des représentants de 
onze Etats et du Gouvernement national. Des experts in- 
diens et internationaux en matiére de défense sociale ont 
prononcé des discours et quatre commissions ont été 
chargées d’étudier les questions suivantes et de préparer 
des rapports a leur sujet: (1) choix et formation du per- 
sonnel; (2) rapports entre les agents de probation et les 
organismes compétents ; (3) enquétes sociales, surveillance 
et traitement: objet et méthode; (4) extension et perfec- 
tionnement de la probation dans I’Inde. 


Les rapports des commissions ont fait l’objet des débats 
des séances pléniéres et une fois adoptés ont constitué le 
rapport de la Conférence. La Conférence a également créé 
un organisme national permanent chargé d’assurer I’échan- 
ge des renseignements et le développement de la probation 
en tant que service public. 


7. Tendances en matiére de délinquance 


Les correspondants du Gouvernement de I’Inde auprés 
de l’Organisation des Nations Unies ont également fait 
savoir que, d’une maniére générale, la délinquance a 
diminué dans ce pays. 

« Dans certains Etats, la délinquance a augmenté tempo- 
rairement en raison de difficultés économiques passagéres 
dues a la sécheresse, au retard des pluies ou aux dégats 
causés par les cyclones. Dans |’ensemble, toutefois, la 
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délinquance a marqué une tendance a diminuer. I] g& 
vrai, néanmoins, qu’elle n’est pas revenue au nivey 
d’avant guerre. La diminution de la délinquance s'gy 
manifestée dans presque tous les groupes d’infractions 
en particulier dans la catégorie redoutable de homicidg 
du brigandage (dacoity) et du vol.» 


ROYAUME-UNI 
Mineurs 


1. Centres de fréquentation obligatoire pour jeunes délin 
quants (Attendance centres) ® 


Les premiers centres de fréquentation, qui constituen 
une nouvelle initiative en matiére de traitement des mj. 
neurs délinquants, ont été créés en juillet 1950 en verty 
des pouvoirs conférés au Home Secretary par la loi d 
1948 sur la justice pénale (Criminal Justice Act). Le centr 
de fréquentation a pour objet de mettre a la disposition 
des tribunaux une nouvelle mesure applicable aux mineurs 
délinquants: au lieu de placer ceux-ci dans un établisse. 
ment, les tribunaux peuvent les priver d’une partie de 
leurs loisirs et leur donner une occupation appropriée, en 
les soumettant a une discipline rigoureuse. La loi prévoit 
que les tribunaux peuvent ordonner 4 toute personne 
agée de plus de douze ans et de moins de vingt et un ans, 
qui a été déclarée coupable d’une infraction pour laquelle 
un adulte serait passible d’une peine d’emprisonnement, 
de se présenter dans un centre de fréquentation pour une 
période n’excédant pas douze heures au total et trois 
heures dans chaque cas. A la fin de septembre 1953, on 
comptait vingt et un centres créés a titre expérimental ¢ 
destinés aux garcons Agés de plus de douze ans et de moins 
de dix-sept ans. 


Les occupations prévues comportent essentiellement des 
exercices physiques et des taches disciplinaires; les gargons 
qui réagissent d’une maniére satisfaisante regoivent um 
formation graduellement plus constructive portant par 
exemple sur des travaux de réparation ou des travau 
manuels simples. On a également prévu des conférences 
et un enseignement portant sur les premiers secours, 
prévention des accidents et autres sujets analogues. Le 
garcons restent soumis a une stricte discipline pendant lew 
présence au centre, mais le personnel s’efforce de lew 
enseigner 4 employer utilement leurs loisirs. Si un gargon 
ne se présente pas comme il en a regu l’ordre ou s’il com 
met une faute grave de conduite, il peut étre déféré & 
nouveau devant le tribunal qui jugera l’infraction originak 
comme si l’ordonnance prescrivant la fréquentation d 
centre n’avait pas été rendue. On estime qu’il est trop t# 
pour déterminer si cette nouvelle forme de traitement 
donne des résultats satisfaisants, mais certains indice 
permettent de croire qu’elle peut dans certains cas s’avére 
trés utile. 


2. Agents de liaison chargés des jeunes délinquants (pole 
juvenile liaison officers) 


La police utilisa les services d’agents de liaison chargé 
des jeunes délinquants. Ce systéme qui a été inauguré4 


® Voir le texte des réglements applicables aux centres de fréquet 
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Liverpool en 1949, est fondé sur le procédé appliqué par 
la police qui consiste 4 admonester le délinquant lorsqu’on 
estime que les circonstances ne justifient pas une poursuite 
judiciaire. Les agents de liaison s’occupent surtout des cas 
des jeunes enfants dont les infractions ont été signalées 4 
la police: a) par les parents ou les maitres; b) par des 
plaignants, notamment par des magasins, qui n’ont pas 
lintention d’engager des poursuites judiciaires; ou c) par 
des agents de police dans l’exercice normal de leurs 
fonctions, par exemple quand un enfant est arrété, mais 
qu’on se contente de l’admonester au lieu de le déférer 
devant un tribunal pour enfants. 


Ce systéme a pour objet tout d’abord de s’assurer la 
collaboration de la famille et de l’école pour le traitement 
de l'enfant; ensuite d’attirer l’attention des services publics 
et bénévoles intéressés sur les causes qui ont entrainé la 
délinquance; enfin de faire suivre, dans toute la mesure 
nécessaire, l’admonestation initiale par des visites, au 
cours desquelles l’agent use de son influence personnelle 
jusqu’au moment ot il a des raisons suffisantes de penser 
que l'enfant ne commettra plus d’autres infractions. 


Le personnel chargé de ce travail comprend: un inspec- 
teur, un agent du sexe masculin pour chacun des sept 
secteurs de police de Liverpool et un agent du sexe féminin 
qui s’occupe de toutes les filles. Ces agents sont en civil. 
Le nombre de cas dont s’occupe un agent a été fixé a 
150 au maximum. 


La police de Liverpool estime que ce systéme présente, 
entre autres, les avantages suivants: 


a) Il permet de prendre une décision immédiate avant 
que l'enfant ait pu oublier ce qui s’est passé; 


b) Il permet de traiter la délinquance 4 son premier 
stade, dans certains cas lorsque |’enfant est encore trop 
jeune pour étre déféré devant un tribunal aprés avoir 
commis un acte délictueux; 


c) Des mesures effectives sont prises pour s’assurer de 
la collaboration de la famille et de l’école et les résultats 
obtenus a cet égard sont trés satisfaisants; enfin, 


d) Cette méthode a eu pour effet d’améliorer considé- 
tablement les relations entre la police et le public, non 
seulement entre l’agent de liaison et les familles des 
enfants, mais d’une fagon générale. 


Les agents de liaison chargés des jeunes délinquants ont 
évité d’empiéter sur les attributions du tribunal pour 
enfants, des agents de probation et des agents chargés 
de surveiller la fréquentation dans les écoles. 


Du 1° janvier au 15 novembre 1952, les agents de liaison 
x sont occupés de 721 enfants et adolescents dont 90 pour 
100 environ étaient des garcons. Au cours de l’année 1952, 
kes agents ont visité 3.767 familles de délinquants, 2.875 
tcoles, 938 locaux commerciaux et 855 églises et clubs de 
jeunes. Sur les quelque 600 adolescents dont on s’est 
ocupé en 1951, on a constaté que 58 ont commis de nou- 
velles infractions au cours des douze mois qui ont suivi. 


” Pour le réglement applicable aux centres de détention en An- 
gleterre, voir The Detention Centres Rules, Statutory Instruments, 
1952, n° 1432. 
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JEUNES DELINQUANTS 


3. Centres de détention (Detention centres) 1 


L’article 48 du Criminal Justice Act autorise le Secré- 
taire d’Etat 4 créer des centres de détention od les per- 
sonnes qui ont atteint l’A4ge de quatorze ans mais n’ont 
pas encore vingt et un ans révolus et qui ont été déclarées 
coupables d’une infraction pour laquelle un adulte est 
passible d’une peine d’emprisonnement, peuvent étre déte- 
nues pour de courtes périodes et soumises 4 une discipline 
appropriée aux personnes de leur Age et de leur condition. 


Ces centres ont pour objet principal de soumettre le 
jeune délinquant, qui n’a pas encore besoin d’une rééduca- 
tion prolongée dans un établissement, 4 une punition 
sévére mais de courte durée pour lui faire comprendre la 
gravité de linfraction qu’il a commise et lui apprendre 
qu’on ne peut impunément enfreindre la loi. 


Le premier centre de détention a été ouvert en aoft 
1952 a Kidlington, prés d’Oxford. Seuls, certains tribu- 
naux désignés par le Secrétaire d’Etat sont habilités a 
ordonner la détention des jeunes délinquants dans ce 
centre. Le Secrétaire d’Etat est donc ainsi en mesure 
d’exercer un certain contréle sur le nombre de jeunes 
délinquants qui y seront envoyés. 


Aucun tribunal ne peut ordonner la détention dans ce 
centre si les conditions suivantes ne se trouvent pas 
réunies: 


1) Le délinquant doit avoir de 14 a 17 ans, puisqu’il 
s’agit d’un centre de «jeunes »; 


2) Il ne doit pas encore avoir été l’objet d’une condam- 
nation a une peine de prison ou 4 la rééducation en Borstal ; 
et 


3) Le tribunal, aprés avoir examiné toutes les autres 
méthodes applicables au délinquant (a l'exception de l’em- 
prisonnement), doit estimer qu’aucune d’elles ne serait 
appropriée a son cas. 


Le centre peut recevoir environ soixante garcons qui y 
vivent simplement et dans des conditions de sécurité. Ce 
qui caractérise le régime du centre, c’est le travail intensif, 
ainsi que la disciplineet la surveillance rigoureuses. L’emploi 
du temps journalier comprend, dés le matin, des exercices 
physiques suivis de travaux ménagers, d’un enseignement 
complet pour les enfants d’Age scolaire et de divers travaux 
pour les autres. Des cours ont lieu, dans la soirée, pour 
ceux qui ont dépassé I’ge scolaire; des exercices de culture 
physique et de gymnastique ainsi que diverses autres acti- 
vités sont également prévus. On s’applique tout particu- 
ligrement a inculquer aux jeunes délinquants des notions 
de propreté corporelle, d’obéissance et de bonnes maniéres. 
On organise actuellement un autre centre destiné aux jeunes 
gens qui sont Agés de 17 ans, mais n’ont pas encore atteint 
lage de 21 ans. 


Adultes 


4. Liberté provisoire — Angleterre et Pays de Galles 


Aux termes du réglement des prisons de 1951 (Statutory 
Instrument, 1951, n° 1343)", les détenus peuvent étre 


" Voir U.N. Legislative Series - Social Defence - U.K. 3. 





bérés temporairement on parole pour une période déter- 
minée dans les conditions suivantes: 


1) Un détenu peut maintenant étre libéré on parole pour 
se rendre, pour un temps trés court, auprés d’un parent 
mourant. Depuis longtemps, on a l’habitude de permettre 
aux détenus de quitter la prison sous escorte pour visiter un 
parent mourant, mais les commissaires des prisons peuvent 
maintenant, dans certains cas et en tenant compte de l’4ge, 
de la situation, du comportement du détenu et de la con- 
fiance que l’on peut avoir en lui, autoriser la mise en liberté 
on parole. Lorsque cette autorisation n’est pas accordée, on 
continue 4 employer l’ancien procédé de mise en liberté 
sous escorte. 


2) Il existe un systéme de congés dans les foyers appli- 
cable a certaines catégories de détenus, notamment a ceux 
de la catégorie Star (c’est-a-dire, les délinquants primaires 
ou d’une catégorie analogue) qui subissent une peine d’em- 
prisonnement de plus de trois ans. Ce congé doit étre pris 
au plus t6t quatre mois avant la date la plus rapprochée 
fixée pour la libération du détenu et au plus tard deux mois 
avant cette méme date. 


Ce systéme a pour objet, d’une part, d’aider le détenu 
a reprendre confiance en lui-méme en le plagant dans des 
conditions de liberté absolue, et d’autre part de lui fournir 
occasion, avant sa libération définitive, de prendre con- 
tact avec des employeurs éventuels, de s’occuper de ques- 
tions familiales et de renouer des relations avec sa famille. 
La durée du congé permet au détenu de passer chez lui cing 
jours complets, qui comptent comme temps de détention. 


Les premiers détenus qui ont bénéficié de congés de 
cet ordre ont quitté leur prison le 12 décembre 1951; au 
cours des trois mois suivants, ce privilége a été accordé a 
trente ou quarante détenus. Les commissaires ont signalé, 
au paragraphe 3 du chapitre IV de leur rapport annuel 
pour 1951, que «tous les détenus sont revenus a la date 
fixée et se sont conduits d’une maniére satisfaisante pendant 
leur absence... Ils ont fait bon usage de leur congé... Ce 
privilége est trés apprécié et répond bien au but que I’on se 
proposait ». Des rapports ultérieurs émanant de directeurs 
de prison montrent que cette méthode continue a étre em- 
ployée avec succés. 


Ecosse. Des dispositions analogues ont été appliquées 
en Ecosse [Article 28 du Réglement des prisons (Ecosse) de 
1952]. 


5. Aide postpénitentiaire pour les femmes - Angleterre et 
Pays de Galles 


En 1951, un nouveau procédé a été appliqué en matiére 
d’aide postpénitentiaire pour les femmes qui ne sont pas 
assujetties 4 une surveillance légale. On a estimé qu’au 
cours de la période difficile qui suit immédiatement leur 
libération, beaucoup de ces femmes pourraient accepter 
une certaine forme d’aide et de surveillance amicales, pour- 
vu que celles-ci n’entrainent pas d’obligations ni de sanc- 
tions et soient manifestement instituées en vue de leur bien- 
étre. Les Women’s Voluntary Services (Services bénévoles 
féminins) ont proposé de mettre en ceuvre un programme 
de ce genre dans le cadre des activités de la Discharged 


#2 Voir Report of the Commissioners of Prisons for the Year 1949, 
Londres, 1950, p. 125. 





Prisoners’ Aid Society (Société d’aide aux prisonniers li,} dont i 
rés). Les commissaires des prisons ont donc accepteé cety} sonne: 
offre, mais n’ont tout d’abord autorisé ces services a s’q.} toutes 
cuper que des prisonniers de la catégorie Star ala prisong| Wome 
Holloway. Le Women’s Voluntary Service est représentég périor 
Discharged Prisoners’ Aid Case Committee (Comité d’aig 
aux prisonniers libérés chargé de l’examen des cas partigy,| ” R 
liers), et toute femme qui remplit les conditions requigy} “4 
peut demander qu’on lui désigne une «amie» appartengy | % 
au W.V.S. qui sera une personne de sa localité choisie ayy} Ces 
soin par le bureau régional du W.V.S. Généralement, cet | 1950. 
amie rend visite 4 la détenue pendant sa détention et, sur} yerser 
demande de celle-ci, se rend ensuite dans son foyer pow} mais 1 
régler certaines questions particuliéres et préparer | peine 
réception lors de sa libération. Lorsque la femme est sortie 
de prison, son amie se tient en rapports étroits avec elle, ly 
rend visite chez elle pendant une année ou pendant up 
période qui peut étre plus longue ou plus courte suivant 
désir exprimé par l’ancienne détenue. Aucune aide maté 
rielle n’est prévue, mais sil’on estime que la femme a besojy 
d’aide, l’amie peut faire un rapport a la Discharged Priso. 
ners Aid Society par l’intermédiaire d’un agent de liaison 

du Women’s Voluntary Service. Pu 


6. Formation des femmes condamnées pour avoir négligé| Los 
leurs enfants. minac 





L’attention du public s’est portée de plus en plus sur 
question des femmes qui ont été condamnées a des peines 
de prison pour avoir gravement négligé leurs enfants. Dans 
leur rapport pour 1949, les commissaires ont publié ac Ma 
sujet un rapport spécial du directeur de la prison d’Hollo| 01 
way.!2 Comme il semblait que les circonstances qui avaieni| ’ract 
conduit ces femmes devant les tribunaux étaient générale} Selec 
ment leur manque d’intelligence, leur ignorance et Jeu] Some 
inexpérience sociale, les commissaires ont décidé de gro de Pre 
ces femmes dans une prison, de les placer dans un miliea} ° 4 
approprié, d’utiliser le temps qu’elles passent en prism 
pour leur donner une formation constructive, en matiéreé 
puériculture, de travaux ménagers, et de leur donner, dam} Pa 
toute la mesure possible, le sens des responsabilités fame] ex jue 


liales. [ST/S 


Un batiment situé dans l’enceinte de la prison de Bi} Par 
mingham a été constitué en foyer dans lequel des groupesé} “t G 
dix 4 douze femmes suivent des cours d’économie dome 
tique pendant une période de huit a dix semaines. Ls 
cours ont été organisés en collaboration avec les services 
municipaux de l’enseignement qui fournissent des maitres 
a temps complet pour la journée de travail qui compres 
des travaux de cuisine et de blanchissage ainsi que & 
travaux ménagers; le soir, des personnes appartenant am 
départements de la protection maternelle et infantile eé 
l’enfance et aux services du gaz (des fourneaux a gaz soe 
utilisés pour la cuisine) font des conférences et des démom 
trations accompagnées de travaux pratiques comprenatt 
les soins 4 donner aux malades et aux enfants, la coutut 
et la confection de jouets. On s’attache 4 donner une i 
truction appropriée aux conditions particuliéres 
lesquelles ces femmes vivent, de fagon a ne leur ensei 
que ce qu’elles peuvent comprendre et mettre en pratique 




























Les bénéfices du programme d'aide postpénitenti 
volontaire mis en ceuvre par le Women's Voluntary Servi 











dont il a été question plus haut, ont été étendus aux per- 
sonnes qui suivent ces cours; elles demandent donc presque 
toutes qu’on leur désigne, a leur libération, une amie du 
Women’s Voluntary Service qui les aide au cours de la 
période difficile qui suit le retour dans leurs foyers. 
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7, Réglements portant amendement (n° 2) du régime des 
assurances nationales (contributions) — Angleterre et Pays 
de Galles 


Ces réglements sont entrés en vigueur le 11 décembre 
1950. Ils déterminent les délais impartis aux assurés pour le 
yersement de l’arriéré de contributions qu’ils ont la faculté, 
mais non l’obligation, de verser alors qu’ils subissent une 
pine d’emprisonnement ou d’internement légal. Ce délai 


Los siguentes trabajos sobre defensa social han sido ter- 
minados : 
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|. Remisién condicional de la pena o régimen de prueba 
(probacién) 


Max Griinhut, Profesor de Criminologia, Universidad 
de Oxford, Inglaterra, ha preparado un estudio titulado 
Practical Results and Financial Aspects of Probation in 
Selected Countries que sera publicado en inglés en 1954, y 
sometido al grupo consultivo regional europeo en materia 
de Prevencion del delito y Tratamiento del delincuente, que 
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a mie se reuniré por segunda vez en Ginebra en 1954. 

n prison 

ratiéred& 2. Delincuencia de menores + 

ner, dass} Parte IV: Asia y Lejano Oriente: por Katayun H. Cama, 


ités fame} ex juez del Tribunal de Menores, Bombay, India; en inglés 


[ST/SOA/SD/1/Add.3}. 

Parte V: Cercano Oriente: por Shakir El-Ani, Procura- 
dor General, Ministro de Justicia, Bagdad, Irak (seccién 1), 
y por Saadi Bississo, Juez de la Suprema Corte, Siria (sec- 
ciones II-VII y bibliografia); en inglés ST/SOA/SD/1/ 


n de Bir 
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3. Sentencia indeterminada 


| gaz som ha sido publicado en francés e inglés [ST/SOA/SD/2]. Este 
; démone| Studio se preparé con el propdésito de suministrar infor- 
mprenagt} Macién de actualidad sobre legislacién y practica de la 
a coutue *ntencia indeterminada y de apreciar sus resultados en los 
- une ine} distintos sistemas legislativos y administrativos. El trabajo 
rd sometido a las futuras conferencias regionales sobre 
prevencién del delito y tratamiento del delincuente, y a la 


= ‘La parte I, América del Norte [ST/SOA/SD/1] en inglés, la 
parte II, Europa [ST/SOA/SD/1/Add.1] en francés, y la parte III, 





. limite - qui est fixé en tenant compte de la date a laquelle 


Publicaciones sobre defensa social, 


prend fin l’année de contribution durant laquelle la libéra- 
tion a eu lieu et suivant la durée de la détention — peut 
varier entre un an et demi et cing ans 4 compter de la date 
de la libération. Les contributions versées dans les délais 
prescrits comptent pour le calcul des prestations (y compris 
la pension de veuvage, la pension de retraite ou les presta- 
tions en cas de décés, pourvu que les contributions soient 
versées dans le délai requis, c’est-a-dire, suivant les cas, 
avant la date de la mort ou avant I’Age de la retraite) dans 
des conditions analogues a celles applicables a l’arriéré des 
contributions qu’un assuré est tenu de verser, et non pas 
seulement autorisé a verser. 


Seccién en espanol 


1953-1954 


4. Libertad condicional y asistencia postpenitenciaria 


G. Th. Kempe, Profesor del Instituto de Criminologia de 
la Universidad de Utrecht, Holanda, ha realizado un estu- 
dio sobre los requisitos necesarios para la libertad condi- 
cional asi como para una asistencia postpenitenciaria 
prestada por los servicios que se proporcionan a los ex 
penados adultos en ciertos paises. El autor analiza asimismo 
las tendencias seguidas en la teoria y pratica en esta materia. 
El estudio titulado Parole and After-care sera publicado 
en 1954 en inglés y sometido al grupo consultivo regional 
europeo en su segunda reuni6n. 


5. Seminario latinoamericano 


Del 6 al 19 de abril de 1953 se celebré en Rio de Janeiro, 
Brasil, un seminario sobre la prevencién del delito y el 
tratamiento del delincuente. Sobre el mismo se han publi- 
cado en espafiol dos volamenes [ST/SOA/SD/LA/1 y ST/ 
SOA/SD/LA/2]: de los cuales el volumen I contiene los 
documentos y trabajos preparados por los expertos y el II 
los trabajos preparados por los delegados oficiales. Dichos 
volumenes fueron impresos por el Gobierno del Brasil. El 
volumen III, que contendra las actas resumidas de las 
reuniones, el informe general y las recomendaciones apro- 
badas, se espera sea publicado en espaiiol por dicho gobier- 
no en 1954. 

El informe general sobre el seminario mencionado que 
comprende el resumen de las deliberaciones y las recomen- 
daciones aprobadas por el seminario, ha sido publicado en 
inglés por la Administracién de Asistencia Técnica de las 
Naciones Unidas [ST/TAA/Ser.C/13}. 


6. Grupo consultivo regional europeo 
El informe general sobre la primera conferencia de dicho 
grupo sobre Prevencidén del delito y Tratamiento del delin- 
cuente, que se celebré en Ginebra en diciembre de 1953, ha 


—— Latina [ST/SOA/SD/1/Add.2] en espafiol, fueron publicadas 
en 195 








sido publicado en inglés y en francés [ST/SOA/SD/Gen/1]. 
Fué impreso por los reclusos del establecimiento peniten- 
ciario de Melun, Francia, en 1953. 


7. Serie legislativa y administrativa sobre defensa social 


El primer volumen de esta serie, conteniendo disposicio- 
nes sobre defensa social en 1950, se ha publicado en inglés 
en dos numeros separados [ST/SOA/Ser.E/3 y ST/SOA/ 


Organizacién y reuniones 


CORRESPONSALES INDIVIDUALES DEL DEPARTAMENTO DE ASUNTOS SOCIALES 
DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LA PREVENCION DEL DELITO Y TRATAMIENTO 
DEL DELINCUENTE, 31 DE MARZO DE 1954! 


RELACIONES ENTRE LAS NACIONES UNIDAS Y LAS ORGANIZACIONES INTERESADAS 
EN LA PREVENCION DEL DELITO Y EL TRATAMIENTO DEL DELINCUENTE 


Por resolucion 480 (XV) del 6 de abril de 1953, el Consejo 
Economico y Social otorgo el estatuto consultivo de la 
categoria B para las organizaciones no gubernamentales 2 
a la Sociedad Internacional de Defensa Social. Una des- 


COMITE ASESOR ESPECIAL DE EXPERTOS EN MATERIA DE PREVENCION 
DEL DELITO Y TRATAMIENTO DEL DELINCUENTE ® 


Del 15 al 24 de junio de 1953, se celebré en la Sede de las 
Naciones Unidas, en Nueva York, la reunidn del Comité 
asesor especial de expertos en materia de prevencién del 
delito y tratamiento del delincuente. Este Comité estuvo 
compuesto por los Sres: Samuel T. Barnett, Secretario de 
Justicia, Wellington, Nueva Zelandia; Paul Cornil, Secre- 
tario General del Ministerio de Justicia, profesor de de- 
recho penal de la Universidad de Bruselas, Bélgica; Behram 
H. Mehta, profesor de administracién de asistencia social 
del Tata Institute of Social Sciences, Bombay, India; 
Thorsten Sellin, profesor de sociologia de la Universidad 
de Pensilvania, Filadelfia, Estados Unidos de América; y 
Sebastian Soler, ex magistrado y ex profesor de derecho 
penal, abogado, Buenos Aires, Argentina. La Organizacién 
Internacional de Trabajo estuvo representada en el Comité 
cuando se estudid la cuestién del trabajo en los estableci- 
mientos penales. 


El Sr. Thorsten Sellin fué elegido Presidente del Comité 
y el Sr. Paul Cornil, Relator. El programa del periodo de 
sesiones comprendio el examen de: a) la organizacién del 
congreso mundial en materia de prevencién del delito y 
tratamiento del delincuente convocado por las Naciones 
Unidas en cumplimiento de la resolucién de la Asamblea 
General 415 (V); y 5) la preparacién de los estudios del 
programa de actividades de la Comisién de Asuntos Socia- 
les, a saber: el trabajo de los penados y la prevencién de 
ciertos tipos de delincuencia derivados de las modificaciones 


’ Ver la nota trilingiie en la pagina 75. 


2 Ver la descripcién del régimen consultivo entre el Consejo Eco- 
ndémico y Social y las organizaciones no gubernamentales en Inter- 


106 





Ser.E/Add.1]. Dicho volumen contiene disposiciones 4 4) 
veintitrés paises y una lista de los titulos de leyes y regh, inter 
mentos de otros seis paises. Un segundo volumen, cont, cuent 
niendo disposiciones del afio 1951, sera publicado en dy 5 
numeros en el curso del presente afio. El citado voluma ) 
contendré ademas de dichas disposiciones, una lista | °) 
leyes y reglamentos é informacién sobre las disposiciong | £81! 
de los afios 1952 y 1953. d) 
é) 
us tr 
y trat 
fy 
partic 
acabi 
8) 
social 
h) 
invita 
Se: 
cripcién de la estructura y las actividades de dicha sociedad] 4) 
fué publicada en International Review of Criminal Policy} reclus 
No. 1, Enero 1952, pagina 35. 6). 
c) | 
d). 
e) | 
En 
guien 
sociales y que acompafian al desarrollo econédmico enki), 4 
paises menos desarrollados. El Comité hubo de examina pena} 


ademas, otros aspectos del programa de trabajo de pelicu 
Comisién de Asuntos Sociales en materia de defensa soci 
y formuld, entre otras, recomendaciones acerca de 














estudio sobre la prevencion de la delincuencia de menors| Cor 
En cuanto al congreso, se recomend6: enele 
1. PARTICIPACION EN EL CONGRESO 
El Congreso debe comprender tres clases de participay a) | 
tes, a saber: ala ke 
a) Miembros designados oficialmente por sus gobi oconi 
b) Observadores de Jos organismos especializados inf de 
teresados y de las organizaciones no gubernamentales gag °° 4! 
se relacionan con las Naciones Unidas; _ 
c) Observadores a titulo personal. yi 
Por mayoria se decididé que el derecho de voto s6lo Of iva o 
rresponderia a los miembros designados por los gobiern0s acy , 
Las invitaciones a las organizaciones no gubernam: tn qu 
que se relacionan con las Naciones Unidas debian limi c) 
en principio a las organizaciones directamente inte minis! 
en la prevencién del delito y tratamiento del delincuenté. fd Jos 
Deberian ser admitidas como observadores al congresg ttada 
aquellas personas directamente interesadas en la prevend 
del delito y tratamiento del delincuente, a saber: ASPEC 
national Review of Criminal Policy, No. 1, enero 1952, pagina 20. 
* Extracto del documento E/CN.5/298, publicado en francs § @) ¢ 
inglés. las en 








a) Los funcionarios de los ministerios o departamentos 
+ Y Tegh.} interesados de la policia y de las instituciones para delin- 
N, COMte | yentes adultos y menores; 


b) Los miembros de juzgados y tribunales; 

“lista & c) Los abogados inscritos para el ejercicio de su pro- 
osicions| fesi6n; aaa 

d) El personal docente de las universidades ; 


e) Las personas que gozan de una alta reputacién por 
sus trabajos cientificos en materia de prevencién del delito 
y tratamiento del delincuente; 


f) Los delegados de los organismos sociales, oficiales o 
iculares, que se ocupan de los delincuentes o que llevan 
acabo una labor preventiva en esta materia; 


LEs | 8) Los representantes de las conferencias de bienestar 
NTO social y de las escuelas de servicio social; 


h) Las personas o los representantes de organizaciones 
invitadas por el Secretario General de las Naciones Unidas. 


2. PROGRAMA 
Se discutiran las cuestiones siguientes: 
. sociedad] @) Reglas minimas generales para el tratamiento de los 
al Policy} reclusos ; 

b) Instituciones abiertas; 

c) Seleccién y formacién profesional del personal; 

d) Delincuencia de menores; 

e) Trabajo penitenciario. 

En relacién con dichas cuestiones se proyectan las si- 
guientes actividades: visitas a establecimientos; la orga- 
: nizaciOn de una exposicidn andloga a la que se organizo6 en 
1CO € M1, Haya en 1950 durante el XII Congreso Internacional 


SADAS 





examunatd Penal y Penitenciario y conferencias de cardcter general y 
aj0 de ld peliculas sobre temas del Congreso. 

nsa t 

ca de mR 


> menors§ Con respecto al trabajo penitenciario se aprobé incluir 
en el estudio los puntos siguientes: 


FINALIDAD DEL TRABAJO DE LOS RECLUSOS 


varticipaty 4g) iSe considera que el trabajo de los reclusos, conforme 
ala legislacién o a las practicas administrativas vigentes, 
oconforme a aquélla y a éstas es un derecho del recluso o 
izados is} deber que se deriva obligatoriamente de la sentencia, 
ntales qu 0S ambas cosas a la vez? {Se le considera como una forma 
de pena? é Varia la finalidad conforme a la categoria del 
recluso ? 


b) USe exige trabajo de los detenidos en prisién preven- 
tva o se les ofrece a éstos la posibilidad de trabajar y, en 
caso afirmativo, cémo esté reglamentado su trabajo y 
tn qué se diferencia del trabajo de los reclusos? 


c) éCudles son las leyes, reglamentos y practicas ad- 
ministrativas vigentes respecto a la utilizacién del trabajo 
ncuenté. fide los reclusos como medio de formacién profesional y de 

tadaptacién social del recluso? 













ASPBCTOS ECONOMICOS Y DE ORGANIZACION DEL TRABAJO 
DE LOS RECLUSOS 
a) 4En qué medida se utiliza el trabajo de los reclusos en 
las empresas privadas, y en qué condiciones? 








b) 4En qué medida se organiza y se utiliza el trabajo de 
los reclusos para ejecutar obras publicas (incluso los pro- 
gramas oficiales de desarrollo nacional, tales como obras 
de riego, proyectos de reasentamiento, etc.)? 


c) éCudles son en la legislacién y en la practica las 
principales dificultades que presenta el problema de la 
competencia comercial entre el trabajo de los reclusos, por 
una parte, y el trabajo libre y la industria, por otra, y cé- 
mo se resuelven dichas dificultades? 


d) 4Hasta qué punto se tienen en cuenta la ocupacién 
anterior del recluso y las posibilidades de empleo del 
recluso cuando es puesto en libertad, al organizar el 
trabajo de los reclusos? 


e) Estadisticas del trabajo de los reclusos. (El Comité 
de Expertos prefirié no formular cuestiones especificas en 
este punto, pero hizo a la Secretaria algunas sugestiones de 
caracter general respecto a la compilacién de los datos 
necesarios. Sefialé la conveniencia de reunir estadisticas 
sobre la poblacién total de los establecimientos penales y 
sobre las distintas categorias de ocupacién. El Comité es 
pattidario de que las tareas asignadas se distribuyan en 
grandes categorias y propuso las cinco categorias siguien- 
tes: industrias, artes y oficios, agricultura, servicios de 
conservacién y «sin ocupacién». Sefialé que seria preferi- 
ble compilar los datos sobre la base de promedios diarios 
en lugar de registrar las cifras en una fecha determinada; 
pero si se ha de emplear el ultimo método, convendria 
escoger dos o mds dias determinados para reducir lo mas 
posible los errores debidos a que la compilacién de los 
datos coincida con trabajos de temporada. Finalmente, 
el Comité decidiéd que se conserve el concepto de «reclu- 
sos que trabajan jornadas completas », pero sefialé que la 
Secretaria probablemente se veria obligada a definir este 
término de una manera arbitraria, en vista de las diferentes 
interpretaciones que puede tener en los distintos paises.) 


ASPECTOS SOCIALES DEL TRABAJO DE LOS PENADOS 


a) £Cémo se fija la remuneracién del trabajo de los 
reclusos y qué reglamento rige la aplicacién que se ha de 
dar a la remuneracién que el recluso recibe por su trabajo, 
particularmente en lo que respecta al sostenimiento de 
las personas a cargo del recluso? 


b) &Qué disposiciones se han tomado para hacer bene- 
ficiar al recluso — bien sea por medio de una legislacién 
especial, o extendiendo a los reclusos el campo de apli- 
cacién de las leyes — de los beneficios de seguridad social, 
incluso la indemnizacién de los accidentes del trabajo, y 
de otras medidas de proteccién social? 


c) 4De qué manera se utiliza la remuneracién del tra- 
bajo de los reclusos para ayudar a la readaptacién social 
del recluso cuando éste es puesto en libertad? 


En consecuencia, un cuestionario conteniendo lo pre- 
cedente fué enviado a los corresponsales individuales del 
Departamento de Asuntos Sociales en materia de defensa 
social y a los corresponsales de la Organizacién Internacio- 
nal de Trabajo. La Secretaria ha recibido ya un numero 
importante de respuestas. 





SEMINARIO DE LOS ESTADOS ARABES SOBRE LA PREVENCION DEL DELITO | 
Y TRATAMIENTO DEL DELINCUENTE que X 


(El Cairo, 5-17 de diciembre de 1953) 


Conforme a la resolucién 415 (V) de la Asamblea Gene- 
tral de las Naciones Unidas *, el Departamento de Asun- 
tos Sociales y la Administracién de Asistencia Técnica de 
las Naciones Unidas organizaron con la colaboracién del 
Gobierno de Egipto, pais huesped, este seminario en el 
que participaron representantes de los siguientes paises: 
Arabia Saudita, Egipto, Irak, Reino Hachemita de Jor- 
dania, Libano, Siria y Yemen. La Secretaria de la Liga 
Arabe, Turquia, la Organizacién de las Naciones Unidas 
para la Educacion, la Ciencia y la Cultura (UNESCO), y 
diversas asociaciones y organismos nacionales enviaron 
observadores a la reunion. 


EI Sr. Paul Amor, representante regional de las Naciones 
Unidas para asuntos de defensa social, actué como direc- 
tor del seminario con la colaboracién de dos subdirec- 
tores: el Sr. El Shawi, profesor de derecho penal de la 
Universidad de El Cairo, y el Sr. Ernest Grigg, Asesor de 
las Naciones Unidas en Bienestar Social adscrito al Cer- 
cano Oriente. Las Naciones Unidas designaron siete 
expertos para preparar diversos trabajos, encauzar los 
debates y ayudar a formular las decisiones y las resolu- 
ciones. 


Los trabajos del seminario se han referido principal- 
mente a los tres temas siguientes: 


1) Prevencién de la delincuencia de menores y trata- 
miento de los menores delincuentes ; 


2) Establecimientos abiertos; 


3) Reglas minimas generales para el tratamiento de los 
reclusos. 


Al examinar estas materias, el seminario consideré 
igualmente la importancia que merece a la cuestién de la 
seleccién y formacién del personal penitenciario. 


RECOMENDACIONES RELATIVAS A LA PREVENCION DE LA 
DELINCUENCIA DE MENORES Y AL TRATAMIENTO DE LOS 
MENORES DELINCUENTES 


a) Concepto del menor delincuente: Respecto a dicho 
concepto el seminario considerd que al formularlo es 
necesario tener en cuenta no el delito en si, sino la situacién 
anormal que revela dicho delito. En consecuencia, re- 
comend6 ampliar el concepto de menor delincuente para 
que comprenda los casos menos bien definidos de menores 
que se hallan en un estado de peligro moral. 


Aunque para los efectos penales el seminario decidié 
fijar la mayoria de edad en los diez y ocho afios, se con- 
sideré conveniente indicar que los jévenes de diez y ocho 
a veintian afios no se les debe aplicar la pena capital ni la 
de trabajos forzosos. 


b) Tribunales de menores: El seminario se pronuncié en 
favor del establecimiento de tribunales especiales de me- 
nores, integrados por un solo juez, con la presencia de un 
representante del Ministerio pUblico, preferentemente del 
sexo femenino. Estos tribunales deben celebrar sus sesio- 


* El texto completo de esta resolucién se publicé en el No. 1 de la 
‘International Review of Criminal Policy’, enero, 1952, pag. 18-20. 


deben 
en un 
de es! 
nes en locales independientes de los otros tribunales y prisio 
prescindir de todo formalismo procesal. Las audiengig§ donde 
deben celebrarse a puerta cerrada. Solamente deberd ag. estab! 
mitirse al menor, a sus padres, a su defensor y a |g} organ 
representantes de los organismos sociales encargados &f en el 
cuestiones relacionadas con los menotes. trabaj 


c) Servicio social: El seminario sefialé la necesidad ip. prefer 
periosa de que haya un servicio social en cada tribunal® pone 
menores. cump: 






























se 
d) Medidas de readaptacién: E\ seminario estimé gy - 
estas medidas deben aplicarse bajo el control de la autor} ticas « 
dad judicial, que contara con la ayuda de los servicio; 
sociales, bajo la reserva expresa de que el juez podr 
revisar su sentencia siempre que las circunstancias |) 
exijan. Las medidas de readaptaci6n regiran por un perio. 
do indeterminado, pero estardn sujetas a los limites fijado; 
por la ley. El juez sera la Gnica autoridad competente pan 
poner término a dichas medidas y basara su decision end 
informe que le sometera el organismo encargado dela 
ejecucién de las medidas. 


e) Establecimientos de readaptacién: El seminatio estimd 
conveniente que se dé al menor un tratamiento que tiend: 
a asegurar su mejoramiento desde el punto de vista fisico 


RECC 


proye 
Comi: 
modi 

a) | 
refere 


social y psicolégico. A dicho efecto, recomend6 algunaj 5) | 
reglas que determinan las condiciones del tratamiento en} mos § 
los establecimientos, excluyendo toda violencia © castignjayude 


«La 1 
_jlibert 
con © 


corporales. 


f) Libertad condicional con régimen de prueba: 
paises participantes estimaron que el mejor ambiente pan 
lograr la readaptacién social del menor es el de su ho yin % 
y que en general el régimen de prueba es preferible ak pa 
reclusi6n en una institutidn. En consecuencia, se rew _ 
mend6 la organizacién de servicios de libertad cond c) ' 
cional con régimen de prueba. Clos j 


g) Colocacién en el hogar de terceras personas: E) sem proye 
nario estimé que esta medida puede ser muy eficaz y guj “P*™ 
es preferible a la reclusién en una institucién. La fami condi 
dispuesta a recibir al menor debe contar con la ayuda)} d). 
la orientacién necesarias para el cumplimiento de sajmente 


deberes. plinat 


En materia de prevencidn de la delincuencia de meso§* ‘ 
res, el seminario juzg6 conveniente recomendar a los Maaiee 
biernos de los paises drabes que adopten una legislacs pe 
especial para asegurar la protecciédn de los menor, oh 
proteger sus intereses y combatir las causas de la delim = 
cuencia. podré 
ment 
emba 
RECOMENDACIONES RELATIVAS A LOS ESTABLECIMIENTOS § amit 

ABIERTOS gobie 


El seminario aprobé en principio el régimen de estab 
cimientos abiertos tal como se definiéd en el Congreso de 
Haya (1950) y en la Conferencia de Ginebra (1952); 
teniendo en cuenta los resultados alentadores obtenié 
en algunos paises, recomend6 a los paises arabes la ade 
cién de dicho régimen. Sin embargo, el seminario esti 











que los paises que ensayen este régimen por primera vez, 
deben abstenerse de fijar por anticipado y detalladamente, 
en un reglamento rigido, el método de functionamiento 
de estos establecimientos. Asi, en los paises donde las 
yunales y } prisiones todavia son exclusivamente de tipo tradicional o 
udiencig} donde las circunstancias locales no permiten crear un 
>berd ag. establecimiento abierto debera procederse con prudencia, 
ya lq} organizando en un principio establecimientos intermedios 
gados &{fen el Orden de la seguridad, especialmente colonias de 
trabajo al aire libre, agricolas siempre que sea posible. De 
sidadi preferencia, estas colonias deberan organizarse como 
renee dependencias de las prisiones ordinarias. Los reclusos 
ibunal & ; PW 
cumpliran en ellas la ultima parte de su condena, antes de 
que se les conceda la libertad definitiva 0 condicional. De 
tim6d que} este modo el establecimiento abierto tendria las caracteris- 
la autor | ticas de una etapa necesaria del régimen progresivo. 
SETViICi0s 
eZ podri 


ancias | RECOMENDACIONES RELATIVAS AL CONJUNTO DE REGLAS 
un perio. MINIMAS PARA EL TRATAMIENTO DE LOS RECLUSOS 


es fijados} &] seminario aprobé un conjunto de reglas que intro- 
Cnte part jyce algunas modificaciones de érden secundario en el 
sion ene proyecto elaborado en 1933 y revisado en 1951 por la 
ido de la Comisién Internacional Penal y Penitenciaria (CIPP). Las 
modificaciones mas importantes son las siguientes: 



































‘1o estimd a) Se suprimié en el texto del conjunto de reglas toda 


referencia a los paises coloniales o no auténomos. 


6 algunad 5b) Considerando la necesidad de disponer de organis- 
miento enj mos gubernamentales o privados capaces de aportar una 
© castigo ayuda al recluso libertado, se introdujo la regla siguiente: 


«La responsabilidad de la sociedad no termina con la 
Hlibertad del recluso. En consecuencia, habria que contar 
tented con organismos gubernamentales © privados capaces de 
su hoge proporcionar al recluso libertado una ayuda postpeniten- 
srible aif 2" humana y eficaz, que le permita reintegrarse a la 
, comunidad. » 


ieba: 


, Se Te 
ad cond-§ c) Teniendo en cuenta la arquitectura de algunos edifi- 
cios penitenciarios en los paises arabes, se agregéd al 
+ Bl gems Proyecto elaborado por la CIPP datos relativos a la 
icaz y qe superficie y al volumen de aire que son necesarios en 


Ua famiy OMdiciones normales. 


a ayuda)} d) Los paises participantes han reconocido undnime- 
to de sajmente los peligros del ejercicio de una autoridad disci- 
plinaria por un recluso, especialmente debido a los abusos 
que esto puede ocasionar. Sin embargo, el seminario 
‘sttniendo en cuenta el argumento invocado para que se 
auerde cierta autoridad a los reclusos dignos de tal 
confianza, en los régimenes estructurados a base de auto- 
gobierno introdujo la regla siguiente: « Ningin recluso 
podra desempefiar dentro de los servicios del estableci- 
miento un cargo que entrafie facultades disciplinarias. Sin 
embargo, esta regla no deberd ser obstaculo al buen funcio- 
MIENTOS Jtamiento de los régimenes estructurados a base de auto- 
gobierno...» 
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e) En lo que se refiere al transporte de los reclusos, se 
estimé oportuno afiadir el siguiente parrafo a la regla 39 
del proyecto elaborado por la CIPP: «El transporte de 
los reclusos debe hacerse por cuenta de la administracién 
y en un plano de igualdad.» 


f) Reconociendo la necesidad de disponer de servicios de 
especialistas, se introdujo la regla siguiente: « Debera 
hacerse todo lo posible para adscribir al personal un nt- 
mero suficiente de especialistas, tales como psiquiatras, 
psicdlogos, trabajadores sociales, maestros e instructores. 
Los trabajadores sociales, los maestros y los instructores 
deben ser empleados con caracter permanente.» 

Asimismo, en lo que respecta al personal penitenciario, 
el Seminario creyé oportuno introducir las modificaciones 
siguientes: « Debera someterse a los functionarios peniten- 
ciarios a un entrenamiento fisico especial que les permita 
manejar a los prisioners violentos y aumente su confianza 
en si mismos.» 


« Salvo circunstancias especiales, los encargados de un 
servicio que entrafie el contacto directo con los reclusos, 
no deben estar armados.» 


«Los inspectores nombrados por una autoridad com- 
petente deberdn proceder a la inspeccién regular de los 
establecimientos y servicios penitenciarios. En particular, 
velaran por que estos establecimientos y servicios sean 
administrados de conformidad con las leyes y los regla- 
mentos vigentes.» 


g) El seminario estimé que lo normal seria que el con- 
denado por deudas trabaje durante el periodo de su re- 
clusién, a fin de que el producto de su trabajo le ayude a 
liberarse, al menos en parte, de su deuda. En consecuen- 
cia, completé la regla 78 del proyecto elaborado por la 
CIPP en la forma siguiente: «Los condenados por deudas 
estan obligados a trabajar. Su remuneracién debera desti- 
narse al pago de su deuda.» 

h) Por ultimo, observando que el proyecto preparado 
por la CIPP no contiene reglas especiales acerca de los 
detenidos politicos, el seminario establecié que los autores 
de delitos politicos deberan set separados de los detenidos 
por delitos comunes en los establecimientos penitenciarios. 


RECOMENDACIONES RELATIVAS A UNA ACCION ULTERIOR 


El seminario aprobé una resolucién en la que se prevé 
la organizacién, en el seno de la Liga Arabe, de una ofi- 
cina especial para facilitar el intercambio de informacién, 
entre los paises de lengua arabe, sobre la prevencidén del 
delito y tratamiento del delincuente, asi como la creacién 
de un centro regional para la formacién de personal y de 
un centro de investigaciones cientificas. Igualmente, el 
seminario expresé el deseo de que se prepare un glosario 
en lengua arabe, conteniendo definiciones exactas de los 
distintos términos o locuciones empleados en las materias 
relacionadas con la prevencién del delito y tratamiento 
del delincuente. 


SEGUNDA REUNION DEL GRUPO CONSULTIVO REGIONAL EUROPEO EN 
MATERIA DE PREVENCION DEL DELITO Y TRATAMIENTO DEL DELINCUENTE 


La segunda reunion del grupo consultivo regional euro- 
peo en materia de prevencidén del delito y tratamiento del 
delincuente se celebrara en el Palacio de las Naciones, en 
Ginebra, del 23 de agosto al 2 de septiembre de 1954. Este 
grupo esta compuesto de expertos designados por los 
gobiernos europeos como corresponsales individuales del 
Departamento de Asuntos Sociales y se reune de ordinario 
cada dos afios. La primera reunién del grupo europeo se 
celebré en diciembre de 1952. 


El primer tema del programa de la segunda reunién 
sera el estudio del problema del trabajo en los estableci- 
mientos penales. El examen de este tema se basara en un 
informe redactado por un grupo de trabajo encargado de 
efectuar un estudio preliminar sobre este asunto. Ademas, 
el grupo consultivo estudiara algunos aspectos del sistema 


REUNION DE LOS ORGANISMOS ESPECIALIZADOS Y DE LAS ORGANIZACIONES 
INTERNACIONALES INTERESADAS EN LA PREVENCION DEL DELITO 
Y TRATAMIENTO DEL DELINCUENTE 


La reunién de los organismos especializados y de las 
organizaciones internacionales interesadas en la preven- 
cién del delito y en el tratamiento del delincuente tendra 
lugar bajo los auspicios de las Naciones Unidas en el 
Palacio de las Naciones, Ginebra, el 3 de septiembre de 
1954, inmediatamente después de la segunda reunién del 
grupo consultivo regional] europeo. Reuniones andlogas 
se han celebrado ya en Paris, en octubre, 1948; en Lake 


SEMINARIO DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE PREVENCION DEL DELITO Y 
TRATAMIENTO DEL DELINCUENTE EN ASIA Y EL LEJANO ORIENTE 


Conforme a las resoluciones 415 (V) y 418 (V) 5, de la 
Asamblea General, las Naciones Unidas, en cooperacién 
con el Gobierno de Birmania, organizaran en Rangin un 
seminario regional sobre la prevencién del delito y el 
tratamiento del delincuente para los paises asidticos del 
Lejano Oriente. La organizacién de dicho seminario sera 
similar a la de los seminarios de la América latina y del Cer- 
cano Oriente que se celebraron respectivamente en Rio de 
Janeiro, del 6 al 19 de abril de 1953, y en el Cairo, del 5 al 
17 de diciembre de 1953. 


PROGRAMA 


Teniendo en cuenta que las decisiones y tecomenda- 
ciones formuladas por los seminarios regionales han de 
someterse a la consideracién del Congreso Mundial sobre 
la Prevencién del Delito y Tratamiento del Delincuente 
que las Naciones Unidas organizaran, el plan de trabajo 
de estos seminarios regionales se mantiene uniforme en 


5 EJ texto completo de dichas resoluciones se ha publicado en el 
nimero | de la International Review of Criminal Policy, enero de 
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blicos | 
en esta 
mencic 
de libertad condicional con régimen de prueba como gga}\ist4 Y 
tinuacién del ciclo de estudios efectuado por el seminar’ P!°! 
sobre esta materia que se reunié en Londres en octubre, 

1952. Los participantes dispondran de un estudio cop 

plementario sobre los resultados practicos y los aspegtog Gobi 
financieros del sistema de remisién condicional de la pend ys Na 
o régimen de prueba redactado para la Secretaria de jad atam 
Naciones Unidas por un consultante. Se compa gobier! 
programa con el tema de la libertad condicional y asistengyl pres 
postpenitenciaria. a dest 


Se ha invitado a los organismos especializados y a jyg@!9°° 
organizaciones internacionales, interesados en la preveyg°2 
cién del delito y el tratamiento de los delincuentes, a quegg#™* a 
hagan representar por observadores en la reunidn é& pert 
grupo consultivo regional europeo. 














Success, en marzo, 1949; y en Ginebra, en mayo, 1950 quien ¢ 
en diciembre, 1952. Conforme a las disposiciones exis mp por el 
tes dichas reuniones tienen como objeto facilitar las rela §@iO" 
ciones y la cooperacién entre las organizaciones partic ion 
pantes, asi como entre éstas y la Secretaria de Jas Naciong del ser 
Unidas, y coordinar las actividades relativas a estudios yayud 
reuniones en materia de prevencién del delito y trat 












miento del delincuente. 
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todo lo posible. Los siguientes temas seran objeto dee ios Mi 
sideracién en el seminario de Asia y el Lejano Oriente oe 
1. Reglas minimas generales para el tratamiento delay, se 
reclusos; menor 
2. Establecimientos abiertos; Viena 
3. Seleccién y formacién del personal penitenciario; | La « 
4. La prevencién de la delincuencia juvenil y el traagportar 
miento de los menores delincuentes. te Bie 
Como cuestién general relacionada con los temas é “ 
teriores, el seminario serd informado de los medios y i % 
mas de asistencia que la Administracién de Asiste ielinc 
Técnica de las Naciones Unidas puede prestar en los dri | 
blemas discutidos. ke 


Se espera que la discusién de los puntos citados § “ 
para dar impetu al desarrollo de la legislacién y s 
pertinentes en los paises de Asia y el Lejano Oriente 


seminario brindaré la oportunidad a los funcionarios ss 
1952, pags. 17-21. La resolucién 58 (I) fué reemplazada por * Pai 
resolucién 418 (V). rane 
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TE an esta materia, no solamente de discutir los problemas 
nencionados sino también para intercambiar puntos de 
SOm0 engl ist Y aprender técnicas apropiadas para la elaboracién 


seminar ée Programas eficaces. 
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S aspectod Gobierno que auspicia el seminario: Los seminarios de 
de la pends Naciones Unidas sobre la prevencién del crimen y el 


iria de 
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yatamiento del delincuente se celebran en paises cuyos 
gobiernos han hecho una invitacién al respecto. En cuanto 
presente seminario, el Gobierno de Birmania manifesté 
q deseo de que se celebrara en Rangun en la segunda 
gincena de octubre de 1954. Aunque las Naciones Unidas 
jnen a Su cargo todos los aspectos de la organizacién 
gaeral, tales como la designacién del Director y de los 
apertos que han de intervenir en el seminario, corres- 
pnde al gobierno que auspicia el seminario dar facilidades 
gra su funcionamiento, proporcionando, por ejemplo, 
dificios adecuados y el personal local necesario. 


Preparativos y direccién del seminario: El Director se 
wupara de los preparativos necesarios para el funciona- 
siento del seminario y de su direccién. Para el presente 
eminario, las Naciones Unidas han designado como Di- 
ector al Sr. Manuel Lépez-Rey, Jefe de la Seccién de 
Defensa Social del Departamento de Asuntos Sociales, 
yo, 195) 4uien contard con la asistencia de un subdirector designado 
es existes| or el pais patrocinante. Ademas, varios expertos, que las 


los ya 
la prevg 
S, a que 
union & 
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it las rej Naciones Unidas seleccionarén en su mayor parte entre 
es partici acionales de la regién y habida cuenta el plan de trabajo 
; Naciond ! seminario, actuaran como dirigentes de las discusiones 
estudios 4/ayudaran al Director en la formulacién de las decisiones 
















O y tat 
Y De conformidad con el plan de intercambio (Oficina 
Europea de las Naciones Unidas) *, la Administracién de 
Asistencia Técnica con la cooperacién de la Divisién de 
to del Bienestar Social de las Naciones Unidas y patrocinado por 
: Orient ls Ministerios de Asuntos Sociales y de Justicia de Austria, 
~~ ai como la Municipalidad de Viena, organiza actualmente 
nto deliun seminario sobre «Tratamiento en instituciones de 
menores delincuentes.» El seminario debera celebrarse en 
Viena del 27 de septiembre al 9 de octubre de 1954. 
nciario; | La delincuencia juvenil es uno de los proyectos mas im- 
y el trampportantes de la Seccién de Defensa Social de la Divisién 
 Bienestar Social de las Naciones Unidas. El tratamiento 
tema los menores delincuentes es un problema que viene 


feocupando cada vez mas a los gobiernos, y a los especia- 
Iistas en la materia. Las ideas sobre el tratamiento de tales 
lincuentes han cambiado mucho en estos ultimos afios, 
d principio de la represién habiendo sido substituido por 
dde la readaptacidn. Pese a tal adelanto, es evidente que 
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los serv icho tratamiento esté todavia en una etapa de tanteo y 
y Servleieiperimentacidn. 

Driente. f Riaeael ‘ 

narod gresivamente se reconoce que la atencién prestada en 


*Para detalles de este plan, véase European Social Welfare Pro- 
gramme, preparado por la Divisién de Asuntos Sociales de la 


zada por 


ll 


y recomendaciones del seminario. Este se dividird en sec- 
ciones y los expertos deberan coordinar el trabajo de cada 
una de ellas bajo la guia del Director. El inglés sera el 
idioma de trabajo del seminario. 


Participacién en el seminario: Las Naciones Unidas han 
invitado a todos los gobiernos de la region, incluso a los 
gobiernos de los territorios no auténomos, a que participen 
en el seminario. Cada gobierno ha sido requerido para 
que envie tres representantes. El gobierno que auspicia el 
seminario podra designar sin embargo un nimero mayor 
de ellos. Todos los representantes deberan ser personas 
relacionadas con los servicios de la prevencidén del delito 
y el tratamiento del delincuente en sus respectivos paises. 
Las Naciones Unidas han requerido a los gobiernos parti- 
cipantes que en el caso de que los mismos hayan designado 
corresponsales individuales de las Naciones Unidas en 
materia de prevencién del delito y tratamiento del delin- 
cuente, uno de ellos por lo menos figure entres sus re- 
presentantes. 


Ademias se invitard a las organizaciones no gubernamen- 
tales e intergubernamentales interesadas en la materia a 
que envien observadores al seminario. También tomaran 
parte en la conferencia observadores de la Comision 
Econémica para Asia y el Lejano Oriente y de otros 
organismos especializados de las Naciones Unidas. 


Los observadores participardn en el seminario en un 
plano de igualdad con los representantes de los gobiernos, 
pero no tendran voto, especialmente en las resoluciones 
que formule el seminario regional. 


Duracién: Se proyecta que el seminario dure dos se- 
manas. 


SEMINARIO SOBRE TRATAMIENTO DE MENORES DELINCUENTES EN INSTITUCIONES 


instituciones, que es una fase del tratamiento dado a los 
menores delincuentes, debe basarse en un estudio continuo 
del individuo y de su desarrollo. A tal efecto es necesario 
tener en cuenta la informacién sobre la familia del menor 
delincuente, sobre su medio ambiente, sobre los factores 
hereditarios y sobre su comportamiento antes de ser inter- 
nado. Asimismo es indispensable dar a las diversas clases 
de especialistas interesados en el tratamiento de menores 
delincuentes la oportunidad de reunirse a fin de comuni- 
carse sus respectivas opiniones y de discutir la organiza- 
cién de las instituciones y los métodos empleados. 


PROGRAMA 


El seminario comprendera las cuatro secciones siguien- 
tes: 
Secciéa I 


El papel de las instituciones en el tratamiento de menores 
delincuentes 


1. Diferencia entre el tratamiento en instituciones y 
otras clases de tratamiento fuera del hogar. 


Oficina Europea de la Administracién de Asistencia Técnica de las 
Naciones Unidas, documento TAA/SOC/1, 1952. 








2. Criterios para decidir cuando ha de someterse al me- 
nor delincuente al tratamiento en instituciones. 


3. Variedad y especializacién de las instituciones: situa- 
cidn, estructura fisica, capacidad y organizacion. Clases de 
alojamiento. Ingreso en instituciones de menores delin- 
cuentes deficientes mentales. 


4. Utilizaciédn, en ciertos casos, de establecimientos 
penales y coreccionales para adultos como parte del 
tratamiento en instituciones. 


5. Sometimiento al tratamiento en instituciones: autori- 
dad, naturaleza y duracion de tal sometimiento. 


Seccién I 


Tratamiento 


1. El papel de la observacion y la clasificacién como 
medida preliminar al tratamiento en instituciones. Centros 
de recepcién y de clasificacién. La cuestién de determinar 
a priori la naturaleza y la duracién del tratamiento. 


2. El tratamiento y la readaptacién del menor delin- 
cuente como los dos propésitos esenciales de la institucién. 
Naturaleza complementaria de estos propédsitos. 


3. Métodos de tratamiento: el método médico, el mé- 
todo psicolégico y el método social. Métodos de grupo. 
Normas para la classificacién durante el tratamiento. 


4. Métodos de readaptacién: aspectos y métodos edu- 
cativos y vocacionales. Sus propésitos respectivos. Papel 
del trabajo y la disciplina como factores de la readapta- 
cidn. Autogobierno. Actividades recreativas. 


5. Relaciones y actividades internas y externas. Papel 
de la familia, de la religidn, de los particulares, de las 
asociaciones y de la comunidad. Permisos de salida. 


6. Servicios médicos y sanitarios. 


Seccion Il 
Libertad, libertad vigilada y asistencia postinstitucional 
1. Preparacién para la salida. El periodo previo a la 
libertad. 
2. Salida de la institucién, libertad vigilada y libertad 
definitiva: autoridad, criterios y condiciones. 


3. Propésito y significado de la libertad vigilada y de la 
asistencia postinstitucional: asistencia y orientacién. For- 
mas de ayuda. Papel del hogar, de los albergues para 
estudiantes, de los particulares y de la comunidad. La 


CONGRESO DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE LA PREVENCION DEL DELITO 
Y TRATAMIENTO DEL DELINCUENTE 


La Asamblea General, por resolucién 415 (V), del 1.° de 
diciembre de 1950, dispuso que las Naciones Unidas con- 
vocaran un congreso mundial para el estudio de la preven- 
cién del delito y tratamiento del delincuente. El congreso 
es parte integrante de una organizacién mas amplia insti- 
tuida en virtud del plan de traspaso a las Naciones Unidas 
de las funciones de la Comisién Internacional Penal y 
Penitenciaria, segin el cual los gobiernos habran de desig- 
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cuestion del empleo. El papel de la institucién durante Io 
periodos de libertad vigilada y de asistencia postinstity, 
cional. Coordinacién de todas las actividades destinadag, 
prestar asistencia a los menores delincuentes después de, 
salida. 


venci¢ 
reuni¢ 


mcior 
posici 
inforn 
de As' 
la pag 


elCon 


Seccién IV 


Personal 


1. Criterios y métodos para seleccionarlo. Formaciép 
profesional. Funciones: director y functionarios de alt, 
categoria; personal general. Programas de formacion pro. 
fesional dentro del servicio, Carrera. Alojamiento, pep. 
siones, etc. 


2. Personal especializado: psicdlogos, psiquiatras, tr. 
bajadores sociales, maestros, trabajadores especializados 











en actividades recreativas, etc. Seleccién y formacién pro.| BE 
fesional. Personal médico. 

3. Organizacién del personal. Tareas y responsabil. 
dades. 

ORGANIZACION DEL SEMINARIO Infc 

Austria brindara hospitalidad a treinta y cinco partic. 
pantes de paises extranjeros sobre una base de intercambio, 
Ademas, podran hacerse arreglos para que un corto numero 
de participantes y observadores adicionales puedan asistir] ; Co 
al seminario pagando sus gastos. Se confia en que los} ° 195 
comités nacionales de intercambio se pondran en contacto 
con el departamento o departamentos gubernamentales Afi 
competentes a fin de obtener que éstos designen las personas| “U2 
que, a su juicio, pueden obtener del seminario el mayor be = 


neficio. Se espera que cada pais participante enviard uj * 
grupo compuesto de una persona de cada una de las cate. Penale 
gorias siguientes : directores de reformatorios para menores Co 
delincuentes, trabajadores sociales, pedagogos, psiquiatra} * hin 
y psicdlogos. El Sr. Manuel Lépez-Rey, jefe de la Secciéa 

de Defensa Social, Divisién del Bienestar Social de la} Co 
Naciones Unidas, actuar4 como Director del Seminario, | Posita 


El idioma de trabajo del seminario seré el inglés. ae 

Las solicitudes deberan enviarse a la Divisién de Asuntos exced; 
Sociales de la Oficina Europea de la Administracién & por el 
Asistencia Técnica de las Naciones Unidas, Ginebra, pop cia pa 
conducto del comité de intercambio de cada pais, p 















oficial 
acuerdo con el organismo, publico o particular, a que perf en elle 
tenece el candidato, y previa autorizaci6n de las autoridadem de vio 
nacionales competentes. Las solicitudes deberan estar ¢ 
Ginebra a mas tardar el 1.° de abril de 1954. cf a 
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nar corresponsales individuales de la Secretaria de las 
ciones Unidas en cuestiones relativas a la prevencién & 


" 
delito y al tratamiento del delincuente y organizaran co st 
ferencias regionales agrupando dichos corresponsale Cot 


Dichas conferencias podran organizarse como semina 
de asistencia técnica. 

La cuestién de la organizacién del congreso fué prese 
tada al Comité Asesor Especial de Expertos sobre la p 
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vencion del delito y tratamiento del delincuente que se 
reunid en Nueva York en junio de 1953. El comité examiné 
detenidamente todos los principales aspectos de la organi- 
zacion del congreso y, en particular, los relativos a su com- 

sicién y Su programa. Sus recomendaciones figuran en un 
informe presentado al Secretario General y a la Comisién 
de Asuntos Sociales del Consejo Econémico y Social. En 
la pagina 106 se dan otros detalles complementarios sobre 
eComité, asi como pasajes de su informe sobre el congreso. 


Asistencia directa a los gobiernos 





El Secretario General prepara actualmente la organiza- 
cién del congreso en conformidad con las sugestiones for- 
muladas por el Comité Asesor Especial de Expertos. 
Pendiente de la aprobacién del presupuesto se estima que el 
congreso se celebraré en el Palacio de las Naciones, en 
Ginebra, Suiza, del 22 de agosto al 3 de septiembre de 1955. 
Enel préximo numero dela Revista Internacional de Politica 
Criminal se publicaran informaciones mas detalladas sobre 
el congreso. 


BECAS DE PERFECCIONAMIENTO Y BECAS DE ESTUDIO DE LAS NACIONES UNIDAS 
EN MATERIA DE DEFENSA SOCIAL, 1947-19537 


Informacion de los corresponsales individuales’ 


ARGENTINA 
(periodo enero-junio 1953) 


|, Construcciones penitenciarias (Decreto, 21 de enero de 
1953) 


A fin de facilitar la solucién del problema penitenciario, 
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encuanto a construcciones de nuevos edificios se refiere, se 
establece que la construccién de nuevos establecimientos 
penales depende directamente de la Direccién de Institutos 
Penales de la Nacidén. 


2. Correspondencia de los reclusos (Resolucién, 3 de fe- 
brero de 1953) 


Conforme a la nueva reglamentacién, los reclusos de- 


_ | positaran directa y personalmente su correspondencia en 


buzones destinados al efecto; todo recluso podra guardar 
en su poder hasta cuatro cartas por él recibidas, las que 
excedan de dicho numero seran entregadas en sobre cerrado 
por el interesado a la oficina encargada de la corresponden- 


of cia para su custodia; la divulgacién o comentario por los 


oficiales encargados de la correspondencia de lo contenido 
en ellas podra ser considerada como constitutiva del delito 
de violacién de secretos segiun el art. 156 del Cédigo Penal. 


3. Difusién de informacién (Resolucién, 10 de febrero de 
1953) 


A fin de facilitar la readaptacién del recluso y mantener 
su contacto con el mundo exterior, en determinados dias 
y horas se informara mediante altavoces a los reclusos de 
los mas importantes acontecimientos nacionales é inter- 
nacionales. A ello se agregaran comentarios de actualidad 
tinformacién deportiva. 


4, Aspectos penitenciarios del segundo plan quinquenal ar- 
gentino (Decreto No. 13.878. - Boletin oficial del 30 de 
enero de 1953) 


Conforme al segundo plan quinquenal (Ley No. 14.184- 
11 de diciembre de 1952) establece que en el periodo 1953/57 


"Ver las tablas trilingiies en las paginas 83. 





deberan ser introducidas las necesarias reformas a fin de 
que: 

a) El régimen carcelario tenga como finalidad la readap- 
tacién social del delincuente; 

b) Los cédigos penal y de procedimientos penales sean 
sustituidos por otros de conformidad con los principios 
constitucionales ; 

c) Que el tratamiento de los delincuentes se realice con- 
forme a un régimen uniforme en todo el pais; 

d) Se instaure un nuevo régimen de patronato para re- 
clusos y liberados a fin de asegurar la asistencia social de 
los mismos y de sus familias; 

e) Se reorganice el Registro de Reincidencia que debera 
contener no sdlo datos estadisticos, sino ademas crimino- 
légicos a fin de determinar los factores generales é indi- 
viduales del delito; 


f) Se implante en los establecimientos penales un régi- 
men adecuado de trabajo coordinado con la educacién 
tanto cultural como fisica de los reclusos. 

5. Cooperacién del capelldn en la readaptacién del recluso 

(resolucién, 22 de abril de 1953) 

A fin de facilitar la readaptacién del recluso, la presente 
resolucién regula la forma en la que el capellan debe coope- 
rar con la administracién penitenciaria en la solucién de los 
problemas morales y espirituales de los reclusos. 


INDIA 

1. Planes para llevar a cabo cambios importantes 

A requerimiento del Gobierno nacional, los gobiernos 
de los Estados estan examinando el problema de la reforma 
penal en la India en su totalidad. Aunque los cambios 
proyectados siguen discutiéndose y aunque todavia no se 
han presentado proyectos de ley al respecto, se supone que 
en un futuro cercano se introduciran cambios fundamen- 
tales que permitirdn, entre otras cosas, tratar con mayor 
celeridad los casos penales. 


* Esta seccién comprendera informacién extraida de los informes 
enviados por dichos corresponsales. 





2. Aumento de la participacién de los reclusos 


En los establecimientos correccionales para adultos del 
Estado de Bombay se han instituido varias formas de par- 
ticipacion de los reclusos mediante un sistema de comités 
(panchayats), cuyos miembros son designados por los 
presos. Estos comités cumplen una diversidad de funciones, 
que varian de una institucion a otra, y entre las cuales se 
incluyen algunas actividades, como la inspecci6n y vigilan- 
cia de la preparacion de los alimentos, Ja organizacién y 
celebracién de ceremonias patridticas y religiosas, y la 
instalacién de cantinas. Los panchayats sirven también 
como medio de comunicacién directa entre el personal y los 
presos para algunas cuestiones de administracion interna. 


3. Concesién de permisos 


También se ha instituido en Bombay un sistema consis- 
tente en la concesién de permisos a los presos. El Inspector 
General de Prisiones tiene autorizacion para permitir a los 
presos que han servido un plazo minimo determinado de su 
condena, que hagan visitas de varios dias a sus hogares, 
después de haberse realizado una investigacién que de- 
muestre que esa visita no sera perjudicial ni para la familia 
ni para la sociedad. Estas dos innovaciones introducidas en 
Bombay encuentran su equivalente en progresos realizados 
en otros Estados. 


4. Colonias experimentales en las que los presos gozan de 
cierta libertad bajo palabra de honor 


En el Estado de Uttar Pradesh se esta realizando satis- 
factoriamente un experimento de rehabilitacién de los 
presos fuera de los muros de la carcel. A tal efecto se emplea 
a los prisioneros en la construccién de la presa de Chan- 
draprabha, uno de los proyectos oficiales destinados a 
extender los servicios de riego y ampliar las instalaciones de 
energia hidroeléctrica. Se ha trasladado a la carcel de 
Banares a presos elegidos con arreglo a un sistema especial 
de seleccién y procedentes de todos los rincones del Estado. 
Estos presos son transportados sin guardia al campamento 
de presos donde se les aloja en carpas y donde disfrutan de 
servicios de cantina y hospital, asi como de facilidades de 
recreo. Se permite a los trabajadores comprar con sus 
ganancias, hasta cierto limite, té, cigarillos, dulces, etc., 
para suplementar las comidas que distribuyen las cantinas 
del campamento. Los presos y el personal viven en comin 
y disfrutan en el campamento de entera libertad de movi- 
miento, sin vigilancia diurna ni nocturna. Las autoridades 
han observado que este régimen, combinado con la opor- 
tunidad de ganar un salario, ha creado entre los presos un 
deseo de trabajo, y han informado que los presos trabajan 
con gran entusiasmo y con mayor eficiencia que los obreros 
comunes. El salario medio es de 1,8 rupias por dia y durante 
los meses de diciembre de 1952 y enero de 1953, el salario 
total de los reclusos que trabajaron fué superior a 100.000 
rupias. Se permite alos presos enviar a sus familias una parte 
de sus salarios. A fin de crear un espiritu sano de competen- 
cia, el Estado presenta un distintivo al grupo que obtiene 
cada semana el mayor salario. Como parte del plan desti- 
nado a acentuar la responsabilidad y lograr una conducta 
que inspire confianza, dos presos han sido elegidos para 
conducir diariamente, y sin guardia, vehiculos automotores 
a una distancia de unos 145 kil6metros aproximadamente. 
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5. Octava Conferencia de Inspectores Generales 


El Gobierno de la India ha publicado las actas de 
Octava Conferencia de Inspectores Generales de prisiong 
celebrada del 13 al 15 de marzo de 1952. Se trata de} 
primera conferencia de esta indole celebrada desde 
independencia y asistieron a la misma los inspectores gep, 
rales de 21 Estados. 


Se procedié a un examen general y discusién de 
disposiciones y medidas relacionadas con la prevenciéndg 
delito y el tratamiento de los delincuentes en los distinty, 
Estados de la India. La conferencia preparé después wy 
serie de 21 recomendaciones que el Gobierno cent 
comunicé luego a todos los Estados para su posible aplig, 
cién. Las resoluciones abarcaban una gran variedad & 
temas, entre ellos las escalas de salarios, programas & 
formacién profesional, institucién de libertad condicion, 
con régimen de prueba y el tratamiento especial de ly 
delincuentes adultos mds jévenes. Se prestd atenciOn cop. 
siderable a la posibilidad de crear una oficina central capy 
de prestar a los Estados servicios de asesoramiento. 





6. Conferencia Panindia sobre Libertad Condicional 


La primera Conferencia Panindia sobre Libertad Con. 
dicional con régimen de prueba se celebr6 en Madras él 
13. al 20 de diciembre de 1952. Entre los 242 delegados, habia 
representantes de 11 Estados y del Gobierno nacional, 
Ademas de los discursos pronunciados por especialistas 
nacionales e internacionales en defensa social, la conferencia 
estuvo dividida en cuatro comisiones encargadas de eu 
minar los temas siguientes y preparar informes al respecto; 


1. Seleccién y formacién profesional del personal 
2. Relaciones de los funcionairos encargados de vigilar 


la aplicacién del régimen de prueba con los de otros org 
nismos conexos 


3. Contenido y métodos de investigacién social, & 
vigilancia y de tratamiento 
4. Ampliacién y afianzamiento de la libertad condicioml 
con régimen de prueba en la India. 


Los informes de las comisiones fueron discutidos en & 
sién plenaria y aprobados como informe de la conferencia 


medio nacional para el intercambio de informaciones yk 
ampliacién de la libertad condicional con régimen & 
prueba como servicio publico profesional. 


Esta creé, asimismo, una organizacién permanente = 


7. Tendencias actuales de la delincuencia 


Los corresponsales del Gobierno de la India ante ls 
Naciones Unidas han informado también que se ha obse- 
vado en dicho pais una disminucién general de la delir 
cuencia : 


«En algunos Estados se ha producido un aumento 
temporal del numero de delitos debido a un retrocew 
momentdneo de la situacién econdmica provocada par 
la sequia, las Iluvias inoportunas y los ciclones. Pero, @ 
general, la tendencia ha sido hacia la disminucién deb 
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REINO UNIDO 


Menores 


1. Centros de asistencia obligatoria para los delincuentes 
jévenes (Attendance centres) ® 


Los primeros centros de asistencia obligatoria, que cons- 
tituye una nueva iniciativa para el tratamiento de los 
delincuentes menores, fueron creados en julio de 1950 en 
virtud de las facultades conferidas al Home Secretary pot la 
ley de 1948 sobre justicia criminal (Criminal Justice Act). 
El centro de asistencia obligatoria tiene por objeto poner 
adisposicion de los tribunales una nueva medida aplicable 
alos delincuentes menores, es decir que, en lugar de enviar 
aéstos a un reformatorio, se les priva de parte de su tiempo 
de ocio y se les proporciona una ocupacién conveniente 
bajo una disciplina rigurosa. La ley dispone que las personas 
comprendidas entre los 12 y los 21 afios de edad, que sean 
declaradas culpables de un delito por el cual un adulto 
ria castigado con pena de prisién, pueden ser obligadas 
aacudir a un centro de asistencia por un periodo que no 
exceda de doce horas en total ni de tres horas cada una de 
las veces. Hacia fines de septiembre de 1953, habia veintiuno 
centros creados con caracter experimental y destinados a 
menores comprendidos entre los 12 y 17 afios de edad. 


Las ocupaciones previstas consisten principalmente en 
ejercicios fisicos y en tareas utiles de caracter disciplinario; 
los menores que se conducen en forma satisfactoria reciben 
gradualmente una capacitacién mas constructiva relacio- 
nada, por ejemplo, con trabajos de reparacién o simples 
trabajos de artesania. Asimismo, se han previsto conferen- 
cias y ensefianza practica sobre primeros auxilios, evitacién 
de accidentes y otras materias andlogas. Durante su per- 
manencia en los centros, los menores estan sometidos a una 
severa disciplina, pero el personal trata de ensefiarles a 
utilizar provechosamente el tiempo libre de que disponen. 
Si el menor no se presenta conforme a la orden dada o 
incurre en faltas graves de conducta, puede ser nuevamente 
llevado ante el tribunal para ser juzgado por el primer 
delito, como si no se hubiera ordenado que acuda al 
centro de asistencia obligatoria. Se considera que es atin 
prematuro enjuiciar el éxito de esta nueva forma de trata- 
miento de los delincuentes menores, aunque ciertos 
indicios permiten suponer que puede ser muy Util. 


2. Funcionarios de enlace que se ocupan de los delincuentes 
jovenes (police juvenile liaison officers) 


La policia utiliza los servicios de funcionarios de enlace 
que se ocupan de los delincuentes jévenes; este sistema fué 
establecido en Liverpool en 1949 y se fund6 en la practica 
policial que consiste en amonestar al delincuente cuando 
las circunstancias no justifican un procedimiento judicial. 
Los funcionarios de enlace se ocupan principalmente de 
casos de menores de poca edad cuyos delitos han sido 
denunciados a la policia: a) por los padres o maestros; 
b) por los demandantes, como en el caso de tiendas que 
no tienen interés en entablar accién judicial; y c) por 
agentes de policia en el ejercicio de sus funciones, por 
ejemplo cuando un nifioes detenido y se considera suficiente 


* El texto de las disposiciones vigentes puede verse en United 
Nations Legislative Series - Social Defense — 1950 - U.K. 1. 
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amonestarle, en lugar de someterle a los procedimientos 
ordinarios de un tribunal de menores. 

Este sistema tiene por objeto lograr la cooperacién fami- 
liar y escolar en el tratamiento del nifio; sefialar a los ser- 
vicios publicos y de beneficencia pertinentes las causas de 
la delincuencia; y hacer que la amonestacioén inicial vaya, 
en la medida necesaria, seguida de visitas en las cuales el 
funcionario respectivo emplee su influencia personal hasta 
tener razones suficientes para suponer que el nifio no 
reincidira en el delito. 


El personal encargado de este trabajo se compone de un 
inspector, un funcionario del sexo masculino para cada uno 
de los siete distritos de policia de Liverpool, y un funcio- 
nario del sexo femenino que se ocupa de todas las menores. 
Estos funcionarios no llevan uniforme. El nimero de casos 
de que se ocupa cada funcionario es de 150 como maximo. 


La policia de Liverpool opina que este sistema offece, 
entre otras, las siguientes ventajas: 


a) Permite tomar una decisién inmediata, antes de que 
el nifio haya podido olvidar lo sucedido; 

b) Permite intervenir en las primeras fases de la delin- 
cuencia y, en algunos casos, cuando el menor es todavia 
demasiado joven para ser llevado ante un tribunal por la 
comisi6n de un delito; 

c) Permite adoptar medidas positivas para lograr la 
cooperacién familiar y escolar, habiéndose logrado a este 
respecto resultados satisfactorios; y 


d) Permite establecer mejores relaciones entre la policia 
y el publico, no sdlo por lo que respecta a los funcionarios 
de enlace y las familias de los jévenes, sino también en un 
aspecto general. 


Los funcionarios de enlace encargados de los delincuen- 
tes j6venes han evitado interferir en las funciones propias 
del tribunal de menores, de los funcionarios encargados 
de la vigilancia en el régimen de prueba y de los funcionarios 
encargados de la asistencia escolar. 

Del 1.° de enero al 15 de noviembre de 1952, los funcio- 
narios de enlace intervinieron en 721 casos de nifios y 
adolescentes, de los cuales aproximadamente el 90 °/, fueron 
menores del sexo masculino. En el afio 1952, esos funciona- 
rios visitaron a 3.767 familias de delincuentes, 2.875 es- 
cuelas, 938 locales comerciales e industrias y 855 iglesias 
y clubes juveniles. De 600 casos aproximadamente tratados 
en 1951, se ha comprobado que 58 adolescentes incurrieron 
en nuevos delitos en el curso de los doce meses subsiguientes. 


Delincuentes jévenes 
3. Reformatorios o centros de detencién(Detention centres)"® 


El articulo 48 de la Criminal Justice Act faculta al Secre- 
tario de Estado a crear centros de detencién donde las 
personas majores de 14 afios, pero menores de 21 aiios, y 
que fuesen responsables de un delito por el cual un adulto 
seria condenado a una pena de prisién, pueden ser detenidas 
por periodos cortos y sometidas a una disciplina adecuada 
a las personas de su edad y condicién. 


El propésito principal de estos centros es el de someter 


1° El reglamento aplicable a los reformatorios de detencién en 
Inglaterra aparece en The Detention Centre Rules, Statutory Instro- 
ments, 1952, No. 1432. 





al delincuente joven, que aun no necesita un tratamiento 
prolongado en un establecimiento, a una medida severa de 
corta duracién para hacerle comprender la gravedad del 
delito que ha cometido y demostrarle que no se puede violar 
la ley impunemente. 


El primer centro de detencidn se abrié en agosto de 1952 
en Kidlington, cerca de Oxford. La facultad de ordenar la 
detencidn de los delincuentes jévenes en esos centros sdélo 
es otorgada a ciertos tribunales designados por el Secre- 
tario de Estado. Este ultimo puede ejercer cierto control 
sobre el numero de delincuentes j6venes que deben ser 
enviados a dichos centros. 


Ningun tribunal puede ordenar la detencién de una per- 
sona en esos centros sin que concurran las siguientes cir- 
cunstancias: 


1) El delincuente debe tener entre 14 y 17 afios de edad, 
puesto que se trata de un centro de «menores »; 


2) El delincuente no ha de haber aun sufrido ninguna 
pena de prisién ni una sentencia para su readaptacién en 
una institucién «Borstal »; y 


3) Que el tribunal, después de haber examinado las de- 
mas medidas aplicables al delincuente (aparte la de pri- 
sion), estime que ninguna de ellas es aplicable a su caso. 


El centro puede recibir a sesenta menores, que viven en 
él en condiciones de seguridad. La caracteristica principal 
de estos establecimientos es el intenso trabajo, bajo una 
disciplina y vigilancia rigurosas. La jornada regular se 
inicia por la mafiana temprano con ejercicios fisicos segui- 
dos de labores domésticas, instruccién completa para los 
menores que estan en edad escolar, y diversos trabajos para 
los demas. Por la noche, se dan clases para aquellos que han 
pasado ya de la edad escolar, acompafiadas de ejercicios 
fisicos, gimnasia y otras actividades. Se presta especial 
atencidn a la tarea de inculcar a los delincuentes jévenes las 
practicas de higiene personal, obediencia y buenos modales. 
Se esta organizando actualmente otro centro para jévenes 
comprendidos entre los 17 y 21 afios de edad. 


Adultos 


4. Libertad provisional - Inglaterra y el Pais de Gales 


Con arreglo al reglamento de prisiones de 1951 (Statutory 
Instrument, 1951, No. 1343)", los reclusos pueden ser pues- 
tos en libertad provisional bajo el régimen de remisién 
condicional de la pena, por un periodo determinado en las 
siguientes condiciones: 


1) Un recluso puede ser ahora puesto en libertad bajo el 
régimen de remisién condicional de la pena, por un periodo 
muy corto, para visitar a un pariente moribundo. Es antigua 
la costumbre de permitir que los reclusos abandonen la 
prisién, bajo escolta, para visitar a un pariente moribundo 
pero los comisionados de prisién pueden ahora, en ciertos 
casos y teniendo en cuenta la edad, antecedentes, conducta 
y confianza que merece el recluso, autorizar su libertad bajo 
palabra. Cuando no se autoriza este tipo de libertad, se 
continéa empleando el antiguo procedimiento de libertad 
con escolta. 


2) Existe un sistema de licencia para trasladarse al 


11 Véase la publicacién de las Naciones Unidas titulada Legislative 
Series — Social Defense - 1951 ~ U.K. 3. 
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hogar, que es aplicable a ciertas clases de reclusos, espeg; 
mente los de la categoria Star (es decir, los delincueni! 
primarios o los de tipo similar) condenados a mas de tp 
afios de prisién. Estas visitas al hogar pueden hacerse enjy 
los dos y cuatro meses que preceden a la liberacién dy 
recluso. 


Este sistema tiene por objeto, por una parte, contriby 
a que el recluso recobre la confianza en si mismo poniéndo} 
en condiciones de completa libertad y, por otra, brindark 
la ocasién de que, antes de su liberacién definitiva, y 
ponga en contacto con posibles empleadores, se ocuped 
sus problemas domeésticos y reanude sus vinculos family 
res. Esta licencia permite que el recluso permanezca eng, 
casa durante cinco dias completos, que se computan comp 
parte de la condena. 


Los primeros reclusos beneficiados con esta medida salig. 
ron de la prisién el 12 de diciembre de 1951 y, durante Ios 
tres meses subsiguientes, se ha concedido este privilegiog 
entre 30 y 40 reclusos. Los comisionados han informadog 
el parrafo 3 del capitulo IV de su informe anual de 19] 
que «todos los reclusos regresaron a su debido tiempo yx 
condujeron de manera satisfactoria durante su ausencia,,: 
la licencia concedida fué provechosamente empleada,,; 
este privilegio es muy apreciado y responde a los fines par 
que fué instituido». Los informes presentados ulterior. 
mente por los directores de prisidn dan cuenta de que co- 
tinua aplicandose la medida con todo éxito. 


Escocia. En Escocia se han aplicado disposiciones simi- 
lares (articulo 28 del reglamento de prisiones, Escocia, 
1952). 


5. Asistencia postcarcelaria para mujeres — Inglaterra yd 
Pais de Gales 


En 1951, se aplic6é un nuevo procedimiento en relaciéa 
con el problema de la asistencia postcarcelaria para ls 
mujeres no sujetas a una vigilancia legal. Se ha considerado 
que durante el dificil periodo que sigue a su liberacién, 
muchas de estas mujeres podrian aceptar cierta forma & 
asistencia y vigilancia amistosas, siempre que no impliquen 
obligaciones ni sanciones y que tengan claramente por ob 
jeto conseguir su bienestar. Los Women’s Voluntary Services 
(Servicies voluntarios femeninos) han propuesto poner e 
practica un programa de esta naturaleza dentro de las 
tividades de la Discharged Prisoners’ Aid Society (Sociedad 
de asistencia a los presos liberados). Los comisionarios & 
prisiones han aceptado este ofrecimiento, pero limitands 
sus servicios a los reclusos de la categoria Star, enh 
prisiébn de Holloway. El Women’s Voluntary Service esti 
representado en el Discharged Prisoners’ Aid Case Com 
mittee (Comité de asistencia a los presos liberados) y toda 
mujer que redina las condiciones requeridas puede solicita 
la ayuda de una «amiga» de los Women’s Voluntary Se- 
vices, que debera residir en la misma localidad y ser selec 
cionada cuidadosamente por la oficina regional respectiv. 
Esta amiga visita generalmente a la reclusa una vez durant 
el tiempo de su reclusién y, a peticién de esta ultima, ¢ 
traslada a su casa para ocuparse de sus asuntos particulas 
y hacer los preparativos para recibirlacuando fuese liberade 
Después que la reclusa sea puesta en libertad, la amig 
mantiene contacto con ella visitandola en su casa durant 
un afio o por el tiempo que la reclusa desee. No se propor 
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ciona ninguna ayuda material, pero cuando se considera 
necesario, la amiga puede informar a la Discharged Priso- 
ners’ Aid Society por conducto de un miembro del Women’s 
Voluntary Service. 


6. Readaptacion de las mujeres condenadas por no cuidar 
debidamente a sus hijos 


El publico viene mostrando cada vez mas interés en el 
oblema de las mujeres condenadas a prision por negligen- 
cias graves en el cuidado de sus hijos. En su informe de 1949, 
los comisionados han publicado a este respecto un infor- 
me especial del director de la prisién de Holloway!*. Como 
parece que las causas que llevaron a estas mujeres ante 
os tribunales eran generalmente debidas a la falta de in- 
teligencia, a la ignorancia y a la inexperiencia social, los 
comisionados decidieron recluir a esas mujeres en una 
misma prision, colocarlas en un ambiente adecuado, 
aprovechar el periodo de reclusién para proporcionarles 
conocimientos Utiles en materia de puericultura y labores 
domésticas y, en lo posible, inculcarles el sentido de la 
responsabilidad familiar. 


Dentro de la prisién de Birmingham se habilité un 
dificio a modo de hogar, en el cual grupos de diez a doce 
mujeres siguen cursos de economia doméstica por periodos 
de ocho a diez semanas. Los cursos fueron organizados con 
la colaboracion de la City Education Authority (Servicios 
municipales de educacién) que proporciona maestras, du- 
rante toda la jornada de los dias laborables, para ensefiar 
los trabajos de cocina, lavanderia y otras labores domésti- 
cas; por la noche, personal perteneciente al Maternity and 
Child Welfare, Children’s and Gas Departments (Departa- 
mentos de la proteccién a madres y nifios y de los servicios 
de gas) (para la cocina se utilizan hornos a gas) dan con- 





18 Véase el Report of the Commissioners of Prisons for the Year 
1949, Londres, 1950, pagina 125. 


117 


ferencias y hacen demostraciones acompafiadas de trabajos 
practicos relativos al cuidado de los enfermos y nifios, 
trabajos de costura y fabricacién de juguetes. Se tiene cui- 
dado de que la instruccién que se proporciona a las mujeres 
sea adecuada a las condiciones en que viven, de suerte que 
sdlo se les ensefia lo que pueden asimilar y aplicar. 


Los beneficios del programa de asistencia postcarcelaria 
del Women’s Voluntary Service, que se acaba de describir, 
se han hecho extensivos a las personas que siguen estos 
cursos; éstas solicitan por lo general que, al salir de la 
prisién, se les asigne una amiga del Women’s Voluntary 
Service para que les ayude durante el dificil periodo que se 
les presenta al reintegrarse a su hogar. 


7. Reglamentos sobre la reforma (No.2) del régimen de 
seguros nacionales (Contributions) — Inglaterra y el Pais 
de Gales 


Estos reglamentos entraron en vigor el 11 de diciembre 
de 1950. Establecen plazos para que una persona asegurada 
pueda pagar contribuciones atrasadas que, mientras estuvo 
en prisién o detenida bajo custodia legal, tenia la facultad, 
pero no la obligacién, de pagar. Este plazo limite — que se 
fija teniendo en cuenta tanto la fecha en que termina el aio 
de contribucién durante el cual se procede a la liberacién, 
como la duracién de la reclusién — puede variar de un afio 
y medio a cinco aifios, a partir de la fecha de liberacién del 
trecluso. Las contribuciones pagadas dentro de los plazos 
prescritos son computadas para el calculo de las prestacio- 
nes (pensién de viudedad, pensién de retiro o indemniza- 
cién en caso de fallecimiento, siempre que las contribucio- 
nes se hayan pagado dentro de los plazos prescritos, es 
decir — segun el caso — antes de la fecha del fallecimiento 
o de la edad de retiro) en las mismas condiciones que rigen 
para las contribuciones atrasadas que una persona asegu- 
rada esta, no solamente autorizada, sino obligada a pagar. 
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English section 


The Federal German Juvenile Courts Act of 1953 


By Wolf Middendorff } 


The juvenile penal law embodied in the new Juvenile 
Courts Act has taken shape in Germany over the last thirty 
or forty years. The Penal Code of 1871, which in its essen- 
tials is still operative, contained only a few special provisions 
concerning juveniles in sections 55to 57. Under the Code, 
penal responsibility started at the age of 12 years, and the 
juvenile was subject to punishment if he had the necessary 
insight into the significance of his act. The only difference 
between the treatment of juveniles and that of adults was 
that penalties were less severe. Provision was made for 
educative treatment only in so far as minors who did not 
understand the significance of their acts could be committed 
to an institution for compulsory education. The courts and 
procedure were the same for juveniles and adults. 


So-called juvenile courts were first set up in Frankfurt 
and Cologne in 1908, but it was the Juvenile Courts Act of 
1923 that first placed the emphasis on education. Under 
that Act juvenile judges were bound to determine in each 
case whether educational measures were required. If the 
judge considered that educational measures were sufficient 
no penalty was imposed. If a penalty were imposed, it was 
less severe than in the case of adults. The judge was also 
empowered, when passing sentence or later, to order the 
suspension of the execution of a sentence of imprisonment 
during a probationary period. The age of penal responsi- 
bility was raised from 12 to 14 years. Maturity of will, as 
well as maturity of insight, had to be considered in deter- 
mining penal responsibility. 

In the long run the practical results of the Juvenile Courts 
Act of 1923 did not come up to expectations. In particular, 
the educational measures provided by the Act were inade- 
quate. The imposition of a fine was an unsuitable means of 
punishment for juveniles. Moreover, asthe judge was bound 
by the provisions of the Penal Code regarding the minimum 
and maximum terms of penalties, he was unable to adapt 
the sentence to the personality of the juvenile. The short 
terms of imprisonment which were frequently imposed had 
no educative effect at all. In practice most proceedings 
against juveniles ended with a suspended sentence subject 
to a probationary period (Strafaussetzung auf Probe). 


Most of these defects were removed by the Juvenile 
Courts Act of 1943. The penal law in respect of juveniles 
had been already reformed in 1940 through the introduction 
of juvenile detention (Jugendarrest) and the adoption of the 
indeterminate sentence for juveniles as applied in Austria. 


After the Second World War contact with foreign legal 
systems, especially as regards experience with probation, 
led in the Federal Republic of Germany to fresh proposals 


1 LL.D., Secretary of the German Association for Youth Care and 
Welfare, Cologne-Marienburg; Judge and juvenile judge, 1949-1952; 
editor of the Mitteilungen der Arbeitsgemeinschaft fiir Jugendpflege 


120 





quired 

prisOnr 
special 
must b 
reform: 
quired 
cannot 
indeter 
maxim 
differet 
month: 
indeter 
from A 





























for reforms culminating in the Juvenile Courts Act of [9% 
which came into force on 1 October 1953. This stag 
governs cases where a juvenile or a young adult commits 
offence punishable under the general provisions of they In Vv 
A juvenile (Jugendlicher) is a person over 14 and under j§5#00 
years of age, and a young adult (Heranwachsender) a pery J2Y! 
over 18 and under 21 years of age, at the time he comp the firs 
the offence. suspen 
impris 
the ju 
sitisfa 
applic 
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As considerable emphasis was placed on education inthj 
Act and at the same time the legislators refrained f 
discarding the notions of guilt and expiation which gy 
typical of penal law, the question of responsibility had toh 
specially ruled. Under the#Act a juvenile is respons 
under penal law if, at the time of committing the offen 
he possessed a sufficient degree of mental and moral mat 
rity to know that the act was unlawful, and to act accordi 
ly. In most cases the question of responsibility can be d& 
cided in practice without difficulty. In the absence of spec: 
circumstances which make closer investigation of the juve}: 
nile offender’s degree of maturity necessary, he is gene 
presumed to be responsible. In 1936, only 0.75 per cent 
the juveniles brought before juvenile courts were dismiss F 
on the ground of lack of responsibility. with h 


Whereas the Juvenile Courts Act of 1943 referred in thq perio 
first place to punishment, the new Juvenile Courts Act gives} Ins 
first place to the imposition of educational measures. Onhfindg 
when educational measures are insufficient, an offence ition o 
a young person can be punished by “‘corrective”’ measured wheth 
(Zuchtmittel) or by juvenile imprisonment (Jugendstrafa denci 
As an educational measure, the court may prescribe rule impri 
of conduct for the young person, or order probationangter an 
supervision (Schutzaufsicht) or reformatory schooling (Fi Jp 
sorgeerzichung). Corrective measures are ordered by tht vgin 
judge where juvenile imprisonment is not required but again 
young person ought to be impressed with the fact that sittin, 
is responsible for the unlawful act he has committed. Cor} yith 
rective measures include admonitions, the imposition f jam» 
special obligations and juveniledetention. By way of spec jang 
obligation, the young offender may, for instance, be orden} itr 
to make restitution of the damage done, make a p 
apology to the injured person or pay a sum of money fort] ij. P 
benefit of a charitable institution. Juvenile detentionis 
either detention during leisure hours, short detention Of ac) 
prolonged detention. The last-named is for not less thai ion 
a week or more than four weeks. that 


Juvenile imprisonment is imposed by the judge if educpivdg 
tional or corrective measures are inadequate because of tig judg 
juvenile offender’s vicious tendencies or if a penalty is ss 


juves 
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und Jugendflirsorge; author of Kriminelle Jugend in Europa 
Die Jugendkriminalitét nach dem Kriege in Deutschland und 
Schweiz. 











quired because of the gravity of the offence. Juvenile im- 
prisonment may be for a term of six months to five, or in 
special cases, ten years. The term of imprisonment ordered 
must be such as to allow sufficient time for the necessary 
reformation of the offender. Since the length of time re- 
quired to re-educate the young offender as an honest citizen 
cannot be estimated in advance, the judge may impose an 
indeterminate sentence of juvenile imprisonment. The 
maximum length of such sentences is four years, and the 
difference between the maximum and the minimum of six 

months must not be less than two years. The value of the 
M4 indeterminate sentence which, as noted earlier, is borrowed 
irom Austrian law, is disputed. 


In view of the good resultsfof probation in the Anglo- 
§Saxon countries, provision for the suspension of sentences 
fof juvenile imprisonment on probation was included for 
. Athe first time in the new Juvenile Courts Act. The judge may 
sspend the execution of a definite sentence of juvenile 
Jinprisonment for a term of not more than one year, so that 
lu the juvenile offender can earn remission of the penalty by 
Mi ytisfactory conduct during the period of probation. The 
It application of the penalty may, however, be suspended only 

































y hadtobds the character of the juvenile and his previous record, 
CSPOnsibld ngether with his conduct after the offence, give reason to 
ae “ ete} pect that, asa result of the educational effect of the period 
Oral mat 


alu of probation, he will refrain from any further offence. Juve- 
tiles are placed on probation for not less than two nor more 
ue} than three years. The period of probation may subsequently 
Kelas be reduced, or extended to a maximum of four years. The 


f the juve juvenile offender’s conduct and compliance with the obliga- 
S generally tions imposed upon him by the judge during probation are 
alll supervised by a probation officer (Bewdhrungshelfer) who 
 Cism 


see gives him assistance and guidance and co-operates closely 
with his parents. If the juvenile successfully completes the 
period of probation, the penalty is remitted. 


Instead of suspending the execution of the sentence, the 
irs. Osifiudge may find the juvenile guilty and suspend the imposi- 
offence tion of the sentence if he is unable to decide with certainty 


measur whether the offence committed is indicative of vicious ten- 
endstraje} dencies so marked as to necessitate a sentence of juvenile 
— imprisonment. In this case the period of probation is shor- 
»batic 


lary ter and may not be less than one or more than two years. 


In Germany special juvenile courts separate from the 
ordinary courts have not yet been established. Charges 
against juveniles are heard by the Amtsrichter (district judge) 

sitting as juvenile judge, the Schdffengericht (district court 
tted. Cor vith lay assessors) sitting as a juvenile court or the Straf- 
}OsitiON OF kammer (penal chamber) sitting as a juvenile chamber. The 
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ie rw} land departments of justice may, however, appoint a 
Orde district judge as a juvenile judge for a number of district 
aa ‘ad poourts. The assessors in the juvenile courts are chosen on 


the proposal of the Juvenile Welfare Committees for two 
yars, and a man and a woman assessor must be present at 
ach hearing. Assessors must have educational qualifica- 
tions and experience of educational work, The Act requires 
that the same qualifications shall be possessed by juvenile 
educe} judges and public prosecutors; i.e., in practice by all district 
itdges since any district judge may find himself in the posi- 
valty is mg ton of having to try juveniles as very little use has so far 
been made of the provisions for the appointment of special 
juvenile judges. 

Welfare work in the Juvenile Courts designed to deal 
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with cases from the educational, social and welfare points 
of view is carried out by the Youth Offices (Jugendamter) in 
collaboration with the youth welfare associations. These 
agencies are required to take action at the earliest possible 
stage. 

The juvenile judge sitting alone tries offences by juveniles 
likely to involve educational or corrective measures only. 
He cannot impose a sentence of more than one year’s juve- 
nile imprisonment. More serious offences are tried by the 
juvenile Schéffengericht, but under certain circumstances 
the court can transfer more important cases to the juvenile 
chamber. The latter sits as court of first instance in cases 
normally within the jurisdiction of the assize court (Schwur- 
gericht) and as court of second instance in appeals from 
decisions of the juvenile judge or juvenile Schéffengericht. 

As soon as possible after proceedings are instituted the 
juvenile’s living conditions and family circumstances must 
be investigated, including his previous history and other 
matters likely to be of assistance in determining his moral 
and mental characteristics and personality. An expert 
crimino-biological examination of the offender may also be 
ordered. In trivial cases the public prosecutor may with the 
consent of the juvenile judge withdraw the charge. In this 
case the juvenile may be given a specific task. The judge may 
also with the agreement of the public prosecutor close the 
proceedings on the same grounds after a charge has been 
brought. 

Proceedings in a juvenile court are held in camera. 
Witnesses are only required to take an oath when the judge 
deems it necessary to ensure that the evidence given is true. 
The juvenile’s parents must be summoned to attend. The 
representative of the juvenile court welfare service will be 
heard if he so desires. The juvenile may be temporarily 
excluded from the proceedings during discussions which 
might be prejudicial to his education. 

If the juvenile judge orders educational or corrective 
measures the offender cannot appeal against the nature or 
extent of the measures. He may only appeal if he considers 
that he is not guilty. In practice, however, such cases will 
arise very rarely as the facts can generally be established 
without difficulty in juvenile cases. If reformatory school- 
ing is ordered, the juvenile has always a right to appeal. 

Until such time as the sentence becomes final the judge 
may make temporary arrangements for the education of 
the juvenile. If it seems likely that the offender will undergo 
juvenile imprisonment the judge may also order him to be 
committed temporarily to a suitable home. A juvenile can 
only be detained on remand if the same end cannot be 
achieved by temporary arrangements for his care or by 
other measures. In such cases the investigation must be 
carried out with the utmost despatch, and the accused must, 
whenever possible, be detained in a special institution or, 
failing that, in a special section of the gaol. The detention 
must be accompanied by educational measures. 

In the case of minor offences the juvenile judge may set 
the offender a task, order him to pay a sum of money, or 
may admonish him. If the juvenile fails to carry out the 
task he may be sentenced to juvenile detention for not 
more than fourteen days. 


The judge may, on the request of the public prosecutor, 
try the case by the simplified juvenile procedure if it is 





expected that the offender will be bound over or placed 
under probationary supervision or that corrective measures 
will be imposed. Under the simplified procedure cases are 
tried on the basis of oral proceedings and a judgment is 
given, but departures from the established procedure are 
permitted to expedite the proceedings and to adapt them 
to juvenile needs, provided they do not prejudice the as- 
certainment of the truth. The simplified procedure is applied 
differently in the various Lander. Some juvenile judges use 
the simplified procedure in most cases while others attach 
special importance to normal trial practice. 


Probation does not apply to juvenile detention. Only af- 
ter part of the sentence has been served, the juvenile judge 
(Vollstreckungsleiter) may suspend the execution of the 
remainder of the sentence if this is desirable on educational 
grounds. A young offender serving a definite term of juve- 
nile imprisonment may be conditionally released by the 
juvenile judge in charge of the execution of the sentence 
after he has served part of the sentence, usually not less than 
six months, if there is reason to believe that he will lead an 
honest life in the future. 


Juvenile detention is intended to awaken the self-respect 
of the juvenile and to impress upon him his responsibility 
for the offence he has committed. In practice, difficulties 
frequently arise in regard to premises and personnel. The 
object of juvenile imprisonment is to train the offender by 
discipline, work, schooling, physical exercises and useful 


The Sixth International Congress of Penal Law’ Inco 


The sixth congress of the International Association of 
Penal Law was held at Rome from 27 September to 3 Oc- 
tober 1953 and was attended by representatives of thirty- 
four countries. 


The congress was presided over by Mr. G. Persico. The 
arrangements for its organization had been entrusted to the 
association’s Italian group, Mr. C. Erra being General 
Secretary of the Organization Committee. 


The congress opened on 27 September 1953 with a cere- 
mony at which speeches were made by the Italian Minister 
of Justice, the Mayor of Rome, the President of the con- 
gress and the association’s Secretary-General. The sections 
of the congress, four in number, then started work. 


The first section, under the chairmanship of Mr. A. 
Mirabella (italy), had on its agenda the item ‘‘ The penal 
enforcement of international humanitarian conventions”. 
The International Association of Penal Law had selected as 
General Rapporteur for this item Mr. C. Pilloud, Head of 
the Legal Division of the International Committee of the 
Red Cross at Geneva. The Congress eventually adopted the 
following resolution: 


? Note prepared by the Secretariat on the information transmitted 
by Mr. Paul de Cant, Assistant Secretary-General of the International 
Association of Penal Law. 





activity to become a law-abiding and responsible perggph .ctioa’ 
Workshops are to be organized to provide offenders wigh,ofess 
vocational training. Offenders must have access to ministyfi; the | 
of religion. To achieve the object of juvenile imprisonmegfeneral 
the execution of the penalty may be liberalized and gaff. foll 
tences may be served in largely open conditions, as is{ (1) I 


case already in many camp-type institutions. 08 8 


Sentences of juvenile imprisonment are recorded in the} (2) ( 
penal register, but the record may be declared removed fyiydges | 
the juvenile judge if he finds that an offender sentenced t) (3) I 
juvenile imprisonment has proved himself to be an honggh on for 
person by his good conduct. The judge makes a form As te 
decision to this effect after the public prosecutor has bey vie 
heard. ‘ pol 


The provisions regarding juvenile adults are a new featupiy an i 
of the Juvenile Courts Act. If a young adult commits afase, a1 
offence the judge may apply the provisions applicable tybossibl 
juveniles, if, in view of the personality of the offender, anfonduc 
the conditions in which he lives, it appears that at thetim} jp d 
of the offence he had only the moral and mental develop} iced: 
ment of a juvenile, or if the offence committed can, becaughethoc 
of its nature, circumstances or motives be regarded a ahinwer 
trivial juvenile offence. If these conditions are not satisiedfirect ; 
and the ordinary penal code is applied the penalty may yeifwestis 
be reduced. the 


The new Juvenile Courts Act has effected many reforms} the 


the urgency of which had long been recognized. en f 
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THE PENAL ENFORCEMENT OF INTERNATIONAL HUMANITARIG#" PE 


CONVENTIONS nade f 
nder ¢ 


The Sixth International Congress of Penal Law: fon pe 
(1) Noting that the States Parties to the Geneva Comf Ont! 
ventions of 12 August 1949 are under the obligation topas§ion we 
appropriate legislation for the purpose of ensuring th 
prevention and punishment of serious offences again 
the said conventions, is of the opinion that in most 
the legislation at present in force is inadequate for th 
purpose. 


(2) The Congress considers that national legislati 
to apply the provisions of the conventions should ® 
based on common principles and that a model law she 
accordingly be proposed for States having signed 
acceded to the Geneva Conventions of 12 August 
in order that guiding principles and penalties should ® 
as uniform as possible. 


(3) The model law should in particular attempt 
establish a definition of the serious offences provided ® 
in the said conventions and indicate if possible ti 
degree of seriousness. Such legislation should apply t 
offenders without distinction of nationality. 


The second section devoted its efforts to the item: “ 
safeguarding of individual liberty during preliminary 










le persobestications”. Under the chairmanship of Mr. J. Graven, 
ders wit;ofessor at the University of Geneva, Mr. Braas, Professor 
Minister; the University of Liége, first presented a summary of his 
"iSOnmegfbeneral report. The section decided to consider successively 
and sepfine following three aspects of the question: 
» as ist (1) Problems arising in connexion with the status, func- 
‘ons and powers of the police; 
Jed in th} (2) Organization of procedure before investigating 
moved byudges (magistrats d’ instruction); 
itenced if (3) Regulation of detention pending trial and compensa- 
an hongh on for injury suffered by persons detained in error. 
+ a forma As to the first point, various speakers advocated a strict 
has bee nitation of the powers of the police and felt that the réle of 
ne police should be as brief as possible, and be confined 
ew featury an investigation of the facts and circumstances of the 
yMmits afase, and that the defendant should be brought as soon as 
dlicable tyhossible before the investigating judge who alone should 
nder, anibonduct the interrogations. 
it the tml jn dealing with the problem of the organization of 
| developh cedure, the great majority of speakers supported the 
N, Decaisinethod of preliminary investigation in which all parties are 
ded a aMipwed to support their case by cross-examination and 
>t satisiedfirect statement. It was pointed out, however, that the 
Ly May fellwestigating judge must be given the freedom necessary 
of the success of his investigations provided that counsel 
ot the defence is always present whenever a statement is 
nken from the accused by the judge or the police. Some 
reakers insisted on the accused’s right to maintain silence — 
subject on which varied shades of opinion were expressed. 
he members of the congress unanimously condemned 
modern” procedures for investigation by means of narco- 
alysis, lie detectors etc. 
Inconnexion with the third point, some speakers felt that 
here should be specific grounds for the warrant of arrest 
nd an appeal procedure for persons placed under deten- 
anrrarusfoO pending trial, that separate arrangements should be 
hade for dealing with convicted persons and persons placed 
nder detention pending trial and that the duration of deten- 
Law: fon pending trial should be limited. 


neva Cost On the report of the second section, the following resolu- 
{ion topasgion was adopted by the General Assembly of the congress: 
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suring tt 
cor =| THE SAFEGUARDING OF PERSONAL LIBERTY DURING 
PRELIMINARY INVESTIGATIONS 
ite for the 
The Sixth International Congress of Penal Law, 
legislatiog Aware of the need for establishing, through the adop- 
should ® tion and application of rules of penal procedure, a neces- 


law show} sary balance between the rights of society, which in the 
signed #f public interest require the detection of offences and the 
ugust 194 trial of the persons committing them, and the rights, 


should i particularly freedom and dignity, of the accused, who is 
held to be innocent until he has been found guilty in ac- 
attempts OTdance with the regular procedures of justice, 
rovidedisg Aware also of the need for giving effect to a penal pro- 
sible thag cedure which will make it possible not only to establish 
apply toa the facts but also to determine the personal characteris- 
tics of the offender, 
Having noted the written reports and the general report 
tem: “Ti of, the debate in and the proposals submitted to the 
minary # second section; 











Has, on the proposal of the officers of the second sec- 
tion, reached the following basic conclusions which in 
the opinion of the Congress constitute a basis for bringing 
about, in the common interest of justice and of the per- 
sons brought to justice, a necessary reconciliation of the 
various requirements on the subject. 


Matters submitted to the congress concerning the regula- 
tion and operation of (1) police services; (2) the prelimi- 
nary investigation; and (3) detention pending trial, in a 
spirit based on the principlescommon to all civilized peoples 
and conforming to those provisions of the Universal Dec- 
laration of Human Rights which relate to the safeguards 
provided for persons charged with a penal offence. 


I 


On the first point, the congress accepts the following 
principles: 

(1) Action by the judicial police is indispensable for 
detecting offences and for gathering material evidence as 
soon as possible after an offence has been committed. The 
police must follow up all clues as soon as the offence be- 
comes known. 


‘Action by the police should, however, be subject to the 
authority of the judiciary, and police reports should be sub- 
mitted to the competent judge within the shortest possible 
time”. 

(2) The judicial police would consequently act according 
to the instructions and by the authority of the investigating 
judges. 

““Every State should therefore ensure that enough in- 


vestigating judges are recruited to enable them to perform 
their functions”. 


(3) Questioning on the substance of the case is the res- 
ponsibility of the judge and not of the judicial police, whose 
activities must be confined to the preliminary investigation 
at the time of the commission of the offence. 

(4) The judicial police must be subject to the judicial 
authority and free from all non-judicial influences. 

(5) It is emphasized that all persons participating in any 
capacity in the detection and investigation of criminal of- 
fences are obliged to observe professional secrecy. 

(6) The proper recruitment and training of the judicial 
police represent the best guarantee of respect for human 
rights at the stage of preliminaryinvestigation. Recruitment 
procedures should be steadily improved, and the judicial 
police should be provided with a staff large enough to ensure 
the proper performance ofits functions. 


The congress is convinced that the superior officers will 
be able to prevent and punish all abuses without prejudice 
to any disciplinary or punitive action. 


Il 
_On the second point, the congress supports the following 


views: 

(7) As soon as he is committed by the judge for trial, and 
at the time of the initial interrogation, which is designed 
to determine his identity, the accused should be apprised 
by the judge before making any statement that he is entitled 
to refuse to reply except in the presence of counsel. Every 


defendant being examined concerning the substance of a 
case is therefore entitled to the assistance of counsel. 


Arrangements must be made for a defendant without 
means to be provided with defence counsel if he so requests. 

(8) The procedure of the preliminary investigation should 
be such as to ensure the defendant’s right of being kept 
informed, whether exercised by himself or his counsel, 
whenever the defendant is called upon to undergo question- 
ing. The exercise of this right is particularly important in 
relation to depositions by experts and investigations con- 
cerning the personality of the defendant. 

It should be borne in mind that the preliminary investiga- 
tion is only a preparatory stage and that the accused is free 
to defend himself before the court if he is remanded for trial. 


(9) In every State, the preliminary investigation should, 
with due regard to the system of procedure applied in that 
State, be so organized as to give the largest possible scope 
to the right of all parties to support their cases by cross- 
examination and direct statement. 


(10) An accused person is not required and, still more, 
cannot be compelled to answer the questions put to him. 
He may adapt his attitude to his interests and convenience, 
without prejudice to the rights of defence. 


(11) No unnatural procedure and no violence or pres- 
sure may be exerted upon an accused person to make him 
confess. Confession is not the aim of the preliminary in- 
vestigation, for it does not constitute legal proof. There is, 
furthermore, always the possibility that a confession will 
be retracted, and the judge is completely free to.assess the 
value of a confession in the light of all the facts and of the 
general rules of evidence. 


Ill 


On the third point, the congress feels that it can recom- 
mend the following principles: 

(12) The question of detention pending trial is an im- 
portant and delicate one, since every accused person is held 
to be innocent until he is finally convicted. Detention may 
be necessary but should be the exception rather than the 
rule, and the detained person’s appearance before the court 
should never be delayed. 

(13) No one may be placed under detention without a 
warrant of arrest stating the grounds on which it is based 
and issued by a competent judge. 

Arrest may be ordered only in the cases and circumstan- 
ces expressly provided for by law. Detention should never 
be continued after the legal conditions justifying it have 
ceased to exist. 

Arrests may be made by the police only in the exceptional 
cases recognized by law, and the arrested person should 
be immediately placed at the disposal of the judicial au- 
thorities. 

(14) It is important that means of appeal should be 
provided for persons detained pending trial and that, at the 
various stages of the procedure, they should be entitled to 
apply for release. 

(15) It is highly desirable that the treatment accorded to 
persons detained pending trial should not be unnecessarily 
severe and that special institutions for persons detained 
pending trial should, if possible, be provided. 





Transfers should always be made as discreetly and raph off 
as possible. the 


(16) It is inadvisable to establish a personal respongif 
lity for the judge except in the exceptional and limited gf cat 
in which such responsibility may be expressly incupg imf 
under the provisions and in accordance with the spel req 
forms of the national law. 


(17) In cases of obvious error, the State should proyig 
some form of compensation for a person wrongly plag 
under detention pending trial if it appears from the ¢ 
cumstances that such detention was ordered without jy 
tification. 


Under the chairmanship of Mr. M. Ancel, senior judg 
of the Court of Appeal in Paris, the third section consider 
the question of socio-economic penal law, which was intr 
duced by the General Rapporteur, Mr. P. Vrij, Counsel 
in the Court of Cassation of the Netherlands at The Hagy 
After a detailed consideration of the matter, the Congre 
adopted a resolution in which the multiple aspects of 
socio-economic penal law were taken into account. 


The fourth section, under the chairmanship of Mr} 
Cornil, General Secretary of the Belgian Ministry of Justig 
at Brussels, dealt with the problem of the unification ; 
penal and preventive measures. The General Rapportey Inte 
Mr. F. Grispigni, Professor at the University of Rom 
opened the discussion by explaining how, in the course 
time, a need had made itself felt that the penal law shoy 
provide for preventive as well as penal measures, and 
that connexion he recalled the Swiss draft by Carl Stoo 
He then described the various arrangements at presenta 
plied in existing legislative systems, viz., clear separatioy 
duplication and combination. Lastly, after considering The 
situation of particular classes of offenders (juveniles, sem of pri 
deranged persons), he proposed acceptance of the principl POT 
ofa functional unification of penal and preventive measur 


Although the participants reached agreement rath 
quickly concerning the treatment applicable to juvenilg The 
and semi-deranged persons, the same was not true @Presid 
the treatment applicable to other offenders. The variogtional 
opinions expressed on the subject by the different schoob@writer 
penal law led the speakers to define what, according to thgdiseas 
particular conceptions, was the nature of penalties and@but th 
preventive measures. prosti 

After an interesting discussion, the following concluso 0 
were adopted: ae 


of ] 


tionis 


Twelv 
TSO 


contr¢ 
THE PROBLEM OF THE UNIFICATION OF PENAL AND diseas 
PREVENTIVE MEASURES 





The Sixth International Congress of Penal Law, 


Considering that the introduction of preventive 
sures side by side with penalties into various system¢”. 
penal legislation represents a degree of progress int 
it has enabled conflict between the various schoob 
thought to be overcome and has been conducive tom poyye 
effective results in the reformation of offenders andi 1953, 


prevention of recidivism, * Art 
P ° present 
Considering, nevertheless, that the treatment Uifrneq 


some legislative systems whereby both penal and . 
ventive measures are successively applied to the sag% eng: 






offender may entail, particularly in certain cases, both 
theoretical and practical disadvantages, 


Considering, moreover, that the problem of the unifi- 


and rap 









Is of the opinion, in particular, that the following prin- 
ciples can be approved: 

(a) In the case of persons under sixteen years of age, 
all forms of retributive punishment should be banned; 


(b) In the case of semi-deranged persons, it would be 
better to abolish all specific rules relating to their treat- 
ment, but if this view were not acceptable to the system 
of legislation, such persons should in any case be sub- 
jected only to the treatment required by their mental 
condition. 


On the last day of the congress, the members had the 
honour to be received by His Holiness Pius XII in his sum- 
mer residence at Castelgandolfo. His Holiness delivered 
an address in which he commented generally on the aims 
and resolutions of the congress, spoke of the importance of 
international penal law and expounded his views on the 
foundations of penal law, which presupposes various fun- 
damental requirements derived from ontological consi- 
derations and must be based on the concept of man as a 
personal and free being. 


system concerned chiefly with persons suffering from 
venereal diseases whose habits make them a likely source of 
danger, is today being replaced by the epidemiological 
system, under which patients are questioned in a friendly 


responsi} 
nie sof cation of penal and preventive measures is of practical 
Ly incur importance only in relation to certain classes of offenders 
the peu requiring special treatment and that it therefore need not 
affect the theoretical and general question of the nature 
Id prog of penalties, especially in relation to normal offenders; 
uC Pron and that consequently a practical solution is possible on 
ngly p td which there is substantial agreement even by those who 
‘ai a hold divergent opinions in this matter, 
Expresses the wish that in respect of offenders for 
.__, | whose reformation retributive punishment may appear 
©N10F juled to be inappropriate or inadequate, future reforms of 
ep ‘id penal legislation should, as far as possible, not entail the 
Cal it] addition of a separate security measure to the penalty, 
The isi’ thus subjecting the offender to a succession of different 
© Hagud treatments, but that there should be established at the 
1e Congr outset a form of treatment which as far as possible would 
nal oft be unitary and adapted to the type of person concerned; 
> of Mr} 
ry of Justig 
ification ¢ . , , é 
apport International Congress on Prostitution 
y Of Kom 
1 COU’ This congress, organized by the International Aboli- 
aW shoul ionist Federation on the occasion of its triennial General 
re Assembly, was held at Paris from 18 to 21 May 1953. 
al , Twelve countries were represented, and it was attended by 















separal persons of nineteen nationalities. 

sideringiy The congress discussed many reports on different aspects 
sniles, senjof prostitution, and a brief summary of some of these 
he princg ports is given below: 

/e Measures 

THE SANITARY PROBLEMS OF PROSTITUTION 


nent rath 

to juveni@ The report submitted on this subject by Dr. J. Droin, 
not true @President of the International Committee of the Interna- 
The variogtional Abolitionist Federation, quotes the findings of many 
1t schools@writers and shows that the degree of prevalence of venereal 


Jing tot 
ties and 


diseases does not vary with the prevalence of prostitution, 
but that the spread of such diseases and the existence of 
prostitution are in fact parallel results of more general 
causes. Poverty and hunger, for example, are liable to give 
tise to prostitution and venereal diseases. It would be futile, 
therefore, to regard the struggle against prostitution, or the 
control of prostitution as a means of lowering the venereal 
disease rate. 


For that reason the World Health Organization is at 
present seeking, through large-scale campaigns, to reach 
4iwhole population, not only by educating the public but 
iso by helping to train practitioners of preventive medi- 
cine and social workers. The so-called néo-réglementariste 
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* Note prepared by the Secretariat. For detailed information see 
oy abolitionniste, Geneva, No. 140 bis (3rd series) 78th year, 

‘ Article 6 of this convention prescribes that “‘Each Party to the 
present convention agrees to take all the necessary measures to 
Rpeal or abolish any existing law, regulation or administrative 

ovision by virtue of which persons who engage in or are suspected 
of engaging in prostitution are subject either to special registration 


ment U 
al and 
to the 
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way in order to ascertain who has infected them and whom 
they may have infected. For this purpose the patient must 
be taken in hand by a competent social worker. 


These new methods, which are devoid of any idea of 
police methods, accord perfectly with article 6 of the Con- 
vention for the Suppression of the Traffic in Persons and of 
the Exploitation of the Prostitution of Others adopted by 
the General Assembly of the United Nations on 2 December 
1949.4 


THE HEALTH AND SOCIAL INDEX OF PROSTITUTION ® 


Dr. André Cavaillon, Honorary Director-General of 
Health (France) and Secretary-General of the International 
Union against Venereal Diseases, examines the French Act 
of 24 April 1946 concerning the health and social index of 
prostitution in France, and shows that the provisions for 
the application of that Act are in direct conflict with the 
abolitionist provisions of the French Act of 13 April 1946 
for the closing of licensed brothels and for strengthening 
the campaign against procuring. 

In the eyes of the legislator of 13 April 1946 legal prostitu- 
tion no longer exists, or at least the only provisions still in 
force are those to prohibit brothels, procuring, soliciting, 


or to the possession of a special document or to any exceptional 
requirements for supervision or notification.” 
(See Official Records of the fourth session of the General Assembly, 
document A/1251, resolution 317 (TV).) 

5 The complete text of Dr. A. Cavaillon’s report was published in 
the review La prophylaxie sanitaire et morale, Paris, May 1953, 
pages 112 to 130, 





establishments in which any form of prostitution is prac- 
tised, and prostitution by “girls with cards” registered by 
the police. On the other hand, the Act of 24 April 1946, by 
making “persons whose way of life renders them parti- 
cularly liable to contract and transmit venereal diseases” 
subject to regular medical inspection, Jays down strict 
provisions governing prostitutes, a category of persons 
legally abolished by the previous Act. As a result the dif- 
ficulties of application are insoluble. 


Dr. Cavaillon then explains the principles on which the 
“health index of prostitution” established by the Act of 
24 April 1946 is to function. 


In principle the medical supervision provided for should 
be exercised without constraint of any kind, but this is 
hardly possible in practice. Furthermore, this health control 
fails to take into account confirmed prostitutes who are 
certainly not the least dangerous. The studies quoted by 
Dr. Cavaillon show that the control does not cover the vast 
majority of prostitutes: the number registered in the health 
index at Paris has fallen from 5,000 before 1946 to 2,000 or 
3,000 ® at the present day and, according to Dr. Frugier, 
the total number of women registered in this index for the 
whole of France is not more than 10,000. 


Even the campaign against procuring and soliciting has 
made little progress on a basis of suppression, experience 
having shown yet again, according to Dr. Cavaillon, “that 
the police say they do not apply the law because the courts 
do not prosecute, while the courts say they do not prosecute 
because no cases are brought before them’”’. 


Purely from the health point of view, howéver, the 
available data show a very great improvement. Noting the 
impressive reduction in venereal disease in France (2,000 
cases of primary and secondary syphilis registered in 1950 
compared with 15,000 in 1946), but taking the view that 
coercive measures must be retained in view of the risk of 
epidemics originating abroad, Dr. Cavaillon concludes that, 
while suppressive measures should not apply to prostitutes 
alone, health measures against venereal diseases should not 
apply to the whole population but only to prostitutes. 


To that end he particularly recommends a certain num- 
ber of measures designed to establish, amongst other things, 
genuine co-operation between the health authorities, the 
police and the courts in applying the law (for instance by 
empowering social workers to call in the police in the case 
of persons taken in flagrante delicto); a scale of penalties 
for soliciting ; and the improvement of methods of detection 
and compulsory treatment of persons in general suffering 
from venereal disease and not of prostitutes as such. 


PRINCIPLES OF POLICE ACTION IN MORAL OFFENCES 


Miss D. O. G. Peto, former Superintendent of the Met- 
ropolitan Women Police, London, points out that, for 
geographical and historical reasons, the United Kingdom 
has never issued regulations to control prostitution and that 
the broad lines of its legislation are based on the principles 
of liberty which preclude recourse to organized coercive 
measures. In certain respects, however, this legislation is 


* According to a statement of the Directeur général de I’ Assistance 
publique of the Municipal Council of Paris the total number of 
women registered in the health index of that city amounted to 5,493 
in November 1953 and this number was on the increase. Revue 





open to criticism: while prostitution as such is not pefore 
offence in law, and therefore soliciting for prostity, denou! 
should likewise not constitute an offence in itself, Miss Pall snten 
notes that the Acts concerning the streets deal solely wig with tt 
“every common prostitute loitering or being in any thf solicit 
roughfare or public place for the purpose of prostitution, 
solicitation to the annoyance of the inhabitants or pad this di 
sengers”. Thus, by confusing the suppression of disordedif aythot 
conduct with the suppression of vice itself, prejudig; promi 
created against women arrested for soliciting and broughf police 
before the magistrate by the police as prostitutes ; and they jectior 
comes into being a category of “‘outcast” women who, if tion of 
large towns, are at the mercy of detectives, the attitude oid pu 
some of whom “‘tends to become completely cynical”, } where 


As to the principles which should guide women polices} forme! 
cases involving morals, Miss Peto considers that wome§ Proc¥! 
police should be members of the regular police forceanyf pr, 
that the latter should not have a special branch for moni moral 
cases. This is considered decidedly preferable to havi suppr 
men or women police responsible for applying a particula} force 
part of the law or supervising a particular part of the cond yw ai 
munity. Hence the right policy is to incorporate the womedl jkewi 
in their various ranks, in the actual police forces and nof jhildr 


to set up a special force of women. very C 
As to the application of abolitionist principles to prob 

lems of law and order, Miss Peto considers that whilg BAS 

there should be no special legislation concerning prostity 

as such or concerning one sex in particular, the regu Mr 


police should not permit the streets to be used as a marke of Pt 


for vice. 
yan I 


lands 

THE PUBLIC MORALS POLICE IN FRANCE? psych 
According to Dr. Sicard de Plauzoles, President of th " 
International Abolitionist Federation, while the Freny meth 
Act of 13 April 1946 is in theory a victory for abolitionisn} Pr; 
in practice there has been little change in suppressive me} Amet 
sures and police action in France. much 


With regard to the prevention of venereal diseases, Dr.d unfay 
Plauzoles points out that, although the Acts of 24 April 1M a4 ¥ 
and 8 July 1948 concerning the health index apply toa "ke: 
intents and purposes only to women, the infected mani educi 
more dangerous as a transmitter of venereal diseases thag lve ' 
the prostitute. Furthermore, police control scares off thg Pf0s! 
diseased ; for every diseased person arrested and placedi y! 
hospital, a larger number hesitate to seek treatment forfag yy, 
of being denounced to the control services. The controlof nora 
a few prostitutes, therefore, marks no real gain from ti tion 
prophylactic point of view, and the system of free treatmeni 
for all the diseased in conditions of absolute privacy is th respe 
most effective method of prevention. educ: 


As to the offences of soliciting, Dr. de Plauzoles considenj Mart 
that, as both parties are equally responsible, both she the f 
be equally liable to prosecution and sentence. 












As to the morals police, Dr. de Plauzoles points out tla 
according to present-day usage persons prosecuted i 
soliciting and women presumed to be prostitutes broug! 


abolitionniste (Geneva) No. 145, March-April 1954. 


7 The complete text of the report of Dr. Sicard de Plauzoleswg *A 
published in the review La prophylaxie sanitaire et morale, Pass§ of th 
March 1953, pages 68 to 82. State 











is not before the courts or before the Index Commission are 
TOStitutiog’ denounced by officers of the public morals police and 
, Miss Pull sentenced purely on the officer’s evidence. Hence it rests 
SOlely wif with the officer to judge whether such a person has publicly 
1 ANY thf solicited or sought to solicit persons of either sex for the 
stitution, se of inciting them to vice. The officer performing 
tS OF pad this difficult task is ipso facto vested with the arbitrary 
disorder aythority to take severe action, to make arrests or to com- 


rejudice ; promise. Thus all the arbitrary power of the public morals 
1d brought police is restored, with all its faults, abuses, blackmail, sub- 
; and they jection of the prostitute to the detective’s will and exploita- 


en who, if tion of the woman’s prostitution by the police officer. The 
attitude if old public morals police, however, has been retained every- 
cal”, f where, and even strengthened. The fact that it seeks in- 
N police formers among souteneurs hinders the suppression of 
at Womes procuring. 


force anf Dr, de Plauzoles accordingly concludes that the public 
for moraif morals police and what it stands for should be rigorously 

© having suppressed, and its work entrusted to the regular police 
-Particulad force in uniform whose visible presence helps to maintain 
f the conf pw and order. The purpose of a force of policewomen, 
the Wome jkewise in uniform, should be principally to aid and protect 
eS and no§ ;hildren, girls and women, and policewomen should be 

ery carefully chosen and trained for their work. 









eS to prob 

that whilg BASIS OF AN ENQUIRY INTO CERTAIN PSYCHOLOGICAL 

Prostitute FACTORS OF PROSTITUTION 

“ee | Mr.André Bouman, Secretary of the National Committee 

=! of Public Moral Health Institutions (Nationaal Comité 

yan Instellingen voor zedelijke volksgezondheid) (Nether- 
lands) emphasizes the need for a comprehensive study of the 

J psychological causes of prostitution with particular refer- 

lent of thy once to the prostitute’s client, the prostitute herself and 

he Frenij methods of preventing prostitution. 

litionim| From the results of limited investigations in Europe and 

SSive Mm} America, it can be concluded that the prostitute is not so 
much impelled towards vice by psychological causes as 

ses, Dr.dj Uifavourably influenced by her upbringing, environment 

April 194 and way of life. Hence the prostitute should be helped to 


ply toa ke a useful place in society. To that end she should be re- 
ed mani ducated to some extent, and those among whom she is to 


Mr. Bouman points out that the progress of public 
control morality depends on more effective control of fear, domina- 


| from thf tion and pain complexes, mutual understanding and ap- 
treatmety} preciation between the sexes and better co-ordination of the 
vacy 18H respective roles of man and woman throughout life. Sexual 

education begun in earliest infancy as a preparation for 
co marriage can remove ignorance, unhealthy curiosity and 
th should the formation of harmful complexes. 

SOCIAL RESTORATION OF PROSTITUTES AND OF THEIR 

ts out the 
ouial EXPLOITERS 


Mrs. J. Droin de Morsier, President of the Association 
suisse du Sou Josephine Butler, reviews the experience 


#6‘ Article 16 of the Convention, adopted by the General Assembly 
of the United Nations on 2 December 1949, recommends the various 
States to adopt ‘measures for the prevention of prostitution and 


prale, 
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gained in the social adjustment of persons addicted to 
prostitution and sets forth the difficulties of such adjust- 
ment. She discusses some questions of terminology and in 
that connexion gives special approval to article 16 of the 
1949 Convention.® 


The difficulties of social adjustment are often attributed 
to the women themselves, and arise from weakness of 
character, lack of will-power, instability, impulsiveness and 
the like, even where there is no marked physical or mental 
defect. In any case, the women who are to be re-educated 
must be examined by a psychiatrist for purposes of clas- 
sification. In addition to these difficulties there are external 
obstacles such as the hold exercised over the woman by her 
environment, the great disparity between the wages of vice 
and the wages a woman can earn by honest work, the lack 
of good accommodation at moderate cost, the lack of suit- 
able places in which to spend a few leisure hours, the lack 
of understanding shown by the people around her, and 
lastly, public opinion, which does not believe that a pros- 
titute can be rehabilitated and which, by treating her as an 
incorrigible offender, obstructs her occupational readjust- 
ment. 


Mrs. Droin de Morsier refers to measures adopted in 
various countries (Belgium, China, Denmark, Poland, Ro- 
mania, Switzerland and the Union of Soviet Socialist Re- 
publics) to achieve useful collaboration between the autho- 
rities, including the courts, and re-education agencies or 
societies. In France, the Ministry of Public Health and 
Population has laid down that the days spent by former 
prostitutes in social adjustment homes and workshops shall 
be regarded as days spent in hospital, and has provided that 
these establishments shall be reimbursed out of the State 
budget for the facilities provided, a form of assistance 
without which such establishments would no longer be able 
to exist. 


In some countries representatives of women’s social 
organizations make direct contact with prostitutes and are 
thus able to help them to reform. Mrs. Droin de Morsier 
thinks that whatever method is followed, the private groups, 
resident homes or reception centres with partial or complete 
freedom should all have the following aims: where needed, 
to protect women against the influence of theirenvironment; 
to give them physical and psychological treatment; to give 
them a new view of life (moral and spiritual) and a taste 
for work; if possible, to train them for an occupation 
of their own choice; to find them employment; to give 
them a new friendly environment to replace the one they 
have left. 


There have been only a few isolated attempts to rehabi- 
litate the procurers themselves, for example through mar- 
riage; as a rule the souteneur’s background is a formidable 
obstacle. 


As a general rule, even limited efforts for the social ad- 
justment of prostitutes, while not capable of bringing about 
a rapid reduction in the extent of prostitution, may at least 
help to create a more favourable attitude upon public 
opinion to action to prevent this scourge and limit its harm- 
ful effects. 


for the rehabilitation and social adjustment of the victims of prosti- 
tution”’. 





RESOLUTIONS 


On concluding its work the Congress of the International 
Abolitionist Federation adopted three resolutions: 


I. In the first resolution (A) the congress: 


**1. Considers that by far the largest number of vene- 
real infections are not at the present time due to prostitu- 
tion, and that this fact robs health measures limited to 
prostitutes, including the social and health index of 
prostitution, of any practical efficacy; 


**2. Calls upon all States which still preservethe system 
of licensed brothels or special regulations in regard to 
prostitutes to close the former and abolish the latter ; 


“*3. Emphasizes that these measures ought to be made 
complete by an absolute prohibition of all brothels, and 
by severe repression of traffic in women in all its forms, 
a repression to be exercised by magistrates, assisted by 
the regular police force, composed of men and women; 


**4. Urges upon all States that they should bring their 
laws into line with the International Convention for the 
Suppression of Traffic in Women and the exploitation of 
the prostitution of others.” 


II. In the second resolution (B) the congress, 


“Convinced that among the most important causes gf 
prostitution there are economic and social factors, 


“Requests public authorities to take measures to com. 
bat these factors efficaciously ; 


““Draws the attention of public opinion to the jp. 
portance of masculine demand; 


‘Considers that the psychological and moral conge. 
quences of prostitution amongst both men and women 
ought to be studied.” 


III. In the third resolution (C) the congress, 


“While paying homage to the devotion of those who 
consecrate their lives to the rehabilitation into social life 
of the victims of prostitution, 


“Affirms that this rehabilitation provides a lasting 
social effect in those countries only which have abolished 
the regulation of prostitution, and in proportion as goy. 
ernments give effective help to such rehabilitation, so 
that the woman readapted to life in society may not be 
automatically replaced by another woman.” 


Third International Congress of Social Defence 


The third international congress organized by the Inter- 
national Society of Social Defence will be held in Antwerp, 
Belgium, from 19 to 24 April 1954. 

The programme of this congress will concentrate upon 
the particularly pertinent problem of the individualization 
of the judicial sentence and of its execution. 

The programme of the congress is based upon the follow- 
ing points: 

1. The observation of the offender before sentence; 

2. The division of the trial into two complementary 


phases: (a) assessment of the facts; (b) measures to be ap- 
plied; 
3. Judicial control of the execution of sentence. 


Essential problems of social defence will thus be on the 
agenda of the congress and special sections will be org 
nized to study in every detail each phase of this subject 
Mr. Paul Amor, United Nations regional representativein 
the field of social defence, will attend as representative of 
the Secretary-General of the United Nations. 


Advisory Committee on Delinquent and 


Socially Maladjusted Children 


The Advisory Committee on Delinquent and Socially 
Maladjusted Children of the International Union for Child 
Welfare will meet in Brussels from 20 to 24 April 1954. The 
main subject of discussion will be “‘the specialization of 
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institutions and of treatment methods in institutions”. Mr. 
Paul Amor, United Nations regional representative in the 
field of social defence, will attend as representative of the 
Secretary-General of the United Nations. 
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Fourth Congress of the International Association 


of Juvenile Court Judges * 


The International Association of Juvenile Court Judges," 
which has consultative status with the United Nations, has 
gheduled its fourth congress to take place at Brussels, from 
16 to 19 July 1954. The congress will be held under the 

tronage of the Government of Belgium and the Minister 
of Justice of that country. 


The association came into being during its first congress 
held at Brussels in July 1930. The second congress took place 
in July 1935 in the same city. The association met for its 
third congress at Liege in July 1950. 


The forthcoming congress will concentrate on the dis- 
cussion of “the extension of the powers of specialized juris- 
dictions for children”. This subject-matter has been selected 
because of its topical importance in view of the interest to 
atend specialized jurisdictions for children to enable the 
courts and administrative bodies dealing with juveniles to 
concern themselves with early preventive work in the child’s 
cial and familial environments. 


PROGRAMME 


During the four-day meeting, two and a half days will be 
gent on the work of the sections, and a day and a half will 
be devoted to visits, excursions and receptions. 


The congress will be divided into four sections, the work 
of which is scheduled as follows. 


The first section will deal mainly with the law relating to 
children, covering particularly the social, moral and ma- 
terial protection of children by judicial intervention for the 
provision of substitutes for parental authority where these 
needs are not met in the familial milieu of the children con- 
cerned. 


The second section will deal with justifiable interventions 
in connexion with the relationship between parents and 
children, covering such topics as the criteria to be used for 
the interventions. 


The task of the third section will be that of re-examining 
the problems of the child in the community, dealing with 
the general question of the maladjusted child and the whole 
problem termed juvenile delinquency. 


* Note prepared by the Secretariat. 

” Information on the organization and functions of the association 
has been presented in a previous issue of the International Review of 
Criminal Policy (see No. 1, January 1952, p. 29). The association was 
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The problems relating to child protection, including the 
prevention of the damaging effects of the different forms of 
modern mass media of communication and amusements 
will be handled by the fourth section of the congress. 


ORGANIZATION OF THE CONGRESS 


The Executive Committee of the Association will ask 
four specially qualified persons to assemble the contribu- 
tions, which should be submitted to Judge Florimond Lox, 
General Secretary of the fourth congress of the International 
Association of Juvenile Court Judges, Palais de Justice, 
Brussels, before 1 February 1954. The four rapporteurs 
will have the task of extracting common aims and princi- 
ples, discovering the most favourable methods of preventive 
work on the basis of experience and preparing a draft report 
on the conclusions to be submitted to the general assembly 
of the congress. The working languages of the congress will 
be French and English, although contributions may be 
submitted in German, English, Spanish, French or Italian. 


PARTICIPATION IN THE CONGRESS 


The Executive Committee of the association is inviting 
the following to take part in the forthcoming congress either 
as members or as observers: all magistrates attached to 
juvenile jurisdictions ;all directors and members of adminis- 
trative services which take the place of courts in certain 
countries ; delegates of associations of children’s magistrates 
and representatives of national, regional and international 
organizations concerned with the protection of children. 
The Executive Committee is also convinced that the par- 
ticipation of qualified representatives of various other dis- 
ciplines concerned with the diagnosis and treatment of 
wayward or maladjusted children in addition to judicial 
representatives will substantially help the discussion of the 
topics to be considered by the congress. Mr. Paul Amor, 
United Nations regional representative in the field of social 
defence, will attend as representative of the Secretary- 
General of the United Nations. 


granted consultative status (category B) by the United Nations in 
May 1952 (see International Review of Criminal Policy, No. 2, July 
1952, p. 90). 





Section en frangais 


La peine capitale — Royaume-Uni' 


La Commission royale de la peine capitale a été nommée 
le 4 mai 1949. Son mandat était «d’étudier et de faire rapport 
sur les questions suivantes: L’application de la peine capi- 
tale aux individus coupables de meurtre devrait-elle étre 
limitée ou modifiée dans le droit pénal en vigueur en Gran- 
de-Bretagne; dans l’affirmative, dans quelle mesure et par 
quels moyens devrait-elle étre limitée ou modifiée; pour 
quelle durée et dans quelles conditions les individus qui, 
précédemment, auraient été passibles de la peine de mort, 
devraient-ils étre détenus; quelles modifications convien- 
drait-il d’apporter aux lois existantes et au régime péniten- 
tiaire?» La Commission était également chargée «d’exa- 
miner et de prendre en considération la situation qui existe 
dans les pays dont l’expérience et les méthodes peuvent 
aider a résoudre ces questions». La Commission royale a 
présenté son rapport au Parlement en septembre 1953. 


La Commission royale a demandé a un nombre consi- 
dérable de personnes d’exprimer leur opinion. Par un avis 
publié dans la presse, elle a aussi demandé a tous ceux qui 
désiraient étre entendus de se mettre en rapport avec le 
secrétaire. Toutes les personnes qui ont offert de donner 
leur opinion ou qui ont été invitées a le faire, ont été priées 
de présenter tout d’abord un exposé écrit. D’autre part, de 
nombreuses communications ont été recues, et les membres 
de la Commission ont visité certaines prisons pour étudier 
les conditions dans lesquelles sont détenus les condamnés 
a mort et les prisonniers condamnés a des peines de longue 
durée, ainsi que le mode d’exécution de la peine capitale. 
En ce qui concerne les pays étrangers, un questionnaire 
relatif a l’objet de l’enquéte a été envoyé aux gouvernements 
du Commonwealth, a ceux de la Belgique, du Danemark, 
de la France, de I’Italie, de la Norvége, des Pays-Bas, de la 
Suéde, de la Suisse, des Etats-Unis d’ Amérique et des Etats 
de Californie, Connecticut, Massachusetts, Michigan, Mis- 
souri, New Hampshire, New York et Wisconsin. La docu- 
mentation recueillie a été complétée par les dépositions de 
plusieurs personnes consultées. Plus tard, des enquétes sur 
place, effectuées en Norvége, en Suéde, au Danemark, aux 
Pays-Bas, en Belgique et dans plusieurs Etats de Etats-Unis 
d’Amérique, ont permis de compléter par des renseigne- 
ments de premiére main les informations écrites dont la 
Commission disposait déja. Bien que ces points ne figurent 
pas expressément dans le mandat de la Commission, le 
rapport contient aussi des renseignements sur la question 
de savoir si la peine capitale doit étre maintenue ou abolie, 
sur son mode d’exécution et sur quelques autres questions 
connexes. 


La premiére partie du rapport est consacrée a la question 
de la « Limitation ou modification des cas ov la peine capita- 
le est applicable». Le chapitre premier traite de la peine 
appliquée au meurtre, laquelle est, traditionnellement, la 
peine de mort. Si le jury déclare l’accusé coupable de meur- 
tre, le juge doit, en Angleterre et en Ecosse, prononcer la 


1 Royal Commission on Capital Punishment, 1949-1953 Report, 
Londres, Imprimerie de Sa Majesté, 505 pages, avec 16 appendices, 
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peine de mort et n’a pas le pouvoir d’infliger une autre peg 
moins sévére; il n’en est autrement que dans deux catégoy; 
spéciales de cas: si l’inculpé avait moins de 18 ans ay 
ment du crime, il doit étre condamné a la détention poy 
une période dont la durée est laissée a la discrétion dey 
Majesté; si une femme enceinte est déclarée coupable ¢ 
meurtre, elle doit, en Angleterre, étre condamnée a Ign, 
prisonnement a vie, aux termes du Sentence of Deg 
(Expectant Mothers) Act de 1931 [Loi sur la condamp 
tion 4 mort (Femmes enceintes)]; en Ecosse, il appartiey 
selon l’usage au Lord Advocate d’atténuer les rigueurs de}, 
loi. Sont aussi passibles de la peine de mort: en Angletene 
les traitres, les pirates et ceux qui ont mis le feu aux chy, 
tiers de construction de navires et aux arsenaux; en Ecos 
les traitres, ceux qui délibérément ont tué ou blessé un sie 
de Sa Majesté a l’aide d’une arme a feu, d’une arme blancy 
ou d’un poison ou par strangulation, ou ont jeté de l’acik 
sulfurique ou toute autre substance corrosive dans !’inten. 
tion de donner la mort ou de causer des blessures graves, 











































La Commission constate que «cependant, il n’existe peut 
étre aucune autre catégorie d’infractions qui présente 
telle diversité quant 4 la nature de I’acte incriminé et 
degré de culpabilité de l’auteur que celle qui répond 4 
définition juridique du meurtre». Les condamnés peu 
étre des hommes, des femmes, des adolescents; ils 
peut-étre a peine sortis de l’enfance. Ils peuvent étre nor 
maux ou anormaux. Leur crime peut étre compréhe 
et méme humain, ou bien sauvage et odieux; il peut avoir 
été commis sous l’effet de la passion ou bien il peut avoiréé 
préparé et exécuté de sang froid, etc. Les mobiles peuvent 
étre, eux aussi, de nature bien différente : désir de vengeane, 
lubricité, jalousie, colére, crainte, pitié, désespoir, sens ti 
devoir, etc... Nul ne contestera que, pour beaucoup dec 
crimes, il serait monstrueux d’infliger la peine capitak 
Dans de nombreux pays étrangers, la loi limite l’applicatio 
de la peine de mort 4 une catégorie d’homicides d’'u 
brutalité particuliére ou laisse au tribunal la faculté & 
décider dans chaque cas d’espéce. Par contre, en Grande 
Bretagne, la loi reste l’expression de cette idée anci 
selon laquelle le meurtrier doit payer de sa propre vie 
vie qu’il a prise. Cette absence de souplesse constitue 
principal défaut du droit britannique relatif au meurtr. 
Dans la pratique, la prérogative royale de la grace vienta 
atténuer la rigueur. 
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Aprés avoir étudié le réle respectif du ministére publice 
du jury dans les affaires de meurtre, le rapport passe ¢ 
revue les critiques dont l’exercice de la prérogative del 
grace fait l’ objet. Il examine ensuite le rdle de la peine capt 
tale d’aprés la classification traditionnelle des buts del 
peine: rétribution, intimidation et amendement. Ce dernié 
but est généralement considéré comme fort important. 0 
l’expérience des pays ot n’existe pas la peine de mort montt 
que les possibilités de rééducation sont au moins aus 


un index des décisions judiciaires et un index général. R 
préparé par le Secrétariat. 























andes chez les détenus pour meurtre que chez ceux qui 
se sont rendus coupables d’autres crimes graves. Aprés 
avoir examiné les arguments qui tendent a prouver ou 4 
infirmer l’effet d’intimidation de la peine capitale, la Com- 
mission ajoute que «lorsqu’un meurtre est commis, il est 
manifeste que cette sanction n’a pas joué le rdle intimidant 
qu’on en attend. Nous pouvons compter ses échecs, mais 
non pas ses succés. Nul ne peut savoir combien de personnes 
se sont abstenues de tuer par crainte de la pendaison. Nous 
devons nous contenter, a cet égard, d’indications indirectes 
et incertaines». D’aprés le témoignage des représentants de 
la police et des services pénitentiaires, la peine capitale a un 
effet unique d’intimidation sur les professionnels du crime. 
En ce qui concerne les données statistiques qu’elle a exa- 
minées, la Commission conclut «qu’il ne s’y trouve aucune 
preuve nette du fait que l’abolition de la peine de mort a 
amené une augmentation du nombre des homicides, ou que 
saremise en vigueur a amené une diminution dece nombre». 
Cette conclusion négative «ne signifie pas que l’effet d’in- 
timidation de la peine capitale ne peut pas étre plus grand 
que celui de toute autre peine. Elle signifie simplement que 
les statistiques n’ont donné aucune indication sire, ni dans 
un sens ni dans l’autre. Il serait sans doute tout aussi 
difficile de prouver par des statistiques qu’il existe un rap- 
port direct entre la sévérité de n’importe quelle autre peine 
et augmentation ou la diminution du nombre des infrac- 
| tions auxquelles cette peine s’applique. Trop de facteurs 
entrent en jeu». 


Leschapitres 2 et 3 traitent de propositions précises visant 
4 modifier la législation relative au meurtre. Au chapitre 2, 
sont examinées deux questions importantes: l’application 
en droit anglais de la «doctrine de l’intention criminelle 
implicite» doit-elle étre restreinte ou abolie, et, d’autre part, 
convient-il de proposer des amendements 4 la législation 
actuelle en ce qui concerne les circonstances dans lesquelles 
la provocation peut transformer un meurtre en homicide 
non prémédité (manslaughter). 


La doctrine de l’intention criminelle implicite (construc- 
tive malice) a fait l'objet de vives critiques en Angleterre et 
4 une certaine époque les tribunaux se sont montrés de plus 
en plus enclins 4 en limiter l’application. D’aprés cette 
doctrine, tout homicide au cours de la perpétration d’une 
infraction grave (felony) accompagnée de violences, con- 
stitue un meurtre. En ce qui concerne la provocation, l’em- 
portement qui en est la conséquence peut, en certaines cir- 
constances, réduire la qualification de meurtre a celle d’ho- 
micide non prémédité (manslaughter). 


Au chapitre 3, la Commission étudie, entre autres, les 
questions des pactes de suicide et de l’euthanasie (mercy 
killings). Selon le droit anglais, le suicide constitue un crime; 
«si deux personnes conviennent de se donner la mort et si, 
4 la suite de cet accord, l’une meurt et l’autre survit, cette 
derniére est coupable de meurtre> et, a ce titre, est passible 
de la pendaison. En ce qui concerne l’euthanasie, le point 
de vue selon lequel la qualification de «meurtre» qu’on lui 
applique posséde une grande valeur morale d’intimidation 


, Note du Secrétariat: Le délit de baby-farming a aujourd’hui une 
| signification plutét historique. II avait son origine dans l’usage qui 
consistait & confier des enfants aux soins de familles paysannes pour 
une certaine somme d’argent qui était payée le plus souvent en une 
# seule fois au moment de la remise de |’enfant. Il ne s’agissait pas 
toujours d’enfants illégitimes. Les personnes qui plagaient ces enfants 
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s’est trouvé renforcé par les déclarations de certains témoins 
invoquant des arguments divers. La Commission s’est aussi 
demandé si les femmes devaient étre exemptées de la peine 
capitale. On a soutenu que, la plupart des meurtres étant 
commis par des hommes, il n’était plus possible de justifier 
le maintien de la peine capitale pour les femmes en se 
fondant sur son réle intimidant. La Commission a estimé 
que cet argument n’était pas valable. Au surplus, comme 
plusieurs personnes consultées l’ont rappelé, on compte au 
nombre des crimes qui ont été commis par des femmes, des 
cas atroces de baby-farming ? et d’empoisonnements com- 
mis de sang-froid, pour lesquels il serait difficile de justifier 
l’exemption de la peine de mort tant que cette peine sera 
maintenue. Les membres de la Commission ont été d’accord 
pour déclarer qu’«aucun motif rationnel ne saurait justifier 
une distinction entre hommes et femmes en cette matiére». 
La Commission a également discuté un autre point im- 
portant qui touche de prés la question de l’adolescence 
délinquante, lorsque les personnes consultées ont exprimé 
leur avis sur la question de savoir s’il convenait d’élever la 
limite d’4ge pour application de la peine capitale. Aux 
termes des dispositions actuellement en vigueur, si le cou- 
pable avait moins de 18 ans au moment du crime la peine 
capitale est exclue et il doit tre condamné 4 la détention de 
durée indéterminée. Des divergences de vues se sont fait 
jour sur la question de savoir s’il convenait d’élever la 
limite d’Age 4 21 ans. Les raisons invoquées en faveur de 
cette proposition étaient, en résumé, les suivantes: 


a) Les personnes qui ont moins de 21 ans ne peuvent pas 
étre considérées comme ayant atteint une maturité com- 
plete; 

b) Du point de vue juridique, les personnes qui ont moins 
de 21 ans ne sont pas considérées comme pleinement res- 
ponsables. Elles ne peuvent ni voter, ni posséder en pro- 
priétaire un bien immobilier, ni transiger sans l’autorisation 
du tribunal; elles ne peuvent pas donner une quittance 
valable; elles ne peuvent pas tester, sauf lorsqu’elles servent 
dans les forces armées en temps de guerre, etc., parce que la 
loi considére qu’elles n’ont pas atteint la maturité et qu’elles 
sont irresponsables. Elles peuvent néanmoins étre con- 
damneées a mort; 


c) Plus le délinquant est jeune, plus les possibilités de 
rééducation et d’amendement sont grandes. 


Les arguments invoqués en faveur de la thése contraire 
étaient les suivants: 


a) Ilserait dangereux d’exempter absolument de la peine 
de mort les mineurs de 21 ans, surtout a l’époque actuelle 
ov augmente le nombre des crimes accompagnés de vio- 
lence, et ol beaucoup de ces crimes sont commis par des 
jeunes gens; 

b) Nombre de criminels confirmés et endurcis ont entre 
18 et 21 ans; 


c) Exempter de la peine de mort un jeune gangster qui 
exécute un meurtre pour le gain qu’il en retire constituerait, 
pour d’autres, un encouragement a faire de méme; 


ne se souciaient que rarement de leur sort dans la suite, et souvent 

l'enfant mourait pour cause de maltraitement ou d’insuffisance de 

nourriture ou les deux a la fois. Occasionnellement la méme femme 

prenait plusieurs enfants 4 sa charge. La législation anglaise mit fin 

oa usage. En fait, il s’agissait de formes dissimulées d”homicide ou 
le meurtre. 





d) Dix-huit ans est l’A4ge du service obligatoire dans les 
forces armées; c’est aussi l’Age auquel il est admis, en con- 
nexion avec les Mental Deficiency Acts (lois sur la déficience 
mentale), que l’intelligence a atteint son plein développe- 
ment. 


En fait, la Commission est restée divisée sur ce point 
particulier : six de ses membres ont recommandé une éléva- 
tion de la limite d’4ge, tandis que cing autres se sont déclarés 
opposés a ce changement. 


De l’avis des premiers, «chez presque tous les jeunes gens 
de moins de 21 ans, le développement intellectuel et affectif 
est encore en cours et peut provoquer une certaine insta- 
bilité, c’est-a-dire un état od les réactions d’un individu sont 
hors de proportion avec les causes qui les ont produites. 
Cette instabilité est parfois si accentuée qu’elle se traduit 
par des « troubles mentaux caractérisés »... A cause de cette 
instabilité... on admet qu’a de nombreux égards... il serait 
dangereux de confier 4 une personne qui n’a pas atteint cet 
age toutes les responsabilités qui incombent a un adulte. 
Le choix du 21¢ anniversaire comme date décisive est 
arbitraire, comme I|’est toute limite d’4ge; mais l’opinion 
généralement admise selon laquelle c’est 4 21 ans au plus 
t6t que l’individu est en mesure d’assumer toutes ses res- 
ponsabilités est fondée sur l’expérience humaine des géné- 
rations et se trouve exprimée dans de nombreuses lois...». 
L’opinion du second groupe s’appuyait principalement sur 
les considérations suivantes: «... le manque de maturité est 
une expression ambigué. Si un certain délinquant 4gé de 
moins de 21 ans manque de maturité... cette circonstance 
peut justifier une mesure de clémence. Mais si l’on déclare 
que toutes les personnes de moins de 21 ans manquent de 
maturité ... nous ne pouvons pas admettre ce point de vue 
et nous ne pensons pas qu’il soit corroboré par les témoi- 
gnages qui nous ont été apportés ». Le groupe de minorité 
a donc estimé qu’il convenait de considérer chaque cas in- 
dividuellement. I] a ajouté: « En outre, nous ne pouvons pas 
négliger le fait que le nombre des crimes de violence commis 
par des personnes Agées de 17 a 21 ans a sérieusement aug- 
menté depuis le début de la guerre et ne semble pas encore 
sur le point de décroitre. Bien qu’il soit impossible de 
mesurer la valeur intimidante de la peine capitale... nous 
ne pouvons pas considérer que le moment présent soit 
bien choisi pour supprimer l’effet de contrainte que cette 
sanction peut exercer sur les jeunes délinquants». 


Le chapitre 4 est consacré a la démence et aux anomalies 
mentales. Le but de l’enquéte était de rechercher «dans 
quelle mesure les personnes qui sont atteintes de démence, 
de débilité mentale ou d’anomalies mentales moins graves 
devraient, pour cette raison, étre exemptées de la peine de 
mort pour meurtre». Aprés avoir discuté de la signification 
des expressions «anomalies mentales», «maladies menta- 
les», «démence» et «responsable», la Commission a examiné 
le probléme de la responsabilité pénale, et particuliérement 





* Il est admis depuis 1843 que les critéres de la responsabilité en 
cas de démence sont définis dans les réponses des juges aux cing 
questions que la Chambre des lords leur a posées a l’occasion du 
procés de Daniel M’Naghten qui, accusé du meurtre du secrétaire 
personnel de Sir Robert Peel, a été déclaré dément. Bien que ces 
régles aient été critiquées, il est reconnu qu’elles constituent l'état 
actuel du droit en cette matiére et on les désigne sous le nom de 
«Régles M’Naghten». L’essentiel de ces régles est contenu dans le 
passage suivant de la réponse aux questions II et III qui a été con- 
stamment cité ou mentionné dans les instructions adressées au 


l’application des Régles M’Naghten*. Malgré quelgy, 
opinions dissidentes, la Commission a estimé que sur » 
point, le droit actuel devrait étre modifié. 


Le chapitre 5 traite de la responsabilité atténuée. Ap, 
examen du droit et de la procédure actuels, la Commisgig, 
examine les questions de l’épilepsie et de la personnalix 
psychopathique. 

Le chapitre 6 est consacré aux questions de pratiqueg 
de procédure dans les cas de démence et d’anomalies mep. 
tales. Les points suivants ont fait l’objet d’un examen part. 
culier: désignation par le tribunal de médecins qui seroy 
appelés a témoigner; le juge ou le ministére public devrait 
étre autorisé 4 soulever la question de savoir si l’accusé étyit 
en état de démence au moment de l’infraction; enfin, k 
verdict de «coupable mais dément». 


Les chapitres 7 et 8 sont consacrés aux «Propositions 
générales visanta modifier la législationrelative au meurtr, 
La Commission y étudie notamment la question dm 
nouvelle définition du meurtre; les diverses catégories d& 
meurtre; et les propositions tendant 4 donner au juge ouw 
jury le pouvoir d’infliger une peine moins grave. 

Le chapitre 9 traite des «Propositions concernant la 
prérogative royale de la grace» et le chapitre 10 est consaeré 
aux conclusions générales tirées de la premiére partie dy 
rapport. 


La deuxiéme partie traite de «La sanction qui peut étre 
substituée a la peine capitale ». Dans le chapitre 11, la Com- 
mission examine notamment les questions suivantes: les 
condamnés pour meurtre considérés en tant que «catégorie 
d’individus» distincte; le régime pénitentiaire des prison- 
niers détenus 4 long terme; la durée de la détention des 
prisonniers condamnés pour meurtre; le traitement des 
anormaux mentaux; et l’aide postpénitentiaire. On trov 
vera ci-aprés un résumé assez détaillé de certaines de cs 
questions qui intéressent l’un ou l’autre aspect du traite 
ment des délinquants. 


La Commission s’inscrit en faux contre l’opinion cov 
rante selon laquelle les prisonniers qui sont condamms 
pour meurtre a la détention perpétuelle forment une caté 
gorie de prisonniers spécialement difficiles et dangereu 
D’aprés les renseignements recueillis, les condamnés pou 
meurtre — ce sont souvent des délinquants primaires - 
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donnent rarement lieu a des difficultés exceptionnelles 
«Cette constatation s’accorde avec l’expérience des pays 
ou la peine capitale a été abolie ... Il semble que dans tows 
les pays la conduite des condamnés pour meurtre est dans 
l’ensemble meilleure que celle de la plupart des autres pr- 
sonniers». La Commission ajoute: «Ni en Grande-Bretage 
ni dans la plupart des autres pays, les condamnés pow 
meurtre ne sont soumis a un régime pénitentiaire différest 
de celui qui est imposé aux autres prisonniers dont la peine 
est de longue durée». Toute proposition visant a les sor 


jury par les juges dans des affaires ob la démence avait été invoqut 
comme moyen de défense: «II convient que le jury sache que tos 
homme est considéré comme sain d’esprit et suffisamment doué é 
raison pour étre tenu responsable de ses crimes, tant que le contra 
n’a pas été prouvé d’une maniére qu’il estime convaincante; et @ 
la démence ne constitue un moyen de défense valable que s'il # 
clairement démontré qu’au moment du crime l’accusé souffrait ds 
tel défaut de la raison, résultant de troubles mentaux, qu’il ne oF 
naissait ni la nature ni la qualité de son acte ou, s’il les connaissat 
qu’il ne savait pas que cet acte était répréhensible». 
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mettre 4 un traitement particuli¢rement rigoureux irait 
4 lencontre du «principe, admis par les administrations 

Snitentiaires modernes, selon lequel c’est l’emprisonne- 
ment qui, en lui-méme, constitue la peine; les autorités 

nitentiaires n’ont donc pas pour fonction de rendre cette 
peine chaque jour plus pénible par des conditions primi- 
tives en ce qui concerne la discipline, la nourriture, le travail 
at le traitement général des détenus». Le rapport souligne 
fimportance du systéme des établissements ouverts qui, 
depuis la derniére guerre, a été introduit dans plusieurs 
,en Suéde notamment, a l’intention de prisonniers qui 
ont fait l'objet d’une sélection. «L’argument que I’on invo- 
ue en faveur des établissements ouverts est que ces établis- 
gments corrigent l’effet dégradant de l’emprisonnement en 
encourageant le détenu 4 compter sur lui-méme, a avoir le 
respect de lui-méme et le sens de ses responsabilités.» 
Linconvénient, en théorie du moins, est qu’il est facile 
aux prisonniers de s’évader. Mais en pratique, les statisti- 
ques sont rassurantes, comme on peut le constater d’aprés 
le tableau suivant, qui a été dressé pour l’établissement 
ouvert de Leyhill, créé en 1946: 

Nombre de 


pensionnaires 
(Moyenne journaliére) 


166 2 
242 14 
308 
330 
270 
247 
280 


Année Nombre d’évasions 


1946(sixmois) .. . 
eee 


1 —-— Un oo 


La diminution rapide du nombre des évasions est attri- 
buée en partie a la sélection soigneuse des prisonniers *. La 
grande majorité des meurtriers qui bénéficient d’une com- 
mutation de peine purgent une partie de leur sentence - 
souvent une partie importante — dans des prisons ouvertes. 


Le rapport contient des renseignements trés précieux sur 
lorganisation et le rdle du travail pénitentiaire en Grande- 
Bretagne et dans les autres pays. Il insiste sur le caractére 
éducatif du travail et examine aussi la question de la rému- 
nération des prisonniers. Dans l’ensemble les taux de 
rémunération sont beaucoup plus élevés dans les pays 
européens qu’en Grande-Bretagne. Le rapport indique qu’il 
pourrait étre justifié, pour ce pays, de procéder a une nou- 
velle augmentation des taux en vigueur, lesquels avaient 
été révisés en 1951. 


En ce qui concerne la durée de la détention des prison- 
niers condamnés pour meurtre, le rapport constate qu’une 
condamnation a l’emprisonnement a vie n’est jamais exé- 
cutée d’une maniére littérale. Une abréviation constante de 
la durée de la détention s’est manifestée dans la pratique, 
depuis que cette tendance est apparue il y a presque une 
centaine d’années. En 1866, la durée minimum était de 
vingt ans ; au début du siécle actuel, on considérait générale- 
ment vingt ans comme un maximum. Au cours de la période 
d’entre les deux guerres mondiales, la durée normale de 
détention a été encore réduite. En 1939, la plupart des 
détenus condamnés a vie étaient libérés aprés avoir subi 
entre dix et treize ans de prison. Durant la derniére guerre, 
la période de détention a été réduite davantage, la majorité 





“Note du Secrétariat: Voir sut cette question: «Les établisse- 
ments ouverts dans le systéme pénitentiaire anglais» par sir Lionel 
W. Fox, dans le no 2 de la Revue. 
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de ces prisonniers ayant été libérés aprés avoir accompli six 
a dix ans d’emprisonnement. Depuis la guerre, cette période 
a été légérement allongée a la suite de l’augmentation du 
nombre des crimes de violence. Suivant la pratique actuelle, 
une détention de quinze ans est exceptionnelle et la durée 
normale de détention est trés inférieure a ce chiffre. On lit 
dans le rapport: « Méme dans les pays qui ont aboli la peine 
capitale, il est rare que l’on considére nécessaire, pour 
protéger la société, d’emprisonner pour le reste de leur vie, 
ou méme simplement pour de trés longues périodes, les 
meurtriers qui sont sains d’esprit. Il est démontré ... que 
la détention a perpétuité est trés tare, sauf [dans quelques 
Etats des Etats-Unis] ou certains prisonniers ont été détenus 
pendant leur vie entiére ... Il semble établi que la libération 
des détenus condamnés a vie ne comporte que peu de risques 
a l’heure actuelle... Les risques ne se trouveraient guére 
accrus si l’on mettait en vigueur nos propositions tendant 
a limiter l’emploi de la peine de mort». La raison principale 
que l’on puisse invoquer a l’encontre de l’emprisonnement 
de longue durée est la «détérioration» que le détenu est 
exposé 4 subir. Plus longue est la durée de l’emprisonne- 
ment, plus il est difficile au prisonnier de se réadapter a la 
vie normale et plus grand est le risque d’une atteinte a 
lintégrité mentale et physique du détenu. Le rapport rap- 
pelle que les opinions divergent sur cette question et sou- 
ligne que le mot «détérioration» peut s’entendre de diverses 
manieres. 


En ce qui concerne le traitement des sujets mentalement 
anormaux, le rapport passe en revue les différentes opinions 
émises et les méthodes proposées. 


La Commission n’avait 4 s’occuper que d’un seul aspect 
du probléme de l’aide postpénitentiaire, mais elle a estimé 
que cet aspect présentait une importance exceptionnelle. 
«Les détenus qui ont purgé des condamnations pour meur- 
tre auront sans doute plus de difficulté que d’autres a se 
réadapter a la vie civile, tant en raison de la nature de leur 
crime que parce qu’il se peut qu’ils ont dd passer en prison 
un temps particuliérement long ... L’aide postpénitentiaire 
aux condamnés a un emprisonnement de longue durée in- 
combe en Angleterre 4 la Central After-Care Association 
(Association centrale d’aide postpénitentiaire). ... L’aide 
postpénitentiaire comporte... deux étapes distinctes - con- 
tact préliminaire dans la prison et aide aprés la libération... 
La deuxiéme étape est la plus importante ... C’étaient habi- 
tuellement les «associés» de I’ Association centrale qui as- 
sistaient le délinquant ... Al’heure actuelle, ce sontles agents 
de probation qui ont pour fonction, en vertu du Criminal 
Justice Act de 1948, de conseiller, d’assister et de protéger» 
... les personnes qui sortent de prison. En application de 
cette disposition, ils ont été chargés de l'aide aux détenus 
qui ont subi des peines de longue durée... Ils ont effective- 
ment assumé cette tache en Angleterre, mais on n’en est 
encore qu’a la période d’essai...». 

La Commission a examiné de fagon plus détaillée un 
point particulier. Il avait été suggéré que les détenus con- 
damnés a vie soient libérés A condition qu’ils gardent, pen- 
dant une période prolongée, des contacts réguliers avec les 
agents visiteurs de l'aide postpénitentiaire et, en cas de 
besoin, avec la police. Cette méthode a été considérée com- 
me constituant une garantie aussi bien pour le public que 
pour le prisonnier, Aux termes de l'article 27 du Prison Act 
de 1952, la libération du prisonnier condamné a vie peut 





étre subordonnée 4 des conditions que le Secrétaire d’Etat 
édictera de temps en temps. Dans la pratique, cependant, 
on ne soumet ces prisonniers 4 aucune condition particu- 
liére. 


La Commission a pensé qu’il était inutile d’imposer 4 
tous les prisonniers détenus 4 vie pour meurtre, de rester 
en contact avec les agents de l’aide postpénitentiaire pen- 
dant une longue période aprés leur libération. Ce n’est que 
dans certains cas — détenus anormaux ou ayant un passé 
judiciaire chargé — qu’on devrait, dans un dessein de pro- 
tection, assortir la libération de conditions de cet ordre, soit 
seules, soit combinées avec d’autres conditions. 


La troisiéme partie du rapport contient trois chapitres: 
le chapitre 12 traite de «La sentence de mort»: les formes 
traditionnelles dans lesquelles elle est prononcée y sont 
étudiées et certaines réformes font l’objet de recommanda- 
tions. Le chapitre 13 est consacré aux « Modes d’exécution», 
Les questions suivantes y sont examinées: pendaison, élec- 
trocution, gaz asphyxiants, considérations d’humanité et 
de décence. Sous le titre «Nouveaux modes d’exécution», 
on étudie de fagon approfondie la question de la mort par 
injection et les problémes qui s’y rapportent. On étudie 
aussi dans ce chapitre, 4 propos de «la période qui va de la 
condamnation 4 l’exécution», les sujets suivants: durée de 
cette période; la cellule du condamné a mort; les sédatifs 
et le suicide. Les autres points traités sont: le bourreau et 
ses aides, les «doubles» exécutions, les mesures 4 prendre 
concernant le corps du supplicié, les effets des exécutions 
sur les fonctionnaires pénitentiaires et sur les autres détenus; 
et la publicité relative aux exécutions. 


Le chapitre 14 contient le «résumé des conclusions et 
recommandations». Le texte en est reproduit ci-aprés: ® 


Premiére partie — Limitation des cas ou la peine capitale est applicable 
PEINE APPLICABLE AU MEURTRE 


* 1. Le défaut le plus marquant de la législation relative 
au meurtre est qu’elle prévoit un chatiment unique alors 
que la culpabilité varie considérablement d’un cas a l’autre 
(paragraphes 17-22). 


* 2. Ce systéme rigide est 4 l’heure actuelle assoupli 
principalement par la prérogative royale de la grace. Mais 
cette méthode préte a la critique et, lorsque nous examine- 
rons s’il y a lieu de limiter les cas oj la peine de mort est 
applicable, nous devrons aussi examiner si cette limitation 
ne pourrait pas étre réalisée par d’autres moyens que par la 
prérogative royale de la grace (paragraphes 46-49). 

* 3. Ces questions obligent a examiner le but de la peine 
capitale. Des trois fins habituellement assignées a la peine - 
rétribution, intimidation et amendement - l’intimidation 
est généralement considérée comme Ja plus importante, 
encore que le public continue a exiger la rétribution et qu’on 
soit obligé de tenir compte de cette exigence. A premiére 
vue, il semble que la peine de mort ait chance de produire 
sur les individus normaux un effet d’intimidation plus fort 
que tout autre chatiment. Certains faits indiquent qu’il en 
est bien ainsi dans la pratique (encore qu’il n’existe pas de 
preuve statistique convaincante) et que l’abolition de la 


* Note du Secrétariat: Les parties les plus importantes du rapport 
sont imprimées en caractéres gras, remplacés ici par un astérisque. 
Les mentions de paragraphes se référent au texte du rapport. 
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peine de mort peut étre suivie pendant une bréve périog 
d’une augmentation du nombre des homicides et des crimg 
de violence. Toutefois il n’est pas nettement établi que cety 
augmentation soit durable et il existe de nombreux dé. 
quants sur lesquels la peine de mort ne produit qu’un effy 
d’intimidation limité et méme souvent négligeable. II eg 
donc important d’envisager la question dans une jusy 
perspective et de ne pas surestimer la valeur unique d’intinj. 
dation de la peine de mort lorsqu’on établit une politigy 
criminelle 4 l’égard du meurtre (paragraphe 68). 


MODIFICATIONS PROPOSEES A LA LEGISLATION SUR LE 
MEURTRE 


* 4. La doctrine de «l’intention criminelle implicity 
(constructive malice) en droit anglais devrait étre abolie; 
mais, lorsque l’auteur principal au premier degré peut étte 
déclaré coupable de meurtre, il devrait demeurer possiblede 
déclarer coupables de meurtre les auteurs principaux a 
second degré et les complices avant la perpétration d’w 
acte qualifié felony (paragraphe 121). Nous pensons quee 
changement pourrait étre réalisé au moyen d’une dispos. 
tion légale spéciale, sans formuler une définition légale dy 
meurtre ni modifier la common law sur d’autres points 
(paragraphe 123). 


* 5. Nous recommandons de maintenir la régle du droit 
actuel selon laquelle on ne peut remplacer la qualification 
de meurtre par celle d’homicide non prémédité (manslaugh. 
ter) ou d’homicide coupable (culpable homicide) que sila 
provocation est telle qu’un homme raisonnable aurait perdy 
le contrdle de ses actes (paragraphe 145). 


* 6. Il ne devrait pas exister de distinction entre la pro 
vocation verbale et les autres formes de provocation. Sik 
jury considére que la provocation a fait perdre a l’accuséle 
contréle de ses actes et l’a poussé a l’homicide et que cette 
provocation aurait pu faire perdre 4 un homme normal k 
contréle de ses actes, on ne devrait pas tenir compte dek 
nature de la provocation (a la distinction du degré de pro 
vocation). On devrait modifier la loi en conséquence (para 
graphes 151 et 152). Toute disposition législative en cette 


matiére devrait s’appliquer a l’Ecosse comme a |’ Angleterre 


(paragraphe 153). 


7. Nous ne recommandons aucun amendement a I’Ir 


fanticide Act de 1938 (paragraphe 162). 


* 8. La législation anglaise devrait étre modifiée en vue 
de prévoir que toute personne qui aide, encourage ou incite 
une autre personne a se suicider doit étre déclarée coupable, 
non pas de meurtre mais de cette infraction particuliére, ¢ 
doit étre passible d’emprisonnement a vie (paragraphe 173); 
par contre, si le survivant d’un pacte de suicide a tué lu- 
méme|’autre partie, on devrait pouvoir, comme par le passé, 


le déclarer coupable de meurtre (paragraphe 176). 


9. Cette modification n’est pas nécessaire en Ecosse ob 
ni le suicide ni la tentative de suicide ne constituent um 


infraction pénale (paragraphe 167). 


* 10. On ne peut donner aucune définition satisfaisanté 
de l’euthanasie (mercy killing) qui permettrait de déclara 
coupable d’une infraction différente du meurtre l’autew 


d’un homicide d’euthanasie (paragraphe 180). 


* 11. Il n’existe aucun motif rationnel d’exempter Ie 
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femmes de subir la peine de mort, alors qu’on l’applique 
encore aux hommes (paragraphe 187). 


* 12. Nous recommandons, a la majorité (6 contre 5), 
ve soit porté de 18 4 21 ans, en Angleterre et en Ecosse, 
légal minimum au-dessous duquel une personne ne 
peut €tre condamnée a mort (paragraphe 195). 


DEMENCE ET ANOMALIES MENTALES 


1. Responsabilité pénale 

Démence 

13. Question de la responsabilité au moment du proces 
(fitness to plead). Nous ne recommandons pas de modifier 
la pratique suivie en Angleterre quand la question de 
démence est soulevée lors de la mise en accusation (on 
graignment) (patagraphe 224), sauf sur un point: comme le 
Comité Atkin, nous recommandons qu’un accusé ne puisse 
tre déclaré dément lors de la mise en accusation que sur le 
tmoignage de deux médecins au moins, sauf dans les cas 
ot la démence est manifeste (paragraphe 225) °. 


14. Nous ne recommandons aucune modification dans 
pratique suivie en Ecosse et qui consiste 4 soulever 
lexception préjudicielle de démence pour faire obstacle au 
gocés (imbar of trial) (paragraphe 255) (sauf en ce qui 
cncerne la déficience mentale — voir ci-dessous la recom- 
nandation 21). 


15. La démence en tant que moyen de défense. En droit 
criminel, on reconnait depuis des siécles que, si une per- 
sonne, au moment ov elle a commis un acte délictueux, 
ouffre de troubles mentaux au point qu’il serait déraison- 
table de la rendre responsable de cet acte, cette personne ne 
doit pas étre déclarée coupable ni punie. Nous considérons 
comme hors de question le maintien de ce principe ancien 
{’humanité (paragraphe 278). 


* 16. Lorsqu’on détermine la responsabilité pénale dans 
ks cas ob un crime a été commis par un individu atteint de 
troubles mentaux si importants qu’il peut étre considéré 
ijuste titre comme dément, on doit normalement considé- 
rer qu’il existe une présomption extrémement forte que la 
démence est l’unique cause du crime ou I’une de ses causes 
esentielles. La présomption est également forte quand on 
est en présence des formes les plus accentuées de déficience 
mentale et de certains états d’épilepsie (paragraphes 286 et 
287). 

* 17. Nous considérons (a l’exception d’un dissident) 
que les critéres de détermination de la responsabilité pénale 
tablis en Angleterre par les Régles M’Naghten sont si 
défectueux qu’il y a lieu de modifier les principes juridi- 
ques applicables en la matiére (paragraphes 296 et 332). 


* 18. Si l’on devait réaliser une modification tendant a 
dargir le champ d’application des Régles M’Naghten, nous 
suggérons l’adoption d’une formule telle que celle-ci: 

«Le jury doit s’assurer que, a l’époque ov il a commis 
lacte, l’'accusé, en raison d’une maladie mentale ou de 
déficience mentale, a) ne connaissait pas la nature et la 
wavité de son acte, ou 5) ne savait pas que cet acte était 


‘ Note du Secrétariat: En 1922, le Lord Chancelier a nommé un 
comité, présidé par lord Atkin, «pour étudier les modifications qui 
pourraient sembler souhaitables dans le droit, la pratique et la pro- 
cédure actuels relatifs aux proces criminels ob l’excuse de démence 
st invoquée, et pour examiner si des modifications, et dans l'affirma- 
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défendu, ou c) était incapable de s’abstenir de le commet- 
tre » (paragraphe 317). Bien que cette formule puisse ne pas 
se révéler absolument satisfaisante, nous considérons (4 
l'exception d’un dissident) qu’il vaudrait mieux modifier les 
Régles M’Naghten de cette maniére que de les conserver 
dans leur état actuel (paragraphe 333). 


* 19. Nousconsidérons (a l’exception de trois dissidents) 
qu’il serait préférable de modifier le droit en vigueur en 
abrogeant les Régles M’Naghten et de laisser le jury déter- 
miner si, au temps de l’acte, l’accusé souffrait d’une maladie 
mentale ou d’une déficience mentale tels qu’il ne doit pas 
étre tenu pour responsable (paragraphe 33, et mémoire des 
dissidences, page 285) (voir ci-dessous la recommandation 
21). 


* 20. Il n’est pas nécessaire de modifier la législation ac- 
tuelle de l’Ecosse sur la responsabilité pénale (paragraphe 
333) (sauf en ce qui concerne la déficience mentale — voir 
ci-dessous la recommandation 21). 


Déficience mentale 


* 21. Dans la détermination de la démence a laquelle on 
procéde aprés la mise en accusation (ou, en Ecosse, sur 
exception préjudicielle in bar of trial), ainsi que sur alléga- 
tion de démence a titre de moyen de défense, il n’y pas lieu 
d’établir une distinction juridique entre la déficience mentale 
et la démence (paragraphes 342 et 356). En pratique les 
déficients mentaux présentent entre eux de grandes diffé- 
rences en ce qui concerne la capacité mentale et la responsa- 
bilité; il appartiendra au jury de décider dans chaque cas 
si la déficience mentale est telle que l’accusé doit étre con- 
sidéré comme incapable de présenter ses moyens de défense 
(unfit to plead) ou comme itresponsable du point de vue 
pénal (paragraphes 348 et 357). 


Enquétes médico-légales officielles 


22. Le Ministre de l’intérieur (Home Secretary) devrait 
garder le pouvoir de faire procéder, en vertu du paragra- 
phe 4 de l’article 2 du Criminal Lunatics Act de 1884, a 
une enquéte médicale sur l'état mental de toute personne 
condamneée a mort (paragraphe 372). 


2. RESPONSABILITE ATTENUBE 


23. On ne doit pas procéder a l’exécution d'une personne 
qui peut étre certifiée mentalement déficiente (paragraphe 
385). 


24. Siun meurtre est commis par un épileptique dans des 
circonstances telles qu’il ne peut étre considéré comme 
totalement irresponsable pour cause de démence, on devra 
présumer, lorsqu’on examinera s‘il y a lieu de procéder a 
l’exécution, que l’anomalie fonciére du systéme cérébral, 
sinon |’épilepsie elle-méme, a pu jouer un rdle dans len- 
chainement des causes qui ont abouti au crime (paragraphe 
392). 


25. Si le fait que le délinquant est un psychopathe ne 
suffit pas A permettre de soulever la démence comme moyen 


tive quelles modifications, devraient étre apportées a la Kgislation et 
a la pratique actuelles en ce qui concerne ies cas visés par les dispo- 
sitions du paragraphe 4 de l'article 2 du Criminal Lamatics Act de 
1884, et pour faire rapport sur ces questions.» 





de défense, il n’en doit pas moins étre diment pris en con- 
sidération lorsqu’on examine s’il y a lieu de procéder a 
l’exécution (paragraphe 401). 

26. Il n’existe pas de raisons suffisantes pour modifier la 
législation écossaise de telle maniére qu’elle prévoie qu’une 
sentence indéterminée devra étre prononcée dans toute 
affaire ot, de l’avis du jury, la preuve d’une responsabilité 
atténuée a été rapportée (paragraphe 406). 

* 27. Bien que la doctrine écossaise de la «responsabilité 
atténuée» (diminished responsibility) donne des résultats 
satisfaisants dans ce pays, nous ne pouvons recommander 
son adoption en Angleterre (paragraphe 413). 


3. QUESTIONS DE PRATIQUE ET DE PROCEDURE 


Examen psychiatrique avant jugement des détenus accusés 
de meurtre 


* 28. En Angleterre et dans le Pays de Galles, il con- 
viendrait de faire examiner par deux médecins ]’état mental 
de tout détenu accusé de meurtre; l’un au moins serait un 
psychiatre en renom ne faisant pas partie du service mé- 
dical des prisons, l’autre serait habituellement un membre 
expérimenté de ce service (paragraphe 422). Le premier 
devrait, dans chaque affaire, étre désigné par les commis- 
saires des prisons (paragraphe 428). Il n’est peut-étre pas 
possible, dans l’immédiat, de généraliser l’introduction de 
pareil systéme, mais il conviendrait de l’adopter sans retard 
dans tous les cas ot l’on a des raisons de croire que l’accusé 
n’est pas mentalement normal (paragraphe 429). . 


29. Dans la mesure ou les difficultés dues au manque de 
personnel ne sont pas insurmontables, les Commissaires 
des prisons devraient prendre des mesures pour que le 
personnel hospitalier des prisons regoive une formation en 
matiére de soins mentaux (paragraphe 436). 


30. Les méthodes pratiques suivies en Ecosse sont les 
meilleures possibles en l’état actuel des choses et on peut les 
considérer comme satisfaisantes (paragraphe 430). 


31. Nous avons été favorablement impressionnés par 
les cliniques de psychiatrie légale que nous avons visitées en 
Europe. Mais nous dépasserions le cadre de notre mandaten 
recommandant la création de cliniques analogues dans ce 
pays (paragraphe 432). 

32. Il ne serait pas praticable de prévoir le placement des 
personnes accusées de meurtre dans un hdpital psychiatri- 
que aux fins d’examen (paragraphe 436). 


Désignation par la cour de témoins médicaux 
33. Nous ne recommandons pas la désignation de té- 
moins médicaux par le tribunal plutét que par le ministére 
public ou la défense. Ceci impliquerait un changement fon- 
damental dans la procédure des cours et entrainerait des 
répercussions dépassant de beaucoup le domaine limité de 
notre enquéte (paragraphe 441). 


Proposition tendant 4 diviser le proces en deux étapes 
34. Nous ne recommandons pas l’adoption d’une pro- 


7 Note du Secrétariat: Dans \a terminologie britannique, les ex- 
perts médicaux sont appelés témoins médicaux. 


position qui nous a été soumise et qui tend a faire exam; 
lexception de démence a une étape distincte du prog 
intervenant aprés que le jury a déclaré que le déteny. 
l’auteur du crime dont il est accusé (paragraphe 453), 


Convient-il de donner au juge ou au ministére public | 
pouvoir de soulever la question de l’état de démence exis 
au moment ou le crime a été commis? 


35. Bien que, en Ecosse, la Couronne ait le pouvoir, 
soulever la question de démence méme lorsque la déf 
S’y Oppose, nous ne pensons pas qu’il soit souhait 
d’étendre ce pouvoir a l’Angleterre (paragraphe 454), pratiqu 
* 36. Il conviendrait, en Angleterre et en Ecosse, gjeicutif 
donner au juge le pouvoir de soulever la question de qfatténua 
mence, de réunir des éléments de preuve pertinents et4gqu! © 
demander au jury de se prononcer, s’il a des raisons 4 actuelle 
croire que l’accusé était en état de démence au moment¢, 
l’infraction et qu’il est de l’intérét de la justice qu’ une dé 
‘sh judiciaire soit rendue sur ce point (paragraphes 454¢ 
455). 


Le verdict de «coupable mais dément» 


37. Il y aurait lieu de modifier le droit de I’ Angletem 
pour supprimer le verdict de «coupable mais dément»e 
lui substituer celui d’acquittement pour motif de démened 
(paragraphe 459). 


reconnue aprés enquéte médico-légale officielle 


38. Il conviendrait que toute personne qui est reconny 
en état de démence aprés avoir été condamnée a mort bér 
ficie, avant d’étre transférée 4 Broadmoor, d’un pardon 
conditionnel commuant la peine de mort en une pe 
d’emprisonnement a vie. S’il n’est pas certain que les di 
sitions légales actuellement en vigueur permettent d’adoptr 


PROPOSITIONS GENERALES VISANT A MODIFIER LA LEGISLATION 
RELATIVE AU MEURTRE 


Nouvelle définition du meurtre 


* 39. Il est impossible d’élaborer une définition 1é 
du meurtre qui permette de limiter effectivement le cha 
d’application de la peine capitale sans entrainer, a d’aute 
égards, des inconvénients majeurs (paragraphe 483), 


* 40. Le champ d’application de la législation écossat 
relative au meurtre parait satisfaisant et il n’y a pas liew 
apporter de modifications (paragraphe 484). 


Les divers degrés du meurtre 


* 41. Il est impossible de trouver une méthode satisle 
sante qui limite l’étendue d’application de la peine capit 
au moyen d’une classification du meurtre en plusiem 
degrés; au surplus, une proposition de cet ordre se 
a d’autres objections (paragraphe 534). 


Propositions tendant a permettre au juge ou au jury de 
stituer a la peine de mort une peine moins grave 

* 42. Nous ne recommandons pas que le juge soit 4 
risé a substituer a la peine de mort une condamnation 4 





-€Xaminfeine moins grave lorsque l’accusé a été déclaré coupable 
1U progde meurtre (paragraphe 549). 


letenuey « 43. L’autre solution qui consisterait 4 donner au jury 
453), ie pouvoir de décider dans chaque affaire s’il est opportun 
de substituer 4 la peine capitale une sentence d’emprison- 
P ubli 4 ment a vie semble donner, en général, des résultats satis- 
“4 Cxislang sicants dans les pays ov elle a été adoptée (paragraphe 594). 
| Nousavons examiné la possibilité de l’introduire en Grande- 
OUVOit df Bretagne et nous sommes parvenus 4 la conclusion qu’il 
la défengl grait possible d’établir une procédure a cet effet (paragra- 
uhait; phe 567). Il nous a paru, en outre, que c’était le seul moyen 
454), tique de donner aux cours, en lieu et place du pouvoir 
cose, & aécutif, la possibilité de tenir compte de circonstances 
on de qjatténuantes en vue de remédier au manque de souplesse 
ents etggqui constitue le plus sérieux défaut de la législation 
aisons qpactuelle (paragraphe 595). 
loment & 
"une digi LA PREROGATIVE ROYALE DE LA GRACE 
hes 454 ¢ 
44, Nous avons rejeté la proposition tendant a ce que le 
gerétaire d’Etat, lorsqu’il examine s’il convient de recom- 
gander l’exercice de cette prérogative, soit assisté par un 
\ npleteme onseil consultatif composé de juges ou par un comité con- 
Sments off aitatif d’un caractére représentatif plus étendu (paragraphe 
> démence £0). 


45. Nous ne recommandons pas que le Secrétaire d’Etat 
git tenu de rendre publics les motifs 4 l’appui de ses 
ence a éia decisions (paragraphe 603). 
ielle 
reconnue 
ort U ene 
n pardon| * 46. Nous reconnaissons que les inconvénients d’un 
Ine peinel systeme de «pouvoir discrétionnaire du jury » peuvent sem- 
les disp} bler plus grands que ses avantages. Si cette opinion devait 
d’adoperilemporter, la conclusion s’imposerait inévitablement que 
sposition l'on est parvenu dans notre pays a un point o2 il n’est guére 
possible de limiter davantage les cas ol la peine de mort est 
applicable, et que la seule question qui se pose désormais 
est celle de savoir s’il convient de maintenir ou d’abolir la 
peine capitale (paragraphe 611). 


CONCLUSION FINALE SUR LA QUESTION PRINCIPALE 


Sq: Deuxidme partie — La sanction qui peut étre substituée a la peine 
capitale 


* 47, Nos recommandations auraient pour résultat 

principal de réduire le nombre des cas o une personne 

if éclarée coupable de meurtre est condamnée a mort et 

ténéficie ensuite d’une commutation de peine; mais elles 

entraineraient également une certaine diminution du nom- 

bre des cas ot la condamnation 4 la peine capitale est mise 

dexécution et une augmentation correspondante du nom- 

_,.pore des détenus purgeant une condamnation A vie et plus 

«, ppatticuliérement de ceux qui, sans étre déments, sont men- 
pais tulement anormaux (paragraphes 613 et 614). 


* 48. En ce qui concerne les détenus qui ne sont pas 
mentalement anormaux, il serait approprié de les soumettre 
au régime actuellement en vigueur en Angleterre et en 
Eoosse dans les prisons ob sont exécutées les peines de 
longue durée (paragraphe 657). (Pour ce qui est des détenus 
mentalement anormaux, voir la recommandation 54 ci- 


CONDITIONS DE VIE DANS LES PRISONS 


49. Il y aurait lieu de procéder 4 un nouvel examen du 
probléme du travail dans les prisons, compte tenu de la 
situation actuelle. Les départements gouvernementaux 
devraient reconnaitre pleinement et ne jamais perdre de 
vue qu’il est souhaitable d’accorder des contrats a la 
main-d’ceuvre pénitentiaire (paragraphe 635). 

50. Il semble qu’une augmentation de salaire par rapport 
au tarif actuel serait justifiée afin d’inciter les détenus a se 
montrer plus diligents et 4 fournir un rendement plus élevé 
(paragraphe 638). 

51. En dépit de l’obstacle constitué par le manque d’équi- 
pement et la vétusté des batiments, des progrés notables ont 
été accomplis dans le sens d’une humanisation des condi- 
tions de vie dans les prisons; toutefois, il reste encore pos- 
sible, avec de l’imagination et de l’ingéniosité, de réaliser 
de nouveaux perfectionnements (paragraphe 640). 

52. Nous approuvons|’initiative prise par la Commission 
des prisons et par le Département écossais de l’intérieur 
(Scottish Home Department) qui ont institué, pour les dé- 
tenus subissant des peines de longue durée, un systéme de 
congés dans les foyers peu de temps avant la libération 
(paragraphe 643). 


Durée de la détention des prisonniers condamnés pour meurtre 


* 53. Les principes dont s’inspirent les Secrétaires 
d’Etat, lorsqu’ils fixent, dans chaque cas particulier, la 
durée effective de la peine sont en général satisfaisants aux 
fins d’assurer le chatiment du coupable, l’effet d’intimida- 
tion de la peine et la protection du public, sans que la peine 
ne comporte un risque sérieux de compromettre l’intégrité 
physique ou morale du détenu; si, dans des cas exception- 
nels, une période de détention particuliérement longue ap- 
parait justifiée, le risque additionnel que ne se produisent 
des conséquences de cette nature ne doit pas empécher d’y 
recourir (paragraphe 657). 


Traitement des condamnés mentalement anormaux 


* 54. Nous sommes trés favorables 4 la proposition que 
d’autres ont déja formulée et qui tend a créer en Angleterre 
un établissement qui servirait 4 la détention et au traite- 
ment des psychopathes et autres détenus qui, sans étre dé- 
ments, sont mentalement anormaux, ce qui permettrait 
aussi d’effectuer des travaux de recherches sur les probié- 
mes de la personnalité psychopathique. Il conviendrait de 
prévoir une mesure analogue pour la méme catégorie de 
détenus en Ecosse (paragraphe 671). 


Aide postpénitentiaire 

55. Nous avons appris qu’entre autres points formant 
objet d’une enquéte, la désignation d’agents de protection 
sociale (social welfare officers) 4 temps complet dans les 
prisons locales en Angleterre est actuellement a l'étude. Si 
le projet devait aboutir, on envisagera certainement d’éten- 
dre ce systéme aux prisons destinées aux condamnés a long 
terme, en Angleterre et en Ecosse (paragraphe 676). 

56. Nous sommes persuadés que le Ministére de Pin- 
térieur (Home Office) étudiera avec attention lexpérience 
qui consiste 4 confier l'aide postpénitentiaire & des agents 
de probation et qu'il veillera 4 ce que les comités de proba- 





tion locaux comprennent l’importance de cette tache et 
désignent un nombre d’agents de probation suffisant pour 
en assurer la pleine exécution (paragraphe 677). 


57. Nous ne pensons pas qu’il soit nécessaire, sauf dans 
des cas spéciaux, d’imposer aux prisonniers purgeant une 
condamnation a vie pour meurtre l’obligation de rester en 
contact avec les autorités d’aide postpénitentiaire une fois 
qu’ils sont libérés (paragraphe 680). 


Troisiéme partie — Modes d’exécution et questions connexes 


LA SENTENCE DE MORT ET LA SENTENCE D’EMPRISONNEMENT 
A VIE 


58. La sentence de mort devrait étre ainsi congue: «La 
sentence de la Cour est que vous devez subir la mort selon 
le mode autorisé par la loi». Il conviendrait d’abroger I’ar- 
ticle 3 de l’Offences Against the Person Act, 1861 (Loi sur 
les infractions contre les personnes) et l’article 2 du Criminal 
Law (Scotland) Act, 1830 (Loi sur le droit pénal en Ecosse) 
afin qu’en Angleterre la sentence ne mentionne plus de lieu 
d’inhumation, et qu’en Ecosse elle ne mentionne plus la 
date ni le lieu d’exécution. (Paragraphes 693, 694 et 695.) 


59. S’il est besoin d’une nouvelle loi pour modifier la 
forme de la sentence en Angleterre, il pourrait étre opportun 
d’abroger l’article 57 du Criminal Procedure (Scotland) Act, 
1887 (Loi sur la procédure criminelle en Ecosse) et de mettre 
en vigueur par une nouvelle disposition légale un texte 
applicable dans les mémes conditions des deux cétés de 
la frontiére (paragraphe 696). 

60. Le port dela toque noire * en Angleterre et en Ecosse, 
l'utilisation de la formule: «Et que le Seigneur ait pitié de 
votre 4me» et l’invocation prononcée par l’aumOnier en 
Angleterre devraient étre laissés 4 la discrétion de chaque 
juge (paragraphe 697). 

61. Ala formule «emprisonnement a vie », il conviendrait 
de substituer la formule «emprisonnement pour le temps 
qui plaira 4 Sa Majesté», afin que le texte de la sentence 
soit conforme 4a sa signification réelle (paragraphe 699). 


MODES D’EXECUTION 
Changement du mode d’exécution 


* 62. Aprés examen comparé, ni l’électrocutiou ni la 
chambre a gaz ne sont préférables a4 la pendaison ielle 
qu’elle est appliquée actuellement en Grande-Bretagne (pa- 
ragraphe 734). 

* 63. Nous avons examiné et rejeté d’autres modes 
d’exécution. Les possibilités d’application de la méthode 
de l’injection mortelle ont fait l’objet d’une étude attentive 
dont la conclusion est la suivante: cette méthode présente 
actuellement de trop nombreuses difficultés mais la question 
devra étre réexaminée périodiquement en tenant compte 
des progrés réalisés dans la science des anesthésiques (para- 
graphe 749). 


Modifications 4 apporter al’ organisation actuelle des 
exécutions 
64. En Angleterre et dans le Pays de Galles, il convient 
de laisser au sheriff la responsabilité qui lui incombe ac- 
* Note du Secrétariat: Conformément 4 une tradition répandue, le 


juge anglais, au moment de prononcer la peine de mort, se couvre 
d’une toque noire. 
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tuellement de procéder aux exécutions capitales (parag§ selon | 


phe 757). détenu, 

65. En Ecosse, il convient que les exécutions capity,§ entre le 
restent sous la responsabilité générale des magistrats, gf phe 76 
réserve des changements de détail ci-aprés (paragray§ 75, | 
758): prison 


a) Les dispositions préliminaires, sauf la désignation, 
bourreau, devraient étre prises par les autorités pénit, 
tiaires et non par les magistrats; 


b) Les magistrats responsables relativement a l’exé 
tion, et non la Cour, devraient en fixer la date. Cette da 
devrait étre comprise entre le quinziéme et le vingty 
uniéme jour qui suivent le prononcé de la sentence; 

c) La différence qui est faite actuellement entre le nopi 


et le sud du Forth en ce qui concerne la fixation de la dated, 
l’exécution devrait étre abolie; 


d) Il est inutile que les magistrats procédent a l’ideni 
fication du condamné immédiatement avant l’exécution, 




























66. Nous ne sommes pas en faveur de la propositi : 
tendant 4 transférer les détenus condamnés 4 mort day 
un établissement central spécialement établi a cet effet, o, 
dans l’une des quelques prisons qui seraient spécialemey 
désignées (paragraphe 761). 


67. En Ecosse, le choix de Ja prison ov l’exécution doj 
avoir lieu devrait étre confié au Département écossais ¢ 
lintérieur et non plus au juge. Les magistrats du bourge 
la sentence a été prononcée demeureraient responsables 
l’exécution de la sentence (paragraphe 762). 


68. Sous réserve du point secondaire qui fait I’ objet del 
recommandation 65 c), nous n’avons aucune recommané: 
tion a présenter au sujet du délai qui sépare le prononcé& 
la sentence et son exécution (paragraphe 763). 


69. On ne devrait épargner aucun effort pour que, d 
chaque prison ou il est inférieur, l’'aménagement de la @ 
lule des condamnés a mort soit amélioré de fagon a com 


pondre aux meilleurs aménagements existants (paragraply 83. 
764). famille 
84, 


70. Nous n’avons pas de recommandation a préseni 
en ce qui concerne la construction dans Il’enceinte det 
prison d’un batiment séparé comprenant la chambre d’ew 
cution et les cellules des condamnés a mort (paragra 
767). 

71. On devrait s’attacher 4 mettre a la disposition & 
détenus condamnés a mort des cours ou jardins d’exeres 
séparés (paragraphe 767). 


72. Les détenus condamnés a mort devraient avoir! 
permission d’écouter la radio, sous réserve des condith 
que les autorités pourraient imposer soit d’une 
générale, soit pour chaque prison (paragraphe 767). 





73. Il conviendrait de maintenir la régle suivant laq 
les fonctionnaires pénitentiaires ne doivent pas fumer lew 
qu’ils sont de service dans la cellule des condamnés 4 met 
(paragraphe 767). 

74. Nous ne présentons pas de recommandation aus# 
de la durée de la garde assurée par les fonctionnaires pé@ 
tentiaires dans la cellule des condamnés a mort, si ce 
l’adoption en Angleterre du systéme écossais des garde 
quatre heures. Nous sommes en faveur de l’usage a¢ 
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nl selon lequel les mémes agents restent en service auprés du 


détenu, quelle que soit la durée de la période qui s’écoule 
entre le prononcé de la sentence et son exécution (patagra- 
phe 767). 

715. Ilappartient au médecin de la prison de décider si les 
prisonniers peuvent obtenir des sédatifs pendant leur séjour 
dans la cellule des condamnés a mort, et en particulier im- 
médiatement avant leur exécution; nous estimons que le 
médecin devrait toujours, dans des limites raisonnables, se 
montrer indulgent a cet égard (paragraphe 768). 


716. Il conviendrait que les sheriffs ne choisissent pas 
toujours le méme bourreau, afin qu’il y ait toujours au 
moins deux bourreaux expérimentés sur la liste des per- 
sonnes qualifiées pour remplir cet office (paragraphe 770). 

71. En Ecosse, les aides du bourreau devraient étre 
nommés par le Département écossais de l’intérieur et non 
par les magistrats (paragraphe 771). 


78. Nous ne recommandons aucun changement quant 
jla technique de l’exécution par pendaison (paragraphe 
712). 

79. Le corps ne devrait pas rester pendu pendant une 
leure, comme il est d’usage actuellement: il devrait étre 
mlevé aussit6t que le médecin a constaté la mort (para- 
sraphe 773). 


80. Lorsque deux condamnés doivent étre exécutés le 
méme jour dans la méme prison, il conviendrait qu’ils fus- 
sent exécutés ensemble, conformément a l’usage actuel, 
mais par deux bourreaux différents assistés chacund’un aide 
(paragraphe 775). 

81. Lorsque l’occasion s’en présentera, il conviendrait 
d’amender la loi, afin que les exécutions puissent avoir lieu 
dans des prisons différentes (paragraphe 776). 


82. En Ecosse, c’est aux autorités pénitentiaires et non 
aux magistrats que devrait étre confié le soin de faire pro- 
céder 4 l’inhumation (paragraphe 777). 

83. Le corps du supplicié ne devrait pas étre remis a sa 
famille pour l’inhumation (paragraphe 778). 

84. L’article 6 du Capital Punishment Amendment Act, 


1868 (Loi modifiant la loi sur la peine capitale) devrait étre 
amendé en vue de permettre l’incinération, sauf dans le cas 
ou le condamné s’y est opposé (paragraphe 779). 


Effet des exécutions sur les autres détenus 


85. Nous estimons que, sila garde dans la cellule du con- 
damné a mort et la garde au moment de l’exécution sont 
inévitablement des obligations pénibles pour les fonction- 
naires pénitentiaires intéressés, cette épreuve est de courte 
durée et est sans effets préjudiciables pour leur santé (para- 
graphe 781). 


86. Les commissaires des prisons et le Département 
écossais de l’intérieur ne devraient admettre aucune excep- 
tion aux principes que toutes les exécutions ont lieu pendant 
les heures de travail, que le service de la prison se poursuit 
aussi normalement qu’il est possible, et que, si la chambre 
d’exécution se trouve dans un hall, aucun prisonnier n’est 
présent dans ce hall au moment de l’exécution (paragraphe 
785). 


Publicité relative aux exécutions 


87. Il conviendrait de ne plus annoncer au préalable les 
exécutions par un avis affiché a la porte de la prison; par 
contre, le Ministére de l’intérieur ou le Département écos- 
sais de l’intérieur devraient faire publier un communiqué 
dans la presse (paragraphe 788). 


88. Il conviendrait d’abroger les dispositions du Capital 
Punishment Amendment Act, 1868 selon lesquelles aprés 
chaque exécution, des avis doivent étre affichés 4 la porte 
de la prison; par contre, le Ministére de l'intérieur ou le 
Département écossais de l’intérieur devraient faire publier 
dans la presse un communiqué annongant que l’exécution 
a eu lieu (paragraphe 789). 


89. Le Secrétaire d’Etat devrait recevoir communication 
des trois avis exigés par la loi de 1868, et devrait étre chargé 
de les faire insérer, selon le cas, dans la Gazette de Londres 
ou dans la Gazette d’Edimbourg, aussitét que possible 
aprés l’exécution (paragraphe 789). 


La loi fédérale allemande de 1953 sur les tribunaux pour mineurs 


4 par Wolf Middendorff ° 


Ce n'est qu’au cours des derniéres décades que la législa- 


4 ion allemande sur le traitement des jeunes délinquants 


sest développée vers les formes que nous lui connaissons 
aujourd’hui et qui sont concrétisées dans la nouvelle loi sur 


m4 ks tribunaux pour mineurs. Le code pénal de 1871 qui, 
pour l’essentiel, est encore en vigueur actuellement, ne 


rnfermait que quelques dispositions spéciales relatives aux 
mineurs dans ses articles 55 4 57. Aux termes de ces articles, 


40 mineur était pénalement responsable lorsqu’il avait 12 
#4 is révolus, et une peine devait lui étre infligée s’il avait agi 


* Docteur en droit, Cologne-Marienbourg, secrétaire de I’Associa- 
n allemande pour |’éducation et la protection de la jeunesse; juge 
tt juge des mineurs de 1949 4 1952; éditeur de Mitteilungen der Ar- 


139 


avec discernement. La seule faveur dont un mineur pouvait 
bénéficier par rapport aux adultes était un adoucissement 
de la peine. Le souci éducatif ne se manifestait que dans la 
disposition qui rendait possible l'éducation corrective des 
mineurs qui étaient reconnus avoir agi sans discernement. 
Les tribunaux et les régles de procédure étaient les mémes 
pour les mineurs que pour les adultes. 

Aprés la création, en 1908, des premiers tribunaux spé- 
ciaux pour mineurs, 4 Francfort et 4 Cologne, la loi sur les 
tribunaux pour mineurs de 1923 mit en avant, pour la pre- 


beitsgemeinschaft flr Jugendpflege und Ji auteur de 
Kriminelle Jugend in Europa et de Die Jugend mak dom 
Kriege in Deutschland und der Schweiz. 








miére fois en Allemagne, le principe de la rééducation. 
Désormais, le juge des mineurs devait s’assurer, dans chaque 
cas, s'il était nécessaire de prendre des mesures d’ordre 
éducatif. Lorsqu’il estimait que ces mesures étaient suffi- 
santes, aucune peine n’était infligée. Du reste, les peines 
étaient moins sévéres que pour les adultes. En outre, la 
faculté était laissée au juge de suspendre, soit dans le 
prononcé du jugement, soit ultérieurement, conditionnel- 
lement I’exécution de la peine d’emprisonnement par une 
mise a l’épreuve. La limite d’4ge inférieure de la responsa- 
bilité pénale était reportée de 12 ans révolus a 14. ans révolus; 
pour apprécier la responsabilité pénale, on prenait en con- 
sidération, au méme titre que Ja maturité du discernement, 
celle de la volonté. 


L’expérience pratique n’a pas répondu aux espoirs que 
l’on avait fondés sur la législation de 1923 relative aux tri- 
bunaux pour mineurs. Ce sont avant tout les mesures édu- 
catives de cette loi qui se sont révélées insuffisantes. Parmi 
les peines, l’'amende était une sanction inappropriée pour 
les mineurs. En outre, le juge, contraint de s’en tenir au 
cadre légal des peines établi par le code pénal, ne pouvait 
adapter la sentence a la personnalité du mineur. La courte 
peine d’emprisonnement, qu’on appliquait fréquemment, 
était dépourvue de toute influence rééducative. En pratique, 
la plupart des procés intentés contre des mineurs aboutis- 
saient a la suspension de l’exécution avec mise a l’épreuve 
(Strafaussetzung auf Probe). 


L’introduction de la loi sur les tribunaux pour mineurs 
de 1943 a obvié dans une large mesure a ces inconvénients. 
Dés 1940, l’instauration du régime spécial de la mise aux 
arréts des mineurs (Jugendarrest) avait marqué une trans- 
formation du droit pénal des mineurs; celle-ci s’accentua 
avec l’adoption, dans le cas des mineurs, de la sentence 
indéterminée, empruntée a I’ Autriche. 


Aprés la deuxiéme guerre mondiale, les contacts avec le 
droit étranger, et notamment I’expérience acquise en ma- 
tiére de mise a l’épreuve surveillée (probation), ont suscité 
dans la République fédérale d’Allemagne de nouveaux 
projets de réforme, qui se sont concrétisés dans la loi sur les 
tribunaux pour mineurs de 1953, laquelle est entrée en 
vigueur le 1* octobre 1953. Cette loi s’applique lorsqu’un 
mineur ou un adolescent commet une infraction qui, en 
droit pénal commun, est passible d’une peine. Est classé 
dans la catégorie des mineurs (Jugendliche) celui qui, au 
moment du délit, avait plus de 14 et moins de 18 ans; dans 
celle des adolescents (Heranwachsende) celui qui, au mo- 
ment du délit, avait plus de 18 ans et moins de 21 ans. 


Malgré l’insistance de la loi sur le principe de la réédu- 
cation, on ne s’est néanmoins pas décidé 4 renoncer aux 
concepts de «culpabilité » et d’«expiation » qui caractéri- 
sent le droit pénal, de sorte qu’il a fallu régler séparément le 
probléme de la responsabilité. Aux termes de la loi, un 
mineur de 18 ans est pénalement responsable si au moment 
ou il commet I’acte incriminé il posséde, a en juger par son 
degré de développement moral et intellectuel, le discerne- 
ment nécessaire pour en comprendre le caractére délictueux, 
et agir en conséquence. Dans la pratique, cette question de 
la responsabilité n’est pas difficile 4 résoudre dans la ma- 
jorité des cas; 4 moins que les circonstances particuliéres 
du cas d’espéce fassent ressortir la nécessité de vérifier de 
plus prés la maturité du mineur de 18 ans, on présume gé- 





néralement que ce dernier est responsable. Pendant l’any fl. ala 
1936, le pourcentage des mineurs traduits devant leg “~ uv 
bunaux spécialisés et acquittés comme étant non respo ee 
bles pénalement n’a été que de 0,75 pour 100. ioe 


ns au | 


Tandis que la loi sur les tribunaux pour mineurs de [94 cont 
mentionnait encore la peine en premier lieu, dans la no, §" ent du 
velle législation nous trouvons au premier plan l’impositigg§ 8S 4" 
de mesures éducatives; ce n’est que lorsque celles-q , 
révélent insuffisantes que l’infraction dont un mineur¢ fer) ¢ 
18 ans s’est rendu coupable peut étre sanctionnée par da cons 
«mesures de correction» (Zuchtmittel) ou par une peggy PA! 
privative de liberté spéciale pour mineurs (Jugendstrajy vec SU 
Les mesures éducatives consistent dans l’assujettissemey’"°™ 
a des directives qui réglementent la vie du mineur par.§ Au lie 
tains ordres et interdictions, ainsi que dans le patronage born 
(Schutzaufsicht) et Yéducation surveillée (Fiirsorgeertefurseoit 
hung). Le juge prononcera des mesures de discipline lorsquipas pos: 
la prison pour mineurs ne parait pas indiquée, mais queknettant 
nécessité se fait sentir de faire comprendre de maniteiig/une 
pressante au mineur qu’il doit répondre du méfait quilgimpos 
commis. Les mesures de correction sont: l’avertissementfipreus 
l’assujettissement a des obligations spéciales et la mise ayfjenx an 
arréts du mineur. La loi cite a titre d’exemple d’ obligation | 
spéciales la réparation du dommage causé, |’ obligationde Jusq. 
s’excuser en personne auprés de la victime ou le versemenif”,” a 


d’une somme d’argent au bénéfice d’une ceuvre d’utilié buna 
publique. Parmi les diverses variétés de mise aux arréts deh" 
mineurs, on distingue la mise aux arréts pendant les heurg’ 4° 
de loisir, la mise aux arréts de courte durée et la mise ayy _— 
arréts de longue durée; cette derniére varie entre une df de 
quatre semaines. near 
nistraty 

Le juge prononce la condamnation a la prison powgpremiét 
mineurs lorsqu’en raison des instincts nocifs du mineur dé distri 
18 ans les mesures éducatives ou de discipline se révéleschevin 


insuffisantes, ou lorsque la faute est d’une graviteé telle quifthaque 
est indispensable d’infliger une peine au coupable. La dureMfune f 
de l’emprisonnement infligé 4 des mineurs varie entre gffeux a1 
mois et cing ans, dix ans dans des cas particuliers. Le tamection 
de la peine infligée au mineur sera fixé de fagon A tenghue les 
compte de la nécessité de laisser s’exercer I’action éducatnegle l’ex] 
indispensable. Comme il est impossible de prévoir le tempgoi exig 
qui sera nécessaire pour ramener par |’action pénitentiamp’occup 
le mineur dans le droit chemin, le juge a la faculté de proghuemer 
noncer une peine de durée indéterminée, qui toutefois 

peut pas dépasser quatre ans. L’écart entre le minimuméqneurs, | 
six mois et le maximum prévu dans le jugement ne doit pam 
étre inférieur 4 deux ans. La valeur de la sentence indé lee 
minée, qui — ainsi qu’on l’a indiqué — a été empruntée 

droit autrichien, est contestée par certains. 


Se fondant sur les bons résultats auxquels a abouti day laje 
les pays anglo-saxons l’expérience du régime de 1’épre 
surveillée (probation), la nouvelle loi sur les tribunaux p 
mineurs prévoit, pour la premiére fois, l’octroi d’un sum 
a l’exécution de l’emprisonnement pour mineurs avec m@™ Unt 
a l’épreuve. Le juge peut surseoir a l’exécution d’une pe 
inférieure a un an, afin de donner au mineur de 18 ansiion eg 
possibilité de bénéficier d’une remise de peine par sa bomiiuge yw, 
conduite pendant la période d’épreuve. Mais ce sursis 
devra étre accordé que si la personnalité du mineur et 
antécédents, ainsi que son comportement postérieuren 
a l’infraction, permettent d’espérer que |’influence édue 





it angle 4 laquelle il sera soumis pendant la période de mise a 
it les ti sereuve lui évitera a l’avenir de se rendre coupable. La 
Cspoma ll sriode d’épreuve est de deux ans au minimum et de trois 
‘ns au maximum; elle peut, par la suite, étre abrégée ou, 
5 de uel contraire, prolongée jusqu’a quatre ans. Le comporte- 
5 la na gaeat du mineur et la maniére dont il s’acquitte des obliga- 
ail b tions que le juge lui a imposées pendant cette période sont 
ic “« qourveillés par un délégué a l’épreuve surveillée (Bewdhrungs- 
aula Hicifer) qui fait bénéficier le mineur de son assistance et de 
© par dell conseils et coopére aussi intimement que possible avec 
ne aa iesparents du délinquant. Lorsque le mineur a subil’épreuve 
ndstraja 4Oree SUCCES, il bénéficie, au terme de la période d’épreuve, 
= une remise de Ja peine. 















































Lisse 
r par ce-f Au lieu de surseoir a l’exécution de la peine, le juge peut 
atronag fy borner 4 établir la culpabilité du mineur de 18 ans, et 
rgeeriieMurseoir au jugement. Tel sera le cas lorsqu’il ne lui est 
€ Lorsquelipas possible d’apprécier avec certitude si le mineur, en com- 
ais quekEmttant l’infraction, a manifesté des instincts si nocifs 





Maniteaq’'une condamnation a l’emprisonnement pour mineurs 
‘it quil impose. En pareille circonstance, la période de mise a 
issement épreuve est plus courte; elle est d’un an au moins et de 
mise auyfdeux ans au plus. 
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pation Jusqu’a présent, les autorités allemandes n’ont pu se dé- 
ersementfuet @ instituer des tribunaux pour mineurs distincts des 
.  utiygibunaux ordinaires. Les instances qui font office de tri- 
arréts ,,gounaux pour mineurs sont les suivantes: le juge de premiére 
es heuraastance (Amtsrichter) en qualité de juge des mineurs, le 
mise ribunal des échevins (tribunal d’échevins pour mineurs: 
re wae uendschéffengericht) et la Chambre pénale (chambre pé- 
"pule des mineurs: Jugendstrafkammer). Toutefois, l’admi- 
jistration judiciaire d’un Land peut désigner un juge de 
son powgpremiére instance aux fonctions de juge des mineurs dans 
nineur &e district de plusieurs tribunaux de premiére instance. Les 
> révéletmchevins qui si¢gent dans les tribunaux pour mineurs — a 
telle quifhaque audience du tribunal, la présence d’un homme et 
La dueff’une femme est requise — sont élus pour une période de 
entre geux ans, sur proposition de la Commission pour la pro- 
;. Le tamection de la jeunesse (Jugendwohlfahrtsausschuss). Il faut 
yn. A tengmue les candidats possédent des aptitudes pédagogiques et 
éducatnemie 'expérience en matiére d’éducation de la jeunesse. La 
r le temp—oi exige les mémes qualités des juges et des procureurs qui 
\itentiamp occupent des poursuites contre les mineurs, donc prati- 
té de pomuement de tous les magistrats de premiére instance; en 
utefois mpfiet, chacun d’entre eux peut étre appelé a juger des mi- 
rimumégpeurs, les «tribunaux de district pour mineurs » (Bezirks- 
e doit pamugendgerichte) ayant été fort peu utilisés jusqu’a présent. 
e indé 
runtée 







































































































Le service social des tribunaux pour mineurs (Jugend- 
erichtshilfe) qui doit s’occuper des aspects éducatifs, so- 
faux et de protection de la jeunesse, est exercé par les offices 
outi dase’ la jeunesse (Jugenddamter) en collaboration avec les asso- 
Lépremeputions d'aide a la jeunesse (Vereinigungen fiir Jugendhilfe). 
1aux pose Service social doit s’occuper du cas d’un mineur le plus 
“un sung Possible dans la procédure intentée contre lui. 


avec mi Un mineur coupable d’une infraction qui n’entrainera de 
oute probabilité que des mesures éducatives ou de correc- 
lon est justiciable du juge pour mineurs, si¢geant comme 
ige unique. Celui-ci ne peut prononcer une peine d’em- 
isonnement pour mineurs supérieure a un an. Les délits 
us graves relévent du tribunal des échevins; lorsqu’ils’agit 
‘une affaire particuli¢rement importante, le tribunal peut, 
u besoin, la renvoyer devant la Chambre pénale des mi- 
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neurs. Celle-ci connait, en premiére instance, des affaires 
qui, en vertu du droit pénal général, relévent de la compé- 
tence de la Cour d’assises; elle juge en appel les recours 
contre les décisions du juge des mineurs ou du tribunal 
d’échevins pour mineurs. 


Lorsque I’instruction préparatoire a été engagée, il con- 
vient de préciser au plus tét les conditions de vie et la 
situation de famille du mineur, ses antécédents et toutes les 
autres circonstances qui permettent de se rendre compte de 
ses particularités psychiques, intellectuelles et caractérielles. 
Le cas échéant, l’examen criminobiologique du mineur peut 
étre confié 4 un spécialiste. Dans les cas bénins, le procureur 
peut, avec l’accord du juge des mineurs, renoncer aux 
poursuites et imposer au mineur un travail déterminé. Dans 
les mémes conditions, le juge peut, lui aussi, avec le con- 
sentement du procureur, rendre une ordonnance de non- 
lieu. 

Les audiences du tribunal pour mineurs se tiennent a huis 
clos. Les témoins ne prétent serment que si le juge l’estime 
indispensable dans l’intérét de la vérité. Le pére et la mére 
du mineur sont convoqués a l’audience. Le délégué du 
service social du tribunal pour mineurs est autorisé, sur sa 
demande, a prendre la parole. Si les délibérations risquent 
d’avoir un effet néfaste sur l’éducation du mineur, celui-ci 
peut étre invité a se retirer momentanément. 


Lorsque le juge pour mineurs se borne a décréter des 
mesures éducatives ou de correction, le mineur ne peut 
interjeter appel en raison de la nature ou de la sévérité des 
mesures prononcées; il ne pourra faire appel que pour pro- 
tester de son innocence. Cependant, le cas sera ex 
ment rare dans la pratique, car, lorsqu’une action est in- 
tentée contre un mineur, il est généralement assez facile de 
recueillir des preuves. Si le jugement ordonne I’éducation 
surveillée, le recours est toujours de droit. 


Jusqu’au moment ov le jugement sera passé en force, le 
juge peut prendre des dispositions temporaires au sujet de 
l'éducation du mineur. S’il est probable que l’emprisonne- 
ment pour mineurs sera prononcé, le juge pourra ordonner 
le placement provisoire de l’intéressé dans une institution 
d’éducation appropriée. La détention préventive du mineur 
ne peut étre ordonnée que s’il est impossible d’atteindre le 
méme objectif par des dispositions temporaires ou d’autres 
mesures analogues. Dans ce cas, linstruction doit étre 
accélérée. Dans toute la mesure du possible, la détention 
préventive du mineur aura lieu dans un établissement spé- 
cial ou, tout au moins, dans un quartier spécial de la 
maison d’arrét. Cette détention doit présenter un carac- 
tére éducatif. 

S’il s’agit d’une simple contravention, le juge des mineurs 
peut, par une ordonnance judiciaire, imposer au mineur 
un travail ou une amende ou lui donner un avertissement. 
Si le mineur ne s’exécute pas, il peut étre condamné aux 
arréts pour mineurs pour une période de quinze jours au 
maximum. 

S’il applique la procédure simplifiée (vereinfachtes Ju- 
gendverfahren), le juge des mineurs peut statuer sur l’affaire, 
sur requéte du procureur et s’il est probable que le juge 
n’aura qu’a imposer des directives, ordonner le patronage 
ou appliquer des mesures de correction. Encas de procédure 
simplifiée, A l'instance de la procédure ordinaire, un juge- 

ment est prononcé a la suite d'une audience orale; toutefois, 


pour plus de célérité et pour adapter les régles de procédure 
au cas des mineurs, il est permis de déroger aux régles 
ordinaires, pour autant que la recherche de la vérité n’en 
soit pas compromise. L’application de la procédure sim- 
plifiée est trés différente dans les divers Lander de la Répu- 
blique fédérale d’Allemagne. Certains juges pour mineurs 
y ont recours pour la majeure partie des affaires a juger, 
tandis que d’autres tiennent a ce que l’audience se déroule 
conformément a la procédure normale. 


Les arréts pour mineurs ne peuvent faire l’objet d’aucun 
sursis. Seulement lorsque le mineur en a subi une partie, le 
juge des mineurs chargé del’exécution (Vollstreckungsleiter) 
peut, dans l’intérét de l’éducation de l’intéressé, lui faire 
remise du restant. Il peut aussi, aucours del’exécution d’une 
peine d’emprisonnement pour mineurs a durée déterminée, 
ordonner la libération conditionnelle de l’intéressé lorsque 
celui-ci a purgé une partie de sa peine, en général au moins 
six mois, et que les circonstances laissent prévoir que le 
mineur se conduira dorénavant de facon honnéte. 


L’exécution des arréts pour mineurs vise a faire appel au 
sentiment d’honneur de l’intéressé en lui faisant bien com- 
prendre qu’il doit répondre du tort qu’il a causé. Dans la 
pratique, la réalisation de ce but se heurte souvent a des 
difficultés matérielles ou personnelles. L’exécution de l’em- 
prisonnement pour mineurs tendra a ce que le travail, 
l’ordre, l’enseignement, les exercices physiques, ainsi que 
d’autres occupations appropriées, aménent le mineur a 
changer de vie et 4 prendre conscience de ses responsabili- 





par l’'aménagement d’ateliers d’apprentissage. Les seooyn! venir». 
spirituels d’un ministre du culte lui sont assurés. Pour migy | jifféren 
atteindre l’objectif désiré on peut adoucir la peine gj infracti 
lappliquant sous des formes libres ainsi qu’il a d’ores off yoire pi 
déja été adopté dans plusieurs établissements ressemblay] sont co 
a des camps. sure ter 


Chaque condamnation al’emprisonnement pout mingyy} 4tous ¢ 
est consignée au casier judiciaire. Lorsque le juge gy} que !a § 
mineurs estime que par sa conduite irréprochable, le mingy| Un 84 
condamné peut désormais étre considéré comme une pe, avaient 
sonne honnéte, il peut déclarer que la condamnation gg} au cour 
effacée. Il rend cette décision aprés avoir entendy | dans le 
ministére public. rapport 


Les dispositions relatives aux adolescents de 18 a 21 ays p00 
ont nouvellement été insérées dans la loi sur les tribunay| - 
pour mineurs. Lorsqu’un adolescent commet une infra om 
tion, le juge applique les dispositions ayant trait aux mineyy dans ue 
de 18 ans si la personnalité du délinquant et le milieu dap; du pro 
lequel il vit indiquent qu’au moment de l’infraction sq pote 
comportement moral et intellectuel était encore celui dy mat ' 
mineur, ou si la nature, les circonstances ou les mobiles éej fie 
Yacte prouvent manifestement que l’infraction a été ) eon 
faute légére d’un mineur. D’autre part, en l’absence de cg tie te 
conditions, le juge peut adoucir la peine lorsqu’il pronong blic | 
la condamnation en vertu du code pénal ordinaire. Pil d 

Toutes ces dispositions concernant les tribunaux pou] pintérét 
mineurs constituent l’aboutissement d’une série de réforme questio 
dont, depuis longtemps, on avait reconnu le caractér] 3 mettr 











tés. Il convient de développer ses aptitudes professionnelles urgent. un syst 
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. a’ . l Assoc 
Quatre-vingt-troisieme Congress of Correction pene 
Kes aa largent 

(Congrés annuel en matiére correctionnelle et pénitentiaire) po 
ceux de 

par E. R. Cass © nels...» 
labsen 

Le quatre-vingt-troisiéme Congress of Correction s’est sous les auspices de la Canadian Penal Association, aj a la né 
réuni du | 1 au 16 octobre 1953 a Toronto, Ontario, Canada, coopération avec l’American Prison Association. ladopt 
sous les auspices de l’American Prison Association. Ses Le programme des travaux comprenait plusieurs séanes années 
travaux ont surtout porté sur les données internationales pléniéres et un certain nombre de séances de sections aj 'VUe & 
des problémes d’ordre correctionnel et pénitentiaire. C’était a State 


la troisieme fois que, depuis sa création, qui remonte a 
quatre-vingt-trois ans, I’ Association tenait un congrés hors 
des Etats-Unis. La discussion de probleémes communs par 
les représentants du Canada, del’ Angleterre, du Danemark, 
du Japon, de I’Inde, de Hong-kong, des territoires de Ha- 
wai et de Porto-Rico, et de quarante-cing Etats des Etats- 
Unis d’Amérique du Nord ainsi que du District de Colom- 
bia, a favorisé la réalisation d’une atmosphére amicale. 
M. Manuel Lopez-Rey, chef de la Section de la Défense 
sociale de |’Organisation des Nations Unies, représentait 
officiellement le Secrétaire général de l’Organisation ™. 


La séance pléniére qui s’est tenue dans la soirée du 15 
octobre, ainsi que les séances du 16 octobre, ont eu lieu 


 Secrétaire général de |l’American Prison Association et de la 
Prison Association of New York et Membre de la New York State 
Commission of Correction. 


cours desquelles les congressistes ont pu discuter libremen 
des problémes qui les intéressaient plus spécialement| Pour ut 
Quelques-unes des vues exprimées au cours des séanes Assoc 
pléniéres et des séances de sections sont reproduites ¢] Considé 










aprés. ait part 
Le général Ralph B. Gibson, Commissioner of Penite| “* 8° 
tiaries, du Canada, a examiné au cours de son di denen 
présidentiel les principes qui régissent l’action de I’ ie ols 
ciation, tels qu’ils ont été formulés en 1870, et a fait o ens 
que «... Ces principes présentent encore aujourd’hui budget 
objectifs positifs 4 tous ceux qui ont a cceur |’amélioratiot etde la 
et le perfectionnement des méthodes correctionnelles »1 ainsisti 
déclaré que l’on reconnait de plus en plus que «la loi news Gites 
pas seulement a réprimer le crime, mais encore 4 le pr én 
f 1Le texte de la communication de M. Lépez-Rey sur «La Coop Gablins 
: questio 


ration internationale dans le domaine de la prévention du bles 
et du traitement des délinquants» figure a la page 1 du Pables « 
numéro de la Revue. 
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venit ». «... Les problémes et les difficultés que soulévent les 
jifférences constatées entre les peines prononcées pour des 
infractions analogues par les divers degrés de juridiction, 
yoire par un méme tribunal, a dit le Commissaire Gibson, 
sont constamment signalés 4 notre attention. Aucune me- 
sure tendant a améliorer le droit ne pourrait étre plus utile 
4 tous ceux qui travaillent a la réadaptation des délinquants 
ve la solution, tout au moins partielle, de ce probléme. » 
Un grand nombre des observations du général Gibson 
avaient trait aux causes des problémes administratifs qui 
qu cours des deux derniéres années ont suscité des révoltes 
dans les prisons, et aux moyens de les résoudre. Notant le 
rapport constaté dans certaines régions entre la qualité 
médiocre du personnel pénitentiaire et les désordres qui se 
produisent dans les établissements, le Commissaire a 
exprimé I’ opinion suivante: «... Je suis convaincu qu’il est, 
dans une trés large mesure, en notre pouvoir de venir 4 bout 
du probléme du personnel en fournissant 4 nos fonction- 
naires des moyens de formation suffisants et en leur don- 
nant de bons cadres... La peine et l’argent consacrés 4 une 
formation satisfaisante trouvent une large rétribution dans 
un meilleur esprit et une plus grande efficacité. » Le général 
Gibson a souligné la nécessité d’adopter une politique plus 
hardie prévoyant l’utilisation des moyens d’information du 
public en vue d’obtenir l’appui de celui-ci. « Nous devons, 
at-il dit, considérer les troubles qui se sont produits et 
lintérét ému qu’ils ont suscité dans le public pour les 
questions pénitentiaires comme des invitations pressantes 
mettre en place, dans toutes les parties de nos deux pays, 
un systéme correctionnel digne des priviléges dont nous 
jouissons en tant que citoyens de démocraties libres. » 

M. Richard A. McGee, directeur du Department of Cor- 
rection de Californie et Président du Comité spécial de 
l' Association chargéd’enquéter sur lesémeutes, a commenté 
lerapport de ce Comité. «II se peut, a-t-il dit, que l'amour de 
largent soit «la source de tous les maux »; mais il est certain 
que le manque d’argent est 4 la base d’une grande partie de 
ceux dont souffrent les services pénitentiaires et correction- 
nels...» M. McGee a signalé que la difficulté ne tient pas a 
l'absence de normes reconnues par les pénologistes mais 
4 la nécessité de convaincre le public de importance de 
l'adoption des normes formulées. Il a mentionné les deux 
années employées a l’élaboration de la nouvelle édition 
revue et augmentée du Manual of Suggested Standards for 
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alement 





aState Correctional System (Manuel des normes proposées 
pour un systéme correctionnel d’Etat) que publiera bientét 
l'Association. M. McGee a déclaré que ce document est 


| considéré comme «I’exposé des normes le plus étendu qui 


ait patu jusqu’a ce jour...» Il a ensuite fait observer que: 
«la gestion des établissements pénitentiaires devant étre 
confiée 4 des individus, la qualité, le nombre et l’esprit de 
ceux que l’on affecte a tel ou a tel d’entre eux est le facteur 
leplus important dont il faut tenir compte pour déterminer 
la qualité du programme... Les effets de restrictions 
budgétaires peu judicieuses se font sentir en premier lieu 
etde la fagon la plus néfaste parmi le personnel.» M. McGee 


‘ ainsisté sur la nécessité de constituer une «équipe d’organi- 
,| sation composée de spécialistes », estimant qu'un groupe 


de ce genre facilite la détermination des objectifs d'un 


| ablissement correctionnel. Notant que le domaine en 


question «est l’un de ceux ot le besoin de chefs hardis, ca- 
pables et expérimentés est impératif », il a fait valoir l’utilité 
de former des éléments jeunes qui feraient carriére dans 
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l organisation pénitentiaire et s’éléveraient jusqu’aux postes 
les plus importants. Pour conclure, M. McGee a exprimé la 
crainte de voir «dans la lutte des forces qui s’affrontent au 
sein de notre société, le public en revenir devantles scandales, 
le désordre et l’incurie, aux méthodes oppressives du passé. 
Cette menace, a-t-il dit, est véritable et actuelle; siles prisons 
de notre pays sont en butte a de graves difficultés, ce n’est 
pas par manque de compétence et par incapacité d’aborder 
les problémes d’une manieére constructive, c’est essentielle- 
ment parce que nous n’avons pas, de la part du public, un 
appui éclairé et suffisant. » 

Mme Eleanor Roosevelt a parlé de la nécessité d’une 
attaque coordonnée du probléme de la délinquance juvé- 
nile et a fait ressortir le besoin de faire appel a cet effet 4 
diverses institutions de la collectivité. En commengant par 
le foyer, considéré comme base d’action, Mme Roosevelt a 
successivement examiné le réle de l’église, de I’école, etc..., 
dans la lutte contre la délinquance juvénile. 


Plusieurs orateurs, notamment M. Arthur V. Huffman, 
Supervising Sociologist (Chef des services de sociologie) de 
l’Etat d’Illinois, ont examiné les problémes posés par les 
délinquants sexuels. M. Huffman a fait un exposé succinct 
des travaux de la Commission on the Sex Offender de Y Etat 
d’Illinois et a cité les dispositions législatives portant créa- 
tion de cette Commission et fixant ses attributions. «Peut- 
étre pourrait-on dire, a déclaré M. Huffman pour terminer, 
qu’en dépit des tentatives du Congrés visant 4 censurer 
Kinsey, l’ére du silence et du faux semblant en matiére de 
comportement sexuel touche a sa fin et qu’il est possible que 
l’attaque scientifique du probléme ne se révéle pas aussi 
perturbatrice qu’on aurait pu le craindre. » 


M. James V. Bennett, Directeur du Bureau of Prisons des 
Etats-Unis, Washington, D.C., a signalé aux membres d’un 
comité de recherche et de planification qu’ «un grand nom- 
bre de criminalistes en chambre ont avancé toutes sortes de 
théories concernant les effets des tensions nerveuses, de la 
violence et du feu des batailles sur le comportement humain. 
Certains prétendent que les individus soumis a «s épreuves 
oublient le prix de la vie humaine, perdant tout respect pour 
les valeurs morales, et sont gagnés par une amertume qui, 
4 leur retour a la vie civile, se manifeste par des actes crimi- 
nels.» Dans sa communication intitulée The Ex-G.l. in 
Federal Prisons (Les anciens combattants dans les prisons 
fédérales), M. Bennett a déclaré: «... je suis convaincu que 
l’on ne doit pas attribuer la recrudescence du crime au 
retour d’anciens combattants de la deuxiéme guerre mon- 
diale» ; et il a conclu en ces termes: «Je reste persuadé que le 
service militaire n’exerce, chez ceux qui y sont assujettis, 
aucune influence générale de nature 4 encourager la crimi- 
nalité. 


M. Glenn M. Kendall, Directeur du Reception Center du 
New York State Department of Correction, 4 Elmira, Etat 
de New-York, a parlé de quelques-unes des tendances qui 
se manifestent concernant les programmes d’éducation 
correctrice et défini de la fagon suivante celles qui se dessi- 
nent trés nettement: 1) création de cours et élaboration de 
projets en matiére d’éducation sociale; 2) création de cours 
de morale et de déontologie, inspirés dans une certaine 
mesure des cours donnés aux membres des forces armées ; 
et 3) création de services consultatifs a usage de groupes. 


M. G. Harrison, Directeur adjoint du Department of 





Correction de l’Etat de Michigan, a exposé une conception 
nouvelle des modalités de libération, mise récemment en 
pratique dans l’Etat de Michigan. Les détenus qui sont sur 
le point d’étre placés sous le régime de la libération con- 
ditionnelle et surveillée sont isolés dans un camp de 125 
hommes, situé 4 environ un demi-mille de la prison princi- 
pale, et progressivement rendus 4 la vie civile au cours d’un 
séjour d’une durée moyenne de trois semaines et demie au 
camp, aprés l’abandon de la discipline de la prison. «Le 
changement que I’on peut constater dans l’attitude de ces 
hommes 4 leur sortie du camp» a dit M. Harrison, «est 
l'une de nos réalisations incontestables, ... et 4 mesure que 
les tensions diminuent, les chances de succés de la libération 
conditionnelle augmentent. » 


Parlant au nom du Comité de I’Association chargé de 
l'étude et du traitement de la toxicomanie, présidé par M. 
Warden D. Knowlton Read, plusieurs autoritéscanadiennes 
ont rendu compte de |’état du probléme de la toxicomanie 
au Canada. Un certain nombre d’autres comités de I’ Asso- 
ciation ou d’organismes affiliés ont aussi présenté des rap- 
ports qui seront publiés dans les procés-verbaux officiels du 
Congrés. 


Entre autres, le Congrés adopta les résolutions suivantes: 


COOPERATION INTERNATIONALE 


Considérant que!’ Association a été en mesure au cours 
de sa présente session et grace a la participation a ses 
travaux du Dt Manuel Lépez-Rey, de noter avec intérét 
et satisfaction les activités importantes exercées par la 
Section de la Défense sociale de la Division des activités 
sociales de l’Organisation des Nations Unies dans les 
domaines de la prévention du crime et du traitement des 
délinquants, 


Décide en conséquence de prier par la présente résolu- 
tion le Président de I’ Association d’étudier la possibilité 
de réaliser une coopération plus étroite et plus systémati- 
que avec la ou les sections compétentes de l’Organisation 
des Nations Unies. 


DECLARATION RELATIVE AUX EMEUTES ET AUX TR 
QUI SE PRODUISENT DANS LES PRISONS 


Considérant que la série d’émeutes et de mutinerig 
dans les prisons américaines semble se prolonger, et 

Considérant que ces troubles, destructeurs et co 
semblent étre, tout au moins en partie, stimulés par 
publicité visant 4 faire sensation, 

Considérant que le grand public n’est pas su 
renseigné sur les causes réelles et fondamentales ¢ 
l’inefficacité de l’administration pénitentiaire, et 

Considérant que ladite administration ne peut tr 
améliorée sans l’appui éclairé du public, 

Décide en conséquence que!’ attention du public devrait 
étre appelée, chaque fois que l’occasion s’en présente, sy 
la déclaration publiée par Il’ American Prison Association 
concernant les causes des émeutes et des troubles dangle 
prisons, ainsi que les mesures préventives et les méthode 
de contréle applicables en la matiére ; 
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Décide en outre qu’il convient de rendre le public, aing 
que ses représentants élus, conscients de ce qu’une 
part de responsabilité leur revient inévitablement dan 
l'inefficacité des programmes pénitentiaires et come 
tionnels. 

OISIVETE DANS LES PRISONS 


Considérant que loisiveté forcée des prisonni 
demeure un mal flagrant dans les prisons américaines; 

Considérant Vétendue des informations erronées 
l’absence de connaissances sur la situation actuelle en 
matiére; et 

Considérant que la derniére enquéte nationale sur 
travail dans les prisons a été effectuée par le Depar 
of Labour des Etats-Unis en 1940; 


Décide en conséquence que |’ American Prison Asw 
ciation encouragera et assistera dans toute la mesure du 
possible la Penal Industries Association dans ses effort 
tendant 4 amener le Department of Labour des Etats 
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Unis ou toute autre institution appropriée 4 entreprende| UN jou 


4 une date rapprochée une enquéte complete sur le tre 
vail dans les prisons aux Etats-Unis. 


Troisieme Congres international de défense sociale 


Le troisieme congrés international organisé par la So- 
ciété internationale de défense sociale aura lieu du 19 au 24 
avril 1954 4 Anvers, Belgique. Le programme du congrés 
sera consacré au probleme particuli¢rement actuel de I’in- 
dividualisation de la sentence judiciaire et de son exécution. 

Le programme du congrés porte sur les points suivants: 

1. L’observation du délinquant avant jugement; 

2. La scission du procés en deux phases complémentaires : 

a) La matérialité des faits; 


b) Les mesures a appliquer ; 
3. Le contrdle judiciaire de l’exécution. 


Les problémes essentiels de la défense sociale seront 
al’ordre du jour du congrés et des sections spéciales 
organisées pour étudier dans tous leurs détails chacune 
phases de ce sujet. M. Paul Amor, représentant régi 
des Nations Unies dans le domaine de la défense 
assistera au congrés en qualité de représentant du Secrétal 
général des Nations Unies. 
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TROUBLE 


ruting,) et SOCIalement inadaptée 


oT, et 





La Commission consultative de l’enfance délinquante et 
S par une socialement inadaptée de I’ Union internationale de protec- 
tion del’enfance se réunira 4 Bruxelles du20 au 24 avril 1954. 
Lesujet de discussion sera «La différenciation des établisse- 
ments et celle des méthodes d’éducation dans les établisse- 


Commission consultative de l’enfance délinquante 


ments ». M. Paul Amor, représentant régional des Nations 
Unies dans le domaine de la défense sociale, assistera au 
congrés en qualité de représentant du Secrétaire général des 
Nations Unies. 


La quatriéme section du congrés s’attachera aux divers 


tales de 

et 
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>| Quatrieme Congrés de |l’Association internationale 
sentgu| des juges des enfants ” 

'SOCiation 

S dansly} 1’ Association internationale des juges des enfants 18, qui 

méthode} ast dotée du statut consultatif auprés de I’ Organisation des 


Nations Unies, doit tenir son quatriéme congrés a4 Bruxelles 
ins} du 16 au 19 juillet 1954. Ce congrés sera organisé sous le 
une larg} patronage du Gouvernement et du Ministre de la justice 
rent dans} belges. 








grés, A Bruxelles, en juillet 1930. Le deuxiéme congrés a eu 
jeu dans la méme ville, en juillet 1935. L’ Association a tenu 
son troisiéme congrés a Liége, en juillet 1950. 

Le prochain congrés s’attachera particuliérement a |’étu- 
de de «]’extension de la compétence des juridictions pour 
enfants ». Ce sujet a été choisi en raison de l’intérét qu’il y a 
4 développer les juridictions pour enfants, si l’on veut per- 
ale sur mettre aux tribunaux et organes administratifs qui s’occu- 
pent de l’enfance de prendre trés tét des mesures préven- 


par oo r et 

P tives dans le milieu social et familial de l’enfant. 

on Ass PROGRAMME 

nesure dy 3 , 

es effon| Au cours de ce congrés qui durera quatre jours, deux 


les Etas{ jours et demi seront consacrés au travail des sections, et 
reprendr| un jour et demi sera consacré a des visites de documentation, 
ur le tre} 4 des excursions et a des réceptions. 


Le congrés sera divisé en quatre sections de travail, dont 
le programme s’établira de la fagon suivante. 


La premiére section s’attachera essentiellement au statut 
de l'enfant, et traitera particuligrement de la protection 
sociale, morale et matérielle de l'enfant par |l’entremise 
(interventions judiciaires pour lui fournir une autorité 
parentale de remplacement dans toutes les circonstances 
od se constate une irrégularité de la structure de son milieu 
familial. 

La deuxiéme section sera consacrée aux interventions que 
justifient Jes relations entre l’enfant et ses parents; seront 
les sera} notamment étudiés, les critéres A appliquer en matiére 
(intervention. 

La troisiéme section aura 4 réexaminer le probléme que 
| posent les rapports de l'enfant et de la société et traitera 
du probléme général de l’enfance inadaptée et du probléme 


eee que l’on a coutume d’appeler délinquance juvé- 
nile, 


# Note préparée par le Secrétariat. 


* Des renseignements concernant l'organisation et les fonctions 
de l' Association ont été publiés dans un numéro précédent de la 
Revue internationale de politique criminelle (n° 1, janvier 1952, page 
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problémes relatifs 4 la protection de la jeunesse, notamment 
aux mesures préventives contre les effets pernicieux qu’exer- 
cent les diverses manifestations des moyens modernes de 
diffusion et les différentes formes actuelles de délassement. 


ORGANISATION DU CONGRES 

Le comité directeur de I’Association priera quatre per- 
sonnalités particuliérement qualifiées de réunir les diverses 
communications qui devront étre soumises 4 Monsieur le 
Juge Florimond Lox, Secrétaire général du Quatriéme Con- 
grés de |’Association internationale des juges des enfants, 
Palais de Justice, Bruxelles (Belgique) avant le 1* février 
1954. Les quatre «rapporteurs» auront pour tache de 
dégager une orientation commune et d’en rechercher les 
principes directeurs, de déterminer les conditions optimales 
des interventions préventives a partir de réalisations déja 
éprouvées et de préparer un projet de conclusions qui sera 
soumis a l’assemblée générale du congrés. Les de 
travail du congrés seront le frangais et l'anglais; toutefois, 
les communications peuvent étre rédigées en langue alle- 
mande, anglaise, espagnole, francaise ou italienne. 


PARTICIPATION AU CONGRES 

Le comité directeur de I’ Association invite 4 participer 
au congrés soit comme membres, soit comme observateurs, 
tous les magistrats attachés aux juridictions pour mineurs, 
les directeurs et les membres des services administratifs qui, 
dans certains pays, sont substitués aux juridictions, les 
délégués des associations qui groupent des magistrats de 
l’enfance, ainsi que les représentants des organisations 
nationales, régionales et internationales de protection ou 
de sauvegarde de l’enfance. 


Le comité directeur est d’autre part convaincu que la 
présence au congrés a cété des juristes, de représentants 
qualifiés des diverses disciplines qui se consacrent a l’exa- 
men et au traitement de l’enfance irréguliére ou inadaptée, 
faciliterait grandement l'étude des problémes qui doivent 
&tre examinés par le congrés. M. Paul Amor, représentant 
régional des Nations Unies dans le domaine de la défense 
sociale, assistera au congrés en qualité de représentant du 
Secrétaire général des Nations Unies. 

31). En mai 1952, Organisation des Nations Unies a acoordé a 


Association le statut consultatif de la catégorie B (Revere deer 
nationale de politique criminelie, n° 2, juillet 1952, page 96). 








Seccién en espanol exami 


La pena de muerte — Reino Unido’ 


El 4 de mayo de 1949 se cred una Real Comisién Brita- 
nica sobre la Pena de Muerte. Sus atribuciones eran «dic- 
taminar si debe limitarse o modificarse, conforme al derecho 
penal inglés, la imposicién de la pena de muerte a los reos 
de asesinato (murder)*. En caso afirmativo, con qué am- 
plitud y por qué medios. Plazo y demas condiciones de la 
reclusiOn que habrian de sufrir los condenados a muerte en 
lugar de esta pena y qué variaciones ello exigiria en el régi- 
men legal y penitenciario vigentes ; investigando y teniendo 
en cuenta al efecto la practica observada en aquellos paises 
cuya experiencia pueda arrojar alguna luz sobre tales 
cuestiones ». La Real Comisién present6 su informe al Par- 
lamento en septiembre de 1953. 


La Real Comisi6n invit6 a deponer a un numero con- 
siderable de personas y de organizaciones. Se publicé 
asimismo un aviso en la prensa por el cual se invitaba a toda 
persona que deseara deponer a comunicarse con el Secre- 
tario. A todas las personas que depusieron o fueron invita- 
das a deponer se les pidid, enel primer caso, que presentaran 
una declaracién por escrito. Se recibieron ademas muchas 
comunicaciones por escrito y algunos miembros de la 
Comisién visitaron ciertas prisiones a fin de estudiar las 
condiciones en que estan recluidos los penados que cumplen 
condenas de larga duracion, y las disposiciones retativas a 
la detencién de las personas condenadas a muerte y a la 
ejecucion de las penas. Respecto a otros paises, se remitid 
un cuestionario que cubre el campo de la investigacién, a 
los Gobiernos del Commonwealth, a los de Bélgica, Dina- 
marca, Francia, Italia, Noruega, los Paises Bajos, Suecia, 
Suiza y los Estados Unidos de América, y a los de los 
estados de California, Connecticut, Massachussetts, Michi- 
gan, Missouri, New Hampshire, New York y Wisconsin. 
Esta documentacioén fué complementada por las deposi- 
ciones de varias personas. Ulteriormente, Noruega, Suecia, 
Dinamarca, los Paises Bajos, Bélgica y varios estados de los 
Estados Unidos de América fueron visitados a fin de com- 
pletar la informacion escrita con investigaciones de primera 
mano. Aunque las atribuciones de la Comisi6n no son ex- 
plicitas a este respecto, el informe también contiene infor- 
macion acerca de si se debe, o no, mantener o abolir la pena 
capital; sobre el método de su ejecucion y sobre algunas 
cuestiones subsidiarias. 


La parte I del informe est4 dedicada a la « Limitacién o 
modificacién de los casos en que se habra de imponer la 
pena de muerte ». El capitulo primero versa sobre el castigo 
del delito de asesinato, que tradicionalmente se ha castigado 
con la pena de muerte. Si el jurado declara que una persona 
es culpable de asesinato, el juez tiene que pronunciar la 
sentencia de muerte, y no se deja a discrecién suya el im- 
poner una sentencia menos severa, salvo en dos clases es- 
peciales de casos: en Inglaterra y en Escocia una persona de 


* Royal Commission on Capital Punishment, 1949-1953, Report; 
Londres, Her Maijesty’s Stationery Office, 505 paginas, incluso 16 
apéndices, indice de casos ¢ indice general. El presente resumen ha 
sido preparado par la Secretaria. 

* Notade la Secretaria: Si bien algunos cédigos no distinguen la 
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menos de 18 afios de edad en el momento de la comisiéndg 
delito, en vez de ser ejecutada es recluida por un tiemp que ate 
conforme al arbitrio de S.M.; en Inglaterra, con arregloa}| ”: ‘ 
Sentence of Death (Expectant Mothers) Act de 1931, lamy,| ®"° 
jer encinta declarada culpable de asesinato tiene que g,| "8° 
condenada a prisién perpetua; en Escocia, la pratica «| °" d 
dejar a discrecién del Procurador de la Corona el mitigar\, | dat 
severidad de la ley. En Inglaterra también se sanciona cop ha lleg 
la pena de muerte la traicién, asi como la pirateria y elip. exam 
cendiar diques y arsenales ; en Escocia, la traicién y el causy abolic 
deliberadamente la muerte, ya sea por medio de arma de poe 
fuego, de arma blanca o de veneno, o por estrangulacién, aon ‘ 
a cualquier sibdito de Su Majestad, asi como el arrojar negatt 
Acido sulfirico o cualquier otra substancia corrosiva, cop ée la 


la intencién de asesinat o de causat lesiones corporal oe 
graves. que 
votro 


La Comisién declara: «Sin embargo, no existe quizis} syeb 
ninguna categoria de delitos que varie tanto en catdctery} jag d 
en culpabilidad como la categoria que comprende a los} je] de 
delitos abarcados por la definicién juridica de asesinato.»} jema: 
Las personas convictas pueden ser hombres, mujeres, jé- hes 
venes 0 personas apenas mayores que un nifio. Pueden ser, pra 
oO no ser, normales. El delito puede ser humano y compren- tee 
sible, o bien brutal y atroz; puede haber ocurrido enw debe 
momento de enardecimiento pasional o puede haber sido dia» 
premeditado y ejecutado a sangre fria, etc. Los motives para 
pueden también ser de muy diversa indole: venganza, cod- en qu 
cia, celos, ira, temor, compasion, desesperacidén, deber, ete, categ 
Nadie disputara que seria monstruoso imponer la pena& 
muerte por muchos de estos delitos. En muchos otros paises 
la ley limita la aplicacién de la pena de muerte a una cate “2 
goria mds brutal de homicidio, o dejando a discrecién & b> 
tribunal el decidir en cada caso; pero en Gran Bretafialk ot 
legislacién todavia refleja el concepto de una edad anteriar,| °° @ 
segun el cual todo asesino pierde su derecho a vivir por lenct 
haber quitado la vida a uno de sus semejantes. Esta rigi oe 
es el principal defecto de nuestra legislacién relativa d io 
asesinato. En la prdctica, esta inflexibilidad esta mitigad| “° § 
por el ejercicio de la Real Prerrogativa de Gracia. 


Después de referirse a las atribuciones del fiscal y # 
jurado en los casos de asesinato, el informe considera ls 
criticas que han sido formuladas respecto al uso de dich lim 
prerrogativa. Examina asimismo la funcidn de la pem P 
capital, funddndose en la clasificacién tradicional de ls 
finalidades de la pena: retribucién, intimidacién y readap 
tacién. Esta ultima finalidad suele considerarse como um nod 
funcién importante de la pena. Se dice que, con arregloa 
la experiencia de los paises donde no se aplica la pena capr debe 
tal, las probabilidades de readaptacién son por lo mens 
tan favorables entre los asesinos como entre las person tode 
que han comitido otras clases de delitos graves. Después@} — 
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figura especial del asesinato, en el curso de este trabajo se empl} bien 
el término «asesinato» para designar el homicidio con circunstanc™} de ¢ 
agravantes. El derecho inglés distingue entre murder (asesinato)}} prect 
manslaughter (homicidio simple). entre 











examinar los argumentos que tienden a probar que la pena 
capital tiene la virtud de intimidar, el informe dice que «es 
evidente que la pena capital no ha logrado intimidar cuando 
se ha cometido un asesinato. Podemos enumerar sus fra- 
casos, pero nO podemos enumerar sus éxitos. Nadie puede 
decir cudntas personas han dejado de cometer un asesinato 
por eltemor de ser ahorcados. Acerca de este punto tenemos 
que atenernos a pruebas indirectas y que no son concluyen- 
tes». Con arreglo a las declaraciones hechas por represen- 
tantes de la policia y del servicio de prisiones, la pena capital 
tiene una extraordinaria eficacia como medio de intimida- 
cién de los delincuentes profesionales. Teniendo en cuenta 
los datos proporcionados por las estadisticas, la Comisién 
ha llegado a la conclusién de que «de las cifras que hemos 
. fexaminado no se desprende de una manera clara que la 
ria y elin. OOO : ; 
y el caus abolicion dela pena capital haya producido un aumento del 
> arma de porcentaje de delitos de homicidios, ni que su reintroduc- 
1gulacién | ion haya producido una disminucién». Esta conclusién 
el anil negativa «no supone que se haya de concluir que la eficacia 
TTOjar ° ° ere ee 
>siva, con ée la pena capital como medio de intimidacién no puede 
orporal| * MAYOF que la de cualquier otra pena. Significa solamente 
que las cifras no proporcionan una prueba fidedigna en uno 
_ | uotro sentido. Sin duda, seria igualmente dificil encontrar 
ste quizis pruebas estadisticas de una relacién directa entre la severi- 
caractery| jad de cualquier otra pena y el aumento o la disminucién 
nde a los} jel delito con el cual tiene que ver. Intervienen en la cuestién 
€sinato.»} jemasiados factores ». 


dal e Los capitulos 2 y 3 tratan de propuestas concretas para 
. ompres enmendar la legislacion relativa al asesinato. En el capitulo 
do eal 2 se examinan dos cuestiones principales, a saber, a) Si se 
aber debe restringir o abolir la «doctrina de la intencién impli- 
~ | cita» del derecho inglés, y 5) si procede formular propuestas 
nal para modificar la legislacién en cuanto a las circunstancias 
lobe ete | 0 UC la provocacién puede reducir un homicidio de la 
. pens é categoria de asesinato a la de homicidio simple. 

ros paises La «doctrina de la intencién implicita » ha sido criticada 
una cate | “érgicamente en Inglaterra, y en cierta época los tribunales 
ecién &j Mostraron una tendencia cada vez mayor a limitar su apli- 
retafiak cacién. Con arreglo a esa doctrina, toda muerte en el curso 
anterior, de la comisién de cualquier delito grave que suponga vio- 
vivir por lencia es asesinato. En cuanto a la provocacidn, se dice que, 
ta rigides} ° ciertas circunstancias, la pasién causada por ella puede 
sativa a reducir el delito de la categoria de asesinato a la de homici- 
mitigade dio simple. 

Enel capitulo 3, la Comisién examina, entre otras cosas, 
los «pactos de suicidio » y los «homicidios piadosos ». Con 
arreglo al derecho inglés, el suicidio es un delito y «si dos 
personas pactan suicidarse y una de ellas muere en cum- 
plimiento del pacto, pero la otra sobrevive, la sobreviviente 
es culpable de asesinato » y, como tal, puede ser ahorcada. 
Respecto a los «homicidios piadosos » la opinién de que la 
sola palabra «asesinato» para designarlos tiene un gran 
poder de intimidacién fué reforzada por las declaraciones 
de varios testigos, fundadas en diversas razones. Si la mujer 
debe ser excluida de la pena de muerte fué otra de las cues- 
tiones examinadas. Se alegé que teniendo en cuenta que casi 
todos los asesinatos son cometidos por hombres, ya no hay 


"Nota de la Secretaria: Baby-farming es una forma hoy dia mas 
bien histérica de delincuencia. Su origen se hallaba en la prictica 
de entregar nifios a una familia de campesinos para que mediante 
precio, que muchas veces se pagaba de una vez en el momento de la 
entrega, cuidaran de ellos. No todos los nifios asi entregados eran 
ilegitimos, Los dadores del nifio raramente volvian a ocuparse de 
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justificacién para conservar la pena capital como castigo 
aplicable a la mujer como medio de intimidacién. La Co- 
misiOn considera que este argumento no es razonable. 
Ademias, como lo declararon varios testigos, entre los asesi- 
natos cometidos por mujeres ha habido casos atroces y 
despiadados de baby-farming * y de envenenamiento, en los 
cuales eximir de la pena de muerte no puede justificarse 
mientras se conserve la pena capital. La Comisién convino 
en que «no hay ningun argumento razonable para justificar 
una discriminacién entre el hombre y la mujer en esta 
cuestion ». La Comisién examin6 otra cuestion importante, 
estrechamente relacionada con los delincuentes adoles- 
centes, después de haber oido testimonios respecto a si 
conviene, 0 no, elevar la edad limite para la aplicacién de 
la pena de muerte. Con arreglo a la legislacién vigente, las 
personas de menos de 18 afios de edad en el momento de la 
comisién del delito no pueden ser condenadas a muerte y 
tienen que ser condenadas a prision por un periodo indeter- 
minado. Se expresaron opiniones contradictorias respecto 
a la conveniencia de elevar hasta los 21 afios la edad limite. 
Expuestas sucintamente, las razones alegadas a favor de la 
propuesta son las siguientes: 


a) No puede considerarse que las personas de menos de 
21 afios de edad han alcanzado la plena madurez; 


b) Juridicamente, una persona de menos de 21 aiios de 
edad no es considerada plenamente responsable; no puede 
votar, no puede ser propietaria de bienes inmuebles; no 
puede ser parte en un arreglo judicial sin licencia del tribu- 
nal; no puede otorgar un recibo valido; no puede testar a 
menos que sea soldado en tiempo de guerra; etc., todo ello 
debido a que la ley considera existe falta de madurez e irres- 
ponsabilidad; pero sin embargo dicha persona esta sujeta 
a la ultima pena; 


c) Cuanto mas jéven es el delincuente tanta mas proba- 
bilidad hay de que se reforme y pueda ser rehabilitado. 


Las razones alegadas en contra fueron las siguientes: 


a) Eximir en absoluto a las personas de menos de 21 afios 
de edad seria peligroso, especialmente ahora, cuando los 
delitos contra la vida y la integridad corporal han aumen- 
tado y muchos de ellos son cometidos por personas jévenes ; 

b) Hay algunos delincuentes expertos y habituales entre 
las edades de 18 y 21 afios; 

c) Eximir a un malhechor joven que asesina para medrar, 
alentaria a otros a proceder del mismo modo; 

d) Laedad de 18 afios es la del servicio obligatorio en las 
fuerzas armadas y también la edad en que, para los fines de 
las leyes de incapacidad mental (Mental Deficiency Acts), 
se supone que la inteligencia se ha desarrollado plenamente. 


En realidad, la Comisién estuvo dividida respecto a esta 
cuestién; seis miembros recomendaron que se elevara la 
edad limite y cinco se opusieron a tal cambio. 


El criterio del primer grupo es que «En casi todas las 
personas de menos de 21 afios de edad, el proceso de des- 
arrollo mental y emotivo aun no ha terminado y puede 


él y con frecuencia, por malos tratos o deficiente alimentacién o 
mediante ambos, el nifio moria. En ocasiones, una misma mujer 
se hacia cargo de varios nifios. La legislacién inglesa puso término 
a tales entregas. En puridad se trataba de formas encubiertas de 
homicidio o de asesinato. 





producir un estado de inestabilidad, es decir, un estado en 
que la fuerza de las reacciones del individuo no guarda 
proporcion con la fuerza del estimulo. A veces esa inesta- 
bilidad es tan manifiesta que produce «una perturbacion 
mental»... Teniendo en cuenta este tipo de inestabilidad... 
se presume, para diversos fines, ... que seria imprudente 
atribuir a una persona de menos de esa edad la plena res- 
ponsabilidad de un adulto. La eleccion del 21° cumpleaifios 
como fecha determinante es arbitraria, como tiene que 
serlo todo limite de edad; pero la presuncién convencional 
de que 21 afios es la mas temprana edad en que cabe esperar 
que una persona es plenamente responsable, esta fundada 
en generaciones de experiencia humana y ha sido recono- 
cida en varias legislaciones...». La opinién del segundo 
grupo se basa, principalmente, en las siguientes considera- 
ciones: «... falta de madurez es una expresién ambigua. 
Si un delincuente menor de 21 afios carece de madurez ... 
esa circunstancia puede legitimamente ser invocada para que 
se le trate con clemencia. Pero si se dice que todas las per- 
sonas de menos de 21 afios carecen de madurez ... no po- 
demos aceptar esa opinion, ni creemos que esté confirmada 
por los testimonios que nos han sido presentados». Por 
consiguiente, se declaré que lo que conviene hacer es exa- 
minar las circunstancias de cada caso. Mas adelante se dice 
lo siguiente: «Por otra parte, no podemos pasar por alto 
que, en lo que se refiere a las personas entre 17 y 21 afios de 
edad, el grave aumento sobrevenido en la comisién de 
delitos violentos desde el comienzo de la guerra todavia no 
parece haber amainado. Aunque la virtud de intimidacién 
de la pena capital no puede medirse ... no podemos creer 
que sea oportuno en estos momentos prescindir de la efi- 
cacia represiva que pueda tener en los delincuentes de 
esta edad ». 


El capitulo 4 trata de la perturbaci6én mental y la anor- 
malidad mental. El objeto de la investigacién era examinar 
«hasta qué punto las personas que sufren de perturbacién 
mental, de deficiencia mental o de otras formas secundarias 
de anormalidad mental deben por ello ser eximidas de que 
se les aplique la pena de muerte por asesinato ». Después de 
considerar el significado de los términos «anormalidad 
mental», «alienacién mental», «perturbacién mental» y 
«responsable », el informe examina la cuestién de la impu- 
tabilidad, especialmente la aplicacién de las «Reglas de 
M’Naghten ».* Con algunas opiniones disidentes, la Co- 
misiOn estima que se debe cambiar la legislacién sobre esta 
materia. 


El capitulo 5 trata de la cuestidn de la culpabilidad 
atenuada. Después de examinar la legislacién y la practica 
actuales, considera la cuestiOn de la epilepsia y la cuestién 
de la personalidad psicopatica. 


El capitulo 6 versa sobre cuestiones de prdctica y proce- 
dimiento en relacién con la demencia y las anormalidades 


* Nota de la Secretaria: Desde 1843 se ha reconocido que la prueba 
de responsabilidad en los casos de demencia est4 enunciada en las 
respuestas de los jueces a las cinco preguntas que les fueron dirigidas 
por la Camara de los Lores en el caso de Daniel M’Naghten, a 
quien se declaré6 demente cuando fué acusado de haber asesinado 
al sectetario particular de Sir Robert Peel. Aunque estas reglas han 
sido criticadas, suelen ser reconocidas como parte del derecho 
vigente y son conocidas bajo el nombre de «Reglas de M’Naghten». 
Lo esencial de las Reglas est4 contenido en el siguiente pasaje de la 
respuesta a las preguntas II y I, que los jueces citan o mencionan 
continuamente en sus instrucciones a los jurados en casos en que 
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mentales. Las siguientes cuestiones se examinan Con espegiy 
detenimiento: el nombramiento por el tribunal de 
médicos; des el juez o el fiscal quien debe estar facultag, 
para alegar el argumento de demencia en el momento de}, 
comisién del delito? Tambien se examina la cuestion gy 
veredicto: «culpable, pero demente ». 


Los capitulos 7 y 8 consideran las «Propuestas general 
para modificar la legislaciOn relativa al asesinato ». Seex. 
minan, entre otras, las cuestiones siguientes : la formulacigy 
de una nueva definicién de asesinato; los grados qq 
asesinato; y propuestas tendientes a que se deje a discre. 
cién del juez o del jurado el sustituir una pena menor, 


El! capitulo 9 trata de las «Propuestas que afectan a}, 
real prerrogativa de gracia» y el capitulo 10 contiene jy 
conclusiones finales relativas a la parte I del informe, 


La parte II examina «Con qué podria sustituirse la peng 
de muerte » y el capitulo 11 considera entre otras cuestiones, 
las siguientes: los asesinos como una «clase»; las condj. 
ciones de detencién de los penados que han de cumplir 
condenas largas; la duracién de la detencién de los penados 
convictos de asesinato; el tratamiento de las personas me. 
talmente anormales y asistencia postinstitucional. (Algums 
de estas cuestiones estan relacionadas con varios aspectos 
del tratamiento de los delincuentes, por lo cual son resum- 
das aqui con algun detenimiento.) 


La Comisi6én refuta la creencia popular conforme al 
cual los penados que estan cumpliendo una pena de prisién 
perpetua forman una clase de presos particularmente dis. 
cola y peligrosa una vez que han sido convictos de asesinato, 
Seguin los testimonios presentados, los asesinos — en m- 
chos casos el asesinato es su primer delito — no suelen da 
lugar a perturbaciones extraordinarias. «Esto concuerds 
con la experiencia de paises donde se ha suprimido la pem 
de muerte ... Alo que parece, en todos los paises los asesinos 
se comportan, en conjunto, mejor que la mayoria de lo 
penados ». Ademas, se afiade: « Nien el Reino Unido, nia 
la mayoria de los otros paises se somete a los convictosé 
asesinato a condiciones de reclusién diferentes de las & 
otros penados que estan cumpliendo condenas largas. Toda 
propuesta tendiente a que sean sometidos a un tratamiento 
especialmente riguroso seria contraria al principio recom 
cido en materia de administracién carcelaria, segtn el cul 
la reclusiOn es la pena y no es atribucién de las autoridades 
carcelarias intensificar el castigo dia por dia mediante cor 
diciones primitivas de disciplina, trabajo, alimentaciény 
tratamiento general ». El informe se refiere a Ja importanca 
del sistema de las colonias penales abiertas semivigilads 
introducido desde la ultima guerra para reclusos select 
nados, tal como se practica en Suecia y en otros paises. «la 
ventaja atribuida a la colonia penal abierta semivigilaéa 
es que sirve como correctivo de los efectos «deformante» 
de la reclusién al estimular en el recluso la confianza ens 


como medio de defensa se ha aducido la perturbacién mesa: 
« Debiera decirse a los jurados que se presume que toda persoma 
cuerda y que posee un grado de razn suficiente para ser responsallt 
por sus delitos, mientras no se haya probado lo contrario a su ents 
satisfaccién; y que para fundar una defensa en la demencia, a 
probarse claramente que, al cometer el acto, el acusado se halla 
bajo la influencia de un trastorno tal de su raz6n, por enajenadit 
mental, que no podia comprender la naturaleza y calidad del a 
que estaba cometiendo o que, si lo comprendia, no comprendia @& 
estaba cometiendo algo malo.» 
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mismo, el respeto propio y el sentido dela responsabilidad ». 
La desventaja, por lo menos en teoria, es la posibilidad de 
escapar. Pero, en la practica, la experiencia ha sido tran- 

quilizadora. El cuadro siguiente, relativo a la colonia penal 
ibierta semivigilada de Leyhill, que fué inaugurada en 1946, 
es muy ilustrativo : 


Ano Poblacién media diaria Escapes 
1946(6meses) . 166 2 
eae 242 14 
ON oe: Msi a Su 308 8 
MY Ss ek es 330 5 
eee 270 1 
are 247 1 
ee cate, auth 280 - 


La disminuciOn en el numero de escapes se atribuye en 
a la cuidadosa seleccién de los reclusos.* La gran 
mayoria de los asesinos de cuyas penas se ha aplazado la 
gjecucion cumplen parte de su condena - a menudo una 
parte considerable — en tales colonias. 


El informe contiene informacién muy valiosa acerca de 
la organizacion y la importancia del trabajo carcelario en el 
Reino Unido y en otros paises. Se subraya el cardcter re- 
formatorio del trabajo y se examina también la cuestién 
del salario. En general, los montantes de los salarios son 
mucho mas elevados en los paises europeos que en el Reino 
Unido. Respecto a las que hoy se aplican en el Reino Unido, 
y que fueron revisadas en 1951, se indica que tal vez con- 
vendria aumentarlos. 


En cuanto a la duracién de la reclusién de los penados 
convictos de asesinato, el informe dice que las penas de 
prision perpetua nunca se cumplen totalmente. La practica 
actual muestra que todavia continua una tendencia a redu- 
cir su duracién, que empezo hace casi cien afios. En 1866, el 
periodo minimo era de veinte afios; a principios de este 
siglo el periodo de veinte afios vino a considerarse como el 
maximo. En los afios que transcurrieron entre las dos 
guerras mundiales, el periodo normal de reclusion fué redu- 
cido ain mds. Desde 1939, casi todos los penados condena- 
dos a prisin perpetua han sido libertados después de haber 
pasado de diez a trece afios en reclusién. Durante la ultima 
guerra el perfodo normal de reclusién fué reducido nueva- 
mente y la mayoria de los penados fueron puestos en liber- 
tad después de haber estado recluidos de seis a diez afios. 
Después de la guerra, este periodo ha sido alargado ligera- 
mente debido al aumento de los delitos contra la vida y la 
integridad corporal. En la practica actual, el periodo de 
quince afios es excepcional; el periodo normal es mucho 
mas corto. Mas adelante, el informe dice: «Hasta en los 
paises donde se ha suprimido la pena de muerte, es raro que 
se considere que la proteccién de la sociedad requiere que 
el asesino mentalmente normal sea reclufdo en prisién el 
testo de su vida, o incluso por periodos muy largos. Los 
testimonios... muestran que la reclusién de por vida es muy 
rara, salvo (en algunos estados de los Estados Unidos) 


4) Cuando un penado ha sido recluido por toda la duracién de 


su vida natural ... Los testimonios parecen ser concluyentes 
tespecto a que poner en libertad a los penados condenados 
4 prisién perpetua, actualmente ocasiona poco riesgo,..No 
se aumentarfa el riesgo en un grado significativo si se pu- 


* Nota de la Secretaria: Sobre esta materia véase el estudio titula- 
do: Open institutions in the English penal system, de Sir Lionel W. 
Fox, en el ntimero 2 de la Revista. 
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sieran en efecto nuestras propuestas para limitar la pena de 
muerte. » La raz6n principal contra los periodos de reclu- 
sion largos es la «deterioracion » del penado. Los periodos 
de reclusién largos hacen cada vez mas dificil que el penado 
pueda volver a establecerse fuera de la prision y aumentan 
el riesgo de deterioracién mental y fisica. El informe resume 
las divergencias de opinién sobre esta cuestion e indica los 
diferentes significados de la palabra «deterioracién ». 


Tocante al tratamiento de las personas mentalmente per- 
turbadas, el informe analiza los diferentes criterios y los 
métodos sugeridos. 


Aunque la cuestién de la asistencia postinstitucional sdlo 
concierne a la Comision en un determinado aspecto, éste es 
de importancia extraordinaria. «Al penado que ha cum- 
plido condena por asesinato le es probablemente mas dificil 
que a otros ajustarse de nuevo a la vida civil, tanto por la 
naturaleza de su delito como porque su permanencia en la 
institucién penal puede haber sido excepcionalmente larga. 
En Inglaterra, la asistencia postinstitucional a los penados 
que han cumplido condenas largas incumbe a la Asociacién 
Central de Asistencia Postinstitucional (Central After-Care 
Association). ...El trabajo de la asistencia postinstitucional 
se divide en dos etapas distintas : una de contacto preliminar 
en la prisién, y otra de ayuda después de la excarcelacién. 
La segunda etapa es la mds importante... La tarea de 
ayudar al penado estaba antes a cargo de los «socios » de la 
Asociacién Central... Los funcionarios encargados de la 
vigilancia en el régimen de prueba tienen ahora, en virtud 
de la Ley de justicia penal (Criminal Justice Act) de 1948, 
la obligacién constitucional de «asesorar, ayudar y pro- 
teger »... a las personas que han sido excarceladas. En cum- 
plimiento de esta disposicién, se les requiere que tomen a 
su cargo la prestacién de asistencia a las penados que han 
cumplido condenas de larga duracién... Han asumido esta 
tarea en Inglaterra, pero esta practica esta todavia en una 
fase de prueba...». 


Hay un punto que la Comisién examina con mas deteni- 
miento. Se sugirié que se pusiera en libertad a las personas 
condenadas a prisién perpetua bajo condicién de mante- 
nerse periddicamente en contacto con visitantes de asisten- 
cia postinstitucional y, en caso necesario, con la policia, 
durante un periodo considerable después de la excarcela- 
cidn. Esto se considera como una proteccién tanto para el 
publico como para el penado. Con arreglo a la seccién 27 
de la Ley de prisién (Prison Act) de 1952, a los penados que 
cumplen condenas de prisién perpetua pueden series im- 
puestas las condiciones que el Secretario de Estado, de 
tiempo en tiempo, determine. En la practica, sin embargo, 
no se imponen condiciones especiales. 

La Comisién estima que no seria conveniente imponer sin 
discriminacién a todos los penados condenados a prisién 
perpetua la obligacién de mantenerse en contacto con las 
autoridades encargadas de prestar asistencia postinstitu- 
cional durante un largo periodo después de suexcarcelacién. 
Sélo en algunos casos — penados mentalmente anormales 
0 que tienen malos antecedentes como delincuentes - deben 
aplicarse tales condiciones, bien solas, bien combinadas 
con otras. 

La parte III contiene tres capitulos; el capitulo 12 trata 


de «La sentencia de muerte». Analiza la forma tradicional 
de pronunciarla y se recomiendan algunas modificaciones ; 





el capitulo 13 versa sobre los « Métodos de ejecucién ». Se 
examinan las formas siguientes: la horca, la electrocucién, 
los gases letales y algunos aspectos relacionados con los 
sentimientos de humanidad y de decencia. Bajo el titulo 
«Nuevos métodos de ejecucién » se hace un estudio com- 
pleto de la cuestidn de la inyeccién de efectos letales y otros 
asuntos conexos. Este capitulo trata también la cuestion del 
«Periodo entre la sentencia y la ejecucién », que abarca los 
puntos siguientes: duracion del periodo; celda del conde- 
nado; sedantes y suicidio. Otros de los temas tratados son: 
el verdugo y los verdugos asistentes; las ejecuciones «do- 
bles»; modo de disponer del cadaver y los efectos de las 
ejecuciones sobre los funcionarios de la carcel y los demas 
penados; y la publicidad relacionada con las ejecuciones. 


El capitulo 14 contiene el « Resumen de las conclusiones 
y recomendaciones ». Estas se transcriben a continuacién.® 


Parte I — Limitaci6n o modificacién de los casos en que se habra de 
imponer la pena de muerte 


SANCION DEL ASESINATO 


*1) El principal defecto de la legislaci6n relativa al asesi- 
nato es que dispone una sola sancién para un delito cuyos 
grados de culpabilidad pueden variar mucho (pdarra- 
fos 17-22). 


*2) En la actualidad, esta rigidez solo esta mitigada por 
el ejercicio de la real prerrogativa de gracia. Pero este 
sistema esta sujeto a censura y sera menester que, al con- 
siderar si deben limitarse los casos en que se habra de im- 
poner la pena de muerte, se tenga en cuenta si la reduccién 
que actualmente efectua el ejercicio de la prerrogativa puede 
lograrse por otros medios (parrafos 46-49). 


*3) Estas cuestiones suponen un examen de la finalidad 
de la pena de muerte. De los tres fines que suelen asignarse 
a las penas — retribucion, intimidacion y readaptacién - 
la intimidacion suele ser considerada como la mds impor- 
tante, aunque no puede desconocerse la continua demanda 
de retribucién por parte de la opinion publica. Cabe presu- 
mir que la pena de muerte tiene mas fuerza para intimidar 
a los seres humanos normales que cualquier otra forma de 
castigo. Hay indicios (pero no datos estadisticos convin- 
centes) de que realmente es asi; y también de que su aboli- 
cin puede ser seguida durante un corto tiempo por un 
aumento en el nimero de homicidios y delitos contra la 
vida y la integridad corporal. Pero no hay ninguna prueba 
de un aumento duradero, y hay muchos delincuentes sobre 
los cuales el efecto de intimidacién es limitado y a menudo 
puede ser insignificante. Importa, pues, considerar el pro- 
blema en una perspectiva razonable y no establecer una 
politica penal respecto al asesinato basada en calculos exa- 
gerados del incomparable poder de intimidacién de la pena 
de muerte (parrafo 68). 


PROPUESTAS PARA MODIFICAR LA LEGISLACION RELATIVA 
AL ASESINATO 


*4) La doctrina de la «<intencién implicita» (constructive 
malice) debe abolirse en el derecho inglés; pero tanto los 
coautores del delito grave como los instigadores deben 


5 Nota de la Secretaria: Las mds importantes estan impresas en 
el informe en letra negrilla, que aqui se reemplaza por un asterisco. 
Las menciones de los parrafos se refieren al informe. 
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poder ser condenados por asesinato si el autor puede ser) 
(parrafo 121). Estimamos que se podria hacer este cambjg 
mediante una disposici6n legal especial, sin dar una defini. 
cin juridica del delito de asesinato ni alterar la common Ig, 
en otros respectos (parrafo 123). 


*5) No se recomienda ningun cambio en la condiciy 
requerida por la actual legislacién, segun la cual a fin & 
reducir la calidad del delito de asesinato a homicidio 9, 
homicidio culpable, la provocacién habra de ser tal 
prive a un hombre cuerdo del uso de la raz6n (parrafo 149), 


*6) No debe establecerse ninguna distincién entre , 
provocacién por medio de palabras y otras formas de pro. 
vocacion. Si el jurado estima que el acusado maté bajp 
efectos de una provocacién que le privé del propio dominio, 
privacién que normalmente se produciria en todo hombre 
razonable, la indole de la provocacion, que es algo distinto 
del grado de la misma, es irrelevante. Por tanto, la legis. 
lacion debe modificarse conforme a dicho criterio (parrafos 
151 y 152). Cualquier modificacién que se introduzca debe 
aplicarse tanto en Escocia como en Inglaterra (parrafo 153), 


7) No se recomienda que se introduzca ninguna modif- 
cacion en la Ley sobre infanticidio (Infanticide Act) de 19% 
(parrafo 162). 


*8) Lalegislacion de Inglaterra debe modificarse de modo 
que disponga que toda persona que ayude, induzca 0 ins. 
tigue a otra persona a suicidarse debe ser considerad, 
como culpable, no de asesinato, sino del delito de suicidio, 
y debe ser penada con prisién perpetua (parrafo 173); pero 
si el sobreviviente de un pacto de suicidio fué quien matéa 
la otra parte en el pacto, debe ser responsable de asesinato 
(parrafo 176). 


9) Un cambio semejante no es necesario en Escocia, 
donde ni el suicidio ni la tentativa de suicidio constituye: 
infraccién delictuosa (parrafo 167). 


*10) Noes posible formular una definicién satisfactora 
de los «homicidios piadosos» (mercy killings), con arregh 
a la cual las personas que hayan cometido un «homicide 
piadoso» puedan ser condenados por delito distinto & 
asesinato (parrafo 180). 


*11) No hay ningin fundamento razonable en virtud é 
cual pueda eximirse a las mujeres de sufrir la pena de muerte 
mientras ésta siga aplicandose a los hombres (parrafo 187), 


*12) Recomendamos por una mayoria de 6 votos conta 
5 que el limite legal de edad por debajo del cual nadie haé 
ser condenado a la pena de muerte sea elevado de los ff 
a los 21 afios, tanto en Inglaterra como en Escocia (p+ 
rrafo 195). 


DEMENCIA Y ANORMALIDAD MENTAL 


1. Responsabilidad penal 
Demencia 


13) Capacidad procesal. No recomendamos que se intr 
duzca cambio alguno en la prdctica seguida en Inglatem 
respecto a la invocacién de irresponsabilidad fundada enk 
demencia al establecerse la acusacién (pdrrafo 224), aunge 
si secundamos la recomendacién del Comité Atkin, segit 
la cual ninguna persona inculpada debe ser declarada & 
mente al establecerse la acusacién, excepto mediante tes 
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monio de, por lo menos, dos médicos, salvo en casos muy 
claros (parrafo 225).® 

14) No se recomienda ningtn cambio en la practica de 
invocar la cuestién prejudicial de demencia en Escocia 
(parrafo 255) (excepto cuando se trata de deficiencia mental. 
Véase la recomendacidén contenida en el parrafo 21). 


15) La demencia como causa de irresponsabilidad. Desde 
hace siglos se reconocié que si una persona estaba, en el 


que} momento de cometer un acto ilicito, mentalmente tan per- 


turbada que no fuese razonable considerarla culpable no 
debia estimarsele responsable ni a ser penada con arreglo 
a la legislacidn penal. Suponemos que este antiguo y hu- 
manitario principio seguira observandose (parrafo 278). 


*16) Cuando se declara a una persona irresponsable de 
un delito cometido, por una persona que sufre de perturba- 
ciones mentales tan graves que debe ser considerado como 
demente, se debe normalmente estimar que existe una fuerte 
presuncion de que la demencia es la unica causa del delito 
o una de las causas esenciales. Lo mismo cabe decir en los 
casos que presentan las formas mas graves de deficiencia 
mental y de ciertos estados epilépticos (parrafos 286 y 287). 


*|7) Estimamos, salvo un voto disidente, que la investi- 
gacion de la imputabilidad establecida en Inglaterra por las 
M’Naghten Rules es tan defectuosa que la legislacién sobre 
la materia debe cambiarse (parrafos 296 y 332). 


*18) Si se hubiese de cambiar extendiendo el alcance de 
las Reglas, proponemos que se adopte una formula en con- 
sonancia con las siguientes normas: 


«El jurado debe estar convencido de que, en el momento 
de cometer el delito, el acusado, como resultado de una 
enfermedad mental o de deficiencia mental: a) no conocia 
la naturaleza y clase del acto; o 5) no sabia que era ilicito; 
0c) era incapaz de abstenerse de cometerlo.» (Parrafo 317.) 
Si bien es posible que esta formula no resulte enteramente 
satisfactoria, estimamos (salvo un voto disidente) que seria 
preferible modificar asi las Reglas que dejarlas como estan 


(parrafo 333). 


*19) Consideramos (salvo tres votos disidentes) que la 
modificacién preferible seria la de abrogar las Reglas de 
M’Naghten y dejar que el jurado determine si el acusado, 
cuando cometid el acto, padecia de una enfermedad mental 
o de deficiencia mental en un grado tal que no deba ser 
declarado responsable (paérrafo 33 y memorandum de di- 
sensibn, p. 285) (véase la recomendacién contenida en el 


parrafo 21). 

*20) No es necesario introducir ninguna modificacién 
en la legislacién vigente de Escocia en materia de imputa- 
bilidad (parrafo 33) (excepto en cuanto a deficiencia mental. 
Véase la recomendacion contenida en el parrafo 21). 


Deficiencia mental 


*21) La determinacién de la demencia al establecerse la 
acusacién (0, en Escocia, en la audiencia) y la alegacién de 
demencia por la defensa, no debe establecer ninguna distin- 
cién en derecho entre la deficiencia mental y la demencia 


* Nota de la Secretaria: En 1922, el Lord Canciller nombré una 
Comisidn, presidida por Lord Atkin, «para considerar los cambios 
que convendria introducir en la legislacién, en la practica y en el 
procedimiento vigentes en materia de enjuiciamiento criminal, cuan- 
do se alega la inimputabilidad fundada en la demencia - y si deben 
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(parrafos 342 y 356). En la practica, hay grandes variaciones 
de capacidad mental y de responsabilidad entre las personas 
mentalmente deficientes ; e incumbira al jurado decidir en 
cada caso si el grado de deficiencia mental es tal que se 
debe considerar al acusado incapaz desde el punto de vista 
procesal o penalmente irresponsable (parrafos 348 y 357). 


Investigaciones médico-legales oficiales 


22) Los poderes del Ministro del Interior para ordenar, 
en virtud del inciso 4 del parrafo 2 de la Criminal Lunatics 
Acts, de 1884, investigaciones médico-legales respecto al 
estado mental de una persona condenada a la pena de 
muerte, deben mantenerse (parrafo 372). 


2. Responsabilidad atenuada 


23) La pena de muerte no debe ejecutarse en ninguna 
persona que pueda ser declarada legalmente como deficiente 
mental (parrafo 385). 


24) Cuando un asesinato es cometido por una persona 
que sufre de epilepsia en circunstancia que no justifican que 
se la considere enteramente irresponsable por razén de 
demencia, la decisién de ejecutar, o no ejecutar la pena de 
muerte debe examinarse a la luz de la presuncién de que, 
si no la epilepsia misma, la latente anormalidad del cerebro 
puede haber suministrado un eslabén en Ja cadena de 
casualidad que condujo al delito (parrafo 392). 

25) Si la personalidad psicopatica del delincuente no 
justifica por si misma la exencién de demencia como de- 
fensa, dicha personalidad debera ser tenida en cuenta al 
decidir si la pena de muerte debe ser ejecutada (parrafo 401). 

26) No parece que haya justificacién para modificar la 
ley de Escocia que dispone que se pronuncie una pena in- 
determinada en todos los casos en que el jurado acepte el 
alegato de responsabilidad atenuada (pdrrafo 406). 


*27) Aunque la doctrina escocesa de la «responsabilidad 
atenuada » da resultados satisfactorios en Escocia, no nos 
es posible recomendar su adopcién en Inglaterra (pa- 
rrafo 413). 


3. Cuestiones de practica y procedimiento 


Examen del estado mental de los detenidos aguardando sen- 

tencia bajo inculpacién de asesinato 

*28) En Inglaterra y en el Pais de Gales el estado mental 
de toda persona detenida, acusada de asesinato, debe ser 
examinado por dos médicos, de los cuales por lo menos uno 
debe ser un psiquiatra calificado que no forme parte del 
servicio médico penitenciario, y el otro, por lo general, un 
miembro experimentado de dicho servicio (parrafo 422). 
El especialista que no pertenezca al servicio médico debe 
ser nombrado por los Comisionados de Prisiones (parrafo 
428). Quiza no sea posible implantar inmediatamente dicho 
sistema en todos los casos, pero debe aplicarse en seguida 
siempre que haya motivo para presumir que el acusado no 
es mentalmente normal (parrafo 429). 


introducirse cambios - y, en caso afirmativo, ciales - en la legisiacién 
y en la practica vigentes a los casos previstos en el inciso 
4 del parrafo 2 de la sobre lundticos delincuentes (Criminal 
Lunatics Act) de 1884, ¢ i al respecto», 





29) En la medida que lo permitan las falta de personal, 
los Comisionados de Prisiones deben disponer que los em- 
pleados de los hospitales penitenciarios reciban forma- 
cién profesional en el cuidado de enfermos mentales 
(parrafo 436). 


30) Los métodos seguidos actualmente en Escocia son 
los mejores que las circunstancias permiten y pueden con- 
siderarse satisfactorios (parrafo 430). 


31) Nos impresionaron las clinicas especiales de psi- 
quiatria forense que visitamos en Europa, pero nuestras 
atribuciones no nos autorizan a recomendar que tales cli- 
nicas se establezcan en este pais (parrafo 432). 


32) No seria factible disponer que las personas inculpa- 
das de asesinato sean llevadas a un hospital para enfermos 
mentales a fin de ser examinadas (parrafo 436). 


Nombramiento de testigos médicos por el tribunal 


33) No recomendamos que sea el tribunal, en vez del 
fiscal o el abogado del acusado, quien nombre a los testigos 
médicos.’ Eso constituiria un cambio fundamental en el 
procedimiento de los tribunales y tendria repercusiones 
enteramente ajenas al campo limitado de nuestra encuesta 
(parrafo 441). 


Propuesta tendiente a dividir el juicio en dos etapas 


34) No recomendamos que se adopte la propuesta que 
nos fué hecha, tendiente a que se considere en una etapa 
separada del juicio, después que el jurado haya encontrado 
que el detenido cometi6 el delito que se le imputa, la alega- 
cién de demencia que pueda presentar el abogado del 
acusado (parrafo 453). 


¢ Debe estar facultado el juez o el fiscal, para alegar la de- 
mencia en elmomento de la comisién del delito? 


35) Aunque en Escocia, la Corona tiene la facultad de 
poder alegar la demencia aun en contra de los deseos del 
abogado del acusado, no creemos conveniente extender 
dichas facultades en Inglaterra (parrafo 454). 


*36) Tanto en Inglaterra como en Escocia, deberia dar- 
sele facultad al juez para suscitar la cuestion de la demencia; 
de requerir cualesquiera pruebas que sean pertinentes y de 
someter la cuestidn al jurado, si existe fundamento para 
creer que el acusado se hallaba demente en el momento de 
la comision del delito, y que, en interés de la justicia, con- 
vendria decidir ésta cuestidn (parrafos 454 y 445). 


El veredicto de «culpable pero demente » 


37) La legislacion del Reino Unido debiera modificarse 
de modo que quede abolido el veredicto de culpable pero 
demente y substituido por el de absolucién por causa de 
demencia (parrafo 459). 


Traslado a Broadmoor de las personas declaradas dementes 
después de una investigacién médica oficial 


38) Debe concederse un indulto condicional que con- 
mute la pena de muerte por la de prisién perpetua a toda 
persona declarada demente mientras esté condenada a 


7 Nota de la Secretaria: En \a terminologia procesal penal ibero- 
americana los wtestigos médicos» son los peritos médicos. 
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muerte antes de ser trasladada a Broadmoor. En caso % 
duda respecto a la posibilidad de seguir este procedimien, 
con arreglo a las disposiciones de la legislacién vigente, ¢. 
chas disposiciones deben enmendarse (parrafo 460). 


PROPUESTAS GENERALES DE MODIFICACION DE LA LEGISLACIy 
RELATIVA AL ASESINATO 


Nueva definicién del asesinato 


*39) No es factible formular una definicidn legal dg 
asesinato que limite validamente el alcance de la pena & 
muerte sin presentar graves desventajas en otros respects 
(parrafo 483). 

*40) El alcance de la ley sobre asesinato en Escocia g 
satisfactorio y no se necesita introducir en ella ningun 
modificacion (parrafo 484). 


Grados del asesinato 


*41) No es factible encontrar un método satisfactorig 
para limitar el alcance de la pena de muerte dividiendo¢ 
asesinato en grados, propuesta que, ademas, da lugar 
otras objeciones (parrafo 534). 


Propuestas tendientes a que se deje a la discrecién del jug 
o del jurado, el substituir la pena de muerte por una pen 
mds leve 


*42) No recomendamos que se den poderes al juez para 
substituir la pena de muerte por una pena mas leve end 
caso de convictos de asesinato (parrafo 549). 


*43) La alternativa de dejar a la discrecién del jurado ¢ 
decidir en cada caso si procede substituir la pena de muerte 
por la de prisidn perpetua ha dado, en general, bueng 
resultados en los paises donde ha sido adoptada (parrafo 
594). La posibilidad de implantarlo en Gran Bretajia 
sido examinada y se llega a la conclusién de que se podra 
elaborar un procedimiento viable (parrafo 567) y de ques 
la Gnica manera practica de permitir a los tribunales, y no 
al Poder Ejecutivo, tener en cuenta cualquier circunstanca 
atenuante, a fin de corregir la rigidez que es el principal de 
fecto de la legislacién actual (parrafo 595). 


LA REAL PRERROGATIVA DE GRACIA 


44) Rechazamos la propuesta tendiente a que, al cor 
siderar si procede recomendar el ejercicio de esta prerroge 
tiva, el Secretario de Estado esté asistido por un grupo 
asesor compuesto de jueces 0 por un comité asesor de ut 
caracter mas ampliamente representativo (parrafo 60) 


45) No recomendamos que el Secretario de Estado 
publique las razones en que funda sus resoluciones (pe 
rrafo 603). 


CONCLUSION FINAL SOBRE LA CUESTION PRINCIPAL 


*46) Reconocemos que puede estimarse que las desver 
tajas del sistema de dejar la decisién «a la discrecién d4 
jurado » exceden a sus ventajas. Si prevaleciese esta opiniés, 
habria que concluir que en nuestro pais se ha llegado a um 
etapa en que queda muy poco por hacer para limitar eficat 


mente los casos en que se habrd de imponer la pena & la 


muerte, y que en tal caso la cuestidn a decidir seria sié 
pena de muerte debe mantenerse o abolirse (parrafo 61)} 
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parte Il — Condenas con que puede reemplazarse la ejecucién de 
la pena de muerte 

#47) Aunque el resultado principal de nuestras recomen- 
daciones seria reducir el numero de los casos en que procede 
condenar a muerte a una persona convicta de asesinato y 
ylteriormente suspender la ejecucién de la sentencia, otro 
de sus efectos seria disminuir el numero de casos en que la 
gntencia de muerte seria ejecutada con el consiguiente 
jumento en el numero de personas que deberian cumplir 
condenas de prisi6n perpetua y, en particular, de las per- 
sonas que las estarian cumpliendo por ser mentalmente 
anormales, aunque no mentalmente enfermas (parrafos 
613-614). 

*48) Conforme a las condiciones existentes, los reclusos 
que no son mentalmente anormales podrian ser recluidos 
convenientemente en las prisiones destinadas al cumpli- 
miento de condenas de larga duracion en Inglaterra y en 
Escocia (parrafo 657). (En cuanto a las personas mental- 
mente anormales, véase la recomendacidn 54.) 


CONDICIONES CARCELARIAS 


49) El problema del trabajo de los reclusos debe ser en- 
teramente reexaminado a la luz de las condiciones actuales. 
Los departamentos gubernamentales deben reconocer y 
ner siempre presente la conveniencia de dar contratos a 
hs prisiones (parrafo 635). 


50) Parece que seria justificado aumentar algo los ac- 
tuales montantes de pago a los reclusos a fin de estimular 
una mayor actividad industrial y una mayor produccién 
(parrafo 638). 

51) Aunque, pese a los inconvenientes impuestos por la 
escasez de materiales y por la antigiiedad de los edificios, 
se ha hecho mucho para humanizar nuestras carceles, aun 
hay Ambito para ejercitar la imaginacidn y la ingeniosidad 
afin de contribuir a dicho progreso (parrafo 640). 

52) Aplaudimos la iniciativa tomada por la Comisién de 
Prisiones (Prison Commission) y el Departamento del In- 
terior de Escocia (Scottish Home Department) de instituir 
un plan de licencia que facilite a los reclusos que estan 
cumpliendo condenas de larga duracién el visitar su hogar 
poco antes de su excarcelacién (parrafo 643). 


Duracién de la reclusién de los reclusos convictos de asesinato 


*53) Los principios observados por los Secretarios de 
Estado para determinar la duracién real de la reclusién en 
cada caso suelen responder a la triple finalidad de retribu- 
cién, intimidacién y proteccidn social, sin causar el riesgo 
de un perjuicio moral o fisico al recluso son en general 
apropiados. Si en casos excepcionales, procede aplicar un 
periodo de reclusién excepcionalmente largo, el riesgo adi- 
cional de tales consecuencias no debe ser considerado como 
motivo suficiente para no aplicarlo (parrafo 657). 


Tratamiento de las personas mentalmente anormales 


*54) Apoyamos decididamente la propuesta que ha sido 
ya presentada por otros, tendiente a que se establezca en 
Inglaterra una institucién para la reclusién y tratamiento de 
los reclusos psicépatas y otros que sin ser dementes son 
mentalmente anormales, y para investigar los problemas de 
lapersonalidad psicopatica. Debieran tomarsedisposiciones 
similares respecto a la misma clase de reclusos en Escocia 


(parrafo 671), 
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ASISTENCIA POSTINSTITUCIONAL 


55) Entendemos que la conveniencia de nombrar fun- 
cionarios dedicando todo su tiempo al servicio social en las 
carceles locales en Inglaterra es uno de los puntos de una 
encuesta que se esta efectuando actualmente, y si, como 
resultado de ella, se llegase a introducir el sistema en las 
carceles locales, sin duda habra que pensar en extenderlo 
alas carceles donde se cumplen condenas de larga duracién, 
tanto en Inglaterra como en Escocia (parrafo 676). 


56) No dudamos que el Ministerio del Interior (Home 
Office) observara atentamente el experimento que consiste 
en confiar la prestacién de la asistencia postinstitucional a 
funcionarios encargados del régimen de prueba (probacién) 
y que procurara4 hacer comprender a los comités locales 
encargados de dicho régimen de la importancia de esta 
labor y nombraré un nimero suficiente de funcionarios 
encargados de dicho régimen para que su labor pueda ser 
realizada a fondo (parrafo 677). 


57) Estimamos que no es necesario, salvo en casos espe- 
ciales, imponer a los reclusos que estén cumpliendo conde- 
nas de prisién perpetua por asesinato la obligacién de man- 
tenerse en contacto con las autoridades encargadas de 
prestar asistencia postinstitucional después de su excarce- 
lacién (parrafo 680). 


Tercera parte — Formas de ejecucién, etc. 
LA SENTENCIA DE MUERTE Y LA DE PRISION PERPETUA 


58) La férmula de la sentencia de muerte debiera ser: 
«el fallo del tribunal es que Ud. ha de sufrir la pena de 
muerte en la forma prescrita por la ley»; y debieran abro- 
garse la seccién 3 de la Ley relativa a los delitos contra la 
vida y la integridad corporal (Offences Against the Person 
Act) de 1861, y la seccién 2 de la Ley de derecho penal de 
Escocia (Criminal Law [Scotland] Act) de 1830, a fin de 
permitir la omisién respectivamente, de la mencién del lu- 
gar de inhumacidén, en Inglaterra, y la fecha y lugar de 
ejecucién, en Escocia (parrafos 693, 694 y 695). 


59) Si para cambiar la formula de la sentencia en Ingla- 
terra es necesario una ley, tal vez convendria abrogar la 
seccién 57 de la Ley de procedimiento penal de Escocia 
(Criminal Procedure [Scotland] Act) de 1887, y promulgar 
una nueva disposicién legal que prescriba la formula de la 
sentencia de muerte en términos uniformemente aplicables 
en ambos lados de la frontera (parrafo 696). 


60) El uso de «latoca negra »* en Inglaterra y en Escocia, 
y elempleo de las palabras « Y que Dios se apiade de vuestra 
alma », asi como la invocacién pronunciada por un capellan 
en Inglaterra, deben dejarse a la discrecién de los jueces en 


cada caso (padrrafo 697). 


61) Debieran reemplazarse las palabras «prisién per- 
petua » por la expresién «prisién por tiempo indeterminado 
al arbitrio de S.M.» (imprisonment during Her Majesty's 
pleasure) a fin de adaptar la redaccién de la sentencia a la 
realidad (parrafo 699). 


® Nota de la Secretaria; Conforme a una larga tradicién el juez 
inglés al pronunciar la sentencia de muerte se cubre con una especie 
de toca negra. 





FORMAS DE EJECUCION 


Cambio de la forma de ejecucién 


*62) En fin de cuentas, ni la electrocuci6n ni la cAmara 
de gas presentan ventaja alguna sobre la ejecucién en 
la horca, tal como actualmente se practica en este pais 
(parrafo 734). 


*63) Tras un debido examen se rechazan otras formas de 
ejecucién. Asimismo se examino detenidamente si seria 
practico emplear el método de la inyeccién de efectos leta- 
les, y se llegé a la conclusién de que actualmente presenta 
demasiadas dificultades, pero que de tiempo en tiempo la 
cuesti6n debiera examinarse, especialmente a la luz de los 
adelantos de la ciencia de la anestesia (parrafo 749). 


Cambios en el actual sistema de efectuar las ejecuciones 


64) No se debe introducir ningun cambio en la practica 
actual, segun la cual es al sheriff a quien incumbe efectuar 
las ejecuciones en Inglaterra y en el Pais de Gales (pa- 
rrafo 757). 


65) En Escocia, los magistrados deben conservar la 
responsabilidad general por el cumplimiento de las eje- 
cuciones, pero se deben introducir los siguientes cambios 
secundarios en el sistema (parrafo 758): 


a) Las disposiciones preliminares, aparte del nombra- 
miento del verdugo, deben ser tomadas por las autoridades 
carcelarias y no por los magistrados; 


b) La fecha en que se ha de efectuar la ejecucién, de 
quince a ventiiin dias después de la fecha de la sentencia, 
debe ser fijada por los magistrados responsables por la 
ejecucion y no por el tribunal; 

c) Debe abolirse la distincién que ahora se hace entre 
el territorio situado al norte del rio Forth y el territorio 
situado al sur de dicho rio, al fijar la fecha de la ejecucién; 


d) Laidentificacion del reo por los magistrados inmedia- 
tamente antes de la ejecuciOn es innecesaria. 


66) No recomendamos que se apruebe la propuesta ten- 
diente a que se traslade a los reos condenados a muerte ni 
a una institucion central especialmente establecida para tal 
fin, ni a una de las pocas carceles destinadas a tal efecto 
(parrafo 761). 


67) En Escocia, la carcel donde se ha de efectuar la ejecu- 
cion ya no debiera ser designada por el juez, sino por el 
Departamento del Interior de Escocia; la responsabilidad 
de efectuar la ejecucion debe seguir a cargo de los magistra- 
dos de la poblacién (burgh) donde fué pronunciada la sen- 
tencia de muerte (parrafo 762). 


68) Salvo el punto secundario examinado en el inciso 
c) de la recomendacién 65, no tenemos que hacer nin- 
guna recomendacién acerca de la duracién del periodo 
entre sentencia y ejecucién (parrafo 763). 

69) Deben hacerse todos los esfuerzos posibles para me- 
jorar las condiciones de alojamiento en la celda del reo 
condenado a muerte, a fin de que dichas condiciones no sean 
inferiores a las mejores existentes (parrafo 764). 

70) No hacemos ninguna recomendacién respecto a la 
construccién de edificios separados dentro de las carceles 
para instalar en ellos una sala de ejecuciones y las celdas de 
los reos condenados a muerte (parrafo 767). 





71) Deben hacerse todos los esfuerzos posibles para 
porcionar patios o jardines separados de ejercicio para 
reos condenados a muerte (parrafo 767). 

72) A los reos condenados a muerte debe permiti 
escuchar la radio, con sujeciOn a cualesquiera condigig 
que las autoridades prescriban, ya sea en general, yg 
para cada carcel (parrafo 767). 

73) Se debe mantener la regla que prohibe al p 
carcelario fumar mientras esta en servicio en la celda 
reo condenado a muerte (parrafo 767). 

74) No hacemos ninguna recomendaciOn acerca de} 
duracion del turno de servicio de los funcionarios de prisi 
nes en la celda del reo condenado a muerte, salvo |g w 
adoptar en Inglaterra el sistema de turnos de cuatro hor, 87) 
practicado en Escocia. Somos partidarios de la préctigl cones 
actual de no cambiar los funcionarios asignados a este g. 
vicio por largo que sea el periodo que el reo haya de pe. 
manecer condenado a muerte (parrafo 767). 

75) La administracién de calmantes a los reos d 
su permanencia en la celda de condenados a muerte y, ¢ La 
particular, inmediatamente antes de la ejecucién, debe de 
jarsea la discrecién del Médico de Prisiones ; estimamosque| por } 
dentro de lo razonable, los medicos deben ser en esto gene. 
ralmente indulgentes (parrafo 768). La 

76) Convendria que los sheriffs variasen el método a} meno 
tualmente seguido para seleccionar los verdugos, de hoy é1 
que siempre haya por lo menos dos personas experiments 1es Sit 
das en la némina de personas aptas para ejercer las funcip-} en lo: 
nes de verdugo (parrafo 770). nas di 

77) EnEscocia, los verdugos auxiliares debieran sernom- articu 
brados por el Departamento del Interior de Escocia, ym} ""™ 
por los magistrados (parrafo 771). cump 

78) No se recomienda ningin cambio en la técnica del} 


ejecucién por la horca (parrafo 772). re 


79) El cadaver debiera ser removido tan pronto comod} on Ja 
funcionario médico haya certificado que la vida esté &] corre 
tinguida, y no debe dejarse colgando por espacio de wef oyita 
hora, como se hace actualmente (parrafo 773). proce 

80) Cuando dos personas han de ser ejecutadas el mismo 
dia en la misma carcel, debe continuarse la practica deg} py, 
cutarlas simultaneamente, pero se debieran emplear da} 1. ¢. 
verdugos, cada uno con un verdugo auxiliar (parrafo 779, 

81) Oportunamente, debiera modificarse la ley de mod 
que sea posible ejecutar a los reos en distintas creeds 
(parrafo 776). 

82) En Escocia, debiera incumbir a las autoridades 
la c4rcel, y no a los magistrados, el tomar las disposici 
para la inhumaci6n (parrafo 777). 

83) Elcadaver del reo no debe ser entregado a sus deuds 
para ser inhumado (parrafo 778). 

84) Debiera modificarse la seccién 6 de la Ley de reform 
de las disposiciones sobre la pena de muerte (Capital Pr 
nishment Amendment Act) de 1868, a fin de permitir lag 
maciOn del cadaver, a menos que el reo manifieste su & 
jecién (parrafo 779), 
















Efecto de las ejecuciones en los otros reclusos 


85) Estamos convencidos de que, aunque prestar sm} ,, 
cio en la celda donde el reo ha de permanecer en capilla 04 } burg 
una ejecucién es inevitablemente una experiencia pena} Prov 






















S para 


los funcionarios de prisiones asignados a tales funcio- 
10 pata 


nes, la tension dura poco y no produce efecto perjudicial en 
ia salud (parrafo 781). 


86) Los Comisionados de Prisiones y el Departamento 
del Interior de Escocia deben procurar que no se falte a la 
norma de que todas las ejecuciones deben efectuarse durante 
as horas de trabajo, que se altere lo menos posible la 
rutina diaria establecida y que, en las carceles donde la sala 
deejecucion esta en un vestibulo o corredor, no se encuentre 
singan penado en estos lugares mientras se esté efectuando 
laejecucion (parrafo 785). 
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por Wolf Middendorff * 


La legislacién alemana relativa al tratamiento de los 
menores delincuentes no evolucioné hacia las formas que 
hoy encontramos en la nueva ley sobre tribunales de meno- 
es sino en las ultimas décadas. El cédigo penal de 1871 que, 
en lo esencial, esta atin en vigor, no contenia mas que algu- 
nas disposiciones especiales relativas a los menores en sus 
atticulos 55 al 57. Seguin las disposiciones de estos articulos, 
un menor era responsable penalmente cuando tenia 12 aiios 
cumplidos, y debia ser castigado si habia actuado con dis- 
cernimiento. El tratamiento dado a los menores sdlo se 
diferenciaba del que se daba a los adultos en una atenuacion 
de la pena. La preocupacién educativa sdlo se manifestaba 
en la disposicién que hacia posible someter a una educacién 
correctiva a los menores que carecian de la requerida fa- 
cultad de discernimiento. Los tribunales y las reglas de 
procedimiento eran las mismas para los menores y para 
s el misme} los adultos. 


ica de ge Después de la creacién, en 1908, de los primeros tribuna- 
pleat da jes especiales de menores en Francfort y en Colonia, la ley 
tafo T1}} sobre los tribunales de menores de 1923, proclamé por 
y de mode} primera vez en Alemania, el principio de la readaptacidn. 
$ cArce} A partir de entonces, el juez de menor debia cerciorarse en 
cada caso si era necesario adoptar medidas de orden edu- 
cativo. Cuando estimaba que estas medidas eran suficientes, 
no se imponfa ninguna pena. Por otra parte, las penas eran 
menos severas que para los adultos. Ademas, el juez podia, 
al pronunciar la sentencia de reclusién, 0 ulteriormente, 
temitir la pena y dejar al procesado en libertad condicional 
con régimen de prueba. El limite inferior de la edad de 
responsabilidad penal fué trasladado de los 12 aflos cum- 
plidos a los 14 afios cumplidos; para determinar la res- 
ponsabilidad penal se tomaba en consideracién, tanto 
la madurez del discernimiento como la madurez de la 
voluntad, 


La experiencia practica no respondidé a las esperanzas que 
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y en su lugar, el Ministerio del Interior del Reino Unido o el 
Departamento del Interior de Escocia debieran publicar un 
comunicado en la prensa (parrafo 788). 


88) Debiera abolirse la disposicién de la Ley de reforma 
de las disposiciones sobre la pena de muerte de 1868, que 
prescribe poner un anuncio en la puerta de la carcel des- 
pués de una ejecucién; en su lugar, el Ministerio del Interior 
del Reino Unido o el Departamento del Interior de Escocia 
debiera publicar un comunicado en la prensa, que diga que 
la ejecucién se verificé (parrafo 789). 


89) Los tres anuncios prescritos por la Ley de 1868 de- 
bieran transmitirse al Secretario de Estado, con encargo de 
publicarlos en la Gaceta de Londres o en la Gaceta de Edin- 
burgo, segin el caso, tan pronto como sea posible después 
de la ejecucién (parrafo 789). 


La ley federal alemana de 1953 sobre los tribunales de menores 


habian sido fundadas en la legislacién de 1923 relativa a los 
tribunales de menores. En particular, las medidas educati- 
vas de esa ley se han revelado insuficientes. Entre las penas, 
la multa resultaba ser una sancién impropia para los 
menores. Ademas, el juez, obligado a atenerse al marco 
legal de las penas establecido por el cddigo penal, no podia 
adaptar la sentencia a la personalidad del menor. La corta 
pena de reclusién, que se aplicaba frecuentemente, carecia 
de toda virtud readaptadora. En la practica, casi todos los 
procesos incoados contra menores se terminaban remi- 
tiendo la pena y dejando al procesado en libertad condi- 
cional con régimen de prueba (Strafaussetzung auf Probe). 

La introduccién de la ley de 1943 sobre tribunales de 
menores ha obviado en una gran medida estos inconvenien- 
tes. Desde 1940, la implantacién del régimen especial de 
detencién de menores (Jugendarrest) marcé una transfor- 
macién del derecho penal de menores; esta transformacién 
se acentué con la adopcidn, respecto a los menores, de la 
sentencia indeterminada, tomada del derecho austriaco. 

Después de la segunda guerra mundial, los contactos con 
el derecho extranjero, y especialmente la experiencia ad- 
quirida en materia de libertad condicional con régimen de 
prueba, han suscitado en la Republica Federal Alemana 
nuevos proyectos de reforma, que han cristalizado en la ley 
sobre los tribunales de menores de 1953, queentré en vigor 
el 1.° de octubre de 1953. Esta ley se aplica cuando un menor 
0 un adolescente comete una infraccién que en derecho pe- 
nal comin es merecedora de una pena, Se clasifica en la 
categoria de menores (Jugendliche) a toda persona que en el 
momento de cometer el delito tiene mas de 14 y menos de 
18 afios; en la categoria de adolescentes ( Heranwachsende) 
toda persona que en el momento de cometer el delito tiene 
mas de 18 afios y menos de 21. 

A pesar de la insistencia de la ley sobre el principio de la 
readaptacién aun no se ha renunciado a los conceptos de 


director de Mitteilungen der Arbeitsgemeinschaft fir Jugenapiiege 
and Jugendfirserge autor de Kriminetie Jagend in Europa y de Die 
Jugendkriminalitat nack dem Krieve in Deutschland und der Schwet2. 








« culpabilidad » y de «expiacién » que son caracteristicos 
del derecho penal, de modo que ha sido necesario regla- 
mentar separadamente el problema de la responsabilidad. 
Conforme a los términos de la ley, un menor de 18 afios es 
penalmente responsable si en el momento en que comete el 
acto que se le imputa posee, a juzgar por su grado de 
desarrollo moral e intelectual, el discernimiento necesario 
para comprender el cardcter delictuoso del acto, y actuar en 
consecuencia. En la practica, esta cuestién de la responsa- 
bilidad no es dificil de resolver en la mayoria de los casos; 
a menos que las circunstancias particulares del caso de que 
se trate sefialen la necesidad de investigar con mas deteni- 
miento la madurez del menor de 18 afios, se presume ge- 
neralmente que éste es responsable. Durante el afio 1936, 
el porcentaje de los menores procesados ante los tribunales 
especializados y absueltos por considerarseles no responsa- 
bles penalmente no fué mas que de 0,75 %. 


En tanto que la ley sobre tribunales de menores de 1943 
mencionaba todavia la pena en primer lugar, en la nueva 
legislacion encontramos en primer término la imposicion 
de medidas readaptadoras; solo cuando éstas resultan in- 
suficientes puede sancionarse la infraccién cometida por un 
menor de 18 afios con « medidas correctivas » ( Zuchtmittel) 
o con una pena de reclusion especial para menores (Jugend- 
strafe). Las medidas readaptadoras consisten en el some- 
timiento a normas que reglamentan la vida del menor me- 
diante algunas ordenes y algunas prohibiciones, mediante 
los patronatos de liberados (Schutzaufsicht) y la educacion 
vigilada (Fiirsorgeerziehung). El juez ordenara medidas 
disciplinarias cuando no parezca procedente la sentencia 
de reclusién para menores, y se piense que se debe hacer 
comprender al menor de un modo apremiante que debe 
responder por el delito que ha cometido. Las medidas 
correctivas son las siguientes: la amonestaci6n, el someti- 
miento a obligaciones especiales y la detencién del menor. 
La ley cita como ejemplo de obligaciones especiales la 
raparacion del dafio causado, la obligacién de excusarse 
en persona ante la victima y el pago de una suma de dinero 
a beneficio de una obra de utilidad publica. Entre las 
diversas variedades de detencién de los menores, cabe 
distinguir la reclusidn durante las horas de asueto, la 
detencién de corta duracién y la detencién de larga dura- 
cién; este Ultimo varia entre una y cuatro semanas. 


El juez pronuncia la sentencia de reclusién para menores 
cuando a causa de los instintos nocivos del menor de 18 afios 
las medidas educativas o disciplinarias resultan insuficien- 
tes, o cuando el] delito es de una gravedad tal que es indis- 
pensable imponer una pena al culpable. La duracién de la 
reclusién que se impone a los menores varia entre seis meses 
y cinco afios, diez afios en casos particulares. El grado de la 
pena que se impone al menor se fijar4 teniendo en cuenta 
la necesidad de dejar que se ejerza la accién educativa in- 
dispensable. Como es imposible prever el tiempo que sera 
necesario para corregir al menor por la accién penitenciaria, 
el juez est4 facultado para pronunciar una sentencia de 
duracién indeterminada, pero que en ningGn caso puede 
exceter de cuatro afios. La diferencia entre el minimum de 
seis meses y el m4ximum previsto en el juicio no debe ser 
inferior a dos afios. Algunos disfrutan del beneficio de la 
sentencia indeterminada que ~ como ha indicado ~ ha 
sido tomada de |a legislacién austriaca. 


Fundandose en los buenos resultados obtenidos en los 





paises anglosajones con el sistema de libertad condiciou#iercido 
con régimen de prueba, la nueva ley sobre tribunales4f-labor. 
menores prevé, por primera vez, la posibilidad de suspendeliVereini 
temporalmente la ejecucién de la pena de reclusién yébmjento 
dejar al menor delincuente en libertad condicional gf ocial d 
régimen de prueba. El juez puede suspender la ejecucién 

una pena de menos de un aifio, a fin de dar al menor dei C¥4 
afios la posibilidad de beneficiarse de una remisién dyjpbablem 
pena por su buena conducta durante el periodo de prugly}cat!v4 
Pero esta suspension no debera otorgarse sino cuando yj 00° 
personalidad del menor y sus antecedentes, asi como puede F 
comportamiento después de la infraccién, permiten egpen}#20- ke 
que la influencia educativa a la cual ser4 sometido durays} unl 1 
el periodo de sometimiento al régimen de prueba, lo ay,fmente | 
dara a no volver a delinquir. El periodo de prueba ¢ & remit 
dos afios como minimo y de tres como maximo; pamer 
ulteriormente, ser reducido a menos de dos afios, o, pord penal 8 
contrario, prolongado hasta cuatro afios. El comporta)sl; és 
miento del menor y la manera en que durante este period puesto’ 
cumple las obligaciones que el juez le ha impuesto gf tibune 
vigiladas por un monitor del régimen de prueba (Bewji, Cuat 
rungshelfer) que asesora y aconseja al menor delincueny vene P 
y presta una estrecha cooperacién a los padres de éje ambier 
Cuando el menor ha pasado la prueba con éxito, se le remit otra ci 
la pena al final del periodo de prueba. byridad 


En lugar de suspender la ejecucién de la pena, el jue) **°.™ 
puede limitarse a establecer la culpabilidad del menor del !™" 
18 afios, y suspender el juicio. Asi ocurre cuando nok ¢, 
posible apreciar con certeza si el menor, al cometer lai proced 
fraccién, ha manifestado instintos tan nocivos que seim|””". . 
pone aplicarle una sentencia de reclusi6n para menores, fy tambie 
tales circunstancias, el periodo de libertad provisional om sobres 
régimen de prueba es mas corto; es de no menos de unaio} Las 
y no mas de dos afios. puerta 


’ juez Ik 
Hasta ahora, las autoridades alemanas no han podiéy nate 


decidirse a establecer tribunales especiales para menom dele 

Las instancias que hacen las veces de los tribunales de 
nores son las siguientes: el juez de primera instang rie 
(Amtsrichter) en calidad de juez de menores, el tribunal my . énd 
nicipal (tribunal municipal de menores: Jugendschéj rae 
gericht) y la Camara penal (cd4mara penal de mene 
Jugendstrafkammer). Sin embargo, la administracién jab} Cu: 
cial de un Land puede designar a un juez de primera instae§ educa 
cia como juez de menores en el distrito de varios tribpningi 
nales de primera instancia. Los concejales que sirven eni#fraleza 
tribunales de menores — en cada audiencia del tribual§ podrd 
se requiere la presencia de un hombre y una mujéfenla) 
son elegidos por un periodo de dos afios, a propuesta Gea int 


Comisién para la proteccién de la juventud (Jugendwabt ficil t 
fahrtsausschuss). Es preciso que los candidatos poseiflada, 
aptitudes pedagdgicas y experiencia en materia de ready... 
tacién de la juventud. La ley exige que posean estas m Mi 
mas cualidades los jueces y fiscales que se ocupan ef medi 
procesos contra menores, es decir, practicamente todos y e 
magistrados de primera instancia; pues cualquiera de¢ sibn, 
puede ser llamado a juzgar a un menor delincuente. Vanot 
«tribunales de distrito para menores» (Bezirksjuget 

gerichte) se han utilizado muy poco hasta la fecha. sal 


El servicio de asistencia social de los tribunales de mfapre: 
nores (Jugendgerichtshilfe) que debe ocuparse en los 4 
tos educativos, sociales y de proteccién de la juventud,@imien 















































Ndicioufiercido por las oficinas de la juventud (Jugendamter) en 
UNales f-olaboracion con las asociaciones de ayuda a la juventud 
SuspendeliVereinigungen fiir Jugendhilfe). En cualquier procedi- 
1SiOn yg miento incoado contra un menor, el servicio de asistencia 
‘ional cq) cial debera ocuparse en su caso lo antes posible. 
>CUCION de 
>nor de |} 
sidn de 
Je 
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Cuando un menor ha cometido una infraccién que pro- 
pablemente dara ocasién a que se le apliquen medidas edu- 
cativas 0 correctivas, debera comparecer ante un juez de 
menores, el cual juzgaré el caso como juez unico. Este no 
; como qfpuede pronunciar una sentencia de reclusién superior a un 
acne, faiio. Los delitos mas graves son de la competencia del tri- 
10 duranf unal municipal ; cuando se trata de un asunto particular- 
a, lo ‘Imente importante, el tribunal puede, en caso necesario, 
1eba e remitirlo a la Camara penal de menores. Esta conoce, en 
0; Puede primera instancia, de los asuntos que, en vittud del derecho 
+ 5 Pore penal general, son de la competencia de la sala de lo crimi- 
somport, (ual; ésta juzga en apelacion los recursos que sean inter- 
te period puestos contra las decisiones del juez de menores o del 
Uesto goqf tribunal municipal de menores. 


. (Bewit. Cuando se ha incoado la instruccién preparatoria, con- 
CNCUcHitl viene precisar lo antes posible las condiciones de vida y el 
S de és ambiente de familia del menor, sus antecedentes y cualquier 
© le remitel tra circunstancia capaz de arrojar luz sobre sus particu- 
ridades psiquicas, intelectuales y caracterolégicas. En 
el ine 280 necesario, puede confiarse a un especialista el examen 
menor ciminobioldgico del menor. En los casos benignos, el fiscal 
o nok puede, con la anuencia del juez de menores, renunciar al 
eter lai procedimiento judicial e imponer al menor un trabajo 
Jue sein. determinado. En las mismas condiciones, el juez puede 
nores. Ey también, con el consentimiento del fiscal, dictar auto de 
sional om sobreseimiento. 


de un ai 


1a, 


Las audiencias del tribunal de menores se celebran a 
puerta cerrada. Los testigos sdlo prestan juramento si el 
juez lo estima indispensable en interés de la verdad. Se 
convoca al padre y a la madre del menor a la audiencia. El 
delegado del servicio de asistencia social del tribunal puede, 
"fapeticién suya, hacer uso de la palabra. Si se estima que las 
call "| deliberaciones pueden tener un efecto nefasto en la educa- 

cién del menor, puede invitarsele a salir de la sala momen- 


Aschéf 
mi taneamente. 


cién jul} Cuando el juez de menores se limita a decretar medidas 
Ta insta#} educativas o correccionales, el menor no puede interponer 
iS tribe} ningun recurso de apelacién que esté fundado en la natu- 
ven eni@raleza o la severidad de las medidas pronunciadas; sdlo 
tribal podré apelar para protestar de su inocencia. Sin embargo, 


in podidy 


les de 
ins 


_ muy Fen la practica tal caso sera sumamente raro, porque cuando 
esta Geas ¢ intenta una accidén contra un menor suele ser bastante 
yendwart ficil recoger pruebas. Si el juicio ordena la educacidn vigi- 


S posaiflada, el recurso es siempre admisible. 


e readay 


-stas me} Mientras se dicta un fallo definitivo, el juez puede tomar 
an en sg Medidas provisionales respecto a la educacién del menor. 
todosisg 51 ¢S probable que se pronunciara una sentencia de reclu- 
a de dig 100, el juez podra ordenar que se coloque al menor pro- 
ente, Lf “sionalmente en una institucién educativa apropiada, La 
k sjugend detencién preventiva del menor sdlo puede ordenarse 
cha, §ando es imposible lograr el mismo resultado mediante 

medidas provisionales u otras andlogas. En tal caso, debe 
os de M@fapresurarse la instruccién. Cuando sea posible, la detencidn 
]os aspipreventiva del menor deberd efectuarse en un estableci- 
entud,#Emiento especial o, por lo menos, en una parte separada de 
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la casa de detencidén. Esta detencién debe tener un caracter 
educativo. 


Si se trata de una simple infraccién, el juez de menores 
puede, por una ordenanza judicial, imponer al menor un 
trabajo o una multa o hacerle una amonestacién. Si el 
menor no cumple, puede ser condenado a reclusién en 
la carcel de menores por un periodo de no mas de quince 
dias. 


Si aplica el procedimiento simplificado (vereinfachtes 
Jugendverfahren), el juez de menores puede fallar el caso, 
a peticién del fiscal y, sies probable que el juez sdlo tendra 
que imponer instrucciones, ordenar la reclusién del menor 
en un patronato de liberados o aplicar medidas de correc- 
cién. En caso de procedimiento simplificado, al igual que 
en el procedimiento ordinario, se pronuncia un fallo des- 
pués de una audiencia oral; no obstante, para mayor 
rapidez y a fin de adaptar las reglas de procedimiento a los 
casos de menores, se pueden derogar las reglas ordinarias, 
con tal que al hacerlo no se impida la busqueda de la verdad. 
La aplicacién del procedimiento simplificado varia mucho 
en los distintos Lander de la Republica Federal Alemana. 
Algunos jueces de menores recurren a él en casi todos los 
asuntos que han de ser juzgados, mientras que otros pre- 
fieren seguir el procedimiento normal. 


Las detenciones de menores no pueden ser suspendidas. 
Sdélo cuando el menor ha cumplido una parte de la pena, 
puede el juez de menores encargado de la ejecucidén (Voll- 
streckungsleiter), en interés de la educacién del interesado, 
perdonarle el resto. También puede, durante la ejecucién 
de una pena de reclusién por un periodo determinado, 
ordenar la liberacién condicional del menor cuando éste 
ha cumplido una parte de su pena, en general por lo menos 
seis meses, y cuando las circunstancias permiten prever que 
el menor se conducira en adelante correctamente. 


La ejecucién de las detenciones de menores tiende a 
apelar el sentimiento del honor del interesado haciéndole 
comprender que debe responder por el mal que ha causado. 
En la practica, la realizacién de este fin tropieza a menudo 
con dificultades materiales o personales. La ejecucién de la 
reclusién de los menores debera tender a lograr que el tra- 
bajo, el orden, laensefianza, los ejercicios fisicos y otras ocu- 
paciones apropiadas lleven al menor a cambiar de vida y a 
darse cuenta de su responsabilidad. Conviene desarrollar 
sus aptitudes profesionales mediante la instalacién de 
talleres de aprendizaje. Se le proporcionan al menor los 
auxilios espirituales de un ministro del culto. Para lograr 
mejor el objetivo deseado se puede mitigar la pena aplican- 
dola bajo formas libres, procedimiento que ya ha sido 
adoptado en varios establecimientos que se parecen a las 
colonias penales. 


Toda condena de reclusién aplicada a un menor se con- 
signa en el registro de antecedentes penales. Cuando el juez 
de menores estima que por su conducta irreprochable, el 
menor condenado puede en adelante ser considerado como 
una persona respetuosa del orden social, puede declarar 
que la condena ha quedado borrada del registro. El juez 
dicta este fallo después de haber ofdo al ministerio pablico, 

Las disposiciones relativas a los adolescentes de 18 a 21 
afios han sido recientemente incluidas en la ley sobre triba- 
nales de menores. Cuando un adolescente comete una in- 
fraceién, el juez aplica las disposiciones relativas a los 





menores de 18 si la personalidad del delincuente y el medio 
en el cual éste vive indican que cuando cometi6 la infraccién 
su conducta moral e intelectual era ain la de un menor, 0 si 
la naturaleza, las circunstancias o los méviles del acto 
prueban patentemente que la infraccién fué la falta leve de 





puede mitigar la pena cuando pronuncia la sentengig, 
virtud del codigo penal ordinario. 

Todas estas disposiciones relativas a los tribunal 
menores son el resultado de una serie de reformas ¢ 
caracter urgente habia sido reconocido desde hacia my, 


Visto 
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un menor. Por otra parte, aun sin esas condiciones, el juez tiempo. “3 
Co 
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Sexto Congreso internacional de Derecho penal exige 
mient 

La Asociacién Internacional de Derecho Penal celebré fuera posible, su grado de gravedad. Dicha legi derec 
en Roma, del 27 de septiembre al 3 de octubre de 1953, su deberia aplicarse a todos los culpables, sin distincigg _ 
sexto congreso, en el cual participaron representantes de nacionalidad. pe 
34 paises. si deat 
El congreso fué presidido por el Sr. G. Persico. Su orga- La segunda seccion se dedicé al estudio de «La prog} Co 


nizaciOn estuvo a cargo del grupo italiano de la asociacién. 
El Sr. C. Erra desempejio las funciones de Secretario 
General del Comité Organizador. 


Durante la ceremonia de apertura del congreso que tuvo 
lugar el 27 de septiembre de 1953, tomaron la palabra el 
Ministro de Justicia de Italia, el Alcalde de Roma, el 
Presidente del Congreso y el Secretario General de la Aso- 
ciacién Internacional de Derecho Penal. Las cuatro seccio- 
nes del Congreso iniciaron inmediatamente sus labores. 


La primera seccién, presidida por el Sr. A. Mirabella 
(Italia), incluy6 en su programa el tema de «La sancién 
penal de las convenciones internacionales humanitarias ». 
La Asociacién Internacional de Derecho Penal habia elegi- 
do como relator general para esta cuestion al Sr. C. Pilloud, 
jefe de la Divisién Juridica del Comité Internacional de la 
Cruz Roja en Ginebra. El Congreso aprobé finalmente la 
siguiente resoluciOn sobre este punto: 


LA SANCION PENAL DE LAS CONVENCIONES INTERNACIONALES 
HUMANITARIAS 


El Sexto Congreso internacional de Derecho penal: 


1°. Habiendo tomado nota de que los Estados Partes 
en las Convenciones de Ginebra del 12 de agosto de 1949 
estan obligados a promulgar las leyes apropiadas para 
asegurar la represiOn de las infracciones graves de dichas 
convenciones, estima que en la mayor parte de los Estados 
las disposiciones al respecto que existen en la actualidad 
no bastan para esta finalidad. 


2°. El Congreso considera que es conveniente que las 
leyes nacionales de aplicaciédn de las convenciones se 
inspiren en principios comunes, y que a este efecto se 
proponga un modelo de ley a los Estados que hayan 
firmado las convenciones de Ginebra del 12 de agosto 
de 1949 o se hayan adherido a ellas, a fin de que los 
principios que las inspiren y las sanciones penales que se 
establezcan tengan la mayor uniformidad posible. 

3°. El modelo de ley deberia tratar, en primer lugar, 
de establecer una definicién de las infracciones graves 
previstas en las mencionadas convenciones, y sefialar, si 


© Nota preparada por la Secretaria sobre la informacién trans- 
mitida por el Sr. Paul de Cant, Secretario General Adjunto de la 
Asociacién Internacional de Derecho Penal. 


cidn de la libertad individual durante la instruccién gf proce 
proceso». Bajo la presidencia del Sr. J. Graven, profesord§ bar le 
la Universidad de Ginebra, el Sr. Bras, profesor en jg pers¢ 
Universidad de Lieja, al iniciarse los trabajos de la secciig yj 
hizo un resumen de su ponencia general. La seccién decidil deba 
examinar sucesivamente los tres aspectos siguientes del tadas 
cuestion: 


He 

1) Problemas que plantean elestatuto, el funcionamigntd acerc 

y los poderes de la policia ; que, 
2) Organizacion del procedimiento ante los jueces ing lane 
tructores; del it 
3) Reglamentacion de la prisién preventiva y reparacié danc 


de los perjuicios sufridos por la persona que haya sq Las 
detenida por error. p regla 


En cuanto al primero de estos aspectos, una serie d@ pol 
oradores se pronunciaron en favor de una rigurosa liminf De: 
cién de los poderes de la policia, expresando ademés¢f’’ P™ 
edseo de que la intervencién de la policia tenga la meng’ 2 
duracién posible y de que se limite a efectuar investigacions 
materiales sobre las pruebas, debiendo poner cuanto ame 
al acusado a disposicién del juez instructor, quien ha 
proceder por si solo al interrogatorio propiamente dick 


Al tratar del problema de la organizacién del pro Sob 
miento, la gran mayoria de los oradores se declaraap™™“" 
partidarios de aplicar-a la instruccién el sistema acusatond 1°. 
Se observé, sin embargo, que era preciso dejar al juezdpavest 
instruccién la libertad indispensable para el éxito de Mas mi 
investigacién, a condicién de que se exigiera la presesigodos 
del defensor cada vez que el juez o la policia interrogaraglel he 
al acusado. Algunos oradores insistieron sobre el dered Ret; 
del inculpado a guardar silencio, punto sobre el cud syytori 
expresaron también opiniones menos radicales. Por tiltinahiyez ¢, 
los congresistas condenaron undnimemente los proe 7° 
mientos «modernos » de investigacién, tales como el m4, ‘. 
coandlisis, el lie-detector, etc. ” | 


En cuanto al tercer aspecto del problema diversos a... 
dores insistieron acerca de la necesidad de que la orde ~ 
prisién se funde en razones concretas, y la convenienca@] 
que los acusados detenidos preventivamente puedan fe 3 . 
rrir a un procedimiento de apelacién; sefialaron tambisP" 
necesidad de establecer un régimen diferente para los owp'™ta 
denados por una parte y para los acusados sujetos a prismptom 
preventiva por la otra, limitando la duracién de la prisiiq 4°, 
preventiva. dici 
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nitencia Visto el informe de la segunda seccién, la Asamblea 
neral del Congreso aprobé la resoluci6n siguiente: 


bunales 
TMAS Cys, pROTECCION DE LA LIBERTAD INDIVIDUAL DURANTE LA 
cia mug INSTRUCCION DEL PROCESO 


El Sexto Congreso Internacional de Derecho Penal: 


Consciente de la necesidad de establecer, por medio de 
las reglas del procedimiento penal y de su aplicacién, el 
necesario equilibrio entre los derechos de la sociedad que 
exige la investigacién de las infracciones y el enjuicia- 
miento de sus autores en nombre del interés publico y los 
legislaci derechos, particularmente la libertad y la dignidad del 
stincidn detenido, al que se reputa inocente mientras no haya sido 

declarado culpable con arreglo al procedimiento regular 
de la justicia ; 
La protej | Consciente asimismo de la necesidad de promover un 
uccién (gf procedimiento penal que no solamente permita compro- 
rofesordy bar la realidad de los hechos, sino también determinar la 
esor en |g persona del delincuente; 


, la seccii ~—Vistos los informes escritos, el informe general, los 
in decid debates que se han desarrollado y las propuestas presen- 
nites deli! tadas en el curso de los trabajos de la segunda seccién; 


; Ha llegado a las siguientes conclusiones fundamentales 
Onamientd acerca de la propuesta de la Mesa de la segunda seccién 
que, a juicio del Congreso son las apropiadas para lograr 

jueces ing} la necesaria conciliacion entre las exigencias encontradas 
del interés comun de la justicia y del interés de los ciuda- 


reparacior danos que comparecen ante ella. 


haya sidq Las cuestiones examinadas por el Congreso se refieren a 
areglamentacion y al funcionamiento: 1) De los servicios 
1a. serie df policia; 2) De la fase preparatoria de la instrucci6n ; 
osa limit) Dela prision preventiva, en un espiritu que se inspira en 
ademas df principios comunes a los pueblos civilizados y que esta 
: la mem” 2tmonia con la Declaracién Universal de Derechos 
Humanos en cuanto se refiere a las garantias reconocidas 

































stigacio : 

anto ana 48 Personas acusadas ante los tribunales. 
uien ha‘ I 

snte dicho 


Sobre el primer punto, el Congreso acepta los siguientes 
principios : 
1°. La accion de la policia judicial es indispensable para 


21 prod 
declarate 
icusatoni 


al juezd@gnvestigar los delitos y recoger las pruebas materiales de 
xito de Mas mismas desde su perpetracién. La policia debe recoger 
. presesagodos los indicios que pueda desde que tenga conocimiento 
terroganmiel hecho. 


el deree 
el cual 
Por ulti 
S prod 
mo el 


Estas actividades deben ejercerse, sin embargo, bajo la 
utoridad del juez. Las actas de policia deben remitirse al 
competente en el plazo mas corto posible. 


2°. La accién de la policia judicial se ejerce por lo tanto 
iguiendo las instrucciones del juez y por su delegacién. 


Cada Estado, por consiguiente, debe velar por que se 
iesignen jueces de instruccién en numero suficiente para 
niendl umplir eficazmente sus labores. 


sdan re 3°. Todo interrogatorio sobre el fondo es de la incum- 
tambieaprncia del juez y no de la policia judicial, la cual debe 
a losempinitar sus funciones a la investigacién preliminar en el 
sa priampromento de perpetrarse el delito. 


la pris 4°. La policia judicial tiene que estar sujeta a la autoridad 
dicial y exenta de toda influencia extrajudicial. 
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5°. Se insiste en que todos aquellos que participen, con 
un titulo cualquiera en la investigacién y en la instruccién 
de los asuntos criminales, estén obligados a guardar el 
secreto profesional. 


6°. El cuidado en la designacién de la policia judicial y 
formacién profesional constituyen la mejor garantia que 
se pueda ofrecer respeto a los derechos de la persona huma- 
na en la etapa de las investigaciones preliminares. Es con- 
veniente que esta designacién se haga de modo cada vez 
mas cuidadoso y que la policia judicial cuente con el personal 
suficiente para el adecuado ejercicio de su misién. 


El Congreso tiene la conviccién de que los funcionarios 
superiores sabran impedir y reprimir cualquier abuso, sin 
perjuicio de la correspondiente accién disciplinaria o penal. 


Il 


Sobre el segunto punto, el Congreso hace suyas las con- 
sideraciones siguientes: 


7°. A partir del momento en que el juez dicta el auto de 
prisién y durante el primer interrogatorio, que tiene por 
objeto determinar la identidad del acusado, el juez debe 
advertir al inculpado, antes de que haga declaracién alguna, 
que tiene derecho a no responder sino en presencia de un 
defensor. Todo inculpado a quien se interroga sobre el 
fondo tiene, pues, derecho a la asistencia de un defensor. 


Deben tomarse disposiciones para que si el acusado es 
pobre, se le provea de un defensor de oficio, si asi lo pide. 


8°. El procedimiento debe regularse de forma que per- 
mita asegurar al inculpado o a su defensor el derecho de 
consulta todas las veces que se interrogue al acusado. El 
ejercicio de este derecho ofrece un interés particular en lo 
que respecta a los peritos y a las investigaciones sobre la 
personalidad del acusado. 


Conviene observar que la instruccién no constituye sino 
una fase preparatoria y que el inculpado podra defenderse 
libremente ante el tribunal cuando se le remitan los autos. 


9°. En todos los Estados y atendiendo a su sistema pro- 
cesal, debera organizarse la instruccién de manera que dé 
la mayor amplitud posible al examen contradictorio. 


10°. El acusado no esta obligado a contestar a las pre- 
guntas que se le hacen, ni, con mayor razon, puede ejercerse 
coaccién contra él con este propésito. El inculpado puede 
adaptar su actitud a sus intereses y su conveniencia, sin 
perjuicio de los derechos de la defensa. 

11°. No puede aplicarse al acusado ningun procedimien- 
to artificial ni ejercerse sobre él ninguna coaccién o presién 
para obligarle a confesar. La confesién no es el objeto de la 
instruccién, pues no constituye una prueba legal. Por lo 
demas, el reo puede retractarse siempre de su confesién y el 
juez apreciar ésta con toda independencia, atendidos el 
conjunto de los hechos y la administracién general de la 
prueba. 


Ill 


El Congreso considera que puede recomendar los siguien- 
tes principios acerca del tercer punto: 
12°. La prisién preventiva constituye un problema im- 


portante y delicado, puesto que todo inculpado se presume 
inocente hasta su condena definitiva. 





La detencion puede ser indispensable, pero debe seguir 
siendo la excepcién y no debe retardarse en ningun caso la 
comparecencia del detenido ante el tribunal. 


13°. Nadie puede ser detenido sin un mandamiento de 
detencién motivado dictado por juez competente. 


No se debe decretar la detencién sino en los casos y en las 
circunstancias expresamente previstas por la ley, y no se 
deberd prolongar cuando hayan desaparecido las circuns- 
tancias legales que la justifiquen. 


La detencién por los érganos de la policia sdlo debera 
efectuarse en los casos excepcionales previstos por la ley 
y el detenido debe ser puesto a disposicién de la autoridad 
judicial inmediatamente. 


14°. Es necesario que el que esté sujeto a prisidn preven- 
tiva pueda hacer uso de los oportunos recursos y solicitar 
su libertad en las diversas etapas del procedimiento. 


15°. Es muy conveniente que el régimen de los reos 
sujetos a prisién preventiva no entrafie ningun rigor inutil 
y que, de ser posible, la detencién tenga lugar en estableci- 
mientos especiales. 


Los traslados del reo deben efectuarse siempre de la 
manera mas discreta y rapida posible. 


16°. No es conveniente instituir la responsabilidad per- 
sonal del juez, fuera de los casos excepcionales y limitados 
en que puede contraerse expresamente esta responsabilidad, 
en las condiciones y de la manera prevista en la ley nacional. 


17°. En caso de error manifiesto, el Estado deberia 
estar obligado a indemnizar a la persona que indebidamente 
haya sufrido la prision preventiva si de las circunstancias 
que concurren en el caso se desprende que la detencién 
tuvo un caracter abusivo. 


Bajo la presidencia de Sr. M. Ancel, Presidente de la Sala 
de la Cour d’ Appel de Paris, la tercera seccién examin6o la 
cuestiOn del derecho penal social econdmico, presentada 
por el relator general, Sr. P. Vrij, Consejero del Tribunal de 
Casacién de los Paises Bajos en La Haya. Después de un 
minucioso examen de esta cuestion, el congreso aprobé una 
resolucion en la cual los diversos aspectos de la ley penal 
socioecondmica fueron considerados. 


La cuarta seccion, presidida por el Sr. P. Cornil, Secre- 
tario General del Ministerio de Justicia de Bélgica, Bru- 
selas, examino el problema de la unificacién de las medidas 
penales y de las medidas de seguridad. El relator general, 
Sr. F. Grispigni, Profesor de la Universidad de Roma, 
abrié el debate exponiendo cémo se habia hecho sentir en 
el curso de la historia la necesidad de incluir en el derecho 
penal las medidas de seguridad al lado de las penas, y 
recordé a este respecto el proyecto suizo de Carl Stoos. Se 
ocup6 a continuacién de la descripcién de los diferentes 
sistemas que hoy se aplican en las legislaciones vigentes: 
separaciOn neta, sustitucién, doble tratamiento. Por dltimo, 
después de haber examinado la situacién de las diferentes 
categorias particulares de delincuentes (menores, semi- 
alienados), concluy6 proponiendo que se admitiera el 
principio de la unificacién funcional de las penas y de las 
medidas de seguridad. 

Aunque los participantes no tardaron en llegar a un 
acuerdo en cuanto al tratamiento aplicable a los menores 





y a los semialienados, no sucediéd lo mismo con el tray 1Cor 
miento de los otros delincuentes. Las diferentes posicionst. ” 
que al respecto tienen las diversas escuelas de derecho pengf, san 
llevaron a los oradores a definir, segiin sus respectivas eq} ans 
cepciones, la naturaleza de la pena y de las medidas , 


seguridad. Despues de una discusi6n interesante sobre 
tema las conclusiones siguientes fueron aprobadas: 


° 
e 
EL PROBLEMA DE LA UNIFICACION DE LAS MEDIDAS PEN” 3 
Y DE LAS MEDIDAS DE SEGURIDAD (Con, 
( 


El Sexto Congreso Internacional de Derecho Penal: 


Considerando que la inclusién en las legislacion P 
penales de medidas de seguridad al lado de las penas} | 
constituido un progreso, por cuanto ha permitido g) £18 
perar el conflicto de las diferentes escuelas y obtengoctubr 
resultados mas eficaces en la reeducacién del delincuggg}4¥SP!“! 


or E 



























y en la prevencidn de la reincidencia; pe relac 
. ‘ : de los | 
Considerando, sin embargo, que el sistema seguig fyb lati 


por ciertas legislaciones y que consiste en aplicar sucegl rent 
vamente a una misma persona tanto penas como medidiiny adc 
de seguridad, puede presentar, sobre todo cuando Unido 
trate de ciertos individuos, inconvenientes tanto deg, barito 
el punto de vista tedrico, como desde el punto de vi Fstadc 
practico; reafirn 
Considerando, por otra parte, que el problema de proble 
unificacién de las penas y de las medidas de seguridad mjSecci6 
se presenta en la prdctica sino en relacién a categorigsentd 
especificas de delincuentes que requieren un tratamieni Unida 
especial, y que, por consiguiente, puede no afectar pay 9 ¢ 
nada a la cuestidn teérica y general de la naturaleza dey, re 
pena, particularmente frente a los delincuentes normal, uspic 
lo que permite llegar a una solucién concreta, tocantt§on Ia 
la cual se encuentran de acuerdo en el fondo ine 
los que tienen opiniones diferentes sobre la materia, RA 


Formula votos por que, respecto de los delincuenttl ales 
para cuya reeducacién la pena grave puede pare proble 
inapropiada e insuficiente, las futuras reformas quedalgun; 
hagan a la legislacién penal se inspiren, tanto como yen le 
posible, en principios segun los cuales en lugar de agre 
a la pena una medida de seguridad diferente, sometien . El | 
asi al individuo a tratamientos sucesivos diversos, se fg "4's 
desde el comienzo un tratamiento que, en la medidag Pt“! 
lo posible, sea unitario y se ajuste a las diferentes « 


formu 





gorias de individuos. 5 
Estima, en especial, que pueden aprobarse los siguit sister 
tes puntos: se lleg 


a) Deberfa excluirse la aplicacién de penas aflicting solam 
sea cual fuere su forma, a las personas menores dé adem: 
afios; cién | 


b) Cuando se trata de semialienados seria prefer sah 


suprimir toda disposicién respecto a su tratamiento, |, ’ 
este criterio no fuese admitido en las legislaciones, a |, le 
personas, en todo caso, inicamente deberian ser som), p 
tidas al tratamiento requerido por su estado psiquice. que li 


El Gltimo dia del Congreso, los participantes tuvieros@ Gran 
honor de ser recibidos por Su Santidad Pfo XII en sum —— 
dencia de verano de Castelgandolfo. Su Santidad dingg ™ S 
la palabra a los congresistas, extendiéndose en consid “oa 

° Ore” he ‘ mm 
ciones de principio sobre los objetivos y las resoluci 
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a el ltal.| Congreso. Se refirié a la importancia del derecho penal 
POSIClONgE ternacional y expuso sus puntos de vista sobre los fun- 


oa Pendl,mentos del derecho penal, que presupone una serie de 
tivas og 


edidas , 
© sobre ¢ 
iS: 


aad 83° Congress of Correction 


exigencias fundamentales derivadas del orden ontoldgico 
y que debe basarse en el hombre, en su calidad de ser per- 
sonal y libre. 


(Congreso anual sobre Readaptacién de los Delincuentes) 






Penal: 
rislaciong 
S penas h 
Mitido g 
y obter 
elincuer 


por E. R. Cass" 


El 83° Congress of Correction se reunié del 11 al 16 de 
stubre de 1953 en Toronto, Ontario, Canada, bajo los 
auspicios de la American Prison Association. Sus trabajos 
se relacionaron especialmente con el aspecto internacional 
delos problemas de readaptacién de los delincuentes. Esta 
























a Seguidieyé 1a tercera vez que desde su creacion, que data desde hace 
Car SUCH ochenta y tres afios, la Asociacién se reunfa fuera de los 
Oo medic 


Estados Unidos. Los representantes del Canada, el Reino 
Unido, Dinamarca, Japén, India, Hong Kong, de los 
territorios de Hawaii y Puerto Rico, y de cuarenta y cinco 
Estados de los Estados Unidos y el Distrito de Columbia 
rafirmaron sus vinculos amistosos al someter a debate 
problemas comunes. El Dr. Manuel Lépes-Rey, Jefe de la 
Seccidn de Defensa Social de las Naciones Unidas, repre- 
sent6 oficialmente al Secretario General de las Naciones 
Unidas.1? 


La sesién plenaria de la noche del 15 de octubre, asi como 
las reuniones del 16 de octubre, se celebraron bajo los 
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NOFMAKG auspicios de la Canadian Penal Association, en cooperacién 
Aap con la American Prison Association. 
O Incl 


El programa de trabajos abarcaba diversas sesiones 
plenarias y varias reuniones de secciones, en el curso de las 
ales los congresistas pudieron discutir libremente los 
“i problemas que les interesaban. A continuacién se enuncian 
algunas de las opiniones expuestas en las sesiones plenarias 
yen las reuniones de las secciones. 


El general Ralph B. Gibson, Commissioner of Peniten- 
tiaries del Canada, examiné en su discurso presidencial los 
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medidagPtincipios fundamentales de la Asociacién, tal como se 
ntes caf Otmularan en 1870, y sefialé que «...estos principios pre- 
sentan todavia objetivos practicos para todos los que creen 

._, psinceramente en la mejora y perfeccionamiento de los 

OS SIGUE sistemas de readaptacién ». Declaré también que cada vez 
se llega a comprender mejor que «el objeto de la ley no es 

aflictivag SOlamente castigar el delito sino prevenirlo». Afiadid, 
ores deg ademas, que «...continuamente se sefialan a nuestra aten- 
cién los problemas y dificultades que plantea la disparidad 

prefed que se observa entre las sentencias dictadas para delitos 
mnieaill andlogos por distintos tribunales, e incluso por un mis- 
ones mo tribunal. Ninguna medida encaminada a mejorar 
oni las leyes puede ser mds util para quienes se ocupan de 
siquice los problemas de la readaptacién de los delincuentes 


que la solucién, por lo menos parcial, de ese problema ». 
Gran parte de las observaciones del general Gibson se 


vier 
en su 
jad dirk 
con gic 
solucie 


* Secretario General de la American Prison Association y de la 
Prison Association of New York y miembro de la New York State 
Commission of Correction. 
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refirieron a las causas de los problemas administrativos 
que dieron lugar a disturbios en las prisiones durante los 
dos ultimos afios, y a los medios para resolverlos. El general 
Gibson, después de sefialar que en ciertas regiones se habia 
comprobado una relacién entre la escasa competencia del 
personal de los establecimientos penales y los disturbios que 
se producen en las prisiones, hizo la siguiente afirmacién: 
«,..Estoy convencido de que, en gran parte, el problema del 
personal depende de nosotros mismos, puesto que ya 
podemos proporcionar a nuestros funcionarios los sufi- 
cientes medios de capacitacién y dotarles de la direccién 
conveniente. ...El dinero y los esfuerzos dedicados a pro- 
porcionar una buena capacitacion estan ampliamente com- 
pensados al lograr una moral mas elevada y un servicio 
mas eficaz. El general Gibson subrayé la necesidad de 
adoptar una politica mds audaz, tratando de emplear los 
medios de informacién publica para obtener el apoyo de 
ésta. Afiadié que «los disturbios que se han producido y el 
interés que en el publico han despertado los problemas de 
las prisiones deben considerarse como un estimulo para 
implantar, en todas las partes de nuestros dos paises, un 
sistema de readaptacién digno de los beneficios de que 
disfrutamos como ciudadanos de democracias libres ». 


El Sr. Richard A. McGee, Director del Departament of 
Correction de California y Presidente del Comité especial 
de la Asociacién encargado de la investigacién de los 
disturbios ocurridos, traté del informe de su Comité. Dijo 
que «...el amor al dinero puede ser el «origen de todos los 
males » pero lo cierto es que la falta de dinero es causa de 
una gran parte de los males que padecen los servicios 
penales y de readaptacién de delincuentes ». El Sr. McGee 
sefialé que la dificultad no estriba en la falta de normas 
reconocidas por los pendlogos, sino en la necesidad de con- 
vencer al publico de la necesidad de adoptar las normas 
formuladas. Se refirié a los dos afios de trabajo empleados 
enla preparacién de la nueva edicién corregida y aumentada 
del Manual of Suggested Standards for a State Correctional 
System (Manual de las normas propuestas para el sistema 
correccional del Estado) que pronto publicara la Asocia- 
cidn. El Sr. McGee sefialé que este documento se considera 
como la «exposicién de normas mas amplia que se ha 
publicado hasta ahora...» Mas adelante afirmé que «como 
la administracién de los establecimientos penales ha de ser 
confiada a individuos, la calidad, el nimero y el espiritu 
de aquellos que se hagan cargo de una prisién o de una 


* En la pagina | de este nimero de la Reviste aparece el texto del 
trabajo sometido por el Dr. Lépez-Rey sobre inter- 
nacional de las Naciones Unidas en la prevencidn del delito y tra- 
tamiento de los delincuentes». 








institucién de readaptacién de delincuentes es el factor 
mas importante para determinar la calidad del programa... 
Los efectos de las restricciones presupuestarias poco sen- 
satas se manifiestan en primer lugar, y del modo mas 
desastroso, entre el personal ». Insistid en la necesidad de 
constituir «un equipo organizador, compuesto de especia- 
listas », por estimar que un grupo de esa naturaleza facilitara 
la determinacién de los objetivos de una institucién de 
readaptacion. El Sr. McGee advirtid que «la materia de 
que se trata es una de las que necesita con mas urgencia una 
direccién activa, capacitada y experimentada », y sefialé la 
conveniencia de formar elementos jévenes capaces de 
escalar los mas altos puestos dentro de su carrera en la 
organizaciOn penitenciaria. Por ultimo, el Sr. McGee se 
refirid al gravisimo peligro de que «dentro de las fuerzas 
que se enfrentan en el seno de nuestra sociedad, la reaccién 
de la opinion ante los escandalos publicos, el desorden y la 
incompetencia, provoque un movimiento retrégrado en 
favor de los métodos represivos del pasado. Insistid en que 
ésta es una amenaza real y presente, y dijo que «Si las 
prisiones en nuestro pais tropiezan con graves dificultades, 
no es por falta de habilidad y capacidad para abordar los 
problemas de un modo constructivo, sino que es fundamen- 
talmente debido a la falta de un apoyo firme y suficiente de 
la opinion publica ». 

La Sra. Eleanor Roosevelt hablé de la necesidad de 
atacar en forma coordinada el problema de la delincuencia 
de menores e insistié en la importancia de utilizar para ello 
diversos organismos de la colectividad. Comenzando con el 
hogar, considerado como base de accién, la Sra. Roosevelt 
siguid examinando sucesivamente el papel que desempefian 
la iglesia, la escuela, etc., en la lucha contra la delincuencia 
de menores. 


Diversos oradores, entre ellos el Sr. Arthur V. Huffman, 
Supervising Sociologist (Jefe de Servicios de Sociologia) del 
Estado de Illinois, examinaron los problemas que plantean 
los delincuentes sexuales. El Sr. Huffman hizo una breve 
exposicion de los trabajos de la Commission on the Sex 
Offender del Estado de Illinois y cité las disposiciones legis- 
lativas que crearon esta comision y fijaron sus atribuciones. 
Termin6 diciendo que « Acaso pueda afirmarse que, a pesar 
de los intentos del Congreso para censurar a Kinsey, la era 
del silencio y de la hipocresia en cuanto a la conducta sexual 
esta llegando a su fin, y es muy posible que el planteamiento 
cientifico del problema no cause, después de todo, las 
perturbaciones que se temen ». 


James V. Bennet, Director del Bureau of Prisons de los 
Estados Unidos, Washington, D.C., manifest6 a los 
miembros de un comité de investigacién y planificacién 
que «... una gran cantidad de crimindlogos de gabinete han 
expuesto toda clase de teorias sobre el efecto que las tensio- 
nes nerviosas, la violencia y el fragor de los campos de 
batalla ejercen sobre la conducta humana. Algunos sostie- 
nen que los individuos sometidos a estas pruebas acaban 
por menospreciar la vida humana, por perder todo respeto 
a los valores morales y por sentirse invadidos de una 
amargura que, al reintegrarse a la vida civil, se manifiesta 
por actos delictuosos. » En su comunicacién titulada The 
Ex-G1 in Federal Prisons (E\ ex combatiente en las prisiones 
federales), el Sr. Bennet dijo: «... estoy convencido de que 
el aumento de la delincuencia no puede atribuirse al regreso 
de los ex combatientes de la segunda guerra mundial. » Por 
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ultimo, declaré: «Estoy seguro de que el servicio militar, 


tem: 
ejerce, sobre los que lo prestan, ninguna influencia gene tale: 
que impulse a la delincuencia. » 

El Dr. Glenn M. Kendall, Director del Reception Cero! _ © 
del State Department of Correction, en Elmira, Nueva Yp me) 
se ocup6 de algunas de las tendencias que se manifiestan.§  [ 
relacién con la readaptacién de los delincuentes y defini del. 
algunas de ellas en la forma siguiente: 1) creacién de cupo§ _ raci 
y preparacion de programas en materia de educacidn socal] sob 
2) creacién de cursos de ética y de moral, inspirados hasty bles 
cierto punto en los que se dan en el servicio milita, | tiva 
3) creacién de servicios de asesoramiento colectivo, , 

El Sr. G. Harrison, Director Adjunto del Departmen y al 
Correction del Estado de Michigan, expuso una nueva co; . 
cepcién de las modalidades de liberacién que se ha pugs . 
recientemente en practica en dicho Estado. Los reclys del 


que han obtenido la remisién condicional de la pena s 
separados en un campamento de 125 personas, situado 
media milla de la prisién principal, para reintegratlg 
progresivamente a la vida civil después de permanecer ¢ 
el campamento un promedio de tres semanas y media si 
estar sometidos a la disciplina de la prisién. «Uno & 
nuestros éxitos indiscutibles es el cambio que puede com. 
probarse en la actitud de estos hombres a su salida de} Es' 
campamento, » dijo Mr. Harrison, «... y conforme dismi4 sista 
nuyen las tensiones se multiplican las oportunidades dg trien 
éxito en el régimen de remisién condicional de la pena, 1953 


Hablando en nombre del Comité de la Asociacién en} 88 
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cargado del estudio y tratamiento de la toxicomania, pe} El 
sidido por el Sr. Warden D. Knowlton Read, variag aspe 
autoridades canadienses dieron cuenta de la situacién dq acor 
este problema en el Canada. Otros comités de la Asociacior 
o de organismos afiliados sometieron también informesg | 
quedaran publicados en las actas oficiales del Congreso. | Ry 
Entre otras, las siguientes resoluciones fueron — Droi 
por el Congreso: Abo 
chas 
COOPERACION INTERNACIONAL indic 
Considerando que la Asociacién, durante la pros 
reunion y gracias a la participacién del Dr. de h 
Lépez-Rey en sus trabajos, tuvo la oportunidad reali 
observar con interés y satisfaccién la importante labo lar 
dela Seccién de Defensa Social dela Divisién de Bienes 1°: 
Social de las Naciones Unidas en la prevencioén del a 
y el tratamiento de los delincuentes, = 
Decide, en consecuencia, solicitar al presidente é P 
Asociacién por la presente resolucién que estudie a 
posibilidad de mantener una cooperacién mas es ae 
y sistematica con la secciédn 0 secciones competentes a 
las Naciones Unidas. tig 


DECLARACION SOBRE LOS MOTINES Y DESORDENES 
SE ORIGINAN EN LOS ESTABLECIMIENTOS PENALES 
Considerando que la serie de motines y desérdenes 
los establecimientos penales americanos parece pr 
garse, 
Considerando que estos disturbios, que son dest 
tivos y costosos, parecen estar estimulados, por lo mes 
en parte, por una publicidad sensacionalista, 


Considerando que la opinién publica no esta suficetf o ou 








O military temente informada sobre las causas reales y fundamen- 


Cia genenif tales de la ineficacia de la administracién penitenciaria, y 
tion C, Considerando que la citada administracién no puede 
nter . . s . 

lueva Yo mejorar sin el apoyo firme del publico, 

Nifiestane} Decide, en consecuencia, que se sefiale a la atencién 
°S y defnig del publico, cada vez que se presente la ocasién, la decla- 
N de curyog acion publicada por la American Prison Association 
CiOn socal} sobre las causas de los motines y desérdenes en los esta- 
rados has} blecimientos penales, asi como sobre las medidas preven- 
) militar} tivas y los métodos de control aplicables a este respecto; 
tiv ' 

7 Decide, ademas, que se procure convencer al publico, 
partment if ci como a sus representantes elegidos, de que son en 
TLUCVA Con gran parte responsables de la ineficacia de los programas 
® ha pues de los establecimientos penales y de readaptacién de 
OS recliso} delincuentes. 

a pena so 
1, Situado g 
manecer ef 
‘media! Congreso internacional sobre la 
yuede com. 


| Salida del} Este congreso, organizado por la Federacién Abolicio- 
rme dismi4 sista Internacional en oportunidad de su asamblea general 
nidades dq trienal, se celebr6 en Paris entre el 18 y el 21 de mayo de 
> la pena} 1953. Estuvieron representados en él doce paises y hubo 
ciacién en} ongresistas de diez y nueve nacionalidades. 


nania, pre} Elcongreso examin6 varios informes relativos a diversos 
-ad, variay aspectos de la prostitucién, de algunos de los cuales se da 
ituacién df a continuacién un breve resumen: 

Asociati 

formesqg LOS PROBLEMAS SANITARIOS DE LA PROSTITUCION 
ongres. | En el informe que presenté sobre este tema el Dr. J. 


—a Droin, Presidente del Comité Internacional de laFederacién 
Abolicionista Internacional, se citan las observaciones he- 
chas por gran numero de autores, y se demuestra que el 
indice de morbilidad venérea no es funcidén del indice de 
prostitucién, sino que ambos fenédmenos - la propagacién 
¥ de las enfermedades venéreas y la prostitucién — son en 
unidad ¢} Palidad manifestaciones paralelas de causas mas generales. 








‘ante labi|_L@ pobreza y el hambre, por ejemplo, pueden engendrar la 
eBi prostitucion y las enfermedades venéreas. Pretender com- 
n del batir la prostitucién o reglamentarla para disminuir la 
morbilidad venérea es, por lo tanto, una vana empresa. 
lente’ Por su parte, la Organizacién Mundial de la Salud trata 
estudie  ° la actualidad, mediante vastas campafias, de proyectar 


su labor al respecto sobre toda la poblacién, procediendo 
para ello no sdlo a la educacién del publico, sino contri- 
buyendo también a la formacién profesional de médico- 
higienistas y de trabajadores sociales. Tras el sistema llama- 
do de neoreglamentacién, aplicable sobre todo a las per- 
sonas con enfermedades venéreas que por su modo de vida 
We se we considera que constituyen un peligro, practicase hoy dia 
rdenes — 


u Nota preparada por la Secretaria. Para una detallada informacién 
V. oa" Abolitionniste (Ginebra) No. 140 bis. Serie 3a, afio 78, 


4 El articulo 6 dice: «Cada una de las Partes en el presente Con- 
venio conviene en adoptar todas las medidas necesarias para derogar 
0 abolir cualquier ley, reglamento © disposicién administrativa 
vigente, en virtud de la cual las personas dedicadas a la prostitucién 
0 de quienes se sospeche que se dedican a ella, tengan que inscribirse 





LA OCIOSIDAD EN LOS ESTABLECIMIENTOS PENALES 
Considerando que la obligada ociosidad de los reclusos 
en los establecimientos penales americanos sigue cons- 
tituyendo un mal flagrante, 


Considerando que se padece una informacién errénea 
y que se desconoce la situacién actual en esta materia, y 

Considerando que la ultima encuesta de caracter na- 
cional sobre el trabajo en los establecimientos penales 
fué hecho por el Department of Labour de los Estados 
Unidos en 1940; 


Decide, en consecuencia, que la American Prison As- 
sociation en sus esfuerzos para que el Department of La- 
bour de los Estados Unidos, o cualquier otro organismo 
adecuado, emprenda en fecha cercana un estudio com- 
pleto sobre el trabajo en los establecimientos penales de 
los Estados Unidos. 


Prostitucion © 
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la lucha epidemioldégica, con la cual, mediante un inte- 
rrogatorio de caracter amistoso hecho al enfermo, se trata 
de averiguar quién le ha transmitido la enfermedad y a 
quién puede haberla transmitido él a su vez. La aplicacién 
de este método exige los servicios de un asistente social 
capacitado. 


Estos nuevos métodos, exentos de todo espiritu policiaco, 
estén perfectamente acordes con el articulo 6 del Convenio 
para la represién de la trata de personas y de la explotacién 
de la prostitucién ajena, que fué aprobado el 2 de diciembre 
de 1949 por la Asamblea General de las Naciones Unidas." 


EL FICHERO SANITARIO Y SOCIAL DE LA PROSTITUCION § 


El Dr. André Cavaillon, Director General Honorario de 
Sanidad (Francia) y el Secretario General de la Unidén 
Internacional contra las Enfermedades Venéreas, analiza 
la ley francesa del 24 de abril de 1946 relativa al fichero 
sanitario y social de la prostitucién en Francia, y demuestra 
que las modalidades de aplicacién de esta ley estan 
abierta contradiccién con las disposiciones abolicionistas 
establecidas en la ley francesa del 13 de abril de 1946, que 
tiene por objeto la clausura de las casas de tolerancia y la 
intensificacién de la lucha contra el proxenetismo. 


Para el legislador del 13 de abril de 1946, legalmente ya 
no hay o, por lo menos, no existen ya mas disposiciones que 
las que tienen por objeto prohibir por igual las casas de 
tolerancia, el proxenetismo, las ofertas de prostitucién, los 
establecimientos en donde se ejerce la prostitucién en 
cualquiera de sus formas y la prostitucién de las filles en 
cartes inscriptas y empadronadas por la policia. Por el 
COMAEAEIM, la ley del 24 de abril de 1946, al someter una 


en un registro especial, que poseer un documento especial o que 
cumplir algin requisito excepcional para ap ay or oe © noti- 
ficacién». (Véanse los Documentos Oficiales de la Asamblea General, 
cuarto periodo de sesiones, documento A/1251, resolucién 317 (TV).) 

18 El texto completo del informe del Dr. A. Cavaillon se publicd 
en la revista La prophylaxie sanitaire et morale (Paris), mayo de 
1953, pags. 112 a 130, 








vigilancia sanitaria regular a «las personas que, por su 
género de vida, se encuentran especialmente expuestas a 
contraer y transmitir las enfermedades venéreas », tiene el 
efecto de someter a las prostitutas — categoria que la ley 
anterior acababa precisamente de suprimir en el orden 
juridico — a una serie de disposiciones rigurosas. A con- 
secuencia de esto surgen dificultades de aplicacién suma- 
mente intrincadas. 


El conferenciante expone luego las normas a que debera 
ajustarse el « fichero sanitario de la prostitucién » estable- 
cido en virtud de la ley del 24 de abril de 1946. En principio 
debiera prohibirse toda clase de coacci6n al practicar la 
Vigilancia sanitaria mencionada, aunque en realidad cabe 
esperar que no ocurrira asi. Por otra parte, este sistema de 
Vigilancia sanitaria no tiene efecto sobre un gran numero 
de prostitutas que lo son de modo indiscutible y que no son 
las menos peligrosas. Los estudios citados por el Dr. Ca- 
vaillon demuestran que la inmensa mayoria de las prostitu- 
tas escapan a esta vigilancia: el numero de prostitutas 
inscriptas en el fichero sanitario de Paris ha descendido de 
5.000 antes de 1946 a 2.000 6 3.000?® en la actualidad y, 
segun el Dr. Frugier, el total de mujeres inscriptas en este 
fichero, en toda Francia, no pasa de 10.000. Del mismo 
modo, en el orden represivo, poco se ha logrado en la lucha 
contra el proxenetismo y contra las ofertas de prostitucién 
y la experiencia demuestra una vez mas, segun el Dr Ca- 
vaillon, «que la policia declara que no aplica la ley porque 
los jueces no procesan, y los jueces por su parte, declaran 
que no procesan porque no se pone a disposicién de ellos 
a nadie a quien procesar ». 


Desde el punto de vista meramente sanitario, los datos 
de que se dispone indican sin embargo un sensible progreso. 
El Dr. Cavaillon comprueba la disminucién notable de 
enfermedades venéreas en Francia (2.000 casos de sifilis 
primo-secundaria declarados en 1950, contra 15.000 decla- 
rados en 1946), aunque no cree que se pueda prescindir de 
las medidas coercitivas, dado el peligro de epidemias de 
origen extranjero, y llega a la conclusion de que si las dis- 
posiciones represivas no deben aplicarse Unicamente a las 
prostitutas, las disposiciones sanitarias antivenéreas no 
deben aplicarse a toda la poblacién con excepcion de las 
prostitutas. 


Con este objeto, recomienda especialmente la adopcién 
de un cierto nimero de medidas cuya finalidad principal es 
la de establecer un sistema de colaboracién positiva entre 
las autoridades sanitarias, policiales y judiciales, encami- 
nado a facilitar la aplicacién de la ley (especialmente me- 
diante autorizacion a las asistentes sociales para que re- 
quieran los servicios de la policia en caso de delito flagrante), 
a graduar las penas dictadas contra las ofertas de prostitu- 
cin y a perfeccionar los métodos para la localizacién y el 
tratamiento obligatorio de los enfermos venéreos en gene- 
ral, y no solo de las prostitutas por su condicién de tales. 


PRINCIPIOS DE LA ACCION DE LA POLIC{A PARA LA 
REPRESION DEL VICIO 


La Srta. D. O. G. Peto, ex superintendente de la Metro- 
politan Women Police de Londres, sefiala que, por razones 


% Conformea una declaracién del Directeur général de |’ Assistance 
publique de} Consejo municipal de Paris, el nGmero total de mujeres 
registradas en el indice sanitario de esa ciudad alcanzb a 5.493 
en noviembre de 1953 y ese nimero estaba aumentando. Revue 
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geograficas e histéricas en la Gran Bretafia no ha habig gculta 
reglamentacién de la prostitucién, y que la legislacii foxiste 
britanica, en sus rasgos generales, se inspira en los pring | obliga 
pios de libertad que proscriben el recurso a un sistema gf mor 
medidas coercitivas. En algunos aspectos, sin embargo, egy} yigilar 
legislacion justifica ciertas criticas: si la prostitucién eng} senta | 
misma no constituye una infraccién de la ley — de lo cy profil 
debiera deducirse que la oferta de prostituciOn tampo} mient 
constituye en si misma una infraccidn — la Srta. Peto hae} :on g 
observar que las leyes concernientes a las vias piblicy} ituye 
hacen referencia exclusivamente a «la prostituta notory 
que frecuenta las vias o lugares publicos con algun fin & 
prostitucién o de oferta de prostitucién, molestando co 
ello a los vecinos o a los transetintes ». Al confundir agi}, 
represién del desorden con la represién del vicio mismo, 
se establece para las mujeres detenidas por hacer oferta (| 4! 
prostitucién, un prejuicio desfavorable cuando la poliga} 

las denuncia al juez como prostitutas, y nace de esta manera} P*S° 
una categoria de mujeres «sin casta», que en las grande} © PF 
ciudades estan sometidas a las exigencias de policias, alg. comp 
nos de los cuales revelan una actitud «que tiende a ge} M!4' 
completamente cinica ». dag 


ae ._, | perso 

En cuanto se refiere a los principios que deben regir fe pr 
accién de la policia femenina en lo concerniente a la repr} ii 
sion del vicio, la Srta. Peto opina que las mujeres deben irbit 
formar parte de la policia ordinaria, y que no debe haber} sven; 
en ésta una seccién especial para la represion del vicio, abit 
Este principio se considera bastante mas ventajoso qued abus 
que tiende a confiar la aplicacién de una parte determinata} j 4 
de las leyes o la vigilancia de una parte de la colectividad 
a la policia masculina o a la policia femenina. La politia 
que se debe seguir consiste, por lo tanto, en incorporr 
agentes femeninos de diverso grado jerarquico en el cuerp 
general de la policfa, sin constituir una brigada femenim 
especial. 

En lo que se refiere a la aplicacién de los principios ab 
licionistas a los problemas de orden publico, la Srta. Pew 
considera, por una parte, que ninguna legislacién espe 
debe dictarse sobre las prostitutas por su condicidn de tals, 
o sobre un sexo en particular y, por otra parte, quel 
policia ordinaria no debe tolerar que las vias publicass 
conviertan en mercado del vicio. 


n | 
Plauz 
ponsa 


LA POLIC{A ENCARGADA DE LA REPRESION DEL VICIO 
EN FRANCIA !? 


Seguin el Dr. Sicard de Plauzoles, Presidente de la Fe 
deracién Abolicionista Internacional, la ley francesa 
13 de abril de 1946 constituye tedéricamente un trius 
abolicionista, pero en la practica no es mucho lo quel 
logrado modificar en cuanto a represién y a accién dek 
policia en Francia. 


En materia de profilaxis antivenérea, el Dr. de Plauzols 
sefiala que las leyes del 24 de abril de 1946 y del 8 de jul 
de 1948, relativas al fichero sanitario, no se aplican es 5 
practica sino a mujeres, no obstante que el varén 
padece de enfermedad venérea es atin mds temible que 
prostituta como propagadador de tales enfermedades. Pe 
otra parte, la vigilancia policial induce a los enfermos? 


Abolitionniste (Ginebra) No. 145, marzo-avril 1954. =< 

17 El texto completo del informe del Dr. Sicard de Plauzolss— ™ 
sido publicado en la revista La prophylaxie sanitaire et morale (Path 
marzo de 1953, pags. 68 a 82. 













ha habig, gcultarse ; por cada persona que es detenida y hospitalizada, 
legislacid, existe un numero mucho mayor que se sustraen a esta 
los pring, | obligacion y vacilan antes de someterse a tratamiento por 
Sistema gf mor de ser denunciados a los servicios de vigilancia. La 
bargo, eat vigilancia que se ejerce sobre algunas prostitutas no repre- 
UCiOn en gf enta por lo tanto una ventaja real desde el punto de vista 
de lo cuif srofilactico. De lo que resulta que es el sistema de trata- 
1 tampog)} miento libre, gratuito, al alcance de todos los enfermos, 
Peto hag} con garantia de la mas absoluta discrecién, el que cons- 
'S PUblicy } ijtuye el régimen mds eficaz de profilaxis. 


ta notota} En cuanto al delito de oferta de prostitucién, el Dr. de 
gin fin te} piuzoles considera que las dos partes igualmente res- 
tando coy ponsables deberian ser perseguidas y condenadas por igual. 


ou En lo que se refiere a la policia encargada de la represién 
r oferta ke del vicio, el Sr. de Plauzoles subraya que, segun la practica 
‘la poli, actual, son los agentes de dicha policia los que sefialan a las 
sta mang} Personas que han de ser perseguidas por el delito de oferta 
AS grandes de prostitucién y a las presuntas prostitutas que han de 
cas, alg.) omparecer ante el tribunal o ante la Comision del Fichero, 
onde a gr) Para cuya condena basta el testimonio del policia. Es, pues, 

d agente de policia el que debe apreciar y juzgar si una 
persona ha hecho o ha intentado hacer publicamente oferta 
de prostitucién a personas de uno u otro sexo. Esta dificil 
nisin confiada al agente de policia le confiere la facultad 
wbitraria de castigar con excesivo rigor, de detener o de 
avenirse... De este modo queda restaurado todo el poder 
awbitrario de esta policia especial, con todos sus vicios, 
abusos, extorsiones, sojuzgamiento de la prostituta al po- 
licia y explotacién de la prostitucién de la mujer por el 
policia, Sin embargo, en todas partes se ha conservado la 
antigua policia encargada de la represidn del vicio y hasta 
se han reforzado sus filas. El hecho de que busque confi- 
dentes entre los rufianes entorpece la represién del proxe- 
netismo. 


También el Dr. de Plauzoles llega a la conclusién de que 
es necesario suprimir radicalmente la policia especial 
encargada de reprimir el vicio y el espiritu que la misma 
encarna, y confiar sus tareas a la policia ordinaria, la 
policia uniformada, que, con su sola presencia, invita al 
tespeto del orden y del decoro publico. El papel de una 
policia femenina, también uniformada, debe consistir sobre 
todo en auxiliar, socorrer y proteger a los nifios, a las 
jovenes y a las mujeres; y la seleccién y preparacién de 
estas funcionarias policiales debe ser muy rigurosa. 
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PRIMICIAS DE UNA ENCUESTA SOBRE CIERTOS FACTORES 
PSICOLOGICOS DE LA PROSTITUCION 


El Sr. André Bouman, secretario del « Nationaal Comité 
van Instellingen voor zedelijke Volksgezondheid» (Paises 
Bajos) sefiala la necesidad de realizar un estudio de conjunto 
de las causas psicoldgicas de la prostitucién, con especial 
teferencia al cliente de la prostituta, a la prostituta misma 
yalos remedios preventivos de la prostitucién. 


Sobre la base de los resultados de encuestas de cardcter 
limitado que se realizaron en Europa y en América, puede 
considerarse que la prostituta se lanza a la vida airada no 
tanto por motivos fisiolégicos cuanto por la influencia 
desfavorable de sus antecedentes, el medio que la rodea y el 
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# El articulo 16 del Convenio, aprobado el 2 de diciembre de 1949 
por la Asamblea General de las Naciones Unidas, recomienda que 
los diversos Estados adopten «medidas para la prevencién de la 


lauzoles & 
rale (Patt 





165 


género de vida que lleva. De aqui que se deba acudir en 
socorro de la prostituta para que ésta pueda volver a ocupar 
un lugar util en la sociedad. Para lograrlo debe ser objeto 
de una cierta reeducacioén, y debe prepararse también el 
nuevo medio al que se va a incorporar, para que se la reciba 
sin reservas. Cabe decir que, a partir de cierta edad, las 
prostitutas sienten a menudo un deseo creciente de prestarse 
a la readaptacion. 


El Sr. Bouman sefiala que la elevacién del grado de 
moralidad publica depende de la eficacia con que se com- 
batan los complejos de angustia, de dominacién y de 
sufrimiento, de la comprensién mutua y del aprecio reci- 
proco entre un sexo y otro, asi como de una coordinacién 
mas armoniosa en los papeles que desempeifian el hombre 
y la mujer en todos los aspectos de la vida. Una educacién 
sexual, iniciada en la primera infancia con miras a ir prepa- 
rando a los nifios para el matrimonio, puede impedir la 
ignorancia, la curiosidad malsana y los complejos de con- 
secuencias nocivas. 


LA ADAPTACION SOCIAL DE LAS PERSONAS DEDICADAS A LA 
PROSTITUCION Y DE SUS EXPLOTADORES 


La Sra. J. Droin de Morsier, Presidenta de la Association 
suisse du Sou Joséphine Butler, resefia la experiencia ad- 
quirida en materia de adaptacién social de las personas 
dedicadas a la prostitucién, y expone las dificultades que 
ofrece tal adaptacién. Sefiala la importancia que tiene el 
haber reemplazado el término «redenci6n » por el término 
«adaptacién» y aplaude especialmente en este sentido el 
articulo 16 del Convenio de 1949.18 


La adaptacién entrafia dificultades que a menudo pro- 
vienen de las propias mujeres y obedecen a la debilidad de 
caracter, a la falta de fuerza de voluntad, a la inestabilidad, 
a la impulsividad, etc., aun en los casos en que no existe un 
defecto fisico o mental especifico. De todos modos es 
necesario realizar un examen psiquiatrico para poder selec- 
cionar a las mujeres que se va a rehabilitar. A estas dificul- 
tades se afiaden los obstdculos exteriores tales como la 
influencia del medio, la diferencia enorme entre las ganan- 
cias que rinde la prostitucién y lo que puede ganar la mujer 
con un trabajo honrado, la falta de alojamientos sanos a 
precios moderados, la falta de lugares adecuados para pasar 
unos ratos de esparcimiento, la falta de comprensién de las 
personas con quienes se trata, y, por fin, la opinién publica, 
que estima imposible la rehabilitacién de la prostituta y 
levanta una barrera contra su readaptacién profesional, 
tratandola como una culpable incorregible. 

La Sra. Droin de Morsier sefiala las medidas adoptadas 
en buen numero de paises (Bélgica, China, Dinamarca, 
Polonia, Rumania, Suiza y la URSS), en virtud de las cuales 
es posible establecer una util coordinacién entre las autori- 
dades y especialmente los tribunales, por una parte, y los 
organismos o entidades para la rehabilitacién por otra. En 
Francia, el Ministerio de Sanidad y Poblacién considera 
como dias de hospital los dias pasados por las ex prostitutas 
en las casas © talleres de readaptacién, lo que permite 
reembolsar con cargo al presupuesto nacional el importe 
de esos dias a dichos establecimientos, los cuales no podrian 
subsistir sin tal ayuda. 
prostitucién y para la rehabilitacién y adaptacién social de las victi- 
mas de la prostitucién». 








En algunos paises, los agentes de las obras sociales 
femeninas establecen directamente contacto con las pros- 
titutas y logran de esta manera ejercer una eficaz influencia 
encaminada a hacerlas abandonar la vida airada. Sean 
cuales fueren los métodos que sigan, las agrupaciones pri- 
vadas, los hogares con internado o los establecimientos de 
rehabilitacién con régimen de semilibertad o de libertad 
completa, deben fijarse todos, en opinion de la Sra. Droin 
de Morsier, los siguientes objetivos : proteger, si asi procede, 
a las mujeres contra la influencia del medio; velar por su 
salud fisica y psiquica; infundirles un nuevo concepto de la 
vida (accién moral y espiritual) e inculcarles el amor al 
trabajo; proporcionarles, si es posible, la formacién pro- 
fesional que responda a su vocaci6n; obtenerles un empleo; 
prepararles un medio ambiente nuevo que las reciba sin 
hostilidad, y que reemplace al medio de donde se las ha 
sacado. 


En cuanto a los proxenetas, no se indica sino algunos 
ensayos aislados de rehabilitacion, especialmente por medio 
del matrimonio, y se sefiala que el medio ambiente en que 
viven los rufianes representa en general un obstaculo dificil 
de superar. 


De un modo general, las iniciativas — aun las de alcance 
limitado — de readaptacidn de las prostitutas, pueden, si no 
reducir rapidamente las proporciones que ha alcanzado la 
prostitucién, por lo menos contribuir muy eficazmente a 
crear en la opinion publica un ambiente mas favorable para 
una accién encaminada a prevenir esta plaga y limitar sus 
estragos. 


RESOLUCIONES 


A la terminacion de sus deliberaciones, el Congreso de 
la Federacion Abolicionista Internacional adopto tres reso- 
luciones : 


I. En virtud de la primera resolucién (resolucién A) 
el Congreso: 


« 1) Comprueba que la inmensa mayoria de las conta- 
minaciones venéreas no se deben en la actualidad a la 
prostitucion, lo cual priva de toda eficacia practica a las 
medidas sanitarias cuya aplicaciOn esta limitada a las 


Tercer Congreso internacional de Defensa social 


El tercer congreso internacional organizado por la So- 
ciedad Internacional de Defensa Social tendr4 lugar en 
Amberes, Bélgica, del 19 al 24 de abril 1954. 


El programa del congreso tratar4 del problema actuale- 
mente importante de la individualizacién de la sentencia 
judicial y de su ejecucién. 

El programa del congreso trata de las cuestiones siguien- 
es: 

1. Observacién del delincuente antes de la sentencia; 


2. La divisibn del procedimiento en dos fases comple- 
mentarias: 





prostitutas incluyendo entre esas medidas el fichero gay, 
tario y social de la prostitucién; 

« 2) Exhortaa todos los Estados quetodaviaco 
el sistema de las casas de tolerancia o de los reglamenty, 
especiales sobre prostitucién, a clausurar dichas cay 
y abolir tales reglamentos; 

« 3) Subraya que estas medidas deben ser compleme. 
tadas con la prohibicién absoluta de mantener casas & 
prostitucién de cualquier tipo, y con la represidn sever, 
del proxenetismo bajo todas sus formas, represién gy 
estara a cargo de los tribunales, asistidos por la poli, 
ordinaria integrada por funcionarios de uno u otro sexo; 

« 4) Insiste ante los Estados para que conformen y 
legislacién al Convenio Internacional [del 2 de diciemby 
de 1949] para la represion de la trata de personas y deh 
explotacion de la prostitucién ajena.» 

II. En virtud de la segunda resolucién (resolucién }) 
el Congreso: 

« Persuadido de que, entre las causas importantes& 
la prostitucién figuran factores de orden econdmicoy 
social, 

« Solicita de los poderes publicos que adopten medics 
para combatir eficazmente dichas causas ; 

« Sefiala a la atencién de la opinién publica la impm. 
tancia de la demanda masculina; 

« Hace votos porque se estudien en relacién cond 
hombre y la mujer las causas y las consecuencias psicol- 
gicas y morales de la prostituci6n.» 

III. En virtud de la tercera resolucién (resolucién () 
el Congreso: 


« A la par que rinde homenaje a la abnegacion delaf . 


personas que consagran su vida a la readaptacién ak 
vida social de las victimas de la prostitucién, 

« Afirma que esta readaptacion solamente reviste ux 
significacién social de caracter duradero en los paisesqe 
han abolido la reglamentacién de la prostitucién y ent 
medida en que los gobiernos presten una colaboraci 
positiva a esta readaptacién, de manera que la mug 
reintegrada a la vida social no sea reemplazada 
maticamente por otra.» 


a) Apreciacién de los hechos; 
b) Medidas que deben aplicarse; 
3. Elcontrol judicial de la ejecucién. 


Las aspectos esenciales de la defensa social estaraén® 
cluidos en el programa del congreso y se organizaran # 
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ciones especiales para el estudio detallado de cada aspee. 


El Sr. Paul Amor, representativo regional de las Naci 
Unidas en el campo de la defensa social, asistird al con 
en la capacidad de representativo del Secretario general 
las Naciones Unidas. 
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y socialmente inadaptados 


La Comision consultiva sobre Menores delincuentes y 
socialmente inadaptados de la Union Internacional para 
la Proteccion de la Infancia se reunira en Bruselas del 20 al 

ode abril, 1954. El tema a discutir sera « La especializacion 
de los establecimientos y de los métodos de educacién em- 


de Tribunales de Menores” 





La Asociacién Internacional de Jueces de Tribunales de 
Menores,”? que ha sido reconocida como entidad consultiva 
t las Naciones Unidas, celebrard su cuarto congreso en 
Bruselas, del 16 al 19 de julio de 1954. El congreso se reune 
bajo los auspicios del Gobierno y del Ministro de Justicia 
de Bélgica. 


La Asociacién se creé en julio de 1930 al celebrarse su 
primer congreso en Bruselas. El segundo congreso se reuni6 
en julio de 1935 en la misma ciudad. El tercer congreso de 
la AsociaciOn se celebré en Lieja en julio de 1950. 


El préximo congreso se dedicara especialmente al estudio 
de la «ampliacién de la competencia de las instituciones 
especiales de menores ». Se ha elegido ese tema en vista del 
interés que hay en la actualidad por desarrollar este tipo de 
instituciones a fin de que los tribunales de menores y las 
entidades administrativas que se ocupan también de me- 
nores puedan adoptar muy tempranamente, en el medio 
social y familiar del menor, las medidas preventivas ne- 
cesarias. 


PROGRAMA 


De los cuatro dias que durard la reunién, dos y medio se 
dedicaran al trabajo de las secciones y dia y medio a visitas 
de estudio, excursiones y recepciones. 


El congreso estara dividido en cuatro secciones de tra- 
bajo, encargados, respectivamente, de las tareas siguientes : 


La primera seccién tratard fundamentalmente de la 
legislacion sobre menores y, en particular, de la proteccién 
social, moral y material del menor, mediante intervencién 
judicial, en virtud de la cual se proporcione una autoridad 
paterna, que reemplace a la natural en todas la ocasiones 
en que se compruebe una irregularidad en el medio familiar 
del menor. 


La segunda seccién se ocupard de los casos que justifiquen 
una intervencidn judicial en las relaciones entre padres e 
hijos, especialmente los criterios que se deberdn aplicar 





as Naci 


para déterminar la intervencidn judicial. 


al conges— La tercera seccién procederd a un nuevo examen de los 
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problemas del menor en sus relaciones con la sociedad, y 
” Nota preparada por la Secretaria, 


*En un nimero anterior de la International Review of Criminal 
Policy publicdronse datos sobre la organizacién y las funciones de la 
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pleados en dichos establecimientos ». El Sr. Paul Amor, 
representativo regional de las Naciones Unidas en el campo 
de la defensa social, asistira al congreso en la capacidad de 
representativo del Secretario general de las Naciones 
Unidas. 


internacional de Jueces 


tratara de la cuestidn general de la infancia inadaptada y 
del conjunto del problema que se conoce bajo la denomi- 
nacién general de delincuencia de menores. 


La cuarta seccién considerara los problemas relativos a 
la proteccién del menor, especialmente las medidas pre- 
ventivas para contrarrestar los efectos perniciosos de los 
medios modernos de difusién y las distintas formas de 
distraccién hoy en boga. 


ORGANIZACION DEL CONGRESO 


El Comité Ejecutivo de la Asociacién confiaraé a cuatro 
personas altamente calificadas la tarea de reunir las diversas 
communicaciones, las cuales deberan ser remitidas al 
Juez Florimond Lox, Secretario General del Cuarto Con- 
greso de la Asociacién Internacional de Jueces de Tribuna- 
les de Menores, Palais de Justice, Bruselas (Bélgica) antes 
del 1° de febrero de 1954. A estos cuatro «ponentes» les 
incumbiré la tarea de exponer sucintamente los propésitos 
y principios comunes, determinar cuales son, habida cuenta 
de las realizaciones ya logradas, los métodos mas eficaces 
para llevar a cabo la labor preventiva, y elaborar un proyec- 
to de informe sobre las conclusiones a que hayan llegado 
para presentarlo a la asemblea general del congreso. Los 
idiomas de trabajo del congreso seran el francés y el inglés, 
si bien se podran presentar comunicaciones en aleman, 
espafiol, francés, inglés e italiano. 


PARTICIPACION EN BL CONGRESO 


El Comité Ejecutivo de la Asociacién invita a que tomen 
parte en los trabajos del pr6éximo congreso, como miembros 
del mismo o con el caradcter de observadores, a todos los 
magistrados adscritos a las instituciones judiciales de me- 
nores; a todos los directores y miembros de los servicios 
administrativos que, en ciertos paises, reemplazan a los 
magistrados; a los delegados de las asociaciones de jueces 
de menores y a representantes de organizaciones nacionales, 
regionales e internacionales, que se ocupan del problema 
del amparo y la proteccién a la infancia. 

El Comité Ejecutivo considera que la participacién en el 
congreso, al lado de juristas, de representantes calificados 


Asociacién (véase el No, 1, pag. 29, enero de 1952), La Asociaciéa 
tué reconocida por las Naciones Unidas como entidad consultiva 
(categoria B) en mayo de 1952 (vdase la deternational Review af 
Criminal Policy, No. 2, julio de 1952, pag. 99) 





de las distintas disciplinas cientificas que se ocupan del 
diagnostico y tratamiento de los menores con problemas de 
conducta o inadaptados, habra de contribuir en alto grado 
a elucidar los problemas que han de ser estudiados por el 


Tercer Congreso internacional de Criminologia” 


(Londres - septiembre de 1955) 


La Sociedad Internacional de Criminologia, que celebré 
su segundo congreso en Paris en septiembre de 1950, decidié 
que el tercer congreso internacional se celebraria en Lon- 
dres, en septiembre de 1955. 


1. PROGRAMA 


El programa se ocupara sdlo del problema del recidivis- 
mo. Se ha preferido este término francés (recidivisme) ya 
que el término reincidencia tiene un sentido juridico mientra 
que aquél se refiere a un fendmeno estrictamente crimino- 
logico. Al servirse de tal término la Sociedad Internacional 
de Criminologia piensa que sera mas facil mantenerse 
dentro de los limites de su competencia cientifica, sin invadir 
las atribuciones de otras organizaciones que, en el campo 
juridico, se interesan en la prevencidn de la delincuencia y 
el tratamiento de los delincuentes. 


El estudio del problema comprendera los siguientes as- 
pectos: 


Definicion y estudio estadistico del «récidivisme » (rein- 
dencia) 
La tarea inicial del congreso debe ser la de definir con 
exactitud el recidivismo y, en funcidn de esta definicién, 
precisar su alcance mediante un estudio estadistico. 


Es evidente que si bien la definicion de recidivismo ha de 
fundarse en datos sociolégicos conforme a un estudio del 
derecho comparado, deber4 sin embargo situarse esen- 
cialmente en una perspectiva fenomenoldgica. En efecto, 
el recidivismo se relaciona en criminologia con ciertas clases 
de conducta criminal y con ciertas clases de delincuentes que 
conviene precisar. 


En cuanto al estudio estadistico, su objeto es establecer 
la relacion del fenédmeno de la reincidencia con el fendmeno 
general de la criminalidad y precisar su significado exacto. 


Descripcién de las diversas formas de reincidencia y su 
evolucion 


Después de la definicién y del estudio estadistico de la 
reincidencia, hay que determinar forzosamente sus diversas 
formas. Se trata del enfoque clinico de la reincidencia, tanto 
desde el punto de vista psicolégico como social. Este 
estudio descriptivo deber4 ser un estudio de la evolucion de 
la reincidencia a fin de ver si es posible establecer alguna 
comparacion entre el recidivismo en los menores y el de los 
adultos. 

El interés primordial de este estudio es identificar las 


* Nota preparada por la Secretaria sobre la informacién suminis- 
trada por el Sr. Jean Pinatel, Secretario General de la Sociedad In- 
ternacional de Criminologia. 
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congreso. El Sr. Paul Amor, representativo regional del 
Naciones Unidas en el campo de la defensa social, asistj 
al congreso en la capacidad de representativo del Secreta) 
General de las Naciones Unidas. 


fases de la evolucién de un sujeto desde su infancia hash 
la culminacion de su carrera criminal y precisar el fendmen 
decisivo de la «maduraci6n criminal ». 


Causas de recidivismo 


Las causas de recidivismo son bioldgicas, psicoldgicys 
y sociales y su enumeracion es interesante desde mucho 
aspectos. Pero lo que importa, sobre todo, es conocer ly 
relaciones mutuas de estas causas. Conviene, en especial, 
determinar la relacidn entre recidivismo y el problem 
psicolégico del automatismo o de la repeticién y la com 
pulsién en psicoandlisis. 


En el aspecto social debe estudiarse la interaccién entre 
la psicologia y conducta del delincuente y su mundo cit. 
cundante. Esta interraccién hace que ciertos ciclos de con- 
portamiento se perpetien y que tal comportamiento pro- 
duzca efectos que refuerzan las causas por las cuales ¢ 
sujeto se conduce criminalmente. 


Pronéstico del recidivismo 


El pronéstico, a diferencia del estudio de la «evoluciém 
que es puramente descriptivo y fenomenoldgico, es um 
operacién de razonamiento que combina diversos dato 
para formular un juicio sobre el porvenir. Puede intervent 
antes o después del tratamiento y hasta se puede estudia 
su aplicacién para descubrir la reincidencia potencial 
virtual. 


La cuestién de las tablas de prediccidn esta evidentement 
relacionada con el prondéstico de la reincidencia. 


Tratamiento del recidivismo 


El problema del tratamiento del recidivismo tiene 
interés practico considerable pero hay que tener en cuent 
que presenta aspectos muy diversos: neuroquirirgico, m 
dico-pedagdgico, psicoanalitico y atin penal y penitenciats 
y que reviste las formas mds variadas ya que puede # 
estudiado tanto en un medio libre como en una institucios 


El problema se complica también por el hecho de ques 
hay tratamiento sin profilaxis, ni profilaxis sin tratamients 


Este problema constituye en el congreso uno de los qx 
puede ser mds intimamente discutido de un punto de visa 
constructivo. 


2. EJECUCION DEL PROGRAMA 
Organizaciédn del comité local 


El comité local de organizacién se halla en vias de cont 
titucién por iniciativa del Dr. Denis Carroll (Presidenteé 
la Sociedad Internacional de Criminologia, Psiquiatn 


Asesor | 
dres) Y ‘ 


Univers 


(Kent)) 


cacion 








Onal de jy Ases0 


al, asistig 
Secretar, 


nCia hast 
fendmen 


icoldgicas 
© Muchos 
nocer has 
| €Special, 
problem 
y la com. 


16N entre 
undo cir. 
s de com. 
onto pro- 
Cuales ¢ 


Olucién» 
, S Um 
OS datos 
ntervenr 
estudia 
tencial ¢ 


ntement: 


tiene u 
n cuenta 
ico, m- 
‘enciario 
uede sr 
titucion 
e que ne 
imients 
los qu 
de vista 


Je com 
Jenteé 
iquiatn 





r de la Clinica Portman, 28 Weymouth Street, Lon- 
res) y del Sr. Hermann Mannheim (Miembro del Consejo 
pirectivo de la Sociedad, Profesor de Criminologia en la 
Universidad de Londres, 20 Goddington Lane, Orpington 


(Kent). 


Funciones del comité local 
Elcomité local divulga el programa, se pone en comuni- 
cacion con los participantes, se encarga de la publicidad, 
asume la responsabilidad de la organizacién del congreso 
y de la publicacién de las actas. Asimismo informa con 
regularidad a la Sociedad Internacional de Criminologia 
sobre el estado de las labores de organizacién y de reali- 


zacion. 


Nombramiento de los relatores generales y de los presidentes 
de seccién 

A propuesta de la Comisién Cientifica, el Consejo Di- 
rectivo ha nombrado los relatores generales y los presiden- 
tes de seccion. 

Todas las personas que se indican a continuacién fueron 
designadas y han aceptado las funciones para las cuales 
fueron nombradas. 


Ja. seccién: Definicién y estudio estadistico del recidivismo: 


Presidente: Sr. Mannheim (Inglaterra); 
Relator general: Sr. Drapkin (Chile). 


2a. seccién: Descripcién de las diversas formas de reci- 


divismo: 
Presidente: Sr. Heuyer (Francia); 
Relator general: Sr. Andersen (Bélgica). 
3a. seccién: Causas de recidivismo: 
Presidente: Sr. Taner (Turquia); 
Relator general: Sr. Baan (Paises Bajos). 
4a. seccién: Prondstico del recidivismo: 
Presidente: Sr. di Tullio (Italia); 
Relator general: Sr. Glueck (Estados Unidos). 
5a. seccién: Tratamiento del recidivismo: 


Presidente: Sr. Beleza dos Santos (Portugal); 
Relator general: Sr. Stiirup (Dinamarca). 


Relatores especiales 


El Secretario General de la Sociedad ha pedido en cir- 
cular de 12 de noviembre de 1952, a los miembros del 
Consejo Directivo de la Comisién Cientifica y a los dele- 
gados nacionales que se pongan en contacto en sus respec- 
tivos paises con aquellas personas que puedan compro- 
meterse a redactar un informe especial sobre cuestiones 


relativas al programa. 


A raiz de esta circular, varias personas han manifestado 
que estaban dispuestas a enviar informes individuales sobre 


dichas cuestiones. 
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CORRIGENDUM 


In the article “‘Sexual offenders and their treatment in Denmark and the other 
Scandinavian countries”, by Georg K. Stiirup, in the English edition of No. 4 of the 
International Review of Criminal Policy, July 1953, pp. 10-12, table 6: 


Column 7, entitled “Number of interviews” should be replaced by: 
‘Proportion of time in institution” with an explanatory footnote as follows: 


‘Proportion in percentage of time in institution from the first time apprehended 
until admission to Herstedvester”’. 
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